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DISCURSO
LEIDO POR EL

LIC. NESTOR CONTIN AYBAR,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, en la solemne
apertura de los Tribunales, celebrada el 7 de Enero de 1981.

SEÑORES:

Al descorrer las cortinas de un nuevo año judicial, con
la celebración de esta Audiencia Solemne, acatando así el
precepto legal que la ordena, y después de haber asistido
en la Casa del Señor, propincua a este Palacio de Justicia,
al sacrificio incruento de la Ley de gracia, ofrecido por el
sacerdote en la Santa Misa, para de este modo poder nos-
otros implorar la protección divina en nuestras delicadas
actuaciones, durante el período que hoy se inicia, descubra-
mos también el cofre de nuestras buenas intenciones, seño-
res Magistrados, para prometer enfáticamente ante los al-
tares de la Diosa Temis, administrar justic i a ,teniendo en
cuenta, principios tan acuñados y conocidos como el que
proclama que "es la Justicia virtud propia de las almas ex-
celsas", o aquél otro, tan socorrido y antiguo, que era nor-
ma del Derecho Romano y que reza: Melius est impune de-
lirium relinquere quarn innocentem dannare, o sea, "es pre-
ferible dejar impune el delito que condenar a un inocente",
no sin olvidar, tampoco, la terrible imprecación que se atri-
buye como divisa al Emperador de Alemania Fernando I:
"Hágase la justicia, aunque se hunda el mundo".

Saludamos complacidos, —pecaríamos de injustos si no
lo hiciéramos—, el loable esfuerzo desplegado por los Cuer-
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pos Legislativos, por dotar a la Administración de Justicia,
de facilidades y medios económicos necesarios para su nor-
mal y adecuado funcionamiento y para rodear de decoro y
dignidad la actuación de sus representantes.

Es ingenuo, quizás menos que ésto, pensar que la au-
tonomía administrativa no es uno de los factores principales
de una verdadera independencia del aparato judicial. Desde
luego, nadie con buen juicio, puede imaginar que nos esta-
mos refiriendo al poder de decisión libre que tienen los jue-
ces. Hablamos de actividades administrativas; de no suje-
ción a otros departamentos para el adecuado funcionamiento
de sus cotidianas labores y el cabal ejercicio de sus atribu-
ciones: que puedan realizarse periódicas visitas de inspec-
ción a juzgados inferiores; que sea posible adquirir obras
doctrinarias y suscripciones de periódicos y revistas espe-
calizados en las ramas del derecho; que sea factible dotar
a las oficinas judiciales de todo cuanto la técnica moderna
pone al servicio de la civilizac'ón. Ni qué decir de la idea,
incongruente por demás, de que uno de los Poderes del Es-
tado, consagrado constitucionalmente, dependa económica-
mente en su desenvolvimiento de un Departamento depen-
diente de otro de los Poderes del Estado. No es la primera
vz que nos referimos a este punto. Ojalá que sea la última!

Sin personal administrativo suficiente, sin instrumen-
tos de trabajo adecuados, sin actualización de su biblioteca,
s'n equipo moderno de intercomunicación, sin mobiliario
presentable, que no hiera la vista de distinguidos visitantes
nativos y extranjeros y llene de sonrojo a los anfitriones,
el alojamiento del más alto Tribunal de Justicia de la Re-
pública aparecía ante el asombro de propios y extraños, co-
mo algo indigno de servir de sede a los más elevados repre-
sentantes de uno de los Poderes del Estado.

Igualmente nos regocijamos del nuevo giro tomado por
los directivos de Adorna, que, al fin, han encontrado cuál
ha de ser su verdadero camino, olvidando pasadas actitudes
de "francotiradores" profesionales, para llenar y cumplir
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el correcto y cabal sentido de su razón de ser y el acertado
propósito de su creación. Puesto que olvidar que los jueces
no son sino abogados investidos de la alta y sublime fun-
ción de juzgar, que necesitan del apoyo, del auxilio cons-
tante de sus colegas en el ejercicio profesional, con su vi-
gilancia seria y la práctica sana de un contralor de altura
y no la pertinaz imputación, grosera y calumMosa, cuando
sus clientes son vencidos en juicio, sin aportar las pruebas
necesarias, de hechos de corrupción c lenidad. Los abogados
en actividad profesional deben siempre tener presente que
si las partes que representan sucumben en litis ante los tri-
bunals, es porque la otra parte, también representada por
abogados, ha postulado por un mejor derecho, a juicio del
juzgador, y, por ende, ha triunfado en su demanda. Y, en
caso de disconformidad con la sentencia pronunciada, no
deben llegar a hacer público su desacuerdo, con estériles
debates por medio de "espacios pagados", que no buscan,
en muchas ocasiones, sino tratar de justificar ante sus clien-
tes, sus errores procesales y que sólo alcanzan a poner de
relieve la inconsistencia o la falta de justicia de su causa,
haciendo aparecer a los jueces como parcializados o vena-
les. Para eso están los recursos que la Ley pone en sus ma-
nos para perseguir la revocación o reforma de la decisión
que les es adversa.

Y a los jueces les decimos que no ha menester defen-
der públicamente sus sentencias, con declaraciones fuera de
lugar. Hasta la saciedad ya se ha expresado que los jueces
hablan por sentencias. Motivadlas, pues, suficiente y con.
gruentemente, y que esto os baste, para tranquilidad de
vuestras conciencias. Recordad, eso sí, la frase que debería
ser inolvidable para vosootros, pronunciada por Román
Sévez, ante la Asamblea, durante el juicio y defensa del
infortunado Rey Luis XVI, el 26 de diciembre de 1792:
"Ciudadanos, no concluyo... Me paro delante de la His-
toria; pensad en que ella sentenciará vuestra sentencia, y
la suya será la de los siglos"...

Y tanto a los Jueces como a los miembros del Minis-
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terio Público, aún saliéndonos del campo de nuestras atri-
buciones, sin deseo alguno de invadir el de otros respeta-
bles funcionarios, les decimos, quizás muy crudamente, que
no se vean como adversarios; que ambos tienen altas mi-
siones que cumplir; que cada uno debe llenar su papel, sin
estimar en el otro un deseo de cometer acciones indecoro-
sas; que el error, como de humanos, es común en unos y
otros. Pero hay, por fortuna, formas civilizadas de corregir
las faltas. No gana nada la desead,: institucionalidad de la
Administración Pública con la crencia de que todo cuanto
se opone a lograrla está de una parte y lo favorable de la
otra. Lo cierto es que, como en todas las zonas o demarca-
ciones de las colectividades humanas, hay buenos y malos
en un sector y en el otro. Pero no debemos olvidar que to-
dos somos nacionales de un mismo país, ansiosos de que lo
nuestro sea lo mejor, deseosos de alcanzar progreso y per-
feccionamiento patrios, ganosos de honor para nuestro nom-
bre y de orgullo para la República.

Pero es preciso, además, que unos y otros, laboremos y
estudiemos más.

La señal de los tiempos es de transformaciones, de
grandes y tremendas transformaciones a las que no escapa.
no podía hacerlo, el Derecho. El derecho no es nada está-
tico, inmutable. El Derecho evoluciona a la medida del pro-
greso de los pueblos. Al respecto expresa no menor maestro
que Jean Carbonnier, que "es preciso que nos habituemos
a la idea de que llegará un día en que, en las Facultades de
Derecho, los códigos y los repertorios de jurisprudencia ce-
derán su puesto, por lo menos en parte, a los instrumentos
de laboratorio. Por fin, podremos hacer experimentos. Po-
dremos mostrar a nuestros alumnos, de una manera distinta
a la de simples arrmaciones, que poniéndole a un jurado
inyecciones de cafeína se consigue transformarlo de severo
en indulgente". Y agrega el gran jurista francés: "El dere-
cho no se contenta ya con ser glosa de textos, conocimiento
de leyes, arte de hacerlas chocar a unas con otras, de inter-
pretarlas, de ampliarlas, de restringirlas o de introducir
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giros en ellas. Aspira a transformarse, por lo menos en al-
gunas de sus ramas, en una ciencia de observaCión e incluso
de experimentación. Aspira a aprehender, más allá de los
textos, los fenómenos jurídicos".

Por nuestra parte, hacemos notar que el pensamiento,
el razonamiento, el juicio de un Magistrado del orden judi-
cial se elabora básicamente con los materiales que la ley
le proporciona. La ley constituye, pues, la materia prima
por excelencia con que el juez fabrica, si puede así decirse,
su decisión. La antigua discusión acerca de si el hecho debe
preceder al derecho, o viceversa, tiene una importancia ex-
trema. Su interés resulta mayor, entre nosotros, por cons-
tituir nuestra Nación una colectividad de legislación impor-
tada, en su gran mayoría. Sabido es que nuestros Códigos
y otras leyes orgánicas, no son el producto de nuestras cos-
tumbres, de nuestras tradiciones, de normas consuetudina-
rias, consagradas legislativamente. Son sólo una traducción
o a lo sumo una adaptación de la legislación de otros países.
Resulta, pues, de este fenómeno jurídico particular, que lo
que ha sido adaptado, o mejor adoptado, es la letra fría,
desalmada, de un texto legislativo extranjero; pero que, al
hacelo, no se han tenido en cuenta factores propios de
nuestra identidad nacional, tan necesarios, —diríase que im-
prescindibles—, para que uan ley le venga como anillo al
dedo, según el expresivo decir popular, a nuestros requeri-
mientos de vivir organizadamente.

Bando' explica el caso, asentando que "el derecho de-
liberado sólo tiene valor y duración en la medida en que
consagra lo que el hecho social expresa", y agrega que hay
que tener en iuenta lo que denomina "lectura" del derecho
en los hechos que pone de manifiesto una verdad esencial
que "hay hechos que imponen el derecho, hay experiencias
cuyo desconocimiento resulta desastroso".

Aflora, por otra parte, y, en cierto modo, algo similar
a lo que ocurre con el Arte, en la aceptación de estilos y
escuelas alejados de sus fines mismos de producción de be-
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hacerlo, no se han tenido en cuenta factores propios de
nuestra identidad nacional, tan necesarios, —diríase que im-
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escuelas alejados de sus fines mismos de producción de be-
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lleza y éxtasis espiritual y apartados del propósito de enal-
tecer o exaltar lo puramente nacional o autóctono, que de-
be ser su principal misión, porque en el legislador existe o
ha existido, como entre los propagadores de nuevas tenden-
cias artísticas, un prurito snobista que conduce a aceptar
concepciones jurídicas legalizadas, inadaptables al medio,
incomprensibles, a veces, para la gran mayoría precisada a
cumplirlas, y aún para los obligados a hacerlas cumplir o
a aplicarlas. Una visión, clara, constante, precisa, de nues-
tra realidad autóctona, compenetrada de psicología propia
de alma nacional, en una palabra, se impone a nuestra orien-
tación legislativa para que la ley goce de la necesaria fir-
meza, perdurabilidad razonable, naturalidad y espontánea
y fácil receptividad, de parte de los obligados a cumpl.rla
y pueda ser objeto de una interpretación exacta, cabal y sin
esfuerzo de aquellos a quienes compete ejecutarlas o apli-
carlas.

Particularmente, una Corte de Casación se encara a
dos peligrosas e igualmente difíciles realidades, frente a su
obligación teórica de no conocer los hechos sino de juzgar
el derecho. Nos referimos a la necesidad de interpretación
de una ley, para decidir que ella ha sido o no bien aplicada
por los tribunales a-quo, cuando aquella resulta, a ojos vis-
tas, contradictoria, confusa o cuasi inaplicable al medio, por
una parte, por ausencia de una cuidadosa y técnica depura-
ción en el momento de su discusión ante los cuerpos legis-
lativos: y, por otra parte, tiene a su cargo el examen de una

, sentencia dictada por uno de esos jueces a los que Carbon-
wer, muy dura, pero gráfica y expresivamente, llama "jue-
ces locos", que en sus aspectos de hecho, aunque no resulten
éstos desnaturalizados propiamente, sean evidentemente
irracionales, aunque no contrarios al derecho positivo, que
es lo que tiene, en realidad, por función la casación respetar
y hacer respetar.

Es bueno recordar aquí que es jurisprudencia constan-
te de la Suprema Corte de Justicia que la desnatural:zación
de los hechos de la causa se constituye cuando a los hechos

establecidos como verdaderos no se les ha dado el sentido
o alcance inherente a su propia naturaleza.

Por consiguiente, viene a cuento el ya clásico ejemplo
de que una Corte de Apelación, dentro de su potestad de so-
berana apreciación de los hechos de la causa, fundara su
sentencia sobre unas declaraciones de hecho, en que se afir-
ma que una corriente de agua ha seguido su curso de abajo
hacia arriba y ha remontado una pendiente, con evidente
ausencia de toda lógica y realidad acorde con las leyes na-
turales.

Todo lo anteriormente expuesto tiende a propugnar por
un derecho que rinda homenaje de pleitesía a la razón, fren-
te al peligro que representa la promulgación de leyes ina-
plicables al medio y al pronunciamiento de juicios absurdos.

No en balde precede a estos razonamientos nuestros to-
da una serie de literatura clásica consagrada a poner de re-
salto la vida y hechos de personajes de ficción que son ver-
daderos psicópatas jurídicos. Nos sacan verdaderos las obras
de Racine, de Boileau y La Fontaine, quienes en Los Liti-
gantes, o El Misántropo o en Las Mujeres Sabias, ponen de
relieve el delirio procesal de sus personajes, como, por ejem-
plo, de Chicaneau y la condesa de Pimbesche, la cual po-
see de consuno, junto a la manía de litigante violento del
primero, la pasión propia del sexo femenino.

Se ha dicho que "el derecho modela al hombre y, en
ocasiones lo deforma", por lo que se ha arribado a pensar
que tal como crea la política un hombre político, llega a
crear un hombre jurídico, tan alejado y diferente del hom-
bre natural. Del mismo modo que el buen médico posee lo
que se denomina "el ojo clínico", un buen jurista penetra,
a primera vista, todo lo que en su sujeto de estudio procede
del derecho y que lo rodea y entorna, cual halo esclarecedor,
y se hace presente y apreciable en sus gestos y actuaciones,
aún en los considerados más insignificantes y rutinarios.
Y es sabido que hasta existen enfermedades mentales pro-
ducidas por -el Derecho, como la que recibe el nombre de
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siniestrosis, causada por la idea fija del derecho a la repa-
ración en casos de accidentes, muy conocida entre los es-
pecialistas del Derecho Laboral, sobre todo en los que ven
peligros en el sistema actual de reparación de los daños
corporales con una suma de dinero que permite que persista
en los aparentemente resarcidos una constante ansia lasti-
mosa en su personalidad, tanto física como moral. Y hay,
asimismo, quienes descubren en los hijos naturales una ma-
yor concentración y retraimiento que en los h i jos legítimos,
diferencias que, a su juicio, proceden del derecho y se basan
en el llamado complejo de Faetón, por referencia al hijo de
Henos y de Clirnene, a quien su padre, un buen día, dio
permiso para guiar el carro del Sol y estuvo a punto de
abrasar el Universo entero, por su inexperiencia, al acer-
carse demasiado a la Tierra, por lo que Júpiter, justamente
irritado, lo precipitó a las aguas del Erídano. Allí lo llora-
ron, larga y amargamente, sus hermanas las Heliades y las
Faetóntides y su mejor amigo Cieno, cuyo pesar fue tan
grande que llegó hasta a encanecer, y luego fue convertido
en cisne de plumaje tan albo como lo fuera su cabellera de
anciano prematuro.

Pero es que al lado de la psicología del sujeto del de-
recho, ya sea en el campo penal, más vastamente estudiado,
o en el civil, menos comprendido, existe una psicología del
legislador y también del juez, como indica Carbonnier, el
Profesor francés ya mencionado, y a quien nos señaló el
Magistrado Bellet, actual Primer Presidente de la Corte de
Casación de Francia, como una de las más altas cumbres
del pensamiento jurídico moderno en su tierra, y al cual se
deben magistrales obras corno Derecho Flexible. Para una
sociología no rigurosa del Derecho y Sociología Jurídica.

La Sociología Judicial, derivada de la Sociología Jurí-
dica, que suscita en algunos una comprensible vacilación,
pero que se afirma en el concepto, cada vez más sostenido,
de los que identifican el sistema jurídico únicamente con
las reglas del derecho, y entienden que para transformar-
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las en realidad social es necesario un subsistema de lo ju-
rídico, en el cual queden catalogados los fenómenos judi-
ciales, junto a los de admin istración y a los de policía. Quie-
nes así piensan hacen destacar el hecho de que los fenóme-
nos judiciales prrincipales provienen más que los demás fe-
nómenos jurídicos, de un análisis psicológico. Y así hacen
legitimar la Sociología judicial, corno la que se ha creado
alrededor del juez, a quien se considera como actor princi-
pal del derecho, un personaje sin par, a quien hay que te-
ner siempre muy en cuenta.

Al igual de lo que sucede en la consagración de las le-
yes científicas que se crean siempre a posteriori, así debe
ocurrir con las leyes que rigen las relaciones de los hombres
en su vida en Sociedad. Nos referimos, naturalmente, a las
leyes de carácter civil. Deben ellas ser precedidas por los
hechos y a ellos deben someterse. Esto es, deben siempre
regir situaciones conocidas anteriormente, circunstancias ya
creadas, con frecuencia y asiduidad, a fin de que cuando
vuelvan a ocurrir en el futuro, dentro de su pertinacia pal-
pable, puedan seguirse para regularlas las mismas normas
ya de antemano establecidas. Sólo en materia penal es acep-
table la regulación preventiva, esto es, el adelantarse a las
acciones contrarias a factores atinentes a la normal con-
vivencia social, a la integridad física humana, a las ofen-
sas a la moral, a la honestidad, a los atentados a la propie-
dad privada. Las formas de esos quebrantamientos de los
reconocidos valores morales a que debe someterse todo ser
social, varían y se transforman, a medida que avanza y se
desarrolla la Civilización.

Leyes creadas para situaciones ignoradas en el medio,
importadas sólo por imitación; leyes votadas para regir co-
lectividades de concepciones políticas o sociales diferentes,
de formación moral o cultural ajena a la nuestra, al ser
adoptadas, o resultan en la práctica absolutamente inaplica-
bles, o de dificultosa ejecución, y son, por ende, transtorna-
doras, innecesarias o frustráneas. Ya lo dijo Voltaire, hace

XIII

1



siniestrosis, causada por la idea fija del derecho a la repa-
ración en casos de accidentes, muy conocida entre los es-
pecialistas del Derecho Laboral, sobre todo en los que ven
peligros en el sistema actual de reparación de los daños
corporales con una suma de dinero que permite que persista
en los aparentemente resarcidos una constante ansia lasti-
mosa en su personalidad, tanto física como moral. Y hay,
asimismo, quienes descubren en los hijos naturales una ma-
yor concentración y retraimiento que en los hijos legítimos,
diferencias que, a su juicio, proceden del derecho y se basan
en el llamado complejo de Faetón, por referencia al hijo de
Helios y de Climene, a quien su padre, un buen día, dio
permiso para guiar el carro del Sol y estuvo a punto de
abrasar el Universo entero, por su inexperiencia, al acer-
carse demasiado a la Tierra, por lo que Júpiter, justamente
irritado, lo precipitó a las aguas del Erídano. Allí lo llora-
ron, larga y amargamente, sus hermanas las Helados y las
Factóntides y su mejor amigo Cieno, cuyo pesar fue tan
grande que llegó hasta a encanecer, y luego fue convertido
en cisne da plumaje tan albo como lo fuera su cabellera de
anciano prematuro.

Pero es que al lado de la psicología del sujeto del de-
lecho, ya sea en el campo penal, más vastamente estudiado,
o en el civil, menos comprendido, existe una psicología del
legislador y también del juez, como indica Carbonnier, el
Profesor francés ya mencionado, y a quien nos señaló el
Magistrado Bellet, actual Primer Presidente de la Corte de
Casación de Francia, como una de las más altas cumbres
del pensamiento jurídico moderno en su tierra, y al cual se
deben magistrales obras corno Derecho Flexible. Para una
sociología no rigurosa del Derecho y Sociología Jurídica.

La Sociología Judicial, derivada de la Sociología Jurí-
dica, que suscita en algunos una comprensible vacilación,
pero que se afirma en el concepto, cada vez más sostenido,
de los que identifican el sistema jurídico únicamente con
las reglas del derecho, y entienden que para transformar

XII

las en realidad social es necesario un subsistema de lo ju-
rídico, en el cual queden catalogados los fenómenos judi-
ciales, junto a los de administración y a los de policía. Quie-
nes así piensan hacen destacar el hecho de que los fenóme-
nos judiciales prrincipales provienen más que los demás fe-
nómenos jurídicos, de un análisis psicológico. Y así hacen
legitimar la Sociología judicial, como la que se ha creado
alrededor del juez, a quien se considera como actor princi-
pal del derecho, un personaje sin par, a quien hay que te-
ner siempre muy en cuenta.

Al igual de lo que sucede en la consagración de las le-
yes científicas que se crean siempre a posteriori, así debe
ocurrir con las leyes que rigen las relaciones de los hombres
en su vida en Sociedad. Nos referimos, naturalmente, a las
leyes de carácter civil. Deben ellas ser precedidas por los
hechos y a ellos deben someterse. Esto es, deben siempre
regir situaciones conocidas anteriormente, circunstancias ya
creadas, con frecuencia y asiduidad, a fin de que cuando
vuelvan a ocurrir en el futuro, dentro de su pertinacia pal-
pable, puedan seguirse para regularlas las mismas normas
ya de antemano establecidas. Sólo en materia penal es acep-
table la regulación preventiva, esto es, el adelantarse a las
acciones contrarias a factores atinentes a la normal con-
vivencia social, a la integridad física humana, a las ofen-
sas a la moral, a la honestidad, a los atentados a la propie-
dad privada. Las formas de esos quebrantamientos de los
reconocidos valores morales a que debe someterse todo ser
social, varían y se transforman, a medida que avanza y se
desarrolla la Civilización.

Leyes creadas para situaciones ignoradas en el medio,
importadas sólo por imitación; leyes votadas para regir co-
lectividades de concepciones políticas o sociales diferentes,
de formación moral o cultural ajena a la nuestra, al ser
adoptadas, o resultan en la práctica absolutamente inaplica-
bles, o de dificultosa ejecución, y son, por ende, transtorna-
doras, innecesarias o frustráneas. Ya lo dijo Voltaire, hace

XIII



muchos años: "Las leyes son como los trajes: hay que adap-
tarse a la vestimenta de cada pais".

Se ha llegado a señalar una "manía legislativa" en al-
gunos personajes célebres.

Del efímero y desgraciado Emperador de México, Ma-
ximiliano, se ha dicho que era tal la pasión morbosa que lo
devoraba por legislar, que dotó a sus gobernados de leyes
cuya realización práctica era punto menos que imposible,
en consideración a que sólo las concebía como fenómenos
abstractos. Es fama que su legislación sobre la marina fue
una obra maestra. Sólo que en México, en esa epoca, no
existía marina.

Por todo lo anteriormente txpuesto, en relación con las
leyes y los jueces, en cuanto a la oportunidad de que deben
estar revestidas las primeras y a la interpretación correcta
de las mismas que debe ser hecha por los últimos, viene de
perlas la frase de H. Bordeaux: "En la justicia siempre hay
peligro: o por parte de la ley, o por parte de los jueces".

El problema de la seleccción de los jueces, y el estatuto
de los magistrados ha sido puesto nuevamente en la mesa
de consideraciones. Cada cual, como sucede siempre con los
temas apasionantes, ha aportado sus ideas, muchas veces no
suficientemente meditadas en razón de la ausencia de esti-
mación y ponderación de las peculiaridades de nuestro me-
dio social. La misión primordial de los tribunales del orden
judicial, su objetivo principal, es ordenar y dirimir las dis-
cusiones jurídicas entre los particulares (Tribunales civiles,
comerciales ,etc.) y reprimir las Infracciones a las leyes pe-
nales (tribunales represivos). Pera nadie duda que su ac-
tuación, su actividad en las señaladas esferas tiene efectos
de carácter eminentemente político. Por ejemplo, las garan-
tías de la represión penal afectan a la libertad individual
y aún a la propiedad particular, cuartea la sanción es de
carácter pecuniario. Por su parte, la imparcialidad de las
jurisdicciones de derecho privado, afecta a la igualdad. Pe-
ro, hay algo más, cuando existe el recurso de inconstitucio-
nalidad, directamente, o como un medio de casación, fun-
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dado en que se trata de la violación de una ley, como sucede
actualmente entre nosotros, y, también, en los recursos
contencioso-administrativos, los tribunales tienen, además,
otro objetivo que incide más de cerca en el ejercicio del
poder político: controlar a los funcionarios para que actúen
dentro de los límites de la Constitución, o de las leyes, esto
es, que no se aparten de los confines del derecho, en apli-
cación del princ : pio de la legalidad, que es un elemento
fundamental en una verdadera Democracia, vale decir, en
un "Estado de Derecho", calificativo que se usa para opo-
nerlo a la situación de arbitrariezIad que prevalece en los
regímenes autoritarios. Pero es bueno recordar que esta
noción de democracia liberal, en muchos casos, se caracte-
ríza más que por la independencia de sus tribunales, por la
existencia de Cuerpos Legislativos o Parlamentos indepen-
dientes. Así, se puede comprot-a: que existen o han exis-
tido regímenes no liberales con tribunales independientes
y eme, por el contrario, en algunas democracias tradic í onal-
mente liberales, la independencia de los magistrados del
orden judicial, o jurisdiccional, es visiblemente limitada.

El Poder Judic l al consiste en la acción de decir o defi-
nir el derecho. A los Magistrados corresponde el poder de
interpretar oficialmente las leyes, decretos o reglamentos.
El referido Poder se ejerce, entre nosotros, por la Suprema
Corte de Justicia y por los demás Tribunales del Orden ju-
dicial creados por la Constitución y las leyes.

Para realizar sus delicadas funciones los jueces gozan
de un poder de interpretación oficial, que es tan amplio que
en los casos de ambigüedad u obscuridad de los textos, ellos
pueden escoger, entre los varios sentidos igualmente acep-
tables que éstos presenten, el que les parezca más admisible,
con lo cual no sólo aplican el derecho, sino que lo crean.

Pero aún hay más. Puesto que el artículo 4 del Código
Civil prescribe que "el juez que rehusare juzgar pretex-
tando silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley, podrá ser
perseguido como culpable de denegación de justicia", las
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carácter pecuniario. Por su parte, la imparcialidad de las
jurisdicciones de derecho privado, afecta a la igualdad. Pe-
ro, hay algo más, cuando existe el recurso de inconstitucio-
nalidad, directamente, o como un medio de caoación, fun-
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dado en que se trata de la violación de una ley, como sucede
actualmente entre nosotros, y, también, en los recursos
contencioso-administrativos, los tribunales tienen, además,
otro objetivo que incide más de cerca en el ejercicio del
poder político: controlar a los funcionarios para que actúen
dentro de los límites de la Constitución, o de las leyes, esto
es, que no se aparten de los confines del derecho, en apli-
cación del princ:pio de la legalidad, que es un elemento
fundamental en una verdadera Democracia, vale decir, en
un "Estado de Derecho", calificativo que se usa para opo-
nerlo a la situación de arbitrarkfaad que prevalece en los
regímenes autoritarios. Pero es bueno recordar que esta
noción de democracia liberal, en muchos casos, se caracte-
riza más que por la independencia de sus tribunales, por la
existencia de Cuerpos Legislativos o Parlamentos indepen-
dientes. Así, se puede comprol.a: que existen o han exis-
tido regímenes no liberales con tribunáles independientes
y que, por -el contrario, en algunas democracias tradicional-
mente liberales, la independencia de los magistrados del
orden judicial, o jurisdiccional, es visiblemente limitada.

El Poder Judic1a1 consiste en la acción de decir o defi-
nir el derecho. A los Magistrados corresponde el poder de
interpretar oficialmente las leyes, decretos o reglamentos.
El referido Poder se ejerce, entre nosotros, por la Suprema
Corte de Justicia y por los demás Tribunales del Orden ju-
dicial creados por la Constitución y las leyes.

Para realizar sus delicadas funciones los jueces gozan
de un poder de interpretación oficial, que es tan amplio que
en los casos de ambigüedad u obscuridad de los textos, ellos
pueden escoger, entre los varios sentidos igualmente acep-
tables que éstos presenten, el que les parezca más admisible,
con lo cual no sólo aplican el derecho, sino que lo crean.

Pero aún hay más. Puesto que el artículo 4 del Código
Civil prescribe que "el juez que rehusare juzgar pretex-
tando silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley, podrá ser
perseguido como culpable de denegación de justicia", las
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lagunas de los textos deben ser cegadas; su silencio, res-
ponci'do; su obscuridad, aclarada y su insuficiencia, colma-
da. Con esta obligación de "decir el derecho", en los casos
señalados, es claro que los jueces van más allá de una in-
terpretación propiamente dicha, para llegar a los crisoles o
matrices de la creación misma del derecho, a la propia ela-
boración de la solución jurídica adecuada.

Pero ese poder no se detiene en la interpretación de
las reglas jurídicas nacicas de las disposiciones o preceptos
legislativos o de lo ordenado por pautas trazadas por el Pre-
sidente de la República, en uso de su facultad reglamenta-
ria constitucional. Ese poder, repetimos, afecta también las
obligaciones que los simples ciudadanos se dan por efecto
de los convenios, por el hecho de tener las convenciones le-
galmente formadas fuerza de ley para aquellos que las han
suscrito, por lo que los contratantes pueden solicitar de los
jueces que las interpreten o apliquen.

En esas convenciones, sólo las disposiciones de orden
público, no pueden ser derogadas por la voluntad de los
contratantes. Las otras leyes, decretos o reglamentos, juegan
un papel supletorio, vigente en la medida de la ausencia o
silencio de las disposiciones convencionales.

Pero la decisión jurisdiccional no se limita al goce del
comentado poder de interpretación. Ella saca consecuencias:
en una palabra, aplica el derecho. Determina las obligacio-
nes que competen a las personas a quienes el derecho es
aplicable y ordena la ejecución de estas obligaciones. Es lo
que se expresa diciendo que las sentencias son ejecutorias,
no sólo para los particulares. sino aún para las autoridades
públicas.

Finalmente, las decisiones dictadas por los tribunales,
cuando son definitivas, tienen "la autoridad de la cosa juz-
gada", esto es, no pueden ser nuevamente planteados por
las mismas panes, los problemas ya resueltos por aquéllas.
Se dice, entonces, que la decisión judicial adquiere fuerza
de verdad legal.

xvI

Descrita, a grandes rasgos, la importancia de las deci-
siones judiciales, el tema de la selección de los jueces, que
son los encargados de dictarlas, adquiere proporciones de
alta significación.

Al respecto, ha habido, entre nosotros, quienes crean
que los jueces deben ser elegidos por los ciudadanos en ca-
pacidad electoral, de la misma manera que lo son, por ejem-
plo, los Senadores y los Diputados. Aunque este sistema está
muy desarrollado en algunos países que pueden calificarse
de altamente civilizados, tiene el inconveniente de atentar
contra la permanencia de los magistrados, en sus funciones.
Por otra parte, este procedimiento no da ninguna garantía
de que los candidatos gocen de competencia jurídica y ex-
pone siempre a éstos a afrontar situaciones políticas, en las
elecciones, como solicitud de apoyo o alianzas con partidos,
que comprometen su actuación futura y que en nada ase-

guran las necesarias garantías de imparcialidad de que debe
estar rodeado un encargado de administrar Justicia. Un
candidato a Juez, navegando en los procelosos mares de la
política partidarista, lo que en nuestro estatuto orgánico le
está prohibido, para obtener su elección, es situación nada
beneficiosa para la imparcialidad y capacidad técnica re-
querida en los Magistrados.

Lo deseable, nos parece, sería alcanzar lo que ya tantas
veces hemos solicitado, la implantación de la carrera judi-
cial, con garantías de eficaz reclutamiento, de inamovilidad,
de ascenso y avance, de adecuada remuneración, de retiro
y jubilación asegurados. Y, sobre todo, con respeto a su alta
investilura. Quizás sea un sueño; pero, por qué no soñarlo,
cuando es hermoso, plausible, laudable, loable. Nos referi-
mos a la creación de una Escuela Nacional de la Magistra-
tura, a semejanza de la que en Francia funciona en Bur-
deos, creada originalmente en 1958, bajo el nombre de Cen-
tro Nacional de Estudios Judiciales.

En cuanto a la selección de los jueces nos parece lo más
prudente y acertado que se establezca, a la hora de una re-
forma constitucional ,para conservar en algo nuestra tradi-
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lagunas de los textos deben ser cegadas; su silencio, res-
pond:do; su obscuridad, aclarada y su insuficiencia, colma-
da. Con esta obligación de "decir el derecho", en los casos
señalados, es claro que los jueces van más allá de una in-
terpretación propiamente dicha, para llegar a los crisoles o
matrices de la creación misma del derecho, a la propia ela-
boración de la solución jurídica adecuada.

Pero ese poder no se detiene en la interpretación de
las reglas jurídicas nacicas de las disposiciones o preceptos
legislativos o de lo ordenado por pautas trazadas por el Pre-
sidente de la República, en uso de su facultad reglamenta-
ria constitucional. Ese poder, repetimos, afecta también las
obligac'enes que los simples ciudadanos se dan por efecto
de los convenios, por el hecho de tener las convenciones le-
galmente formadas fuerza de ley para aquellos que las han
suscrito, por lo que los contratantes pueden solicitar de los
jueces que las interpreten o apliquen.

En esas convenciones, sólo las disposiciones de orden
público, no pueden ser derogadas por la voluntad de los
contratantes. Las otras leyes, decretos o reglamentos, juegan
un papel supletorio, vigente en la medida de la ausencia o
silencio de las disposiciones convencionales.

Pero la decisión jurisdiccional no se limita al goce del
comentado poder de interpretación. Ella saca consecuencias;
en una palabra, aplica el derecho. Determina las obligacio-
nes que competen a las personas a quienes el derecho es
aplicable y ordena la ejecución de estas obligaciones. Es lo
que se expresa diciendo que las sentencias son ejecutorias,
no sólo para los particulares, sino aún para las autoridades
públicas.

Finalmente, las decisiones dictadas por los tribunales,
cuando son definitivas, tienen "la autoridad de la cosa juz-
gada", esto es, no pueden ser nuevamente planteados por
las mismas partes, los problemas ya resueltos por aquéllas.
Se dice, entonces, que la decisión judicial adquiere fuerza
de verdad legal.

Descrita, a grandes rasgos, la importancia de las deci-
siones judiciales, el tema de la selección de los jueces, que
son los encargados de dictarlas, adquiere proporciones de
alta significación.

Al respecto, ha habido, entre nosotros, quienes crean
que los jueces deben ser elegidos por los ciudadanos en ca-
pacidad electoral, de la misma manera que lo son, por ejem-
plo, los Senadores y los Diputados. Aunque este sistema está
muy desarrollado en algunos países que pueden calificarse
de altamente civilizados, tiene el inconveniente de atentar
contra la permanencia de los magistrados, en sus funciones.
Por otra parte, este procedimiento no da ninguna garantía
de que los candidatos gocen de competencia jurídica y ex-
pone siempre a éstos a afrontar situaciones políticas, en las
elecciones, como solicitud de apoyo o alianzas con partidos,
que comprometen su actuación futura y que en nada ase-
guran las necesarias garantías de imparcialidad de que debe
estar rodeado un encargado de administrar Justicia. Un
candidato a Juez, navegando en los procelosos mares de la
política partidarista. lo que en nuestro estatuto orgánico le
está prohibido, para obtener su elección, es situación nada
beneficiosa para la imparcialidad y capacidad técnica re-
querida en los Magistrados.

Lo deseable, nos parece, sería alcanzar lo que ya tantas
veces hemos solicitado, la implantación de la carrera judi-
cial, con garantías de eficaz reclutamiento, de inamovilidad,
de ascenso y avance, de adecuada remuneración, de retiro
y jubilación asegurados. Y, sobre todo, con respeto a su alta
investilura. Quizás sea un sueño; pero, por qué no soñarlo,
cuando es hermoso, plausible, laudable, loable. Nos referi-
mos a la creación de una Escuela Nacional de la Magistra-
tura, a semejanza de la que en Francia funciona en Bur-
deos, creada originalmente en 1958, bajo el nombre de Cen-
tro Nacional de Estudios Judiciales.

En cuanto a la selección de los jueces nos parece lo más
prudente y acertado que se establezca, a la hora de una re-
forma constitucional ,para conservar en algo nuestra tradi-
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ción al respecto, que el Senado de la República siga tenien-
do como atribución la de elegir a los Jueces de la Suprema
Corte de Justicia y que ésta, a su vez, nombre a los demás
jueces, tal como en la actualidad selecciona a los Notarios
Públicos, en su única atribución de nombramiento a que la
ha reducido el centralismo administrativo reinante. En la
mayoría de los regímenes políticos iberoamericanos, con Ti-
jeras variantes, en cuanto a la elección del más Alto Tri-
bunal, éste es el sistema establecido. De esta nuestra afir-
mación, venga la prueba al canto. En Brasil, la Constitu-
ción de 1989, prevé que el nombramiento de los Miembros
del Supremo Tribunal Federal sea hecho por el Presidente
de la República, después de aprobada la elección por el Se-
nado. En México los nombramientos de los ministros de la
Suprema Corte son hechos por el Presidente de la Repú-
blica y sometidos a la aprobación del Senado. En Bolivia,
los Magistrados de la Corte Suprema son elegidos por la
Cámara de Diputados de ternas propuestas por el Senado.
En Perú y en Colombia los miembros de la Corte Suprema
son designados por el Congreso, de entre los candidatos
propuestos por el Poder Ejecutivo.

Nadie duda, en realidad, que en materia de selección lo
importante no es quien selecciona, sino el seleccionado. Pe-
ro nadie puede discutir que si quien selecciona lo hace con
criterio exclusivo de idoneidad y competencia ajena a in-
fluencias políticas, siempre favorecedoras de privilegios,
ateniéndose sólo a consideraciones de orden judicial; si quien
selecciona, además, tiene a su alcance los medios que su-
ministra la observación atenta, directa y contínua del ejer-
cicio profesional y de La conducta personal de los posibles
candidatos a cargos judiciales; si quien selecciona está pri-
vado del ejercicio profesional, nadie puede dejar de admitir
que una selección de los jueces de Cortes y Tribunales in-
feriores, de parte de la Suprema Corte de Justicia, estaría
rodeada de los más altos porcentajes de acierto y ecuani-
midad.

En cuanto a la necesidad de instituir nuevos tribunales,
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puesta a decisión de las Cámaras Legislativas, muy princi-
palmente, en relación al proyecto de crear otra Corte de
Apelación en el Distrito Nacional, iniciativa que ha querido
ser sustituida por la de aumentar el número de los jueces
de la actual y dividirla en Cámaras, invitamos la atención
de los señores legisladores a los artículos 68 y 73 y su Pá-
rrafo, de la Constituci6n de la República. Una simple y su-
perficial lectura de los mismos permite establecer la dife-
rencia de sus textos, en cuanto a la posibilidad de la divi-
sión en Cámaras, por ley. El primer artículo citado, o sea el
68, en su parte capital, que es la que interesa al momento,
reza así: "Habrá, por lo menos, cinco Cortes de Apelación
para toda la República; el número de jueces que deban com-
ponerlas, así como los distritos judiciales que a cada Corte
correspondan, se determinará por la Ley". Nótese, pues,
que la Constitución no autoriza a dividir por ley las Cortes
en cámaras. En cambio, el Párrafo del artículo 73, al refe-
rirse al número de Juzgados de Primera Instancia que debe
haber en cada distrito judicial, expresa: "La ley determina-
rá el número de los distritos judiciales, el número de los
jueces de que deben componerse los Juzgados de Primera
Instancia, así como el número de cántaras en que éstos pue-
den dividiese".

En ceremonia semejante a esta que hoy celebramos hu-
bimos de referirnos, el año pasado, a cuantas reacciones ad-
versas produce la actuación de los jueces, no para justificar
procederes incorrectos, sino para explicar determinadas si-
tuaciones objeto de críticas infundadas. En esta ocasión no
podemos dejar de ocuparnos, —así lo imponen las circuns-
tancias—, de ese procedimiento de valor inapreciable, flo-
rón y gala de un Estado de Derecho, que se llama el Habeas
Corpus. Nadie aquí ignora que esta prerrogativa extraordina-
ria debo su nombre a una locución latina que significa,
refiriéndose al que demanda su libertad por considerarse
ilegalmente detenido—, "Traedme el cuerpo", esto es, "pon-
gan al detenido en mi presencia, para que yo, su juez natu-
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ción al respecto, que el Senado de la República siga tenien-
do como atribución la de elegir a los Jueces de la Suprema
Corte de Justicia y que ésta, a su vez, nombre a los demás
jueces, tal como en la actualidad selecciona a los Notarios
Públicos, en su única atribución de nombramiento a que la
ha reducido el centralismo administrativo reinante. En la
mayoría de los regímenes políticos iberoamericanos, con li-
jeras variantes, en cuanto a la elección del más Alto Tri-
bunal, éste es el sistema establecido. De esta nuestra afir-
mación, venga la prueba al canto. En Brasil, la Constitu-
ción de 1969, prevé que el nombramiento de los Miembros
del Supremo Tribunal Federal sea hecho por el Presidente
de la República, después de aprobada la elección por el Se-
nado. En México los nombramientos de los ministros de la
Suprema Corte son hechos por el Presidente de la Repú-
blica y sometidos a la aprobación del Senado. En Bolivia,
los Magistrados de la Corte Suprema son elegidos por la
Cámara de Diputados de ternas propuestas por el Senado.
En Perú y en Colombia los miembros de la Corte Suprema
son designados por el Congreso, de entre los candidatos
propuestos por el Poder Ejecutivo.

Nadie duda, en realidad, que en materia de selección lo
importante no es quien selecciona, sino el seleccionado. Pe-
ro nadie puede discutir que si quien selecciona lo hace con
criterio exclusivo de idoneidad y competencia ajena a in-
fluencias políticas, siempre favorecedoras de privilegios,
ateniéndose sólo a consideraciones de orden judicial; si quien
selecciona, además, tiene a su alcance los medios que su-
ministra la observación atenta, directa y contínua del ejer-
cicio profesional y de la conducta personal de los posibles
candidatos a cargos judiciales; si quien selecciona está pri-
vado del ejercicio profesional, nadie puede dejar de admitir
que una selección de los jueces de Cortes y Tribunales in-
feriores, de parte de la Suprema Corte de Justicia, estaría
rodeada de los más altos porcentajes de acierto y ecuani-
midad.

En cuanto a la necesidad de instituir nuevos tribunales,
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puesta a decisi6n de las Cámaras Legislativas, muy princi-
palmente, en relación al proyecto de crear otra Corte de
Apelación en el Distrito Nacional, iniciativa que ha querido
ser sustituida por la de aumentar el número de los jueces
de la actual y dividirla en Cámaras, invitamos la atención
de los señores legisladores a los artículos 68 y 73 y su Pá-
rrafo, de la Constituci6n de la República. Una simple y su.-
perficial lectura de los mismos permite establecer la dife-
rencia de sus textos, en cuanto a la posibilidad de la divi-
sión en Cámaras, por ley. El primer artículo citado, o sea el
68, en su parte capital, que es la que interesa al momento,
reza así: "Habrá, por lo menos, cinco Cortes de Apelación
para toda la República; el número de jueces que deban com-
ponerias, así como los distritos judiciales que a cada Corte
correspondan, se determinará por la Ley". Nótese, pues,
que la Constitución no autoriza a dividir por ley las Cortes
en cámaras. En cambio, el Párrafo del artículo 73, al refe-
rirse al número de Juzgados de Primera Instancia que debe
haber en cada distrito judicial, expresa: "La ley determina-
rá el número de los distritos judiciales, el número de los
jueces de que deben componerse los Juzgados de Primera
Instancia, así como el número de cámaras en que éstos pue-
den dividIrse".

En ceremonia semejante a esta que hoy celebramos hu-
bimos de referirnos, el año pasado, a cuantas reacciones ad-
versas produce la actuación de los jueces, no para justificar
procederes incorrectos, sino para explicar determinadas si-
tuaciones objeto de críticas infundadas. En esta ocasión no
podemos dejar de ocuparnos, —así lo imponen las circuns-
tancias—, de ese procedimiento de valor inapreciable. flo-
rón y gala de un Estado de Derecho, que se llama el Hábeas
Corpus. Nadie aquí ignora que esta prerrogativa extraordina-
ria debo su nombre a una locución latina que significa,
refiriéndose al que demanda su libertad por considerarse
ilegalmente detenido—, "Traedme el cuerpo", esto es, "pon-
gan al detenido en mi presencia, para que yo, su juez natu-
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ral, examine la causa de su detención, y disponga que siga
bajo arresto u ordene su libertad, según el caso".

Fue en Inglaterra, en la época medioeval, que para co-
rregir los defectos advertidos en el Writ of Habeas Corpus,
se sancionó la famosa Habeas Corpus Act, de 1679, que es
una ley procedimental, que forjó el Writ of Habeas Corpus
Surbjiciendum, considerado como el arma más efectiva crea-
da para la protección de una persona. La misma fue amplia-
da por la Ley de 1816. Blackstone la llamaba, en sus "Co-
mentarios", "el más celebrado mandamiento de la Ley in-
glesa" y, también, "el gran y eficaz mandamiento en todos
los casos de detención ilegal". Por su parte, Maurice Duver-
ger, Profesor de la Facultad de Derecho y Ciencias Econó-
micas, de París, afirma que "Gracias al hábeas corpus (el
juez inglés) puede impedir toda detención arbitraria, por
cualquier causa, y nunca duda en utiliair esta prerrogativa.
El espíritu liberal que le anima (en el sentido del siglo
XIX) hace su acción muy eficaz".

La Magna Chanta reconoció este derecho con esta fór-
mula admirable: "Ningún hombre librea sea aprehendido,
in encarcelado sino previo juicio de iguales suyos".

Entre nosotros, en la actualidad, el Habeas Corpus,
consagrado por nuestra Constitución, en el inciso 2, del ar-
tículo 8, Sección I, Título II, se reglamenta por la Ley Nú-
mero 5353, del 1914 y sus modificaciones.

Quremos poner de resalto la importante reforma intro-
ducida en 1978, por la ley 10, mediante la cual se restablece
la obligación de motivar las ordenanzas en esta materia, y
se permite solicitar el mandamiento de Habeas Corpus, aún
cuando se haya dictado ya una Providencia Calificativa, en
contradicción esto último, con lo que era hasta entonces ju-
risprudencia constante, establecida por la Suprema Corte
de Justicia. Y, a propósito de jurisprudencia nuestra al res-
pecto, no queremos dejar de recordar que se ha decidido,
que en la materia tratada: "La apreciación de la gravedad
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de los indicios es una cuestión de hecho"; que "Los jueces
del hábeas corpus no son jueces de la culpabilidad, y sus
decisiones no son absolutorias ni condenatorias", y, en fin,
que "Los jueces del hábeas corpus sólo tienen que determi-
nar si existen o no motivos que hagan presumir la culpabi-
lidad del prevenido y si la prisión es o no legal".

En el Día del Poder Judicial, que no queremos sea sólo
de reconvenciones, remontemos nuestro pensamiento al Pa-
sado. Pero a un Pasado narrado no por historiadores analí-
ticos, ni por exigentes críticos, exégetas celosos del Ayer,
sino del que brota, luminoso y espontáneo, como la Buena
Nueva de los Evangelios, de los libros sacros de la Biblia,
envuelto en espirales juguetonas de incienso purificador, en
olorosos vahos de roja y brillante mirra. En ese Pasado,
pródigo en leyendas, que trae el Oriente a nuestro recuer-
do, hay un nombre que evocamos atraídos por su fama de
Sabio y de Juez. Su reputación, ganada por los libros que
se le atribuyen y por los anales de los judíos y las leyendas
de los árabes, alcanzó los confines rnisteriorosos de la India.
Es un Rey que representa la máxima época nebraica, como
tercer Soberano de Palestina. Es el hijo de David a quien
la habilidad de su madre Betsabé, hizo prevalecer ante su
padre como su heredero, en lugar del primogénito Adonías.
Es, simplemente, Salomón. Es el hombre cuya fama extraor-
dinaria hizo nacer en sus aturdidos biógrafos, las más in-
creíbles hipérboles, hasta el punto de que no vacilaron en
atribuirle, amén de un fabuloso tesoro de oro y plata, nada
menos que la posesión de 40,000 caballos y 700 esposas que
completan el millar de sus femeniles recreaciones, con 300
no menos bellas concubinas. No fue Salomón guerrero. Pre-
firió ser un gran civil: magnífico administrador, economista
notable; pero sobre todo, un gran jurista y como tal, más
que legislador, gran juez, formidable juez de fama prover-
bial.

Recorramos, pues, de ese libro por excelencia que es la
Biblia, las páginas rubricadas Libros de los Reyes. De ellas
surge un templo: un soberbio y legendario templo, tenido
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ral, examine la causa de su detención, y disponga que siga
bajo arresto u ordene su libertad, según el caso".

Fue en Inglaterra, en la época medioeval, que para co-
rregir los defectos advertidos en el Writ of Habeas Corpus,
se sancionó la famosa Habeas Corpus Act, de 1679, que es
una ley procedimental, que forjó el Writ of Habeas Corpus
Subjiciendum, considerado como el arma más efectiva crea-
da para la protección de una persona. La misma fue amplia-
da por la Ley de 1816. Blackstone la llamaba, en sus "Co-
mentarios", "el más celebrado mandamiento de la Ley in-
glesa" y, también, "el gran y eficaz mandamiento en todos
los casos de detención ilegal". Por su parte, Maurice Duver-
ger, Profesor de la Facultad de Derecho y Ciencias Econó-
micas, de París, afirma que "Gracias al habeas corpus (el
juez inglés) puede impedir toda detención arbitraria, por
cualquier causa, y nunca duda en utilizar esta prerrogativa.
El espíritu liberal que le anima (en el sentido del siglo
XIX) hace su acción muy eficaz".

La Magna Chaina reconoció este derecho con esta fór-
mula admirable: "Ningún hombre librea sea aprehendido,
ni encarcelado sino previo juicio de iguales suyos".

Entre nosotros, en la actualidad, el Habeas Corpus,
consagrado por nuestra Constitución, en el inciso 2, del ar-
tículo 8, Sección I, Título II, se reglamenta por la Ley Nú-
mero 5353, del 1914 y sus modificaciones.

, u	 Quremos poner de resalto la importante reforma intro-
ducida en 1978, por la ley 10, mediante la cual se restablece
la obligación de motivar las ordenanzas en esta materia, y
se permite solicitar el mandamiento de Habeas Corpus, aún
cuando se haya dictado ya una Providencia Calificativa, en
contradicción esto último, con lo que era hasta entonces ju-
risprudencia constante, establecida por la Suprema Corte
de Justicia. Y, a propósito de jurisprudencia nuestra al res-
pecto, no queremos dejar de recordar que se ha decidido,
que en la materia tratada: "La apreciación de la gravedad
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de los indicios es una cuestión de hecho"; que "Los jueces
del hábeas corpus no son jueces de la culpabilidad, y sus
decisiones no son absolutorias ni condenatorias", y, en fin,
que "Los jueces del hábeas corpus sólo tienen que determi-
nar si existen o no motivos que hagan presumir la culpabi-
lidad del prevenido y si la prisión es o no legal".

En el Día del Poder Judicial, que no queremos sea sólo
de la.	 nvenciones, remontemos nuestro pensamiento al Pa-
sado. Pero a un Pasado narrado no por historiadores analí-
ticos, ni por exigentes críticos, exégetas celosos del Ayer,
sino del que brota, luminoso y espontáneo, como la Buena
Nueva de los Evangelios, de los libros sacros de la Biblia,
envuelto en espirales juguetonas de incienso purificador, en
olorosos vahos de roja y brillante mirra. En ese Pasado,
pródigo en leyendas, que trae el Oriente a nuestro recuer-
do, hay un nombre que evocamos atraídos por su fama de
Sabio y de Juez. Su reputación, ganada por los libros que
se le atribuyen y por los anales de los judíos y las leyendas
de los árabes, alcanzó los confines misteriorosos de la India.
Es un Rey que representa la máxima época nebraica, como
tercer Soberano de Palestina. Es el hijo de David a quien
la habilidad de su madre Betsabé, hizo prevalecer ante su
padre como su heredero, en lugar del primogénito Adon.ías.
Es, simplemente, Salomón. Es el hombre cuya fama extraor-
dinaria hizo nacer en sus aturdidos biógrafos, las más in-
creíbles hipérboles, hasta el punto de que no vacilaron en
atribuirle, amén de un fabuloso tesoro de oro y plata, nada
menos que la posesión de 40,000 caballos y 700 esposas que
completan el millar de sus femeniles recreaciones, con 300
no menos bellas concubinas. No fue. Salomón guerrero. Pre-
firió ser un gran civil: magnífico administrador, economista
notable; pero sobre todo, un gran jurista y como tal, más
que legislador, gran juez, formidable juez de fama prover-
bial.

Recorramos, pues, de ese libro por excelencia que es la
Biblia, las páginas rubricadas Libros de los Reyes. De ellas
surge un templo: un soberbio y legendario templo, tenido
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por los judíos como la obra más hermosa del Universo, aun-
que en opinión de Voltaire, ni Donato D'Angelo Lazzari co-
nocido por el Bramante, célebre autor de los planos de San
Pedro en Roma ,ni Miguel Angel Buonarroti, el polifacético
genio toscano, que coronó la Basílica famosa con la rica dia-
dema de una formidable cúpula, erigió el admirable sepul-
cro de Julio II, llenó de pinturas exquisitas la Capilla Six-
tina y eternizó en marmórea piedra la imponente figura de
Moisés, el legislador, la más colosal personalidad del Anti-
guo Testamento; ni Andrea Palladio, el Arquitecto de Vi-
cenza, heredero artístico de los primeros; de haber visto
estos tres formidables artistas aquel templo de Jerusalem
no lo hubiera admirado, por parecerles un monumento de
bárbaros, pues a la postre no era sino una especie de for-
taleza cuadrada que encerraba un patio, en donde se levan-
taba otro edificio.

Pero lo importante es que Salomón llevó a ese lugar la
sede de la Justicia, hasta entonces sólo impartida a la som-
bra bienhechora de árboles corpulentos, con lo cual fue el
primero en levantar un Palacio de Justicia, que quiso con-
servara el poder mirífico de la influencia de los aromas ex-
quisitos y lo artesonó de perfumados cedros.

El genio judicial de Salomón, aunque sólo es recordado
por un famoso juicio, estuvo presente en tres mil decisiones
judiciales. Todos evocan y complacidos celebran y aplauden
cómo solucionó el caso de aquellas dos mujeres, de no buen
vivir, que se disputaban, a causa de una posible sustitución
originada por la muerte de una de las criaturas, las que
habían nacido coetáneamente y bajo un mismo techo, de las
entrañas de las litigantes. Salomón oye a las dos, con lo
cual, como señala Carbonnier, inicia el sistema de un pro-
cedimiento contradictorio, ya que hasta ese momento, la
norma implantada era sólo oir al querellante. La solución
del caso, de una pragmática un tanto humorística y hasta
arbitraria, todos la conocen: "¡Qué lt partan por la mitad!".
Y enseguida la reacción de la verdadera madre, ante la bár-
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bara orden, estableciendo la auténtica identidad de la dis-
putada criatura.

Al través del tiempo han resurgido nuevos jueces que
han emulado al Juez Rey y Rey de los Jueces. Recuérdese,
en Francia, a fines del siglo XIX, a Presidente Magnaud,
quien fue llamado, precisamente por un solo caso famoso,
también, aunque decidió infinidad de ellos, el Salomón de
Cháteau-Thierry. El asunto que le dio ese significativo nom-
bre y renombre universal fue aquel en que absolvió a una
señora soltera, apellidada Menard, que había robado un
pan, impulsada por su extrema miseria y la necesidad de
alimentar a su prole.

También se recuerda, entre nosotros, la famosa sen-
tencia del Juez Germán Ariza que ordenó que un acusado
fuera a oir misa diariamente, por determinado tiempo.

¿Por qué recordar en este día hechos que, aunque lle-
nos de gran espíritu de humanidad, de subjetivismo judi-
cial, podrían sólo calificarse como pintorescos? Pues, senci-
llamente, por nuestro propósito, ya expresado anteriormen-
te, de reclamar de los jueces que infundan a sus decisiones,
añadiéndole a la fría sabiduría patente en la legislación y
en su interpretación rutinaria, el calor de lo que se ha lla-
mado "suplemento del alma", sin la cual, repetimos, la Jus-
ticia no estaría más en la escala de los valores humanos.
Para eso es necesario, absolutamente necesario, que los jue-
ces sean capaces de encontrar justo y fiel equilibrio entre
los polos de la balanza, que son la ley escrita y la equidad.
Se ha dicho, con razón, que al juez se le juzga en los jui-
cios, como por aplicación de la sentencia bíblica de que
"por sus hechos los conoceréis". Si se puede atemperar la
rigidez de un texto legal mediante una interpretación fa-
vorable al caso, es necesario, como decía Henry Lévy-Bruhl
que el juez permanezca al servicio de la Ley.

Por eso os recuerdo, Magistrados, en este día solemne,
que ser juez no es ostentar un título universitario de Licen-
ciado o Doctor en Derecho, que da una presunta capacidad
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para el ejercicio profesional; ser investido por elección se-
natorial de tan altas funciones y vestir toga y birrete ne-
gros, con bocamangas y borla moradas. Ser Juez es quizás
la más difícil de las misiones confiadas a los humanos. Te-
ner la vara de la Justicia en la mano, es convertirse en bus-
cador de la Verdad, sancionador de las faltas cometidas y
reivindicador del Derecho conculcado. ¿Queréis mayor com-
promiso con la Sociedad?

Recordad que Kelson nos dice que "como categoría mo-
ral, el Derecho equivale a la Justicia", y que "el anhelo de
justicia es —psicológicamente considerado— el eterno anhe-
lo de la felicidad" y, por último, que "llamase 'Justicia' a la
felicidad social". Meditemos, pues, en esos pensamientos
del reputado autor de la "Teoría Pura del Derecho". Haga-
mos que siempre estén presentes, a la hora de nuestras de-
cisiones, y seremos felices, teniendo en cuenta que a los
hombres nada puede hacer más felices, que la felicidad de
sus congéneres!...

LIC. NESTOR CONTIN AYBAR.
Presidente

de la Suprema Corte de Justicia.

7 de enero de 1981.
Día del Poder Judicial.
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JURISPRUDENCIA

correspondiente al año 1980

ABOGADO.— Poder para reoresentar al cónyuge demandado
en divorcio.— Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 384.

Ver: Divorcio. Demandado que comparece...

ABUSO DE CONFIANZA.— Prueba.— Declaraciones de las
partes.— Intima convicción del Juez.— Si bien es cierto que el
hecho del defecto del prevenido, tanto en primera instancia como
en apelación, no redimía a los jueces del fondo, de establecer la
culpabilidad del prevenido, antes de pronunciar su condenación.
no es menos cierto, que la Corte a-qua, en la materia penal de
que se trata, pudo como lo hizo, atribuyéndole credibilidad a la
carta que dirigió desde P. R., G. C., esposo de la querellante, a
ésta, anunciándole que debía recoger de manos del prevenido.
.1. L.. hoy recurrente, un cheque por valor de RD$160.00 que le
pertenecía, y a la declaración de la misma querellante, quien man-
tuvo siempre en las distintas audiencias, sin ser contradicha por
nadie, que el prevenido J. L., había hecho cambiar el mencionado
cheque, y se había apropiado del dinero; darse por edificada de la
existencia del delito y de la culpabilidad del prevenido, y su apre-
ciación, como cuestión de hecho, imperando el principio de la li-
bre convicción de las jueces en la materia de que se trata, escapa
al control de la casación, por lo que el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 12 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2701.

ABUSO DE CONFIANZA.— Sentencia de condenación.— Mo-
tivos inconciliables con el dispositivo.— Casación.— Cuando en
materia represiva la sentencia dictada sobre apelación es confir-
mativa de la apelada, como ocurrió en la especie, los motivos de
esta última se consideran adoptados por aquella, si carece de
ellos o son insuficientes; que el examen de la sentencia apelada,
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Presidente
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JURISPRUDENCIA

correspondiente al año 1980

ABOGADO.— Poder para representar al cónyuge demandado
en divorcio.— Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 394

Ver: Divorcio. Demandado que comparece...

ABUSO DE CONFIANZA.— Prueba.— Declaraciones de las
partes.— Intima convicción del juez.— Si bien es cierto que el
hecho del defecto del prevenido, tanto en primera instancia como
en apelación, no redimía a los jueces del fondo, de establecer la
culpabilidad del prevenido, antes de pronunciar su condenación,
no es menos cierto, que la Corte a-qua, en la materia penal de
que se trata, pudo como lo hizo, atribuyéndole credibilidad a la
carta que dirigió desde F'. Ft., G. C., esposo de la querellante, a
ésta, anunciándole que debía recoger de manos del prevenido,
.1. L. hoy recurrente. un cheque por valor de RD$160.00 que le
pertenecía, y a la declaración de la misma querellante, quien man-
tuvo siempre en las distintas audiencias, sin ser contradicha por
nadie, que el prevenido J. L., había hecho cambiar el mencionado
cheque, y se había apropiado del dinero; darse por edificada de la
existencia del delito y de la culpabilidad del prevenido, y su apre-
ciación, como cuestión de hecho, imperando el principio de la li-
bre convicción de las jueces en la materia de que se trata, escapa
al control de la casación, por lo que el medio que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 12 Diciembre 1980, 13. J. 891, Pág. 2701.

ABUSO DE CONFIANZA.— Sentencia de condenación.— Mo-
tivos inconciliables con el dispositivo.— Casación.— Cuando en
materia represiva la sentencia dictada sobre apelación es conf ir-
mativa de la apelada, como ocurrió en la especie, los motivos de
esta última se consideran adoptados por aquella, si carece de
ellos o son insuficientes; que el examen de la sentencia apelada,
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o sea la dictada por la Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional
revela que, para dictarla, la citada Cámara, se fundó exclusiva-
mente en que: "Por los documentos que forman el expediente, las
declaraciones vertidas en audiencia, como por el desenvolvimiento
de la causa, este Tribunal pudo establecer que la nombrada S. de
los S., se introdujo en esa propiedad (una casa) perteneciente a
la querellante, señora G. M. P. de L, sin autorización de la pro-
pietaria"; motivación ésta que por inconciliable con el dispositivo
de la sentencia impugnada, que es relativo a un abuso de con-
fianza, no es susceptible obviamente, de cubrir la omisión antes
apuntada; que por tanto la sentencia impugnada debe ser casada
por falta de base legal y de motivos.

Cas. 27 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1321

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL— Alegato de que la víctima
había incurrido en una falta.— Ponderación del comportamiento
de dicha agraviada.— Facultad de los jueces del fondo.— El exa-
men de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la Corte
a-qua, contrariamente a lo alegado por los recurrentes, si ponderó.
al igual que lo hizo con la del prevenido recurrente, el comporta-
miento de la menor agraviada al ocurrir el accidente del que re-
sultó corporalmente lesionada; que, en efecto, en uno de los mo-
tivos de la sentencia impugnada se expresa que "no ha sido de-
mostrado que la agraviada R. M., haya incurrido en ninguna falta
que pudiese ser retenida como causante o concurrente en el acci-
dente de que se trata"; apreciación ésta, que dado su carácter,
escapa al control de la S. C. de J.; que por lo expresado el medio
único del memorial de los recurrentes se desestima por carecer
de fundamento.

Cas. 28 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 1094.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Alegato no probado de que
se "trancó el guía".— Falta exclusiva del conductor.— En la espe-
cie. el accidente ocurrió en los alrededores del M. P., de la ciudad
de S., mientras M. R. C., transitaba por la calle "P. T.'', de Oeste
a Este, y al llegar a la esquina "T.F.", y doblar a la izquierda.
el Jeep se subió a la acera de esta última calle, donde se encon-
traba el menor que fue golpeado por dicho vehículo y atestado
contra la pared; que aunque el chofer M. R. C., alegó que su ve-
hículo tenia un defecto y al doblar hacia la izquierda se le trancó
el guía, en audiencia no se pudo establecer el mismo; además,
el chofer no tocó bocina ni tomó las más elementales medidas de
precaución en la conducción del vehículo, demostrando impericia,
torpeza e imprudencia, lo que constituyó la causa eficiente del
accidente.

Cas. 9 Julio 1980. B. J. 836, Pág. 1429.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Caso fortuito.— Rotura de
la varilla del guía.— Prueba a cargo del prevenido y no del Mi-
nisterio Público.— El que invoca un caso fortuito o de fuerza ma-
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yor está en la obligación de hacer la prueba del hecho que invoca
como eximente de responsabilidad; que en la especie J. Ch., y los
otros recurrentes se han limitado a afirmar que esa fue la causa
del accidente sin ofrecer ninguna prueba de ello; que en su es-
crito, los recurrentes sostienen que como el Ministerio Público no
tomó ninguna medida para determinar la veracidad de la afirma-
ción del prevenido se debe tener por cierta la rotura de la varilla
del guía; lo que es una evidente inversión de las reglas de la
prueba.

Cas. 18 Abril 1930, B. J. 833, Pág. 792.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Comprobaciones de los jue-
ces del fondo.— Conductor que al iniciar la marcha no lo hace
en forma atenta y cuidadosa.— Facultad de los jueces del fondo.—
La apreciación de la forma en que ocurren los accidentes, cuestión
de hecho, corresponde a los Jueces del fondo, no sujeta al contol
de la casación. salvo el caso de que la apreciación se funde en
algún elemento de juicio que haya sido desnaturalizado, lo que
no sucede en la especie que se examina; que las conclusiones a
que se refieren los recurrentes como no contestadas, eran obvia-
mente de tipo defensivo a las que sólo correspondía responder por
el dispositivo global, y no por motivos particularizados, como pa-
recen creer los recurrentes, salvo que se trata de pedimento de
medidas o planteamiento de excepciones que requieran una deci-
sión especial de los jueces; que sobre el punto de los certificados
médicos diferentes, con lo relativo al plazo de curación de las
lesiones, la denuncia de los recurrentes carece de interés, puesto
que, como consta en parte anterior de este fallo, se aplicó como
pena sólo una multa de RD$10.00, correspondiente a la letra e)
del articulo 99 de la Ley No. 241 de 1967 para el caso de lesiones
que duren menos de 10 días; que está claro en la sentencia im-
pugnada que según el criterio de los jueces del fondo de las dos
irstancias, la conducción de descuido establecido en la sentencia
fue causa de que el conductor D., que estaba detenido por el se-
máforo en rojo, al sobrevenir el verde tenía derecho a reiniciar la
marcha .pero en una forma atenta y cuidadosa para evitar el
atropello de una persona que tenía por delante; que los propios
recurrentes al afirmar que el semáforo no estaba en verde, sino
en rojo, cuando la agraviada incurrió en marcha, pues los cruces
de las esquinas con semáforo respecto de los vehículos se realizan
delante de ellos, cuando los vehículos se detienen por el rojo;.
que, por lo expuesto los medios de los recurrentes que acaban
de analizarse Carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1600.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conducción imprudente.—
En la especie, el accidente se debió única y exclusivamente a la
falta cometida por S. P. N. L., la cual fue imprudente en la con-
ducción de su vehículo, al no guardar la distancia que la ley y la
prudencia aconsejan respecto al vehículo que iba delante, que
le permitiera detenerle a tiempo ante cualquier maniobra que
ejecutara este último y al no hacerlo así se vio precisada hacer
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o sea la dictada por la Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional
revela que, para dictarla, la citada Cámara, se fundó exclusiva-
mente en que: "Por los documentos que forman el expediente, las
declaraciones vertidas en audiencia, como por el desenvolvimiento
de la causa, este Tribunal pudo establecer que la nombrada S. de
los S., se introdujo en esa propiedad (una casa) perteneciente a
la querellante, señora G. M. P. de L, sin autorización de la pro-
pietaria"; motivación ésta que por inconciliable con el dispositivo
de la sentencia impugnada, que es relativo a un abuso de con-
fianza, no es susceptible obviamente, de cubrir la omisión antes
apuntada; que por tanto la sentencia impugnada debe ser casada
por falta de base legal y de motivos.

Cas. 27 Junio 1980, B. J. 115, Pág. 1321.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Alegato de que la víctima
había incurrido en una falta.— Ponderación del comportamiento
de dicha agraviada.— Facultad de los jueces del fondo.— El exa-
men de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la Corte
a-qua, contrariamente a lo alegado por los recurrentes, si ponderó,
al igual que k hizo con la del prevenido recurrente, el comporta-
miento de la menor agraviada al ocurrir el accidente del que re-
sultó corporalmente lesionada; que, en efecto, en uno de los mo-
tivos de la sentencia impugnada se expresa que "no ha sido de-
mostrado que la agraviada R. M., haya incurrido en ninguna falta
que pudiese ser retenida como causante o concurrente en el acci-
dente de que se trata"; apreciación ésta, que dado su carácter.
escapa al control de la S. C. de J.; que por lo expresado el medio
único del memorial de los recurrentes se desestima por carecer
de fundamento.

Cas. 28 Mayo 1980, 13. J. 834, Pág. 1094.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Alegato no probado de que
se "trancó el guia".— Falta exclusiva del conductor.— En la espe-
cie, el accidente ocurrió en los alrededores del M. P., de la ciudad
de S., mientras M. R. C., transitaba por la calle "P. T.", de Oeste
a Este, y al llegar a la esquina "T.F.", y doblar a la izquierda,
el Jeep se subió a la acera de esta última calle, donde se encon-
traba el menor que fue golpeado por dicho vehículo y atestado
centra la pared; que aunque el chofer M. R. C., alegó que su ve-
hículo tenía un defecto y al doblar hacia la izquierda se le trancó
el guía, en audiencia no se pudo establecer el mismo; además,
el chofer no tocó bocina ni tomó las más elementales medidas de
precaución en la conducción del vehículo, demostrando impericia.
torpeza e imprudencia, lo que constituyó la causa eficiente del
accidente.

Cas. 9 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1429.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Caso fortuita— Rotura de
la varilla del guía.— Prueba a cargo del prevenido y no del Mi-
nisterio Público.— El que invoca un caso fortuito o de fuerza ma-

yor está en la obligación de hacer la prueba del hecho que invoca
como eximente de responsabilidad; que en la especie J. Ch., y los
otros recurrentes se han limitado a afirmar que esa fue la causa
del accidente sin ofrecer ninguna prueba de ello; que en su es-
crito, los recurrentes sostienen que cómo el Ministerio Público no
tomó ninguna medida para determinar la veracidad de la afirma-
ción del prevenido se debe tener por cierta la rotura de la varilla
del guía; lo que es una evidente inversión de las reglas de la
prueba.

Cas. 18 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 742.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Comprobaciones de las jue-
ces del fondo.— Conductor que al iniciar la marcha no lo luce
en forma atenta y cuidadosa.— Facultad de los jueces del fondo.—
La apreciación de la forma en que ocurren los accidentes, cuestión
de hecho, corresponde a los Jueces del fondo, no sujeta al contol
de la casación, salvo el caso de que la apreciación se funde en
algún elemento de juicio que haya sido desnaturalizado, lo que
no sucede en la especie que se examina; que las conclusiones a
que se refieren los recurrentes como no contestadas, eran obvia-
mente de tipo defensivo a las que sólo correspondía responder por
el dispositivo global, y no por motivos particularizados, como pa-
recen creer los recurrentes, salvo que se trata de pedimento de
medidas o planteamiento de excepciones que requieran una deci-
sión especial de los jueces; que sobre el punto de los certificados
médicos diferentes, con lo relativo al plazo de curación de las
lesiones, la denuncia de los recurrentes carece de interés, puesto
que, corno consta en parte anterior de este fallo, se aplicó como
pena sólo una multa de RD$10.00, correspondiente a la letra e)
del artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 para el caso de lesiones
que duren menos de 10 días; que está claro en la sentencia im-
pugnada que según el criterio de los jueces del fondo de las dos
instancias, la conducción de descuido establecido en la sentencia
fue causa de que el conductor D., que estaba detenido por el se-
máforo en rojo, al sobrevenir el verde tenía derecho a reiniciar la
marcha ,pero en una forma atenta y cuidadosa para evitar el
atropello de una persona que tenía por delante; que los propios
recurrentes al afirmar que el semáforo no estaba en verde, sino
en rojo, cuando la agraviada incurrió en marcha, pues los cruces
de las esquinas con semáforo respecto de los vehículos se realizan
delante de ellos, cuando los vehículos se detienen por el rojo;.
que, por lo expuesto los medios de los recurrentes que acaban
de analizarse carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1600.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conducción imprudente.—
En la especie, el accidente se debió única y exclusivamente a la
falta cometida por S. P. N. L., la cual fue imprudente en la con-
ducción de su vehículo, al no guardar la distan,cia que la ley y la
prudencia aconsejan respecto al vehículo que iba delante, que
le permitiera detenerle a tiempo ante cualquier maniobra que
ejecutara este último y al no hacerlo así se vio precisada hacer
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un giro hacia la izquierda que la condujo a estrellarse contra el
vehículo del co-prevenido R. M.

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 144.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conducción torpe y atolon-
drada.— Rebasamiento imprudente.

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830. Pág. 128.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conductor de un gredar
que Inicia la marcha en, forma violenta.— Falta imputable al con-
ductor.— En la especie, el accidente se debió a que el conductor
E. R. M., inició la marcha del referido vehículo, en forma violenta,
y sin esperar que J. E. D., se acomodara y asegurara al subir y
motivó su caída del gredar, el cual le pasó la goma trasera por
encima; que al proceder en la forma indicada más arriba, el pre-
venido cometió una falta (imprudencia) en la conducción de su
vehículo, pues si él hubiera esperado que J. E. D. (la víctima) se
acomodara en el vehículo, esto es, que se asegurara, y luego hu-
biera emprendido la marcha, el accidente no se hubiera producido;
que la causa única. eficiente y determinante del accidente, fue la
falta cometida por el prevenido en la conducción de su vehículo.

Cas. 9 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1416.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Conductor que atropella
a un ciclista-- Declaración del conductor en la Policia.— Falta
exclusiva del conductor.— Reparación de los daños materiales y
morales.— Prueba de la propiedad de la bicicleta.— En la especie,
el accidente se debió a la falta exclusiva de prevenido a no ob-
servar los reglamentos y conducir su vehículo en violación a los
artículos 61 y 65 de la Ley No. 241, citados; que este prevenido
declaró ante la P. N., lo siguiente: "Le di por detrás a la bicicle-
ta" que transitaba delante de mí; yo me considero culpable del
accidente"; que la Corte a-qua estimó que esa declaración al no
ser madificada por el prevenido se mantiene; que por todo cuanto
se ha expresado y de los elementos de juicio se pone de manifiesto
que la Corte a-qua no ha incurrido en los vicios enunciados por
los recurrentes; que si bien A. del O. P., no ha probado que la
bicicleta era de su propiedad, es evidente que la indemnización
acordada se funda en los daños materiales y morales sufridos por
la parte civil constituida, como se expresa en el dispositivo de la
sentencia; que además, la sentencia contiene una relación com-
pleta de los hechos y motivos que justifican su dispositivo, por lo
que el medio único propuesta carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 9 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1422.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conductor que no hace uso
de la palanca de emergencia.— Falta imputable al conductor.—
En la especie, el accidente se debió únicamente a la falta del pre-
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venido R. B. G., quien fue torpe y negligente al no usar la emer-
gencia, en circunstancia en que ello era necesario, para haber evi-
tado así el accidente.

Cas 21 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1531.

ACCIDENTE DE AUTO:110%71r Chofer que entra a la inter-
sección de las calles estando la señal del semáforo en amarillo.—
Culpabilidad del chofer.

Cas. 3 de Marzo 1980, B. 832, Pág. 365.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Chofer que conduce de re-
vena.— Cinxtbilidad del chofer.— Imprudencia del chofer y no
de la víctima.— En la especie, el hecho de que E., estuViera en el
patio o en la calle en formación, tampoco pudo liberarle de res-
ponsabilidad, tal como lo estimó la Corte, pues el chofer estaba
en el deber de averiguar si podía realidar la maniobra de hacer
retroceder su vehículo sin peligro para las personas; que por otra
parte, la Corte estimó que el accidente "se debió a que el chofer
dio reversa en una forma imprudente, sin percatarse de que esa
señora se encontraba abajada en ese lugar y no tomó ninguna
de las medidas de precaución que aconseja la Ley, corno es cer-
ciorarse que atrás no hay nadie, tocar bocina, lo que no hizo"; con
lo que obviamente está significando que la víctima no incurrió en
falta alguna, por lo que no tenía que dar razones específicas al
respecto, contrariamente a lo afirmado por los recurrentes; que la
interpretación que los recurrentes hacen del articulo 103 citado
más arriba ,en la letra a) número 1 y 6 se refieren a medidas que
deben tomar el peatón que se propone usar el transporte público
o cuando quieren reposar en la calzada, lo que está prohibido por
razones obvias; que, por último J. de D. Z., declaró que había visto
a su víctima antes de dar reversa, como se comprueba en el acta
correspondiente.

Cas. 21 Mayo 1980, B. J. 843, Pág. 1053.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Chofer que conduce un auto-
bús a sabiendas de que los frenos de ese vehículo no estaban en
buen estado de funcionamiento.— Culpabilidad del chofer.

Cas. Septiembre 1980,. B. J. 838, Pág. 2023.

ACCIDENTE DE AVI`0310111...— Chofer que conduce su ve-
hículo de manera descuidada y no mantiene una distancia razona.
Me y prudente del carro que le antecede.— Letra a) del articulo
123 de la Ley 241 de 1967.— En la especie, el accidente se debió
a la falta exclusiva de M. S. B., al conducir su vehículo de manera
descuidada y no mantener una distancia razonable y prudente del
carro que le antecedía.

Cas. 5 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1906.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. Exceso de velocidad.
Cas 8 Febrero 1980, B. J. 831, Págs. 198, 205, 229, 260 y 268.

XXIX



un giro hacia la izquierda que la condujo a estrellarse contra el
vehículo del co-prevenido

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 144.

ACCIDENTE DE AUTOMOV11,.— Conducción torpe y atolon-
drada.— Rebasamiento imprudente.

Cas. 30 Enero 1980, 13 J. 830. Pág. 128.

ACCIDENTE DE AUTOMOVII..— Conductor de un gredar
que inicia la marcha ea forma violenta.— Falta imputable al con-
ductor.— En la especie, el accidente se debió a que el conductor
R. R. M., inició la marcha del referido vehículo, en forma violenta,
y sin esperar que J. E. D., se acomodara y asegurara al subir y
motivó su caída del gredar, el cual le pasó la goma trasera por
encima; que al proceder en la forma indicada más arriba, el pre-
venido cometió una falta (imprudencia) en la conducción de su
vehículo, pues si él hubiera esperado que J. E. D. (la víctima) se
acomodara en el vehículo, esto es, que Se asegurara, y luego hu-
biera emprendido la marcha, el accidente no se hubiera producido;
que la causa única, eficiente y determinante del accidente, fue la
falta cometida por el prevenido en la conducción de su vehículo.

Cas. 9 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1416.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conductor que atropella
a un ciclista.— Declaración del conductor en la Policía.— Falta
exclusiva del conductor.— Reparación de los daños materiales y
morales.— Prueba de la propiedad de la bicicleta.— En la especie,
el accidente se debió a la falta exclusiva de prevenido a no ob-
servar los reglamentos y conducir su vehículo en violación a los
artículos 61 y 65 de la Ley No. 241, citados; que este prevenido
declaró ante la P. N., lo siguiente: "Le di por detrás a la bicicle-
ta" que transitaba delante de mí; yo me considero culpable del
accidente"; que la Corte a-qua estimó que esa declaración al no
ser madificada por el prevenido se mantiene; que por todo cuanto
se ha expresado y de los elementos de juicio se pone de manifiesto
que la Corte a-qua no ha incurrido en los vicios enunciados por
los recurrentes; que si bien A. del O. P., no ha probado que la
bicicleta era de su propiedad, es evidente que la indemnización
acordada se funda en los daños materiales y morales sufridos por
la parte civil constituida, como se expresa en el dispositivo de la
sentencia; que además, la sentencia contiene una relación com-
pleta de los hechos y motivos que justifican su dispositivo, por lo
que el medio único propuesta carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 9 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1422.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Conductor que no hace uso
de la palanca de emergencia.— Falta imputable al conductor.—
En la especie, el accidente se debió únicamente a la falta del pre-
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venido R. B. C., quien fue torpe y negligente al no usar la emer-
gencia, en circunstancia en que ello era necesario, para haber evi-
tado así el accidente.

Cas. 21 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1531.

ACCIDENTE DE AUTO:1[0171J.— Chofer que entra a la inter-
sección de las calles estando la sellal del semáforo en amarillo,—
Culpabilidad del chofer.

Cas. 3 de Marzo 1980, 13. 832, Pág. 365.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Chofer que conduce de re-
vena.— Cupabilidad del chofer.— Imprudencia del chofer y no
de la víctima.— En la especie, el hecho de que E., estutlera en el
patio o en la calle en formación, tampoco pudo liberarle de res-
ponsabilidad, tal como lo estimó la Corte, pues el chofer estaba
en el deber de averiguar si podía realidar la maniobra de hacer
retroceder su vehículo sin peligro para las personas; que por otra
parte, la Corte estimó que el accidente "se debió a que el chofer
dio reversa en una forma imprudente, sin percatarse de que esa
señora se encontraba abajada en ese lugar y no tomó ninguna
de las medidas de precaución que aconseja la Ley, como es cer-
ciorarse que atrás no hay nadie, tocar bocina, lo que no hizo"; con
lo que obviamente está significando que la víctima no incurrió en
falta alguna, por lo que no tenía que dar razones específicas al
respecto, contrariamente a lo afirmado por los recurrentes; que la
interpretación que los recurrentes hacen del artículo 103 citado
más arriba ,en la letra al número 1 y 6 se refieren a medidas que
deben tomar el peatón que se propone usar el transporte público
o cuando quieren reposar en la calzada, lo que está prohibido por
razones obvias; que, por último J. de 1D. Z., declaró que había visto
a su víctima antes de dar reversa, como se comprueba en el acta
correspondiente.

Cas. 21 Mayo 1980, 13. J. 843, Pág. 1053.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Chofer que conduce un auto-
bús a sabiendas de que los frenos/ de ese vehículo no estaban en
buen estado de funcionamiento.— Culpabilidad del chofer.

Cas. Septiembre 1980,. 13. J. 838, Pág. 2023-

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Chofer que conduce su ve-
hículo de manera descuidada y no mantiene una distancia razona-
ble y prudente del carro que le antecede.— Letra a) del articulo
123 de la Ley 241 de 1967.— En la especie, el accidente se debió
a la falta exclusiva de M. S. 13., al conducir su vehículo de manera
descuidada y no mantener una distancia razonable y prudente delcarro que le antecedía.

Cas. 5 Septiembre 1980, 13. J. 838, Pág. 1906.

ACCIDENTE DE AUTOMOVLI...— Exceso de velocidad.
Cas. 8 Febrero 1980, 13. J. 831, Págs. 198, 205, 229, 260 y 268.
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ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad.— Con-
ductor que no frena a tiempo.— Culpabilidad del conductor.—
En la especie, el accidente ocurrió por la falta exclusiva del con-

ii	 ductor R. del V., al conducir su vehículo a exceso de velocidad, y
no frenar a tiempo, para evitar el choque, con el otro vehículo
que ya había penetrado en la intersección formada por ambas
calles.

Cas. 6 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1641.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad.— Fre-
nos que no funcionan.— Culpabilidad del conductor.

Cas. 1 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1613.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. — Exceso de velocidad den-
tro de la zona urbana.— Culpabilidad del conductor.— En la espe-
cie, el accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido recu-
rrente al conducir su vehículo a una velocidad excesiva, dentro
de la zona urbana, lo que le impidió detenerlo, chocando la mo-
tocicleta que estaba estacionada delante de él por estar el semá-
foro en amarillo, manejada por S. C.; que, por todo lo expuesto,
es evidente que la víctima S. C.. no cometió ninguna falta que '
incidiera en el accidente, y que, la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y
una relación de los hechos y circunstancias de la causa, que han
permitido a la S. C. de J., apreciar que en la especie, se ha hecho
una correcta aplicación de la ley, que, por tanto los alegatos de
los recurrentes carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 11 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1677.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad.
Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Págs. 403, 458, 511. 529, 638.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL— Exceso de velocidad.— No
tocar bocina en una curva.— En la especie, el accidente ocurrió
en una curva, cuando ya el menor casi había cruzado la carretera,
cayendo en la cuneta, y se produjo por transitar el conductor del
vehículo a exceso de velocidad, no tocar bocina, sobre todo en una
curva, que por sí sola lo obligaba a tomar mayores precauciones.

Cas. 7 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1398,

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. — Exceso de velocidad en la
zona urbana.— Falta exclusiva del conductor. — En la especie, el
accidente se debió a la falta exclusiva de J. A., al conducir su
vehículo a una velocidad excesiva, dentro de la zona urbana, no
tocar bocina ni tomar las precauciones de lugar al tratar de cruzar
la avenida Anemona, vía de preferencia en relación a la calle
por donde transitaba, alcanzando al menor en el lado izquierdo
de la referida calle, al desviarse para evitar un hoyo sobre la vía;
que, al considerar la Corte a-qua que el accidente se debió a la
falta exclusiba del conductor del vehículo, no tenía necesidad de

examinar la conducta del menor; que en cuanto a la desnaturali-zación los recurrentes no señalan en sus alegatos en qué consiste
ésta, sino que lo que hacen es criticar la apreciación soberana quede los hechos realizó la Corte a-qua, la que escapa al control dela casación.

Cas. 7 Julio 1980, B. J. 426, pág. tan&

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Exceso de velocidad en lazona urbana.— Culpabilidad del conductor de la motocicleta al
atropellar a una menor.— En la especie, el accidente se debió a lafalta exclusiva de F. de la C., al conducir su vehículo de manera
descuidada y a una velocidad excesiva, dentro de la zona urbana.
que le impidió detener su motocicleta al ver a la menor cruzar lavía.

Cas. 5 Septiembre 1980, B. J. 838. Págs. 1910, 1990.
ACCIDENTE DE AUT03101714.— Falta exclusiva de la víc-tima.— En la especie, tal como se desprende de las declaracionesdel raso P. N., actuante D. L., es evidente que el nombrado S. M.

V., se encontraba en manifiesto estado de embriaguez, como lo de-
muestra el hecho de negarse a pagar en la barra "I.", las bebidasque había consumido y manifestarle además, que se iba a quitarla vida, y en esas circunstancias fue imposible al referido agente
policial evitar que el nombrado S. M. V., se lanzara sobre las
mellizas traseras del camión que conducía el inculpado J. A. A. L.,recibiendo los golpes y lesiones a que antes se ha hecho referen-cia, y a consecuencia de los cuales perdió la vida; que en las cir-
cunstancias antes señaladas es evidente que el inculpado J. A.
A. L., no podía, después de haberlo rebasado el agente P. N.,
D. L, y a la víctima S. M. V., preveer la posibilidad de que al-
guna persona se lanzara sobre Lis mellizas del camión que con-
ducía, y por tanto es evidente que habiendo ocurrido el accidenteen la forma que anteriormente se ha descrito, el mismo se debióa la falta exclusiva de la víctima S. M. V.; que, por lo transcrito,ea evidente que la sentencia impugnada contiene motivos suficien-tes y pertinentes que justifican su dispositivo, y que, lo que larecurrente califica corno desnaturalización, no es más que la crí-
tica que le merece la apreciación soberana que de los hechos hizo
la Corte a-qua, lo que escapa al control de la casación.

Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1567.
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Imprudencia de la vícti-ma.— Rechazamiento de la demanda civil.
Cas 14 Enero 1980, 13. J. 830, Pág. 34.
ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Motociclista que entra auna calle reconocida como de "Preferencia" y de "ruta rija".—Sentencia de condenación contra el conductor del automóvil.—Sentencia carente de base l egal.— En la especie, la Suprema Corte

de Justicia, acogiendo los medios de los recurrentes decide que
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ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad.— Con-

ductor que no frena a tiempo.— Culpabilidad del conductor.—

En la especie, el accidente ocurrió por la falta exclusiva del con-
ductor R. del V., al conducir su vehículo a exceso de velocidad, y
no frenar a tiempo, para evitar el choque, con el otro vehículo
que ya había penetrado en la intersección formada por ambas
calles.

Cas. 6 Agosto 1980, a J. 837, Pág. 1641.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad.— Fre-

nos que no funcionan.— Culpabilidad del conductor.

Cas. 1 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1613.

AOC/DENTE DE AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad den-
tro de la zona urbana.— Culpabilidad del conductor.— En la espe-
cie, el accidente se debió a la falta exclusiva del prevenido recu-
rrente al conducir su vehículo a una velocidad excesiva, dentro
de la zona urbana, lo que le impidió detenerlo, chocando la mo-
tocicleta que estaba estacionada delante de él por estar el semá-
foro en amarillo, manejada por S. C.; que, por todo lo expuesto,
es evidente que la víctima S. C., no cometió ninguna falta que
incidiera en el accidente, y que, la sentencia impugnada contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y
una relación de los hechos y circunstancias de la causa, que han
permitido a la S. C. de J., apreciar que en la especie, se ha hecho
una correcta aplicación de la ley, que, por tanto los alegatos de
los recurrentes carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 11 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1677.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad.
Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Págs. 403, 458, 511. 520, 638.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad.— No
tocar bocina en una curva.— En la especie, el accidente ocurrió
en una curva, cuando ya el menor casi había cruzado la carretera.
cayendo en la cuneta, y se produjo por transitar el conductor del
vehículo a exceso de velocidad, no tocar bocina, sobre todo en una
curva, que por sí sola lo obligaba a tomar mayores precauciones.

Cas. 7 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1398.

ACCIDENTE IW AUTOMOVIL.— Exceso de velocidad en la

zona urbana.— Falta exclusiva del conductor.— En la especie, el
accidente se debió a la falta exclusiva de J. A., al conducir su
vehículo a una velocidad excesiva, dentro de la zona urbana, no
tocar bocina ni tomar las precauciones de lugar al tratar de cruzar
la avenida Anacaona, vía de preferencia en relación a la calle
por donde transitaba, alcanzando al menor en el lado izquierdo
de la referida calle, al desviarse para evitar un hoyo sobre la vía;
que, al considerar la Corte a-qua que el accidente se debió a la
falta exclusiba del conductor del vehículo, no tenía necesidad de

examinar la conducta del menor; que en cuanto a la desnaturali-
zación los recurrentes no señalan en sus alegatos en qué consiste
ésta, sino que lo que hacen es criticar la apreciación soberana que
de los hechos realizó la Corte a-qua, la que escapa al control dela casación.

Cas. 7 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1108.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Exceso de velocidad en lazona urbana.— Culpabilidad del conductor de la motocicleta alatropellar a una menor.— En la especie, el accidente se debió a lafalta exclusiva de F. de la C., al conducir su vehículo de maneradescuidada y a una velocidad excesiva, dentro de la zona urbana,
que le impidió detener su motocicleta al ver a la menor cruzar lavía.

Cas. 5 Septiembre 1980, B. J. 838, Págs. 1910, 1990.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Falta exclusiva de la víc-
tima.— En la especie, tal como se desprende de las declaraciones
de/ raso P. N., actuante D. L., es evidente que el nombrado S. M.V., se encontraba en manifiesto estado de embriaguez, como lo de-
muestra el hecho de negarse a pagar en la barra "L", las bebidasque había consumido y manifestarle además, que se iba a quitarla vida, y en esas circunstancias fue imposible al referido agente
policial evitar que el nombrado S. M. V., se lanzara sobre las
mellizas traseras del camión que conducía el inculpado J. A. A. 

D.,recibiendo los golpes y lesiones a que antes se ha hecho referen-
cia, y a consecuencia de los cuales perdió la vida; que en las cir-
cunstancias antes señaladas es evidente que el inculpado J. A.
A. L., no podía, después de haberlo rebasado el agente P. N.,D. L., y a la víctima S. Id. V., preveer la posibilidad de que al-
guna persona se lanzara sobre las mellizas del camión que con-
ducía, y por tanto es evidente que habiendo ocurrido 

el accidenteen la forma que anteriormente se ha descrito, el mismo se debió
a la falta exclusiva de la víctima S. M. V.; que, por lo transcrito,
es evidente que la sentencia impugnada contiene motivos suficien-tes y pertinentes que justifican su dispositivo, y que, lo que la
recurrente califica como desnaturalización, no es más que la crí-
tica que /e merece la apreciación soberana que de los hechos hizola Corte a -qua, lo que escapa al control de la casación.

Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1567.

ACCIDENTE DE AUT0310VIL.— Imprudencia de la vícti-ma.— Rechazamiento de la demanda civil.
Cas. 14 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 34.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Motociclista que entra a1U13 calle reconocida como de "Preferencia" y de "ruta fija".—Sentencia de condenación contra el conductor del automóvil.—
Sentencia carente de base legal.— En la especie, la Suprema Cortede Justicia, acogiendo los medios de los recurrentes decide que
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en la sentencia impugnada no se expone ningún hecho de carácter
material y positivo, a cargo del chofer recurrente P. D., que justi-
fique la atribución de falta concurrente en el caso que se exa-
mina, sino simplemente una negligencia hipotética, fuera de lugar
cuando se trata de vehículos que transitan por las vías reconoci-
das como de preferencia y constitutivas de rutas fijas, a menos que
de modo positivo y no hipotético. los vehículos presenten una con-
dición que justifique esa atribución de falta exclusiva o concu-
rrente, o incurran en velocidad ilegal o excesiva, o realicen al-
guna maniobra [altiva; por todo lo cual la sentencia impugnada
carece de base legal respecto al punto básico del caso.

Cas. 23 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1546.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.- Motociclista que rebasa por
su lado derecho a un camión y atropella a una persona que en ese
momento se desmontaba del camión. — Culpabilidad del motoci-
clista.

Cas. 15 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 251.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL ocurrido en sitio deshabitado
de noche y sin alumbrado público.— Prueba de los hechos.— Fa-
cultad de los jueces del fondo.— Compañía aseguradora puesta en
causa.— Sobre el punto de las pruebas, que, sobre todo en las
causas por accidentes de tránsito, que ocurren fecuentemente en
sitios deshabitados y en horas de la noche sin alumbrado público,
los jueces, para establecer la verdad de los hechos, como cuestión
de íntima convicción, pueden, a falta total de testigos, atenerse a
otros elementos de juicio, a las declaraciones que ofrezcan los
choferes ante la P. N., a las que hagan los mismos ante los jue-
ces, y sobre todo a los resultados físicos de los accidentados. aaí
como al comportamiento de los choferes frente a las citaciones
reiteradas del Ministerio Público; y sobre el punto del emplaza-
miento de la Aseguradora en el caso ocurrente, que en el docu-
mento No. 7 del Expediente consta que el alguacil M. A. T., de
S., a equerimiento de 14. de la C., constituido en parte civil, em-
plazó P. S. A.. aseguradora en este caso, para que compareciera
el 24 de febrero de 1977, por ante el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de M. T. S.. para el comienzo de la instruc-
ción de la causa.

Cas. 15 Agosto 1980, B. P. 837, Pág. 1728.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. — Personas con lesiones cor-
porales.— Pedimento de incompetencia del tribunal.— Rechaza-
miento de esas conclusiones sin dar motivo"— Casación de la sen-
tencia.— Los Jueces del fondo están en el deber de responder a
todos los puntos de las conclusiones de las partes para admitidas
o rechazarlas, dando los motivos que sean pertinentes, estas reglas
se aplican a las conclusiones principales corno a aquellas que con-
tengan una defensa, una excepción o un medio de inadmisión; que
en la especie, tal como sostienen los recurrentes, la Corte a-qua
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frente a la excepción de incompetencia que le fue propuesta for-
malmente, no dio como era su deber los motivos pertinentes res-
pecto a esas conclusiones para acogerlas o rechazarlas; que por
tanto, procede acoger el medio propuesto por los recurrentes y
casar la sentencia Impugnada sin necesidad de examinar los me-
dios del presente recurso.

Cas. 5 Septiembre 1980. B. J. 838, Pág. 1899.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL que no causa daños corpora-
les.— Alegato de incompetencia del Juez de Yaz.— Sentencia ca-
rente de motivos y de base legal.— El examen de la sentencia im-
pugnada no revela que los recurrentes plantearon al Juez de la
Cámara a-qua la incompetencia del Juez de Paz para conocer de
la acción civil accesoriamente a la acción penal en el accidente
de tránsito de que se trata; que, no obstante eso no es cierto,
como lo afirman los recurrentes, que los artículos 1ro. y 3ro., del
Código de Procedimiento Criminal exceptúan de esa competencia
a los Jueces de Paz cuando en el accidente de que están apode-
rados no ha habido persona lesionada; por lo cual estos medios
del recurso carecen de fundamento y deben ser desestimados; sin
embargo, el examen de la sentencia impugnada muestra que ella
no ofrece relación alguna de cómo ocurrieron los hechos, como
tampoco la ofrece el fallo del Juzgado de Paz, confirmado en
apelación, lo que configura el vicio de falta de motivos y de base
legal; que, por tanto, el fallo impugnado debe ser casado sin ne-
cesidad de ponderar el cuarto medio propuesto por los recurrentes.

Cas. 28 Abril 1980, B. J. 833. Pág. 825.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Sentencia carente de base
legal.— En la especie, la Cámara -qua para condenar a los pre-
venidos recurrentes a las penas que les fueron impuestas, se limitó
a exponer lo siguiente: "Que al producirse la colisión de los ve-
hículos en pugna se ha comprobado en audiencia que no tomaron
la precaución debida y establecida por la Ley; y por tales moti-
vos procede la condenación a RD$25.00 de multa a ambos conduc-
tores ,o sea a los nombrados M. G., y D. P. S.; que lo antes trans-
crito no contiene una relación de los hechos de la causa que per-
mita apreciar cómo ocurrieron éstos; que la Cámara a-qua no ha
indicado, como era su deber, en qué consistió la imprudencia, la
negligencia o la inobservancia de la Ley en que se afirma incu-
rrieron los prevenidos; que esa omisión impide a la Suprema Cor-
te de Justicia, al ejercer su poder de control, verificar si en la
especie, se hizo o no una correcta aplicación de la ley; que por
tanto la sentencia impugnada debe ser casada por falta de base
legal.

Cas. 29 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 332

ACCIDENTE DE AUTOMOVII.— Sentencia carente de moti-
vos.— Recursos del prevenido y de las personias puestas en causa
como civilmente responsables.— Casación de la sentencia en el
aspecto penal.— Nulidad de los recursos relativos a la acción civil.

Cas. 14 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 485.
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en la sentencia impugnada no se expone ningún hecho de carácter
material y positivo, a cargo del chofer recurrente P. D., que justi-
fique la atribución de falta concurrente en el caso que se exa-
mina, sino simplemente una negligencia hipotética, fuera de lugar
cuando se trata de vehículos que transitan por las vías reconoci-
das como de preferencia y constitutivas de rutas fijas, a menos que
de modo positivo y no hipotético, los vehículos presenten una con-
dición que justifique esa atribución de falta exclusiva o concu-
rrente, o incurran en velocidad ilegal o excesiva, o realicen al-
guna maniobra faltiva: por todo lo cual la sentencia impugnada
carece de base legal respecto al punto básico del caso.

Cas. 23 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1546.

ACCIDENTE DE AUTOMOVII..— Motociclista que rebasa por
su lado derecho a un camión y atropella a una persona que en ese
momento se desmontaba del catalán.— Culpabilidad del motoci-
clista.

Cas. 15 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 251.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL ocurrido en sitio deshabitado
de noche y sin alumbrado público.— Prueba de los hechos.— Fa-
cultad de los Jueces del fondo.— Compañía aseguradora puesta en
causa.— Sobre el punto de las pruebas, que, sobre todo en las
causas por accidentes de tránsito, que ocurren fecuentemente en
sitios deshabitados y en horas de la noche sin alumbrado público,
los jueces, para establecer la verdad de los hechos, como cuestión
de intima convicción, pueden, a falta total de testigos, atenerse a
otros elementos de juicio, a 	 las declaraciones que ofrezcan los
choferes ante la P. N., a las que hagan los mismos ante los jue-
ces, y sobre todo a los resultados físicos de los accidentados, atil
como al comportamiento de los choferes frente a las citaciones
reiteradas del Ministerio Público; y sobre el punto del emplaza-
miento de la Aseguradora en el caso ocurrente, que en el docu-
mento No. 7 del Expediente consta que el alguacil M. A. T., de
S., a equerimiento de II. de la C., constituido en parte civil, em-
plazó P. S. A., aseguradora en este caso, para que compareciera
el 24 de febrero de 1977, por ante el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de M. 	 S., para el comienzo de la instruc-
ción de la causa.

Cas. 15 Agosto 1980, B. P. 837, Pág. 1728.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Personas con lesiones cor-
porales.— Pedimento de incompetencia del tribunal.— Rechaza-
miento de esas conclusiones sin dar motivas.— Casación de la sen-
tencia.— Los Jueces del fondo están en el deber de responder a
todos los puntos de las conclusiones de las partes para admitirlas
o rechazarlas, dando los motivos que sean pertinentes, estas reglas
se aplican a las conclusiones principales como a aquellas que con-
tengan una defensa, una excepción o un medio de inadmisión; que
en la especie, tal como sostienen los recurrentes, la Corte a-qua

frente a la excepción de incompetencia que le fue propuesta for-
malmente, no dio como era su deber los motivos pertinentes res-
pecto a esas conclusiones para acogerlas o rechazarlas; que por
tanto, procede acoger el medio propuesto por los recurrentes y
casar la sentencia impugnada sin necesidad de examinar los me-
dios del presente recurso.

Ces. 5 Septiembre 1980, 13. J. 838, Pág. 1899.

ACCIDENTE DE AUTOMOVII. que no causa daños corpora-
les.— Alegato de incompetencia del Juez de Paz.— Sentencia ca-
rente de motivos y de base legal.— El examen de la sentencia im-
pugnada no revela que los recurrentes plantearon al Juez de la
Cámara a-qua la incompetencia del Juez de Paz para conocer de
Ja acción civil accesoriamente a la acción penal en el accidente
de tránsito de que se trata; que, no obstante eso no es cierto.
como lo afirman los recurrentes, que los artículos 1 ro. y 3ro., del
Código de Procedimiento Criminal exceptúan de esa competencia
a los Jueces de Paz cuando en el accidente de que están apode-
rados no ha habido persona lesionada; por lo cual estos medios
del recurso carecen de fundamento y deben ser desestimados; sin
embargo, el examen de la sentencia impugnada muestra que ella
no ofrece relación alguna de cómo ocurrieron los hechos, como
tampoco la ofrece el fallo del Juzgado de Paz, confirmado en
apelación, lo que configura el vicio de falta de motivos v de base
legal; que, por tanto, el fallo impugnado debe ser casado sin ne-
cesidad de ponderar el cuarto medio propuesto por los recurrentes.

Cas. 28 Abril 1980, B. J. 833. Pág. 825.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Sentencia carente de base
legal.— En la especie, la Cámara -qua para condenar a los pre-
venidos recurrentes a las penas que les fueron impuestas, se limitó
a exponer lo siguiente: "Que al producirse la colisión de los ve-
hículos en pugna se ha comprobado en audiencia que no tomaron
la precaución debida y establecida por la Ley; y por tales moti-
vos procede la condenación a RD$25.00 de multa a ambos conduc-
tores ,o sea a los nombrados M. G., y D. P. S.; que lo antes trans-
crito no contiene una relación de los hechos de la causa que per-
mita apreciar cómo ocurrieron éstos; que la Cámara a-qua no ha
indicado, como era su deber, en qué consistió la imprudencia, la
negligencia o la inobservancia de la Ley en que se afirma incu-
rrieron los prevenidos; que esa omisión impide a la Suprema Cor-
te de Justicia, al ejercer su poder de control, verificar si en la
especie, se hizo o no una correcta aplicación de la ley; que por
tanto la sentencia impugnada debe ser casada por falta de base
legal.

Cas. 29 Febrero 1980. R J. 831, Pág. 332.

ACCIDENTE DE ACTOMOVIL.— Sentencia carente de moti-
vos.— Recursos del prevenido y de las personas puestas en causa
como civilmente responsables.— Casación de la sentencia en el
aspecto penal.— Nulidad de los recursos relativos a la acción civil.

Cas. 14 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 485.



ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Sentencia de condenación
que carece de motivos suficientes p pertinentes.— Casación por
falta de motivos.

Cas 16 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1497.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Sentencia de descargo sin dar
Los motivos justificativos.— Sentencia que revocó la del primer
grado.— Deber de los jueces del fondo.— El examen del "Conside-
rando" que se ha transcrito pone de manifiesto que la sentencia
impugnada carece de motivos suficientes y no hace una exposi-
ción completa de las hechos y de las circunstancias que fueron
determinantes del accidente ni la situación del vehículo con el
cual produjo la colisión; que esas insuficiencias son tanto más jus-
tificantes de la censura en casación, cuanto que en la especie no
se trataba de confirmar una sentencia de primer grado, sino de
revocarla, decisión que requiere mayor amplitud y precisión de
parte de los jueces de apelación; que por lo expuesto, procede
acoger el Segundo Medio de los recurrentes y, sin necesidad de
ponderar el Primero, casar la sentencia impugnada.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1751.

ACCIDENTE DE ACTOMOVIL— Sentencia en defecto.—
Compañia aseguradora que no interviene ni es puesta en causa—
Sentencia susceptible de oposición.— Ley 432 de 1961.— Casación
inadmisible.— Al no haber en la sentencia impugnada. constancia
alguna de que ninguna compañía aseguradora, interviniera volun-
tariamente en el proceso de que se trata ni fuera emplazada para
su intervención forzosa, al haber hecho defecto por falta de com-
pazes,er, N. N. R., persona puesta en causa como civilmente res-
ponsable, la sentencia dictada en el caso, no se podía reputar con-
tradictoria frente a todas las partes al tenor de la Ley 432 de
1964, y en, consecuencia, estando aún abierta la vía de la oposi-
ción para el defectuante, ya que el presente recurso fue inter-
puesto apenas un día después de pronunciada la sentencia impug-
nada, y al no permitir la ley recurrir en casación, sino contra los
fallos pronunciados en última o en única instancia, es obvio que
tal como lo alega la interviniente, el presente recurso resulta
inadmisible.

Cas. 28 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 831.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Vehículo conducido por las
calles de la ciudad "sin tener frenos".— Culpabilidad del conduc-
tor.— En la especie ,quedó establecido que el prevenido conducía
su vehículo por las calles de la ciudad de Santo Domingo (Los
Minas), sin tener frenos;-poniendo en peligro la vida de los tran-
seúntes, con menosprecio de los demás y por su torpeza se estre-
lló contra una acera en donde estaban los menores de 3 y 6 años
D. P. L., o C. L., y C. A. L., hijos de P. L., y A. P., además de
conducir a una velocidad excesiva.

Cas. 7 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 943.
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ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— I cluculo que a exceso de
velocidad se sale de la carretera y atropella a varias personas que
transitaban por el paseo.— Culpabilidad del conductor.-

Cas. 30 Enero 1980. B. J. 830, Pág. 137.

ACCIDENTE DE AUTOMOVII..— Vehículo que lanza "hacia
atrás y hacia los lados" varias piedras, una de las cuales alcanzó
a un menor en un ojo.— Culpabilidad del conductor.— En la espe-
cie, una de dichas piedras alcanzó en el ojo izquierdo, causándole
lesión permanente, al menor J. C. R., quien jugaba con otros ni-
ños, junto a la cuneta, detrás del automóvil; el hecho se debió a
que el prevenido inició violentamente la marcha del vehículo que
manejaba, sin tomar las precauciones que dadas las condiciones de
lugar, y de los neumáticos desgastados del automóvil, aconsejaban.

Cas. 16 Enero 1980, B. J. 830. Pág. 60.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL. — Velocidad excesiva.— En la
especie. el hecho se debió a que el prevenido, quien transitaba
a excesiva velocidad, no pudo controlar el automóvil que mane-
jaba, el cual fue a estrellarse contra el motociclista en el lugar
en que se encontraba detenido.

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 171.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Automóvil no equipado con
frenos capaces de moderar y detener su movimiento.— Articulo
139 de la Ley 241 de 1967A En la especie, el accidente ocurrió
porque al carro que conducía A.. le fallaron los frenos y se estre-
lló contra el carro que conducía R., ocasionándole rotura de vi-
drios, abolladuras, etc.; que los hechos así establecidos configuran
a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto por el artículo
139 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos, que establece que
todo vehículo de motor que transite por las vías públicas deberá
estar equipado con frenos capaces de moderar y detener su movi-
miento de modo seguro, rápido y eficaz, etc.; delito sancionado
con multa no menor de diez pesos ni mayor de veinticinco.

Cas. 5 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2384.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Camión con trailer de remol-
que que engancha el alambre del tendido eléctrico y causa lesio-
nes corporales a un peatón.— Culpabilidad del chofer.— El acci-
dente se debió a que el prevenido no tomó las precauciones de lu-
gar para evitar que el vehículo se enganchara en los alambres
del tendido eléctrico.

Cas. 15 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2181.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Camioneta-grúa que choca
con un camión y mata al peón de éste último.— Culpabilidad de
los das choferes.— En la especie, el hecho se debió a la impru-
dencia, negligencia y torpeza de los prevenidos, ya que, el con-
ductor de la camioneta-grúa, prevenido recurrente, A. V. C., no
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ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Sentencia de condenación
que carece de motivos suficientes p pertinentes.— Casación por
falta de motivos.

Cas. 16 Julio 1980, E. J. 836, Pág. 1497.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Sentencia de descargo sin dar
los motivos justificativos.— Sentencia que revocó la del primer
grado.— Deber de los jueces del fondo.— El examen del "Conside-
rando" que se ha transcrito pone de manifiesto que la sentencia
impugnada carece de motivos suficientes y no hace una exposi-
ción completa de los hechos y de las circunstancias que fueron
determinantes del accidente ni la situación del vehículo con el
cual produjo la colisión; que esas insuficiencias son tanto más jus-
tificantes de la censura en casación, cuanto que en la especie no
se trataba de confirmar una sentencia de primer grado, sino de
revocarla, decisión que requiere mayor amplitud y precisión de
parte de los jueces de apelación; que por lo expuesto, procede
acoger el Segundo Medio de los recurrentes y, sin necesidad de
ponderar el Primero, casar la sentencia impugnada.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837. Pág. 1751.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Sentencia en defecto.—
Compañía aseguradora que no interviene ni es puesta en causa.—
Sentencia susceptible de oposición.— Ley 432 de 1961— Casación
inadmisible.— Al no haber en la sentencia impugnada, constancia
alguna de que ninguna compañía aseguradora, interviniera volun-
tariamente en el proceso de que se trata ni fuera emplazada para
su intervención forzosa, al haber hecho defecto por falta de com-
parecer, N. N. R., persona puesta en causa como civilmente res-
ponsable, la sentencia dictada en el caso, no se podía reputar con-
tradictoria frente a todas las partes al tenor de la Ley 432 de
1964, y en consecuencia, estando aún abierta la vía de la oposi-
ción para el defectuante, ya que el presente recurso fue inter-
puesto apenas un día después de pronunciada la sentencia impug-
nada, y al no permitir la ley recurrir en casación, sino contra los
fallos pronunciados en última o en única instancia, es obvio que
tal como lo alega la interviniente, el presente recurso resulta
inadmisible.

Cas. 28 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 831.

ACCIDENTE DE AUTOMOVIL— Vehículo conducido por los
calles de la ciudad "sin tener frenos".— Culpabilidad del conduc-
tor.— En la especie ,quedó establecido que el prevenido conducía
su vehículo por las calles de la ciudad de Santo Domingo (Los
Minas), sin tener frenos»oniendo en peligro la vida de los tran-
seúntes, con menosprecio de los demás y por su torpeza se estre-
lló contra una acera en donde estaban los menores de 3 y 6 años
D. P. L., o C. L., y C. A. L, hijos de P. L, y A. II., además de
conducir a una velocidad excesiva.

Cas. 7 Mayo 1980, 13. J. 834, Pág. 943.
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ACCIDENTE DE AUTOMOVIL.— Vehículo que a exceso de
velocidad se sale de la carretera y atropella a varias personas que
transitaban por el paseo.— Culpabilidad del conductor.—

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 137.

ACCIDENTE IW AUTOMOVIL.— Vehículo que lanza "hacia
atrás y hacia los lados" varias piedras, una de las cuales alcanzó
a un menor en un ojo.— Culpabilidad del conductor.— En la espe-
cie, una de dichas piedras alcanzó en el ojo izquierdo, causándole
lesión permanente, al menor J. C. R.. quien jugaba con otros ni-
ños, junto a la cuneta, detrás del automóvil; el hecho se debió a
que el prevenido inició violentamente la marcha del vehículo que
manejaba, sin tomar las precauciones que dadas las condiciones de
lugar, y de los neumáticos desgastados del automóvil, aconsejaban.

Cas. 16 Enero 1980, E. J. 830. Pág. 60.

ACCIDENTE DE AUT03101/11..— Velocidad excesiva.— En la
especie, el hecho se debió a que el prevenido, quien transitaba
a excesiva velocidad, no pudo controlar el automóvil que mane-
jaba, el cual fue a estrellarse contra el motociclista en el lugar
en que se encontraba detenido.

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 171.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Automóvil no equipado con
frenos capotes de moderar y detener su movimiento.— Artículo
139 de la Ley 241 de 1967. En la especie, el accidente ocurrió
porque al carro que conducía A., le fallaron los frenos y se estre-
lló contra el carro que conducía R., ocasionándole rotura de vi-
drios, abolladuras, etc.; que los hechos así establecidos configuran
a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto por el artículo
139 de la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos, que establece que
todo vehículo de motor que transite por las vías públicas deberá
estar equipado con frenos capaces de moderar y detener su movi-
miento de modo seguro, rápido y eficaz, etc.; delito sancionado
con multa no menor de diez pesos ni mayor de veinticinco.

Cas. 5 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2384.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Camión con trailer de remol-
que que engancha el alambre del tendido eléctrico y causa lesio-
nes corporales a un peatón.— Culpabilidad del chofer.— El acci-
dente se debió a que e1 prevenido no tomó las precauciones de lu-
gar para evitar que el vehículo se enganchara en los alambres
del tendido eléctrico.

Cas. 15 Octubre 1980. E. J. 839, Pág. 2181.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Camioneta-grúa que choca
con un camión y mata al peón de éste último.— Culpabilidad de
los dos choferes..— F.n la especie, el hecho se debió a la impru-
dencia, negligencia y torpeza de los prevenidos, ya que, el con-
ductor de la camioneta-grúa, prevenido recurrente, A. V. C.. no
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tomó las precauciones necesarias cuando iba saliendo del patio de
las oficinas de la F. de T., al no detenerse el vehículo a tiempo
a fin de evitar que la grúa saliera a la calle, como lo hizo, y con
ello evitar cualquier colisión, por lo que debió esperar, que un
práctico le avisara si podría o no salir del referido patio; faltando
así mismo el otro conductor J. A. L., al no detener su camión a
tiempo no obstante haber visto la pluma de hierro de la grúa
cuando sobresalía a la calle, por lo que en este sentido hubo falta
de ambos conductores.

Cas. 15 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2168.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Daños al vehículo.— Lucro
cesante y depredación.— Facultades de las jueces del fondo.—
En la especie, en cuanto al monto de la indemnización acordada.
el Tribunal a-quo estableció, por los elementos de juicio que se
aportaron a la causa, que el vehículo sufrió deterioros y desper

-fectos en varias partes de su estructura que lo hicieron inutiliza-
ble durante un tiempo apreciable, y siendo de regla, en estos ca-
sos, que la reparación que se acuerde puede comprender no sólo
el daño material, sino también el perjuicio derivado del lucro ce-
sante y de la depreciación del vehículo; que la Suprema Corte
estima que los motivos dados sobre este punto v los dados en la
sentencia del tribunal del primer grado que resultó confirmada
por la hoy recurrida, conduce a estimar que la reparación acordada
a J. I. C.. de RDS1,500.00, no es irrazonable.

Cas. 12 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2445.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Facultades de los jueces del
fondo en cuanto a la apreciación de las declaraciones.— No está
sujeta al control de la casación la apreciación que hacen los Jue-
ces del fondo de los hechos de las causas, a menos de que para lle-
gar a esa apreciación, distorsionen los documentos o declaracio-
nes; que para apreciar las declaraciones de los testigos y otros de-
clarantes los Jueces de fondo pueden tener en cuenta su mayor
o menor sinceridad y verosimilitud y en materia de accidentes
de tránsito los resultados de los mismos después que ocurren; que
al declarar la falta común de los dos prevenidos, en virtud de lo
que acaba de exponerse acerca del poder de apreciación de los
Jueces del fondo, el medio que acaba de examinarse carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 7 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2400.

ACCIDENTE. DE TRANSITO.— Falta de la víctima.— Inci-
dencia de esa falta en el hecho puesto a cargo del prevenido cul-
pable.— Art. (4) de la Ley 241 de 1967.— Conforme expresa el
inciso 4 del artículo 49 de la lev 241 la falta imputable a la víc-
tima del accidente no excluirá de responsabilidad penal al autor
del mismo, siempre que a éste le sea imputable alguna falta; es
decir, que cuando ocurre como en la especie, que los tribunales
atribuyen una (alta al prevenido, en la que incurre el agraviado.
no libera al primero de responsabilidad penal; que en la especie
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los jueces de la Corte establecieron la responsabilidad penal del
prevenido y dieron motivos suficientes que justifican la sanción
aplicable, como se expone más adelante; por lo que es irrelevante
que la Corte a-qua no haya dado motivos específicos sobre la falta
cometida por la víctima, ya que en ella fundó la reducción de la
indemnización fijada, por lo que es innecesario que la Corte de
más explicaciones al respecto.

Cas. 12 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2686.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Mal • estado de los frenos del
vehículo.— Conductor que no empleó la palanca de emergencia
del vehículo.

Cas. 26 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2055.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Motorista que llega primero
a la intersección de dos vías.— Colisión con un camión.— Derecho
adquirido del motorista.— El accidente ocurrió por la impruden-
cia del conductor del camión, A. B., quien no obstante haber visto
que el motorista A. N.. llegó primero a la intersección, continuó
su marcha, y no respetó el derecho que ya tenia adquirido el mo-
torista, a quien chocó por la parte trasera destruyéndolo casi por
completo, y ocasionándole al motorista los golpes y heridas ya
especificados.

Cas. 17 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2186.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Muerte de un menor que es
transportado beretvolamente en una comineta.— Vuelco de la ca-
mioneta.— Culpabilidad del conductor.— En la especie, el acci-
dente se debió única y exclusivamente al exceso de velocidad en
que transitaba el vehículo conducido por U. T. G. P.. que tiene su
fundamento no sólo en la declaración de los testigos deponentes
sino en la propia declaración del prevenido, cuando declaró que
transitaba como a 60 kilómetros por hora; que la carretera no
estaba buena y que dos vehículos "que venían de frente a él se
disputaban la vía, cuando lo prudente, lo lógico, hubiese sido ne-
cesario, como lo fue para no verse obligado a esa velocidad a ti-
rarse a la cuneta con las consecuencias ya apuntadas; que la Corte.
en su sentencia expresa "que sobre la propiedad del vehículo con-
ducido por U. T. G. P., asi como sobre la circunstancia de que éste
último estaba bajo las órdenes y dirección del dueño del vehículo,
señor C. T. G. P., no hubo discusión entre las partes"; que por todo
cuanto se ha expuesto anteriormente se pone de manifiesto que
los medios que se examinan carecen de fundamento y que la sen-
tencia contiene motivos suficientes y pertinentes, sin incurrir en
desnaturalización alguna, de los hechos de la causa.

Cas. 29 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2082.
Ver: Acción Pública. Muerte del prevenido. Influencia...

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Sentencias dictadas en dispo-
sitivo.— Casación de la sentencia impugnada por carecer de mo-
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tomó las precauciones necesarias cuando iba saliendo del patio de
las oficinas de la F. de T., al no detenerse el vehículo a tiempo
a fin de evitar que la grúa saliera a la calle, como lo hizo, y con
ello evitar cualquier colisión, por lo que debió esperar, que un
práctico le avisara si podría o no salir del referido patio; faltando
así mismo el otro conductor J. A. L., al no detener su camión a
tiempo no obstante haber visto la pluma de hierro de la grúa
cuando sobresalía a la calle, por lo que en este sentido hubo falta
de ambos conductores.

Cas. 15 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2168.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Daños al vehículo.— Lucro
cesante y depreciación.— Facultades de los jueces del fondo.—
En la especie, en cuanto al monto de la indemnización acordada,
el Tribunal a-quo estableció, por los elementos de juicio que se
aportaron a la causa, que el vehículo sufrió deterioros y desper-
fectos en varias partes de su estructura que lo hicieron inutiliza-
ble durante un tiempo apreciable, y siendo de regla, en estos ca-
sos, que la reparación que se acuerde puede comprender no sólo
el dafio material, sino también el perjuicio derivado del lucro ce-
sante y de la depreciación del vehículo; que la Suprema Corte
estima que los motivos dados sobre este punto y los dados en la
sentencia del tribunal del primer grado que resultó confirmada
por la hoy recurrida, conduce a estimar que la reparación acordada
a J. T. C., de RD$1.500.00, no es irrazonable.

Cas. 12 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2445.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Facultades de los Jueces del
fondo en cuanto a la apreciación de las declaraciones.— No está
sujeta al control de la casación la apreciación que hacen los Jue-
ces del fondo de los hechos de las causas, a menos de que para lle-
gar a esa apreciación, distorsionen los documentos o declaracio-
nes: que para apreciar las declaraciones de los testigos y otros de-
clarantes los Jueces de fondo pueden tener en cuenta su mayor
o menor sinceridad y verosimilitud y en materia de accidentes
de tránsito los resultados de los mismos después que ocurren; que
al declarar la falta común de los dos prevenidos, en virtud de lo
que acaba de exponerse acerca del poder de apreciación de los
Jueces del fondo, el medio que acaba de examinarse carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 7 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2400.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Falta de la víctima.— Inci-
dencia de esa falta en el hecho puesto a cargo del prevenido cul-
pable.— Art. (4) de la Ley 241 de 1967.— Conforme expresa el
inciso 4 del artículo 49 de la lev 241 la falta imputable a la víc-
tima del accidente no excluirá de responsabilidad penal al autor
del mismo, siempre que a éste le sea imputable alguna falta; es
decir, que cuando ocurre como en la especie, que los tribunales
atribuyen una falta al prevenido, en la que incurre el agraviado,
no libera al primero de responsabilidad penal; que en la especie

los jueces de la Corte establecieron la responsabilidad penal del
prevenido y dieron motivos suficientes que justifican la sanción
aplicable, como se expone más adelante; por lo que es irrelevante
que la Corte a-qua no haya dado motivos específicos sobre la falta
cometida por la víctima, ya que en ella fundó la reducción de la
indemnización fijada, por lo que es innecesario que la Corte de
más explicaciones al respecto.

Cas. 12 Diciembre 1980, B. J. MI, Pág. 2686.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Mal estado de los frenos del
vehículo,— Conductor que no empleó la palanca de emergencia
del vehículo.

Cas. 26 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2055.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Motorista que llega primero
a la intersección de dos vías.— Colisión con un camión.— Derecho
adquirido del motorista.— El accidente ocurrió por la impruden-
cia del conductor del camión. A. B., quien no obstante haber visto
que el motorista A. N., llegó primero a la intersección, continué
su marcha, y no respetó el derecho que ya tenía adquirido el mo-
torista, a quien chocó por la parte trasera destruyéndolo casi por
completo, y ocasionándole al motorista los golpes y heridas ya
especificados.

Cas. 17 Octubre 1980, II. J. 839, Pág. 2186.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Muerte de Un menor que es
transportado benévolamente en una comineta.— Vuelco de la ca-
mioneta.— Culpabilidad del conductor.— En la especie, el acci-
dente se debió única y exclusivamente al exceso de velocidad en
que transitaba el vehículo conducido por U. T. G. P., que tiene su
fundamento no sólo en la declaración de los testigos deponentes
sino en la propia declaración del prevenido, cuando declaró que
transitaba como a 60 kilómetros por hora; que la carretera no
estaba buena y que dos vehículos "que venían de frente a él se
disputaban la vía, cuando lo prudente, lo lógico, hubiese sido ne-
cesario, como lo fue para no verse obligado a esa velocidad a ti-
rarse a la cuneta con las consecuencias ya apuntadas; que la Corte.
en su sentencia expresa "que sobre la propiedad del vehículo con-
ducido por U. T. G. P., así como sobre la circunstancia de que éste
último estaba bajo las órdenes y dirección del duefio del vehículo.
señor C. T. G. P., no hubo discusión entre las partes"; que por todo
cuanto se ha expuesto anteriormente se pone de manifiesto que
los medios que se examinan carecen de fundamento y que la sen-
tencia contiene motivos suficientes y pertinentes, sin incurrir en
desnaturalización alguna, de los hechos de la causa.

Cas. 29 Septiembre 1980, 8. .1. 838, pág. 2082.
Ver: Acción Pública. Muerte del prevenido. Influencia...

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Sentencias dictadas en dispo-
sitivo.— Casación de la sentencia impugnada por carecer de mo-



tivos.— En la especie, tal como lo alegan los recurrentes, la sen-
tencia de la Corte a-qua no contiene una exposición de hechos ni
motivos pertinen,tes que justifiquen su dispositivo y como el fallo
del de primer grado fue dado también en dispositivo, es obvio que
en el caso, se ha incurrido en la violación del artículo 195 del
Código de Procedimiento Criminal y 141 del Código de Procedi-
miento Civil y en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser
casada.

Cas. 13 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2156.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Sentencia insuficientemente
motivada.— Casación.— En la especie, la Cámara a-qua no sola-
mente omitió designar la calle en que ocurrió el hecho, y en qué
dirección de la misma transitaba la B. de B., sino también si la
parte de la acera que ocupaba el vehículo de la co-prevenida G.
de G., lo era en la mitad lateral izquierda o derecha del mismo,
en qué parte de sus estructuras chocaron los vehículos de que se
trata, y si había, o no, espacio suficiente para que la recurrente
B. de B., hubiese podido pasar libremente por el lugar en que
ocurrió el accidente; que lo expuesto pone de manifiesto que la
sentencia impugnada carece de una exposición suficiente y cohe-
rente de los hechos de la causa, lo que imposibilita a la Suprema
Corte de Justicia establecer si en la especie se ha hecho o no una
correcta aplicación de la ley; que por tanto, la sentencia impug-
nada debe ser casada en todas sus partes por insuficiencia de mo-
tivos y falta de base legal.

Cas. 22 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2041.

ACCION PUBLICA.— Muerte del prevenido.— Influencia so-
bre la acción civil.— En la especie, ciertamente, en la fecha en
que se dictó la sentencia impugnada, el prevenido había fallecido.
por lo que la acción pública quedó extinguida; que sin embargo.
si bien es cierto que el fallecimiento del prevenido produce ese
efecto. sobre la acción pública, no sucede lo mismo con la acción
civil interpuesta conjuntamente con la acción pública, la cual se
mantiene en vigor; por lo que, el medio propuesto carece de per-
tirencia, por no tener ninguna influencia sobre la acción civil.

Cas. 29 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2085.

ACTA DE AUDIENCIA.— Declaraciones de un prevenido.—
Afirmación de los jueces.— Presunción de que el prevenido fue
interrogado.— Aún cuando en el acta de audiencia no figuran las
declaraciones del prevenido J. A. de la C., (lo que no ha podido
ser comprobado por no haber sido depositada en el expediente
dicha acta), la Corte a-qua, al dictar su fallo, se basó, entre otras
pruebas, en dichas declaraciones, lo que hace presumir que dicho
prevenido fue interrogado por dicha Corte; que, en consecuencia,
este alegato del único medio del recurso carece de fundamento y
debe ser desestimado.

Cas 25 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 81.

XXXVIII

ALQUILERES DE CASAS Y DESAIIUCIOS.— Comisión de
Apelación.— Las decisiones de esa Comisión no son susceptibles
del recurso de casación.— En el estado actual de nuestro Derecho
después de dictarse la Ley No. 3835, promulgada el 19 de mayo
de 1954, las únicas sentencias que pueden impugnarse válidamente
en casación son las dictadas en última o en única instancia por los
tribunales del orden judicial; así como, desde la vigencia de la
ya citada Ley No. 3835 de 1954, que agregó un artículo (el 60)
a la Ley No. 1494 del 1947 para permitir el recurso de casación
contra las sentencias de la Cámara de Cuentas en funciones de
Tribunal Superior Administrativo, articulo que, además preceptuó
la forma del recurso, que en el caso ocurrente, no habiéndose dic-
tado la Resolución impugnada ni por un tribunal del orden judi-
cial ni por el Tribunal Superior Administrativo, ni en base a ley
alguna que lo permita, el recurso de que se trata debe ser decla-
rado inadmisible.

Cas. 5 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2627.

ALQUILER DI CASAS.— Demanda en desalojo y pago de
alquileres vencidas.— Certificaciones del Central de Alquileres.—
Pedimento de reapertura de debates.— Rechazamiento sin dar
motivos.— En la especie, el motivo dado por la Cámara a-qua pa-
ra fallar como lo,ha hecho es insuficiente y confuso hasta el punto
de que no permite a la Suprema Corte de Justicia apreciar si
justifica o no justifica la Certificación de "irregular" la forma en
que se hizo llegar al Juez de Paz, por los apelantes y ahora re-
currentes, la Certificación del Control de Alquileres; que, por
otra parte, el examen de la sentencia impugnada muestra que,
sobre la reapertura de debates pedida por los apelados y ahora
recurrentes, dicha sentencia no contiene ninguna motivación ni
mención alguna, no obstante el hecho de que, en el caso ocurrente,
la ponderación de las Certificaciones del Control de Alquileres y
Desahucios era una cuestión fundamental para una buena admi-
nistración de justicia.

Cas. 18 Agosto 1980, 13. J. 837, Pág. 1766.

AMENAZAS.— Artículo :107 del Código Penal.— Descargo.—
Parte civil constituida que recurre en casación.— No obstante el
descargo del prevenido, los jueces pueden acordar en provecho de
las personas constituidas en parte civil las indemnizaciones a que
hubiere lugar, si a cargo de aquel hubiese sido retenido alguna
falta que le fuera imputable; que de conformidad con los motivos
del fallo impugnado, el prevenido G. R., fue descargado por insu-
ficiencia de pruebas del hecho puesto a su cargo, sin que se re-
tuviera falta alguna en su contra que hubiera podido lesionar de
algún modo a la ahora recurrente, que. en consecuencia su recur-
so se rechaza por carecer de fundamento, sin que haya que exa-
minar el medio único de su memorial.

Cas 26 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2577.
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tiros.— En la especie, tal como lo alegan los recurrentes, la sen-
tencia de la Corte a-qua no contiene una exposición de hechos ni
motivos pertinentes que justifiquen su dispositivo y como el fallo
del de primer grado fue dado también en dispositivo, es obvio que
en el caso, se ha incurrido en la violación del articulo 195 del
Código de Procedimiento Criminal y 141 del Código de Procedi-
miento Civil y en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser
casada.

Cas. 13 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2156.

ACCIDENTE DE TRANSITO.— Sentencia insuficientemente
motivada,— Casación.— En la especie, la Cámara a-qua no sola-
mente omitió designar la calle en que ocurrió el hecho, y en qué
dirección de la misma transitaba la B. de 13., sino también si la

• parte de la acera que ocupaba el vehículo de la co-prevenida G.
de G., lo era en la mitad lateral izquierda o derecha del mismo.
en qué parte de sus estructuras chocaron los vehículos de que se
trata, y si había, o no, espacio suficiente para que la recurrente
Fi de B., hubiese podido pasar libremente por el lugar en que
ocurrió el accidente; que lo expuesto pone de manifiesto que la
sentencia impugnada carece de una exposición suficiente y cohe-
rente de los hechos de la causa, lo que imposibilita a la Suprema
Corte de Justicia establecer si en la especie se ha hecho o no una
correcta aplicación de la ley; que por tanto, la sentencia impug-
nada debe ser casada en todas sus partes por insuficiencia de mo-
tivos y falta de base legal.

Cas. 22 Septiembre 1980, S. J. 838, Pág. 2041.

ACCION PUBLICA.— Muerte del prevenido.— Influencia so-
bre la acción civil.— En la especie, ciertamente, en la fecha en
que se dictó la sentencia impugnada, el prevenido había fallecido,
por lo que la acción pública quedó extinguida; que sin embargo.
si bien es cierto que el fallecimiento del prevenido produce ese
efecto, sobre la acción pública, no sucede lo mismo con la acción
civil interpuesta conjuntamente con la acción pública, la cual se
mantiene en vigor; por lo que, el medio propuesto carece de per-
tirencia, por no tener ninguna influencia sobre la acción civil.

Cas. 29 Septiembre 1980. B. J. 838, Pág. 2085.

ACTA DE AUDIENCIA.— Declaraciones de un prevenido.—
Afirmación de los jueces.— Presunción de que el prevenido fue
interrogado.— Aún cuando en el acta de audiencia no figuran las
declaraciones del prevenido J. A. de la C., (lo que r.p ha podido
ser comprobado por no haber sido depositada en el expediente
dicha acta). la Corte a-qua, al dictar su fallo, se basó, entre otras
pruebas, en dichas declaraciones, lo que hace presumir que dicho
prevenido fue interrogado por dicha Corte; que, en consecuencia.
este alegato del único medio del recurso carece de fundamento y
debe ser desestimado.

Cas. 25 Enero 1980. B. J. 830. Pág. 81.
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ALQUILERES DE CASAS Y DESAHUCIOS.— Comisión de
Apelación.— Las decisiones de esa Comisión no son susceptibles
del recurso de casación.— En el estado actual de nuestro Derecho
después de dictarse la Ley No. 3835, promulgada el 19 de mayo
de 1954, las únicas sentencias que pueden impugnarse válidamente
en casación son las dictadas en última o en única instancia por los
tribunales del orden judicial; así como, desde la vigencia de la
va citada Ley No. 3835 de 1954, que agregó un artículo (el 60)
a' la Ley No. 1494 del 1947 para permitir el recurso de casación
contra las sentencias de la Cámara de Cuentas en funciones de
Tribunal Superior Administrativo, artículo que, además preceptuó
la forma del recurso, que en el caso ocurrente, no habiéndose dic-
tado la Resolución impugnada ni por un tribunal del orden judi-
cial ni por el Tribunal Superior Administrativo, ni en base a ley
alguna que lo permita, el recurso de que se trata debe ser decla-
rado Inadmisible.

Cas. 5 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2627.

ALQUILER DE CASAS.— Demanda en desalojo y pago de
alquileres vencidos.— Certificaciones del Contra] de Alquileres.—
Pedimento de reapertura de debates.— Rechazamiento sin dar
motivos.— En la especie, el motivo dado por la Cámara a-qua pa-
ra fallar como lo,ha hecho es insuficiente y confuso hasta el punto
de que no permite a la Suprema Corte de Justicia apreciar si
justifica o no justifica la Certificación de "irregular" la forma en
que se hizo llegar al Juez de Paz, por los apelantes y ahora re-
currentes, la Certificación del Control de Alquileres; que, por
otra parte, el examen de la sentencia impugnada muestra que,
sobre la reapertura de debates pedida por los apelados y ahora
recurrentes, dicha sentencia no contiene ninguna motivación ni
mención alguna, no obstante el hecho de que, en el caso ocurrente,
Ja ponderación de las Certificaciones del Control de Alquileres y
Desahucios era una cuestión fundamental para una buena admi-
nistración de justicia.

Cas. 18 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1766.

AMENAZAS.— Artículo 307 del Código Penal.— Descargo.—
Parte civil constituida que recurre en casación.— No obstante el
descargo del prevenido, los jueces pueden acordar en provecho de
las personas constituidas en parte civil las indemnizaciones a que
hubiere lugar, si a cargo de aquel hubiese sido retenido alguna
falta que le fuera imputable; que de conformidad con los motivos
del fallo impugnado, el prevenido G. R., fue descargado por insu-
ficiencia de pruebas del hecho puesto a su cargo, sin que se re-
tuviera falta alguna en su contra que hubiera podido lesionar de
algún modo a la ahora recurrente, que, en consecuencia su recur-
so se rechaza por Carecer de fundamento, sin que haya que exa-
minar el medio único de su memorial.

Cas. 26•Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2577.
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ANIMALES DOMESTICOS.— Malos tratamientos.— Ley 1268
di 1946.— Envenenamiento de varias gallinas.— Multa y pago de
u a indemnización de treinta pesos.— En la especie ,quedó esta-
blecido que J. B. P. V., envenenó 6 gallinas y un gallo de distin-
tos colores, propiedad de A. S., valarados en la suma de RD$50.00:
y b) que para cometer el hecho utilizó "Aldrín en Maíz"; que los
hechos así establecidos configuran a cargo del prevenido recu-
rrente, el delito de malos tratamientos a los animales domésticos,
cometidos sin publicidad, previsto en el artículo 2 de la Ley No.
1268 de 1946. y con multa de uno a cinco pesos o arresto de uno
a cinco días o ambas penas a la vez según la gravedad del caso:
que al condenar a J. B. P. y., a una multa de RD$5.00, el Juzgado
a-quo le aplicó tina pena ajustada a la Ley; asimismo, el Juzgado
a-quo dio por establecido que el hecho del prevenido recurrente
P. V., había ocasianado a la parte civil constituida A. S., daños y
perjuicios, cuyo monto apreció soberanamente en la suma de trein-
ta pesos.

Cas. 9 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 957.

APELACION.— Conclusiones.— Comunicación de documen-
tos.— Avenir.— Pedimento de rechazamiento del recurso y con-
firmación de la sentencia apelada.— No lesión al derecho de de-
fensa.— En la especie, contrariamente a la alegado por los recu-
rrentes, la sentencia impugnada pone de manifiesto, que la Corte
a-qua, sí estatuyó sobre el pedimento héchole por los apelantes.
hoy recurrentes, y al especto, consta en la misma, que al limitarse
éstos a solicitarle en sus conclusiones, "que la Corte se dirigiera
a la Compañía de Bienes Raíces, La V. J.., C. por A., a fin de que
esta razón social, se presentara a la Carie, por medio de sus fun-
cionarios, y fuera interrogada en cuestiones que interesaban a
los intimantes", dicho pedimento fue rechazado por considerarlo
improcedente e infundado; asimismo, tampoco se lesionó el dere-
cho de defensa de los hay recurrentes, pues la Corte a-qua, ob-
temperando al pedimento de comunicación de documentos héchole
por los apelantes dictó sentencia ordenando dicha comunicación,
y luego fue dado avenir para discutir el fondo, y en la audiencia
celebrada al efecto, los apelantes, no abstante dicho requerimiento,
se limitaron a concluir en la forma indicada up-supra, mientras
la parte intimada concluyó solicitando que fuera rechazado el re-
curso interpuesto por improcedente e infundado y confirmada en
todas sus partes la sentencia apelada; por lo que en tales circuns-
tancias, es preciso admitir que si las actuales recurrentes, no pre-
sentaron por ante la Corte a-qua conclusiones más amplias, no obe-
deció a que se atentara a su derecho de defensa, como lo preten-
den los recurrentes, por lo que el medio que se examina se tiesos-
Urna por carecer de fundamento.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837. Pág. 1722.

APELACION DE UN condenado a una multa taarreceional.—
No apelación del Ministerio Público.— El apelante puede ser re-
presentado por im abogado y en ese caso la sentencia no es en
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defecto contra	 En la especie, como el prevenido L. A. B., fue
condenado en Primera Instancia a una multa de RD$50.00, y en
ausencia de apelación del Ministerio Público como sucedió en el
presente caso, dicha pena de multa, no podía ser agravada con la
pena de prisión, es preciso admitir, que contrariamente a lo ale-
gado por los recurrentes, aunque éste no compareciera personal-
mente a audiencia, pudo hacerse representar válidamente por su
abogado, y al sentencia a intervenir al haber éste en su represen-
tación, concluido al fondo, como se ha indicado precedentemente,
la calificación de sentencia en defecto que se le atribuyó a la
misma, lo fue erróneamente, y en consecuencia, cualquiera excep-•
ción o irregularidad que hipotéticamente se hubiese podido pro-
poner, derivada de la inasistencia del prevenido a audiencia, y de
la violación del derecho de defensa, carece de relevancia y debe
ser desestimada.

Cas. 17 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2186.

APELACION.— Materia Civil.— Depósito del acto de apela-
ción y de la sentencia apelada.— Recurso de apelación declarado
inadmisible por esa causa.— En la especie, el depósito de esos do-
cumentos fue ordenado por la sentencia de la Corte a-qua dictada
el 15 de noviembre de 1974, la cual adquirió la autoridad de la
cosa definitivamente juzgada al ser declarado inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por la recurrente contra dicho fallo
por la sentencia dictada por la Suprema Corte de Justicia el 3 de
septiembre de 1974, cuyo dispositivo ha sido copiado en relación
de hechos de la presente sentencia, ocasión en la cual la recurrente
presentó los mismos alegatos que ahora presenta; que, por tanto,
los dos primeros medios del recurso carecen de fundamento y
deben ser desestimados.

Cas. 9 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 11.

APELACION.— Materia nenal.— Contenido de las sentencias.
Art. 141 lel Código de Procedimiento Civil.— Dispositivo.— Sen-
tencia que avocó el fondo.— El articula 141 del Código de Proce-
dimiento Civil dispone que: "la redacción de las sentencias con-
tendrá los nombres de los Jueces, del fiscal y de los abogados; los
nombres, profesiones y domicilios de las partes; sus conclusiones,
la exposición sumaria de los puntos de hecho y de derecho, los
fundamentos y el dispositivo"; que, obviamente, el aludido texto
legal se refiere al dispositivo de la sentencia dictada por el Tri-
bunal o Corte, no al dispositivo de la sentencia apelada; que ade-
más en la especie, al ser anuladas las sentencias del primer gra-
do y al avocarse el fondo del asunto, la Corte a-qua actué como
Tribunal de única instancia.

Cas. 28 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 116.

ARRENDAMIENTOS DE CASAS.— Demanda en deealojo por
falta de pago.— Casación.— Recurso interpuesto tardíamente.—
Articulo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.— En, la es-
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ANIMALES DOMESTICOS.— Malos tratamientos.— Ley 1288
1948.— Envenenamiento de varias gallina— Multa y pago de

u a indemnización de treinta pasos.— En la especie ,quedó esta-
blecido que J. 13. P. V., envenenó 6 gallinas y un gallo de distin-
tos colores, propiedad de A. S., valarados en la suma de RD450.00;
y ba que para cometer el hecho utilizó "Aldrin en Maíz";_ que los
hechos así establecidos configuran a cargo del prevenido recu-
rrente, el delito de malos tratamientos a los animales domésticos,
cometidos sin publicidad, previsto en el. artículo 2 de la Ley No.
1268 de 1946, y con multa de uno a cinco pesos o arresto de uno
a cinco días o ambas penas a la vez según la gravedad del caso:
que al condenar a J. B. P. V., a una multa de RDS5.00, el Juzgado
a-quo le aplicó uha pena ajustada a la Ley; asimismo, el Juzgado
a-quo dio por establecido que el hecho del prevenido recurrente
P. V. había ocasianado a la parte civil constituida A. S., daños y
perjuicios, cuyo monto apreció soberanamente tM la suma de trein-
ta pesos.

Cas. 9 Mayo 1980. B. J. 834, Pág. 957.

APEIACION.— Conclusiones.— Comunicación de documen-
tos.— Avenir.— Pedimento de rechazamiento del recurso y con-
firmación de la sentencia apelada.— No lesión al derecho de de-
fensa.— En la especie, contrariamente a la alegado por los recu-
rrentes, la sentencia impugnada pone de manifiesto, que la Corte
a-qua, sí estatuyó sobre el pedimento héchole por los apelantes.
hoy recurrentes, y al especto, consta en la misma, que al limitarse
éstos a solicitarle en sus conclusiones, "que la Corte se dirigiera
a la Compañía de Bienes Raíces, La V. J... C. por A., a fin de que
esta razón social, se presentara a la Carie, por medio de sus fun-
cionarios, y fuera interrogada en cuestiones que interesaban a
los intimantes", dicho pedimento fue rechazado por considerarlo
improcedente e infundado; asimismo, tampoco se lesionó el dere-
cho de defensa de los hay recurrentes, pues la Corte a-qua, ob-
temperando al pedimento de comunicación de documentos héchole
por los apelantes dictó sentencia ordenando dicha comunicación,
y luego fue dado avenir para discutir el fondo, y en la audiencia
celebrada al efecto, los apelantes, no abstante dicho requerimiento,
se limitaron a concluir en la forma indicada up-supra, mientras
la parte intimada concluyó solicitando que fuera rechazado el re-
curso interpuesto por improcedente e infundado y confirmada en
todas sus partes la sentencia apelada; por lo que en tales circuns-
tancias. es preciso admitir que si las actuales recurrentes, no pre-
sentaron por ante la Corte a-qua conclusiones más amplias, no obe-
deció a que se atentara a su derecho de defensa, como lo preten-
den los recurrentes, por lo que el medio que se examina se deses-
tima por carecer de fundamento.

Cas. 15 Agosto 1980, 13. J. 837. Pág. 1722.

APELACION DE UN condenado a una multa correccional.—
No apelación del Ministerio Público.— El apelante puede ser re-
presentado por im abogado y en ese caso la sentencia no es en

XL

defecto contra él.— En la especie, como el prevenido L. A. B., fue
condenado en Primera Instancia a una multa de RD$50.00, y en
ausencia de apelación del Ministerio Público como sucedió en el
presente caso, dicha pena de multa, no podía ser agravada con la
pena de prisión, es preciso admitir, que contrariamente a lo ale-
gado por los recurrentes, aunque éste no compareciera personal-
mente a audiencia, pudo hacerse representar válidamente por su
abogado, y al sentencia a intervenir al haber éste en su represen-
tación, concluido al fondo, como se ha indicado precedentemente,
la calificación de sentencia en defecto que se le atribuyó a la
misma, lo fue erróneamente, y en consecuencia, cualquiera excep-
ción o irregularidad que hipotéticamente se hubiese podido pro-
poner, derivada de la inasistencia del prevenido a audiencia, y de
la violación del derecho de defensa, carece de relevancia y debe
ser desestimada.

Cas. 17 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2186.

APELACION.— Materia Civil.— Depósito del acto de apela-
ción y de la sentencia apelada.— Recurso de apelación declarado
inadmisible por esa causa.— En la especie, el depósito de esos do-
cumentos fue ordenado por la sentencia de la Corte a-qua dictada
el 15 de noviembre de 1974, la cual adquirió la autoridad de la
cosa definitivamente juagada al ser declarado inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por la recurrente contra dicho fallo
por la sentencia dictada por la Suprema Corte de Justicia el 3 de
septiembre de 1974. cuyo dispositivo ha sido copiado en relación
de hechos de la presente sentencia, ocasión en la cual la recurrente
presentó los mismos alegatos que ahora presenta; que, por tanto,
los dos primeros medios del recurso carecen de fundamento y
deben ser desestimados.

Cas. 9 Enero 1980, B. J. 830. Pág. 11.

APELACION.— Materia nenal.— Contenido de las sentencias.
Art. 141 lel Código de Procedimiento Civil.— Dispositivo.— Sen-
tencia que avocó el fondo.— El articula 141 del Código de Proce-
dimiento Civil dispone que: "la redacción de las sentencias con-
tendrá los nombres de los Jueces, del fiscal y de los abogados: los
nombres, profesiones y domicilios de las partes; sus conclusiones,
la exposición sumaria de los puntos de hecho y de derecho, los
fundamentos y el dispositivo"; que, obviamente, el aludido texto
legal se refiere al dispositivo de la sentencia dictada por el Tri-
bunal o Corte, no al dispositivo de la sentencia apelada; que ade-
más en la especie, al ser anuladas las sentencias del primer gra-
do y al avocarse el fondo del asunto, la Corte a-qua actuó como
Tribunal de única instancia.

Cas. 28 Enero 1980, B. J. 830. Pág. 116.

ARRENDAMIENTOS DE CASAS.— Demanda en deaalojo por
falta de pago.— Casación.— Recurso interpuesto tardíamente.—
Artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.— En la es-
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fin•
pecie la sentencia le fue notificada el 27 de enero de 1977 y el
recurso de casación fue interpuesto el 22 de julio de 1977, es decir
cinco meses y veinticinco días después de dicha notificación, es
obvio, que aún cuando el plazo del recurso es franco y se aumenta
en razón de la distancia, el recurso que se examina es tardío y
debe ser declarada inadmisible.

Cas. 7 Abril 1980, B. J. 833. Pág. 679.

ARRENDAMIENTO.— Interpretación del contrato.— Cláusu-
las claras y precisas.— Facultad de los jueces.— Desnaturalización
del contrato.— Si bien es cierto, que los Jueces del fondo tienen
facultad para interpretar las convenciones cuando éstas son oscuras
o ambiguas esta facultad cesa cuando, como en la especie, las mis-
mas son claras y precisas y cuando no existe un error común de
las partes, que al acoger la Corte a-qua, la demanda a fines de re-
solución del contrato de arrendamiento, restitución de valores y
reparación de daños y perjuicios, y fallar como lo hizo sobre el
fundamento de que el objeto del arrendamiento fue dedicar los
terrenos a la siembra de caña de azúcar y sacar de ello conse-
cuencias ulteriores que sirvieron de fundamento a la sentencia
hoy impugnada, incurrió, tal como lo sostiene el hoy recurrente en
la desnaturalización y errónea interpretación del contrato suscrito
por las partes, que por tanto procede la casación de la sentencia
impugnada, sin necesidad de examinar los demás medios del
recurso.

Cas. 29 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 351.

ASISTENCIA OBLIGATORIA de los hijos menores de edad.—
Pensión.— Demanda de reducción de la pensión.— Casación sin
envío.— Los Tribunales de justicia apoderados de una instancia.
se desapoderan al fallar el caso; que en la especie, el Juzgado
a-quo al dictar su sentencia del 10 de mayo de 1977. quedó desa-
poderado del asunto, y no pudo, oarrtetamente tallar posterior-
mente, por medio de su sentenciu anteriormente citada; que, si
el padre condenado a pagar una pensión, quería obtener una re-
ducción de ésta, que siempre es provisional, debe llenar una nue-
va instancia que recorrerá los dos grados de jurisdicción; que, en
consecuencia de todo lo expresado anteriormente, la sentencia
impugnada debe ser casada, sin envío, por no quedar cosa alguna
que juzgar.

Cas. Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 327.

ASOCIACION DE INES no lucrativos.— Estatutos. Asam-
bleas.— Nuevos directivos.— Designación regular.— En la especie,
la sentencia impugnada confirma la dictada en el mismo sentido
por la Cámara de lo Civil v Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Nacional y en dicho fallo consta, que los es-
tatutos sociales constituyen la ley entre los miembros de las aso-
ciaciones que como A., no persiguen fines pecuniarios, y la asam-
blea general es la máxima autaridad de la dicha institución; que
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conforme a los documentos que obran en el expedí, nte, la Asam-
blea de fecha 20 de enero de 1973, que designó nuevos directivos
por un periodo de dos años, se constituyó regularmente, periodo
que a la fecha no ha expirado; que las personas designadas en la
mencionada ¿Asamblea son los directivos reales y actuales de di-
cha asociación al adoptar la Corte a-qua, dichos motivos y esta-
blecer además que no se lesionó el derecho de defensa del actual
recurrente, C. M. B., ya que fue citado para que estuviera pre-
sente en la Asamblea en que se operaría el cambio de directiva,
es preciso admitir, que la dicho por la Corte a-qua, confirmando
el fallo del Juez de primer grado estuvo correcto, sobre todo to-
mando en cuenta que no resulta del expediente que se hubiese
aportado ante los jueces del fondo la prueba de la violación de
los estatutos que se pretendía.

Cas. 14 Maya 1980, B. J. 834, Pág. 9992.

AVOCACION.— Materia correccional.— Art. 215 del Código
de Procedimiento Criminal.— Al tenor del artículo 215 del Código
de Procedimiento Criminal, cuando la Corte de Apelación anule
una sentencia correccional por "violación u omisión no reparada
de las formas prescritas por la Ley", está en la abligación de avo-
car la causa, y pronunciarse sobre el fondo, sin necesidad de dis-
tinguir si las irregularidades comprobadas se refieren a la senten-
cia, o a la instrucción o a los actos mismos en virtud de los cua-
les el tribunal ha sido apoderado, ello es así, solamente cuando
el prevenida haya sido citado mediante un acto que, aunque vicia-
do de alguna irregularidad, lo haya puesto, sin embargo, en apti-
tud de poder ejercer su derecho de dtfensa, o bien cuando la ju-
risdicción que ha dictado la sentencia anulada, ha sido apoderada
por la comparecencia voluntaria y espontánea del prevenido; en la
especie se trata de J. L., parte puesta en causa como civilmente
responsable y S. P., S. A., puestos en causa, los cuales fueron ci-
tados ante el Juez de Primera Instancia, el 9 de junio de 1970.
para comparecer ante el Tribunal el 11 del mismo mes y alio, es
decir, 2 días a partir de la notificación. la que era insuficiente
de conformidad con lo prescrito por la Ley; por lo que la Corte
de Apelación de Santo Domingo debió declarar nula la sentencia
del primer grado y avocar el conocimiento del fondo: y na anular
la sentencia y ordenar al Procurador el envío a un Tribunal com-
petente, ya que, las irregularidades cometidas en la sentencia im-
pugnada no impedían ser reparadas por los Jueces de Segundo
Grado y los recurrentes pudieron en el plaza reducido que se le
concedió presentarse en audiencia a reclamar su derecho; que en

, esas circunstancias la Corte de envío falló correctamente al de-
clarar nula, por su sentencia del 24 de febrero de 1976, la del ler.
grado del 11 de junio de 1970, y avocar el fondo de la misma; y
no incurrió en las violaciones denunciadas.

Cas. 3 Octubre 1980, B. J. 839. Pág. 2115.

AVOCACION.— Sentencia que ordenó la avocación v dispusa
el reenvío de la cansa para otra audiencia.— Sentencia definitiva
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pecie la sentencia le fue notificada el 27 de enero de 1977 y el
recurso de casación fue interpuesto el 22 de julio de 1977, es decir
cinco meses y veinticinco días después de dicha notificación, es
obvio, que aún cuando el plazo del recurso es franco y se aumenta
en razón de la distancia, el recurso que se examina es tardío y
debe ser declarada inadmisible.

Cas. 7 Abril 1980, B. J. 833. Pág. 679.

ARRENDAMIENTO.— interpretación del contrato.— Cláusu-
las claras y precisas.— Facultad de los Jueces.— Desnaturalización
del contrato.— Si bien es cierto, que los Jueces del fondo tienen
facultad para interpretar las convenciones cuando éstas son oscuras
o ambiguas esta facultad cesa cuando, como en la especie, las mis-
mas son claras y precisas y cuando no existe un error común de
las partes, que al acoger la Corte a-qua, la demanda a fines de re-
solución del contrato de arrendamiento, restitución de valores y
reparación de daños y perjuicios, y fallar como lo hizo sobre el
fundamento de que el objeto del arrendamiento fue dedicar los
terrenos a la siembra de caña de azúcar y sacar de ello conse-
cuencias ulteriores que sirvieron de fundamento a la sentencia
hoy impugnada, incurrió, tal como lo sostiene el hoy recurrente en
la desnaturalización y errónea interpretación del contrato suscrito
por las partes, que por tanto procede la casación de la sentencia
impugnada, sin necesidad de examinar los demás medios del
recurso.

Cas. 29 Febrero 1980, 13. J. 831, Pág. 351.

ASISTENCIA OBLIGATORIA de los hijos menores de edad.—
Pensión.— Demanda de reducción de la pensión.— Casación sin
envío.— Los Tribunales de justicia apoderados de una instancia.
se desapoderan al fallar el caso; que en la especie, el Juzgado
a-quo al dictar su sentencia del 10 de mayo de 1977, quedó desa-
poderado del asunto, y no pudo, corrtetamente fallar posterior-
mente, por medio de su sentenciu anteriormente citada; que, si
el padre condenado a pagar una pensión, quería obtener una re-
ducción de ésta, que siempre es provisional, debe llenar una nue-
va instancia que recorrerá los dos grados de jurisdicción; que, en
consecuencia de todo lo expresado anteriormente, la sentencia
impugnada debe ser casada, sin envío, por no quedar cosa alguna
que juzgar.

Cas. Febrero 1980, 13. J. 831, Pág. 327.

ASOCIACION DE INFS no lucrativos.— Estatutos. Asam-
bleas.— Nuevos directivos.— Designación regular.— En la especie,
la sentencia impugnada confirma la dictada en el mismo sentido
por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Nacional y en dicho fallo consta, que los es-
tatutos sociales constituyen la ley entre los miembros de las aso-
ciaciones que como A., no persiguen fines pecuniarios, y la asam-
blea general es la máxima autaridad de la dicha institución; que
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conforme a los documentos que oh:c.:1 en el expediente, la Asam-
blea de fecha 20 de enero de 1973, que designó nuevos directivos
por un período de dos años, se constituyó regularmente, período
que a la fecha no ha expirado; que las personas designadas en la
mencionada aAsamblea son los directivos reales y actuales de di-
cha asociación al adoptar la Corte a-qua, dichos motivos y esta-
blecer además que no se lesionó el derecho de defensa del actual
recurrente, C. M. 13., ya que fue citado para que estuviera pre-
sente en la Asamblea en que se operaría el cambio de directiva.
es preciso admitir, que la dicho por la Corte a-qua, confirmando
el fallo del Juez de primer grado estuvo correcto. sobre todo to-
mando en cuenta que no resulta del expediente que se hubiese
aportado ante los jueces del fondo la prueba de la violación de
los estatutos que se pretendía.

Cas. 11 Maya 1980, R. J. 834, Pág. 9992.

AVOCACION.— Materia correccional.— Art. 215 del Código
de Procedimiento Criminal.— Al tenor del artículo 215 del Código
de Procedimiento Criminal, cuando la Corte de Apelación anule
una sentencia correccional por "violación u omisión no reparada
de las formas prescritas por la Ley", está en la abligación de ayo-
Car la causa, y pronunciarse sobre el fondo, sin necesidad de dis-
tinguir si las irregularidades comprobadas se refieren a la senten-
cia, o a la instrucción o a los actos mismos en virtud de los cua-
les el tribunal ha sido apoderado, ello es así, solamente cuando
el prevenida haya sido citado mediante un acto que, aunque vicia-
do de alguna irregularidad, lo haya puesto, sin embargo, en apti-
tud de poder ejercer su derecho de dtfensa, o bien cuando la Ju-
risdicción que ha dictado la sentencia anulada, ha sido apoderada
por la comparecencia voluntaria y espontánea del prevenido; en la
especie se trata de J. L., parte puesta en causa como civilmente
responsable y S. P., S. A.. puestos en causa, los cuales fueron ci-
tados ante el Juez de Primera Instancia, el 9 de junio de 1970,
para comparecer ante el Tribunal el 11 del mismo mes y año, es
decir, 2 días a partir de la notificación, la que era insuficiente
de conformidad con lo prescrito por la Ley; por lo que la Corte
de Apelación de Santo Domingo debió declarar nula la sentencia
del primer grado y avocar el conocimiento del fondo; y na anular
la sentencia y ordenar al Procurador el envío a un Tribunal com-
petente, ya que, las irregularidades cometidas en la sentencia im-
pugnada no impedían ser reparadas por los Jueces de Segundo
Grado y los recurrentes pudieron en el plaza reducido que se le
concedió presentarse en audiencia a reclamar su derecho; que en
esas circunstancias la Corte de envío falló correctamente al de-
clarar nula, por su sentencia del 24 de febrero de 1976, la del ler.
grado del 11 de junio de 1970, y evocar el fondo de la misma; y
no incurrió en las violaciones denunciadas.

Cas 3 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2115.

AVOCACION.— sentencia que ordenó la avocación v dispist
el reenvío de la causa para otra audiencia.— Sentencia definitiva
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sobre un incidente que no fue impugnada.— Recurso de casación
contra la sentencia que falló el fondo.— La sentencia de la corte
a-qua del 29 de octubre de 1976, que anuló las decisiones de Pri-
mera Instancia de fechas 12 de septiembre de 1975 y 16 de mano
de 1976, por violación de formas prescritas por la Ley a pena de
nulidad, avocó el fondo del asunto y ordenó el reenvío de la causa
para una próxima audiencia, es definitiva sobre un incidente, y
por consiguiente, susceptible de ser recurrida en casación; que al
sólo interponerse recurso de casación contra la sentencia del 7 de
febrero de 1977, que falló el fondo del asunto, dichos recurrentes
no pueden válidamente, impugnar aquel fallo; en consecuencia,
procede desestimar los alegatos contenidos en el primer medio de
Su recurso.

Cas. 28 Enero 1980, Ti..T. 830, Pág. 116.

—C-

CASACION.— Caducidad del recurso solicitada por instancia
de parte interesada.

Sentencia en Cámara de Consejo del 21 de Marzo 1980, B. J.
832, Pág. 658.

CASACION.— Facultad de los jueces del fondo.— Prueba.—
Apreciación.— Documentos.— Testimonios divergentes.— Punto no
discutido por ante los jueces del fondo.— Es de principio que los
Jueces del fondo son soberanos para apreciar y decidir el valor
que se debe atribuir a las pruebas y a los elementos de juicio que
aportan ante ellos en las causas y litigios sometidos a su decisión;
que esa preciación sólo puede ser descartada o puesta en duda en
casación cuando se basa en documentos cuyo contenido haya sido
reproducido en forma distorsionada por las Jueces, o cuando se
haya atribuido a esos documentos un sentido obviamente apartado
de su significación palmaria; que, en lo relativo a los testimonios
es de principio también que cuando ellas son total o parcialmente
divergentes como ocurre en la mayoría de los casos, los Jueces
del fondo pueden conceder mayor crédito a los que a su juicio
sean más verosímiles, sinceros y desinteresados, sin que ello re-
presente una desnaturalización de los hechos; que finalmente, so-
bre el precio de la nevera, el ahora recurrente A., con su defensa
ante los Jueces del fondo se limitó a discutir el punto relativo a
la comitencia, pero no produjo ningún medio respecto al precio
de la nevera; por lo que la rama del medio relativa a ese punto,
no puede ser admitida en ca24tión; que por todo lo expuesto, los
otros medios del recurrente carecen de fundamento y deben ser
desestimados.

Cas. 11 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 706.

CASACION.— Falta de base legal.— Medio que puede ser suscitado
de oficio.— Existe la falta de base legal cuando los motivos dados
por los jueces no permiten reconocer si los elementos de hecho pa-
ra justificar la aplicación de la ley se hallan presentes en la sen-
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ocia, es de derecho que el vicio de falta de base legal en cuanto
a cualquier punto de las sentencias impugnadas en casación puede
ser suscitado de aficio por la Suprema Corte de Justicia, cuando
ello sea necesario para asegurar una recta aplicación de la ley y
la protección de todos los intereses, que, por todo lo anteriormente
expuesto la sentencia impugnada debe ser casada. por falta de
base legal.

Cas. 11 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1216.

1/CASACION.— Materia penal.— Declaración en Secretaria.—
Memorial innecesario.— Articulo 33 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación.— En materia penal, los recursos de casación deben
ser declarados en la Secretaría de los Juzgados, Cámaras o Cortes
que han dictado la sentencia impugnada contarme al articulo 33
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que en el caso ocu-
rrente, no consta en el expediente ninguna Acta declaratoria del
recurso, por lo que éste resulta inadmisible; que, frente al incum-
plimiento del imperativo trámite que se acaba de indicar, se hace
innecesario ponderar el memorial depositado par I. R., y la U. de
S., C. por A., en la S. C. de J. el 17 de abril de 1978, suscrito por
el Lic. J. T. G., como su abogado.

Cas. 16 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 998.

CASACION.— Materia Penal.— Error material contenido en
una sentencia de primer grado pero subsanado en apelación.—
Medios de casación no pertinentes.— Para mejor comprensión de
los alegatos de los recurrentes, es útil señalar que éstos van diri-
gidas casi en su totalidad a criticar un erro material que se deslizó
en el ordinal 3ro., de la sentencia del Juez de Primer Grado, donde
al mencionar la condena de un mes de prisión y RDS50.00 de
multa, que fue impuesta al prevenido J. de la C. M., se menciona
asimismo el nombre de J. L. A. V.; pero dicho error resulta sub-
sanado, toda vez, que La sentencia de primera instancia, fue mo-
dificada totalmente en apelación, donde la Carie a-qua se limitó a
imponer al prevenido una multa de RD$50.00 acogiendo circuns-
tancias atenuantes, por lo que dichos alegatos al estar dirigidas
contra la decisión del Juez de primer grado, carecen de pertinen-
cia, y en consecuencia deben ser desestimados.

Cas. 7 Julio 1980. B. J. 836, Pág. 1389.

CASACION.— Materia penal.— Memoriales presentados por
separado y suscritos por ahogados distintos.— En el presente caso
no obstante haber producido los recurrentes dos memoriales por
separada y suscritos por abogados distintos, éstos han formulado
alegatos idénticos, por lo que pueden ser examinados conjunta-
mente.

Cas 21 Mayo 1980, B. J. 843, Pág. 1053.

CASACION.— Materia penal.— Recurso de la parte civil.—
Notificación.— Articules 34 y 35 de la ley sobre Procedimiento
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sobre un incidente que no fue impugnada.— Recurso de casación
contra la sentencia que falló el fondo.— La sentencia de la corte
a-qua del 29 de octubre de 1976, que anuló las decisiones de Pri-
mera Instancia de fechas 12 de septiembre de 1975 y 16 de mamo
de 1976, por violación de formas prescritas por la Ley a pena de
nulidad, evocó el fondo del asunto y ordenó el reenvío de la causa
para una próxima audiencia, es definitiva sobre un incidente, y
por consiguiente, susceptible de ser recurrida en casación; que al
sólo interponerse recurso de casación contra la sentencia del 7 de
febrero de 19'77, que falló el fondo del asunto, dichos recurrentes
no pueden válidamente, impugnar aquel fallo; en consecuencia,
procede desestimar los alegatos contenidos en el primer medio de
su recurso.

Cas. 28 Enero 1980,	 830, Pág. 116.

—C--

CASACION.— Caducidad del recurso solicitada por instancia
de parte interesada.

Sentencia en Cámara de Consejo del 21 de Marzo 1980, B. J.
832, Pág. 658.

CASACION.— Facultad de los jueces del fondo.— Prueba.—
Apreciación.— Documentos.— Testimonios divergentes.— Punto no
discutido por ante los jueces del fondo.— Es de principio que los
Jueces del fondo son soberanos para apreciar y decidir el valor
que se debe atribuir a las pruebas v a los elementos de juicio que
aportan ante ellos en las causas y litigios sometidos a su decisión;
que esa preciación sólo puede ser descartada o puesta en duda en
casación cuando se basa en documentos cuyo contenido haya sido
reproducido en forma distorsionada por las Jueces, o cuando se
haya atribuído a esos documentos un sentido obviamente apartado
de su significación palmaria; que, en lo relativo a los testimonios
es de principio también que cuando ellas son total o parcialmente
divergentes como ocurre en la mayoría de los casos, los Jueces
del fondo pueden conceder mayor crédito a los que a su juicio
sean más verosímiles, sinceros y desinteresados, sin que ello re-
presente una desnaturalización de los hechos: que finalmente, so-
bre el precio de la nevera, el ahora recurrente A., ton su defensa
ante los Jueces del fondo se limitó a discutir el punto relativo a
la comitencia, pero no produjo ningún medio respecto al precio
de la nevera; por lo que la rama del medio relativa a ese punto,
no puede ser admitida en casación; que por todo lo expuesto, los
otros medios del recurrente carecen de fundamento y deben ser
desestimados.

Cas 11 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 706.

CASAC1ON.— Falta de base legal.— Medio que puede ser suscitado
de oficio.— Existe la falta de base legal cuando los motivos dados
por los jueces no permiten reconocer si los elementos de hecho pa-
ra justificar la aplicación de la ley se hallan presentes en la sen-

aa, es de derecho que el vicio de falta de base legal en cuanto
aalquier punto de las sentencias impugnadas en casación puede
suscitado de aficio por la Suprema Corte de Justicia, cuando
sea necesario para asegurar una recta aplicación de la ley y

a-olección de todos los intereses, que, por todo lo anteriormente
,puesto la sentencia impugnada debe ser casada, por falta de

base legal.
fas. 11 Junio 1980, 13. J. 835, Pág. 1216.

CASACION.— Materia penal.— Declaración en Secretaria.—
Memorial innecesario.— Artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento
de Cbsación.— En materia penal, los recursos de casación deben
ser declarados en la Secretaría de los Juzgados. Cámaras o Cortes
que han dictado la sentencia impugnada confarme al artículo 33
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que en el caso ocu-
rrente, no consta en el expediente ninguna Acta declaratoria del
recurso, por lo que éste resulta inadmisible; que, frente al incum-
plimiento del imperativo trámite que se acaba de indicar, se hace
innecesario ponderar el memorial depositado par I. R., y la U. de
S., C. por A., en la S. C. de J., el 17 de abril de 1978, suscrito por
el Lic. J. T. G., como su abogado.

Cas. 16 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 998.

CASACION.— Materia Penal.— Error material contenido en
una sentencia de primer grado pero subsanado en apelación.—
Medios de casación no pertinentes.— Para mejor comprensión de
los alegatos de los recurrentes, es útil señalar que éstos van diri-
gidos casi en su totalidad a criticar un erro material que se deslizó
en el ordinal 3ro., de la sentencia del Juez de Primer Grado, donde
al mencionar la condena de un mes de prisión y RDS50.00 de
multa, que fue impuesta al prevenido J. de la C. M., se menciona
asimismo el nombre de J. L. A. V.; pero dicho error resulta sub-
sanado, toda vez, que la sentencia de primera instancia, fue mo-
dificada totalmente en apelación, donde la Carie a-qua se limitó a
imponer al prevenido una multa de 111)550.00 acogiendo circuns-
tancias atenuantes, por lo que dichos alegatos al estar dirigidos
contra la decisión del Juez de primer grado, carecen de pertinen-
cia, y en consecuencia deben ser desestimados.

Cas. 7 Julio 1980. B. J. 836, Pág. 1389.

CASACION.— Materia penal.— Memoriales presentados por
separado y suscritos por abogados distintos.— En el presente caso
no obstante haber producido los recurrentes dos memoriales por
mentaseparada y suscritos por abogados distintos, éstos han formulado
alegatos idénticos, por lo que pueden ser examinados conjunta-

Cas. 21 Mayo 1980, 13. J. 843, Pág. 1053.

CASACIOX.— Materia penal.— Recurso de la parte civil.—
Notificación,— Artículos 34 y 35 de la ley sobre Procedimiento
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de casación.— Formalidades no requeridas a pena de nulidad.—
Si ciertamente de acuerdo con el articulo 34 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, la parte civil debe notificar su recurso de
casación a la parte contra quien lo deduce en el término de tres
dias, el cumplimiento de esa formalidad no está prescrito a pena
de nulidad, por lo cual el fin de inadmisión propuesta por el in-
terviniente J. A. A. L., carece de fundamento y debe ser desesti-
mado.
Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836. Pág. 1567.

tVCASACION.— Materia penal.— Recurso interpuesto mediante
una carta al Secretario de la Corte de Apelación.— Inadmisible.—
Articulo 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.— Tal como
queda de manifiesto por el Acta de Casación que se ha copiado
textualmente en parte anterior de este fallo, el recurso fue le-
vantado en base a una carta remitida al Secretario de la Corte
de Apelación de Santo Domingo para los Asuntos Penales, pero
sin comparecencia personal del abogado de los recurrentes ni de
las personas representadas por dicho abogado; que del texto y del
contexto del articula 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción resulta incuestionable que para que las Actas de los recursos
de casación puedan calificarse como válidos, es Indispensable que
los recursos sean declarados personalmente en las Secretarías co-
rrespondientes, declarantes que pueden ser las partes mismas, o
sus abogados o sus apoderados especiales, todo, no sólo para que
los recursos queden precisados, sino para que el texto de la de-
claración, al ser leido por los Secretarios, sean aprobados y fir-
mados por él o los declarantes, requisita éste que no puede ser
cumplido materialmente cuando la declaración se tramita por una
carta; que, por lo expuesto, el recurso de que se trata en ese caso,
declarado en forma ineficaz, no puede ser admitido.

Cas. 11 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1192.

CASACION.— Materia penal.— Recurso del prevenido y de
la compañia aseguradora.— Memorial depositado en la Suprema
Corte de Justicia el mismo día de la audiencia.— Validez del re-
curso.— Caunplitrlento del Art. 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación.— Si bien es cierto que los recurrentes na expusieron
en el acta de declaración de su recurso los medios en que lo fun-
daron, no lo es menos que sí procedieron a ello posteriormente
en el memorial del 31 de marzo, día de la audiencia en que cono-
ció del asunto; con lo que dieron satisfacción a los requerimientos
del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
que el medio de nulidad propuesto se desestima por carecer de
fundamento.

Cas. 7 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 667.

CASACION.— Materia Penal.— Recursos interpuestos contra
una sentencia de primera instancia susceptible de apelación.— In-
admisibles los recursos de casación.— Al ser apoderada del asunto
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la ira. Cámara Penal del Juzgado de ira. Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, lo fue como Jurisdicción de Primer Grado.
por lo que la sentencia dictada por dicha Cámara no podía ser
impugnada en casación, como en efecto lo fue, razón por la cual
los recursos de casación de que se trata, deben ser declaradas
inadmisibles.

Cas. 6 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1637.

CASACION.— Materia penal.— Recurrente que no habla ape-
lado, pero en la Corte le aumentaron la indemnización que debía
pagar.— Examen del recurso en ese aspecto.— En la sentencia im-
nugnada se expresa lo siguiente: que el prevenido F. A. L. M..
n- o interpuso recurso de apelación contra la sentencia de Primera
Instancia que lo condenó a pagar una multa de RD$50.00, después
de declararlo culpable del delito de golpes y heridas que ocasio-
naron la muerte de una persona, previsto en el acápite 1ro. del
artículo 49 de la Ley No. 241, del 1967, de Tránsito v Vehículas,
por lo que dicha sentencia adquirió la autoridad de la cosa juz-
gada; que la Suprema Corte de Justicia estima que en el aspecto
civil su situación fue agravada ,ya que la suma de RD$2,500.00
que le fue impuesta como indemnización por los daños ocasiona-
dos en el accidente a las personas constituidas en parte civil. soli-
diariamente con la persona puesta en causa como civilmente res-
ponsable, fue aumentada a RD$5,000.00, el recurso sólo será exa-
minado en este aspecto; la Corte a-qua para evaluar en RD$5,-
000.00, la indemnización que el prevenido debía pagar a J. E., y
P. E., estimó que estos eran hijos de la víctima del accidente.
quien murió a consecuencia del mismo; que esa suma era más
equitativa para la reparación de los daños y perjuicios que ellos
experimentaron que la que había sido fijada por el Juez del Pri-
mer Grado; que la Suprema C. de J.. estima que al condenar a
dicho prevenido, E. A. L. M., al pago de esa suma más los intere-
ses legales a partir de la demanda, a título de indemnización, la
Corte a-qua actuó dentro de sus poderes de apreciación, y por
tanto, hizo una conecta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil.

Cas 15 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2175.

CASACION.— Materia Penal,— Recursos interpuestos por
aquellas partes que no apelaron de la sentencia del primer grado.—
En la especie, y tal como sostiene el interviniente, el examen del
fallo impugnado y los documentos ponen de manifiesto, que los
actuales recurrentes no interpusieron recurso de apelación contra
la sentencia de Primer Grado y la sentencia hoy impugnada no les
ha ocasionado ningún agravio, que por tanto procede declarar in-
admisibles sus recursos de casación.

Cas. 14 Enero 1980. B. J. 830, Pág. 28.

CASACION.— Materia penal.— Sanción superior a la estable-
cida por la ley.— Casación de la sentencia únicamente en lo que
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de casación.— Formalidades no requeridas a pena de nulidad.—
Si ciertamente de acuerdo con el artículo 34 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, la parte civil debe notificar su recurso de
casación a la parte contra quien lo deduce en el término de tres
días, el cumplimiento de esa formalidad no está prescrito a pena
de nulidad, por lo cual el fin de inadmisión propuesta por el in-
terviniente J. A. A. L., carece de fundamento y debe ser desesti-
mado.
Cas. 28 Julio 1980. B. J. 836, Pág. 1%7.

VCASACION.— Materia penal.— Recurso interpuesto mediante
una carta al Secretario de la Corte de Apelación.— Inadmisible.—
Articulo 83 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.— Tal como
queda de manifiesto por el Acta de Casación que se ha copiado
textualmente en parte anterior de este fallo, el recurso fue le-
vantado en base a una carta remitida al Secretario de la Corte
de Apelación de Santo Domingo para los Asuntos Penales, pero
sin comparecencia personal del abogado de los recurrentes ni de
las personas representadas por dicho abogado; que del texto y del
contexto del articula 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción resulta incuestionable que para que las Actas de los recursos
de casación puedan calificarse como válidos. es  Indispensable que
los recursos scan declarados personalmente en las Secretarías co-
rrespondientes, declarantes que pueden ser las partes mismas, o
sus abogados o sus apoderados especiales, todo, no sólo para que
los recursos queden precisados, sino para que el texto de la de-
claración, al ser leído por los Secretarios, sean aprobadas y fir-
mados por él o los declarantes, requisita éste que no puede ser
cumplido materialmente cuando la declaración se tramita por una
carta; que, por lo expuesto, el recurso de que se trata en ese caso.
declarado en forma ineficaz, no puede ser admitido.

Cas. 11 Junio 1980, B. J. sas, Pág. 1192.

CASACION.— Materia penal.— Recurso del prevenido y de
la compañía aseguradora.— Memorial depositado en la Suprema
Corte de Justicia el mismo día de la audiencia.— Validez del re-
curso.— Cumplimiento del Art. 87 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación.— Si bien es cierto que los recurrentes na expusieron
en el acta de declaración de su recurso los medios en que lo fun-
daron, no lo es menos que sí procedieron a ello posteriormente
en el. memorial del 31 de marzo, día de la audiencia en que cono-
ció del asunto; con lo que dieron satisfacción a los requerimientos
del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo
que el medio de nulidad propuesto se desestima por carecer de
fundamento.

Cas. 7 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 667.

CASACION.— Materia Penal.— Recursos interpuestos contra
una sentencia de primera instancia susceptible de apelación.— In-
admisibles los recursos de casación.— Al ser apoderada del asunto
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la Ira. Cámara Penal del Juzgado de ira. Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, lo fue como Jurisdicción de Primer Grado.
por lo que la sentencia dictada por dicha Cámara no podía ser
impugnada en casación, como en efecto lo fue, razón por la cual
los recursos de casación de que se trata, deben ser declaradas
inadmisibles.

Cas. 6 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1637.

CASAC1ON.— Materia penal.— Recurrente que no había ape-
lado, pero en la Corte le aumentaron la indemnización que debía
pagar.— Examen del recurso en ese aspecto.— En la sentencia im-
pugnada se expresa lo siguiente: que el prevenido F. A. L. M..
no interpuso recurso de apelación contra la sentencia de Primera
Instancia que lo condenó a pagar una multa de RD$50.00, después
de declararlo culpable del delito de golpes y heridas que ocasio-
naron la muerte de una persona, previsto en el acápite lro. del
artículo 49 de la Ley No. 241, del 1967, de Tránsito y Vehíctdas,
por lo que dicha sentencia adquirió la autoridad de la cosa juz-
gada; que la Suprema Corte de Justicia estima que en el aspecto
civil su situación fue agravada ,ya que la suma de RD$2,500.00
que le fue impuesta como indemnización por los daños ocasiona-
dos en el accidente a las personas constituidas en parte civil. soli-
diariamente con la persona puesta en causa como civilmente res-
ponsable, fue aumentada a RD$5.000.00, el recurso sólo será exa-
minado en este aspecto; la Corte a-qua para evaluar en RD$5,-
000.00, la indemnización que el prevenido debía pagar a J. E., y
P E., estimó que estos eran hijos de la víctima del accidente,
quien murió a consecuencia del mismo; que esa suma era más
equitativa para la reparación de los daños y perjuicios que ellos
experimentaron que la que había sido fijada por el Juez del Pri-
mer Grado: que la Suprema C. de J.. estima que al condenar a
dicho prevenido, F. A. L. M., al pago de esa suma más los intere-
ses legales a partir de la demanda, a título de indemnización, la
Corte a-qua actuó dentro de sus poderes de apreciación, y por
tanto, hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil.

Cas. 15 Octubre 1980, 13.1 839, Pág. 2175.

CASACION.— Materia Penal.— Recursos interpuestas por
aquellas partes que no apelaron de la sentencia del primer grado.—
En la especie, y tal como sostiene el interviniente, el examen del
fallo impugnado y los documentos ponen de manifiesto, que las
actuales recurrentes no interpusieron recurso de apelación contra
la sentencia de Primer Grado y la sentencia hoy impugnada no les
ha ocasionado ningún agravio, que por tanto procede declarar in-
admisibles sus recursos de casación.

Cas. 14 Enero 1980, 13. J. 830. Pág. 28.

CASACION.— Materia penal.— Sanción superior a la estable-
cida por la ley.— Casación de la sentencia únicamente en lo que

XLVII



fi

se refiere a la pena impuesta.— Artículos 74 letra a) de la Ley 241
de 1967, sobre Tránsito de vehículos.— En la especie, la Cámara
a-qua confirmó la indicada sentenria cometiendo una violación a
la ley, ya que le impuse como sanción pena de prisión, cuando la
disposición legal que castiga la violación puesta a cargo del pre-
venido recurrente, o sea el artículo 75 de la mencionada ley sólo
establece pena de multa no menor de cinco pesos, ni mayor de
veinticinco; que en consecuencia la sentencia impugnada debe
ser casada.
Cas. 5 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2641.

CASACION.— Omisión de estatuir.— Medio de revisión civil
y no de casación.

Cas. 4 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1131.
Ver: Contrato de trabajo. Omisión de estatuir...

CASACION por via de supresión y sin envio.— Prevenido con-
tra quien recayó exclusivamente una condenación penal no puede
ser condenado al pago de las costas ciivles.— El examen del fallo
impugnado revela que en su dispositivo, no obstante que sobre el
prevenido no recayó más condenación que la de carácter penal
que le fue impuesta, se le condenó, sin embargo, juntamente con
la persona puesta en causa como civilmente respansable, al pago
de las costas civiles, por lo que la sentencia impugnada, en este
punto solamente, debe ser casada por vía de supresión y sin envío.

Cas. 15 Febrero 1980. B.J. 831, Pág. 251.

CASACION.— Prevenido que no apela.— Apelación de la par-
te civil.— Aumento de la indemnización.— Recurso de casación
del prevenido.— Examen del asunto en cuanto al aumento de la
indemnización únicamente.— En la especie, sólo en cuanta a lo
señalado anteriormente. la sentencia impugnada hace agravio al
prevenido, que, aunque no fue recurrente en apelación, como ya
se ha dicho, lo es ahora en casación, lo que le da derecho a que
su recurso, que es siempre de carácter general, sea examinado, en
el indicado aspecto; que al establecer la Corte a-qua que el hecho
del prevenido recurrente, habla causada a la persona constituida
en parte civil daños y perjuicios materiales y morales, que evaluó
soberanamente en Un Mil Pesos Oro, al condenarlo solidariamente,
a título de indemnización, hizo una correcta aplicación del artículo
1383 del Código Civil; que, por tanto. su recurso carece de fun-
damento.

Cas. 6 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 183.

CASACION.— Recurso' interpuesto por el Estado Dominicano.
Desistimiento hecho mediante escrito firmado por el abogado que
suscribió el memorial de casación.— Admisible.

Cas. 11 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1211. 	 -

CASACION.— Recurso interpuesto por el prevenido.— Carác-
ter general siempre, aunque señale medios determinados de ca-
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sacien.— El recurso del prevenido tiene siempre un carácter ge-
neral, por lo que, aunque señale medios en que lo fundamente, al
interponerlo. como ha ocurrido en la especie, no por esto pierde
dicho recurso el indicado carácter; por lo que procede examinar
la sentencia impugnada, en todo cuanto cancierne al recurrente.

Cas. 13 Febrero 1980, B. J. 831. Pág. 236.

CASACION.— Recurso interpuesto por la parte civil — Acta.—
Auseneia de memorial como recurrente.— Escrito de un abogado
que concluye a nombre de la referida parte, no como recurrente,
sino ecnn interviniente.— Nulo este recurso.

Cas. 16 Mayo 1980. B. J. 834, Pág. 998.
Ver: Casación: Materia penal...

CASACION.— Recurso contra una sentencia que declaró inad-
misible una demanda en nulidad de un embargo inmobiliario.—
Indicación de artículos no aplicados:.— Circunstancia que no tiene
incidencia en la validez de la sentencia.— En la especie, a pesar
de que la Corte a-qua hace constar en la sentencia impugnada, que
ha tenido a la vista los indicados artículos del Código Civil, sin
beberlos aplicada, porque los mismos versan sobre cuestiones de
fondo y lo que la Corte a-qua falló fue declarar inadmisible la
demanda en nulidad de B. S. A., basada en el fundamento de
tes señalado, no tiene incidencia en la validez do la sentencia im-
pugnada, porque la misma hace alusión también a los artículos
1166 y 1167 del Código Civil, que fueron los que real y efectiva-
mente aplicó.

Cas. 8 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 213.

CASACION.— Sentencia que ordena una información testi-
monia.— Sentencia preparatoria.— Casación inadmisible.— Ar-
tículo 32 de la Ley sabre Procedin-ienio de (tasación.— En la es-
pecie, la medida de información testimonial dispuesta por la Corte
a-qua es obviamente una medida neutral; que en ella no se em-
plean términos algunos que constituyan un prejuicio sobre lo que
dispondrá la Corte a-qua cuando resuelva el caso a fondo, sino las
términos que ordinariamente usan los jueces cuando se ordenan
informaciones testimoniales a cargo de las partes contrapuestas;
que, por tanto, la sentencia ahora impugnada es de carácter pre-
parataria por lo que el recurso de casación deducido cortra ella
por el I. A. D., es prematuro y no puede ser admitido sino junta-
mente con otro sobre el fondo del litigio, si ello interesa al actual
recurrente; todo, conforme a lo dispuesto por el artículo 32 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 21 Mayo 1980, B. J. 834. Pág. 1040.

CHEQUE.— Provisión insuficiente.-- Banco que no acredita
un préstamo de tres mil pesos a un cliente.— Sentencia condena-
toria contra el Banco sin dar 1 as razones de porqué debió el Banco
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se refiere a la pena impuesta.— Artículos 74 letra a) de la Ley 211
de 1967, sobre Tránsito de vehículos.— En la especie, la Cámara
a-qua confirmó la indicada sentenria cometiendo una violación a
la ley, ya que le impusa como sanción pena de prisión, cuando la
disposición legal que castiga la violación puesta a cargo del pre-
venido recurrente, o sea el artículo 75 de la mencionada ley sólo
establece pena de multa no menor de cinco pesos, ni mayor de
veinticinco; que en consecuencia la sentencia impugnada debe
ser casada.
Cas. 5 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2641.

CASAC1ON.— Omisión de estatuir.— Medio de revisión civil
y no de casación.

Cas. 4 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1134.
Ver: Contrato de trabajo. Omisión de estatuir...

CASAC1ON por vía de supresión y sin envío.— Prevenido con-
tra quien recayó exclusivamente una condenación penal no puede
ser condenado al pago de las costas ciivIns.— El examen del fallo
impugnado revela que en su dispositivo, no obstante que sobre el
prevenido no recayó más condenación que la de carácter penal
que le fue impuesta, se le condenó, sin embargo, juntamente con
la persona puesta en causa como civilmente respansable, al pago
de las costas civiles, por lo que la sentencia impugnada, en este
punto solamente, debe ser casada por vía de supresión y sin envío.

Cas. 15 Febrero 1980, B. .T. 831, Pág. 251.

CASAC1ON.— Prevenido que no apela.— Apelación de La par-
te civil.— Aumento de la indemnización.— Recurso de casación
del prevenido.— Examen del asunto en cuanto al aumento de la
indemniaación únicamente.— En la especie, sólo en cuanta a lo
señalado anteriormente, la sentencia impugnada hace agravio al
prevenido, que, aunque no fue recurrente en apelación, como ya
se ha dicho, lo es ahora en casación, lo que le da derecho a que
su recurso, que es siempre de carácter general, sea examinado, en
el indicado aspecto; que al establecer la Corte a-gua que el hecho
del prevenido recurrente, había causada a la persona constituida
en parle civil daños y perjuicios materiales y morales, que evaluó
soberanamente en Un Mil Pesos Oro, al condenarlo solidariamente.
a titulo de indemnización, hizo una correcta aplicación del artículo
1383 del Código Civil; que, por tanto, su recurso carece de fun-
damento.

Cas. 6 Febrero 1980, B. .1. 831, Pág. 183.

CASACION.— Recursa interpuesto por el Estado Dominicano.
Desistimiento hecho mediante escrito firmado por el abogado que
suscribió el memorial de casación.— Admisible.

Cas 11 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1211.

CASAC1ON.— Recurso interpuesto por el prevenido.— Carác-
ter general siempre, aunque señale medios determinados de ca
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sacien.— El recurso del prevenido tiene siempre un carácter ge-
neral, por lo que, aunque señale medios en que lo fundamente, al
interponerlo, como ha ocurrido en la especie, no por esto pierde
dicho recurso el indicado carácter; por lo que procede examinar
la sentencia impugnada, en todo cuanto cancierne al recurrente.

Cas. 13 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 236.

CASAC1ON.— Recurso interpuesto por la parte civil — Acta.—
Ausencia de memorial corno recurrente.— Escrito de un abogado
que concluye a nombre de la referida parte, no como recurrente,
sino cenia interviniente.— Nulo este recurso.

Cas. 16 Mayo 1980, B. J. 834. Pág. 998.
Ver: Casación: Materia penal...

CASACION.— Recurso contra una sentencia que declaró inad-
misible una demarxia en nulidad de un embargo inmobiliario.—
Indicación de artículos no aplicados.— Circunstancia que no tiene
incidencia en la validez de la sentencia.— En la especie, a pesar
de que la Corte a-gua hace constar en la sentencia impugnada, que
ha tenido a la vista los indicados artículos del Código Civil, sin
haberlos aplicada, porque los mismos vercan sobre cuestiones de
fondo y lo que la Corte a-gua falló fue declarar inadmisible la
demanda en nulidad de B. S. A., basada en el fundamento de
tes señalado, no tiene incidencia en la validez de la sentencia im-
pugnada. porque la misma hace alusión también a los artículos
1166 y 1167 del Código Civil, que fueron los que real y efectiva-
mente aplicó.

Cas. 8 Febrero 1980, 13. J. 831, Pág. 213.

CASAC1ON.— Sentencia que ordena una información testi-
monia.— Sentencia preparatoria.— tasación inadmisible.— Ar-
tículo 32 de la Ley sabre Procedimiento de Casación.— En la es-
pecie, la medida de información testimonial dispuesta por la Corte
a-gua es obviamente una medida neutral; que en ella no se em-
plean términos algunos que constituyan un prejuicio sobre lo que
dispondrá la Corte a-gua cuando resuelva el caso a fondo, sino las
términos que ordinariamente usan los jueces cuando se ordenan
informaciones testimoniales a cargo de las partes contrapuestas;
que, por tanto, la sentencia ahora impugnada es de carácter pre-
parataria por lo que el recurso de casación deducido contra ella
por el I. A. D., es prematuro y no puede ser admitido sino junta-
mente con otro sobre el fondo del litigio, si ello interesa al actual
recurrente; todo, conforme a lo dispuesto por el artículo 32 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 21 Mayo 1980, 11 J. 834. Pág. 1040.

CHEQUE.— Provisión insuficiente.— Banco que no acredita
un préstamo de tres mil pesos a un cliente.— Sentencia condena-
toria contra el Banco sin dar 1 as razones de porqué debió el Banco
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acreditar esa suma a la cuenta de cheques del cliente.— Casación
por falta de base legal.

Cas. 7 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 907.

COMPAÑIA POR ACCIONES.— Alegato de inexistencia de la
Compañía.— Certificaciones no ponderadas por los jueces.— Sen-
tencia carente de base legal.— En el caso ocurrente, la Corte a-qua
según resulta obviamente del examen de los motivos de su senten-
cia, omitió totalmente dar motivos especiales sobre el valor atri-
buible a las certificaciones aportadas por la Campanía recurrente,
certificaciones que, comparadas con los elementos de juicio en que
se apoyó la Corte a-qua para dar su sentencia, pueden eventual-
mente conducir a una solución distinta; que debido a la falta de
motivos especiales sobre el valor de esas Certificaciones de Tribu-
nales, de cu yo depósito dio constancia la Corte a-qua, la Suprema
Corte de Justicia no está en condiciones de apreciar si en el caso
que se examina se ha hecho o no una correcta aplicación de la ley.

Cas. 19 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 536.

COMPARECENCIA PERSONAL.— Facultad de los jueces del
fondo.— Motivos para el rechazamiento de tal medida de instruc-
ción.— Los Jueces del fondo na están obligados a ordenar la com-
parecencia personal si en el expediente existen suficientes ele-
mentos de juicio, de hecho y de derecho, para fallar el asunto so-
metidole; que la Corte a-qua para rechazar la solicitud de compa-
recencia, expresó: "en cuanto a las conclusiones incidentales pro-
puestas por la intimante, a juicio de esta Corte en el expediente
existen suficientes elementos de juicio, que permiten a esta Corte
fallar el fondo de la demanda a que se contrae el presente expe-
diente"; sin necesidad de nuevas medidas de instrucción; que, por
lo anteriormente expuesto, la Corte a-qua no incurrió en la viola-
ción invocada en este medio, por lo que, este carece de fundamento
y debe ser desestimada.

Cas. 21 Julio 1980, B. J. 830, Pág. 1537.

COMPENSACION.— Artículos 1289 y 1290 del Código Civil.—
Obligaciones contraídas en dos contratos.— Contrato de fecha pos-
terior en que consta un saldo favorable a una de las partes.— Com-
pensación improcedente.

Cas. 21 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1537.
Ver: Obligaciones. Alegato de Compensación...

CONCLUSIONES DE LAS PARTES.— Articulo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil.— En la especie, al exigir el Código
de Procedimiento Civil, en su artículo 141, que en las sentencias
figuren las conclusiones de las partes, lo que se persigue con tal
disposición legal es probar que los Jueces del fondo han estatuido
sobre todas las cuestiones suscitadas ante ellos, dentro de los li-
mites de su apoderamiento; que tal propósito quedó satisfecho en
la sentencia impugnada, porque, contrariamente a como lo alega
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la recurrente, en la misma se transe/ liwn las conclusiones presen-
tadas por el abogado de la parte intimada.

Cas. 23 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 799.

CONCLUSIONES FORMALES tendientes a que se ordene un
Peritaje.— Rechazamiento sin dar motivas.— Casación de la sen-
tencia Impugnada.— Los Jueces están en el deber de responder a
todos los puntos de las conclusiones de las partes para admitirlos,
o rechazarlos. dando los motivos que sean pertinentes; que esa re-
gla se aplica tanto a las conclusiones principales como a las sub-
sidiarias, lo mismo que a las conclusiones que contengan una de-
manda, una defensa, una excepción, un medio de inadmisión, o la
solicitud de una medida de instrucción; que en la especie, el exa-
men de los documentos del edpediente muestra que el recurrente
solicitó a la Corte a-qua que ordenara un experticio para probar
hechos relativos a la causa, y que dicha Corte rechazó esas con-
clusianes sin dar ningún motivo que justifique su fallo en ese
sentido; que por tanto, el medio que se examina debe ser acogido
y la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 29 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 344.

CONCLUSIONES SUBSIDIARIAS ininteligibles.— Rechaza-
miento.— Motivación innecesaria.— En la especie, la Corte a-qua,
dio motivos suficientes y pertinentes, para justificar su fallo, pero.
contrariamente a lo alegado por los recurrentes no tenía que dar
motivos especiales, para el rechazamiento de un pedimento hecho
en conclusiones subsidiarias, que ellos mismos han calificado de
ininteligibles, que asimismo, la sentencia impugnada contiene una
exposición de hechos y de derechos, que ha permitida determinar
que la ley ha sido bien aplicada ,por lo que los alegatos de los
recurrentes carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 13 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 229.

CONCLUSIONES.— Rechazamiento sin dar motivos.— Casa-
ción.— En la sentencia impugnada consta que el Dr. J. M. L. C.,
abogado constituido par N. M. O., concluyó entre otros casos, so-
licitando: "que revoquéis en todas sus partes la sentencia recu-
rrida. y en consecuencia, esta Honorable Corte ,obrando por pro-
pia autoridad y contrario imperio, declinéis el expediente de que
st trata por ante el tribunal competente, ya que la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, resulta del todo incompetente para cono-
cer de un asunto completa y exclusivamente del Tribunal de T.,
por las razones expuestas"; que, frente a estas conclusiones, el
fallo impugnado sólo tiene el siguiente Considerando: "que anali-
zadas y ponderadas las conclusiones de las partes, esta Corte es
de criterio mantener en todas sus partes los hechos y motivacio-
nes de derecho expresados en su sentencia de fecha 30 de enero
de 1978, y en consecuencia rechazar las conclusiones presentadas
en audiencia por la parte recurrente en oposición por improceden-
tes e infundadas en derecho, y acoger las presentadas en audiencia
por la parte recurrida en oposición y demandante principal, por
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1

acreditar esa suma a la cuenta de cheques del cliente.-- Casación
por falta de base legal.

Cas. 7 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 907.

COMPAÑIA POR ACCIONES.— Alegato de inexistencia de la
Compañía.— Certificaciones no ponderadas por los jueces.— Sen-
tencia carente de base legal.— En el caso ocurrente, la Corte a-qua
según resulta obviamente del examen de los motivos de su senten-
cia, omitió totalmente dar motivos especiales sobre el valor atri-
buible a las certificaciones aportadas por la Campaflia recurrente,
certificaciones que, comparadas con los elementos de juicio en que
se apoyó la Corte a-qua para dar su sentencia, pueden eventual-
mente conducir a una solución distinta; que debido a la falta de
motivos especiales sobre el valor de esas Certificaciones de Tribu-
nales, de cuyo depósito dio constancia la Corte a-qua, la Suprema
Corte de Justicia no está en condiciones de apreciar si en el caso
que se examina se ha hecho o no una correcta aplicación de la ley.

Cas. 19 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 536.

COMPARECENCIA PERSONAL.— Facultad de los jueces del
fondo.— Motivos para el rechazamiento de tal medida de instruc-
ción.— Los Jueces del fondo na están obligados a ordenar la com-
parecencia personal si en el expediente existen suficientes ele-
mentos de juicio, de hecho y de derecho, para fallar el asunto so-
metídole; que la Corte a-qua para rechazar la solicitud de compa-
recencia, expresó: "en cuanto a las conclusiones incidentales pro-
puestas por la intimante, a juicio de esta Corte en el expediente
existen suficientes elementos de juicio, que permiten a esta Corte
fallar el fondo de la demanda a que se contrae el presente expe-
diente"; sin necesidad de nuevas medidas de instrucción; que, por
lo anteriormente expuesto, la Corte a-qua no incurrió en la viola-
ción invocada en este medio, por lo que, este carece de fundamento
y debe ser desestimada.

Cas. 21 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1537.

COMPENSACION.— Artículos 128,9 y 1290 del Código Civil.—
Obligaciones eontraidas en dos contratos.— Contrato de fecha pos-
terior en que consta un saldo favorable a una de la,'. partes.— Com-
pensación improcedente.

Cas. 21 julio 1980, B. J. 836, Pág. 1537.
Ver: Obligaciones. Alegato de Compensación...

CONCLUSIONES DE LAS ¡'ARTES.— Artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil,— En la especie, al exigir el Código
de Procedimiento Civil, en su artículo 141, que en las sentencias
figuren las conclusiones de las partes, lo que se persigue con tal
disposición legal es probar que los Jueces del fondo han estatuido
sobre todas las cuestiones suscitadas ante ellos, dentro de los li-
mites de su apoderamiento; que tal propósito quedó satisfecho en
la sentencia impugnada, porque, contrariamente a como lo alega

L

la recurrente, en la misma se transcriben las conclusiones presen.-
tadas por el abogado de la parte intimada.

Cas. 23 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 799.

CONCLUSIONES FORMALES tendientes a que se ordene un
Peritaje.— Rechazamiento sin dar motivas.— Casación de la sen-
tencia Impugnada.— Los Jueces están en el deber de responder a
todos los puntos de las conclusiones de las partes para admitirlos,
o rechazarlos, dando los motivos que sean pertinentes; que esa re-
gla se aplica tanto a las conclusiones principales como a las sub-
sidiarias, lo mismo que a las conclusiones que contengan una de-
manda, una defensa, una excepción, un medio de inadmisión, o la
solicitud de una medida de instrucción; que en la especie, el exa-
men de los documentos del edpediente muestra que el recurrente
solicitó a la Corte a-qua que ordenara un experticio para probar
hechos relativos a la causa, y que dicha Corte rechazó esas con-
clusianes sin dar ningún motivo que justifique su fallo en: ese
sentido; que por tanto, el medio que se examina debe ser acogido
y la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 29 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 344.

CONCLUSIONES SUBSIDIARIAS ininteligibles.— Rechaza-
miento.— Motivación innecesaria.— En la especie, la Corte a-qua,
dio motivos suficientes y pertinentes, para justificar su fallo, pero.
contrariamente a lo alegado por los recurrentes no tenía que dar
motivos especiales, para el rechazamiento de un pedimento hecho
en conclusiones subsidiarias, que ellos mismos han calificado de
ininteligibles, que asimismo, la sentencia impugnada contiene una
exposición de hechos y de derechos, que ha permitida determinar
que la ley ha sido bien aplicada ,por lo que los alegatos de los
recurrentes carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 13 Febrero 1980, 13. J. 831, Pág. 229.

CONCLUSIONES.— Rechazamiento sin dar motivos.— Casa-
ción.— En la sentencia impugnada consta que el Dr. J. M. L. C.,
abogado constituido par N. M. O.. concluyó entre otros casas, so-
licitando: "que revoquéis en todas sus partes la sentencia recu-
rrida. y en consecuencia, esta Honorable Corte parando por 'pro-
pia autoridad y contrario imperio, declinéis el expediente de que
st trata por ante el tribunal competente, Ya que la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, resulta del todo incompetente para cono-
cer de un asunto completa y exclusivamente del Tribunal de T.,
por las razones expuestas"; que, frente a estas conclusiones, el
fallo impugnado sólo tiene el siguiente Considerando: "que anali-
zadas y ponderadas las conclusiones de las partes, esta Corte es
de criterio mantener en todas sus partes los hechos y motivacio-
nes de derecho expresados en su sentencia de fecha 30 de enero
de 1978. y en consecuencia rechazar las conclusiones presentadas
en audiencia por la parte recurrente en oposición por improceden-
tes e infundadas en derecho, y acoger las presentadas en audiencia
por la parte recurrida en oposición y demandante principal, por
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ser justas y reposar en prueba legal, por lo que procede confir-
mar en todas sus partes la sentencia objeto del presente recursa
de oposición"; que los jueces del fondo están en la obligación de
responder a todos los puntos de las conclusiones de las partes,
para admitirlas o rechazarlas, dando los motivas que sean perti-
nentes; que esta regla se aplica tanto a las conclusiones que con-
tengan una demanda, una defensa, una excepción o un medio de
inadmisión; que en tales condiciones la sentencia impugnada debe
ser casada por falta de motivos.

Cas. 20 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1773.

CONFISCACION.— Abuso de Poder.— Ley 5924 de 1962 so-
bre Confiscación General de Bienes.— Prescripción.— !implicación
del articulo 455 del Código de Procedimiento Criminal.— En la es-
pecie, la Corte a-qua fundamentó su rechazamiento de las conclu-
siones de los ahora recurrentes, en el sentido de que se declarara
prescrita la acción de los recurridos, con las motivaciones siguien-
tes: "que el eniquecirniento ilícito es un delito continuo y que
continúa proyectándose con la característica de sucesivo o con-
tínua en el porvenir y que esa circunstancia, que la asume eviden-
temente el enriquecimiento ilícito creado por la Ley 5924, lo con-
vierte en delito imprescriptible, en tanto se prolonguen las cir-
cunstancias de los hechos punibles, o sea las que originaron el
enriquecimiento ilícito, que por analogía la ley transmite a los
terceros adquirientes"; que, a mayor abundamiento, la Corte a-qua
estima, "que las persecuciones establecidas por la Ley 5924 tienen
carácter in rem; siendo las sanciones de dicha ley más bien patri-
moniales; que el demandante en una acción que tenga su fuente
en el enriquecimiento ilícito que sea consecuencia del abuso o la
usurpación del poder no tendrá el temor de que se le oponga la
autoridad de la cosa juzgada de una sentencia, ni temerá a la
prescripción, ni a los certificados de títulos, como casos y hechos
irrebatibles, porque ese demandante tiene la posibilidad de recu-
rrir contra tales sentencias, aunque tengan apariencia de irrevaca-
bles, de alegar la imposibilidad de actuar y, por tanto, la no opo-
nibilidad de la prescripción; la posibilidad de anular los certifi-
cados de títulos, las sentencias y decretos dictatdos por el Tribunal
de Tierras, siempre y cuando se haga la prueba del abuso o usur-
pación del poder, cometido cantra dicho demandante, que si el
legislador hubiese querido limitar dicho texto legal. como pre-
tende la demandada E. M. de Constanza, C. por A., no hubiera
consagrado en el artículo 43 de la referida ley. "la presente ley
deroga toda ley o parte de la ley que le sea contraria, y entrará
en vigor el 15 de junio del año en curso"; que "de todo lo antes
expresado se infiere que si los texto ,. legales existentes hubieran
sido suficientes para resolver todos los casos que la Ley 5924 preve
esta ley carecería de fundamento y los constituyentes del año 1966,
no hubieran consagrado en el artículo 124 de la Constitución de
la República la vigencia de los efectos de la referida ley; por lo
que la prescripción de derecho común no tiene aplicación en las
materias que caen dentro del ámbito de dicho instrumento legal";
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solución negativa dada a la solicitud de declaratoria de pres-
.1-ipción es correcta, por lo que no se ha violado el artículo 455
del Código de Procedimiento Criminal y que, por otra parte, aun-
que no fuera aceptable en todas sus partes, la transcrita motiva-
ción dada por la Corte a-qua al rechazar la solicitud de declarar
prescrita la acción formulada por la ahora recurrente, como ésta
alega, es obvio que aún el error parcial en los motivos de derecho
no puede conducir a la casación de la sentencia, cuando la solu-
ción dada al caso es la correcta y se apoya en otros motivos sufi-
cientes y pertinentes por todo lo cual el Quinto Medio que se
examina carece de fundamento y debe, por tanto, ser desestimado.

Cas. 21 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 762.

CONFISCACION GENERAL DE BIENES.— Pena establecida
por la Ley 5924 de 1962.— Art. 124 de la Constitución.— Demandas
civiles fundadas en abuso del Poder.— Que el artículo 124 de la
Constitución de la República ,cuya violación se alega en el medio
que se examina, dice así: "Los efectos de las leyes y las senten-
cias que hubieren pronunciado confiscación general de bienes en
virtud de las disposiciones constitucionales vigentes a la sazón, no
serán afectados por lo dispuesto en el inciso 13 del articulo 8 de
la presente Constitución. Tampoco lo serán los procesos de que
estén apoderados los tribunales de conformidad con aquellos tex-
tos, y serán decididos con arreglo a los mismos"; que a su vez el
inciso 13 del articulo 8, de la propia Constitución, a que el texto
que acaba de transcribirse se refiere, después de consagrar el de-
recho de propiedad en su parte in fine, está concebido, en estos
términos: "No podrá imponerse la pena de confiscación general
de bienes por razones de orden político": de los textos constitucio-
nales arriba transcritos resulta evidente que lo que la Constitu-
ción ha prohibido es la aplicación de la pena de confiscación ge-
neral de bienes, pero de ningún modo dicha disposición constitu-
cional se refiere a las demandas civiles en reivindicacióa de bienes
adquiridos por abuso o usurpación del Poder o de cualquier fun-
ción pública. para enriquecerse a sí mismo o para enriquecer a
otros: caso este último que dio motivo a la sentencia ahora im-
pugnada; que, por tanto, los medios Quinto y Sexto, del recurso,
examinados prioritariamente por su carácter ya apuntado, carecen
de fundamento y deben por tanto, ser desestimados.

Cas 21 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 762.

CONFISCACIONES.— Tribunal.— Póliza expedida a favor de
un miembro de la familia Trujillo.— Ley 48 de 1963.— Datos re-
lativos a la Póliza- Medida de instrucción . denegada.— Lesión al
derecho de defensa de la peticionaria.— El estudio de la sentencia
impugnada muestra que. para fallar como lo hizo la Corte a-qua
tomó como base, en lo relativo a la Póliza, un Informe pedido a la
Aseguradora por la Superintendencia de Seguros, según el cual
aquella Compañía había expedido a Y. T. 34, una Póliza con el
No. 915-804, por el valor de RDS5,000.00, pero que en dicho infor-
me no se decía nada ni sobre la fecha de la Póliza, ni se estaba
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ser justas y reposar en prueba legal, por lo que procede confir-
mar en todas sus partes la sentencia objeto del presente recursa
de oposición"; que los jueces del fondo están en la obligación de

responder a todos los puntos de las conclusiones de las partes.
para admitirlas o rechazarlas, dando los motivas que sean perti-
nentes; que esta regla se aplica tanto a las conclusiones que con-
tengan una demanda, una defensa, una excepción o un medio de
inadmisión; que en tales condiciones la sentencia impugnada debe
ser casada por falta de motivos.

Cas. 20 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1773.

CONF1SCACION.— Abuso de Poder.— Ley 5924 de 1962 so-
Itre Confiscación General de Bienes.— Prescripción.— Inaplicación
del artículo 455 del Código de Procedimiento Criminal.— En la es-
pecie, la Corte a-qua fundamentó su rechazamiento de las conclu-
siones de los ahora recurrentes, en el sentido de que se declarara
prescrita la acción de los recurridos, con las motivaciones siguien-
tes: "que el eniquecimiento ilícito es un delito continuo y que
continúa proyectándose con la característica de sucesivo o con-
tínua en el porvenir y que esa circunstancia, que la asume eviden-
temente el enriquecimiento ilícito creado por la Ley 5924, lo con-
vierte en delito imprescriptible, en tanto se prolonguen las cir-
cunstancias de los hechos punibles, o sea las que originaron el
enriquecimiento ilicito, que por analogía la ley transmite a los
terceros adquirientes"; que, a mayor abundamiento, la Corte a-qua
estima, "que las persecuciones establecidas por la Ley 5924 tienen
carácter in rem; siendo las sanciones de dicha ley más bien patri-
moniales; que el demandante en una acción que tenga su fuente
en el enriquecimiento ilícito que sea consecuencia del abuso o la
usurpación del poder no tendrá el temor de que se le oponga la
autoridad de la cosa juzgada de una sentencia, ni temerá a la
prescripción, ni a los certificados de títulos, como casos y hechos
irrebatibles, porque ese demandante tiene la posibilidad de recu-
rrir contra tales sentencias, aunque tengan apariencia de irrevaca-
bles, de alegar la imposibilidad de actuar y, por tanto, la no opo-
nibilidad de la prescripción; la posibilidad de anular los certifi-
cados de títulos, las sentencias y decretos dictatdos por el Tribunal
de Tierras, siempre y cuando se haga la prueba del abuso o usur-
pación del poder, cometido centra dicho demandante, que si el
legislador hubiese querido limitar dicho texto legal, como pre-
tende la demandada E. M. de Constanza, C. por A., no hubiera
consagrado en el artículo 43 de la referida ley, "la presente ley
deroga toda ley o parte de la ley que le sea contraria, y entrará

4 en vigor el 15 de junio del año en curso"; que "de todo lo antes
expresado se infiere que si los textos legales existentes hubieran
sido suficientes para resolver todos los casos que la Ley 5924 prevé
esta ley carecería de fundamento y los constituyentes del año 1966,
no hubieran consagrado en el artículo 124 de la Constitución de
la República la vigencia de los efectos de la referida ley; por lo
que la prescripción de derecho común no tiene aplicación en las
materias que caen dentro del ámbito de dicho instrumento legal";
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la solución negativa dada a la solicitud de declaratoria de pres-
cripción es correcta, por lo que no se ha violado el artículo 455
del Código de Procedimiento Criminal y que, por otra parte, aun-
que no fuera aceptable en todas sus panes, la transcrita motiva-
ción dada por la Corte a-qua al rechazar la solicitud de declarar
prescrita la acción formulada por la ahora recurrente, como ésta
alega, es obvio que aún el error parcial en los motivos de derecho
no puede conducir a la casación de la sentencia, cuando la solu-
ción dada al caso es la correcta y se apoya en otros motivos sufi-
cientes y pertinentes por todo lo cual el Quinto Medio que se
examina carece de fundamento y debe, por tanto, ser desestimado.

Cas. 21 Abril 1080, 13. J. 833, Pág. 762.

CONFISCACION GENERAL DE BIENES.— Pena establecida
por la Lev 5924 de 1962.— Art. 124 de la Constitución.— Demandas
civiles flux- dadas en abuso del Poder.— Que el artículo 124 de la
Constitución de la República ,cuya violación se alega en el medio
que se examina, dice así: "Los efectos de las leyes y las senten-
cias que hubieren pronunciado confiscación general de bienes en
virtud de las disposiciones constitucionales vigentes a la sazón, no
serán afectados por lo dispuesto en el inciso 13 del artículo 8 de
la presente Constitución. Tampoco lo serán los procesos de que
estén apoderados los tribunales de conformidad con aquellos tex-
tos, y serán decididos con arreglo a los mismos"; que a su vez el
inciso 13 del artículo 8. de la propia Constitución, a que el texto
que acaba de transcribirse se refiere, después de consagrar el de-
recho de propiedad en su parte in fine, está concebido, en estos
términos: "No podrá imponerse la pena de confiscación general
de bienes por razones de orden político"; de los textos constitucio-
nales arriba transcritos resulta evidente que lo que la Constitu-
ción ha prohibido es la aplicación de la pena de confiscación ge-
neral de bienes, pero de ningún modo dicha disposición constitu-
cional se refiere a las demandas civiles en reivindicación de bienes
adquiridos por abuso o usurpación del Poder o de cualquier fun-
ción pública, para enriquecerse a sí mismo o para enriquecer a
otros; caso este último que dio motivo a la sentencia ahora im-
pugnada; que, por tanto, los medios Quinto y Sexto, del recurso,
examinados prioritariamente por su carácter ya apuntado, carecen
de fundamento y deben por tanto, ser desestimados.

Cas. 21 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 762.

CONFISCACIONES.— Tribunal.— Póliza expedida a favor de
un miembro de la familia Trujillo.— Ley 48 de 1963.— Datos re-
lativos a la Póliza-- Medida de instrucción denegada.— Lesión al
derecho de defensa de la peticionaria.— El estudio de la sentencia
impugnada muestra que, para fallar como lo hizo la Corte a-qua
tomó como base, en lo relativo a la Póliza, un Informe pedido a la
Aseguradora por la Superintendencia de Seguros, según el cual
aquella Compañía había expedido a V. T. M., una Póliza con el
No. 915404, por el valor de RD85,000.00, pero que en dicho infor-
me no se decía nada ni sobre la fecha de la Póliza, ni se estaba
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vigente. ni cuáles eran su- tc:/:.Lnos y condiciones; que siendo
obviamente lo relativo a la existencia, vigencia y condiciontes de
la Póliza la cuestión fundamental a establecer en el litigio de que
trate, el hecho de que en la sentencia impugnada se negara la
medida de instrucción que solicitó la recurrente, sin motivos con-
cluyentes, representa una lesión al derecho de defensa, por lo que
la sentencia que se impugna debe ser casada, sin necesidad de
ponderar los otros alegatos del memorial de la recurrente.

Cas. 7 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 921.

CONSTRUCCIONES, LEY DE.— Obligación de inspeccionar
las Obras y determinar si se ejecutan de acuerdo con los planos y
cálculos aprobados.— Art. 50 de la Ley 675 de 1114.— El artículo
50 de la 675, da facultad a los funcionarias, o sus representantes,
indicados en el articulo 45 de la misma ley, para inspeccionar las
obras y determinar si se ejecutan de acuerdo con los planos y
cálculos que hayan sido aprobados, que en el caso se determinó
que en la construcción se estaba infrigiendo la ley, y el Juez a-quo,
al condenar al prevenido a RD$10.00 de multa y a la destrucción
parcial de la construcción hecha dentro de los linderos de la pro-
piedad de C. L. de A., hizo una correcta aplicación del artículo 111
de la ley 675, que dispone que las infracciones a dicha ley se cas-
tigarán con multa de 12E110.00 a RD$200.00, o con prisión de diez
dias a seis meses, o con ambas penas a la vez, según la gravedad
del caso, y que las sentencias que intervengan podrán ordenar la
destrucción de las obras que se ejecutan en rontraveneión a dicha
ley.

Cas. 5 Septiembre 1980. B. J. 838. Pág. 1916.

CONSTRUCCIONES.— Ley 675 de 1941.— Violación de dicha
ley.— Alegato de que nadie puede ser juzgado dos veces por el
mismo hecho.— Inaplicación de ese principio en la especie.— He-
chos distintos.— La sentencia impugnada pone de manifiesto que
el Juez a-quo, para fallar como lo hizo, mediante la ponderación
de los elementos de juicio, que fueron regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dio por establecido: al que P. T.,
hoy recurrente, fue objeto de un primer sometimiento, el 12 de
julio de 1977, por estar construyendo una casa sin los planos co-
rrespondientes, y condenado al pago de tina multa de RDSZ.00;
bI que luego el 30 de septiembre de 1977, el mismo P. • T.. fue so-
metido nuevamente por el Inspector J. A. J., esta vez. porque la
misma construcción no estaba de acuerdo con los planos que le
habían sido aprobados, y además por violación de linderos; que
contrariamente a lo alegado por el recurrente, de que el Juez a-quo
no motivó el rechazamiento de sus conclusiones, que tendían a que
fuera anulado el último sometimiento, amparándose para ello, en
que una misma persona no podía ser juzgada dos veces por el mis-
mo hecho, consta en la sentencia impugnada, que dicho someti-
miento no tuvo la misma causa que el primero pues se trataba de
hechas distintos, con elementos constitutivos diferentes, y cometido
con posterioridad al otro; que al ser estos motivos suficientes y

pertinentes para justificar el fallo en el aspecto que se examina;
dicho alegato carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 5 Septiembre 1980, B. J. 835.

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO.— Compañias Asegurado-
ras extranjeras.— Proporción de las acciones.— Artículo 28 de la
Ley 126 de 1971 sobre Seguros Privados.

Ver: Seguros Privados. Art. 28 de la Ley 126 de 1971...
Cas. 30 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 1114.

•
CONTRABANDO.— Sentencia carente de base legal.-- El exa-

men de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la Corte
a-qua, para declarar la culpabilidad de los prevenidos ahora recu-

lil	 rrentes, se limitó a señalar "que por las declaraciones de los tes-
tigos del proceso, así corno por las de los propios acusados, quie-
nes no coincidieron en sus versiones" y a su juicio "no fueron
convincentes, se ha establecido la verdad de los hechos preceden-
temente narrados"; que esa motivación no es suficiente ni perti-
nente para establecer los elementos constitutivos del delito de
contrabando del que estaban previstos las recurrentes V. de C.,
y a de los S.; como era el deber de la Corte a-qua, para justificar
su fallo, sobre todo cuando en la misma relación de hechos a que
se refiere la Corte se expresa "que el raso de la P. N., V. L., se
hizo de la valija de los diamantes tan pronto fue llevada a los
depósitos de la Aduana", así como que" en la madrugada del cha
6 de marzo de 1977, en el vuelo No. 979 de la L. A. I., llegó pro-
cedente de B., una Valija conteniendo la cantidad de Cincuenta
y siete (571 diamantes, valorados en la suma de RD$842,000.00,
embarcados por P. N. F.. por cuenta de T. W, C. por A., consigna-
tarias de T. B. of N. S."; que en tales circunstancias, es preciso
admitir, que esta Corte no está en condiciones de determinar si
la Ley ha sido o no bien aplicada, por lo que, sin necesidad de
examinar los medios invocados por las recurrentes P. N. F., P. V.
B. A., y T. W., C. por A.. procede casar, en todos sus aspectos, la
sentencia impugnada, por falta de base legal.

Ces. 7 Marzo 1980. B. J. 832, Pág. 434.

CONTRATO DE TRABAJO.— Abandono y no despido.— Co-
municación a cargo del trabajador.— Prueba.— Testigos.— Facul-
tad de los jueces del fondo.— Si bien los Jueces del fondo son so-
beranos para apreciar el valor de los testimonios según el grado
de sinceridad con que sean ofrecidos y la verosimilitud mayor o
menor que tengan con otros elementos de juicio, en la especial
materia de trabajo. los Jueces no pueden descartar testigos ni de-
sestimar testimonios ya vertidos sobre la única base de que los
deponentes eran empleados u obreros dependientes del patrono:
que todo otro criterio chocaría con el principio de que en materia
laboral hay libertad de pruebas: que, en cuanto a lo alegado en
el segundo medio, si bien los patronos, cuando alguno o algunos
de sus empleados u obreros hacen abandono sin causa justificada
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vigente, ni cuáles eran sus términos y condiciones: que siendo
obviamente lo relativo a la existencia, vigencia y condiciones de
la Póliza la cuestión fundamental a establecer en el litigio de que
trata, el hecho de que en la sentencia impugnada se negara la
medida de instrucción que solicitó la recurrente, sin motivos con-
cluyentes, representa una lesión al derecho de defensa, por lo que
la sentencia que se impugna debe ser casada, sin necesidad de
ponderar los otros alegatos del memorial de la recurrente.

Cas. 7 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 921.

CONSTRUCCIONES, LEY DE.— Obligación de hapeccionar
las Obras y determinar si se ejecutan de acuerdo con los planos y
cálculos aprobados.— Art. 50 de la Ley 615 de 1944.— El artículo
50 de la 675, da facultad a los funcionarios, o sus representantes,
indicados en el articulo 45 de la misma ley, para inspeccionar las
obras y determinar si se ejecutan de acuerdo con los planos y

1	 cálculos que hayan sido aprobados, que en el caso se determinó
que en la construcción se estaba infrigiendo la ley, y el Juez a-quo,
al condenar al prevenido a RD$10.00 de multa y a la destrucción
parcial de la construcción hecha dentro de los linderos de la pro-
piedad de C. L. de A., hizo una correcta aplicación del artículo 111
de la ley 675, que dispone que las infracciones a dicha ley se cas-
tigarán con multa de RD$10.00 a RD$200.00, o con prisión de diez
días a seis meses, o con ambas penas a la vez, según la gravedad
del caso, y que las sentencias que intervengan podrán ordenar la
destrucción de las obras que se ejecutan en rontravención a dicha
ley.

Ca 5 Septiembre 1980. 13. J. 838, Pág. 1916.

CONSTRUCCIONES.— Ley 615 de 1941.— Violación de dicha
ley.— Alegato de que nadie puede ser juzgado dos veces por el
mismo hecho.— Inaplicación de ese principio en la especie.— He-
chos distintos.— La sentencia impugnada pone de manifiesto que
el Juez a-quo, para fallar como lo hizo, mediante la ponderación
de los elementos de juicio, que fueron regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, dio por establecido: as que P. T.,
hoy recurrente, fue objeto de un primer sometimiento, el 12 de
julio de 1977, por estar construyendo una casa sin los planos co-
rrespondientes, y condenado al pago de una multa de RD$25.00;
1:0 que luego el 30 de septiembre de 1977, el mismo P: T.. fue so-
metido nuevamente por el Inspector J. A. J., esta vez porque la
misma construcción no estaba de acuerdo con los planos que le
habían sido aprobados, y además por violación de linderos; que
contrariamente a lo alegado por el recurrente, de que el Juez a-quo
no motivó el rechazamiento de sus conclusiones, que tendían a que
fuera anulado el último sometimiento, amparándose para ello, en
que una misma persona no podía ser juzgada dos veces por el mis-
mo hecho, consta en la sentencia impugnada, que dicho someti-
miento no tuvo la misma causa que el primero pues se trataba de
hechos distintos, con elementos constitutivos diferentes, y cometido
con posterioridad al otro: que al ser estos motivos suficientes

pertinentes para justificar el fallo en el aspecto que se examina;
dicho alegato carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 5 Septiembre 1980, 13. J. 838,

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO.— Compañías Asegurado-
ras extranjeras,— Proporción de las acciona.— Artículo 28 de la
Ley 126 de 1911 sobre Seguros Privados.

Ver: Seguros Privados. Art. 28 de la Ley 126 de 1971...
Cas. 30 Mayo 1980, II. J. 834, Pág. 1114.

CONTRABANDO.— Sentencia carente de base legal.— El exa-
men de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la Corte
a-gua, para declarar la culpabilidad de los prevenidos ahora recu-
rrentes, se limitó a señalar "que por las declaraciones de los tes-
tigos del proceso, así como por las de los propios acusados, quie-
nes no coincidieron en sus versiones" y a su juicio "no fueron
convincentes, se ha establecido la verdad de los hechos preceden-
temente narrados": que esa motivación no es suficiente ni perti-
nente para establecer los elementos constitutivos del delito de
contrabando del que estaban previstos las recurrentes V. de C.,
y B. de los S.; como era el deber de la Corte a-qua, para justificar
su fallo, sobre todo cuando en la misma relación de hechos a que
se refiere la Corte se expresa "que el raso de la P. N., V. L., se
hizo de la valija de los diamantes tan pronto fue llevada a los
depósitos de la Aduana", así como que" en la madrugada del día
6 de marzo de 1977, en el vuelo No. 979 de la L. A. I., llegó pro-
cedente de 13., una Valija conteniendo la cantidad de Cincuenta
y siete (571 diamantes, valorados en la suma de R0S842,000.00,
embarcados por P. N. F.. por cuenta de T. W, C. por A., consigna-
taria de T. 13. of N. S."; que en tales circunstancias, es preciso
admitir, que esta Corte no está en condiciones de determinar si
la Ley ha sido o no bien aplicada, por lo que, sin necesidad de
examinar los medios invocados por las recurrentes P. N. F., P. V.
B. A., y T. W., C. por A., procede casar, en todos sus aspectos, la
sentencia impugnada, por falta de base legal.

Cas. 7 Marzo 1980, 13. J. 832, Pág. 434.

CONTRATO DE TRABAJO.— Abandono y no despido.— Co-
municación a cargo del trabajador.— Prueba.— Testigos.— Facul-
tad de los jueces del fondo.— Si bien los Jueces del fondo son so-
beranos para apreciar el valor de los testimonios según el grado
de sinceridad con que sean ofrecidos y la verosimilitud mayor o
menor que tengan con otros elementos de juicio, en la especial
materia de trabajo, los Jueces no pueden descartar testigos ni de-
sestimar testimonios ya vertidos sobre la única base de que los
deponentes eran empleados u obreros dependientes del patrono:
que todo otro criterio chocaría con el principio de que en materia
laboral hay libertad de pruebas; que, en cuanto a lo alegado en
el segundo medio, si bien los patronos, cuando alguno o algunos
de sus empleados u obreros hacen abandono sin causa justificada
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a su juicio, para precaverse de una reclamación se anticipan a co-
municarlo a la autoridad laboral, lo cierto es que en los casos de
abandono la obligación de comunicar el hecho a la citada autoridad
está a cargo de los autores del abandono, según lo prescribe el
artículo 89 del Código de Trabajo, como contraparte a lo prescrito
en el articulo 82 del mismo Código para el caso de despido, en
ambos casos indicándose la causa eventualmente justificativa; que,
por lo expuesto, los alegatos del recurrente, parte de los medios
primero y segundo deben ser acogidos y la sentencia impugnada
casada, sin necesidad de ponderar los demás medios y alegatos
del recurso.

Cas. 7 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 914.

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato de desnaturalización.—
Puntos controvertidos de la litem,— Medios nuevos en casación.—
En eranto al alegato de la desnaturalización, la recurrente no dice
en qué consiste, lo que equivale a no haberle planteado; y en todo
case, el único punto objeto de controversia entre las partes, por
ant.2 los jueces del fondo, la fue determinar si J. L. N., era un
trabajador fijo, o un trabajador móvil, por lo que cualquier otro
punto, suscitado ahora, resulta un medio nuevo, y como tal, no se
podía proponer, por primera vez en casación; por tales motivos.
lo- medios propuestos por la recurrente, carecen de fundamento y
deben ser desestimados.

Cas. 16 Septiembre 1980, B. J. 838, Págs. 1975, 2008.
Ver: Contrato de trabajo. Trabajador ligado por contrato por

tiempo indefinido.

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato del patrono de que el
trabajador era móvil y no fijo.— Documento en que el trabajador
(-clamp, sus huellas digitales y en el cual se afirma que era mó-
vil y que había recibido una suma corno donativo.— De acuerdo
con la legislación laboral de la República, (Principio Fundamen-
tal) del Código de Trabajo, son nulos todos los actos de los tra-
bajadores que impliquen renuncia a los derechos que resulten en
su provecho, según dicho Código; que, en vista del carácter tan
absoluto del Principio citado, carece de interés, en el caso ocu-
rrerte, toda especulación sobre la forma en que se escrituró el
acto invocado por el recurrente para reiterar su tesis de que V..
era un trabajador móvil, y no permanente.

Cas. 20 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 314.

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato del trabajador de que
es fi io.— Despido.— Prueba.— Declaración de 1111a persona que
ee lo out le informa el trabajador.— Nadie puede fabricarle su
limpié prueba.— Desnaturalización de los hechos.— Falta de base
legal.— Casación.—La senten' :a impugnada pone de manifiesto, que
la Cámara a-qua, para dar por establecido que el reclamante F. V..
era un trabajador fijo, y había sido objeto de un despido injusti-
ficado, tomó en cuenta, en primer término, la declaración del tes-
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ligo J. R. P., quien lo que manifestó fue que cuando esto sucedió
él no estuvo presente, pero que el reclamante, hoy recurrido, se
lo había dicho, lo que equivale a atribuirle crédito, no a lo aseve-
rado por el testigo, sino a lo confesado por la misma parte, lo que
equivale a aceptar que uno mismo se puede fabricar su propia'
prueba, lo que no es admisible; por otra parte, que si bien es
cierto que la Cámara a-qua, luego de expresar en el fallo, hoy
impugnado "que por las declaraciones del testigo oído, J. R. P.,
se han establecido plenamente, todos los aspectos de hecho alega-
dos, como son el despido, tiempo, etc."; dice al final de su sen-
tencia que no obstante las partes en su comparecencia ratificar
sus alegatos, la empresa admitió que el reclamante fue despedido,
cuando expresó L. B., su representante, que "no recuerdo la fecha
que lo despidieron", pero, tal como lo alega la recurrente, se in-
currió en el vicio de desnaturalización de los hechos, al pretender
extraer de una frase aislada, en la que nada se afirma, hechos que
habían sido expresamente negados por la Empresa, de cuya com-
probación o no dependía la revocación o confirmación de la sen-
tencia apelada; en consecuencia, al no permitir los hechos dados
por establecidos determinar si la ley ha sido bien aplicada, pro-
cede casar la sentencia impugnada por falta de ba"e legal.

Cas. 19 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2015.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación.— Calidad para ape-
lar.— Prueba a cargo del apelado.— Motivos. Sociedad comercial
en participación.— Tal como lo alega el recurrente, la Cámara
a-qua violó el artículo 1315 del Código Civil, al decidir que, en
el caso ocurrente, la carga de la prueba de la calidad para apelar
correspondía a R. C., cuando ello correspondía al recurrido G.,
para liberarse de la apelación interpuestat contra él; que sobre
ese aspecto, la Cámara no dio ningún motivo pertinente; que la
Cámara a-qua tampoco dio motivo alguno para justificar la inapli-
vacilo- de lartículo 30 del Código de Comercio, relativo a las sode-
ad.2- comerciales en participación, exentas de las formalidades
pautadas por dicho Código para las compañías por acciones y otras
compañías comerciales, no obstante el hecho de que la propia sen-
tencia impugnada admite que la demandada por el recurrido lo
era la "ING./ Ch. M. R. C. y Asociados- , indicio posible de que
la indicada entidad era una sociedad en participación; que por esa
doble falta de motivos, la sentencia que se impugna debe ser
casada, sin necesidad de ponderar los otros motivos del recurso.

Cas. 18 Julio 1980. B. J. 836. Pág. 1507.
•

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación interpuesta por el
gestor de una sociedad en participación.— Art. 50 del Código de
Comercio y 1815 del Código Civil.— Tal como lo alega el recu-
rrente, la Cámara a-qua violó el artículo 1315 del Código Civil, al
decidir que, en el caso ocurrente, la carga de la prueba de la ca-
lidad para apelar correspondía a R. C., cuando ello correspondía
a! recurrido M., para librarse de la apelación interpuestta contra
él: que sobre ese aspecto, la Cámara no dio ningún motivo perti-
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a su juicio, para precaverse de una reclamación se anticipan a co-
municarlo a la autoridad laboral, lo cierto es que en los casos de
abandono la obligación de comunicar el hecho a la citada autoridad
e.ztá a cargo de los autores del abandono, según lo prescribe el
artículo 89 del Código de Trabajo. COMO contraparte a lo prescrito
en el articulo 82 del mismo Código para el caso de despido, en
ambos casos indicándose la causa eventualmente justificativa; que.
por lo expuesto, los alegatos del recurrente, parte de los medios
primero y segundo deben ser acogidos y la sentencia impugnada
casada, sin necesidad de ponderar los demás medios y alegatos
del recurso.

Cas. 7 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 914.

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato de desnaturalización.—
Tantos controvertidos de la Bits.— Medios nuevos en casación.—
En cuanto al alerrato de la desnaturalización, la recurrente no dice
en qué consiste, lo que equivale a no haberle planteado; y en todo
case, el único punto objeto de controversia entre las partes, por
ant,-.- los jueces del fondo, lo fue determinar si I L. N., era un
trabajador fijo, o un trabajador móvil, por lo que cualquier otro
punto, suscitado ahora, resulta un medio nuevo, y como tal, no se
pedía proponer, por primera vez en casación; por tales motivan,
lo» medios propuestos por la recurrente, carecen de fundamento y
deben ser desestimados.

Cas. 16 Septiembre 1980, B. J. 838, Págs. 1975, 2008.
Ver: Contrato de trabajo. Trabajador ligado por contrato por

tiempo indefinido.

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato del patrono de que el
trabajador era móvil y no fijo.— Documento en que el trabajador
ectampó sus huellas digitales y en el cual se afirma que era mó-
vil y que había recibido una suma COMO donativo.— De acuerdo
con la legislación laboral de la República, (Principio Fundamen-
tal) del Código de Trabajo, son nulas todos los actos de los tra-
bajadores que impliquen renuncia a los derechos que resulten en
su provecho, según dicho Código; que, en vista del carácter tan
absoluto del Principio citado, carece de interés, en el caso ocu-
rrerte, toda especulación sobre la forma en que se escrituró el
acto invocado por el recurrente para reiterar su tesis de que V.,
era un trabajador móvil, y no permanente.

Cas. 20 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 314.

CONTRATO DE TRABAJO.— Alegato del trabajador de que
cc filo.— Despido.— Prueba.— Declaración de una persona que
d'-e lo quz le informa el trabajador.— Nadie puede fabricarse su
nropin prueba.— Desnaturalización de los hechos.— Falta de base
legal.— CasacIón.—La sentent:a impugnada pone de manifiesto. que
la Cámara a-qua, para dar por establecido que el reclamante F. V.,
era un trabajador fijo, y había sido objeto de un despido injusti-
ficado, tomó en cuenta, en primer término, la declaración del tes-
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tigo J. R. P., quien lo que manifestó fue que cuando esto sucedió
él no estuvo presente, pero que el reclamante, hoy recurrido, se
lo habla dicho, lo que equivale a atribuirle crédito, no a lo aseve-
rado por el testigo, sino a lo confesado por la misma parte, lo que
equivale a aceptar que uno mismo se puede fabricar su propia
prueba, lo que no es admisible; por otra parte, que si bien es
cierto que la Cámara a-qua, luego de expresar en el fallo, hoy
impugnado "que por las declaraciones del testigo oído, J. R. P.,
se han establecido plenamente, todos los aspectos de hecho alega-
dos, como son el despido, tiempo, etc."; dice al final de su sen-
tencia que no obstante las partes en su comparecencia ratificar
sus alegatos, la empresa admitió que el reclamante fue despedido,
cuando expresó Ie. B., su representante, que "no recuerdo la fecha
que lo despidieron", pero, tal como lo alega la recurrente, se in-
currió en el vicio de desnaturalización de los hechos, al pretender
extraer de una frase aislada, en la que nada se afirma, hechos que
habían sido expresamente negados por la Empresa, de cuya com-
probación o no dependía la revocación o confirmación de la sen-
tencia apelada; en consecuencia, al no permitir los hechos dados
por establecidos determinar si la ley ha sido bien aplicada, pro-
cede casar la sentencia impugnada por falta de base legal.

t'as. 19 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2015.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación.— Calidad para ape-
lar.— Prueba a cargo del apelado.— Motivos. Sociedad comercial
en participación.— Tal como lo alega el recurrente, la Cámara
a-qua violó el articulo 1315 del Código Civil, al decidir que, en
el caso ocurrente, la carga de la prueba de la calidad para apelar
correspondía a R. C., cuando ello correspondía al recurrido G.,
para liberarse de la apelación interpuestat contra él; que sobre
ese aspecto, la Cámara no dio ningún motivo pertinente; que la
Cámara a-qua tampoco dio motivo alguno para justificar la inapli-
ración de 'artículo 30 del Código de Comercio, relativo a las sacie-
Cede-, comerciales en participación, exentas de las formalidades
pautadas por dicho Código para las compañías por acciones y otras
empanas comerciales, no obstante el hecho de que la propia sen-
tencia impugnada admite que la demandada por el recurrido lo
era la "ING./ Ch. M. R. C. y Asociados", indicio posible de que
la indicada entidad era una sociedad en participación; que por esa
doble falta de motivos, la sentencia que se impugna debe ser
casada, sin necesidad de ponderar los otros motivos del recurso.

Cas. 18 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1507.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación interpuesta Por el
gestor de una sociedad en participación.— Art. 30 del Código de
Comercio y 1315 del Código Civil.— Tal como lo alega el recu-
rrente, la Cámara a-qua violó el artículo 1315 del Código Civil, al
decidir que, en el caso ocurrente, la carga de la prueba de la ca-
lidad para apelar correspondía a R. C., cuando ello correspondía
a! recurrido M., para librarse de la apelación interpuestta contra
él; que sobre ese aspecto. la Cámara no dio ningún motivo poni-
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rente; que la Cámara a-qua tampoco dio motivo alguno para jus-
tificar la inaplicación del articulo 50 del Código de Comercio, re-
lativo a las sociedades comerciales en participación, exentas de las
formalidades pautadas por dicho Código para las compañías por
acciones y otras compañías comerciales, no obstante el hecho de
que la propia sentencia impugnada admite que la demanda por
el recurrido lo era la Ing. Ch. M. R. C., y Asociados, indicio posi-
ble de que la indicada entidad era una sociedad en participación;
que por esa doble falta de motivos, la sentencia que se impugna
debe ser casada, sin necesidad de ponderar los otros medios del
recurso.

Cas. 7 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 679.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación notificada en el es-
tudio del abogado del trabajador.— Art. 456 del Código de Proce-
dimiento Civil.— Según el artículo 956 del Código de Procedi-
miento Civil, el acto de apelación debe ser notificado a persona,
u en el domicilio real del intimado, a pena de nulidad; que se
trata de una instancia nueva y, por eso dicho acto debe ser notifi-
cado de la misma manera que en primera instancia; que, por tan-
to, el Juzgado de Primera Instancia procedió correctamente al de-
clarar nulo el acto de apelación al comprobar qué había sido noti-
ficado en el estudio profesional del abogado del trabajador; que,
por consiguiente este alegato del único medio del recurso carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 27 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2256.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación.— Sentenciar Revo-
cación.— Deber de los Jueces al revocar la sentencia apelada.—
Cuando como en la especie, el Juez de Apelación revoca la deci-
sión del juez de primer grado, es su deber señalar los elementos
de juicio, que el primero dejara de ponderar, o que al hacerlo lo
hiciera erróneamente, para fundamentar así la revocación aludi-
da; que al no ofrecer la sentencia impugnada, motivos justificati-
vos de que la Cámara a-qua, actuara en el caso, en la forma ya
indicada, o que tampoco realizara de oficio, como pudo hacerlo,
dado el papel activo del Juez de Trabajo, ninguna medida de ins-
trucción, que supliera o completara lo hecho por ante la jurisdic-
ción de primer grado, es preciso admitir, que al cerecer dicho
fallo de motivos suficientes v pertinentes que justifiquen su dis-
positivo y de una exposición de hechos que permita determinar
si la ley ha sido o no bien aplicada, procede acoger el medio que
se examina y casar la sentencia impugnada, por falta de base legal.

Cas. 16 Enero 1980, B. J. 830. Pág. 69.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación.— Sentencia que no
da constancia de ninguna medida de instrucción,— Tal como se
afirma en el memorial del recurrente, la sentencia impugnada no
da constancia de ninguna medida de instrucción ordenada y rea-
lizada ante el Juzgado a-quo para depuración del caso y estable-

cimiento de los hechos; que, por lo expuesto, la sentencia que se
impugna carece de base legal y de motivos, sobre la cuestión
esencial del litigio y debe ser casada, sin necesidad de ponderar
los demás alegatos del recurrente.

Cas 27 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2261.

CONTRATO DE TRABAJO.— Asociación de fines no pecunia-
rios.— Contrato de Trabajo.— Despido injustificado. — Prestacio-
nes.— En la especie, la Cámara a-quo para fallar como lo hizo.
dio por establecido que de acuerdo con tina circular dirigida el
19 de marzo de 1975, al personal de la E. "D. M. Inc.", cuya copia
obra en el expediente, se expresa que dicho Instituto no puede
acceder al pedimento de dicho personal tendente a qu se firme
un contrato de trabajo, "ya que su labor consistió en la asistencia
a un curso preparatorio especial para que pudieran desempeñar
a cabalidad las funciones educativas que se les asignarían", pero
que únicamente podian ofrecerles lo siguiente: g ro.: el sueldo
que en la actualidad están percibiendo; 2do.. pago de las vaca-
ciones de verano, del 1ro. de julio al 31 de agosto. Semana Santa
y Navidades; 3ro.: así como los derechos que les asisten de acuer-
do con nuestras leyes vigentes, como empleados de la institución";
que los ordinales Iro., 2do., y 3ro., de la circular antes señalada,
no dejan dudas de que entre la recurrida G. P. de L., y el I. D.
M., Inc., existía un contrato de trabajo sujeto a las prescripciones
del Código de Trabajo, y en consecuencia, la Cámara a-qua pro-
cedió correctamente al acordarte las prestaciones que de acuerdo
con dicho Código le corresponden por haber sido despedida in-
justamente.

Cas. 5 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1893.

CONTRATO DE TRABAJO. — Asociación con fines no pecu-
niarios.— Hermandad de pensionados.— Individuo que presta un
servicio personal a dicha Asociación.— Existencia de un contrato
de trabajo.— Según los hechos reconocidos en la sentencia impug-
nada, y no controvertidos por la recurrente, el ahora recurrido
prestaba a la Asociación recurrente un servicio personal; y en esta
actividad estaba bajo la dependencia inmediata o delegada de la
Asociación, por lo que existia entre la Asociación y el ahora recu-
rrida un contrato de trabajo conforme al artículo 1ro. del Código
de Trabajo; que en esa relación, el recurrido, aunque tuviera otras
especialidades, era un trabajador y la Asociación un Patrono, se-
gún el artículo 2 del mismo Código; que según las declaraciones
de la Asociación recurrente, no existía, en el caso ocurrente, nin-
guna condición o circunstancia que pudiera crear para la Asocia-
ción recurrente ninguna de las excepciones pevistas en los artícu-
los 3 al 5 del Código de Trabajo o en alguna otra disposición legal
especial que pudiera extender el efecto de los citados artículos al
caso ocurrente; que, finalmente el hecho de que alguna Asocia-
ción, Institución, Club, Patronato y otras agrupaciones de depósi-
tos diversos no tengan fines lucrativos, no es óbice a que para de-
terminados servicios tengan bajo su dirección y dependencia, al-
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nente; que la Cámara a-qua tampoco dio motivo alguno para jus-
tificar la inaplicación del artículo 50 del Código de Comercio, re-
lativo a las sociedades comerciales en participación, exentas de las
formalidades pautadas por dicho Código para las compañías por
acciones y otras compañías comerciales, no obstante el hecho de
que la propia sentencia impugnada admite que la demanda por
el recurrido lo era la Ing. Ch. M. R. C., y Asociados, indicio posi-
ble de que la indicada entidad era una sociedad en participación;
que por esa doble falta de motivos, la sentencia que se impugna
debe ser casada, sin necesidad de ponderar los otros medios del
recurso.

Cas. 7 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 674.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación notificada en el es-
tudio del abogado del trabajador.— Art. 156 del Código de Proce-
dimiento Civil.— Según el artículo 456 del Código de Procedi-
miento Civil, el acto de apelación debe ser notificado a persona,
o en el domicilio real del intimado, a pena de nulidad; que se
trata de una instancia nueva y, por eso dicho acto debe ser notif ir
cado de la misma manera que en primera instancia; que, por tan-
to, el Juzgado de Primera Instancia procedió correctamente al de-
clarar nulo el acto de apelación al comprobar qué había sido noti-
ficado en el estudio profesional del abogado del trabajador; que,
por consiguiente este alegato del único medio del recurso carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 27 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2256.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación.— Sentencia.— Revo-
cación— Deber de los Jueces al revocar la sentencia apelada—
Cuando como en la especie, el Juez de Apelación revoca la deci-
sión del juez de primer grado, es su deber señalar los elementos
de juicio, que el primero dejara de ponderar, o que al hacerlo lo
hiciera erróneamente, para fundamentar así la revocación aludi-
da: que al no ofrecer la sentencia impugnada, motivos justificati-
vos de que la Cámara a-qua, actuara en el caso, en la forma ya
indicada, o que tampoco realizara de olido, como pudo hacerlo,
dado el papel activo del Juez de Trabajo, ninguna medida de ins-
trucción, que supliera o completara lo hecho por ante la jurisdic-
ción de primer grado, es preciso admitir, que al cerecer dicho
fallo de motivos suficientes y pertinentes que justifiquen su dis-
positivo y de una exposición. de hechos que permita determinar
si la ley ha sido o no bien aplicada, procede acoger el medio que
se examina y casar la sentencia impugnada, por falta de base legal.

Cas. 16 Enero 1980, 13. J. 830, Pág. 69.

CONTRATO DE TRABAJO.— Apelación.— Sentencia que no
da constancia de ninguna medida de instrucción,— Tal como se
afirma en el memorial del recurrente, la sentencia impugnada no
da constancia de ninguna medida de instrucción ordenada y rea-
lizada ante el Juzgado a-que para depuración del caso y estable-
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cimiento de los hechos; que, por lo expuesto, la sentencia que se
impugna carece de base legal y de motivos, sobre la cuestión
esencial del litigio y debe ser casada, sin necesidad de ponderar, i.41
los demás alegatos del recurrente.

Cas. 27 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2261.

CONTRATO DE TRABAJO.— Asociación de fines no pecunia-
rios.— Contrato de Trabajo.— Despido injustificado.— Prestacio-
nes.— En la especie, la Cámara a-quo para fallar como lo hizo,
dio por establecido que de acuerdo con una circular dirigida el
19 de marzo de 1975, al personal de la E. "ID. M. Inc.", cuya copia
obra en el expediente, se expresa que dicho Instituto no puede
acceder al pedimento de dicho personal tendente a qu se firme
un contrato de trabajo, "ya que su labor consistió en la asistencia
a un curso preparatorio especial para que pudieran desempeñar
a cabalidad las funciones educativas que se les asignarían", pero
que únicamente podían ofrecerles lo siguiente: 41ro.: el sueldo
que en la actualidad están percibiendo; 2do.. pago de las vaca-
ciones de verano, del 'ro. de julio al 31 de agosto, Semana Santa
y Navidades; 3ro.: así como los derechos que les asisten de acuer-
do con nuestras leyes vigentes, como empleados de la institución";
que los ordinales lro.. 2do., y 3ro., de la circular antes señalada,
no dejan dudas de que entre la recurrida G. P. de L. v el I. D.
M., Inc., existía un contrato de trabajo sujeto a las prescripciones
del Código de Trabajo, y en consecuencia, la Cámara a-qua pro-
cedió correctamente al acordarle las prestaciones que de acuerdo
con dicho Código le corresponden por haber sido despedida in-
justamente.

Cas. 5 Septiembre 1980, 13. J. 838, Pág. 1893.

CONTRATO DE TRABAJO.— Asociación con fines no pecu-
niarios.- Hermandad de pensionados.— Individuo que presta un
servicio personal a dicha Asociación.— Existencia de un contrato
de trabajo.— Según los hechos reconocidos en la sentencia impug-
nada, y no controvertidos por la recurrente, el ahora recurrido
prestaba a la Asociación recurrente un servicio personal; y en esta
actividad estaba bajo la dependencia inmediata o delegada de la
Asociación, por lo que ~tia entre la Asociación y el ahora recu-
rrido un contrato de trabajo conforme al artículo Iro. del Código
de Trabajo; que en esa relación, el recurrido, aunque tuviera otras
especialidades, era un trabajador y la Asociación un Patrono, se-
gún el artículo 2 del mismo Código; que según las declaraciones
de la Asociación recurrente, no existía, en el caso ocurrente, nin-
guna condición o circunstancia que pudiera crear para la Asocia-
ción recurrente ninguna de las excepciones pevistas en los artícu-
los 3 al 5 del Código de Trabajo o en alguna otra disposición legal
especial que pudiera extender el efecto de los citados artículos al
caso ocurrente; que, finalmente el hecho de que alguna Asocia-
ción, Institución, Club, Patronato y otras agrupaciones de depósi-
tos diversos no tengan fines lucrativos, no es óbice a que para de-
terminados servicios tengan bajo su dirección y dependencia, al-
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gimas personas asalariadas, que, en tal caso, están protegidas
las leyes laborales; que, por todo lo expuesto, los medios del me-
morial de la recurrente carecen de fundamento y deben ser de-
sestimados.

Cas. 3 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1887.

CONTRATO DE TRABAJO.— Casación.— Calidad de patrono
no discutida por ante los jueces del fondo.— Medio nuevo de ca-
sación.— Inadmisible.— No se puede hacer valer ante la S. C. de
J., en funciones de Corte de Casación, ningún medio que no haya
sido expresa o implícitamente sometido por la parte que lo invoca
al tribunal del cual proviene la sentencia atacada, a menos que
la Ley le haya impuesto su examen de oficio en un interés de
orden público; que en la sentencia impugnada y en los documen-
tos a que ella se refiere, no consta que el recurrente presentara
ante la Cámara a-qua, ningún pedimento formal ni implícito, en
el sentido de que J. A. M., no era el patrono de M. B. A., el cual
fue demandado como su empleador; que en consecuencia, este ale-
gato del primer medio, es nuevo, y debe ser declarado inadmisible.

Cas. 29 Octubre 1980, B. J. 839. Pág. 2310.

CONTRATO DE TRABAJO.— Casación.— Desistimiento del
recurso.

Cas. 4 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1368.

CONTRATO DE TRABAJO.— fbsación.— Emplazamiento que
no contiene elección de domicilio en la ciudad capital.— Nulidad
cubierta por la parte adversa.— En el presente caso, la nulidad
de que se trata no es de orden público, sino de interés privado, y
es. por tanto, susceptible de ser cubierta al presentar conclusiones
la parte adversa; que, en la especie, el recurrido presentó con-
clusiones al fondo en su memorial de defensa; que en tales con-
diciones, dicha nulidad ha quedado cubierta.

Cas. 27 Octubre 1980. B. J. 839, Pág. 22.56.

(X)NTRATO DE TRABAJO.— Conclusiones incidentales ten-
dentes a una verificación de escritura.— Fallo sobre el fondo sin
que se le diera a este concluyente la oportunidad de concluir al
fondo.— Lesión al derecho de defensa— En la especie, el examen
del fallo impugnado revela que es cierto lo alegado por el recu-
rrente, pues la Cámara a-qua ,falló rechazando las conclusiones
incidentales presentadas por el abogado constituido por el hoy re-
currente, hechas en el sentido de que: "el tribunal ordene una
verificación de escritura, ya que hay dos tipos de letras y F., alega
que son de él"; y por la misma sentencia falló el fondo de la li-
tis, sin fijar previamente, como era su deber, una audiencia para
oir las conclusiones sobre el fondo; que, en tales condiciones en
el fallo impugnado se violó el derecho de defensa del actual re-
currente. por lo que procede casar la sentencia impugnada.

Cas. 5 Noviembre 1980. B. J. 840, Pág. 2358.

LX

CONTRATO DE TRABAJO.— Devpido.— Alegato de que el
trabajador profirió improperios y amenazas contra sus superiores.—
prueba de esos hechos a cargo del patrono.— Despido injustificado.
En la especie, la sentencia impugnada y los documentos del ex-
pediente ponen de manifiesto, que el Juez a-quo dio a la C. A. de
E. I., hoy recurrente, la opotunidad de hacer la prueba por medio
de testigos, de que no obstante ésta reconocer haber despedido a
su trabajador J. N., hoy recurrido .lo había hecho en forma in-
justificada, y dicha empresa no hizo la prueba de lo ya dicho, por
lo que procedió a confirmar correctamente la decisión del Juez
de primer grado; que en tales circunstancias, es preciso admitir,
que no fue que el Juez a-quo dejara de ponderar los documentos
aportados, sino que no atribuyó como pudo hacerlo ninguna fuerza
probatoria a dichos documentos por provenir de la propia em-
presa, y en cambio, le atribuyó fuerza probatoria suficiente, a lo
declarado por los testigos, especialmente a lo declarado por el
testigo C., aportado por la misma empresa, de la que se despren-
de, que en el caso, el trabajador demandante no había incurrido
en ninguna falta, que pudiese justificar su despido.

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 8.30, Pág. 157.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Alegato de que la
empleada había cometido una falta.— Prueba que no hizo el pa-
trono.— El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto
que, contrariamente a lo afirmado por el recurrente, el Juzgado de
Paz le dio la oportunidad de probar que la obrera demandante
habla cometido falta, concediéndole un informativo para demos-
trarlo, y no lo hizo; que, asimismo, en apelación se le dio de nue-
vo oportunidad para presentar sus alegatos y hacer su defensa, y
no compareció a sostener su derecho, por lo que, en la sentencia
impugnada no se ha incurrido en la violación al derecho de de-
fensa; que la recurrente alega también que el Juzgado a-quo, ha
incurrido en contradicción de motivos, motivos insuficientes y
erróneos y en falta de base legal, sin señalar en ' qué consisten
esas contradicciones; que la sentencia impugnada, por el contrario
contiene una completa relación de los hechos de la causa ,y esta-
blece que la obrera recurrida estuvo 26 años sirviendo a la empre-
sa S. A. R.. que fue despedida el 8 de junio de 1973. sin motivos;
que la empresa recurrente no suministró la prueba de la justa
causa del despido.

Cas. 26 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 20(.18.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Comparecencia per-
sonal ordenada pero no realizada.— Sentencia que decide el fondo
sin dar motivos de porqué no se realizó la comparecencia perso-
nal.— Casación de dicha sentencia.— Conforme a los articulos 57
Y 59 de la Ley No. 637 de 1914, los Tribunales de Trabajo pueden
ordenar todas las medidas de instrucción que estuvieren de lugar
para resolver los litigios laborales; que entre las medidas legal-
mente procedentes figura la comparecencia personal de las partes;
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ganas personas asalariadas, que, en tal caso, están protegidas por
las leyes laborales; que, por todo lo expuesto, los medios del me-
morial de la recurrente carecen de fundamento y deben ser de-
sestimados.

Cas. 3 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1887.

CONTRATO DE TRABAJO.— Casación.— Calidad de patrono
no discutida por ante los Jueces del fondo.— Medio nuevo de ca-
sación.— Inadmisible.— No se puede hacer valer ante la S. C. de
J., en funciones de Corte de Casación, ningún medio que no haya
sido expresa o implícitamente sometido por la parte que lo invoca
ai tribunal del cual proviene la sentencia atacada, a menos que
la Ley le haya impuesto su examen de oficio en un interés de
orden público; que en la sentencia impugnada y en los documen-
tos a que ella se refiere, no consta que el recurrente presentara
ante la Cámara a-qua, ningún pedimento formal ni implícito, en
el sentido de que J. A. M., no era el patrono de M. B. A., el cual
fue demandado como su empleador; que en consecuencia, este ale-
gato del primer medio, es nuevo, y debe ser declarado inadmisible.

Cas. 29 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2310.

CONTRATO DE TRABAJO.— Casación.— Desistimiento del
recurso.

Cas. 4 Julio 1980, 13. J. 836. Pág. 1368.

CONTRATO DE TRABAJO.— Casación.— Emplazamiento que
no contiene elección de domicilio en la ciudad capital.— Nulidad
cubierta por la parte adversa.— En el presente caso, la nulidad
de que se trata no es de orden público, sino de interés privado, y
es, por tanto, susceptible de ser cubierta al presentar conclusiones
la parte adversa; que, en la especie, el recurrido presentó con-
clusiones al fondo en su memorial de defensa; que en tales con-
diciones, dicha nulidad ha quedado cubierta.

Cas. 27 Octubre 1980. D. J. 839. Pág. 2256.

CONTRATO DE TRABAJO.— Conclusiones incidentales ten-
dentes a una verificación de escritura.— Fallo sobre el fondo sin
que se le diera a este concluyente la oportunidad de concluir al
fondo.— Lesión al derecho de defensa.— En la especie. el examen
del fallo impugnado revela que es cierto lo alegado por el recu-
rrente, pues la Cámara a-qua ,falló rechazando las concluciones
incidentales presentadas por el abogado constituido por el hoy re-
currente, hechas en el sentido de que: "el tribunal ordene una
verificación de escritura, ya que hay dos tipos de letras y F., alega
que son de él"; y por la misma sentencia falló el tordo de la li-
tis, sin fijar previamente, como era su deber, una audiencia para
oir las conclusiones sobre el fondo; que, en tales condiciones en
el fallo impugnado se violó el derecho de defensa del actual re-
currente, por lo que procede casar la sentencia impugnada.

Cas. 5 Noviembre 1980. R. J. 840, Pág. 2358.

CONTRATO DE TRABAJO.— »nido.— Alegato de que el
trabajador profirió improperios y amenazas contra sus superiores.—
prueba de esos hechos a cargo del patrono.— Despido injustificado.
En la especie, la sentencia impugnada y los documentos del ex-
ediente ponen de manifiesto, que el Juez a-quo dio a la C. A. de

I.. hoy recurrente, la opotttnidad de hacer la prueba por medio
cle testigos, de que no obstante ésta reconocer haber despedido a
'1 trabajador J. N., hoy recurrido ,lo había hecho en forma in-
istificacia, y dicha empresa no hizo la prueba de lo ya dicho, por
, que procedió a confirmar correctamente la decisión del Juez

primer grado: que en tales circunstancias, es preciso admitir,
.ae no fue que el Juez a-quo dejara de ponderar los documentos
.portados, sino que no atribuyó como pudo hacerlo ninguna fuerza
Tobatoria a dichos documentos por provenir de la propia cm-
:esa, y en cambio, le atribuyó fuerza probatoria suficiente, a lo

:eclarado por los testigos, especialmente a lo declarado por el
.-stigo C., aportado por la misma empresa, de la que se despren-
ie, que en el caso, el trabajador demandante no habla incurrido

ninguna falta, que pudiese justificar su despido.

Cas. 30 Enero 1980. 11. J. 830. Pág. 157.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Alegato de que la
empleada había cometido una falta.— Prueba que no hizo el pa-
trono.— El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto
que, contrariamente a lo afirmado por el recurrente, el Juzgado de
Paz le dio la oportunidad de probar que la obrera demandante
había cometido falta, concediéndole un informativo ¡mira demos-
trarlo, y no lo hizo; que, asimismo, en apelación se le dio de nue-
vo oportunidad para presentar sus alegatos y hacer su defensa, y
no compareció a sostener su derecho, por lo que, en la sentencia
impugnada no se ha incurrido en la violación al derecho de de-
fensa; que la recurrente alega también que el Juzgado a-quo, ha
incurrido en contradicción de motivos, motivos insuficientes y
erróneos y en falta de base legal, sin señalar en qué consisten
esas contradicciones; que la sentencia impugnada, por el contrario
contiene una completa relación de los hechos de la causa ,y esta-
blece que la obrera recurrida estuvo 26 años sirviendo a la empre-
sa S. A. R., que fue despedida el 8 de junio de 1973, sin motivos;
que la empresa recurrente no suministró la prueba de la justa
causa del despido.

Cas. 26 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2068.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Comparecencia per-
sonal ordenada pero no realizada.— Sentencia que decide el fondo
sin dar motivos de porqué no se realizó la comparecencia peno-
nal.— Casación de dicha sentencia.— Conforme a los articulos 57
y 59 de la Ley No. 637 de 1994, los Tribunales de Trabajo pueden
ordenar todas las medidas de instrucción que estuvieren de lugar
para resolver los litigios laborales; que entre las medidas legal-
mente procedentes figura la comparecencia personal de las partes:

_
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que los Jueces de Trabajo gozan de un poder discrecional para or-
denar esa medida acogiendo o no los pedimentos de las partes,
pero que una vez que la medida haya sido dispuesta, no puede
ser omitida en la instrucción del caso, sin darse motivos justifica-
tivos. sore todo cuando haya sido pedida por la parte demandada;
que por lo expuesto, la sentencia que se impugna debe ser casada
por ausencia de motivos justificativos en el punto de que se trata
y lesión al derecho de defensa, sin necesidad de ponderar el ale-
gato relativo a la falta de base legal.

Cas. 72 Octubre 1980, B. J. 837, Pág. 2218.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Documentos aporta-
dos por el patrono justificativos del despido pero no ponderados
por el juez.— Casación de la sentencia-- En la especie, el examen
de la sentencia impugnada revela que la Cámara a-qua se limitó
a enumerar los documentos depositados por la actual recurrente,
pero sin ponderarlos, especialmente el acta levantada en la Oficina
de la Empresa por el Inspector de Trabajo. y las comunicaciones
de la misma a la Secretaria de Trabajo en las cuales le participó
las inasistencias a sus labores del trabajador F. B. de la C.. de
haber ponderado dichos documentos eventualmente. hubiera con-
ducido a dicha Cámara a dar una solución distinta al caso; que
en estas condiciones en la sentencia impugnada se ha violado el
derecho de defensa de la recurrente y se ha incurrido en ella en
falta de base legal y de motivos, por lo que procede casar dicho
fallo.

Cas. 3 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2345.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Apela-
ción.— Motivos.— Revocación de la sentencia de primer grado.—
Alegato de desnaturalización de los hechos.— En la sentencia se
hace constar: al que, en caso ocurrente, la cuestión contenciosa
se contrae a decidir si se trataba de un despido, si ese despido o
no estaba justificado. y que sobre esos aspectos se exponen todos
los hechos necesarios para la solución del caso; b> que igualmente
la sentencia ofrece aunque en forma concisa, los motivos legales
pertinentes; cl que al debatir el caso ante la Cámara a-qua la
actual recurrente se limitó a solicitar la confirmación de la sen-
tencia de Primera Instancia, sin hacer ningún otro pedimento fren-
te al cual la Cámara a-qua tuviera que pronunciarse; y d) que lo
que en forma de puro enunciado la recurrente denomina "desna-
turalización de los hechos" no es, obviamente otra cosa que la
critica que le merece la apreciación de los hechos por el Juez del
fondo, que como se ha dicho a propósito del primer medio, no está
sujeta al control de la casación; que por todo lo expuesto, los me-
dios segundo y tercero del recurso que se examina carecen tam-
bién de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 16 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1257.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Apela-
ción.— Sentencia con motivos Incomiliables con el dispositivo.—
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Casación.— En la sentencia impugnada se expresa lo siguiente:
que el Juez del primer grado debió sobreseer el caso de que es-
taba apoderado en vista de que el patrono fe presentó las pruebas
de que había interpuesto un recurso de casación contra la senten-
cia de dicha Cámara que confirmó la que dicho Juez había dicta-
do por la cual rechazó la solicitud de tacha del testigo presentado
por el trabajador demandante; que también se expresa en el fallo
impugnado lo siguiente: que el Juez de Paz de Trabajo violó el
derecho de defensa del patrono al negarle a éste la celebración
del contrainformativo que había solicitado, pedimento que rechazó
basándose en que se encontraba suficientemente edificado con la
declaración del testigo S. G., y porque el patrono demandado no
mostró tener interés en probar que las declaraciones del mencio-
nado testigo no eran sinceras e imparciales; que no obstante lo
expuesto precedentemente, la Cámara a-qua rechazó, según consta
en el dispositivo de la sentencia, la demanda intentada por el tra-
bajador D. F.; dispositivo que es inconciliable con los motivos de
la referida sentencia. por lo cual la Suprema Corte de Justicia
no se encuentra en condiciones de apreciar si en ella se ha hecho
una correcta aplicación de la Ley, y, por tanto, debe ser casada
por falta de motivos y de base legal.

Cas. 18 Junio 1980, B. J. 835, Pág. (234.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido no justificado.— Insta-
lador y reparador de líneas telefónicas.— Patrono que le exige a
ese trabajador funciones de chofer.— Alegato de desnaturaliza-
ción de los hechos.— De esos documentos se desprende, según es-
tima el Juez a-quo en su sentencia, que las funciones de Reparador
e Instalador, era un cargo técnico que no incluía las funciones de
chofer; por lo que el Patrono al exigirle que realizara esa fun-
ción estaba imponiéndole una labor fuera de sus obligaciones, por
lo que el despido no estaba justificado; que la desnaturalización
alegada deducida de la interpretación que el Juez hace respecto
al primer nombramiento secho a E. S. J., de "Chofer Ayudante de
Reparador" y la que alega la recurrente de que el cargo era de:
"Chofer Ayudante Reparador" carece de relevancia porque a la
hora del despiod la situación del obrero era distinta, como se ha
expresado, que, además, la recurrente, se esfuerza en demostrar
que el Juez incurrió en desnaturalización respecto al primer car-
go que tuvo en la empresa, lo que no tiene ninguna incidencia
respecto de las funciones que el obrero tenía al momento del des-
pido; que por todo lo ya expuesto se pone de manifiesto que la
falta de bazo legal, no ponderación de los documentos del debate
y desnaturalización carecen de fundamento; puesto que la senten-
cia de que se trata contiene una relación completa de los hechos
de la causa, sin desnaturalización sobre los puntos fundamentales
de la litis, que justifican su dispositivo.

Cas. 23 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1559.

CONTRATO DE TRABAJO.— Des pido.— Prestaciones acor-
dadas, que no exceden de lo pedido.— En la sentencia impugnada
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que los Jueces de 1.ratm,;() gozan de un poder discrecional para or-
denar esa medida acogiendo o no los pedimentos de las partes.
pero que una vez que la medida haya sido dispuesta, no puede
ser omitida en la instrucción del caso. sin darse motivos justifica-
tivos, sore todo cuando haya sido pedida por la parte demandada;
que por lo expuesto, la sentencia que se impugna debe set- casada
por ausencia de motivos justificativos en el punto de que se trata
y lesión al derecho de defensa, sin necesidad de ponderar el ale-
gato relativo a la falta de base legal.

Cas. 22 Octubre 1980. B. J. 837, Pág. 2218.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Documentos aporta-
dos por el patrono justificativos del despido pero no ponderados
por el juez.— Casación de la sentencia.— En la especie, el examen
de la sentencia impugnada revela que la Cámara a-qua se limitó
a enumerar los documentos depositados por la actual recurrente,
pero sin ponderarlos, especialmente el acta levantada en la Oficina
de la Empresa por el Inspector de Trabajo. y las comunicaciones
de la misma a la Secretaría de Trabajo en las cuales le participó
las inasistencias a sus labores del trabajador F. B. de la C., de
haber ponderado dichos documentos eventualmente, hubiera con-
ducido a dicha Cámara a dar una solución distinta al caso; que
en estas condiciones en la sentencia impugnada se ha violado el
derecho de defensa de la recurrente y se ha incurrido en ella en
falta de base legal y de motivos, por lo que procede casar dicho
fallo.

Cas. 3 Noviembre 1980, R. J. 840, Pág. 2345.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Apela-
ción.— Motivos.-- Revocación de la sentencia de primer grado.—
Alegato de desnaturalización de los hechos.— En la sentencia se
hace constar: al que, en caso ocurrente, la cuestión contenciosa
se contrae a decidir si se trataba de un despido, si ese despido o
no estaba justificado. y que sobre esos aspectos se exponen todos
los hechos necesarios para la solución del caso; SI que igualmente
la sentencia ofrece aunque en forma concisa, los motivos legales
pertinentes; c) que al debatir el caso ante la Cámara a-qua la
actual recurrente se limitó a solicitar la confirmación de la sen-
tencia de Primera Instancia, sin hacer ningún otro pedimento fren-
te al cual la Cámara a-qua tuviera que pronunciarse; y ch que lo
que en forma de puro enunciado la recurrente denomina "desna-
turalización de los hechos" no es, obviamente otra cosa que la
crítica que le merece la apreciación de los hechos por el Juez del
fondo, que como se ha dicho a propósito del primer medio, no está
sujeta al control de la casación; que por todo lo expuesto, los me-
dios segundo y tercero del recurso que se examina carecen tam-
bién de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 16 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1257.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Apela-
ción.— Sentencia con motivos inconriliables con el dispositivo.—

casación.— En la sentencia impugnada se expresa lo siguiente:
que el Juez del primer grado debió sobreseer el caso de que es-
taba apoderado en vista de que el patrono le presentó las pruebas
de que había interpuesto un recurso de casación contra la senten-
cia de dicha Cámara que confirmó la que dicho .fileZ había dicta-
do por la cual rechazó la solicitud de tacha del testigo presentado
por el trabajador demandante; que también se expresa en el fallo
impugnado lo siguiente: que el Juez de Paz de Trabajo violó el
derecho de defensa del patrono al negarle a éste la celebración
del contrainformativo que había solicitado, pedimento que rechazó
basándose en que se encontraba suficientemente edificado con la
declaración del testigo S. G., y porque el patrono demandado no
mostró tener interés en probar que las declaraciones del mencio-
nado testigo no eran sinceras e imparciales; que no obstante lo
expuesto precedentemente, la Cámara a-qua rechazó, según consta
en el dispositivo de la sentencia, la demanda intentada por el tra-
bajador D. F.; dispositivo que es incondliable con los motivos de
la referida sentencia, por lo cual la Suprema Corte de Justicia
no se encuentra en condiciones de apreciar si en ella se ha hecho
una correcta aplicación de la Ley, y, por tanto, debe ser casada
por falta de motivos y de base legal.

Cas. 18 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1284.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido no justificado.— Insta-
lador y reparador de líneas telefónicas.— Patrono que le exige a
ese trabajador funciones de chofer.— Alegato de desnaturaliza-
ción de los hechos.— De esos documentos se desprende, según es-
tima el Juez. a-quo en su sentencia, que las funciones de Reparador
e Instalador, era un cargo técnico que no incluía las funciones de
chofer; por lo que el Patrono al exigirle que realizara esa fun-
ción estaba imponiéndole una labor fuera de rus obligaciones, por
lo que el despido no estaba justificado; que la desnaturalización
alegada deducida de la interpretación que el Juez hace respecto
al primer nombramiento secho a E. S. J., de "Chofer Ayudante de
Reparador" y la que alega la recurrente de que el cargo era de:
"Chofer Ayudante Reparador" carece de relevancia porque a la
hora del despiod la situación del obrero era distinta, como se ha
expresado, que, además, la recurrente, se esfuerza en demostrar
que el Juez incurrió en desnaturalización respecto al primer car-
go que tuvo en la empresa, lo que no tiene ninguna incidencia
respecto de las funciones que el obrero tenia al momento del des-
pido; que por todo lo ya expuesto se pone de manifiesto que la
falta de base legal, no ponderación de los documentos del debate

desnaturalización carecen de fundamento; puesto que la senten-
cia de que se trata contiene una relación completa de los hechos
de la causa, sin desnaturalización sobre los puntos fundamentales
de la litis, que justifican su dispositivo.
-	 Cas. 23 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1559.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Prestaciones acor-
dadas, que no exceden de lo pedido.— En la sentencia impugnada
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consta que el demandante originario, reclama de la recurrida, C.
R., C. por A., prestaciones por despido, alegando haberle prestado
servicios como obrero con salario de RD$85.00 promedio mensual
durante seis años y ser despedido el 12 de febrero de 1975; reclama
además vacaciones. del último año laborado, Regalía de 1972, 1973
Y 1974, así corno bonificación de 1973 y 1974; que en el dispositivo
de la sentencia impugnada el Juez a-quo le acuerda las reclama-
ciones hechas por dicho apelante, sin excederse en nada de lo
pedido.

Cas. 4 Julio 1980, B. J .. 836, Pág. 1632.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Apela-
ción incidental de la trabajadora acogida en segundo grado.— No
hubo exceso de poder.— En el expediente existe depositado por la
obrera demandante el acto de alguacil del 13 de julio de 1973, en
el cual consta los términos de la demanda y las conclusiones pre-
sentadas al Juez de Paz. indicándose en el cuarto ordinal que la
demandante pedía RD$159.00 por concepto de salarios dejados de
pagar a los tres últimos meses que trabajó en dicha compañia
apelante, en razón de que sólo le pagaba RD$10.00 mensuales, y el
salario mínimo para este tipo de trabajo es de RD$3.00 diarios
la sentencia no se lo acordó"; que al concederle esa suma a la
recurrida, el Juzgado a-quo no incurrió en exceso de poder al co-
rregir la omisión cometida por el Juez de Primer Grado.

Cas 26 Septiembre 1981, B. J. 838, Pág. 2068.
Ver: Contrato de trabajo. Despido. Alegato de que la.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Deman-
dado con un nombre comercial que admite su calidad de patrono.—
Prueba del despido y del tiempo trabajado.

Cas. 20 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1780.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Pago
de prestaciones.— Tiempo laborado.— Prueba de ese hecho, único
punto controvertido.— Informativo.— Patrono que rehusa utilizar
e! contrainformativo.— Ofrecimientos reales no probados.— Medio
nuevo en casación.— En la especie, la sentencia impugnada. pone
de manifiesto, que la Empresa hoy recurrente, no negó en ningún
momento que el obrero reclamante, fuera trabajador do la misma.
que se le pagara RD$4.00 de salario diariamente, y que éste hubie-
se sido despedido por dicha Empresa, y en tales circunstancias, tal
como lo precisa la Cámara a-qua, sólo hubo un punto objeto de
controversia entre las partes y lo fue el tiempo que tenla el obrero
O. G., trabajando en la Empresa "C. C. y 111., C. por A.", para es-
tablecer ese hecho, fue ordenado un Informativo a cargo del ape-
lante, que fue practicado con derecho a que la Empresa pudiese
realizar un contrainformativo y la misma ,rehusó a hacer uso de
dicha medida; en el informativo practicado, el testigo oído, afirmó
que por ser él trabajador de la misma Empresa, podía testificar
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..e el reclamante, tuvo como seis meses" "y a lo mejor tuvo
más de seis", como obrero de la Compañía hoy recurrente, y en
visita, posiblemente de que ésta no hizo la prueba contraria, la
Cámara a-qua, haciendo uso de su poder soberano de apreciación,
y sin desnaturalizar para nada dicho testimonio, como se alega,
ya que le atribuyó su verdadero sentido y alcance. estimó que el
único objeto de controversia entre las partes. o sea el tiempo que
tuvo en su labor, el trabajador demandante, antes de ser despedido
había sido establ ecido, y en consecuencia, procedía la revocación
de la sentencia apelada, acogiendo la demanda de que se trata; y
dicha apreciación como cuestión de hecho escapa al control de la
Casación, por lo que los alegatos que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados; en cuanto al alegato de que la
recurrente hiciera al recurrido ofrecimientos reales, de pagarle
algunas prestaciones, y que el acto de alguacil, en virtud del cual
fue hecho dicho ofrecimiento, no fue debidamente ponderado, es
preciso admitir, que al no ofrecer la sentencia impugnada, eviden-
cia alguna de que dicho medio hubiese sido planteado a la Cámara
a-qua, éste resulta un medio nuevo, y como tal no podría ser pro-
puesto por primera vez en casación.

Cas. 15 Agosto 1980, 13. J. 837, Pág. 1716.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Patrono
que sucumbe.— Costas a su cargo.— En la especie, según corista
en la sentencia impugnada, la actual recurrida G. P. de 1., de-
mandó al I. D. M., Inc., en pago de prestaciones, por despido, ale-
gando que había prestado servicio a esta Institución como Tera-
pista, con un salario de RD$250.00 mensuales, durante dos años:
que dicha empresa ofreció a la demandante pagar la suma de
RD$449.00 por concepto de esas prestaciones, porque estimaba que
la reclamante no estuvo todo ese tiempo; que por ante el Juzgado
de Paz de Trabajo como por ante la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional la demandante
obtuvo ganancia de causa, ya que le fueron acordadas las presta-
ciones reclamhdas; por lo que en tales condiciones no hay dudas
de que el I. D. M., Inc., sucumbió en esa demanda, no obstante que
ofreciera pagar una parte de la suma reclamada por la demandan-
te; por lo que la Cámara a-qua procedió correctamente el conde-
narlo en costas.

Cas. 5 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1893.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Prue-
ba— Comunicación después de las 18 horas.— En la especie, tanto
el tribunal de primer grado como el de segundo grado, declararoni nj ustificado el despido del hoy recurrido F. M. V. V., por no haber
cumplido la hoy recurrente F. C. de P., con las disposiciones del
artículo 81 del Código de Trabajo, al haber despedido a su traba-
jador y no haberlo comunicado al Departamento de Trabajo en el
Plazo de cuarenta y ocho horas que exige el referido texto legal;
que en consecuencia ,la alegada violación a la autoridad de la
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consta que el demandante originario, reclama de la recurrida, C.
Ft., C. por A., prestaciones por despido, alegando haberle prestado
servicios como obrero con salario de RDS85.00 promedio mensual
durante seis años y ser despedido el 12 de febrero de 1975: reclama
además vacaciones. del último año laborado, Regalía de 1972. 1973
y 1974, así como bonificación de 1973 y 1974; que en el dispositivo
de la sentencia impugnada el Juez a-quo le acuerda las reclama-
ciones hechas por dicho apelante, sin excederse en nada de lo
pedido.

Cas. 4 Julio 1980, 13. J. 836, Pág. 1632.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Apela-
ción incidental de la trabajadora acogida en segundo grado.— No
hubo exceso de poder.— En el expediente existe depositado por la
obrera demandante el acto de alguacil del 13 de julio de 1973. en
el cual consta los términos de la demanda y las conclusiones pre-
sentadas al Juez de Paz. indicándose en el cuarto ordinal que la
demandante pedía RDS159.00 por concepto de salarios dejados de
pagar a los tres últimos meses que trabajó en dicha compañia
apelante, en razón de que sólo le pagaba RDS10.00 mensuales, y el
salario mínimo para este tipo de trabajo es de RD$3.00 diarios y
la sentencia no se lo acordó"; que al concederle esa suma a la
recurrida, el Juzgado a-quo no incurrió en exceso de poder al co-
rregir la omisión cometida por el Juez de Primer Grado.

Cas 26 Septiembre 1981, 13. J. 838, Pág. 2068.
Ver: Contrato de trabajo. Despido. Alegato de que la...

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Deman-
dado con un nombre comercial que admite su calidad de patrono.—
prueba del despido y del tiempo trabajado.

Cas. 20 Agosto 1980, 13. J. 837, Pág. 1780.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Pago
de prestaciones.— Tien-po laborado.— Prueba de ese hecho, único
punto controvertido.— Inforn-ativo.— Patrono que rehusa utilizar
e! contrainforntativo.— Ofrecimientos reales no probados.— Medio
nuevo en casación.— En la especie, la sentencia impugnada, pone
de manifiesto, que la Empresa hoy recurrente, no negó en ningún
momento que el obrero reclamante, fuera trabajador de la misma.
que se le pagara RDS4.00 de salario diariamente, y que éste hubie-
se sido despedido por dicha Empresa, y en tales circunstancias, tal
como lo precisa la Cámara a-qua, sólo hubo un punto objeto de
controversia entre las partes y lo fue el tiempo que tenía el obrero
O. G., trabajando en la Empresa "C. C. y M., C. por A.", para es-
tablecer ese hecho, fue ordenado un Informativo a cargo del ape-
lante, que fue practicado con derecho a que la Empresa pudiese
realizar un contrainformativo y la misma ,rehusó a hacer uso de
dicha medida; en el informativo practicado, el testigo oído, afirmó
que por ser él trabajador de la misma Empresa, podía testificar

LXIV

el reclamante, 't'uvo como seis meses" "y a lo mejor tuvo
más de seis", como obrero de la Compañía hoy recurrente, y en
vistta, posiblemente de que ésta no hizo la prueba contraria, la
Cámara a-qua, haciendo uso de su poder soberano de apreciación,
y sin desnaturalizar para nada dicho testimonio, como se alega,
ya que le atribuyó su verdadero sentido y alcance. estimó que el
único objeto de controversia entre las partes, o sea el tiempo que
tuvo en su labor, el trabajador demandante, antes de ser despedido
había sido establecido, y en consecuencia, procedía la revocación
de la sentencia apelada, acogiendo la demanda de que se trata; y
dicha apreciación como cuestión de hecho escapa al control de la
casación. por lo que los alegatos que se examinan carecen de fun-
damento y deben ser desestimados; en cuanto al alegato de que la
recurrente hiciera al recurrido ofrecimientos reales, de pagarle
algunas prestaciones, y que el acto de alguacil, en virtud del cual
fue hecho dicho ofrecimiento, no fue debidamente ponderado, es
preciso admitir, que al no ofrecer la sentencia impugnada, eviden-
cia alguna de que dicho medio hubiese sido planteado a la Cámara
a-qua, éste resulta un medio nuevo, y como tal no podría ser pro-
puesto por primera vez en casación.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1716.

CONTRATO DE 'TRABAJO.— Despido injustificado.— Patrono
que sucumbe.— Costas a su cargo.— En la especie, según consta
en la sentencia impugnada, la actual recurrida G. P. de L., de-
mandó al I. D. M., Inc., en pago de prestaciones, por despido, ale-
gando que había prestado servicio a esta Institución como Tera-
pista, ron un salario de RD$250.00 mensuales, durante dos años;
que dicha empresa ofreció a la demandante pagar la suma de
EDS449.00 por concepto de esas prestaciones, porque estimaba que
la reclamante no estuvo todo ese tiempo; que por ante el Juzgado
de Paz de Trabajo como por ante la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional la demandante
obtuvo ganancia de causa, ya que le fueron acordadas las presta-
ciones reclamadas; por lo que en tales condiciones no hay dudas
de que el I. D. M.. Inc., sucumbió en esa demanda, no obstante que
ofreciera pagar una parte de la suma reclamada por la demandan-
te; por lo que la Cámara a-qtla procedió correctamente al conde-
narlo en costas.

Cas. 5 Septiembre 1980, 13. J. 838, Pág. 1893.

~TRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Prue-
ba.— Comunicación después de las 48 horas.— En la especie, tanto
el tribunal de primer grado Coma el de segundo grado, declararon
injustificado el despido del hoy recurrido F. M. V. V., por no haber
cumplido la hoy recurrente F. C. de P., con las disposiciones del
artículo 81 del Código de Trabajo, al haber despedido a su traba-
jador y no haberlo comunicado al Departamento de Trabajo en el
plazo de cuarenta y ocho horas que exige el referido texto legal:
que en consecuencia ,la alegada violación a la autoridad de la
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cosa juzgada carece de fundamento y debe- ser desestimada; que,
en cuanto al alegato 21 que, si es cierto que el trabajador deman-
dante debe, como condiciós primera para que su demanda por des-
pido injustificado sea acogida, probar ante todo la existencia del
contrato y el hecho del despido, obviamente queda dispensado de
dicha obligación cuando el patrono, como ocurrió en la especie,
para escapar a las consecuencias de la demanda, simplemente
alega haber desahuciado al trabajador, sin que al mismo tiempo
haga la prueba de su alegación y del cumplimiento de cualquier
otra obligación, que le imponga la ley, ya que su afirmación con-
lleva la admisión implícita de la existencia del contrato y su rup-
tura unilateral: que, en estas condiciones, este alegato también
carece de fundamento y debe ser desestimado; que, en cuanto al
punto 31 el hecho de no comunicar el patrono el despido de su
empleado en el plazo fijado por los artículos 81 y 82 del Código
de Trabajo tiene como sanción la calificación del despido como
injustificado. Aún cuando el empleado, para justificar su reclama-
ción por el despido efectuado y probado no alegue expresamente
esas disposiciones legales.

Cas. 12 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 449.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado,— Prue-
ba.— Declaraciones de testigos.— Facultad de loa jueces del fondo.
En la especie, los alegatos de la recurrente se refieren a cuestio-
nes de hecho de la soberana apreciación de los Jueces del fondo
que no están sujetas al control de la casación: que, además, los
Jueces son soberanos para apreciar el valor del testimonio en
justicia y al dictar sus fallos pueden fundarse en aquellas decla-
raciones que ellos juzguen más sinceras y verosimies; que lo que
la recurrente llama desnaturalización no es sino la crítica que le
merece la apreciación que los Jueces hicieron de los hechos de la
causa; que, asimismo. el examen del fallo impugnado revela que
en él no se ha dado a las declaraciones de los testigos un sentido
n alcance distinto del que realmente tienen.

Cas. 25 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 793.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Prue-
ba.— Declaraciones de testigos.— Facultad de los jueces del fondo.
Los jueces del fondo son soberanos para apreciar el calor del tes-
timonie en justicia, y pueden, para fundamentar sus decisiones.
basarse en aquellas declaraciones que juzguen más verosímiles y
sinceras; que la Cámara a-qua estimó que el trabajador R. A. F.,
había sido despedido fundándose en las declaraciones de testigos
oídos en el informativo, quienes afirmaron que éste se presentó
un día a su trabajo y le informaron que había sido despedido y
que otra persona ocupaba su cargo: que, por tanto, la Cámara a-
qua, dentro de sus poderes de apreciación, de los testimonios, pue-
de, como lo hizo, estimar que dicho trabajador había sido despe-
dido; que, por tanto, el primer medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado.

Cas. 28 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2585.

1..,X VI

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido y no abandono.— Prue-
ba.— Cuestión de hecho.— Facultades de los jueces del fondo.—
Para decidir que en el caso se trató de un despido sin causa jus-
tificada, la Cámara a-qua se apoyo en el resultado de una infor-
mación testimonial en la cual el testigo W. B. E., depuso en el
sentido de que entre el patrono y el trabajador había ocurrido
una discusión, aunque sin precisar el resultado de la misma; que
en esas condiciones, es claro que se trata de cuestiones de hecho
apreciadas por un Juez de fondo no sujetas al control de la ca-
l:ación.

Cas. 16 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1257.

(X)NTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Prueba.— Desnatu-
ralización de los hechos.— Si bien es cierto, que en la materia de
que se trata no existen limitaciones en cuanto a las pruebas se
refiere, no es menos cierto, que en una litis, cual que sea su na-
turaleza, una parte no se puede fabricar su propia prueba, y ello,
y ninguna otra cosa fue lo que tomó en cuenta la Cámara a-qua en
la sentencia impugnada, al no admitir correctamente que con una
simple carta que dirigiera la Empresa hoy recurrente, al Depar-
tamento de Trabajo, con posterioridad al despido, denunciándole
que el trabajador había hecho antes abandono de su trabajo, sin
ningún otro elemento de juicio, podía quedar establecido dicho
abandono, y en consecuencia, liberada ella de toda responsabili-
dad; que al proceder así, lejos de haber violado las reglas de la
prueba, como se pretende, hizo una correcta aplicación de las
mismas, por lo que el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado; en su segundo medio la recurrente alega
que la Cámara a-qua para tribuirle mayor crédito a lo declarado
por el tetigo B. H. N.. que a lo. declarado por el testigo C. M. T.
G., tuvo que incurri en la desnaturalización de dichas declaracio-
nes; que resulta muy raro, que un juez, pueda atribuirle mayor
crédito a un testigo que no depuso ante él como "Fl. N.", ya que
éste sólo lo hizo por ante el Juez de Paz, que a un testigo que
prestó su declaración por ante el mismo. como lo hizo "T. G.", que
la declaración del testigo 13. H., a la cua 'atribuyó crédito, fue
elaborada por suposiciones y apreciaciones personales: que en con-
secuencia la apreciación que hizo el Juez a-quo de los hechos de
la causa resulta, contradictoria, incurriendo en la desnaturalización
de los mismos, al darle un sentido y alcance que no tienen; que
no basta que una sentencia tenga motivos, sino que es necesario.
que esos motivos sean serios, precisos y pertinentes; que en el caso
la sentencia impugnada no contiene motivos suficientes que per-
mitan apreciar si la Ley ha sido bien aplicada; por lo que ha sido
violado como se ha dicho, el artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil y la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 27 Agosto 1980. B. J. 837, Pág. 1806.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Reduc-
ción de salario no aceptada.— Prueba del despido.— Testigo del
informativo.— Patrono que no asiste al eontrainforrnati yo.— Valor
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cosa juzgada carece de fundamento y debe ser desestimada; qut,
en cuanto al alegato 2) que, si es cierto que el trabajador deman-
dante debe, como condiciós primera para que su demanda por des-
pido injustificado sea acogida, probar ante todo la existencia del
contrato y el hecho del despido, obviamente queda dispensado de
dicha obligación cuando el patrono, como ocurrió en la especie,
para escapar a las consecuencias de la demanda, simplemente
alega haber desahuciado al trabajador, sin que al mismo tiempo
haga la prueba de su alegación y del cumplimiento de cualquier
otra obligación, que le imponga la ley, ya que su afirmación con-
lleva la admisión implícita de la existencia del contrato y su rup-
tura unilateral; que, en estas condiciones, este alegato también
carece de fundamento y debe ser desestimado; que, en cuanto al
punto 3' el hecho de no comunicar el patrono el despido de su
empleado en el plazo fijado por los articulos 81 y 82 del Código
de Trabajo tiene como sanción la calificación del despido como
injustificado. Aún cuando el empleado, para justificar su reclama-
ción por el despido efectuado y probado no alegue expresamente
esas disposiciones legales.

Cas. 12 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. *19.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Prtle-
b11.- Declaraciones de testigos.— Facultad de loa jueces del fondo.
En la especie, los alegatos de la recurrente se refieren a cuestio-
nes de hecho de la soberana apreciación de los Jueces del fondo
que no están sujetas al control de la casación: que, además, los
Jueces son soberanos para apreciar el valor del testimonio en
Justicia y al dictar sus fallos pueden fundarse en aquellas decla-
raciones que ellos juzguen más sinceras y verosimies; que lo que
la recurrente llama desnaturalización no es sino la crítica que le
merece la apreciación que los Jueces hicieron de los hechos de la
causa; que, asimismo, el examen del fallo impugnado revela que
en él no se ha dado a las declaraciones de los testigos un sentido
o alcance distinto del que realmente tienen.

Cas. 25 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 793.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Prue-
ba.— Declaraciones de testigos.— Facultad de los jueces del fondo.
Los jueces del fondo son soberanos para apreciar el valor del tes-
timoniq en justicia, y pueden, para fundamentar sus decisiones.
basarse en aquellas declaraciones que juzguen más verosímiles y
sinceras; que la Cámara a-qua estimó que el trabajador R. A. F..
había sido despedido fundándose en las declaraciones de testigos
oídos en el informativo, quienes afirmaron que éste se presentó
un dia a su trabajo y le informaron que había sido despedido y
que otra persona ocupaba su cargo: que. por tanto, la Cámara a-
qua. dentro de sus poderes de apreciación, de los testimonios, pue-
de, como lo hizo, estimar que dicho trabajador había sido despe-
dido; que, por tanto, el primer medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado.

Cas. 28 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2585.

LXVI

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido y no abandono.— Prue-
ba.— Cuestión de hecho.— Facultadas de los jueces del fondo.—
Para decidir que en el caso se trató de un despido sin causa jus-
tificada, la Cámara a-qua se apoyo en el resultado de una infor-
mación testimonial en la cual el testigo W. 13. E.. depuso en el
sentido de que entre el patrono y el trabajador había ocurrido,
una discusión, aunque sin precisar el resultado de la misma; que
en esas condiciones, es claro que se trata de cuestiones de hecho
apreciadas por un Juez de fondo no sujetas al control de la ca-
sación.

Cas. 16 Junio 1980, 13. J. KI5, Pág. 1257.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Prueba.— Desnatu-
ralización de los hechos.— Si bien es cierto, que en la materia de
que se trata no existen limitaciones en cuanto a las pruebas se
refiere, no es menos cierto, que en una Mis, cual que sea su na-
turaleza, una parte no se puede fabricar su propia prueba, y ello.
y ninguna otra cosa fue lo que tomó en cuenta la Cámara a-qua en
la sentencia impugnada, al no admitir correctamente que con una
simple carta que dirigiera la Empresa hoy recurrente, al Depar-
tamento de Trabajo, con posterioridad al despido, denunciándole
que el trabajador había hecho antes abandono de su trabajo, sin
ningún otro elemento de juicio, podía quedar establecido dicho
abandono, y en consecuencia, liberada ella de toda responsabili-
dad; que al proceder así, lejos de haber violado las reglas de la
prueba, como se pretende, hizo una correcta aplicación de las
mismas, por lo que el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado; en su segundo medio la recurrente alega
que la Cámara a-qua para tribuirle mayor crédito a lo declarado
por el tetigo B. H. N., que a lo, declarado por el testigo C. M. T.
G., tuvo que incurri en la desnaturalización de dichas declaracio-
nes; que resulta muy raro, que un juez pueda atribuirle mayor
crédito a un testigo que no depuso ante él como "H. N.", ya que
éste sólo lo hizo por ante el Juez de Paz, que a un testigo que
prestó su declaración por ante el mismo, como lo hizo "T. G.", que
la declaración del testigo B. H., a la cua latribuyó crédito, fue
elaborada por suposiciones y apreciaciones personales; que en con-
secuencia la apreciación que hizo el Juez a-quo de los hechos de
la causa resulta, contradictoria, incurriendo en la desnaturalización
de los mismos, al darle un sentido y alcance que no tienen; que
no basta que una sentencia tenga motivos, sino que es necesario,
que esos motivos sean serios, precisos y pertinentes; que en el caso
la sentencia impugnada no contiene motivos suficientes que per-
mitan apreciar si la Ley ha sido hien aplicada; por lo que ha sido
violado como se ha dicho, el artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil y la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 27 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1806.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Reduc-
ción de salario no aceptada.— Prueba del despido.— Testigo del
informativo.— Patrono que no asiste al contrainformatico.— n 'alor
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del testhnoitío.— Facultad de los jueces del fondor En la especie.
la Cámara a-qua, antes de estatuir sobre el fondo de las apelacio-
nes interpuestas por los hoy recurridos, ordenó medidas de ins-
trucción, informativos y contra-informativos: que el primero fue
celebrado el 24 de febrero de 1977, en el que fue oído el testigo
M. Z., cuyas declaraciones constan en la sentencia impugnada, y
el contra-informativo no fue celebrado, porque a pesar de que la
hoy recurrente I. N. de A. V., S. A., solicitó y obtuvo prórrogas,
no asistió a la audiencia del 8 de junio de 1977, fijada para tal
fin, no obstante haber quedado citada por sentencia del 4 de mayo
de 1977, que dispuso prórroga de tal medida para el 8 de junio del
indicado año; que en tales condiciones, el derecho de defensa de
la recurrente no ha sido violado; es de principio que la Suprema
Corte de Justicia no puede censurar la apreciación del valor de
los testimonios que reciban los Jueces del fondo, a menos que se
produzcan en esa apreciación una desnaturalización o distorsión
de los hechos, lo que no se ha denunciado en el presente caso, pues
la recurrente se ha limitado a criticar la sentencia impugnada en
cuanto otorgó crédito y veracidad a las declaraciones del testigo
M. Z., oído en el informativo celebrado a solicitud de los recurri-
dos, lo que no constituye vicio alguno, pues corresponde al ejer-
cicio normal del poder soberano de apreciación que tienen los jue-
ces del fondo; que el despido se produjo al no aceptar los traba-
jadores la reducción en sus respectivos salarios, y que, fueron
despedidos sin causas justificadas.

Cas. 13 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1227.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Sentencia condena-
toria contra el patrono.— Ausencia de instrucción del caso.— In-
suficiencia de motivos esenciales de hecho.— Casación de la sen-
tencia por falta de base legal y de motivos.— En la especie, el exa-
men de la sentencia impugnada pone de manifiesto qeu para fa-
llar el caso llevado a él en apelación, el Juzgado a-quo no ponderó
ningún documento que le fuera aportado, o ponderado en Primera
Instancia; que tampoco celebró ninguna información testimonial,
ni ordenó la comparecencia personal de las partes, todo lo cual
podía disponer de oficio; que, como consecuencia de esa ausencia
total de instrucción, la sentencia impugnada no ha establecido
sobre pruebas pertinentes los hechos esenciales que deben consig-
narse en las sentencias; que los pocos motivos que tiene la sen-
tencia resultan de documentos emanados del demandante: que,
por lo expuesto, la sentencia que se impugna debe ser casada por
falta de base legal y de motivos.

Cas. 3 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2350.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Tiempo
laborado.— Prueba.— En la especie, si la Cámara a-qua admitió
en su sentencia que el trabajador demandante y ahora recurrido
solamente tabajó el tiempo indicado por éste, lo hizo en conside-
ración de que el testigo A., declaró al respecto, no que el obrero
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trabajó para su patrono "un año y pico", sinó "aproximadamente
un año", y que salió en octubre, dato este último coincidente con
afirmación hecha por el trabajador D.; de donde la Cámara a-qua
pudo libremente apreciar, como lo hizo, que el tiempo laborado
por D.. fue el de 10 meses y 7 días, como fue alegado; que, por
último, en cuanto a lo expresado en el ordinal segundo del dispo-
sitivo de la sentencia impugnada, de los términos del mismo re-
sulta que el salario ganado por el trabajador, en lugar de ser cal-
culado a frise de RD825.00 semanales, según lo consignado en la
sentencia apelada, quedó reducido a tan solo RD$8.00 semanales,
lo que resultó en provecho de la actual recurrente; que de todo
lo anteriormente expuesto se evidencia que en la sentencia impug-
nada no se ha incurrido en ninguno de los vicios y violaciones
denunciados.

Cas. 11 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1199.

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión justificada.— Artículo
86 del Código de Trabajo.— Conforme al artículo 86 del Código
de Trabajo el trabajador puede dar por terminado el contrato de
trabajo, presentando su dimisión, por negarse el patrono "a rea-
nudar el trabajo en caso de suspensión ilegal del contrato de tra-
bajo", que entre las causas de suspensión de dichos contratos, es-
tablecidos en el artículo 47 de dicho Código, no figura la que sir-
vió de base a la Compañía demandada para suspender las labores
del reclamante M., que la licencia otorgada al trabajador es una
de las causas de suspensión de los contratos de trabajo, pero es
a condición de que la licencia haya sido solicitada por el trabaja-
dor, según lo dispone el ordinal 10 del mencionado artículo 47;
que por estas rabones, la S. C. de J., estima que la Cámara a-qua
procedió correctamente al declarar justificada la dimisión del tra-
bajador M., de sus funciones de gerente general de la Empresa
demandada, basándose en las razones expuestas en los motivos de
su fallo antes expuesto; tal corno se ha expresado, en relación con
el examen del primer medio del recurso, la Cámara a-qua estimó,
basándose en las disposiciones del Código de Trabajo antes seña-
ladas. que el trabajador reclamante habla sido objeto de una sus-
pensii-n ilegal y que, a pesar de haber reclamado al patrono su
restitución a sus labores, ya que no había solicitado ninguna li-
cencia, no se le permitió reingresar a su trabajo hecho que daba
derecho al trabajador para presentar su dimisión por causa justi-
ficada, y por tanto, con derecho a percibir las prestaciones labo-
rales correspondientes; que, por tanto, el segundo y último medio
del recurso carece también de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 28 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 813.
Ver: Contrato de trabajo. Dimisión justificada.

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión.— Plazo para dimitir.—
Determinación del mismo.— Sentencia carente de base legal en

ese punto.— En la sentencia impugnada no se precisa si la rebaja
en las comisiones percibidas por el recurrido M., sólo atestaban
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del testimonio.— Facultad de los jueces del fondo.r.- En la especie.
la Cámara a-qua, antes de estatuir sobre el fondo de las apelacio-
nes interpuestas por los hoy recurridos, ordenó medidas de ins-
trucción, informativos y contra-informativos: que el primero fue
celebrado el 24 de febrero de 1977, en el que fue oído el testigo
M. Z., cuyas declaraciones constan en la sentencia impugnada, y
el contra-informativo no fue celebrado, porque a pesar de que la
hoy recurrente I. N, de A. V., S. A., solicitó y obtuvo prórrogas,
no asistió a la audiencia del 8 de junio de 1977, fijada para tal
fin, no obstante haber quedado citada por sentencia del 4 de mayo
de 1977, que dispuso prórroga de tal medida para el 8 de junio del
indicado año; que en tales condiciones, el derecho de defensa de
la recurrer.te no ha sido violado; es de principio que la Suprema
Corte de Justicia no puede censurar la apreciación del valor de
los testimonios que reciban los Jueces del fondo, a menos que se
produzcan en esa apreciación una desnaturalización o distorsión
de los hechos, lo que no se ha denunciado en el presente caso, pues
la recurrente se ha limitado a criticar la sentencia impugnada en
cuanto otorgó crédito y veracidad a las declaraciones del testigo
M. Z., oído en el informativo celebrado a solicitud de los recurri-
dos, lo que no cortstituye vicio alguno. pues corresponde al ejer-
cicio normal del poder soberano de apreciación que tienen los jue-
ces del fondo; que el despido se produjo al no aceptar los traba-
jadores la reducción en sus respectivos salarios, y que, fueron
despedidos sin causas justificadas.

Cas. 13 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1227.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido.— Sentencia condena-
toria contra el patrono.— Ausencia de Instrucción del caso.— In-
suficiencia de motivas esenciales de hecho.— Casación de la sen-
tencia por falta de base legal y de motivos.— En la especie, el exa-
men de la sentencia impugnada pone de manifiesto qeu para fa-
llar el caso llevado a él en apelación, el Juzgado a-quo no ponderó
ningún documento que le fuera aportado, o ponderado en Primera
Instancia; que tampoco celebró ninguna información testimonial,
ni ordenó la comparecencia personal de las partes, todo lo cual
podía disponer de oficio; que, como consecuencia de esa ausencia
total de instrucción, la sentencia impugnada no ha establecido
sobre pruebas pertinentes los hechos esenciales que deben consig-
narse en las sentencias; que los pocos motivos que tiene la sen-
tencia resultan de documentos emanados del demandante; que,
por lo expuesto, la sentencia que se impugna debe ser casada por
falta de base legal y de motivos.

Cas. 3 Noviembre 1980, 13. J. 840, Pág. 2350.

CONTRATO DE TRABAJO.— Despido injustificado.— Tiempo
laborado.— Prueba.— En la especie, si la Cámara a-qua admitió
en su sentencia que el trabajador demandante y ahora recurrido
solamente tabajó el tiempo indicado por éste, lo hizo en conside-
ración de que el testigo A., declaró al respecto, no que el obrero
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trabajó para su patrono "un año y pico", sinó "aproximadamente
un año", y que salió en octubre, dato este último coincidente con
afirmación hecha por el trabajador D.; de donde la Cámara a-qua
pudo libremente apreciar, como lo hizo, que el tiempo laborado
por D., fue el de 10 meses y 7 días, como fue alegado; que, por
último, en cuanto a lo expresado en el ordinal segundo del dispo-
sitivo de la sentencia impugnada, de los términos del mismo re-
sulta que el salario ganado por el trabajador, en lugar de ser cal-
culado a base de RD$25.00 semanales, según lo consignado en la
sentencia apelada, quedó reducido a tan solo RD$8.00 semanales,
lo que resultó en provecho de la actual recurrente; que de todo
lo anteriormente expuesto se evidencia que en la sentencia impug-
nada no se ha incurrido en ninguno de los vicios y violaciones
denunciados.

Cas. 11 Junio 1980, B. J. als, Pág. 1199,

CONTRATO DE TRABAJO.— Dimisión justificada.— Artículo
86 del Código de Trabajo.— Conforme al artículo 86 del Código
de Trabajo el trabajador puede dar por terminado el contrato de
trabajo, presentando su dimisión, por negarse el patrono "a rea-
nudar el trabajo en caso de suspensión ilegal del contrato de tra-
bajo", que entre las causas de suspensión de dichos contratos, es-
tablecidos en el artículo 47 de dicho Código, no figura la que sir-
vió de base a la Compañía demandada para suspender las labores
del reclamarrte M., que la licencia otorgada al trabajador es una
de las causas de suspensión de los contratos de trabajo, pero es
a condición de que la licencia haya sido solicitada por el trabaja-
dor, según lo dispone el ordinal 10 del mencionado artículo 47:
que por estas rabones, la S. C. de J., estima que la Cámara a-qua
procedió correctamente al declarar justificada la dimisión del tra-
bajador M., de sus funciones de gerente general de la Empresa
demandada, basándose en las razones expuestas en los motivos de
su fallo antes expuesto; tal como se ha expresado, en relación con
el examen del primer medio del recurso, la Cámara a-qua estimó,
tasándose en las disposiciones del Código de Trabajo antes seña-
ladas, que el trabajador reclamante había sido objeto de una sus-
pensién ilegal y que, a pesar de haber reclamado al patrono su
restitución a sus labores, ya que no había solicitado ninguna li-
cencia, no se le permitió reingresar a su trabajo hecho que daba
derecho al trabajador para presentar su dimisión por causa justi-
ficada, y por tanto, con derecho a percibir las prestaciones labo-
rales correspondientes: que, por tanto, el segundo y último medio
del recurso carece también de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 28 Abril laso, B. J. 833, Pág. 813.
Ver: Contrato de trabajo. Dimisión justificada.

CONTRATO DE TRABAJO.— 'Dimisión.— Plazo para dimitir.—
Determinación del mismo.— Sentencia carente de baze legal en

eso punto.— En la sentencia impugnada no se precisa si la rebaja
en las comisiones percibidas por el recurrido M., sólo atestaban



determinados artículos como se señala en la misma, o sea los
mosquiteros y cubrecamas, cuando también se hace constar en
ella que dicho recurrido era un "vendedor exclusivo de la casa y
únicamente vendía él", y que "vendía de todo lo que se fabricaba
en la casa'; que, por otra parte, en la sentencia impugnada se es-
tablece que el 8 de junio de 1976 fue la fecha de la dimisión del
recurrido, sin que se precise, mi cambio, indicando dia del mes,
la fecha de pago del salario, lo que resulta absolutamente necesa-
rio; para comprobar que el plazo de 15 días, establecido por el ar-
tículo 87 del Código de Trabajo, para que el trabajador ejerza
su derecho a dar por terminado su contrato de trabajo, presentan-
do su dimisión, no había caducado, como alegó la recurrente, cir-
cunstancia que resultaba, por ende, imprescindible para la solu-
ción del caso, ya que el mismo texto citado dispone que "este pla-
zo se cuenta a partir de la fecha en que se ha generado ese dere-
cho", que, en tales condiciones, resulta evidente que el fallo im-
putmado carece de base legal, y debe ser casado, sin necesidad de
examinar los demás medios del recurso.

Cas. 3 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2132
Ver: Contrato de trabajo. Reducción del salario...

CONTRATO DE TRABAJO.— Emplazamiento que no contiene
el acta de no conciliación, — Art. 56 de la Ley 637 de 1944.— Vali-
dez del emplazamiento.— El articulo 56 de la Ley No. 637 citada.
expresa: -no se admitirá ninguna clase de nulidad de procedi-
miento, a menos que ésts sean de una gravedad tal que imposibili-
ten al Tribunal, y a juicio de éste, conocer y juzgar los casos so-
metidos a su consideración; que el Juez a-quo, en uso de esa fa-
cultad, rechazó las conclusiones tendientes a obtener la nulidad
del emplazamiento, de que se trata, sobre el fundamento de que:
"aún cuando el articulo 54 de la Ley No. 637, exige para los em-
plazamientos en materia laboral, la transcripción del acta de con-
ciliación lo hace mediante el término "contendrá" el cual señala
una acción potativa, o sea, que no lo exige de modo imperativo";
"que en materia laboral no se admitirá ninguna clase de nulidad
de procedimiento, a menos que éstas sean de una gravedad tal que
imposibiliten al tribunal, y a juicio de éste, conocer y juzgar los
casos sometidos a su consideración"; que esta Suprema C., estima
que la Cámara a-qua ha juzgado correctamente al rechazar las con-
clusiones del recurrente tendentes a obtener la nulidad del empla-
zamiento, ya que, en el caso ocurrente, el hecho de que no se co-
pie el acta de no conciliación, no ha ocasionado ningún agravio al
recurrente, puesto que el acto de que se trata tuvo efecto y era
de conocimiento de las partes.

Cas. 5 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2363.

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleado fijo y no vendedor
a comisión.— Despido injustificado. — Prueba,— Medidas de ins-
trucción.— Con la medida del informativo, entre otras cosas, según
consta en la sentencia impugnada, quedó establecido, por la de-
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,... qración del testigo R. V., a cuyo testinp„...0 el Juez a-quo atri-
buyó entero crédito, a que el reclamante S. III., era Administrador
de la Sucursal de la P. L. A., en La Romana, que también lo fue
en Bonao, que duró trabajando con dicha Empresa unos seis años,
que le pagaban RDS90.00 y además dos pesos por cada contrato que
vendiera; que fue separado de la Empresa por su Administrador
5. G., por haber chocado un carro de la Empresa, y que, el recla-
marte sólo trabajaba para la P. L. A.

Cas. 20 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1306.

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleado que se niega a some-
terse al examen médico establecido por la ley.— Art, 48 del Có-
digo de Trabajo.— Sentencia carente de base legal.— En la especie.
el examen del expediente revela que la Compañía recurrente ha
negado que despidiera a dicho trabajador: que lo que hizo fueexigirle que cumpliera con el requisito de lartículo 40 del Código
de Trabajo que obliga a todo trabajador a someterse a un recono-
cimiento médico sea al solicitar su ingreso en el trabajo o durante
éste, a petición del patrono, para comprobar que no padece ningu-
na incapacidad o enfermedad contagiosa o que lo imposibilite para
realizar su trabajo; que esta circunstancia fue comunicada a la
Secretaria del Trabajo por cartas dirigidas por el patrono el 6 de
marzo y el 30 del mismo mes, del año 1974, y que no obstante los
reiterados requerimientos que la empresa le hizo al trabajador
demandante para que cumpliera con ese requisito, se negó rotun-
damente a someterse al examen; que los documentos antes men-
cionados no fueron ponderados en todo su alcance por la Cámara,
lo que de haberse hecho hubiera podido conducir, eventualmente,
a los Jueces, a dar una solución distinta del caso; que en tales
condiciones la sentencia impugnada carece de base legal y debeser casada.

Cas. 9 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 23.

CONTRATO DE TRABAJO,— Factoría de arroz.— Empresa
de trabajo estacional.— Sentencia carente de motivos.— Casación.—
En la especie, tal como lo dice la recurrente, la sentencia que se
impugna es insuficiente en sus motivos, especialmente en lo rela-
tivo a la naturaleza de las empresas de trabajo estacionales y la
no responsabilidad de los mismos frente a sus trabajadores, al tér-
mino de cada temporada.

Cas. 21 Abril 1980, B. J. 833, Págs. 756 y 787.
CONTRATO DE TRABAJO.— lloras extraordinarias.— Faltade prueba.— La sentencia impugnada se hace constar, que la Cá-

mara a-qua, no le atribuyó ningún crédito a lo declarado por elAdministrador de la E. S. G., de que S. 111., no era un trabajador
fijo de la P., sino un trabajador ocasional, y por consiguiente, no
tenía derecho al pago de las prestaciones que reclamaba, fundán-
dose para ello, en que el declarante era parte principal en la
litis, y es de principio que nadie se puede fabricar su propia prue-
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determinados artículos como se señala en la it.sma, o sea los
incsquiteros y cubrecamas, cuando también se hace constar en
ella que dicho recurrido era un "vendedor exclusivo de la casa y
únicamente vendía él", y que "vendía de todo lo que se fabricaba
en la casa"; que, por otra parte, en la sentencia impugnada se es-
tablece que el 8 de junio de 1976 fue la fecha de la dimisión del
recurrido, sin que se precise, err cambio, indicando dia del mes,
la fecha de pago del salario, lo que resulta absolutamente necesa-
rio, para comprobar que el plazo de 15 días, establecido por el ar-
tículo 87 del Código de Trabajo, para que el trabajador ejerza
su derecho a dar por terminado su contrato de trabajo, presentan-
do su dimisión, no había caducado, como alegó la recurrente, cir-
cunstancia que resultaba, por ende, imprescindible para la solu-
ción del caso, ya que el mismo texto citado dispone que "este pla-
zo se cuenta a partir de la fecha en que se ha generado ese dere-
cho", que, en tales condiciones, resulta evidente que el fallo im-
puwado carece de base legal, y debe ser casado, sin necesidad de
examinar los demás medios del recurso.

Cas. 3 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2132.
Ver: Contrato de trabajo. Reducción del salario..

CONTRATO DE TRABAJO.— Empinamiento que no contiene
el acta de no conciliación.— Art. 56 de la Ley 637 de 1914.— Vali-
dez del emplazamiento.— FA artículo 56 de la Ley No. 637 citada.
expresa: "no se admitirá ninguna clase de nulidad de procedi-
miento, a menas que ésts scan de una gravedad tal que imposibili-
ten al Tribunal, y a juicio de éste, conocer y juzgar los casos so-
metidos a su consideración; que el Juez a-quo, en uso de esa fa-
cultad, rechazó las conclusiones tendientes a obtener la nulidad
del emplazamiento, de que se trata, sobre el fundamento de que:
"aún cuando el artículo 54 de la Ley No. 637, exige para los em-
plazamientos en materia laboral, la transcripción del acta de con-
ciliación lo hace mediante el término "contendrá", el cual señala
una acción potativa, o sea, que no lo exige de modo imperativo";
"que en materia laboral no se admitirá ninguna clase de nulidad
de procedimiento, a menos que éstas sean de una gravedad tal que
imposibiliten al tribunal, y a juicio de éste, conocer y juzgar los
casos sometidos a su consideración"; que esta Suprema C.. estima
que la Cámara a-qua ha juzgado correctamente al rechazar las con-
clusiones del recurrente tendentes a obtener la nulidad del empla-
zamiento, ya que, en el caso ocurrente, el hecho de que no se co-
pie el acta de no conciliación, no ha ocasionado ningún agravio al
recurrente, puesto que el acto de que se trata tuvo efecto y era
de conocimiento de las partes.

Cas. 5 Noviembre 19130, 13. J. 840, Pág. 2363.

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleado fijo y no vendedor
a comisión.— Despido injustificado.— Prueba.— Medidas de ins-
trucción.— Con la medida del informativo, entre otras cosas, según
consta en la sentencia impugnada, quedó establecido, por la de-
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...ración del testigo R. V., a cuyo testimcrlo el Juez a-quo atri-
buyó entero crédito, a que el reclamante S. M., era Administrador
de la Sucursal de la P. L. A.. en La Romana, que también lo fue
en Bona°. que duró trabajando con dicha Empresa unos seis años,
que le pagaban RDS90.00 y además dos pesos por cada contrato que
vendiera; que fue separado de la Empresa por su Administrador
S. G.. por haber chocado un carro de la Empresa, y que, el recla-mante sólo trabajaba para la P. L. A.

Cas. 20 Junio 1980, 13. J. 835, Pág. 1306.

CONTRATO DE TRABAJO.— Empleado que se niega a some-
terse al examen médico establecido por la ley.— Art. 48 del Có-
digo de Trabajo.— Sentencia carente de base legal.— En la especie,
el examen del expediente revela que la Compañía recurrente ha
negado que despidiera a dicho trabajador: que lo que hizo fue
exigirle que cumpliera con el requisito de lartículo 40 del Código
de Trabajo que obliga a todo trabajador a someterse a un recono-
cimiento médico sea al solicitar su ingreso en el trabajo o durante
éste, a petición del patrono, para comprobar que no padece ningu-
na incapacidad o enfermedad contagiosa o que lo imposibilite para
realizar su trabajo; que esta circunstancia fue comunicada a la
Secretaría del Trabajo por cartas dirigidas por el patrono el 6 demarzo y el 30 del mismo mes, del año 1974, y que no obstante los
reiterados requerimientos que la empresa le hizo al trabajador
demandante para que cumpliera con ese requisito, se negó rotun-damente a someterse al examen; que los documentos antes men-
cionados no fueron ponderados en todo su alcance por la Cámara,
lo que de haberse hecho hubiera podido conducir, eventualmente,
a los Jueces, a dar una solución distinta del caso; que en tales
condiciones la sentencia impugnada carece de base legal y debeser casada.

Cas. 9 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 23.

CONTRATO DE TRABAJO.— Factoría de arroz.— Empresa
de trabajo estacional:— Sentencia carente de motivos.— Casación,—
En la especie, tal como lo dice la recurrente, la sentencia que se
impugna es insuficiente en sus motivos, especialmente en lo rela-
tivo a la naturaleza de las empresas de trabajo estacionales y la
no responsabilidad de los mismos frente a sus trabajadores, al tér-
mino de cada temporada.

Cas. 21 Abril 1980, 13. J. 833. Págs. 7513 y 787.

CONTRATO DE TRABAJO.— lloras extraordinarias.— Falta
de prueba.— La sentencia impugnada se hace constar, que la Cá-
mara a-qua, no le atribuyó ningún crédito a lo declarado por el
Administrador de la E. S. G., de que S. M., no era un trabajador
fijo de la R, sino un trabajador ocasional, y por consiguiente, no
tenía derecho al pago de las prestaciones que reclamaba, fundán-
dose para ello, en que el declarante era parte principal en la
litis, y es de principio que nadie se puede fabricar su propia prue-
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ha; que sobre el mismo fundamento, la Cámara a-qua, descartó
correctamente como prueba en contra del trabajador reclamante
la prueba documental, aportada, por emanar casi en su totalidad
de la propia Empresa demandada, y hoy recurrente en casación:
que lo expuesto precedenaemente pone de manifiesto, que contra-
riamente a lo alegado por la recurrente, la sentencia impugnada,
en cuanto a la naturaleza indefinida del contrato que existía entre
las partes, la prueba del despido injustificado y la procedencia de
las prestaciones legales que generaba dicho despido ,contiene mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y una
exposición de hechos, que en cuanto a dichos puntos permite de-
terminar que la ley fue bien aplicada por lo que los alegatos de
la recurrente en cuanto a los aspectos que se examinan carecen
de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 20 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1306.

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extras.— Conclusiones
del patrono rechazadas sin dar motivos.— Casación.— Consta en
la sentencia impugnada, que la recurrente, en sus conclusiones.
pidió expresamente que fuera rechazado el pedimento del deman-
dante relativo al pago de 8 horas extras diarias, por no haberles
trabajado, ni haber hecho la prueba de que las trabajó, llegando
incluso a oponer la prescripción de esa reclamación; que a nin-
guno de estos pedimentos formales de sus conclusiones respondió
el Juez a-quo, estando obligado a hacerlo.

Cas. 27 Agosto 1980, B. J. 837. Pág. 1806.

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extraordinarias.— Prue-
ba a cargo del trabajador reclamante.— En la especie, por la sen-
tencia impugnada se concedió al trabajador demandante la suma
de RD$1,035.84, por concepto de 1,248 horas extras de trabajo;
que, sin embargo, en dicha sentencia no se indicó en qué se basó
la Cámara a-qua para concederle esta suma de dinero por ese
concepto; que el trabajador que reclama el pago de horas que
excedan de la jornada legal o de la autoridad del Departamento
de Trabajo, está obligado, de acuerdo con las reglas de la prueba,
a establecer el número de horas extraordinarias trabajadas, y los
jueces del fondo están en el deber de ponderar la prueba apor-
tada para fijar con exactitud la realización de trabajos extraordi-
narios; que, en tales condiciones, la sentencia impugnada debe ser
casada en cuanto a la condenación al pago de horas extras.

Cas. 28 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2585.

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extraordinarias.— Recta-
r-ae161.— Sentencia carente de motivos en ese punto.— En cuanto
al secundo alegato del recurrente relativo a las horas extras, es
oportuno hacer constar, que las demandas de los trabajadores por
horas extras trabajadas y no pagadas no están de ningún modo
vinculadas a la suerte de las demandas fundadas en despidos ale-
gadamente injustificadas, aunque en la práctica dicho pago gene-
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ilmente se persigue al mismo tiempo que el de las prestaciones
que dan lugar las acciones por despidos no justificados; que, por
tanto, procede que, independientemente de lo que se ha expre-

.do antes a propósito del primero, sea este alegato objeto de exa-
'en separado; que al efecto, la sentencia impugnada condena al
.trono E. S. C., y/o J. A. M., a pagarle al reclamante M. B. A. S.,
la suma de RD$522.24 por concepto de horas extras, y da, como
único motivo de esa condenación, el siguiente: "que al quedar ple-'
¡lamente establecidos todos los hechos, alegados y muy especial-
mente el despido, la naturaleza indefinida del contrato, así como
las horas extras laboradas, procede acoger en todas sus partes la
demanda, etc."; que, por lo transcrito, es evidente que en la sen-
tencia impugnada no se dan motivos suficientes y pertinentes re-
lativos al número de horas extraordinarias laboradas que permi-
tan a la S. C. de J., establecer que en este aspecto la Ley ha sido
bien aplicada; que por consiguiente, la sentencia impugnada debe
ser casada únicamente, en lo relativo a este punto.

Cas. 29 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2310.

CONTRATO HE TRABAJO.— Informativos.— Facultad de los
jueces.— La credibilidad y verosimilitud que la Cámara a-qua
atribuyera a la declaración del testigo Y. A. A. P., dentro de su
poder soberano de apreciación, como cuestión de hecho, sin impor-
tar que fuese o no corroborado por otros testigos, escapa a la cen-
sura de la casación, y nada se oponía como resultó que sobre lo
afirmado por dicho testigo se le diera ganancia de causa a los
reclamantes, sin que se atentara con ello a las reglas de la prueba
como lo pretende el recurrente, por todo lo cual, el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 21 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2559.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo a cargo del traba-
P er.— Solicitud de reapertura dedebates hecha por el patrono.—
Rertazarniento de la misma.— Lesión al derecho de defensa del
patrono.— En la especie, la sentencia impugnada uone de mani-
fiesto, que el 24 de marzo de 1977, fue celebrado el informativo
ordenado por sentencia, compareciendo únicamente la parte ape-
lante, hoy recurrida, la que concluyó al fondo. reservándose el
Tribunal el fallo, para una próxima audiencia; en tales circunstan-
cias, es evidente, que la actual recurrente, tal como ésta lo alega,
no tuvo la oportunidad de conocer el resultado de dicha medida
de instrucción, y realizar ella un contra-informativo, si lo estimare
de lugar, como aportar cualquier otra prueba y luego concluir al
fondo; por lo que es obvio que en la sentencia impugnada se violó
el derecho de defensa y debe ser casada.

Cas. 19 Noviembre 1980, B. J. 810, Pág. 2487.

CONTRATO BE TRABAJO.— Informativo celebrado.— Parte
adversa que desconoce el resultado del informativo.— Atentado
al derecho de defensa.— La sentencia impugnada pone de mani-
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ba; que sobre el mismo fundamento, la Cámara a-qua, descartó
correctamente como prueba en contra del trabajador reclamante
la prueba documental, aportada, por emanar casi en su totalidad
de la propia Empresa demandada, y hoy recurrente en casación:
que lo expuesto precedenaemente pone de manifiesto, que contra-
riamente a lo alegado por la recurrente, la sentencia impugnada,
en cuanto a la naturaleza indefinida del contrato que existía entre
las partes, la prueba del despido injustificado y la procedencia de
las prestaciones legales que generaba dicho despido ,contiene mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y una
exposición de hechos, que en cuanto a dichos puntos permite de-
terminar que la ley fue bien aplicada por lo que los alegatos de
la recurrente en cuanto a los aspectos que se examinan carecen
de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 20 Junio 1980, a J. 835, Pág. 1306.

CONTRATO DE TRABAJO.— Ilorag extras.— Conclusiones
del patrono rechazadas sin dar motivos.— Casación.— Consta en
la sentencia impugnada, que la recurrente, en sus conclusiones,
pidió expresamente que fuera rechazado el pedimento del deman-
dante relativo al pago de 8 horas extras diarias, por no haberles
trabajado, ni haber hecho la prueba de que las trabajó, llegando
innlitso a oponer la prescripción de esa reclamación; que a nin-
guno de estos pedimentos formales de sus conclusiones respondió
el Juez a-quo, estando obligado a hacerlo.

Cas. 27 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1806.

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extraordinarias.— Prue-
ba a cargo del trabajador reclamante.— En la especie, por la sen-
tencia impugnada se concedió al trabajador demandante la suma
de RDS1,035.84, por concepto de 1,248 horas extras de trabajo;
que, sin embargo, en dicha sentencia no se indicó en qué se basó
la Cámara a-qua para concederle esta suma de dinero por ese
concepto; que el trabajador que reclama el pago de horas que
excedan de la jornada legal o de la autoridad del Departamento
de Trabajo, está obligado, de acuerdo con las reglas de la prueba,
a establecer el número de horas extraordinarias trabajadas, y loe
jueces del fondo están en el deber de ponderar la prueba apor-
tada para fijar con exactitud la realización de trabajos extraordi-
narios; que, en tales condiciones, la sentencia impugnada debe ser
casada en cuanto a la condenación al pago de horas extras

Cas. 28 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2511

CONTRATO DE TRABAJO.— Horas extraordinarias.— Recia-
rraciótl— Sentencia carente de motivos en ese punto.— En cuanto
al segundo alegato del recurrente relativo a las horas extras, es
oportuno hacer constar, que las demandas de los trabajadores por
liaras extras trabajadas y no pagadas no están de ningún modo
vinculadas a la suerte de las demandas fundadas en despidos ale-
gadamente injustificadas, aunque en la práctica dicho pago gene-
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talmente se persigue al mismo tiempo que el de las prestaciones
a que dan lugar las acciones por despidos no justificados; que, por
lo tanto, procede que, independientemente de lo que se ha expre-
sado antes a propósito del primero, sea este alegato objeto de exa-
men separado; que al efecto, la sentencia impugnada condena al
patrono E. S. C., y/o J. A. M., a pagarle al reclamante M. 13. A. S.,
la suma de RD$522.24 por concepto de horas extras, y da, como
único motivo de esa condenación, el siguiente: "que al quedar pie-•
Jumento establecidos todos los hechos, alegados y muy especial-
mente el despido, la naturaleza indefinida del contrato, así como
las horas extras laboradas, procede acoger en todas sus partes la
demanda, etc.": que, por lo transcrito, es evidente que en la sen-
tencia impugnada no se dan motivos suficientes y pertinentes re-
lativos al número de horas extraordinarias laboradas que permi-
tan a la S. C. de J., establecer que en este aspecto la Ley ha sido
bien aplicada; que por consiguiente, la sentencia impugnada debe
ser casada únicamente, en lo relativo a este punto.

Cas. 29 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2310.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativos.— Facultad de los
jueces.— La credibilidad y verosimilitud que la Cámara a-qua
atribuyera a la declaración del testigo Y. A. A. P., dentro de su
poder soberano de apreciación, como cuestión de hecho, sin impor-
tar que fuese o no corroborado por otros testigos, escapa a la cen-
sura de la casación, y nada se oponía como resultó que sobre lo
afirmado por dicho testigo se le diera ganancia de causa a los
reclamantes, sin que se atentara con ello a las reglas de la prueba
como lo pretende el recurrente, por todo lo cual, el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 21 Noviembre 1980, 11. J. 840, Pág. 2559.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo a cargo del traba-
en.— Solicitud de reapertura dedehates hecha por el patrono.—
Rechazamiento de la misma.— Lesión al derecho de defensa del
patrono.— En la especie, la sentencia impugnada uone de mani-
fiesto, que el 24 de marzo de 1977, fue celebrado el informativo
ordenado por sentencia, compareciendo únicamente la parte ape-
lante, hoy recurrida, la que concluyó al fondo, reservándose el
Tribunal el fallo, para una próxima audiencia; en tales circunstan-
cias, es evidente, que la actual recurrente, tal como ésta lo alega,
no tuvo la oportunidad de conocer el resultado de dicha medida
de instrucción, y realizar ella un contra-informativo, si lo estimare
de lugar, como aportar cualquier otra prueba y luego concluir al
fondo; por lo que es obvio que en la sentencia impugnada se violó
el derecho de defensa y debe ser casada.

Cas. 19 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2487.

CONTRATO DE TRABAJO.— Informativo celebrado.— Parte
adversa que desconoce el resultado del informativo.— Atentado
al derecho de defensa.— La sentencia impugnada pone de mani-
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tiesto que los hechos en la presente litis, ocurrieron tal como los
expone la recurrente, es decir, que en ausnecia de éste, y sin ha-
bérsele dado oportunidad de conocer el resultado de la medida
de instrucción practicada y de presentar conclusiones al fondo se
dictó la sentencia en su contra, en evidente violación de su de-
recho de defensa; que en tales circunstancias, es obvio que la Cá-
mara a-qua no podía fallar como lo hizo y al hacerlo, atentó al
derecho de defensa de la hoy recurrente, por lo que la sentencia
impugnada debe ser casada.

Cas. 21 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 596.

CONTRATO DE TRABAJO.— Jus variandi.— Tractoristas que
se dice realizaban otras actividades para el patrono.— La variación
de labores de los trabajadores por los patronos constituye una
facultad de estos, cuyo ejercicio no puede ser cuestionado, a me-
nos que el cambio de aquellos dispongan se acompañe de una re-
ducción salarial, o un esfuerzo de los trabajadores, lo que no cons-
ta que haya ocurrido en el caso; que el examen de la sentencia
impugnada y de los documentos del caso, no muesta que alguno
de ellos hayan sido distorsionados por los jueces; que la sentencia
impugnada expone suficientemente los hechos de la causa nece-
sarios para la solución que han dado al caso ocurrente; que por
lo expuest,o el tercero y último medio del memorial de los recu-
rrentes carece de fundamento, como los anteriores y debe ser
desestimado.

Cas. 14 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2469.
Ver además: Contrato de trabajo. Trabajadores de campo.

CONTRATO DE TRABAJO.— lavador y engrasador de au-
tomóviles en una estación de gasolina.— La sentencia impugnada
da por establecido, que el hoy recurrido M. B. A., era trabajador
fijo de J. A. M.; que trabajaba en una bomba de gasolina propie-
dad de M., como lavador y engrasador de automóviles; que ga-
naba etnssloo quincenales; que trabajó más de seis años, que fue
despedido por M., el dueño de la bomba, a mediados del mes de
enero de 1975, y que fue despedido sin causa justificada; por todo
es preciso admitir, que, contrariamente a lo alegado por el re-
currente, la sentencia impugnada contiene motivos suficientes y
pertinentes, y una relación de los hechos y circunstancias de la
litis que han permitido a la S. C. de J., verificar que en la especie
la ley ha sido bien aplicada, por lo que, el vicio denunciado por
el recurrente en este medio carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 29 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2310.

CONTRATO DE TRABAJO.— Medidas de instrucción ordena-
das.— Experticia ordenado sin que a una de las partes se le eitara
para discutir o no la procedencia de esa medida.— Lesión al de-
recho de defensa.— Casación de la sentencia.— Tal como señala
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la recurrente 1. U., a ella no 	 le citó para las diferentes au-
diencias fijadas para la celebración de las medidas de instrucción
que debían de tener efecto antes de la audiencia del 25 de enero
de 1977, que dio lugar al fallo ahora impugnado, ni fue citada para
asistir a esta última audiencia; quo en estas circunstancias dicha
recurrente no tuvo la oportunidad de producir sus alegatos en
relación con la procedencia de esas medidas y tampoco pudo en-
terarse y discutir la pertinencia de la última medida ordenada por

Cámara a-qua; que por lo que antecede, es obvio que en la
especie, se ha violado el derecho de defensa deei. U., C. por A.

Cas. 9 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 18.

CONTRATO DE TRABAJO.— Medida de Instrucción ordenada
pero no realizada.— Lesión al derecho de defensa.— En la especie,
es obvio que la Cámara a-qua, al acoger las Conclusiones del ape-
lante, y revocar la sentencia apelada, sin que el actual recurrente
conociera en lo mis mínimo el resultado de la medida de instruc-
ción verificada, y sin que se le diera la oportunidad de concluir
al fondo, se atentó a su derecho de defensa como lo alega. por lo
que procede casar la sentencia impugnada, sin que haya la nece-
sidad de ponderar los otros medios del recurso.

Cas. 20 Febrero 1980' . B. J. 831. Pág 322.

CONTRATO DE TRABAJO.— Omisión de estatuir.— Medio
de revisión civil y no de casación.— Art. 480, ordinal 5to. del
Código ed Procedimiento Civil.— En la especie, la sentencia im-
pugnada pone de manifiesto que si bien la Cámara a-qua, omitió
fallar sobre uno de los puntos contenidos en el acto de emplaza-
miento. no es menos cierto que la motivación de dicho fallo evi-
dencia, que ello obedeció a un error involuntario, a que la indu-
jeron sin proponérselo los actuales recurrentes, al limitarse a con-
cluir en audiencia, de apelación, que fuera revocada la decisión
del Juez de primer grado, que le había sido adversa y que fuese
acogida su demanda; en tales circunstancias, al desprenderse sin
ninguna duda, como se ha dicho, de la motivación misma del fallo
impulnado que la Cámara a-qua al fallar entendió que había aco-
gido plenamente las conclusiones de los actuales recurrentes, es
obvio, que como lo sostiene la recurrida, en el presente caso, la
omisión de estatuir daba lugar a revisión civil y no a casación
corno lo pretenden los recurrentes; que efectivamente, tul como lo
alega la recurrida, la omisión de estatuir sobre un punto de las
conclusiones ,que fue lo que ocurrió en el presente caso da aper-
tura a la revisión civil, al tenor de lo dispuesto en el ordinal Sto.
del artículo 480 del Código de Procedimiento Civil, y para que la
Omisión de estatuir, abra asimismo un recurso de casación es in-
dispeniabl; que dicha omisión esté acompañada de una violación
de la Ley, lo que no ha sucedido en el presente caso; por todo
lo cual es obvio, que el recurso de que se trata resulta inadmisible.

Cas. 4 Junio 1980. B..1. 835, Pág. 1134.
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fiesto que los hechos en la presente litis, ocurrieron tal como los
expone la recurrente, es decir, que en ausnecia de éste, y sin ha-
bérsele dado oportunidad de conocer el resultado de la medida
de instrucción practicada y de presentar conclusiones al fondo se
dictó la sentencia en su contra, en evidente violación de su de-
recho de defensa; que en tales circunstancias, es obvio que la Cá-
mara a-qua no podía fallar como lo hizo y al hacerlo, atentó al
derecho de defensa de la hoy recurrente, por lo que la sentencia
impugnada debe ser casada.

Cas. 21 Marzo 1980, 13. J. 832, Pág. 596.

CONTRATO DE TRABAJO.— Jus variandi.— Tractoristas que
se dice realizaban otras actividades para el patrono.— La variación
de labores de los trabajadores por los patronos constituye una
facultad de estos, cuyo ejercicio no puede ser cuestionado, a me-
nos que el cambio de aquellos dispongan se acompañe de una re-
ducción salarial, o un esfuerzo de los trabajadores, lo que no cons-
ta que haya ocurrido en el caso; que el examen de la sentencia
impugnada y de los documentos del caso, no muestzt que alguno
de ellos hayan sido distorsionados por los jueces; que la sentencia
impugnada expone suficientemente los hechos de la causa nece-
sarios para la solución que han dado al caso ocurrente; que por
lo expuest,o el tercero y último medio del memorial de los recu-
rrentes carece de fundamento, como los anteriores y debe ser
desestimado.

Cas. 14 Noviembre 1980, II. J. 840, Pág. 2469.
Ver además: Contrato de trabajo. Trabajadores de campo.

CONTRATO DE TRABAJO.— Lavador y engrasador de au-
tomóviles en una estación de gasolina.— La sentencia impugnada
da por establecido, que el hoy recurrido M. 13. A., era trabajador
fijo de J. A. M.; que trabajaba en una bomba de gasolina propie-
dad de M., como lavador y engrasador de automóviles; que ga-
naba RDS55.00 quincenales; que trabajó más de seis años, que fue
despedido por M., el dueño de la bomba, a mediados del mes de
enero de 1975, y que fue despedido sin causa justificada; por todo
es preciso admitir, que, contrariamente a lo alegado por el re-
currente, la sentencia impugnada contiene motivos suficientes y
pertinentes, y una relación de los hechos y circunstancias de la
litis que han permitido a la S. C. de .1., verificar que en la especie
la ley ha sido bien aplicada, por lo que, el vicio denunciado por
el recurrente en este medio carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 29 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2310.

CONTRATO DF, TRABAJO.— Medidas de instrucción ordena-
das.— Experticio ordenado sin que a una de las partes se le citara
para discutir n no la procedencia de esa medida.— Lesión al de-
recho de defensa.— Casación de la sentencia.— Tal corno señala
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la recurren:e 1. i:., a ella no se le citó para las diferentes au-
diencias fijadas para la celebración de las medidas de instrucción
que debían de tener efecto antes de la audiencia del 25 de enero
de 1977. que dio lugar al fallo ahora impugnado, ni fue citada para
asistir a csta última audiencia; quo en estas circunstancias dicha
recurrente nó tuvo la oportunidad de producir sus alegatos en
rclación con la procedencia de esas medidas y tampoco pudo en-
terarse y dizcutir la pertinencia de la última medida ordenada por
la Sainara a-qua; que por lo que antecede, es obvio que en la
especie. se ha violado el derecho de defensa de 1. U., C. por A.

Cas. 9 Enero 1980, 13. J. 830, Pág.

CONTRATO DE TRABAJO.— Medida de instrucción ordenada
pero no realizada.— Lesión al derecho de defensa.— En la especie,
es obvio que la Cámara a-qua, al acoger las conclusiones del ape-
lante, y revocar la sentencia apelada, sin que el actual recurrente
conociera en lo rWs minimo el resultado de la medida de instruc-
ción verificada. y sin que se le diera la oportunidad de concluir
al fondo, se atentó a su derecho de defensa como lo alega, por lo
que procede casar la sentencia impugnada, sin que haya la nece-
sidad de ponderar los otros medios del recurso.

Cas. 20 Febrero 1980. 13. 3. 831. Pág. 322.

CONTRATO DE TRABAJO.— Omisión de estatuir.— Medio
de revisión civil y no de casación.— Art. 480, ordinal Sto. del
Código ed Procedimiento Civil.— En la especie, la sentencia im-
pugnada pone de manifiesto que si hien la Cámara a-qua, omitió
fallar sobre uno de los puntos contenidos en el acto de emplaza-
miento, no es menos cierto que la motivación de dicho fallo evi-
dencia, que ello obedeció a un error involuntario, a que la indu-
jeron sin proponérselo los actuales recurrentes, al limitarse a con-
cluir en audiencia, de apelación, que fuera revocada la decisión
del Juez de primer grado, que le había sido adversa y que fuese
acogida su demanda; en tales circunstancias, al desprenderse sin
ninguna duda, como se ha dicho, de la motivación misma del fallo
impuemado que la Cámara a-qua al fallar entendió que había 'co-
gido plenamente las conclusiones de los actuales recurrentes, es
obvio, que como lo sostiene la recurrida, en el presente caso, la
omisión de estatuir daba lugar a revisión civil y no a casación
como lo pretenden los recurrentes; que efectivamente, tal como lo
alega la recurrida, la omisión de estatuir sobre un punto de las
conclusiones ,que fue lo que ocurrió en el presente caso da aper-
tura a la revisión civil, al tenor de lo dispuesto en el ordinal 5to.
del articulo 480 del Código de Procedimiento Civil, y para que la
Omisión de estatuir, abra asimismo un recurso de casación es in-
dispen:abl: que dicha omición esté acompañada de una violación
de la Ley, lo que no ha sucedido en el presente caso; por todo
lo cual es obvio, que el recurso de que se trata resulta inadmisible.

Cas. 4 Junio 1980, 13. J. 835, Pág. 1134.
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CONTRATO DE TRABAJO.— Operario de la Industria de
muebles.— Desahucio.— Pago de prestaciones.— Nuevo contrato.—
Despido injustificado.— En la sentencia impugnada se hace cons-
tar lo siguiente: que el trabajador reclamante fue liquidado y pues-
to a laborar días después, en enero de 1975; que ese es un nuevo
contrato, y que fue despedido en septiembre de 1976; que fue des-
pedido por su patrono B. A. C.; que ganaba RD$35.00 semanales.
como operario de la industria, haciendo muebles para oficina;
que la primera vez trabajó más de tres años y la última, más de
un año, en forma injustificada; que, por lo expuesto, es evidente
que la sentencia impugnada tiene motivos suficientes v pertinentes,
y una relación de los hechos y circuntUancias de la litis, que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia apreciar que en la es-
pecie se ha hecho una correcta aplicación de la ley, por lo que,
la sentencia impugnada no adolece de vicios denunciados por el
recurrente; en consecuencia, los medios invocados por el recu-
rrente, en su memoial carecen de fundamentos y deben ser deses-
timados.

Cas. 10 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1936.

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrona aparente.— Obrera a
quien se le reduce el salario sin causa justificada.— Prueba tes-
timonial.— La sentencia impugnada pone de manifiesto, que si
bien es cierto, que la parte demandada hoy recurrente, se defen-
dió, como lo alega, a base de que entre las demandadas y ella no
existió nunca, ningún contrato de trabajo, pue s el verdadero pa-
trón lo era "M. M., C. por A."; y que no había efectuado ningún
despido, no es menos cierto, que la Cámara a-qua, atribuyendo
entero crédito, como pudo hacerlo, a lo declarado por P. A. C. de
C., y M. J. R. N., testigo del informativo practicado. quienes entre
otras cosas afirmaron, que a las obreras demandantes se les había
rebajado el salario sin causas justificadas, y que por ello abando-
naron sus labores; que "M. B.", siempre se condujo frente a las
reclamantes, hoy recurridas, como su verdadera patrona, teniendo
la dirección de la Industria, efectuando los pagos que se hacían
semanalmente, y habiéndose manifestado a las obreras demandan-
tes. que si no se conformaban con el salario que venia pagándole,
que podían considerarse despedidas; procedió correctamente al
acoger la demanda de que se trata, sobre todo, cuando la parte
demandada no hizo la prueba contraria, renunciando al beneficio
del contrainformativo en grado de apelación, y ante la jurisdic-
ción de primer grado, sólo hizo oir al Inspector de Trabajo a cuyo
testimonio el Juez a-quo, no le atribuyó ningún crédito y quien se
limitó a declarar, sin dar ningún informe escrito. sobre lo que
pudo indagar sobre el salario.

Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 377.

CONTRATO DE TRABAJO.— Pensión de vejez.— Conclusio-
nes del patrono no ponderadas por los Jueces del fondo.— Los jue-
ces del fondo están obligados a responder a los pedimentos conte-
nidos en las conclusiones de las partes; que el examen de la sen-

LXXVI

tencia impugnada muestra que en el tercer ordinal de sus conclu-
siones ante el Juez a-quo la actual recurrente se expresó en la
siguiente forma: Que rechacéis la demanda interpuesta por el ex
trabajador J. $., por improcedente y mal fundada, ya que a la
terminación de su contrato de trabajo se encontraba protegido por
una pensión de vejez .con RD843.39 mensuales; no tener derecho
a las vacaciones de conformidad con el artículo 67 del Reglamento
No. 7676 para la aplicación del Código de Trabajo; haber recibido
el pago de la bonificación establecida por la Ley No. 288, y los
salarios devengados y demás obligaciones; que tal como lo alega
la recurrente, el Juez a-quo se limitó en su sentencia a confirmar
el fallo apelado sin dar motivos sobre estas conclusiones de la ape-
lante relativas a la aplicación al caso del Artículo 74 del Código
de Trabajo, ni respecto a los demás pedimentos de dichas conclu-
siones. antes señalados; que por tanto, la Suprema Corte de Jus-
ticia no se encuentra en condiciones de apreciar si en la especie
se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, y, por consiguiente,
la sentencia impugnada debe ser casada por omisión de estatuir
sobre un pedimento de la demanda, sin que sea necesario exami-
nar el segundo medio de canción.

Cas. 19 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2491.

CONTRATO DE TRABAJO.— Regalía Pascual improcedente.

Cas. 27 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1806.

CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción.— Rechazamiento.—
Documentos no ponderados.— Casación por falta de base legal.—
En el fallo impugnado se hace constar que entre los documentos
que el actual recurrente depositó por ante la Cámara a-qua hay
copias de dos cartas del 7 de noviembre de 1974, sin especificarle
a quiénes fueron dirigidas; cartas que son de la misma fecha de
las indicadas por el recurrente A., y que figuran en el expediente;
y que tienen el mismo contenido expuesto por aquél; copias que
muestran haber sido aparentemente recibidas en original por sus
destinatarios, conforme con los sellos de recepción que ostenta uno
del 7 y el otro el 8 de noviembre de 1974; que la Corte a-qua al
proceder a declarar no prescrita la acción del trabajador D., lo
hizo tomando solamente en consideración, como lo alega el recu-
rrente. los documentos depositados por el trabajador relativos a la
fecha de la querella y el día del despido indicado en la misma:
a la no conciliación de patrono y obrero, así como a la fecha de la
demanda; omitiendo la Cámara a-qua ponderar las copias de las
cartas dirigidas por el recurrente A., al I. de S. S., contentivas de
las paticipaciones ya adelantadas; documentos éstos que de haber
sido ponderados por la Cámara a-qua, podían haber conducido
eventualmente a dicha Cámara a adoptar una decisión distinta;
que en razón de lo anteriormente expuesto, y sin que haya que
Ponderar los demás medios y alegatos del memorial, procede ca-
sar la sentencia impugnada.

Cas. 14 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 717.
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CONTRATO DE TRABAJO.— Operario de la Industria de
muebles.— Desahucio.— Pago de prestaciones.— Nuevo contrato.—
Despido injustificado.— En la sentencia impugnada se hace cons-
tar lo siguiente: que el trabajador reclamante fue liquidado y pues-
to a laborar días después, en enero de 1975; que ese es un nuevo
contrato, y que fue despedido en septiembre de 1976; que fue des-
pedido por su patrono B. A. C.; que ganaba R1D$35.00 semanales,
como operario de la industria, haciendo muebles para oficina;
que la primera vez trabajó más de tres años y la última, más de
un año, en forma injustificada; que, por lo expuesto, es evidente
que la sentencia impugnada tiene motivos suficientes y pertinentes,
y una relación de los hechos y circunttancias de la Dna que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia apreciar que en la es-
pecie se ha hecho una correcta aplicación de la ley, por lo que.
la sentencia impugnada no adolece de vicios denunciados por el
recurrente; en consecuencia, los medios invocados por el recu-
rrente, en su menuda' carecen de fundamentos y deben ser deses-
timados.

Cas. 10 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1936.

CONTRATO DE TRABAJO.— Patrona aparente.— Obrera a
quien se le reduce el salario sin causa justificada.— Prueba tes-
timonial.— La sentencia impugnada pone de manifiesto, que si
bien es cierto, que la parte demandada hoy recurrente, se defen-
dió, corno lo alega, a base de que entre las demandadas y ella no
existió nunca, ningún contrato de trabajo, pue s el verdadero pa-
trón lo era "M. Isi., C. por A."; y que no había efectuado ningún
despido, no es menos cierto, que la Cámara a-qua, atribuyendo
entero crédito, como pudo hacerlo, a /o declarado por P. A. G. de
C., y M. J. R. N., testigo del informativo practicado, quienes entre
otras rosas afirmaron, que a las obreras demandantes se les había
rebajado el salario sin causas justificadas, y que por ello abando-
naron sus labores; que "M. B.", siempre se condujo frente a las
reclamantes, hoy recurridas, como su verdadera patrona, teniendo
la dirección de la Industria, efectuando los pagos que se hacían
semanalmente, y habiéndose manifestado a las obreras demandan-
tes, que si no se conformaban con el salario que venía pagándole,
que podían considerarse despedidas; procedió correctamente al
acoger la demanda de que se trata, sobre todo, cuando la parte
demandada no hizo la prueba contraria, renunciando al beneficio
del contrainformativo en grado de apelación, y ante la jurisdic-
ción de primer grado, sólo hizo oir al Inspector de Trabajo a cuyo
testimonio el Juez a-quo, no le atribuyó ningún crédito y quien se
limitó a declarar, sin dar ningún informe escrito, sobre lo que
pudo indagar sobre el salario.

Cas. 4 Marzo 11110, B. J. 832. Pág. 377.

CONTRATO DE TRABAJO.— Pensión de vejez.— Conclusio-
nes del patrono no ponderadas por los jueces del fondo.— Los jue-
ces del fondo están obligados a responder a los pedimentos conte-
nidos en las conclusiones de las partes; que el examen de la sen-

tencia impugnada muestra que en el tercer ordinal de sus conclu-
siones ante el Juez a-quo la actual recurrente se expresó en la
siguiente forma: Que rechacéis la demanda interpuesta por el ex
trabajador J. S., por improcedente y mal fundada, ya que a la
terminación de su contrato de trabajo se encontraba protegido por
una pensión de vejez con RD$43.39 mensuales; no tener derecho
a las vacaciones de conformidad con el artículo 67 del Reglamento
No. 7676 para la aplicación del Código de Trabajo; haber recibido
el pago de la bonificación establecida por la Ley No. 288, y los
salarios devengados y demás obligaciones; que tal como lo alega
la recurrente, el Juez a-quo se limitó en su sentencia a confirmar
el fallo apelado sin dar motivos sobre estas conclusiones de la ape-
lante relativas a la aplicación al caso del Artículo 74 del Código
de Trabajo, ni respecto a los demás pedimentos de dichas conclu-
siones, antes señalados: que por tanto, la Suprema Corte de Jus-
ticia no se encuentra en condiciones de apreciar si en la especie
se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, y, por consiguiente.
la sentencia impugnada debe ser casada por omisión de estatuir
sobre un pedimento de la demanda, sin que sea necesario exami-
nar el segundo medio de casación.

Cas. 19 Noviembre 1980, II. J. 840, Pág. 2491.

CONTRATO DE TRABAJO.— Regalía Pascual improcedente.
Cas. 27 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1806.

CONTRATO DE TRABAJO.— Prescripción.— Rechazamiento.—
Documentos no ponderados.— Casación por falta de base legal.—
En el fallo impugnado se hace constar que entre los documentos
que el actual recurrente depositó por ante la Cámara a-qua hay
copias de dos cartas del 7 de noviembre de 1974, sin especificarse
a quiénes fueron dirigidas; cartas que son de la misma fecha de
las indicadas por el recurrente A., y que figuran en, el expediente;
y que tienen el mismo contenido expuesto por aquél; copias que
muestran haber sido aparentemente recibidas en original por sus
destinatarios, conforme con los sellos de recepción que ostenta uno
del 7 y el otro el 8 de noviembre de 1974; que la Corte a-qua al
proceder a declarar no prescrita la acción del trabajador D., lo
hizo tomando solamente en consideración, como lo alega el recu-
rrente, los documentos depositados por el trabajador relativos a la
fecha de la querella y el día del despido indicado en la misma:
a la no conciliación de patrono y obrero, así como a la fecha de la
demanda; omitiendo la Cámara a-qua ponderar las copias de las
cartas dirigidas por el recurrente A., al I. de S. S., contentivas de
las paticipaciones ya adelantadas; documentos éstos que de haber
sido ponderados por la Cámara a-qua, podían haber conducido
eventualmente a dicha Cámara a adoptar una decisión distinta;
que en razón de lo anteriormente expuesto, y sin que haya que
ponderar los demás medios y alegatos del memorial, procede ca-
sar la sentencia impugnada.

Cas. 14 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 717.
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CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba.— Comunicaciones he-
chas por el patrono al Departamento de Trabajo.— Wbcr del pa-
trono.— Requerimiento a la autoridad laboral para que investigue
lo comunicado. Facultad de los jueces del forado.— En la especie,
el examen de la sentencia impugnada revela que la Cámara a-qua
para fallar como lo hizo procedió a un análisis de todos los ele-
mentos de juicio que se aportaron en la instrucción de la causa,
y al ponderar el valor probatorio de las comunicaciones hechas
por el patrono al Departamento de Trabajo les negó valor funda-
mentándose en que esas comunicaciones no habían sido investiga-
das por los inspectores del Departamento de Trabajo; que en esas
circunstancias, el criterio del Juez de Trabajo se ajusta a los prin-
cipies fundamentales de la prueba que niega valor a las creadas
por aquel que hace uso de ellas; que si el Patrono quería pro-
veerse por ese medio de una prueba escrita, debió requerir a las
autoridades de trabajo correspondientes las investigaciones de lu-
gar; que, por otra parte, la Cámara a-qua, fundó su apreciación
sobre otros documentos escritos en que el Patrono requiere al
Seguro Social el cumplimiento de servicios en beneficio del obrero
C.de L.. en la categoría de trabajador "activo" de la empresa: que
por todo cuanto se ha expresado, es evidente que el Juez a-quo
hizo un análisis correcto de los elementos de juicio aportados por
la recurrente y les dio su verdadero sentido y alcance sin incurrir
en desnaturalización alguna.

Cas. 4 Julio 1980. B. J. 836, Pág. 1362.

CONTRATO DE TRABAJO.— Riña de dos trabajadores.—
Despido.— Prueba.— En la especie, la Cámara a-qua, frente a la
litis existente entre la Empresa, hoy recurrente, y el trabajador
reclamante, hoy recurrido, sobre el único punto de si el despido
en el caso había sido o no justificado, antes de fallar el fondo, or-
denó la realización de un informativo y contrainformativo, medi-
das de instrucción que fueron realizadas con el resultado de que
a juicio de la misma, quedó establecido, por la declaración del
testigo, a R. V., a cuya declaración, le atribuyó sinceridad y ve-
rosimilitud, que "I. R.", y "R.". ambos trabajadores de la S. M.,
habían reñido dentro de su trabajo, alterando el orden del lugar
del mismo, y que el iniciador y provocador de dicha riña lo había
sido el primero, o sea I. R.

Cas. 27 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2266.

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia que admite la exis-
tencia chi contrato por tiempo indefinido.— Alegatos no propues-
tos por ante los Jueces del fondo.— En la especie, el medio de
casación relativo a la naturaleza del contrato de trabajo que ezis-
tia entre la recurrente y el recurrido, no fue propuesto especial-
mente ante los Jueces del fondo, por lo cual no puede ser admi-
tido en la instancia de casación: que, contrariamente a lo cine ale-
ga la recurrente, la sentencia impugnada contiene motivos sufi-
cientes de hecho y de derecho, y no contradictorios que justifican
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dispositivo; que, por tanto los medios de casación propuesto,
la recurrente carecen de fundamento y deben ser desestimados.
Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 152.

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión del obrero.— Sus-
. :casión improcedente.— Despido injustificado.— Contrariamente

lo que alega la recurrente, y en reafirmación de lo expresado
a la sentencia impugnada, no hay dudas de que el obrero recla-

mante fue suspendido en sus labores, pues así lo expresó el Presi-
dente de la C. A., J. S., al comparecer ante el Director de T., tal
como consta en el acta de no conciliación levantada por dicho
funcionario: que no se ha probado que la C. de T., mencionada
suspendiera sus labores por una de las causas establecidas en el
Código de Trabajo, caso en el cual quedaría liberada de responsa-
bilidad frente a sus obreros, que, tampoco, hay pruebas en el ex-
pediente de que dicha suspensión fuera comunicada al Departa-
mento de Trabajo, como lo exige la Ley; que el hecho de que, co-
mo lo alega la recurrente, se produjera un cambio de directiva
en la C., y. como consecuencia de ello, fueron nombrados nuevos
empleados. no liberaba a ésta de sus obligaciones frente a los an-
teriores empleados; por todo lo cual el primer medio del recurso
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 31 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2328.

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Apreciación de
lee jueces del rondo.— Facultad de la S. C. de J., como Corte de
Casación.— Es de principio que la S. C. de J., no puede censurar
la apreciación del valor de los testimonios que reciban los Jueces
del fondo, a menos que se produzcan en esa apreciación una des-
naturalización o distorsión de los hechos, lo que no ocurre en la
especie, que cuando en cualquier caso se produzcan testimonios di-
vergentes, como ha sucedido ahora, y que, en lo que ocurre habi-
tualmente en Justicia, los Jueces del fondo tienen la facultad so-
berana de dar mayor crédito a los testigos que estimen como más
sinceros y cuyas declaraciones armonicen mejor la situación ex-
puesta ante ellos, aún cuando el número de testigos a quienes los
Jueces otorguen mayor crédito sea menor que el de los testigos
cuya exposición resulte desestimada; que por lo que acaba de ex-
ponerse, el medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 29 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2310.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador fijo.— Prestaciones
legales.— Cálculo de esas prestaciones.— Deber de los jueces den-
tro de su papel activo.— Cuando en su demanda los trabajadores
despedidos solicitan el pago por los patronos de las prestaciones
legales, sin señalar cantidades precisas, no se justifica la casación
de la sentencias de los Jueces de Trabajo que, por su misión más
activa que la de otros jueces, calcule las prestacioes debidas y las
consignen en su fallo, por lo que el medio último del recurso ca-
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CONTRATO DE TRABAJO.— Prueba.— Comunicaciones he-
chas por el patrono al Departamento de Tral;ajo.— lfler del pa-
istmo.— Requerimiento a la autoridad laboral para que investigue
lo comunicado. - Facultad de los jueces del fondo.— En la especie.
el examen de la sentencia impugnada revela que la Cámara a-qua
para fallar como lo hizo procedió a un análisis de todos los ele-
mentos de juicio que se aportaron en la instrucción de la causa.
y al ponderar el valor probatorio de las comunicaciones hechas
por el patrono al Departamento de Trabajo les negó valor funda-
mentándose en que esas comunicaciones no habían sido investiga-
das por los inspectores del Departamento de Trabajo; que en esas
circunstancias, el criterio del Juez de Trabajo se ajusta a los prin-
cipios fundamentales de la prueba que niega valor a las creadas
por aquel que hace uso de ellas; que si el Patrono quería pro-
veerse por ese medio de una prueba escrita, debió requerir a las
autoridades de trabajo correspondientes las investigaciones de lu-
gar; que, por otra parte, la Cámara a-qua, fundó su apreciación
sobre otros documentos escritos en que el Patrono requiere al
Seguro Social el cumplimiento de servicios en beneficio del obrero
C.de L., en la categoría de trabajador "activo" de la empresa; que
por todo cuanto se ha expresado, es evidente que el Juez a-quo
hizo un análisis correcto de los elementos de juicio aportados por
la recurrente y les dio su verdadero sentido y alcance sin incurrir
en desnaturalización alguna.

Cas. 4 Julio 1980. B. J. 836, Pág. 1362.

CONTRATO DE TRABAJO.— Riña de dos trabajadores.—
Despido.— Prueba.— En la especie, la Cámara a-gua, frente a la
litis existente entre la Empresa, hoy recurrente, y el trabajador
reclamante, hoy recurrido, sobre el único punto de si el despido
en el caso había sido o no justificado, antes de fallar el fondo, or-
denó la realización de un informativo y contrainformativo, medi-
das de instrucción que fueron realizadas con el resaltado de que
a juicio de la misma, quedó establecido, por la declaración del
testigo, a R. V., a cuya declaración. le atribuyó sincerict.ül y ve-
rosimilitud, que "I. R.", y "R.". ambos trabajadores de la S. NI.,
habían reñido dentro de su trabajo, alterando el orden del lugar
del mismo, y que el iniciador y provocador de dicha riña lo hahia
sido el primero, o sea I. R.

Cas. 27 Octubre 1980, II. J. 839, Pág. 2266.

CONTI:ATO DE TRABAJO.— Sentencia que admite la exis-
tencia dcl contrato por tiempo indefinido.— Alegatos no propues-
tas por ante los jueces del fondo.— En la especie, el medio de
casación relativo a la naturaleza del contrato de trabajo que cris-
tía entre la recurrente y el recurrido, no fue propuesto especial-
mente ante los Jueces del fondo, por lo cual rio puede ser admi-
tido en la instancia de casación; que, contrariamente a lo que ale-
ga la recurrente, la sentencia impugnada contiene motivos sufi-
cientes de hecho y de derecho, y no contradictorios que justifican

dispositivo; que, por tanto los medios de casación propuesto.
r la recurrente carecen de fundamento y deben ser desestimado.

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 152.

CONTRATO DE TRABAJO.— Suspensión del obrero.— Sus-
:.ensión improcedente.— Despido injustificado.— Contrariamente

In que alega la recurrente, y en reafirmación de lo expresado
r, la sentencia impugnada, no hay dudas de que el obrero recia-
ante fue suspendido en sus labores, pues asi lo expresó el Presi-
ente de la C. A., J. S., al comparecer ante el Director de T., tal
uno consta en el acta de no conciliación levantada por dicho

funcionario; que no se ha probado que la C. de T.. mencionada
suspendiera sus labores por una de las causas establecidas en el
Código de Trabajo, caso en el cual quedaría liberada de responsa-
bilidad frente a sus obreros, que, tampoco, hay pruebas en el ex-
pediente de que dicha suspensión fuera comunicada al Departa-
mento de Trabajo, como lo exige la Ley; que el hecho de que, co-
mo lo alega la recurrente, se produjera un cambio de directiva
en la C., y, como consecuencia de ello, fueron nombrados nuevos
empleados, no liberaba a ésta de sus obligaciones frente a los an-
teriores empleados; por todo lo cual el primer medio del recurso
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 31 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2328.

CONTRATO DE TRABAJO.— Testimonio.— Apreciación de
los jueces del fondo.— Facultad de la S. C. de J., como Corte de
Casación.— Es de principio que la S. C. de J., no puede censurar
la apreciación del valor de los testimonios que reciban los Jueces
del fondo, a menos que se produzcan en esa apreciación una des-
naturalización o distorsión de los hechos, lo que no ocurre en la
especie, que cuando en cualquier caso se Produzcan testimonios di-
vergentes, como ha sucedido ahora. y que, en lo que ocurre habi-
tualmente en Justicia, los Jueces del fondo tienen la facultad so-
berana de dar mayor crédito a los testigos que estimen como más
sinceros y cuyas declaraciones armonicen mejor la situación ex-
puesta ante ellos, aún cuando el número de testigos a quienes los
Jueces otorguen mayor crédito sea menor que el de los testigos
cuya exposición resulte desestimada: que por lo que acaba de ex-
ponerse, el medio que se examina carece ile fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 29 Octubre 19W), B. J. 839, Pág. 2310.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador fijo.— Prestaciones
legales.— Cálculo de esas prestaciones.— Deber de los jueces den-
tro de su papel activo.— Cuando en su demanda los trabajadores
despedidos solicitan el pago por los patronos de las prestaciones
legales, sin señalar cantidades precisas, no se justifica la casación
de la ssentencias de los Jueces de Trabajo que, por su misión más
activa que la de otros jueces, calcule las prestacioes debidas y las
consignen en su fallo, por lo que el medio último del recurso ca-
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rece de relevancia y debe desestimarse, salvo lo siguiente: que en
su sentencia, la Cámara a-qua ha dispuesto que la ahora recurrente
compense en favor del trabajador ahora recurrido 14 días del año
1971, siendo de ley que la compensación monetaria de las vaca-
ciones no disfrutadas, sólo es de lugar la compensación relativa
al último año, en el caso, 4 días de 1972.

Cas. 20 Febrero 1980, B. J. 831. Pág. 314.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador a destajo con remu-
neración superior a RD$200.00 mensuales.— Regalía Pascual im-
procedente.— Bonificaciones.— Ley 288 de 1972.— Casación en
cuanto a este punto porque el juez no comprobó si hubo beneficios.
En la especie, la empresa recurrente estaba libre de la obligación
de dar al indicado obrero la regalía pascual. en vista de que se le
pagaba una remuneración mayor de R.D$200.00 mensuales y porque
además, era un trabajador a destajo; que, en consecuencia procede
casar la sentencia impugnada en lo relativo a la regalía pascual.
por vía de supresión y sin envío, por no dejar cosa alguna por
juzgar, en este aspecto; en cuanto al segundo y último aspecto del
tercer medio; que la Ley 288 del 23 de marzo de 1972, que hace
obligatorio a toda empresa otorgar el diez por ciento de sus utili-
dades o de sus beneficios anuales, a sus obreros, es un derecho
que en realidad crea una vocación en beneficio del trabajador su-
jeta a la condición de que el patrono haya tenido beneficios netos;
es decir, que cuando el Tribunal declara que el obrero tiene dere-
che a las bonificaciones del último año laborado, está reconociendo
un derecho del trabajador a devengar de los beneficios existentes;
que en el caso ocurrente el Juez a-quo no hizo la comprobación
debida para determinar si en la especie hubo beneficio que obli-
gara a que la empresa concediera la participación del 10% al
obrero.

Cas. 20 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1780.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador fijo y no móvil.—
Prueba.— Documento emanado del Seguro Social.— En la especie.
la Cámara a-qua se fundó en otros elementas de juicio, tales como
otros documentos, esta vez del Seguro Social, según el cual la
ahora recurrente pagaba cotizaciones como tabajador suyo, y de-
claraciones testimoniales que señalaban a V., como trabajador per-
manente por 25 años; que por todo lo expuesto, el primer medio
de la recurrente carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 20 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 314.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador ligado por contrato
por tiempo indefinido.— Certificación del Seguro Social.— Nulidad
de un acto de renuncia del trabajador.— En la especie, la Cámara
a-qua estimó que el Contrato de Trabajo intervenido entre J. L.
N.. y la F. G. Co., C. por A., era un Contrato por término indefi-
nido, basándose para ello, especialmente en el testimonio de S.
G. F., quien en el informativo verificado al efecto, declaró que
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J. L.. había comenzado a trabajar en la Empresa F. G. Co., C.
por A., en el año 1951, y que habia permanecido trabajando allí
más o menos 21 años, es decir, hasta el año 1972, cuando fue des-
pedido; que esa declaración estuvo corroborada con la Certifica-
ción expedida por el Instituto Dominicano de Seguros Sociales, del
7 de Sept. de 19r2, en la que consta que la F. G. Co., C. por A.,
pagó cotizaciones a favor de su asegurado J. L. N. A., desde el
año 1953 hasta el año 1972; todo lo cual evidencia, dice la senten-
cia impugnada, que entre la Empresa y el trabajador existía una
relación de trabajo continuo y permanente, siendo por tanto el
contrato intervenido entre ellos por tiempo indefinido; que una
vez establecidos en la sentencia impugnada, los hechos que ante-
ceden, nada se oponía a que la Cámara a-qua, en el ejercicio de
su poder soberano de apreciación, y sin atentar para nada a las
reglas de la prueba como se pretende le negara valor probatorio
alguno, como lo hizo, al documento aportado por la Empresa, con-
sistente en una Certificación librada por la Oficina de 'trabajo,
donde se hacía constar que la F. G. Co. C. por A.. en las listas que
ella suministraba de sus trabajadores móviles, estuvo por algún
tiempo comprendiendo el nombre del hoy reclamante J. L. N., pero
sin que ningún Inspector de Trabajo hiciera ninguna investiga-
ción, que permitiera afirmar que esto fuese cierto, como lo prevee
el artículo 23 del Reglamento 7626; todo por aplicación correcta del
principio, sea cual sea la materia de que se trate, de que nadie se
puede fabricar su propia prueba; que así mismo, la sentencia
impugnada, una vez establecido qué el contrato existente entre las
partes, tenía el carácter definido, procedió correctamente al decla-
rar la nulidad del acto en virtud del cual al recibir el trabajador
la suma de 1tDS150.00, renunciaba a todos sus derechos, todo por
violación del Principio LV del del Código de Trabajo y los ar-
tículos 61 y 38 del mismo Código y 56 de la Ley de Notario N' 301.

Cas. 12 Septiembre 1980, B. J. 838. Págs. 1975, 2008.

CONTRATO DE TRABAJO. — Trabajadores del campo.—Jor-
nada de trabajo.— Compañía de comercio con actividades de campo.
Sobre el primer alegato, que contrariamente a lo que sostienen
los recurrentes el Código de Trabajo y sus reglamentos excluyen
reiterada y expresamente a los trabajadores de campo de la jor-
nada de trabajo normal, aunque se trate de trabajadores cuyo
número pase de diez en una determinada empresa, salvo que haya
entre la empresa y los trabajadores algún contrato o algún pacto
que estipule lo contrario; y sobre el segundo alegato, que el hecho
de que una agrupación de personas naturales se constituya en una
Compañía de Comercio no es óbice para que ella inicie o emprenda
otros tipos de actividades económicas que estén permitidas por le-
yes a los particulares, ni para que cada una de las actividades
esté pautada por las leyes de un modo especial, acorde con la
naturaleza intrínseca de cada diferente actividad.

Cas. 14 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2469.

LXXXI



u.
rece de relevancia y debe desestimarse, salvo lo siguiente: que en
su sentencia, la Cámara a-qua ha dispuesto que la ahora recurrente
compense en favor del trabajador ahora recurrido 14 días del año
1971, siendo de ley que la compensación monetaria de las vaca-
ciones no disfrutadas, sólo es de lugar la compensación relativa
al último año, en el caso, 4 días de 1972.

Cas. 20 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 314.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador a destajo con remu-
neración superior a R1/9200.00 mensuales.— Regalía Pascual im-
procedente.— Bonificaciones.— Ley 288 de 1972.— Casación en
cuanto a este punto porque el Juez no comprobó si hubo beneficios.
En la especie, la empresa recurrente estaba libre de la obligación
de dar al indicado obrero la regalía pascual. en vista de que se le
pagaba una remuneración mayor de R1Y$200.00 mensuales y porque
además, era un trabajador a destajo; que, en consecuencia proc'ede
casar la sentencia impugnada en lo relativo a la regalía pascual.
por vía de supresión y sin envio, por no dejar cosa alguna por
juzgar, en este aspecto; en cuanto al segundo y último aspecto del
tercer medio; que la Ley 288 del 23 de mano de 1972, que hace
obligatorio a toda empresa otorgar el diez por ciento de sus utili-
dades o de sus beneficios anuales, a sus obreros, es un derecho
que en realidad crea una vocación en beneficio del trabajador su-
jeta a la condición de que el patrono haya tenido beneficios netos;
es decir, que cuando el Tribunal declara que el obrero tiene dere-
cho a las bonificaciones del último año laborado, está reconociendo
un derecho del trabajador a devengar de los beneficios existentes;
que en el caso ocurrente el Juez a-quo no hizo la comprobación.
debida para determinar si en la especie hubo beneficio que obli-
gara a que la empresa concediera la participación del 10% al
obrero.

Cas. 20 Agosto 1980, II. J. 837. Pág. 1780.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador fijo y no móvil.—
Prueba.— Documento emanado del Seguro SOCLILL— En la especie.
la Cámara a-qua se fundó en otros dementas de juicio, tales como
otros documentos, esta vez del Seguro Social, según el cual la
ahora recurrente pagaba cotizaciones como tabajador suyo, y de-
claraciones testimoniales que señalaban a V.. como trabajador per-
manente por 25 años; que por todo lo expuesto, el primer medio
de la recurrente carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 20 Febrero 1980, 13. J. 831, Pág. 314.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador ligado por contrato
por tiempo indefinido.— Certificación del Seguro Social.— Nulidad
de un acto de renuncia del trabajador.— En la especie, la Cámara
a-qua estimó que el Contrato de Trabajo intervenido entre J. L.
N., y la F. G. Co., C. por A., era un Contrato por término indefi-
nido, basándose para ello, especialmente en el testimonio de S.
G. F., quien en el informativo verificado al efecto, declaró que
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L.. había comenzado a trabajar en la Empresa F. G. Co., C.
por A., en el año 1951, y que había permanecido trabajando allí
más o menos 21 años, es decir, hasta el año 1972, cuando fue des-
pedido; que esa declaración estuvo corroborada con la Certifica-
ción expedida por el Instituto Dominicano de Seguros Sociales, del
7 de Sept. de 1972, en la que consta que la F. G. Co.. C. por A..
pagó cotizaciones a favor de su asegurado J. L. N. A.. desde el
año 1953 hasta el año 1972; todo lo cual evidencia, dice la senten-
cia impugnada, que entre la Empresa y el trabajador existía una
relación de trabajo continuo y permanente, siendo por tanto el
contrato intervenido entre ellos por tiempo indefinido: que una
vez establecidos en la sentencia impugnada, los hechos que ante-
ceden, nada se oponía a que la Cámara a-qua, en el ejercicio de
su poder soberano de apreciación, y sin atentar para nada a las
reglas de la prueba como se pretende le negara valor probatorio
alguno. corno lo hizo, al documento aportado por la Empresa, con-
sistente en una Certificación librada por la Oficina de Trabajo.
donde se hacía constar que la F. G. Co., C. por A., en las listas que
ella suministraba de sus trabajadores móviles, estuvo por algún
tiempo comprendiendo el nombre del hoy reclamante J. L. N., pero
sin que ningún Inspector de Trabajo hiciera ninguna investiga-
ción, que permitiera afirmar que esto fuese cierto, como lo prevec
el artículo 23 del Reglamento 7626; todo por aplicación correcta del
principio, sea cual sea la materia de que se trate, de que nadie se
puede fabricar su propia prueba: que así mismo, la sentencia
impugnada, una vez establecido qué el contrato existente entre las
partes, tenia el carácter definido, procedió correctamente al decla-
rar la nulidad del acto en virtud del cual al recibir el trabajador
la suma de RD8150.00, renunciaba a todos sus derechos, todo por
violación del Principio LV del del Código de Trabajo y los ar-
tículos 61 y 38 del mismo Código y 56 de la Ley de Notario N° 301.

Cas. 12 Septiembre 1980, Et. J. 838. Págs. 1975, 2008.

CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajadoras del campo.— .Ior-
nada de trabajo.— Compañía de comercio con actividades de campo.
Sobre el primer alegato, que contrariamente a lo que sostienen
los recurrentes el Código de Trabajo y sus reglamentos excluyen
reiterada y expresamente a los trabajadores de campo de la jor-
nada de trabajo normal, aunque se trate de trabajadores cuyo
número pase de diez en una determinada empresa, salvo que haya
entre la empresa y los trabajadores algún contrato o algún pacto
que estipule lo contrario; y sobre el segundo alegato, que el hecho
de que una agrupación de personas naturales se constituya en una
Compañia de Comercio no es óbice para que ella inicie o emprenda
otros tipos de actividades económicas que estén permitidas por le-
yes a los particulares, ni para que cada una de las actividades
esté pautada por las leyes de un modo especial, acorde con la
naturaleza intrínseca de cada diferente actividad.

Cas. 14 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2469.
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CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador que quería traba-
jar en un sitio que tuviera menos polvo y donde hiciera menos
calor.— Despido no justificado.— Alegatos en conciliación.— En la
especie, el trabajador quería trabajar en un sitio que tuviera me-
nos polvo y menos calor, en vista de que estaba enfermo de la
garganta y le había dado fiebre, y que T., "no se negó a trabajar,
sino que lo pusieran en otro sitio"; que en base a ello, y además
en que, como se consigna en la sentencia impugnada el trabajador
referido "era un buen trabajador que no se había negado otras ve-
ces a trabajar", la dicha Cámara a-qua pudo establecer. como en
efecto lo hizo, que el ahora recurrido no incurrió en falta alguna
justificativa del despido que se le hiciera de su trabajo; que, por
otra parte, una vez admitido por la expresada Cámara que el tra-
bajador T. T., no incurrió en negativa alguna de desempeñar su
trabajo habitual para su patrono, carecía de pertinencia que dicha
Cámara se abocara a establecer si efectivamente el trabajador des-
pedido había hecho o no la prueba de su alegado quebranto; que
igualmente es irrelevante que él no hubiese refutado formalmen-
te, en la tentativa de la conciliación, las imputaciones que se les
hacían, desde que él, el trabajador recurrido, rehusó avenirse a
entendido alguno con su patrono; que por todo cuanto ha sido
expuesto los medios del memorial se desestiman por carecer de
fundamento.

Cas. I Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2109.

:lo un trabajador ocasional, como lo pretendía la Compañia re-
currente.

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 163.

CONTRATO DE TRABAJO y no contrato de comisión.— Ven-
dedor de Enciclopedias.

Cas. 9 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 1.

CORTE DE APELACION.— Constitución.— Deliberación y
fallo en materia civil por jueces que no estuvieron en la audien-
cia.— Regularidad.— En la especie de acuerdo con el acta 'de Au-
diencia correspondiente, el 9 de agosto de 1979 estuvo constituida
por los Jueces Doctores M. E. P. P., Primer Sustituto de Presiden-
te, en funciones, O. A. R., y J. P. 111., para conocer del recurso de
apelación interpuesto por el ahora también recurrente M. K. H.,
contra la sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial
dela Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 8 de marzo de 1979, en favor de la hoy
recurrida, M. C. H. T. de K., y que la sentencia ahora impugnada
fue dictada por dichos Jueces y, además, por los Doctores V. G. h.,
Presidente de la Corte y J. F. de M., Juez de la misma; tal cir-
cunstancia no puede constituir en materia civil una violación a la
ley que produzca la casación de la sentencia dictada en esas con-
diciones puesto que en esta materia los jueces no deliberan y
fallan sobre lo producido en un plenario en que se establece o no
la culpabilidad de un prevenido o acusado; sino que lo hacen sobre
la documentación reunida que, por otra parte, y siempre en la
materia de que se trata, esta situación se produce, cada vez que
sobreviene la sustitución o reemplazo de un Juez por cualesquiera
de las causas señaladas por la ley, sin que sea necesario reiniciar
el conocimiento de las litis; que, en tales condiciones, el medio
que se examina carece de fundamento y debe, por tanto, ser de-
sestimado.

Cas. 22 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1797.

COSTAS.— Embargo conservatorio.— Demanda en nulidad.—
Levantamiento del Embargo.— Desistimiento.

Ver: Embargo conservatorio. Demanda en nulidad. Levan-
tamiento de embargo...

Cas. 19 Diciembre 1980. B. J. 841. Pág. 2716.

CONTRATO DE TRABAJO.— Tractorista— Naturaleza del
contrato.— Controversia acerca de ese punto.— Trabajador que
alega que no era estacional sino permanente.— Prueba.— Informa-
ción testimonial.— Para determinar la naturaleza del Contrato
que existía entre las partes en litis, único punto en discusión co-
mo se ha dicho, fue ordenado y practicado un informativo, por
ante el Juez de primer grado, y tanto en primera instancia, como
en apelación, al Juez apoderado le bastó con lo declarado por los
testigos de informativo, o sea los aportados por la Compañía hoy
recurrente ,para formar su convicción en el sentido de que con-
trariamente a lo alegado por ésta, el trabajador demandante M.
E. M., lejos de ser un trabajador ocasional, lo era fijo y perma-
nente, ya que se estableció que trabajó muchos años en forma
ninterrumpida al servicio de la empresa, y que no había existido
causa justa para su despido; que aunque la Compañía recurrente
alega. que las declaraciones de los testigos fueran desnaturaliza-
das, no especifica en qué ha consistido dicha desnaturalización, y
lo cierto es, que conforme se desprende del informativo verificado,
en que fueron oídos el Sub-Administrador de la empresa, O. E. S.,
y M. M.. cuando ellos llegaron a la empresa, en el año 1974, ya
el tractorista M. E. M., trabajaba al servicio de al misma, v que
le consta que después de terminada la zafra, la Compañía utiliza-
ba a éste, y a otros más, en ocupaciones distintas. de donde el
Juez a-quo, pudo sin incurrir en desnaturalización alguna, admitir
como lo hizo, que el trabajador demandante era un trabajador
fijo, con derecho a reclamar y obtener prestaciones laborales y

—D-

DAÑOS MATERIALEIS Y MORALES.— Muerte violenta de un
hijo.— Indanmización acordada a la madre.— Propietario de un
vehículo que lo confía a un chofer para que lo maneje.— Comiten-
cia establecida.— Como en el caso de que se trata acurrió el daño
material y moral más grave que puede suceder a un madre: la
muerte violenta de un hijo, la Corte a-qua no tenía sino que con-
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CONTRATO DE TRABAJO.— Trabajador que quería traba-
jar en un sitio que tuviera menos polvo y donde hiciera menos
calor.— Despido no justificado.— Alegatos en conciliación.— En la
especie, el trabajador quería trabajar en un sitio que tuviera me-
nos polvo y menos calor, en vista de que estaba enfermo de la
garganta y le había dado fiebre, y que T., "no se negó a trabajar,
sino que lo pusieran en otro sitio"; que en base a ello, y además
en que, como se consigna en la sentencia impugnada el trabajador
referido "era un buen trabajador que no se había negado otras ve-
ces a trabajar", la dicha Cámara a-qua pudo establecer, como en
efecto lo hizo, que el ahora recurrido no incurrió en falta alguna
justificativa del despido que se le hiciera de su trabajo; que, por
otra parte, una vez admitido por la expresada Cámara que el tra-
bajador T. T., no incurrió en negativa alguna de desempeñar su
trabajo habitual para su patrono, carecía de pertinencia que dicha
Cámara se abocara a establecer si efectivamente el trabajador des-
pedido habla hecho o no la prueba de su alegado quebranto; que
igualmente es irrelevante que él no hubiese refutado formalmen-
te, en la tentativa de la conciliación, las imputaciones que se les
hacían, desde que él, el trabajador recurrido, rehusó avenirse a
entendido alguno con su patrono; que por todo cuanto ha sido
expuesto los medios del memorial se desestiman por carecer de
fundamento.

Cas. 1 Octubre 1980, II. J. 839, Pág. 2109.

CONTRATO DE TRABAJO.— Tractorista.— Naturaleza del
contrato.— Controversia acerca de ese punto.— Trabajador que
Mega que no era estacional sino permanente.— Prueba.— Informa-
ción testimonial.— Para determinar la naturaleza del Contrato
que existía entre las panes en litis, único punto en discusión co-
rno se ha dicho, fue ordenado y practicado un informativo, por
ante el Juez de primer grado, y tanto en primera instancia, como
en apelación, al Juez apoderado le bastó con lo declarado por los
testigos de informativo, o sea los aportados por la Compañía hoy
recuirente ,para formar su convicción en el sentido de que con-
trariamente a lo alegado por ésta, el trabajador demandante M.
E. M., lejos de ser un trabajador ocasional, lo era fijo y perma-
nente, ya que se estableció que trabajó muchos años en forma
ninterrumpida al servicio de la empresa, y que no había existido
causa justa para su despido; que aunque la Compañía recurrente
alega, que las declaraciones de los testigos fueran desnaturaliza-
das, no especifica en qué ha consistido dicha desnaturalización, y
lo cierto es, que conforme se desprende del informativo verificado,
en que fueron oídos el Sub-Administrador de la empresa, O. E. S.,
y M. M., cuando ellos llegaron a la empresa, en el año 1974, ya
el tractorista M. E. M., trabajaba al servicio de al misma, y que
le consta que después de terminada la zafra, la Compañía utiliza-
ba a éste, y a otros más, en ocupaciones distintas, de donde el
Juez a-quo, pudo sin incurrir en desnaturalización alguna, admitir
como lo hizo, que el trabajador demandante era un trabajador
fijo, con derecho a reclamar y obtener prestaciones laborales y
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In: trabajador ocasional, como lo pretendía la Compañía re-
.	 Lute.

Cas. 30 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 163.

CONTRATO DE TRABAJO y no contrato de comisión.— Ven-
dedor de Enciclopedias.

Cas. 9 Enero 1980, 13. J. 830, Pág. 1.

CORTE DE APELACION.— Constitución.— Deliberación y
fallo en materia civil por jueces que no estuvieron en la audien-
cia.— Regularidad.— En la especie de acuerdo con el acta de Au-
diencia correspondiente, el 9 de agosto de 1979 estuvo constituida
por los Jueces Doctores M. E. P. P., Primer Sustituto de Presiden-
te, en funciones, O. A. R., y J. P. M., para conocer del recurso de
apelación interpuesto por el ahora también recurrente M. K. H.,
contra la sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial
dela Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 8 de marzo de 1979, en favor de la hoy
recurrida, M. C. 14. T. de K.. y que la sentencia ahora impugnada
fue dictada por dichos Jueces y, además, por los Doctores V. G. h..
Presidente de la Corte y J. F. de M., Juez de la misma; tal cir-
cunstancia no puede constituir en materia civil una violación a la
ley que produzca la ~ación de la sentencia dictada en esas con-
diciones puesto que en esta materia los jueces no deliberan y
fallan sobre lo producido en un plenario en que se establece o no
la culpabilidad de un provenido o acusado; sino que lo hacen sobre
la documentación reunida que, por otra parte, y siempre en la
materia de que se trata, esta situación se produce, cada vez que
sobreviene la sustitución o reemplazo de un Juez por cualesquiera
de las causas señaladas por la ley, sin que sea necesario reiniciar
el conocimiento de las litis; que, en tales condiciones, el medio
que se examina carece de fundamento y debe, por tanto, ser de-
sestimado.

•Cas 22 Agosto 1980, 13. J. 837, Pág. 1797.

COSTAS.— Embargo consercatorio.— Demanda en nulidad.—
Levantamiento del Embargo.— Desistimiento.

Ver: Embargo conservatorio. Demanda en nulidad.— Levan-
tamiento de embargo...

Cas. 19 Diciembre 1989, 13. J. 841, Pág. 2716.

—II—

DAÑOS MATERIALES Y MORALES.— Muerte violenta de un
hijo.— Indctutiz.ación acordada a la madre.— Propietario de un
vehículo que lo confía a un chofer para que lo maneje.— Comiten-
da establecida.— Como en el caso de que se trata aeurrió el daño
material y moral más grave que puede suceder a un madre: la
muerte violenta de un hijo, la Corte a-qua no tenía sino que con-
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signar el hecho de esa muerte para justificar la evaluación del
daño material y moral en la cuantía en que lo hizo; que en esa
materia, las apreciaciones de los jueces de fondo escapan a la
censura de la casación, a menos de que se trate de evaluaciones
irrazonables, lo que no ocurre en la especie que se examina; que,
en lo referente a lo alegado por los recurrentes, pero de interés
sólo para la parte puesta en causa como civilmente responsable y
la Aseguradora del mismo, que dichas partes no negaron en la
causa que el camión involucrado en el accidente era propiedad de
R. A. M. M., ni que lo había confiado a A. S., como chofer, la
Corte a-qua, frente a esas circunstancias, no tenia que dar motivos
adicionales para justificar su decisión en cuanto a ese punto.

Cas. 16 Mayo 1980. B. J. 834, Pág. 1013.

DAÑOS MORALES Y MATERIALES apreciados en conjunto.—
Reparación.— Facultad de los jueces del fondo.— En principio, los
jueces del fondo gozan de un poder soberano para apreciar la
magnitud de los daños y perjuicios, y, en consecuencia, fijar el
monto de las indemnizaciones; que cuando esas reparaciones ci-
viles son acordadas a la vez por daños materiales y morales, como
ocurre en la especie, no es preciso describir en detalle los daños
causados por uno u otro concepto.

Cas. 19 Noviembre 1980, B. J. 890, Pág. 2445.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Falta de la véctima.— Monto de
las indemnizaciones.— Facultad de los jueces del fondo.— Los jue-
ces del fondo son soberanos para evaluar el monto de los daños
y perjuicios sufridos por la víctima en ocasión de un accidente
de tránsito, para fijar en base a ello las indemnizaciones corres-
pondientes, lo que escapa al control de la casación, a menos que
éstas sean irrazonables, lo que no ha sucedido en la especie, que
en el caso presente, la fijación de las indemnizaciones correspon-
dientes por el Tribunal de Primer Grado en las sumas de PD8-
1,500.00 y RDS2,000.00 en favor de las personas constituidas en
parte civil, sin apreciar falta de la víctima, no ligaba en nada el
poder de apreciación soberana, que del monto de la evalución de
los daños hizo la Corte a-qua, al fijar la misma suma aunque apre-
ciara falta de la víctima, como cuando en este caso para declararlo
así, la Corte a-qua expresa "sumas que la Corte estima las ajusta-
das para reparar los daños sufridos por las personas constituidas
en parte civil, al haberse acogido, como se ha dicho ya, la falta
recíproca".

Cas. 14 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 961.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Indemnización.— Monto. Facultad
de los jueces del fondo.— En principio, los jueces del fondo gozan
de un poder soberano para apreciar la magnitud de los daños y
perjuicios, y en consecuencia, fijar el monto de las indemnizacio-
nes; que cuando esas reparaciones civiles son acordadas a la vez
por daños materiales y morales no es preciso describir en detalle

LXXXIV

los daños causados por uno u otro concepto; que, por otra parte,
la fijación del monto de las indemnizaciones a acordar en ocaso
de demanda intentadas por las personas constituidas en parte civil
en el proceso penal, queda abandonada al poder de los jueces del
fondo, cuyas decisiones en este orden no tienen que ser especifica-
mente motivadas ni pueden ser objeto de censura alguna salvo el
caso que sean abviamente irrazonables, lo que no ocurre en la
especie.

Cas. 12 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1961.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Reparación.— Competencia de los
tribunales penales para conceder la reparación cuando el hecho
generador constituye una falta delictual.

En la especie, se trata de un accidente de tránsito en que la
falta delictual sólo puede imputársele al prevenido por ser éste
un preposé del dueño del vehículo, que en este caso, la parte ci-
vil tiene la opción de demandar fundado en el hecho delictual o
en la obligación del guardián que corresponde al propietario en
primer término, independientemente de que el accidente haya
producido lesiones corporales a la parte civil; que en el caso de
que es cuestión, la sentencia impugnada se apoya en la presunta
condición de propietario y de comitente de las personas puestas
en causa como civilmente responsables; que, en tales condiciones,
es obvio que la Cámara a-qua, lejos de haber hecho una falsa
aplicación del artículo 1384 del Código Civil, hizo una correcta
aplicación del mismo, por lo que el medio que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1591.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Reparación.— Presupuesto prepa-
rado por un taller de mecánica a solicitud del demandante.— Fa-
cultad de los jueces del fondo.

Los jueces del fondo gozan de poder para apreciar la magni-
tud de los daños y perjuicios, y en consecuencia, de fijar el monto
de la indemnización, y sólo cuando los jueces hagan una aprecia-
ción irrazonable de los daños, puede ser de lugar la exigencia de
motivos particulares para justificar esa apreciación lo que no ocu-
rre en la especie. pues la Cámara a-qua, para fijar en la suma
de RD82.000.00 los daños experimentados por N. M. del V. B., como
reparación por los desperfectos de su vehículo, pudo basarse en
la exposición de los deterioros del mismo y en los documentos
del expediente, no contestados ante los jueces del fondo; que, por
l o expuesto, los alegatos contenidos en el medio examinado care-
cen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1591.
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signar el hecho de esa muerte para justificar la evaluación del
daño material y moral en la cuantía en que lo hizo; que en esa
materia, las apreciaciones de los jueces de fondo escapan a la
censura de la casación, a menos de que se trate de evaluaciones
irrazonables, lo que no ocurre en la especie que se examina; que,
en lo referente a lo alegado por los recurrentes, pero de interés
sólo para la parte puesta en causa como civilmente responsable y
la Aseguradora del mismo, que dichas partes no negaron en la
causa que el camión involucrado en el accidente era propiedad de
R. A. M. 12., ni que lo había confiado a A. S., como chofer, la
Corte a-qua, frente a esas circunstancias, no tenía que dar motivos
adicionales para justificar su decisión en cuanto a ese punto.

ras. 16 Mayo 1980. B. J. 834, Pág. 1013.

DAÑOS MORALES Y MATERIALES apreciados en conjunto.—
Reparación.— Facultad de los jueces del fondo.— En principio, los
jueces del fondo gozan de un poder soberano para apreciar la
magnitud de los daños y perjuicios, y, en consecuencia, fijar el
monto de las indemnizaciones; que cuando esas reparaciones ci-
viles son acordadas a la vez por daños materiales y morales, como
ocurre en la especie, no es preciso describir en detalle los daños
causados por uno u otro concepto.

Cas. 14 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2445.

jos daños causados por uno u otro concepto; que, por otra parte,
la fijación del monto de las indemnizaciones a acordar en ecaso
de demanda intentadas por las personas constituidas en parte civil
en el proceso penal, queda abandonada al poder de los jueces del
fondo, cuyas decisiones en este orden no tienen que ser especifica-
mente motivadas ni pueden ser objeto de censura alguna salvo el
caso que sean abviamente irrazonables, lo que no ocurre en la
especie.

Cas. 12 Septiembre 1980, 13. J. 838, Pág. 1961.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Falta de la véetima.— Monto de
las indemnizaciones.— Facultad de los jueces del fiando.— Los jue-
ces del fondo son soberanos para evaluar el monto de los daños
y perjuicios sufridos por la victima en ocasión de un accidente
de tránsito, para fijar en base a ello las indemnizaciones corres-
pondientes, lo que escapa al control de la casación, a menos que
éstas sean irrazonables, lo que no ha sucedido en la especie, que
en el caso presente, la fijación de las indemnizaciones correspon-
dientes por el Tribunal de Primer Grado en las sumas de RIZ-
1,500.00 y R142,000.0n en favor de las personas constituidas en
parte civil, sin apreciar falta de la víctima. no ligaba en nada el
poder de apreciación soberana, que del monto de la evalución de
los daños hizo la Corte a-qua, al fijar la misma suma aunque apre-
ciara falta de la víctima, como cuando en este caso para declararlo
así, la Corte a-qua expresa "sumas que la Corte estima las ajusta-
das para reparar los daños sufridos por las personas constituidas
en parte civil, al haberse acogido, como se ha dicho ya, la falta
recíproca".

Cas. 14 Mayo 1980, 13. J. 834, Pág. 961.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Indemnización.— Monto. Facultad
de los jueces del fondo.— En principio, los jueces del fondo gozan
de un poder soberano para apreciar la magnitud de los daños y
perjuicios, y en consecuencia, fijar el monto de las indemnizacio-
nes; que cuando esas reparaciones civiles son acordadas a la vez
por daños materiales y morales no es preciso describir en detalle

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Reparación.— Competencia de los
tribunales penales para conceder la reparación cuando el hecho
generador constituye una falta delictual.

En la especie, se trata de un accidente de tránsito en que la
falta delictual sólo puede imputársele al prevenido por ser éste
un preposé del dueño del vehículo, que en este caso, la parte ci-
vil tiene la opción de demandar fundado en el hecho delictual o
en la obligación del guardián que corresponde al propietario en
primer término, independientemente de que el accidente haya
producido lesiones corporales a la parte civil; que en el caso de
que es cuestión, la sentencia impugnada se apoya en la presunta
condición de propietario y de comitente de las personas puestas
en causa como civilmente responsables; que, en tales condiciones.
es obvio que la Cámara a-qua, lejos de haber hecho una falsa
aplicación del artículo 1384 del Código Civil, hizo una correcta
aplicación del mismo, por lo que el medio que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1591.

DAÑOS Y PERJUICIOS.— Reparación.— Presupuesto Prepa-
rado por un taller de mecánica a solicitud del demandante.— Fa-
cultad de los jueces del fondo.

Los jueces del fondo gozan de poder para apreciar la magni-
tud de los daños y perjuicios, y en consecuencia, de fijar el monto
de la indemnización, y sólo cuando los jueces hagan una aprecia-
ción irrazonable de los daños, puede ser de lugar la exigencia de
motivos particulares para justificar esa apreciación lo que no ocu-
rre en la especie, pues la Cámara a-qua, para fijar en la suma
de RD82,000.00 los daños experimentados por X. M. del V. B., como
reparación por los desperfectos de su vehículo, pudo basarse en
la exposición de los deterioros del mismo y en los documentos
del expediente, no contestados ante los jueces del fondo; que, por
lo expuesta los alegatos contenidos en el medio examinado care-
cen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 28 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1591.
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DIVORCIO.— Demanda. — Comparecencia del cónyuge.— De-
mandado.— Apoderado con poder auténtico.— Sentencia en que
consta que las partes comparecieron "debidamente representa-
das".— Sentido de esa frase.

La sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo del
21 de febrero de 1977, que es la recurrida en casación, no contiene
la alegada contradicción entre sus motivos y el dispositivo, ya
que, el artículo 111 del Código ele Procedimiento Civil dispone, 	 1
que "la redacción de las sentencias contendrá los nombres de los
Jueces, del fiscal y de los abogados"; que al constar en la sen-
tencia impugnada que la hoy recurrente T. V. C. de C., fue debi-
damente representada por su abogado J. C., no estaba decidiendo
sobre la irregularidad o no de esa representación, sino cumpliendo
con el voto del citado artículo; que, en consecuencia, procede de-
sestimar, por carecer de fundamento, el segundo y último medio
del recurso.

Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 384.

DIVORCIO.— Demandada que comparece por apoderado con
poder auténtico.— Si ese apoderado es yo. atoiado debe estar
provisto de un poder auténtico.— Artículos 4 y 7 de la Ley 1306
bis de 19.37 sobre Divorcio..

La Corte a-qua, para rechazar el recurso de apelación de la
hoy recurrente T. V. C. de C., y confirmar la sentencia de primer
grado dio, entre atros, los motivos siguientes: "Que el Art. 7 de
la Ley 1306-bis sobre divorcio contempla la situación en que el
demandado ha comparecido a la audiencia per medio de un apo-
derado, sin distinguir si es abogado o no el referido apoderado.
sienda necesario, de acuerdo al Art. 4 de la misma ley, cuando
habla de que el esposo demandado pueda comparecer a la audien-
cia personalmente o por apoderado con poder auténtico, que la
persona o apoderado que represente al demandado, sea o no abo-
gado, esté provisto de un poder auténtica para así justificar su
representación ajustándose con ello al citado Art. 4 de la Ley
1306-bis sobre divorcio; —que en la especie el abogado que pos-
tula por la hoy intimante, no está provisto de ningún poder ni
auténtico ni bajo firma privada, por lo que esta Corte entiende,
que dicho abogado no ostenta calidad para representar a la señora
T. V. C. de C., en este recurso haciendo suyas las consideraciones
del primer Juez, en el sentido de que cuando se trata de un di-
vorcio por la causa determinada de incompatibilidad de caracte-
res, regido por la ley 1306 bis, se establece un procedimiento es-
pecial cuyos lineamientos son de orden público y por tanto de
interpretación restrictiva, por lo que mal podría la Corte incur-
sionar en el campo de las hipótesis e interpretaciones, como lo
pretende la intimante, al afirmar que el abogado es un represen-
tante legal que no necesita poder especial escrito, de acoger esas
motivaciones, estaríamos violando, en la especie, el procedimiento
de divorcio que establece la ley de la materia:— que asimismo

es necesario el poder, al abogado de la demandada, para estar más
acorde con la protección de la mujer y para preveer el caso en
que tenga que concluir sobre guardas de menores, sobre pensión
alimenticia o sobre pensión ad-litem; por lo que se hace exigible
en la especie el poder a labogado que diga representar a la de-
mandante. original. intimante en apelación; que en consecuencia
procede rechazar las conclusiones formuladas por la mencionada
intimante; por improcedente e infundadas" que la Suprema Corte
de Justicia considera correcta la interpretación que le ha dado la
Corte a-qua al articulo 4 de la Ley No. 1306-bis de 1937, sobre
Divorcio; que, en consecuencia procede desestimar el primer me-
dio del recurso, por carecer de fundamento.

Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 384.

DIVORCIO.— Incompatibilidad de caracteres.— Prueba— Tes-
timonio.— Declaración de los cónyuges.— Demanda reconvencio-
nal rechazada.—

La Corte a-qua fundó su sentencia en "los documentos apor-
tados a la instrucción del proceso y a los demás hechos y circuns-
tancias de la causa" Incluidos desde luego, el informatico y el
contrainforrnativo celebrados, así como la comparecencia personal
de las partes, mediante los cuales pudo establecer, como lo hizo,
que "en el expediente existen pruebas de graves desavenencias
conyugales que son la causa de infelicidad entre ambos esposos
y que ha generado un estado de perturbación social"; que ambos
esposos han manifestado su interés en divorciarse; que "de las de-
claraciones de ambos esposos, que implican su confesión de los
hechos, medio de preba no exclido en materia de divorcio, es cons-
tante que entre los esposos en causa se ha suscitado un estado de
cosas absolutamente insoportable para ambos dada la incompati-
bilidad de caracteres entre ellos, que tal estado trascendió al pú-
blico, siendo causa de infelicidad de los cónyuges avalado por las
declaraciones de los testigos D. E. T. T. de O., y M. R. V. V.".
que al admitir la Corte a-qua el divorcio por la causa determinada
de incompatibilidad de caracteres. pura y simplemente, rechazó
implícitamente las conclusiones del ahora recurrente que preten-
dían, que lo fuera por los hechos por él articulados en su demanda
reconvencional.

Cas. 22 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1797.

DIVORCIO.— Oposición en grado de apelación.— Desistimien-
to del recurso.— Sentencia que da acta de ese desistimiento.— Re-
curso de casación Interpuesto por una abogada que carece de po-
der por hahérsele revocado.— Inadmisible la casación.— No con-
denrición en costas.

En la especie, la sentencia impugnada se limita a dar acta a
R. L. B. R. L., de su destistimiento puro y simple del recurso de
oposición interpuesto por ella, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 6 de julio de 1978, y a
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DIVORCIO.— Demanda.— Comparecencia del cónyuge.— De-
mandado.— Apoderado con, poder auténtico.— Sentencia en que
consta que las partes comparecieron "debidamente representa-
das".— Sentido de esa frase.

La sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo del
21 de febrero de 19'77, que es la recurrida en casación, no contiene
la alegada contradicción entre sus motivos y el dispositivo, ya
que, el artículo 111 del Código de Procedimienbo Civil dispone,
que "la redacción de las sentencias contendrá los nombres de los
Jueces, del fiscal y de los abogados"; que al constar en la sen-
tencia impugnada que la hoy recurrente T. V. C. de C., fue debi-
damente representada por su abogado J. C., no estaba decidiendo
sobre la irregularidad o no de esa representación, sino cumpliendo
con el voto del citado artículo; que, en consecuencia, procede de-
sestimar, por carecer de fundamento, el segundo y último medio
del recurso.

Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 384.

DIVORCIO.— Demandada que comparece por apoderado con
poder auténtico.— Si ese apoderado es um atmiado debe estar
provisto de un poder auténtico.— Artículos 4 y 7 de la Ley 1306
hie de 10.37 sobre Divorcio..

La Corte a-qua, para rechazar el recurso de apelación de la
hoy recurrente T. V. C. de C., y confirmar la sentencia de primer
grado dio, entre atros, los motivos siguientes: "Que el Art. 7 de
la Ley 1306-bis sobre divorcio contempla la situación en que el
demandado ha comparecido a la audiencia por medio de un apo-
derado. sin distinguir si es abogado o no el referido apoderado.
siendo necesario, de acuerdo al Art. 4 de la misma ley, cuando
habla de que el esposo demandado pueda comparecer a la audien-
cia personalmente o por apoderado con poder auténtico, que la
persona o apoderado que represente al demandado, sea o no abo-
gado, esté provisto de un poder auténtico para asi justificar su
representación ajustándose con ello al citado Art. 4 de la Ley
1306-bis sobre divorcio; —que en la especie el abogado que pos-
tula por la hoy intimante, no está provisto de ningún poder ni
auténtico ni bajo firma privada, por 19 que esta Corte entiende,
que dicho abogado no ostenta calidad para representar a la señora
T. V. C. de C., en este recurso haciendo suyas las consideraciones
del primer Juez, en el sentido de que cuando se trata de un di-
vorcio por la causa determinada de incompatibilidad de caracte-
res, regido por la ley 1306 bis, se establece un procedimiento es-
pecial cuyos lineamientos son de orden público y por tanto de
interpretación restrictiva, por lo que mal podría la Corte incur-
sionar en el campo de las hipótesis e interpretaciones, como lo
pretende la intimante, al afirmar que el abogado es un represen-
tante legal que no necesita poder especial escrito, de acoger esas
motivaciones, estaríamos violando, en la especie, el procedimiento
de divorcio que establece la ley de la materia:- - que asimismo
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es necesario el poder, al abogado de la demandada, para estar más
acorde con la protección de la mujer y para preveer el caso en
que tenga que concluir sobre guardas de menores, sobre pensión
alimenticia o sobre pensión ad-litem; por lo que se hace exigible
en la especie el poder a !abogado que diga representar a la de-
mandante, original, intimante en apelación; que en consecuencia
procede rechazar las conclusiones formuladas por la mencionada
intimante; por improcedente e infundadas" que la Suprema Corte
de Justicia considera correcta la interpretación que le ha dado la
Corte a-qua al artículo 4 de la Ley No. 1306-bis de 1937, sobre
Divorcio; que, en consecuencia procede desestimar el primer me-
dio del recurso, por carecer de fundamento.

Cas. 4 Marzo 1980, 13. J. 832, Pág. 384.

DIVORCIO.— Incompatibilidad de caracteres.— Prueba.— Tes-
timonio.— Declaración de los cónyuges.— Demanda reconvencio-
nal rechazada,—

La Corte a-qua fundó su sentencia en "los documentos apor-
tados a la instrucción del proceso y a los demás hechos y circuns-
tancias de la causa" incluidos desde luego, el informatico y el
contrainformativo celebrados, así como la comparecencia personal
de las partes, mediante los cuales pudo establecer, como lo hizo,
que "en el expediente existen pruebas de graves desavenencias
conyugales que son la causa de infelicidad entre ambos esposos
y que ha generado un estado de perturbación social"; que ambos
esposos han manifestado su interés en divorciarse; que "de las de-
claraciones de ambos esposos, que implican su confesión de los
hechos, medio de preba no ~ido en materia de divorcio, es cons-
tante que entre los esposos en causa se ha suscitado un estado de
cosas absolutamente insoportable para ambos dada la incompati-
bilidad de caracteres entre ellos, que tal estado trascendió al pú-
blico, siendo causa de infelicidad de los cónyuges avalado por las
declaraciones de los testigos I/ E. T. T. de O., y M. R. V. V.".
que al admitir la Corte a-qua el divorcio por la causa determinada
de incompatibilidad de caracteres, pura y simplemente, rechazó
implícitamente las conclusiones del ahora recurrente que preten-
dían, que lo fuera por los hechos por él articulados en su demanda
recon ven dona!.

Cas. 22 Agosto 1980, 13. J. 837, Pág. 1797.

DIVORCIO.— Oposición en grado de apelación.— Desistimien-
to del recurso.— Sentencia que da acta de ese desistimiento.— Re-
curso de casación interpuesto por una abogada que carece de po-
der por habérsele revocado.— Inadmisible la casación.— No con-
dennción en costas.

En la especie, la sentencia impugnada se limita a dar acta a
rt. L 13. R. L., de su destistimiento puro y simple del recurso de
oposición interpuesto por ella, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 6 de julio de 1978, y a
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rechazar, por improcedente e infundado el pedimento de reaper-
tura de debates, formulado por la Dra. R. T. R. Vda. B., fundán-
dose, la Corte a-qua, en los motivos siguientes: "que habiendo de-
clarado la señora R. L. B. R. L. de A., por acto de fecha 3 de oc-
tubre de 1978, que desiste pura y simplemente de su recurso de
oposición interpuesto en fecha 27 de julio de 1978, contra la sen-
tencia dictada por esta Corte de Apelación en fecha 6 de julio de
1978, es de lugar que esta Corte le de acta de dicho desistimiento,
a la señora R. L. B. R. L.; que el dedimento de reapertura de de-
bates hecho por la Dra. R. T. R. Vda. B., debe ser rechazado, en
razón de haber en el expediente un acto de alguacil, mediante el
cual se revocó el poder que le había sido otorgado por R. L. B.
R. L,, para continuar el procedimiento de divorcio"; que por lo
que acaba de copiarse, se adviene que la Dra. R. E. R. Vda. B.,
cuando interpuso el recurso de casación en representación de R.
L. B. R. L., tenía conocimiento de que el poder que ésta le habia
otorgado, le fue revocado para continuar el procedimiento de di-
vorcio; que, en tales condiciones, dicho recurso de casación debe
ser declarado inadmisible; además no procede estatuir sobre las
castas, por la solución que se ha dado al asunto.

Cas. 15 Agosto 1980. B. J. 837, Pág. 1706.

DIVORCIO.— Pensión ad-litem.— Pedimento de que se con-
firme la sentencia apelada en todas sus partes.

En cuanto al agravio fundado en que la Corte a-qua acordó
una pensión alimenticia a la recurrida, sin haberla solicitado su
abogado, que consta en el expediente que en Primera Instancia, en
las conclusiones del Dr. M. V. C. Ft., abogado de M. C. II. T., por
su ardinal Cuarto se solisita "condenar al señor M. N. II., a pagar
mientras duren los procedimientos del divorcio y hasta su pronun-
ciamiento: a) una pensión alimenticia de RDS1,000.00 mensuales;
bl una provisión ad-litem de RDS500.00 mensuales; que, asimismo,
es constante en el expediente, que en la sentencia de la Cámara
Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional del S de marzo de 1979.
fueron fijadas esas pensiones; y que en sus conclusiones ante la
Corte a-qua, el abogado de la cónyuge ahora intimada solicitó que
se ordenara "la confirmación de la sentencia en todas sus partes";
que, por todo lo anteriormente expuesto, se pone de manifiesto
que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en las violacio-
nes de ley señaladas por el recurrente; ni en el vicia de omisión
de estatuir; que, asimismo ella contiene una exposición completa
(T e los hechos que han permitido a la Suprema Corte de Justicia
determinar que la ley ha sido bien aplicada, que, además, dicha
sentencia contiene motivos suficientes y pertinentes, sin desnatu-
ralización alguna, que justifican su dispositivo.

Cas. 22 Agosto 1980, B. J. 837. Páe. 1797.
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involicio.— Pensión alimenticia para los hijos menores de
edad.— Monto.— Facultad de los jueces del fondo.

Según consta en los considerandos 7mo. y Seo., de la senten-
cia impugnada, la Corte a-qua para fallar como lo hizo en lo rela-
tivo a la pensión que acordó a las dos hijas menores de los cón-
yuges, una nacida en 1977 y otra en 1978, tuvo en cuenta las po-
sibilidades del padre, y también el deber de la madre de contri-
buir al sostenimiento de las hijas, según resulta del artículo 12,
Párrafo II de la Ley de Divocio No. 1306 bis de 1937, punto éste
cuya apreciación corresponde a los jueces del fondo y no está
sujeto al control de los jueces de casación, salvo que aquellos fi-
jen pensiones de un monto obviamente irrazonable, lo que no ocu-
rre en el presente caso; por lo cual el medio único del memorial
de la recurrente carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 15 Agosto 1980. B. .T. 537. Pág. 1711.

DIVORCIO por incompatibilidad de caracteres.— Alegato de
incompetencia rechazado.— Decisión al fondo.— Apelación.— Corte
de Apelación que declara su incompetencia.— Casación de la sen-
tencia impugnada.

El examen del fallo impugnado revela que la Primera Cámara
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, contra la cual recurrió en apelación el ahora recurrido
S. R., fue la dictada por la mencionada Cámara el 29 de septiem-
bre de 1975, mediante la cual fue fallado exclusivamente el fondo
de la demanda; que, por lo tanto, la Corte a-qua carecía de toda
aptitud legal para pronunciarse acerca de su competencia para
juzgar o no el casa toda vez que la sentencia incidental dictada
por la Primera Cámara de lo Civil y Comercial del Distrito Nacio-
nal, del 12 de agosto de 1976, por medio de la cual fueron rocha-
zadaa las conclusiones del actual recurrido a los fines de su des-
apoderamiento, en razón de su incompetencia territorial, na fue
objeto de parte de labora recurrido de recurso alguno; adquiriendo
así dicha sentencia, como se alega, la autoridad de la cosa defini-
tivamente juzgada; quedando de manifiesto, que la Corte a - qua se
abstuvo de fallar el fonda del asunto, que era de lo que estaba
a poderada para juzgar y decidir; que, en consecuencia, el fallo
impugnado debe ser casado por haber incurrido la Corte a-qua,
al pronunciarlo, en la violación de las reglas de su apoderamiento.
Y sin que haya necesidad de ponderar los demás alegatos y me-
dios del memorial.

Cas. 19 Naviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2496.

DIVORCIO.— Recurso de Casación interpuesto por una abo-
gada a quien se le habla revocado el poder.— Inadmisible.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1706.
Ver: Divorcio. Oposición en grado de apelación...
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rechazar, por improcedente e infundado el pedimento de reaper-
tura de debates, formulado por la Dra. R. T. R. Vda. B., fundán-
dose, la Corte a-qua, en los motivos siguientes: -que habiendo de-
clarado la señora R. L. B. R. L. de A., por acto de fecha 3 de oc-
tubre de 1978. que desiste pura y simplemente de su recurso de
oposición interpuesto en fecha 27 de julio de 1978, contra la sen-
tencia dictada por esta Corte de Apelación en fecha 6 de julio de
1978, es de lugar que esta Corte le de acta de dicho desistimiento.
a la señora R. L. 13. R. L.; que el dedimento de reapertura de de-
bates hecho por la Dra. R. T. R. Vda. B., debe ser rechazado, en
razón de haber en el expediente un acto de alguacil, mediante el
cual se revocó el poder que le había sido otorgado por R. L. B.
R. L., para continuar el procedimiento de divorcio"; que por lo
que acaba de copiarse, se advierte que la Dra. R. E. R. Vda. B.,
cuando interpuso el recurso de casación en representación de R.
L. B. R. L., tenía conocimiento de que el poder que ésta le habia
otorgado, le fue revocado para continuar el procedimiento de di-
vorcio; que, en tales condiciones, dicho recurso de casación debe
ser declarado inadmisible; además no procede estatuir sobre las
castas, por la solución que se ha dado al asunto.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837. PágS 1706.

DIVORCIO.— Pensión ad-litem.— Pedimento de que se con-
firme la sentencia apelada en todas sus partes.

En cuanto al agravio fundado en que la Corte a-gua acordó
una pensión alimenticia a la recurrida, sin haberla solicitado su
abogado, que consta en el expediente que en Primera Instancia, en
las conclusiones del Dr. M. V. C. R., abogado de M. C. H. T., por
su ardinal Cuarto se solisita "condenar al señor M. E. H., a pagar
mientras duren los procedimientos del divorcio y hasta su pronun-
ciamiento; al una pensión alimenticia de RDS1.000.00 mensuales;
bi una provisión ad-litem de RDS500.00 mensuales; que, asimismo.
es constante en el expediente, que en la sentencia de la Cámara
Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional del 8 de marzo de 1979.
fueron fijadas esas pensiones; y que en sus conclusiones ante la
Corte a-qua, el abogado de la cónyuge ahora intimada solicitó que
se ordenara "la confirmación de la sentencia en todas sus panes";
que, por todo lo anteriormente expuesto, se pone de manifiesto
que en la sentencia impugnada no se ha incurrido en las violacio-
nes de ley señaladas por él recurrente; ni en el vicia de omisión
de estatuir; que, asimismo ella contiene una exposición completa
rie los hechos que han permitido a la Suprema Corte de Justicia
determinar que la ley ha sido bien aplicada, que, además, dicha
sentencia contiene motivos suficientes y pertinentes, sin desnatu-
ralización alguna, que justifican su dispositivo.

Cas. 22 Agosto 1980, B. J. 837, Páe. 1797.

LXXXVIII

Drvoitoo.— Pensión alimenticia para los hijos menores de
edad.— Monto.— Facultad de los jueces del fondo.

Según consta en los considerandos 7mo. y Svo., de la senten-
cia impugnada, la Corte a-gua para fallar como lo hizo en lo rela-
tivo a la pensión que acordó a las dos hijas menores de los cón-
yuges, una nacida en 1977 y otra en 1978, tuvo en cuenta las po-
sibilidades del padre, y también el deber de la madre de contri-
buir al sostenimiento de las hijas, según resulta del articulo 12,
Párrafo II de la Ley de Divocio No. 1306 bis de 1937, punto éste
cuya apreciación corresponde a los jueces del fondo y no está
sujeto al control de los jueces de casación, salvo que aquellos fi-
jen pensiones de un monto obviamente irrazonable, lo que no ocu-
rre en el presente caso; por lo cual el medio único del memorial
de la recurrente carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 15 Agosto 1980. B. J. 837, Pág. 1711.

DIVORCIO por incompatibilidad de caracteres.— Alegato de
incompetencia rechazado.— Decisión al fondo.— Apelación.— Corte
de Apelación que de:lava su incompetencia.— Casación de la sen-
tencia impugnada.

El examen del fallo impugnado revela que la Primera Cámara
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, contra la cual recurrió en apelación el ahora recurrido
S. R., fue la dictada por la mencionada Cámara el 29 de septiem-
bre de 1975, mediante la cual fue fallado exclusivamente el fondo
de la demanda; que, por lo tanto, la Corte a-qua carecía de toda
aptitud legal para pronunciarse acerca de su competencia para
juzgar o no el casa toda vez que la sentencia incidental dictada
por la Primera Cámara de lo Civil y Comercial del Distrito Nacio-
nal, del 12 de agosto de 1976, por medio de la cual fueron recha-
zadas las conclusiones del actual recurrido a las fines de su des-
apoderamiento, en razón de su incompetencia territorial, na fue
objeto de parte de lahora recurrido de recurso alguno; adquiriendo
así dicha sentencia, como se alega, la autoridad de la cosa defini-
tivamente juzgada; quedando de manifiesto, que la Corte a-qua se
abstuvo de fallar el fonda del asunto, que era de lo que estaba
apoderada para juzgar y decidir; que, en consecuencia, el fallo
impugnado debe ser casado por haber incurrido la Corte a-qua,
al pronunciarlo, en la violación de las reglas de su apoderamiento.
Y sin que haya necesidad de ponderar los demás alegatos y me-
dios del memorial.

Cas. 19 Naviembre 1980, B. J. 890, Pág. 24%.

DIVORCIO.— Recurso de Casación interpuesto por una abo-
gada a quien se le había revocado el poder.— Inadmisible.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1706.

Ver: Divorcio. Oposición en grado de apelación...
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1.1

DOCUMENTOS.-- Imunicación.— Sentencia que rechaza el
pedimento de comunicación de documentas sin dar motivos justi-
ficativas de ese rechazamiento.— tasación.

Por la sentencia impugnada se rechazan las conclusiones pre-
sentadas por el actual recurrente, entre las cuales figuraba un pe-
dimento de comunicación de documentos, sin que en dicha sen-
tencia se dieran motivos para justificar el rechazamiento, en lo
que concierne a ese pedimento; que si el Tribunal a-quo estimaba
improcedente el ordenar esa medida, debió dar los motivos de lu-
gar; que al no hacerlo así en su sentencia se incurrió en el vicio
de falta de motivos, y se violó el derecho de defensa.

Cas. 16 Jusio 1980, B. J. 835. Pág. 1262.

—E—

EMBARGO CONSERVATORIO.— Demanda en nulidad.— Le-
vantamiento de embargo.— Desistimiento de la referida demanda.—
Costas a atrgo del desistente.— No ha lugar a la compensación de
las costas.

El simple examen del dispositivo de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que en la solución dada al caso por la Carie
a-qua dentro del límite de su apoderamiento por la sentencia de
la Suprema Corte de J., el 25 de noviembre de 1974. sólo resultó
ganante de causa el ahora recurrido G. A., sin quedar Como per-
didoso en ningún punto; que en tal situación no era procedente
que la Corte a-qua usara de la facultad que la ley concede a los
jueces para ciertos casos. de compensar las costas en todo o en
parte; que en base a ese motivo de derecho, al no poder legal-
mente disponer la Corte a-qua la compensación de las costas, ca-
rece de relevancia que no respondiera de modo directo al pedi-
mento que le hizo el ahora recurrente; por todo lo cual se deses-
tima el medio único de casación propuesto por el recurrente.

Cas. 19 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2716.

EMBARGO EMLIEBLES.— Demanda en distracción,— Pro-
piedad de los muebles.— Prueba— Artículo 2279 del Código Ci-
vil.— Sentencia (atente de base legal.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto, tal
como lo señala la recurrente, que la Corte a-qua no dio motivos
suficientes acerca de la circunstancia del conflicto surgido entre
la documentación que ella estimó daba origen a la propiedad de
los muebles, de parte de F. D., C. por A., y la posesión que de los
mismos atribuyó a C. C., C. por A., lo que eventualmente, en vir-
tud de la regla del artículo 2279 del Código Civil, pudo haber
conducido a una solución distinta, que en el mismo orden de ideas,
la Corte a-qua no dio motivos suficientes para responder al ale-
gato contenido en el literal dl de las conclusiones subsidiarias de

la ahora recurrente, en el sentido de que un acreedor pasa a ser
un tercero para fines del articulo 1328 del Código Civil.

Cas. 11 Junio 1980. B..7. 835, Pág. 1216.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Demanda en nulidad.— Partes
que ;pueden pedir la nulidad: Embargado, acreedores y quienes se
pretendan propietarios del bien embargado.

Cas. 8 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 213.

EMBARGO INMOBILIARIO. — Demanda en nulidad.— Pedi-
mento de que el asunto sea comunicado al ministerio público.—
Rechazado.

En la especie, la sentencia impugnada rechazó las conclusio-
nes subsidiarias de la recurrente, cuando expresó: "y por consi-
guiente, sería asimismo improcedentes las conclusiones subsidia-
rias de I. L. D., S. A., y las de F. B., S. A., asi como también seria
improcedente ponderar y estatuir sobre las disposiciones juridicas
que se esgrimen por ambas partes"; que, al fallar como lo hizo.
la Corte a-qua realizó una correcta interpretación de lartículo 133
del Código de Procedimiento Civil, el cual hace una enumeración
limitativa de las causas que deben ser comunicadas al Ministerio
Público; por lo que procede desestimar el medio que se examina
por carecer de fundamento.

Cas. 8 Febrero 1980. B. J. 831, Pág. 213.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Mandamiento de pago.— Noti-
ficación.— Procedimiento de inscripción en falsedad.— Prueba de
la existencia de dicho procedimiento.— Comunicación de documen-
tos ejecutada.

En la especie, no obstante la recurrente alegar que no pudo
recibir la notificación del mandamiento de pago, que le fue hecho,
por encontrarse en el extranjero, y que había intentado un proce-
dimiento de inscripción en falsedad contra el alguacil que notificó
dicho acto, es preciso admitir, que tras de no haberse hecho prueba
alguna de la existencia de dicho procedimiento, en todo caso, al
limitarse como se ha dicho, la sentencia hoy recurrida, a consi-
derar inadmisible la apelación interpuesta contra la decisión que
declaró adjudicataria a la persiguiente del embargo, dicha deci-
sión, procedió correctamente, al estatuir como lo hizo, por lo que
el alegato que se examina carece de fundamento y debe ser deses-
timado, asimismo, la sentencia impugnada revela que la Corte
a-qua, antes de conocer del fondo de la litis, ordenó obtemperando
a pedimento de las partes, una comunicación de documentos, me-
dida que fue ejecutada de acuerdo con la ley, y luego en audien-
cia celebrada al efecto, ambas partes presentaron conclusiones al
fondo, siendo ponderados debidamente todos los documentos apor-
tados a la causa, y a los que se le atribuyó su verdadero sentido
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DOCUMENTOS.— Comunicación.— Sentencia que rechaza el
pedimento de comunicación de documentos sin dar motivas Justi-
ficativas de ese rechazamiento.— Casación.

Por la sentencia impugnada se rechazan las conclusiones pre-
sentadas por el actual recurrente, entre las cuales figuraba un pe-
dimento de comunicación de documentas, sin que en dicha sen-
tencia se dieran motivos para justificar el rechazamiento, en lo
que concierne a ese pedimento; que si el Tribunal a-quo estimaba
improcedente el ordenar esa medida, debió dar los motivos de lu-
gar; que al no hacerlo asi en su sentencia se incurrió en el vicio
de falta de motivos, y se violó el derecho de defensa.

Cas. 16 Jusio 1980, B. J. 815; Pág. 1262.

EMBARGO CONSERVATORIO.— Demanda en nulidad.— Le-
vantamiento de embargo.— Desistimiento de la referida demanda.—
Costas a cargo del desistente.— No ha lugar a la compensación de
las costas.

El simple examen del dispositivo de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que en la solución dada al caso por la Carte
a-qua dentro del límite de su apoderamiento por la sentencia de
la Suprema Corte de J., el 25 de noviembre de 1974, sólo resulte)
ganante de causa el ahora recurrido G. A., sin quedar Como per-
didoso en ningún punto; que en tal situación no era procedente
que la Corte a-qua usara de la facultad que la ley concede a los
Jueces para ciertos casos, de compensar las costas en todo o en
parte; que en base a ese motivo de derecho, al no poder legal-
mente disponer la Corte a-qua la compensación de las costas, ca-
rece de relevancia que no respondiera de modo directo al pedi-
mento que le hizo el ahora recurrente; por todo lo cual se deses-
tima el medio único de casación propuesto por el recurrente.

Cas. 19 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2716.

EMBARGO D EMUEBLES.— Demanda en distracción.— Pro-
piedad de los muebles.— Prueba.— Artículo 2279 del Código Ci-
vil.— Sentencia carente de base legal.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto, tal
como lo señala la recurrente, que la Corte a-qua no dio motivos
suficientes acerca de la circunstancia del conflicto surgido entre
la documentación que ella estimó daba origen a la propiedad de
los muebles, de parte de F. D., C. por A., y la posesión que de los
mismos atribuyó a C. C., C. por A., lo que eventualmente, en vir-
tud de la regla del artículo 2279 del Código Civil, pudo haber
conducido a una solución distinta, que en el mismo orden de ideas.la Corte a-qua no dio motivos suficientes para responder al ale-
gato contenido en el literal dl de las conclusiones subsidiarias de

Ja ahora recurrente, en el sentido de que un acreedor pasa a ser
un tercero para fines del artículo 1328 del Código Civil.

Cas. 11 Junio 1990. B. J. 815, Pág. 1216.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Demanda en nulidad.— Partes
que pueden pedir la nulidad: Embargado, acreedores y quienes se
pretendan propietarias del bien embargado.

Cas. X Febrero 1980, 13. J. 831, Pág. 213.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Demanda en nulidad.— Pedi-
mento de que el asunto sea comunicado al ministerio público.—
Rechazado.

En la especie, la sentencia impugnada rechazó las conclusio-
nes subsidiarias de la recurrente, cuando expresó: "y por consi-
guiente. sería asimismo improcedentes las conclusiones subsidia-
rias de I. L. a. S. A., y las de F. B., S. A., así como también seria
improcedente ponderar v estatuir sobre las disposiciones jurídicas
que se esgrimen por ambas partes"; que, al fallar corno lo hizo,
la Corte a-qua realizó una correcta interpretación de lartículo 8$
del Código de Procedimiento Civil, el cual hace una enumeración
limitativa de las causas que deben ser comunicadas al Ministerio
Público; por lo que procede desestimar el medio que se examina
por carecer de fundamento.

Cas. 8 Febrero '1980. B. J. 831, Pág. 213.

EMBARGO INMOBILIARIO.— Mandamiento de pago.— Noti-
ficación.— Procedimiento de inscripción en falsedad.— Prueba de
la existencia de dicho procedimiento.— Comunicación de documen-
tos ejecutada.

En la especie, no obstante la recurrente alegar que no pudo
recibir la notificación del mandamiento de pago, que le fue hecho,
por encontrarse en el extranjero, y que había intentado un proce-
dimiento de inscripción en falsedad contra el alguacil que notificó
dicho acto, es preciso admitir, que tras de no haberse hecho prueba
alguna de la existencia de dicho procedimiento, en todo caso, al
limitarse corno se ha dicho, la sentencia hoy recurrida, a consi-
derar inadmisible la apelación interpuesta contra la decisión que
declaró adjudicataria a la persiguiente del embargo, dicha deci-
sión, procedió correctamente, al estatuir como lo hizo, por lo que
el alegato que se examina carece de fundamento y debe ser deses-
timado, asimismo, la sentencia impugnada revela que la Corte
a-qua, antes de conocer del fondo de la litis, ordenó obtemperanclo
a pedimento de las partes, una comunicación dedocumentos, me-
dida que fue ejecutada de acuerdo con la ley, y luego en audien-
cia celebrada al efecto, ambas partes presentaron conclusiones al
fondo, siendo ponderados debidamente todos los documentos apor-
tados a la causa, y a los que se le atribuyó su verdadero sentido
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y alcance, por lo que los alegatos del recurrente que se examinan,
también carecen de fundamento y deben igualmente ser desesti-
mados.

Cas. 2 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1356.
Ver: Hipoteca. Ejecución. Embargo inmobiliario...

EMBARGO INMOBILIARIO.— Nulidad.— Inmueble registra-
do.— Valor ejecutorio y fuerza probatoria de los Oertificados de
Títulos.— Imposibilidad de suspender la ejecución.

En la especie, a pesar de que el alegato contenido en el me-
dio que se examina fue contestado en el desarrollo del primer
medio de este recurso, es pertinente hacer constar que la Suprema
Corte de Justicia mantiene el criterio relativo al valor ejecutorio
y fuerza probatoria de los Certificados de Títulos; por consiguien-
te, el medio que se examina debe ser desestimado por carecer de
fundamento.

Cas. 8 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 213.

EMBARGO RETENTIVO de bienes muebles que se encontra-
ban en la Aduana de Ramita.— Demanda en levairtatniento de ese
embargo llevada por ante el Tribunal de San Cristóbal en atri-
buciones de referimiento.— Incompetencia de ese tribunal pues
no corresponde al domicilio del embargado.— Artículo 367 del Có-
d igo de Procedimiento Civil.

La Corte a-qua, pera declarar la incompetencia del Juzgado
j	 de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal. para

conocer de la demanda en levantamiento de ambargo retentivo
intentada por la F. A., C. por A., da como fundamento, el que: "la
demanda en validez y desembargo conforme las disposiciones del
articulo 567 del Código de Procedimiento Civil, se establecerán
ante el tribunal del domicilio de la parte ejecutada; que confor-
me ha,sido alegado y se ha comprobado con los documentos que
integran el expediente, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de S. C., el cual fue apoderado para fallar la deman-
da en levantamiento de embargo retentivo. no es el tribunal del
domicilio del embargado, en consecuencia ,el tribunal apoderado
no es competente para decidir respecto de la referida demanda,
etc."; que al fallar como lo hizo, la Corte a-qua lejos de violar los
artículos 98, 52 y 567 del Código de Procedimiento Civil, hizo una
correcta interpretación de dichos textos legales; ya que, como se
ha dicho, los bienes muebles pertenecientes a la F. A., C. por A.,
que fueron embargados retentivamente, se encontraban en. el Puer-
to de H.. Jurisdicción de S. C.. y ésta tiene su domicilio dentro de
la Jurisdicción de S. D., donde fue demandada en validez de em-
bargo.

Cas. 29 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1852.

EMPLAZAMIENTO u breve término.— Autorización por el
jara.

Cas. 16 Enero 1980. B. J. 830, Pág. 79.
Ver: Urgencia. Autorización para emplazar...

EXPERTICIO ordenado sin habérsele dado a la parte adversa
la oportunidad de discutir la procedencia de esa medida.

Cas. 9 Enero 1980, 13. J. 830, Pág. 18.
Ver: Contrato de trabajo. Medidas de instrucción ordenadas...

EMPLAZAMIENTO contra una mujer casada nero se incluyó
al esposo, aunque no se hizo pedimento alguno contra el esposo.—
Implicación del artículo 153 del Código de Procedimiento Civil
pues sólo hubo una persona demandada.

Tal como lo afirma el recurrente, la Corte a-qua, frente a los
términos claros y precisos del acto de emplazamiento, cuyos tex-
tos figuran transcritos precedentemente, y de los cuales se des-
prende, que en el caso, sólo hubo una persona demandada y no
dos, como fue admitido erróneamente, sólo pudo llegar a en con-
clusión, incurriendo en una evidente desnaturalización de lacto
de emplazamiento atribuyéndole a dicho acto un alcance que
en realidad no tiene, ya que L. C., contra quien no se hizo en nin-
gún momento, ningún pedimento de condenación, ni de ninguna
otra naturaleza, no se podía considerar como demandado, sino como
a alguien, que en su calidad de esposo de la verdadera y única
demandada. se pudo haber tenido interés, de que estuviese en
conocimiento de la demanda que se perseguía contra su esposa.
M. R. V. de C.; y en consecuencia, dicha Corte a-qua, al proceder
como lo hizo, a anular la sentencia apelada, sobre el único funda-
mento de que al haber dos demandados, de los cuales uno compa-
reció y el otro hizo defecto, por lo que procedía acumular el de-
fecto en beneficio de la causa, por aplicación del artículo 153 del
Código de Procedimiento Civil, incurrió como se alega en una fal-
sa aplicación de dicho texto legal, desnaturalizando para ello el
acto de emplazamiento, de que se trata, por lo que la sentencia
impugnada debe ser casada.

Cas. 20 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2210.
NOTA: El artículo 153 del Código de Procedimiento Civil ha sido

modificado por la Ley 845 de 1978.

—F-

FIANZA.—.Judicatura sohi.— Demandada que alega incompe-
tencia del tribunal apoderado.— Excepción de incompetencia tiene
Pri zridad sobre la excepción de fianza.

Si es cierto que el abogado de la hoy recurrente, F. A., C.
Por A., concluyó ante la Corte a-qua en la forma transcrita prece-
dentemente, y que, en la sentencia impugnada no se dan motivos
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y alcance, por lo que los alegatos del recurrente que se examinan,
también carecen de fundamento y deben igualmente ser desesti-
mados.

Cas. 2 Julio 1980, 13. J. 836, Pág. 1356.
Ver: Hipoteca. Ejecución. Embargo inmobiliario...

EMBARGO INMOBILIARIO.— -Nulidad.— Inmueble registra-
do.— Valor ejecutorio y fuerza probatoria de los Certificados de
Títulos.— Imposibilidad de suspender La ejecución.

En la especie. a pesar de que el alegato contenido en el me-
dio que se examina fue contestado en el desarrollo del primer
medio de este recurso, es pertinente hacer constar que la Suprema
Corte de Justicia mantiene el criterio relativo al valor ejecutorio
y fuerza probatoria de los Certificados de Títulos; por consiguien-
te, el medio que se examina debe ser desestimado por carecer de
fundamento.

Cas. 8 Febrero 1980, a J. 831, Pág. 213.

EMBARGO RETENTIVO de bienes muebles que se encontra-
ban en la Aduana de JI atm.— Demanda en levantamiento de ese
embargo llevada por ante el Tribunal de San Cristóbal en atri-
buciones de referirniento.— Incompetencia de ese tribunal pues
no corresponde al domicilio del embargado.— Artículo 567 del Có-
digo de Procedimiento Civil.

La Corte a-qua, pera declarar la incompetencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, para
conocer de la demanda en levantamiento de ambargo retentivo
intentada por la F. A., C. por A.. da como fundamento, el que: "la
demanda en validez y desembargo conforme las disposiciones del
artículo 567 del Código de Procedimiento Civil, se establecerán
ante el tribunal del domicilio de la parte ejecutada; que confor-
me ha.sido alegado y se ha comprobado con los documentos que
integran el expediente, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de S. C., el cual fue apoderado para fallar la deman-
da en levantamiento de embargo retentivo, no es el tribunal del
domicilio del embargado, en consecuencia ,e1 tribunal apoderado
no es competente para decidir respecto de la referida demanda.
etc."; que al fallar como lo hizo, la Corte a-qua lejos de violar los
artículos 48, 52 y 567 del Código de Procedimiento Civil, hizo una
correcta interpretación de dichos textos legales; ya que, como se
ha dicho, los bienes muebles pertenecientes a la F. A., C. por A.,
que fueron embargados retentivamente, se encontraban en el Puer-
to de H., Jurisdicción de S. C., y ésta tiene su domicilio dentro de
la Jurisdicción de S. D., donde fue demandada en validez de em-
bargo.

Ces. 29 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1852.

XCII

EMPLAZAMIENTO a breve término.— Autorización por el
juei.

Cas. 16 Enero 1980, a J. 830, Pág. 74.
Ver: Urgencia. Autorización para emplazar...

LICPERTICIO ordenado sin habérsele dado a la parte adversa
la oportunidad de discutir la procedencia de esa medida.

CaS. 9 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 18.
Ver: Contrato de trabajo. 'Medidas de instrucción ordenadas...

EMPLAZAMIENTO contra una mujer casada neto se incluyó
al esposo. aunque no se hito pedimento alguno contra el esposo.—
Inaplicación del artículo 15$ del Código de Procedimiento Civil
pues sólo hubo una persona demandada.

Tal como lo afirma el recurrente, la Corte a-qua, frente a los
términos claros y precisos del acto de emplazamiento, cuyos tex-
tos figuran transcritos precedentemente, y de los cuales se des-
prende, que en el caso, sólo hubo urm persona demandada y no
dos, corno fue admitido erróneamente, sólo pudo llegar a esa con-
clusión, incurriendo en una evidente desnaturalización de lacto
de emplazamiento, atribuyéndole a dicho acto un alcance que
en realidad no tiene, ya que L. C., contra quien no se hizo en nin-
gún momento, ningún pedimento de condenación, ni de ninguna
otra naturaleza, no se podía considerar como demandado, sino como
a alguien, que en su calidad de esposo de la verdadera y única
demandada, se pudo haber tenido inicies, de que estuviese en
conocimiento de la demanda que se perseguia contra su esposa.
M. R. V. de C.; y en consecuencia, dicha Corte a-qua, al proceder
como lo hizo, a anular la sentencia apelada, sobre el único funda-
mento de que al haber dos demandados, de los cuales uno compa-
reció y el otro hizo defecto, por lo que procedía acumular el de-
fecto en beneficio de la causa, por aplicación del artículo 153 del
Código de Procedimiento Civil, incurrió como se alega en una fal-
sa aplicación de dicho texto legal, desnaturalizando para ello el
acto de emplazamiento, de que se trata, por lo que la sentencia
impugnada debe ser casada.

Cas. 20 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2210.
NOTA: El artículo 153 del Código de Procedimiento Civil ha sido

modificado por la Ley 845 de 1978.

FIANZA.— Judicatun solvi.— Demandada que alega incompe-
tencia del tribunal apoderado.— Excepción de incompetencia tiene
pritagdad sobre la excepción de fianza.

Si es cierto que el abogado de la hoy recurrente, Y. A.. C.
Por A., concluyó ante la Corte a-qua en la forma transcrita prece-
dentemente, y que, en la sentencia impugnada no se dan motivos
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relativos a esas conclusiones, no es menos cierto, que el bogado
de la ahora recurrida, T. M. M., S. A., concluyó ante dicha Corte,
al igual que lo había hecho ante el tribunal de primer grado, soli-
citando: "Declarar que el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones de tribunal de
los referimientott, es incompetente para conocer del levantamiento
del embargo, trabado por la compañía T. M., S. A., contra la F.
A., C. por A., mediante acto de fecha 17 de diciembre de 1975,
etc."; que, al ser acogidas estas conclusiones por la Corte a-qua, y
declarar, en la sentencia impugnada, la Incompetencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San C.. para conocer
del levantamiento del embargo, y disponer la nulidad de la sen-
tencia apelada, no tenía necesidad de examinar las conclusiones
presentadas por la hoy recurrente, porque la excepción de incom-
petencia tiene prioridad sobre la excepción de fianza; que, en con-
secuencia, y por las razones expuestas, procede desestimar los
alegatos contenidos en el primer medio por carecer de fundamento.

Cas. 29 Agosto 1980. B. J. 837, Pág. 1852.

HIPOTECA.— Ejecución.— Embargo inmobiliario.— Adjudi-
cación a la persiguiente.— Apelación.— Recurso inadmisible.

En la especie, la sentencia impugnada pone de manifiesto, que
en el caso, contrariamente a lo alegado por el recurrente, se trato
de la ejecución de una hipoteca, en cuyo procedimiento se cumplie-
ron todas las formalidades prescritas por la ley, y habiendo cul-
minado con la adjudicación de lugar sin haberse establecido que
dicho procedimiento fuese incidentado, la Corte a-qua, declaró
inadmisible la apelación interpuesta contra el fallo. o acta de ad-
judicación correspondiente.

Cas. 2 Jitlio 1980, B. J. 836. Pág. 1356.

JURAMENTO en materia correccional.— Articulo 155 del Có-
digo de Procedimiento Criminal.

En la especie, el acta de audiencia del 25 de septiembre de
1975, fecha en que se instruyó la causa, da constancia de que to-
dos los testigos oídos en la misma prestaron el juramento de ley;
que, basta que el Juez o tribunal deje constancia de que se prestó
ese juramento para que quede cumplido el artículo 155 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, que es el texto que rige para la
materia correccional; que, en consecuencia, los alegatos de los re-
currentes, contenidos en el segundo medio, carecen de fundamento
v deben ser desestimados.

Cas. 16 Julio igso, B. J. 836, Pág. 1470.

XCIV

—Ic-

LIBERTAD PROVISIONAL bajo fianza.— Artículo 6 de la
Ley 	 de 1915.— Apelación del ministerio público.— Casación

idae.pa civil por el fiscal apelante.— Rechazamiento del recurso
de

parte civil constituida.— la apelación debió notificársele a

d e casación. seg

Según  

e

1 artículo 6 de la Ley sobre Libertad Provisional Bajo
Fianza, la apelación de las sentencias dictadas en esta materia,
debe ser notificada por quien recurra, a las demás partes interesa-
das, incluidas desde luego, la parte civil constituida; no siendo
dicha notificación obligación a cargo de la Corte a-qua, criterio
éste en el que se apoya el medio único del memorial de la recu-
rrente; que en la especie dicha obligación recaía sobre el M. P.
F.. del Distrito Nacional, apelante único, y a la Corte a-qua hacer
mérito de ello, para deducir las consecuencias de lugar, de existir
alguna persona constituida en parte civil, de lo que no hay cons-
tancia; que, por lo tanto, el medio único del memorial se deses-
tima por carecer de fundamento.

Cas. 19 Noviembre 1980, B. J. 840. Pág. 2507.

MANDATO REMUNERADO para vender unos terrenos que
luego pasan como aporte en naturaleza a formar el capital de una
Compañía.— Comisión no pagada al mandatario no obstante la
Compañía haber vendido las tierras como consecuencia de la ges-
tión del mandatario.

En la sentencia impugnada consta, que son hechos establecidos
los siguientes: a) que los actuales recurrentes, hablan dado man-
dato al actual recurrido, para que éste gestionan la venta de un
número determinado de Parcelas de terreno, de su propiedad, al
Ing. J. B.; bl que en ejecución de dicho mandato, el Dr. R. A. F.
R., actual recurrido, realizó las gestiones de lugar sin que se le
pagara comisión alguna; c) que el lro. de septiembre de 1971.
J. R. R. G., por si y por los demás poderdantes dirigió una carta
al apoderado Dr. F., que se reproduce en la sentencia impugnada,
donde se purttualiza que éste devengaba por su gestión, un 5'14
del precio de la venta, y en la que se hace constar que el Ing. B..
en principio había ofrecido pagar RD$500.0000,0 como precio de la
compra; operación en que se ponía a cargo del adquiriente el pago
de la comisión del 551 y que en esa oportunidad no llegó a efec-
tuarse; d1 que posteriormente se constituyó la "U. R., C. por A.".
la que tenía como capital el aporte en naturaleza de los mismos
inmuebles que se le habia dado encargo de vender al actual recu-
rrido Dr. F.; c) que luego la "ti. R.. C. por A.", aparece vendiendo
tl la "V. N., C. por A.", administrada por el Ing. J. B., y por el
mismo precio de RW5013,000.00, las Parcelas que se le había dado
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relativos a esas conclusiones, no es menos cierto, que el bogado
de la ahora recurrida, 1'. M. M., S. A., concluyó ante dicha Corte,
al igual que lo habla hecho ante el tribunal de primer grado. soli-
citando: "Declarar que el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones de tribunal de
los referimientos, es Incompetente para conocer del levantamiento
del embargo, trabado por la compañía T. M., S. A., contra la F.
A.. C. por A.. mediante acto de fecha 17 de diciembre de 1975.
etc."; que, al ser acogidas estas conclusiones por la Corte a-qua, y
declarar, en la sentencia impugnada, la incompetencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San C., para conocer
del levantamiento del embargo, y disponer la nulidad de la sen-
tencia apelada, no tenía necesidad de examinar las conclusiones
presentadas por la hoy recurrente, porque la excepción de incom-
petencia tiene prioridad sobre la excepción de fianza; que, en eón-
secuencia, y por las razones expuestas, procede desestimar los
alegatos contenidos en el primer medio por carecer de fundamento.

Cas. 29 Agosto 1980. B. J. 837, Pág. 1852

HIPOTECA.— Ejecución.— Embargo inmobiliario.— Adjudi-
cación a la persigulente.— Apelación.— Recurso inadmisible.

En la especie, la sentencia impugnada pone de manifiesto, que
en el caso, contrariamente a lo alegado por el recurrente, se trata
de la ejecución de una hipoteca, en cuyo procedimiento se cumplie-
ron todas las formalidades prescritas por la ley, y habiendo cul-
minado con la adjudicación de lugar sin haberse establecido que
dicho procedimiento fuese ineídentado, la Corte a-qua, declaró
inadmisible la apelación interpuesta contra el fallo, o acta de ad-
judicación correspondiente.

Cas. 2 Júlio 1980. B. J. 936, Pág. 1356.

JURAMENTO en materia correccional.— Articulo 155 del Có-
digo de Procedimiento Criminal.

En la especie, el acta de audiencia del 25 de septiembre de
1975, fecha en que se instruyó la causa, da constancia de que to-
dos los testigos oídos en la misma prestaron el juramento de ley;
que, basta que el Juez o tribunal deje constancia de que se prestó
ese juramento para que quede cumplido el artículo 155  del Có-
digo de Procedimiento Criminal, que es el texto que rige para la
materia correceional; que, en consecuencia, los alegatos de los re-
currentes, contenidos en el segundo medio, carecen de fundamento
y deben ser desestimados.

Cas. 16 Julio 1980. B. J. 836. Pág. 1470.

XCIV

LIBERTAD PROVISIONAL bajo fianza.— Articulo 6 de la
!Av :5439 de 19(5.— Apelación del ministerio público.— Casación
de-la parte civil constituida.— la apelación debió notificársele a
la parte civil por el fiscal apelante.— Rechazamiento del recurso
de casación.

Según el artículo 6 de la Ley sobre Libertad Provisional Bajo
Fianza, la apelación de las sentencias dictadas en esta materia.
debe ser notificada por quien recurra, a las demás partes interesa-
das, incluidas desde luego, la parte civil constituida; no siendo
dicha notificación obligación a cargo de la Corte a-qua, criterio
éste en el que se apoya el medio único del memorial de la recu-
rrente; que en la especie dicha obligación recaía sobre el M. P.
E., del Distrito Nacional, apelante único, y a la Corte a-qua hacer
mérito de ello, para deducir las consecuencias de lugar, de existir
alguna persona constituida en parte civil, de lo que no hay cons-
taacia; que, por lo tanto, el medio único del memorial se deses-
tima por carecer de fundamento.

Cas. 19 Noviembre 1980, B. J. 890, Pág. 2507.

MANDATO REMUNERADO para vender unos terrenos que
luego pasan como aporte en naturaleza a formar el capital de una
Componía.— Comisión no pagada al mandatario no obstante la
Compañía haber vendido las tierras COM() consecuencia de la ges-
tión del mandatario.

En la sentencia impugnada consta, que son hechos establecidos
los siguientes: al que los actuales recurrentes, habían dado man-
dato al actual recurrido, para que éste gestionara la venta de un
/Mulero determinado de Parcelas de terreno, de su propiedad, al
Ing. J. B.: ti) que en ejecución de dicho mandato, el Dr. R. A. F.
R., actual recurrido, realizó las gestiones de lugar sin que se le
pagara comisión alguna; el que el lro. de septiembre de 1971,
J. R. R. G.. por si y por los demás poderdantes dirigió una carta
al apoderado Dr. F., que se reproduce en la sentencia impugnada.
donde se puntualiza que éste devengaba por su gestión, un 5%
del precio de la venta, y en la que se hace constar que el Ing. B.,
en principio había ofrecido pagar RDS500.0000,0 como precio de la
compra; operación en que se ponía a cargo del adquiriente el pago
de la comisión del 5% y que en esa oportunidad no llegó a efec-
tuarse; d) que posteriormente se constituyó la "U. R., C. por A.",
la quo tenía como capital el aporte en naturaleza de los mismos
inmuebles que se le había dado encargo de vender al actual recu-
rrido Dr. F.; c) que luego la "U. R., C. por A.", aparece vendiendo
e la "V. N., C. por A.", administrada por el mg. J. B., y por el
mismo precio de RD$500,000.00, las Parcelas que se le había dado
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encargo de vender originalmente al Dr. F.; es innegable que los
alegatos de los recurrentes, frente a esos hechos, si los jueces del
fondo hubiesen tenido que atenerse para apreciar el valor y el
alcance de los contratos a la letra de los mismos, lo que equivale
a decir, que si no existiera el principio legal, de que en las con-
venciones hay que atender más a la intención de las partes, que ,
al sentido literal de las palabras, tal vez tendrían que haberse con-•
siderado dichos alegatos como atendibles, pero resulta, que en :1
caso ocurrente, según. lo pone de manifiesto la sentencia impu g

-nada, tanto por ante la jurisdicción de primer grado, como por an-
te la Corte a-qua, un cúmulo de circunstancias que ella misma
señala, y el desarrollo mismo de los hechos, llevaron a los jueces
del fondo, a formar su convicción según sus propias expresiones,
en el sentido "de que la venta hecha por la llamada Compañía
"U. R., C. por A.", a la otra llamada Compañía "V. N., C. por A.",
es la misma venta, y por el mismo precio diligenciado y pactado.
en definitiva, por el mandatario Dr. F. R."; y dicha apreciación •
como cuestión de hecho sin desnaturalización alguna, ya que se le
atribuyó a los mismos, su verdadero sentido y alcance ,escapa al
control de la casación.

Cas. 28 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 1065.

MANDATO.— Revocación.— Documentos out se dice no fue-
ron ponderados.— Sentencia carente de base legal.— Casación.

En la especie, del examen de la sentencia resulta evidente que
esos documentos no fueron analizados ni particularmente ponde-
rados. como era de rigor en la especie, en el que no se aportaron
para la solución del caso sino elementos de juicio de carácter do-
cumental; que esa ponderación de documentos era tanto más ne-
cesaria cuanto que la Corte no confirmó lo resuelto en Primera
Instancia, sino que revocó lo decidido en ese grado; que, por lo
expuesto, la sentencia que se impugna debe ser casada por falta
de base legal.

Cas. 4 Marzo 1980, 13. J. 832, Pág. 371.

MARCAS DE FABRICAS y Nombres Comerciales.— Litigio
de carácter jurídicamente privado y no puramente administrati-
vo.— Competencia de la jurisdicción comercial competente.

Es de principio que lo primero que tienen que hacer los Jue-
ces cuando llega para ellos el momento de decidir un caso, es de-
cidir sobre su competencia, que, en el caso ocurrente, se produjo
ante la Cámara a-qua una intervención de la M. Ch. H.. C. por A.,
por instancia del 26 de mayo de 1977, suscritat por el Dr. M. T.
R. M., solicitando que la Cámara a -qua declarara su incompetencia;
que al ocurrir esa intervención, la Cámara a-qua quedó formal y
explícitamente enterada de que, su relación con los nombres co-
merciales M. C. por A., y M. Ch. H., C. por A., existía un litigio
de carácter jurídicamente privado y no puramente administrativo,
como hubiera podido ser eventualmente calificado, de no haberse
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producido la intervención que se ha explicado; que, por las cir-
cunstancias señaladas, que aunque en otros términos constan en
la sentencia impugnada, el primer medio del memorial de la recu-
rrente M.. C. por A., debe ser desestimado, no sólo por falta de
fundamento, sino de interés, puesto que el caso de que se trata,
como lo dice acertadamente la sentencia impugnada, puede ser re-
suelto por la jurisdicción comercial competente en la especial ca-
racterística del asunto.

Cas. 23 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1316.

MENORES— Asistencia obligatoria.— Casación.— Recurso in-
terpuesto por la madre querellante.— No tiene que motivarlo.

Dado el alto interés público y social melado por las prescrip-
ciones de la Ley No. 2402 de 1950. a la madre querellante se le
ha atribuido en el proceso el carácter de una parte civil sui-géne-
ris al reconocérsele, en determinadas circunstancias, una situación
procesal de excepción para la mejor viabilidad de los fines de la
ley antes citada; que, en virtud de ello, es preciso admitir que
cuando la madre de los menores de que se trate, al recurrir en
casación contra una sentencia que afecte el interés de aquellos,
no ha expuesto los medios en que fundamenta su recurso, la Su-
prema Corte de Justicia debe proceder al examen del mismo, co-
mo en efecto se hace; la demanda en reducción de una pensión
acordada en virtud de la Ley No. 2402, de 1950, caracteriza una
nueva demanda en justicia, la que, por lo tanto, está sujeta a la
regla del doble grado de jurisdicción; que en la especie es cons-
tante que dicha regla no fue observada, ya que en lugar de haber
sido iniciada la demanda en reducción de pensión por ante el Juz-
gado de Paz del Municipio de Monte Cristy, lo fue por el contra-
rio, por ante la jurisdicción de segundo grado, o sea el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy; incu-
rriéndose así en la violación de las eglas del doble grado de ju-
risdicción, por lo que la sentencia impuimada debe ser casada.

Cas. 1ro. Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1867.

3IENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1950.-
Descargo del prevenido.— Recurso de casación de la madre que-rellante.

En la especie. según el expediente, en el Acta de audiencia
celebrada por la Cámara a-qua el 26 de septiembre de 1977 para
instruir la causa de que se trataba, consta que dicha Cámara en
esa audiencia oyó las deposiciones de los testigos E. G.. y M. R.:
que igualmente oyó de otra Cámara las declaraciones del apelante
D. U, y de la querellante D. T.; que del examen de esos testimo-nios y declaraciones, resulta evidente que la Cámara a-qua tuvo
motivos pertinentes para apreciar que en el caso ocurrente no
habían pruebas suficientes para condenar al prevenido apelante a
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encargo de vender originalmente al Dr. F.; es innegable que los
alegatos de los recurrentes, frente a esos hechos, si los jueces del
fondo hubiesen tenido que atenerse para apreciar el valor y el
alcance de los contratos a la letra de los mismos, lo que equivale
a decir, que si no existiera el principio legal, de que en las con.-
venciones hay que atender más a la intención de las partes, que
al sentido literal de las palabras. tal vez tendrían que haberse con-
siderado dichos alegatos como atendibles, pero resulta, que en
caso ocurrente, según lo pone de manifiesto la sentencia impug-
nada, tanto por ante la jurisdicción de primer grado, como por an-
te la Corte a-qua, un cúmulo de circnnstancias que ella misma
señala, y el desarrollo mismo de los hechos, llevaron a los jueces
del fondo, a formar su convicción según sus propias expresiones,
en el sentido "de que la venta hecha por la llamada Compañía
"U. R.. C. por A.", a la otra llamada Compañía "V. N., C. por A.",
es la misma venta, y por el mismo precio diligenciado y pactado.
en definitiva, por el mandatario Dr. F. R."; y dicha apreciación
como cuestión de hecho sin desruaturaliz.ación alguna, ya que se le
atribuyó a los mismos, su verdadero sentido y alcance ,escapa al
control de la casación.

Cas. 28 Mayo 1980, B. J. 834. Pág. 1065.

MANDATO.— Revocación.— Documentos oue se dice no for-
ron ponderados.— sentencia carente de base legal.— Casación.

En la especie, dcl examen de la sentencia resulta evidente que
esos documentos no fueron analizados ni particularmente ponde-
rados, como era de rigor en la especie, en el que no se aportaron
para la solución del caso sino elementos de juicio de carácter do-
cumental; que esa porsderación de documentos era tanto más ne-
cesaria cuanto que la Corte no confirmó lo resuelto en Primera
Instancia, sino que revocó lo decidido en ese grado; que, por lo
expuesto, la sentencia que se impugna debe ser casada por falta
de base legal.

Cas. 4 Marw 1980, B. J. 832. Pág. 371

MARCAS DE FABRICAS y Nombres Comerciales.— Litigio
de carácter juridicamente privado y no puramente administrati-
vo.— Competencia de la jurisdicción comercial competente.

Es de principio que lo primero que tienen que hacer los Jue-
ces cuando llega para ellos el momento de decidir un caso, es de-
cidir sobre su competencia, que, en el caso ocurrente, se produjo
ante la Cámara a-qua una intervención de la M. Ch. H., C. por A.,
por instancia del 26 de mayo de 1977, suscritat por el Dr. M. T.
R. M., solicitando que la Cámara a-qua declarara su incompetencia;
que al ocurrir esa intervención, la Cámara a-qua quedó formal y
explícitamente enterada de que, su relación con los nombres co-
merciales M. C. por A., y M. Ch. H.. C. por A., existía un litigio
de carácter jurídicamente privado y no puramente administrativo.
como hubiera podido ser eventualmente calificado, de no haberse
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producido la intervención que se ha explicado; que, por las cir-
cunstancias señaladas, que aunque en otros términos constan en
la sentencia impugnada, el primer medio del memorial de la recu-
rrente M.. C. por A., debe ser desestimado, no sólo por falta de
fundamento, sino de interés, puesto que el caso de que se trata,
como lo dice acertadamente la sentencia impugnada, puede ser re-
suelto por la jurisdicción comercial competente en la especial ca-
racterística del asunto.

Cas. 23 Junio 1980, B. J. 8.15, Pág. 1316.

31ENORES.— Asistencia obligatoria.— Casación.— Recurso in-
terpuesto por la madre querellante.— No tiene que motivarlo.

Dado el alto interés público y social tutelado por las prescrip-
ciones de la Ley No. 2402 de 1950. a la madre querellante se le
ha atribuído en el proceso el carácter de una parte civil sui-géne-
ris, al reconocérsele, en determinadas circunstancias, una situación
procesal de excepción para la mejor viabilidad de los fines de la
ley antes citada; que, en virtud de ello, es preciso admitir que
cuando la madre de los menores de que se trate, al recurrir en
casación contra una sentencia que afecte el interés de aquellas,
no ha expuesto los medios en que fundamenta su recurso, la Su-
prema Corte de Justicia debe proceder al examen del mismo, co-
mo en efecto se hace; la demanda en reducción de una pensión
acordada en virtud de la Ley No. 2402, de 1950, caracteriza una
nueva demanda en justicia, la que, por lo tanto, está sujeta a la
regla del doble grado de jurisdicción; que en la especie es cons-
tante que dicha regla no fue observada, ya que en lugar de haber
sido iniciada la demanda en reducción de pensión por ante el Juz-
gado de Paz del Municipio de Monte Cristy, lo fue por el contra-
rio, por arte la jurisdicción de segundo grado, o sea el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy; ineu-
rriéndose así en la violación de las eglas del doble grado de Ju-
risdicción, por lo que la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. lro. Septiembre 1980, 13. J. 838. Pág. 1867.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1950.—
Descargo del prevenido.— Recurso de casación de la madre que-
rellante.

En la especie, según el expediente, en el Acta de audiencia
celebrada por la Cámara a-qua el 26 de septiembre de 1977 para
instruir la causa de que se trataba, consta que dicha Cámara en
esa audiencia oyó las deposiciones de los testigos E. G., Y M. P.:
que igualmente oyó de otra Cámara las declaraciones del apelante
D. ti., y de la querellante D. T.; que del examen de esos testimo-
nios y declaraciones, resulta evidente que la Cámara a-qua tuvo
Motivos pertinentes para apreciar que en el caso ocurrente no
habían pruebas suficientes para condenar al prevenido apelante a
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1
la pena y al cumplimiento de la obligación pecuniaria puestas en
la Ley No. 2402 de 1950.

Cas. 3 Noviembre de igso, B. J. 840, Pág. 2355.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1950.-
Descargo improcedente.— Sentencia insuficientemente motivadaz
Casación de la misma.

La sentencia impugnada pone de manifiesto, que el Juez a-quo,
revocó la decisión del Juez de Primer Grado, que había condenado
al prebenido al pago de una pensión en beneficio de su hija menor,
dando como motivo básico "que no basta el hecho de que tina mu-
jer, aunque haya estado casada, con un individuo, diga que éste
es padre de uno de sus hijos tiene éste que demostrar la posibili-
dad de la gestación, hecho éste que no se produce en la especie,
tal motivación no es correcta para revocar la sentencia condena-
toria y pronunciar el descargo del prevenido, puesto que con ello
no es posible determinar si se trata de hijos no amparados por la
presunción de paternidad consagrada por el artículo 312 del Có-
digo Civil, o si es que se han cumplido en el caso, las reglas del
desconocimiento previsto por ese mismo texto autorizado en favor
del marido ante su imposibilidad de procrear; que en tales circuns-
tancias, no permitiendo los hechos establecidos de la causa, deter-
minar si la ley ha sido o no bien aplicada y adoleciendo además
la sentencia recurrida de insuficiencia de motivos, piocede su ca-
sación por falta de base legal y falta e insuficiencia de motivos.

Cas. 9 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1931.

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402
de 1950.— Recurso de casación de la madre querellante.— Alcance
general.

1.a madre querellante que se acoge a los términos de la Ley
No. 2402 de 1950, sobre asistencia alimenticia de hijos menores
de 18 años, Ley de orden público y de alto interés social, actúa
como una parte sui-géneris en cuanto ella, en razón de los inte-
reses tutelados por la ya mencionada Ley, goza en el proceso pe-
nal de una situación de favor que la libera del cumplimiento de
ciertas exigencias que restrinjan su obligación de velar por la
mejor protección de sus hijos menores; que de ello es preciso
admitir que cuando la madre recurre en casación contra las sen-
tencias que afectan el interés de sus hijos menores; como ocurre
en la especie, limitándose a exponer en el acta declarativa de su
recurso que lo hace por no estar conforme contra la sentencia im-
pugnada, la Suprema Corte de Justicia debe proceder de oficio al
examen de dicha sentencia; es deber de los Jueces en materia re-
presiva establecer en sus sentencias de una manera clara, precisa
y suficiente los motivos de hecho y de derecho en que se basan
al dictar sus sentencias, de modo que la S. C. de J., quede en
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aptitud. al ejercer sus facultades de control, de apreciar si la Ley
fue bien aplicada.

Cas. 14 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 971.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1950.-
Querellante no citada.— Prevenido que admite las relaciones se-
xuales con la querellante.— Sentencia casada por falta de base
legal.

El examen del expediente revela que no existe en él ninguna
constancia de que la actual recurrente fuera citada a comparecer
a las audiencias celebradas por la Cámara a-qua para conocer de
su querella, que además, dicho Tribunal debió investigar, y no lo
hizo, en vista de la declaración del prevenido de que había man-
tenido relaciones sexuales con la querellante, si ello ocurrió en
un momento que pudiera coincidir con la época de la concepción;
que en tales condiciones en la sentencia impugnada no sólo se
violó el derecho de defensa de la querellante sino que se incurrió
en el vicio de falta de base legal.

Cas. 16 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 729.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1950.-
Pensión.— Monto.— Deber del Juez.— Sentencia carente de mo-
tivos,

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Cámara a-qua, como fundamento de lo por ella decidido, en
cuanto a la pensión de que se trata, se limitó a dar los siguientes
motivos: que el recurrente C., alegó "en sus declaraciones en
audiencia que no está trabajando, y que solamente puede pasarle
una pensión de RD$30.00 mensuales a la señora A. G. V.; y que
el Tribunal a-quo le fijó una pensión alimenticia de RD$45.00 men-
suales para la manutención de los menores, tomando en conside-
ración que el prevenido no está trabajando": que lo anteriormen-
te expuesto revela que en ninguno de los motivos de la sentencia
impugnada la Cámara a-qua ponderó, como era su leber, cuáles
eran las necesidades de los menores, ni tampoco las posibilidades
económicas de ambos padres; elementos éstos que el artículo pri-
mero de la Ley No. 2402, de 1950, exige deben ser tenidos en
cuenta a los fines dichos; que por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada, en el punto examinado, por falta de base legal
y de motivos.

Cas. 12 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1999.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Pensión.— Reducción.—
Competencia del Juzgado de Paz.— Casación por vía de supresión
Y sin enhío.

Si bien es cierto que la instancia en reducción de pensión de
que se trata, correctamente, debió ser sometida, en primer grado,
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1
la pena y al cumplimiento de la obligación pecuniaria puestas en
la Ley No. 2402 de 1950.

Cas 3 Noviembre de 1980, B. .5. 840, Pág. 2355.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1950.—
Descargo Improcedente.— Sentencia insuficientemente motivada.
Casación de la misma.

La sentencia impugnada pone de manifiesto, que el Juez a-quo,
revocó la decisión del Juez de Primer Grado, que habla condenado
al prebenido al pago de una pensión en beneficio de su hija menor,
dando como motivo básico "que no basta el hecho de que una mu-
jer, aunque haya estado casada, con un individuo, diga que éste
es padre de uno de sus hijos tiene éste que demostrar la posibili-
dad de la gestación, hecho éste que no se produce en la especie,
tal motivación no es correcta para revocar la sentencia condena-
toria y pronunciar el descargo del prevenido, puesto que con ello
no es posible determinar si se trata de hijos no amparados por la
presunción de paternidad consagrada por el artículo 312 del Có-
digo Civil, o si es que se han cumplido en el caso, las reglas del
desconocimiento previsto por ese mismo texto autorizado en favor
del marido ante su imposibilidad de procrear; que en tales circuns-
tancias, no permitiendo los hechos establecidos de la causa, deter-
minar si la ley ha sido o no bien aplicada y adoleciendo además
la sentencia recurrida de insuficiencia de motivos, procede su ca-
sación por falta de base legal y falta e insuficiencia de motivos.

Cas. 9 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1931.

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402
de 1950.— Recurso de casación de la madre querellante.— Alcance
general.

La madre querellante que se acoge a los términos de la Ley
No. 2402 de 1950, sobre asistencia alimenticia de hijos menores
de 18 años, Ley de orden público y de alto interés social, actúa
como una parte sui-géneris en cuanto ella, en razón de los inte-
reses tutelados por la ya mencionada Ley, goza en el proceso pe-
nal de una situación de favor que la libera del cumplimiento de
ciertas exigencias que restrinjan su obligación de velar por la
mejor protección de sus hijos menores; que de ello es preciso
admitir que cuando la madre recurre en casación contra las sen-
tencias que afectan el interés de sus hijos menores; como ocurre
en la especie, limitándose a exponer en el acta declarativa de su
recurso que lo hace por no estar conforme contra la sentencia im-
pugnada, la Suprema Corte de Justicia debe proceder de oficio al
examen de dicha sentencia; es deber de los Jueces en materia re-
presiva establecer en sus sentencias de una manera clara, precisa
y suficiente los motivos de hecho y de derecho en que se basan
al dictar sus sentencias, de modo que la S. C. de J., quede en

XCV111

aptitud, al ejercer sus facultades de Control, de apreciar si la Ley
fue bien aplicada.

Cas. 14 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 971.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1930.—
querellante no citada.— Prevenido que admite las relaciones se-
xuales con la querellante.— Sentencia casada por falta de base

El examen del expediente revela que no existe en él ninguna
constancia de que la actual recurrente fuera citada a comparecer
a las audiencias celebradas por la Cámara a-qua para conocer de
su querella, que además, dicho Tribunal debió investigar, y no lo
hizo, en vista de la declaración del prevenido de que había man-
tenido relaciones sexuales con la querellante, si ello ocurrió en
un momento que pudiera coincidir con la época de la concepción;
que en tales condiciones en la sentencia impugnada no sélo
violó el derecho de defensa de la querellante sino que se incurrió
en el vicio de falta de base legal.

Cas. 16 Abril 1980, R. J. 833, Pág. 729.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1930.—
Pensión.— Monto.— Deber del Juez.— sentencia carente de mo-
tivos

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Cámara a-qua, como fundamento de lo por ella decidido, en
cuanto a la pensión de que se trata, se limitó a dar los siguientes
motivos: que el recurrente C.. alegó "en sus declaraciones en
audiencia que no está trabajando, y que solamente puede pasarle
una pensión de RD$30.00 mensuales a la señora A. G. V.; y que
el Tribunal a-quo le fijó una pensión alimenticia de RD$45.00 men-
suales para la manutención de los menores, tomando en conside-
ración que el prevenido no está trabajando"; que lo anteriormen-
te expuesto revela que en ninguno de los motivos de la sentencia
impugnada la Cámara a-qua ponderó, como era su leber, cuáles
eran las necesidades de los menores, ni tampoco las posibilidades
económicas de ambos padres; elementos éstos que el artículo pri-
mero de la Ley No. 2402, de 1950, exige deben ser tenidos en
cuenta a los fines dichos; que por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada, en el punto examinado, por falta de base legal
y de motivos.

Cas. 12 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1999.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Pensión.— Reducción.—
Competencia del Juzgado de Paz.— Casación por vía de supresión
Y sin enbío.

Si bien es cierto que la instancia en reducción de pensión de
que se trata, correctamente, debió ser sometida, en primer grado,
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por ante el Juez de Paz, que era el competente„ al no haberlo
hecho así, sino que se apoderó directamente, al Tribunal de Pri-
mera Instancia, al que sólo pudo haberse llegado en grado de ape-
lación, su decisión dictada en esa forma, aunque lo fue en viola-
ción de reglas procesales lo fue en instancia única, y como tal.
susceptible de ser recurrida en casación, por lo que el medio de
inadmisión que se examina carece de fundamento y debe ser de-
sestimado; que de lo expuesto precedentemente se desprende, que
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte
Plata, fue apoderado de un asunto que debió ser sometido en pri-
mer grdao al Juez de Paz, correspondiente; que en consecuencia
el Tribunal a-quo, al conocer y fallar dicho asunto, violó las r e

-glas del doble grado de jurisdción. por lo que la sentencia impug-
nada debe ser casada, por vía de supresión y sin eneío por no
quedar nada que juzgar.

Cas. 26 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 609.

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Recurso de
casación de la madre querellante.— Ley 2402 de 1950.— Sentencia
que condenó a dos años de prisión correccional y 35 pesos de
pensión.

La Suprema Corte de Justicia sustenta el criterio de que. co-
mo el articulo 1ro. de la Ley que rige la materia de que se trata
declara que ella es "de orden público y de interés social", tal de-

proceder no configure ninguna lesión al derecho de defensa de

obvio que el interés de la recurrente se limita en la especie a que

los padres; en el caso ocurrente, del examen de la sentencia im-
pugnada, y de todo el expediente relativo a dicho caso, resulta

claración debe ser interpretada en el sentido de que los recursos
que procedan de la madre querellante deben ser examinados sin
las exigencias procesales de lugar en otros casos, siempre que ese

la sentencia que impugna sea casada sólo en lo relativo a la cuan-
tía de la pensión que, en provecho de su hija L.. fue fijada por la
Cámara a-qua; la referida Cámara tuvo en cuenta expresamente
la condición económica del padre R. de la C. A., el tiempo de la
querella de que fue objeto, así como la circunstancias, revelada
ante dicha Cámara, de que el querellado, que no negó que L., era
su hija, tenía cinco hijos más dependientes de él, la S. C. de J.,
estima que la pensión que fijó en la especie la Cámara a-qua, se
ajusta razonablemente a las condiciones económicas de ambos pa-
dres, por lo cual el recurso de casación de que se trata debe ser
rechazado.

Cas. 14 Mayo 1980, B. J. 834. Pág. 975.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 19.50.—
Recurso de casación de la madre querellante.— No tiene que mo-
tivarlo.

El recurso de casación interpuesto por la madre querellante,
en la materia de que se trata, no está sometido por ser una parte

civil sui-géneris para su validez, como lo ha entendido errónea-
mente el prevenido interviniente, a los requisitos exigidos por los
artículos 34, 35 y 37 de la ley de casación, por lo que el pedimento
hecho por éste de que sea anulado su recurso, se desestima, por
carecer de fundamento.

Cas. 8 Septiembre 1980, B. J. 838. Pág. 1931.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Pensión alimenticia.—
Sentencia carente de base legal.

El examen de los motivos de la sentencia impugnada revela
que la Cámara a-qua no ponderó, como era su deber, cuáles eran
las necesidades del menor; ni tampoco las posibilidades económi-
cas de ambos padres; elementos éstos que exige el artículo 1ro.,
de la Ley 2402, que deben ser tenidos en cuenta para esos fines;
que. por lo tanto, el fallo impugnado adolece en ese aspecto, de
tase legal y de motivos, por lo cual debe ser casado.

Cas. 7 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 430.

—0—

OBLIGACIONES.— Alegato de compensación.— Improceden-
cia de ese alegato.— Contratos.— Saldo favorable al demandante.

En la especie, la Corte a-qua, estimó fiel y definitivamente que
el acto del 28 de diciembre de 1973, fue un documento hecho para
garantizar todos los créditos del Ing. N. N., frente al Ing. R. U.,
porque las cuentas señaladas por R. U., a su favor, son anteriores
al expresado balance del 28 de diciembre de 1973, y fueron toma-
dos en cuenta al elaborarse; como lo señala el Juez de Primer
Grado en su sentencia, motivos estos que hace suyos expresamente
en su sentencia la Corte a-qua, además. la Corte estimó que los
cargos a cuenta del recurrido M. N. N., fueron tenidos en cuenta
por L. R. U.. al efectuar el balance del 28 de diciembre de 1973.
lo que demuestra que la indicada Corte tuvo presente todos los
documentos aportados por las partes y muy especialmente los
alegatos del actual recurrente cuando sostiene que él es acreedor
del recurrido por una suma que debe ser compensada entre las
partes; que, al efecto, la Corte a-qua, en su sexto considerando,
expresa; "porque frente a las anteriores circunstancias, es decir
de haber recibido el demandado"... (actual recurrente) "poste-
iormente a la suscripción del mencionado documento de garantía,
los valores que le fueron retenidos por la L. M. D., y de haber
efectuado. antes de suscribir dicho documento, las deducciones de
las cantidades o proporciones de esas cantidades "cuya compensa-
ción reclaman el demandado, es preciso declarar en consecuencia,
al acoger el Tribunal los argumentos presentados por la parte de-
mandante suficientemente establecidos los términos de la deman-
da de que se trata, T117án por la cual la misma debe ser acogida
en todas sus partes por el Tribunal".

Cas. 21 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1537.
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por ante el Juez de Paz, que era el competente„ al no haberlo
hecho así, sino que se apoderó directamente, al Tribunal de Pri-
mera Instancia, al que sólo pudo haberse llegado en grado de ape-
ladón, su decisión dictada en esa forma, aunque lo fue en viola-
ción de reglas procesales lo fue en instancia única, y como tal.
susceptible de ser recurrida en casación, por lo que el medio de
inadmisión que se examina carece de fundamento y debe ser de-
sestimado; que de lo expuesto precedentemente se desprende, que
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte
Plata, fue apoderado de un asunto que debió ser sometido en pri-
mer grda,o al Juez de Paz, correspondiente; que en consecuencia
el Tribunal a-quo, al conocer y fallar dicho asunto, violó las re-
glas del doble grado de jurisdción, por lo que la sentencia impug-
nada debe ser casada, por vía de supresión y sin eneío por no
quedar nada que juzgar.

Cas. 26 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 609.

MENORES DE EDAD.— Asistencia obligatoria.— Recurso cíe
coación de la madre querellante.— Ley 2402 de 1950.— Sentencia
que condenó a dos años de prisión correccional y 35 pesos de
pensión.

La Suprema Corte de Justicia sustenta el criterio de que, co-
mo el articulo lro. de la Ley que rige la materia de que se trata
declara que ella es "de orden público y de interés social", tal de-
claración debe ser interpretada en el sentido de que los recursos
que procedan de la madre querellante deben ser examinados sin
las exigencias procesales de lugar en otros casos, siempre que ese
proceder no configure ninguna lesión al derecho de defensa de
los padres; en el caso orurrente, del examen de la sentencia im-
pugnada, y de todo el expediente relativo a dicho caso, resulta
obvio que el interés de la recurrente se limita en la especie a que
la sentencia que impugna sea casada sólo en lo relativo a la cuan-
tía de la pensión que, en provecho de su hija L.. fue fijada por la
Cámara a-qua; la referida Cámara tuvo en cuenta expresamente
la condición económica del padre R. de la C. A., el tiempo de la
querella de que fue objeto, así como la circunstancias, revelada
ante dicha Cámara, de que el querellado, que no negó que L., era
su hija, tenía cinco hijos más dependientes de él, la S. C. de J.,
estima que la pensión que fijó en la especie la Cámara a-qua, se
ajusta razonablemente a las condiciones económicas de ambos pa-
dres, por lo cual el recurso de casación de que se trata debe ser
rechazado.

Cas. 14 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 975.

NIENORES.— Asistencia obligatoria.— Ley 2402 de 1930.—
Recurso de casación de la madre querellante.— No tiene que mo-
tivarlo.

El recurso de casación interpuesto por la madre querellante.
en la materia de que se trata, no está sometido por ser una parte

rL	 oi-géneris para su validez, como lo ha entendido errónea-
Inc,,le el prevenido interviniente, a los requisitos exigidos por los
artículos 34, 35 y 37 de la ley de casación, por lo que el pedimento
hecho por éste de que sea anulado su recurso, se desestima, por
carecer de fundamento.

Cas. 8 Septiembre 1980, 13. J. 838, Pág. 1931.

MENORES.— Asistencia obligatoria.— Pensión alimenticia.—
Sentencia carente de base legal.

El examen de los motivos de la sentencia impugnada revela
que la Cámara a-qua no ponderó, como era su deber, cuáles eran
las necesidades del menor; ni tampoco las posibilidades económi-
cas de ambos padres; elementos éstos que exige el artículo lro.,
de la Ley 2402. que deben ser tenidos en cuenta para esos fines;
que, por lo tanto, el fallo impugnado adolece en ese aspecto, de
hase legal y de motivos, por lo cual debe ser casado.

Cas. 7 Marzo 1980, B. J. 832. Pág. 430.

—O—

OBLIGACIONES.— Alegato de compensación.— Improceden-
cia de ese alegato.— Contratos.— Saldo favorable al demandante.

En la especie, la Corte a-qua, estimó fiel y definitivamente que
el acto del 28 de diciembre de 1973, fue un documento hecho para
garantizar todos los créditos del Ing. N. N., frente al Ing. R. U.,
porque las cuentas sefialadas por R. U., a su favor, son anteriores
al expresado balance del 28 de diciembre de 1973, y fueron toma-
dos en cuenta al elaborarse; como lo sefiala el juez de Primer
Grado en su sentencia, motivos estos que hace suyos expresamente
en su sentencia la Corte a-qua, además. la Corte estimó que los
cargos a cuenta del recurrido M. N. N., fueron tenidos en cuenta
por L. R. U., al efectuar el balance del 28 de diciembre de 1973,
lo que demuestra que la indicada Corte tuvo presente todos los
documentos aportados por las partes y muy especialmente los
alegatos del actual recurrente cuando sostiene que él es acreedor
del recurrido por una suma que debe ser compensada entre las
Partes; que, al efecto, la Corte a-qua, en su sexto considerando.
expresa: "porque frente a las anteriores circunstancias, es decir
de haber recibido el demandado"... (actual recurrente) "poste-
iormente a la suscripción del mencionado documento de garantía,
los valores que le fueron retenidos por la L. M. D., y de haber
efectuado, antes de suscribir dicho documento, las deducciones de
las cantidades o proporciones de esas cantidades "cuya compensa-
ción reclamara el demandado, es preciso declarar en consecuencia.
al acoger el Tribunal los argumentos presentados por la parte de-
mandante suficientemente establecidos los términos de la deman-
da de que se trata, razón por la cual la misma debe ser acogida
en todas sus partes por el Tribunal".

Cas. 21 Julio 1980, 13. J. 836, Pág. 1537.
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ORLIGACION COMERCIAL.— Diversas facturas.— Documen-
tos de liberación no depositados.

En la sentencia impugnada se expresa lo siguiente: que por
los documentos depositados en el expediente se ha comprobado
que A. E. S., C. por A., adeuda a la F. T., C. por A., la suma de
RD810,494.24, según consta en diversas facturas; que la deudora
alegó haber celebrado un convenio con su acreedor por el cual
se había liberado de la mencionada deuda; que, sin embargo, dicha
deudora no ha aportado esa prueba; en efecto, en certificación
expedida por la Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, el 24 de julio del 1978, depositada en el expediente por la
recurrida, se hace constar que hasta esa fecha la actual recurrente
no había dado cumplimiento a la sentencia que ordenó el depósito
de documentos; por lo que la S. C. de J., estima que la Corte a-qua
procedió correctamente al rechazar las conclusiones de la actual
recurrente.

Cas. 29 Octubre 1980, B. J. 239, Pág. 2304.

PARTE CIVIL CONSTITUIDA. — Calidad de madre de la
agraviada.— Prueba.— Acta de notoriedad y ex-tracto del acta de
nacimiento.— Prueba de la maternidad natural.

En cuanto a la calidad de O. V., para constituirse en parte
civil, en representación de su hija menor E. V., en la sentencia
impugnada, se da por establecido, y los documentos comprobato-
rios reposan en el expediente, que desde el acta policial, siempre
se hizo constar, que la menor lesionada era hija de O. V.; que siete
testigos en un acto de notoriedad declararon de su íntima relación
con esa familia y que la menor mencionada siempre vivió bato
el mismo techo de su madre O. V., y por último hay un Extracto
del acta de nacimiento, del 22 de febrero de 1977. expedida por la
Oficial í a de Estado Civil de la Segunda Circunscripción del Dis-
trito Nacional, en donde consta, que E. V., es hija natural de O.
V.: que en consecuencia la Corte a-qua, al revocar la sentencia
del Juez de primer grado, que había negado calidad a la actual
recurrida, para constituirse en parte civil, lejos de haber hecho.
como lo pretendían los recurrentes una mala aplicación de la ley.
hizo una correcta aplicación de la misma.

Cas. 9 Mayo 1980. B. J. 834. Pág. 941.

PARTE CIVIL CONSTITUIDA.— Conclusiones en Primera
Instancia.— Apelación del Ministerio Público o del prevenido.—
U/fluencia en el aspecto civil.

Conforme el artículo 63 del Código de Procedimiento Crimi-
nal: ''Toda persona que se crea perjudicada por un crimen o deli-
to, podrá presentarse en queja y constituirse en parte cibil"; y el
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articulo 67 expresa' "Los querellantes podrán constituirse en par-
te civil en cualquier estado de causa, hasta la conclusión de los
debates"; que sin embargo, para que esa constitución tenga lugar
y produzca sus efectos es necesario que sea presentada ante el tri-
bunal de primer grado, que, "en efecto, la apelación intentada
por el Ministerio Público o por el prevenido no puede beneficiar
a la persona lesionada que no se ha constituido en parte civil en
primera Instancia; además, si se admite la constitución de la parte
civil en apelación, si violaría el doble grado de jurisdicción", que
en la especie R. A. D., y R. V. R., no act,aron en primera instancia
como parte civil constituida, y el segundo compareció a la au-
diencia en calidad de prevenido y se le descargó por lo que su
apelación carece de interés en el aspecto penal; que la apelación
interpuesta por estos recurrentes, se hizo sin que ellos produjeran
conclusiones como parte civil en la instrucción de la causa en
primer grado, lo que hacia inadmisible su intervención en apela-
ción, que es en definitiva lo decidido por la Corte a-qua; que en
consecuencia el medio único propuesto por los indicados recurren-
tes D. y V., carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 22 Octubre 1980. B. J. 839, Pág. 2231.

PARTE CIVIL CONSTITUIDA contra la persona puesta en
causa como civilmente responsable y no contra el prevenido.— 'Va-
lidez de esa constitución en parte civil.

La declaración de voluntad de constituirse en parte civil, tie-
ne entre otros efectos, el de dar al prevenido, o a quienes deban
responder civilmente por él, como adversarios en el proceso penal
a las personas lesionadas por el delito, que de ello resulta que la
persona o personas que se constituyan en parte civil, puedan ha-
cerlo a su mejor elección o conveniencia, ya frente al prevenido
mismo, y de quien o quienes deban responder de él, o de éstos
solamente; que, en consecuencia, la Corte a-qua pudo correcta-
mente desestimar, como lo hizo, las conclusiones de los ahora
recurrentes, tendentes . al rechazamiento de la constitución en par-
te civil de los agraviados, hecha contra Q. G., puesto en causa co-
mo civilmente responsable, sobre dicho fundamento.

Cas. 8 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2674.

PRESCRIPCION alegada por primera vez en casación.— Me-dio Nuevo.— Inadmisible.

Aparte de otras razones la recurrente no alegó ante los Jue-
ces del fondo la prescripción de la acción intentada contra ella.
por lo que al ser presentado este alegato por primera vez ante laSuprema Corte de Justicia constituye un medio nuevo en casación
que no puede ser admitido.

Cas. 19 Mano 1980, B. J. 832, Pág. 543.
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OBLJGACION COMERCIAL— Diversas facturas.— Documen-
ton. de liberación ino depositadas.

En la sentencia impugnada se expresa lo siguiente: que por
los documentos depositados en el expediente se ha comprobado
que A. E. S., C. por A., adeuda a la F. T., C. por A., la suma de
RD$10,494.24, según consta en diversas facturas; que la deudora
alegó haber celebrado un convenio con su acreedor por el cual
se había liberado de la mencionada deuda; que, sin embargo, dicha
deudora no ha aportado esa prueba; en efecto, en certificación
expedida por la Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, el 24 de julio del 1978, depositada en el expediente por la
re< urrida, se hace constar que hasta esa fecha la actual recurrente
no había dado cumplimiento a la sentencia que ordenó el depósito
de documentos; por lo que la S. C. de J., estima que la Corte a-qua
procedió correctamente al rechazar las conclusiones de la actual
recurrente.

CaR. 29 Octubre 1980, 11 J. 839. Pág. 2304.

artículo 67 expresa: "Los querellantes podrán constituirse en par-
te civil en cualquier estado de causa, hasta la conclusión de los
debates"; que sin embargo, para que esa constitución tenga lugar
y produzca sus efectos es necesario que sea presentada ante el tri-
bunal de primer grado; que. "en efecto, la apelación intentada
por el Ministerio Público o por el prevenido no puede beneficiar
a la persona lesionada que no se ha constituido en parte civil en
Primera instancia; además, si se admite la constitución de la parte
civil en apelación, si violaría el doble grado de jurisdicción", que
en la especie R. A. D., y R. V. R., no act,aron en primera instancia
como parte civil constituida, y el segundo compareció a la au-
diencia en calidad de prevenido y se le descargó por lo que su
apelación carece de interés en el aspecto penal; que la apelación
interpuesta por estos recurrentes, se hizo sin que ellos produjeran
conclusiones como parte civil en la instrucción de la causa en
primer grado, lo que hacía inadmisible su intervención en apela-
ción, que es en definitiva lo decidido por la Corte a-qua; que en
consecuencia el medio único propuesto por los indicados recurren-
tes D. y V, carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 22 Octubre 1980. B. J. 839, Pág. 2231.

PARTE CIVIL CONSTITUIDA.— Calidad de madre de la
agraviada.— Prueba.— Acta de notoriedad y extracto del arta de
nacimiento.— Prueba de la maternidad natural.

I I	 En cuanto a la calidad de O. V., para constituirse en parte
civil, en representación de su hija menor E. V., en la sentencia
impugnada, se da por establecido, y los documentos comprobato-
rios reposan en el expediente, que desde el acta policial, siempre
se hizo constar, que la menor lesionada era hija de O. V.; que siete
testigos en un acto de notoriedad declararon de su íntima relación
con esa familia y que la menor mencionada siempre vivió bajo
el mismo techo de su madre O. V., y por último hay un Extracto
del acta de nacimiento, del 22 de febrero de 1977, expedida por la
Oficialía de Estado Civil de la Segunda Circunscripción del Dis-
trito Nacional, en donde consta, que E. V., es hija natural de O.
V.: que en consecuencia la Corte a-qua, al revocar la sentencia
del Juez de primer grado, que había negado calidad a la actual
recurrida, para constituirse en parte civil, lejos de haber hecho.
como lo pretendían los recurrentes una mala aplicación de la ley.
hizo una correcta aplicación de la misma.

Cas. 9 Mayo 1980. B. J. 834. Pág. 941.

PARTE CIVIL CONSTITUIDA.— Conclusiones en Primera
Instancia.— Apelación del Ministerio Pública) o del prevenido.—
Influencia en el aspecto civil.

Confoi MC el artículo 63 del Código de Procedimiento Crimi-
nal: "Toda persona que se crea perjudicada por un crimen o deli-
to, podrá presentarse en queja y constituirse en parte cibil"; y el

PARTE CIVIL CONSTITUIDA contra la persona puesta en
causa como civilmente responsable S. no contra el prevenido.— Va-
lidez de esa constitución en parte civil.

La declaración de voluntad de constituirse en parte civil, tie-ne entre otros efectos, el de dar al prevenido, o a quienes deban
responder civilmente por él, como adversarios en el proceso penal
a las personas lesionadas por el delito, que de ello resulta que la
persona o personas que se constituyan en parte civil, puedan ha-
cerlo a su mejor elección o conveniencia, ya frente al prevenido
mismo, y de quien o quienes deban responder de él, o de éstos
solamente; que, en consecuencia, la Corte a-qua pudo correcta-
mente desestimar, como lo hizo, las conclusiones de los ahora
recurrentes, tendentes al rechazamiento de la constitución en par-
te civil de los agraviados, hecha contra Q. G., puesto en causa co-
mo civilmente responsable, sobre dicho fundamento.

Cas. 8 Diciembre 1980, 13. J. 841, Pág. 2674.

PRESCRIPCION alegada por primera vez en msación.— Me-
dio Nuevo.— Inadmisible.

Aparte de otras razones la recurrente no alegó ante los Jue-
ces del fondo la prescripción de la acción intentada contra ella.
Por lo que al ser presentado este alegato por primera vez ante la
Suprema Corte de Justicia constituye un medio nuevo en casación
que no puede ser admitido.

Cas. 19 Marzo 1980, 13. J. 832, Pág. 543.
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PRUEBA.— Materia penal.— Declaraciones de las partes in-
teresadas.

En materia penal los jueces pueden para dictar sus fallos, ba-
sarse, tanto en las declaraciones del prevenido como en el de las
personas constituidas en parte civil; que en la especie la Corte
a-qua al dictar su sentencia no sólo se basó en las declaraciones
del prevenido y de las personas constituidas en parte civil sino en
"otros elementos y circunstancias del proceso", tal como consta
en el fallo impugnado; que los demás alegatos de los recurrentes
se refieren a cuestiones de hecho de la soberana apreciación de
los Jueces del fondo que no están sujetas a la censura de la ca-
sación.

Cas. 4 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1154.

PRUEBA.— Reenvío para aportar documentos.— Rechazamien-
to sin dar los motivos justificativos.

Cas. 16 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 1004.
Ver: Responsabilidad civil. Calidad.

PRUEBA.— Testimonios divergentes.— Facultad de los jue-
ces.— Accidente de automóvil. Posición en que quedaron los
vehículos.

Frente a todos los testimonios, aunque fueran divergentes, la
Corte a-qua no incurrió en el vicio de desnaturalización alegado al
atribuir mayor crédito, en diversos puntos relativos el accidente
ocurrido, a los testigos que a su juicio depusieron con mayor sin-
ceridad y a las declaraciones que le parecieron más verosímiles
en relación con otros elementos de juicio, especialmente ron la
posición de los vehículos después del accidente.

Cas. 16 Mayo 1980. B. J. 834, Pág. 1013.

—R-

REFERIMIENTO.— LevanGuniento de embargo retentivo.—
La demanda de desembargo debe hacerse por ante el domicilio del
embargado.

Cas. 29 Agosto 1980, B. J. 837. Pág. 1852.
Ver: Embargo retentivo de bienes muebles que se encontraban...

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Calidad de comitente discuti-
da.— Solicitud de reenvío para aportar pruebas de que no existía
i r reladón de comitencia entre el prevenido y la persona puesta
en causa como civilmente responsable.— Rechazamiento del reen-
vío.— Violación al derecho de defensa.

En la especie, el Dr. D. A.. quien representó, ante la Cámara
a-qua, la C. de T. "L. C., In$., se limitó a concluir en la forma 5i-
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guiente: ''a nombre de la persona supuestamente responsable, y en
interés del derecho de defensa de dicha parte, se reenvíe esta
causa a fin de darnos la oportunidad de probar por documentos,
los cuales sean sometidos al debate público, oral y contradictorio,
arte este Tribunal, que en el momento en que se originó la co-
lisión, en fecha 13 de octubre de 1974, no existía la comisión de
comitencia entre la C. de T. "L. C., I . , y A . B. B.": que al ser
rechazado este pedimento por el Tribunal a-quo sobre el funda-
mento de que: "de haberío acogido como se propuso, hubiera sido
una demanda nueva en grado de apelación, lo que .es violatorio
del derecho de defensa y por consiguiente, violatorio, del doble
grado de jurisdicción", dicho Tribunal incurrió en el vicio denun-
ciado, porque, si bien en casación, la regla es que no pueden pre-
sentarse medios nuevos, no ocurre lo mismo en grado de apela-
ción, donde si pueden presentarse; que debe tenerse siempre por
demanda nueva nb sólo el caso del cambio de objeto de la de-
manda sino el cambio en la causa o fundamento jurídico de la mis-
ma, lo que no ocurrió en este caso; por consiguiente y por todo
lo expuesto procede casar la sentencia impugnada en cuanto a que
condenó a la C. de T., "L. C., Inc.", al pago de una indemnización
de RD$500.00 en favor de J. G. G., y en cuanto a que declaró la
oponibilidad de dicha indemnización a la S. P., S. A.

Cas. 16 Mayo 1980, 13. J. 834, Pág. 1004.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Camioneta mal estacionada en
la carretera.— Falta que incidió en el accidente.— Responsabilidad
del comitente.

En la especie, E. R. y Ft., cometió faltas que incidieron en el
accidente, al dejar estacionada la camioneta con las dos ruedas
derechas en el paseo y las dos de la izquierda sobre la carretera;
que el espacio que ocupaba en la vía impedía pasar libremente, a
un vehículo por la mitad que corresponde a la derecha de Oeste
a Este; que la camioneta no tenia ningura luz encendida, ni nin-
guna otra señal, ni había alumbrado público en la carretera; que
la camioneta que manejaba E. R. y R., era propiedad de M. J., y
que el primero estaba al servicio y bajo las órdenes del segundo;
que, en consecuencia, al condenar a M. J., puesto en causa corno
civilmente responsable, al pago de una indemnización de RD$5,-
000.00. en favor de A. G., parte civil constituida, como reparación
Per los daños y perjuicios materiales v morales, por ella experi-
mentadas, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo
1384 del Código Civil, y dio motivos suficientes que justifican el
dispositivo de la sentencia impugnada.

Cas. 13 Febrero igso, B. J. 831, Pág. 241.

RISI'ONSABILIDAD CIVIL.— Comitencia no probada.— De-
manda civil llevada accesoriamente a la acción peral.— Demanda
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PRUEBA.— Materia penal.— Declaraciones de las partes in-
teresadas.

En materia penal los jueces pueden para dictar sus fallos, ha-
sane, tanto en las declaraciones del prevenido como en el de las
personas constituidas en parte civil; que en la especie la Corte
a-qua al dictar su sentencia no sólo se basó en las declaraciones
del prevenido y de las personas constituidas en parte civil sino en
"otros elementos y circunstancias del proceso", tal como consta
en el fallo impugnado; que los demás alegatos de los recurrentes
se refieren a cuestiones de hecho de la soberana apreciación de
los jueces del fondo que no están sujetas a la censura de la ca-
sación.

Cas. 4 Junio 1980, B. J. 835. Pág. 1154.

PRUEBA.— Reenvío para aportar documentos.— Rechazamien-
to sin dar los motivo« justificativos.

Cas. 16 Mayo 1980, B. J. 834. Pág. 1004.
Ver: Responsabilidad civil. Calidad.

PRUEBA.— Testimonios divergentty— Facultad de los jue-
etc.— Accidente de automóvil	 Posición en que quedaron los
vehículos.

Frente a todos los testimonios, aunque fueran divergentes, la
Corte a-qua no incurrió en el vicio de desnaturalización alegado al
atribuir mayor crédito, en diversos puntos relativos al accidente
ocurrido, a los testigos que a su juicio depusieron con mayor sin-
ceridad y a las declaraciones que le parecieron más verosímiles
en relación con otros elementos de juicio, especialmente con la
Posición de los vehículos después del accidente.

Cas 16 Mayo 1980, B. J. 834. Pág. 1013.

REFERIMIENTO.— Levantamiento de embargo retentivo.—
La demanda de desembargo debe hacerse por ante el domicilio del
embargado.

Cas. 29 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1852.
Ver: Embargo retentivo de bienes muebles que se encontraban...

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Calidad de comitente discuti-
da.— Solicitud de reenvío para aportar pruebas de que no existía
1, relación de comitencia entre el prevenido y la persona puesta
en causa como civilmente responsable.— Rechazamiento del reen-
vío.— Violación al derecho de defensa.

En la especie, el Dr. D. A., quien representó, ante la Cámara
a-qua. la C. de T. "L. C., 	 se limitó a concluir en la forma si-
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guiente: "a nombre de la persona supuestamente responsable, y en
interés del derecho de defensa de dicha parte, se reenvíe esta
causa a fin de darnos la oportunidad de probar por documentos,
los cuales sean sometidos al debate público, oral y contradictorio,
anjte este Tribunal, que en el momento en que se originó la co-
lisión, en fecha 13 de octubre de 1974, no existía la comisión de
comitencia entre la C. de T. "L. C., L, y A. B. 13:'; que al ser
rechazado este pedimento por el Tribunal a-quo sobre el funda-
mento de que: "de haberlo acogido como se propuso, hubiera sido
una demanda nueva en grado de apelación, lo que 'es violatorio
del derecho de defensa y por consiguiente, violatorio, del doble
grado de jurisdicción", dicho Tribunal incurrió en el vicio denun-
ciado, porque, si bien en casación, la regla es que no pueden pre-
›entarse medios nuevos, no ocurre lo mismo en grado de apela-
ción, donde sí pueden presentarse; que debe tenerse siempre por
demanda nueva nb sólo el caso del cambio de objeto de la de-
manda sino el cambio en la causa o fundamento jurídico de la mis-
ma, lo que no ocurrió en este caso; por consiguiente y por todo
lo expuesto procede casar la sentencia impugnada en cu. tinto a que
condenó a la C. de T., "L. C., Inc.", al pago de una indemnización
de RD$500.00 en favor de J. G. G., y en cuanto a que declaró la
oponibilidad de dicha indemnización a la S. P., S. A.

Cas. 16 Mayo 1980. B. J. 834, Pág. 1004.

RESPONSABILIDAD CIVIL— Camioneta mal estacionada en
la carretera.— Palta que incidió en el accidente.— Responsabilidad
del comitente.

En la especie. E. R. y R.. cometió faltas que incidieron en el
accidente, al dejar estacionada la camioneta con las dos ruedas
derechas en el paseo y las dos de la izquierda sobre la carretera;
que el espacio que ocupaba en la vía impedía pasar libremente, a
un vehículo por la mitad que corresponde a la derecha de Oeste
a Este; que la camioneta no tenía ningura luz encendida, ni nin-
guna otra señal, ni había alumbrado público en la carretera; que
la camioneta que manejaba E. R. y R., era propiedad de M. J.. y
que el primero estaba al servicio y bajo las órdenes del segundo:
que, en consecuencia, al condenar a M. J., puesto en causa como
civilmente responsable, al pago de una indemnización de RD$5.-
000.00. en favor de A. G., parte civil constituida, como reparación
por los dafios y perjuicios materiales y morales, por ella experi-
mentadas, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del articulo
1384 del Código Civil, y dio motivos suficientes que justifican el
dispositivo de la sentencia impugnada.

..
1• •	 Cas. 13 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 241.
1.
,	 RESPONSABILIDAD CIVIL.— Comitencia no probada.— De-
' Manda civil llevada accesoriamente a la acción penal.— Demanda
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raes que a la apreciación que ellos se han formado de los hechos;
que en efecto la Corte ha estimado que la víctima fue atropellada
en el contén izquierdo de la calle, es decir, en el carril contrario
uor donde debía transitar el camión conducido por R. C. A.; que
esa estimación de la Corte a-qua está fundada en las declaraciones
de los testigos que constatn en las actas de audiencia; que si la
Corte estableció que así ocurrieron los hechos no tenia que espe-
cular sobre la conducta de la madre al respecto, puesto que al
rayes del proceso ningún testigo ha señalado que ésta actuara

negligentemente; que en cuanto a la responsabilidad de la parte
: p uesta en causa como civilmente responsable, en la sentencia im-
rugnada consta que N. V. G., es la persona a nombre de quien
::gura asegurado el camión del accidente, mediante póliza No.
33781, documento que obra en el expediente; y que éste mismo es
el que el prevenido señala como su patrón y quien le pagaba sus
servicios; que la eminencia se determina por las relaciones entre
el que ordena y el que obedece esas órdenes independientemente
del derecho de propiedad sobre la cosa que ocasionó el daño; que
en la especie tanto la Corte a-qua como el tribunal de primer gra-
do pudieron establecer las relaciones de comitente a preposé entre
C. y G.; por lo que los medios propuestos carecen de fundamento
y deben ser desestimados.

Cas 29 Octubre 1980. B. J., 839, Pág. 2281.

basada en la calidad de propietaria del vehículo que ocasionó el
daño.— Artículos 3 y 273 del Código de Procedimiento Criminal y
13at del Código Civil.

Ciertamente como lo alega la recurrente, si los tribunales apo-
derados de un hecho calificado infracción penal son competentes,
aún en caso de descargo del prevenido, para estatuir sobre la ac-
ción civil ejercida por la parte civil accesoriamente a la acción
pública, es a condición de que la condenación a daños y perjuicios
esté fundada en los mismos elementos de hecho que constituyen
el objeto de la prevención y de que no sea contradictoria con la
acción pública; que, en efecto, en el proceso penal sólo pueden
figurar el Ministerio Público, la parte civil, el prevenido y las
personas que el artículo 1384 del Código Civil y otras disposiciones
legales declaran civilmente responsable del hecho de otro y no le
está permitido a ninguna de las partes extender el círculo de las
personas entre las cuales, atendiendo a su calidad se ha querido
encerrar el juicio sobre la infracción y sobre las acciones civiles
que sean su consecuencia; de donde se infiere que los tribunales
cuando estén apoderados de un delito de golpes o heridas, o de
causar la muerte por imprudencia, no pueden estatuir sobre una
demanda en responsabilidad civil fundada en la presunción de
responsabilidad que existe a cargo del guardián de la cosa inani-
mada, puesto que dicha acción se basa en circunstancias extrañas
a la prevención; por aplicación de esos principios, preciso es reco-
nocer que al descartar la Corte a-qua la demanda de la parte civil
constituida contra la M. A., C. por A., ahora recurrente, por no
haberse demostrado en el presente caso que J. B. C., fuera en el
momento del accidente un empleado suyo, en el ejercicio normal
y habitual de sus funciones, no podía dicha Corte, en cambio, aco-
ger la misma demanda contra la M. A., C. por A., en su calidad
de guardiana del vehículo con que se produjeron los daños, fun-
dada en la presunción de responsabilidad, que en estos casos pesa
sobre el dueño del vehículo, puesto que una demanda en daños y
perjuicios no ha podido ser intentada por la parte civil constituida
contra la ahora recurrente, aecesoiamente a la acción pública, en
su calidad de propietaria guardiana del vehículo que ocasionó el
daño; que, por consiguiente, la sentencia de la Corte a-qua, al es-
tatuir como lo hizo, ha desconocido los principios concernientes al
regular apoderamiento de los tribunales en materia correccional:
que, por consiguiente, dicha Corte ha violado los artículos 3 y 273
del Código de Procedimiento Criminal, tal como lo alega la recu-
rrente, por lo que procede la casación del fallo impugnado.

Cas. 4 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1140.

RESPONSABILIDAD CIVIL— Cornitencia.— Prueba.— PTO-

pletario del vehículo asegurado y quien pagaba los servicios per-
sonales del prevenido.

En la especie, los recurrentes de lo que se quejan, en cuanto
a los motivos, es de que la Corte dio mayor crédito a los testimo-

CVI

RESPONSABILIDAD  CIVIL— Daños y perjuicios.— Monto.--
Interses como indemnización suplementaria.— Suma razonable.—
Deber  de los jueces.

La Corte a-qua, para condenar al recurrente F. II., a una in-
" demnización de RD$5,000.00 en favor de R. L. M., constató que

éste había quedado con lesión permanente, amputación de la pier-
na derecha; que al evaluar en esa suma los daños y perjuicios.
materiales y morales, experimentados por L.

'
 la Corte a-qua

hizo uso de su poder soberano de apreciación, y sólo cuando esta
es irrazonable, lo que no ocurre en la especie, es necesario ofrecer
motivos especiales; el examen del fallo impugnado pone de ma-
nifiesto que la Corte a-qua, aparte de acordar, como se ha consig-
nado anteriormente, una indemnización de RD$5,000.00 en favor
de R. L. M., parte civil constituida, también dispuso, a título de
indemnización suplementaria en favor de dicha parte civil consti-
tuida, el pago de los intereses legales de la indicada suma, a par-
tir de la fecha de la demanda; que, la Corte a-qua actuó con • c-
lamente, pues se refiere, como se ha dicho, a una indemnización
complementaria, lo que es posible cuando se trata de un crédito
que tiene por base un hecho delictual, y dichos intereses son soli-
citados, como ocurrió en la especie.

Cas. 28 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 99.
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basada en la calidad de propietaria del vehículo que ocasionó el
daño.— Artículos 3 y 273 del Código de Procedimiento Criminal y
1384 del Código Civil.

Ciertamente como lo alega la recurrente, si los tribunales apo-
derados de un hecho calificado infracción penal son competentes,
aún en caso de descargo del prevenido, para estatuir sobre la ac-
ción civil ejercida por la parte civil accesoriamente a la acción
pública, es a condición de que la condenación a daños y perjuicios
esté fundada en los mismos elementos de hecho que constituyen
el objeto de la prevención y de que no sea contradictoria con la
acción pública; que, en efecto, en el proceso penal sólo pueden
figurar el Ministerio Público, la parte civil, el prevenido y las
personas que el articulo 1384 del Código Civil y otras disposiciones
legales declaran civilmente responsable del hecho de otro y no le
está permitido a ninguna de las partes extender el círculo de la-
personas entre las cuales, atendiendo a su calidad se ha querido
encerrar el juicio sobre la infracción y sobre las acciones civiles
que sean su consecuencia; de donde se infiere que los tribunales
cuando estén apoderados de un delito de golpes o heridas, o de
causar la muerte por imprudencia, no pueden estatuir sobre una
demanda en responsabilidad civil fundada en la presunción ch-
responsabilidad que existe a cargo del guardián de la cosa inani-
mada, puesto que dicha acción se basa -m circunstancias extrañas
a la prevención; por aplicación de esos principios, preciso es reco-
nocer que al descartar la Corte a-qua la demanda de la parte civil
constituida contra la M. A., C. por A., ahora recurrente, por no
haberse demostrado en el presente caso que J. B. C., fuera en el
momento del accidente un empleado suyo, en el ejercicio normal
y habitual de sus funciones, no podía dicha Corte, en cambio, aco-
ger la misma demanda contra la M. A., C. por A., en su calidad
de guardiana del vehículo con que se produjeron los daños, fun-
dada en la presunción de responsabilidad, que en estos casos pesa
sobre el dueño del vehículo, puesto que una demanda en daños y
perjuicios no ha podido ser intentada por la parte civil constituida
contra la ahora recurrente, aecesoiamente a la acción pública, en
su calidad de propietaria guardiana del vehículo que ocasionó el
daño; que, por consiguiente, la sentencia de la Corte a-qua, al es-
tatuir como lo hizo, ha desconocido los principios concernientes al
regular apoderamiento de los tribunales en materia correccional;
que, por consiguiente, dicha Corte ha violado los artículos 3 y 273
del Código de Procedimiento Criminal, tal como lo alega la recu-
rrente, por lo que procede la casación del fallo impugnado.

Cas. 4 Junio 1980, R. J. 835, Pág. 1140.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Comitencia.— Prueba.— Pro-
pietario del vehículo asegurado y quien pagaba los Servicios per-
sonales del prevenido.

En la especie, las recurrentes de lo que se quejan, en cuanto
a los motivos, es de que la Corte dio mayor crédito a los testimo-
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ries que a la apreciación que ellos se han formado de los hechos;
que en efecto la Corte ha estimado que la víctima fue atropellada
en el contén izquierdo de la calle, es decir, en el carril contrario
nor donde debía transitar el camión conducido por R. C. A.; que
esa estimación de la Corte a-qua está fundada en las declaraciones
de los testigos que constatn en las actas de audiencia; que si la
Corte estableció que así ocurrieron los hechos no tenía que espe-
cular sobre la conducta de la madre al respecto, puesto que al
través del proceso ningún testigo ha señalado que ésta actuara
negligentemente; que en cuanto a la responsabilidad de la parte
,tiesta en causa como civilmente responsable, en la sentencia ira-.
jagnada consta que N. V. G., es la persona a nombre de quien
jigura asegurado el camión del accidente, mediante póliza No.
33781, documento que obra en el expediente; y que éste mismo es
el que el prevenido señala como su patrón y quien le pagaba sus
servicios; que la comitencia se determina por las relaciones entre
el que ordena y el que obedece esas órdenes independientemente
del derecho de propiedad sobre la cosa que ocasionó el daño; que
en la especie tanto la Corte a-qua como el tribunal de primer gra-
do pudieron establecer las relaciones de comitente a preposé entre
C. y G.; por lo que los medios propuestos carecen de fundamento
y deben ser desestimados

Cas 29 Octubre 1980, II. J., 839, Pág. 2281.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Daños y perjuicios.— Monto.—
Interses como indemnización suplementaria.— Suma razonable.—
Deber de los jueces.

La Corte a-qua, para condenar al recurrente F. B., a una in-
demnimción de RD$5,000.00 en favor de R. L. M., constató que
éste había quedado con lesión permanente, amputación de la pier-
na derecha; que al evaluar en esa suma los daños y perjuicios,
materiales y morales, experimentados por L. a, la Corte a-qua
hizo uso de su poder soberano de apreciación, y sólo cuando esta
es irrazonable, lo que no ocurre en la especie, es necesario ofrecer
motivos especiales; el examen del fallo impugnado pone de ma-
nifiesto que la Corte a-qua, aparte de acordar, Come se ha consig-
nado anteriormente, una indemnización de Rnss,000.00 en favor
de R. L. M., parte civil constituida, también dispuso, a título de
indemnización suplementaria en favor de dicha parte civil consti-
tuida, el pago de los intereses legales de la indicada suma, a par-
tir de la fecha de la demanda; que, la Corte a-qua actuó correc-
tamente, pues se refiere, como se ha dicho, a una indemnización
complementaria, lo que es posible cuando se trata de un crédito
que tiene por base un hecho delicttud, y dichos intereses son soli-
citados, como ocurrió en la especie.

Cas. 28 Enero 1980. B. J. 830, Pág. 99.
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RESPONSABILIDAD CIVIL.— Daños ocasionados a un profe-
sional por haberle chocado su vehículo.— Daños materiales.— Lu-
<ro cesante y depreciación del vehículo.

En la especie, la Cámara a-qua para justificar los daños y per-
juicios evaluados en la sentencia impugnada dio en su sentencia
los siguientes motivos: al que P. T. P., a quien no se le reconoció
falta aléuna, en el accidente, depositó dos presupuestos elabora-
dos por "S. A., C. por A.", donde se hace Coitstar, que éste por
concepto de piezas para reparación de su carro placa No. 142-750
que fue chocado en el accidente de que se trata, gastó de una parte
RD$i,528.00; y luego RD$204.50; con lo que se probó los gastos
en que se incurrieron para la reparación de dicho vehículo; b
que el vehículo placa No. 142-750, es el medio comunicativo a los
lines de realizar sus actividades profesionales del Dr. P. T. P., y
que como consecuencia de la privapión del uso del mismo éste
sufrió un perjuicio evidente; que además había que tomar en cuen-
ta la depreciación del vehículo después del choque: el que por
todo ello, tomando en cuenta los daños materiales y el lucro ce-
sante, y en vista de que todo el que ocasiona un daño a ootro, está
obligado a repararlo, haciendo uso de su poder soberano de apre-
ciación, consideró justo elevar el monto de la indemnización a
RD$3,000.00, más los intereses legales a partir de la demanda.

Cas. 14 Enero igso, B. J. 830, Pág. 40.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Daños y perjuicios.— Repara-
ción.— Demanda basada en una falta contractual y no delictual.-
Prescripción de dos años y no de un año.— Artículo 2268 del Có-
digo Civil.— Valores no acreditados a la cuenta de cheques de un
cliente.— Cheques expedidas y devueltos por insuficiencia de pro-
visión.

En cuanto a la prescripción de la acción alegada por el recu-
rrente, la cual se examina en primer término por tratarse de un
asunto perentorio; que el texto legal a que se refiere el recurrente
ro tiene aplicación en el caso que nos ocupa, ya que no se trata
de al prescripción delictual sino de la contractual, que está regida
por el articulo 2273 del Código Civil, modificado, según el cual
prescribe por el periodo de dos años, "la acción en responsabilidad
civil contractual cuya prescripción no hubiere sido fijada por la
ley ,expresamente, en período más extenso"; que, por consiguien-
te, como la acción fue intentada el 18 de agosto de 1976, y el hecho
que le dio nacimiento ocurrió en septiembre de 1974, dicha acción
no ha podido prescribir, por lo que este alegato del recurrente
debe ser desestimado.

Cas. 7 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 907.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Incidente.— Sobreseimiento.—
Audiencia regularmente perseguida.— Avenir al ahogado de la
parte adversa y notificación del escrito de conclusiones.

En la especie, la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Corte a-qua al adoptar los motivos de la decisión del Juez de
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Primer Grado, para el rechazamiento del incidente, sobre la pre-
sunta violación del articulo lro. le la Ley 1015, que invocan los
recurrentes, lejos de haber incurrido en la violación de dicho
texto legal, hizo una correcta aplicación del mismo, como resulta
de la motivación sobre ese punto de la sentencia impugnada que
se transcribe a continuación: "que por las piezas que reposan en
el expediente, se comprueba: a) que por acta de fecha 3 de no-
viembre de 1971, del ministerial V. M., el demandante Dr. H. Ch.
NL, les notificó a los Dres. J. R., y J. M. D. A., haber depositado
en la Secretaria de esta Cámara Civil y Comercial de la Segunda
Circunscri pción del Distrito Nacional, los distintos documentos que
haría valer en apoyo de su demanda, invitándoles a tomar comu-
nicación de los mismos, notificándoles a la vez su escrito de conr
clusiones relativo a la demanda de que se trata; y b) que por acto
de fecha 16 de marzo de 1972, del ministerial V. M., el Dr. H. Ch.
In, les dio avenir a los citados abogados para comparecer a la
audiencia que celebraría este Tribunal el día 21 de abril de 1972,
a las 9 a. m., a fin de discutir el fondo de la demanda en cuestión;
que del estudio del acto de avenir citado antes, se comprueba que
transcurrió un plazo de un mes y cinco días entre la fecha de la
notificación de dicho acto y la fecha en que se conocería por ante
este Tribunal del fondo de la demanda citada en reclamación de
daños y perjuicios, habiéndole además notificado antes de esa fe-
cha la parte demandante a los abogados de las partes demandadas
su escrito de conclusiones; que, en tales circunstancias, la parte
demandante no ha violado ninguna de las disposiciones contenidas
en la Ley 1015 del 11 de octubre de 1938 ni en la Ley No. 362 del
16 de septiembre de 1932.

Cas. 26 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 1079.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Nevera embarcada que sufre
averías.— Responsabilidad de la compañia transportadora.— Da-
ños morales y materiales.— Valor de la cosa transportada.

En la especie, la sentencia impugnada da por establecido los
hechos siguientes: que A. V. P., le compró a la G. E. C. C., de
Puerto Rico, una nevera marca Hot Point, por una suma superior
a ciento cincuenta pesos; que entre la M. S. D., C. por A., y A. V.
de P., se celebró un contrato mediante el cual la primera se obli-
gaba a transportar hasta el puerto de S. D., la referida nevera;
que la misma fue traída al país en el buque de carga "C. I.", con-
signado a la referida Compañía, y que la nevera de que es cues-
tión, sufrió averías al ser transportada; que al condenar la Corte
a-qua a la M. S. D., C. por A.. a pagar a A. V. P., la suma de
RD$900.00, más al pago de los intereses legales a partir de la de-
manda. por el costo de la nevera destruida y como reparación por
los daños y perjuicios morales y materiales por ella experimenta-
dos, hizo uso de su poder para apreciar la magnitud de los daños
y perjuicios, y en consecuencia, el monto de las indemnizaciones;
que cuando esas reparaciones civiles son ocasionadas a la vez por
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RESPONSABILIDAD CIVIL— Daños ocasionados a un profe-
sional por haberle chocado su vehículo.— Daños materiales.— Lu-
( ro cesante y depreciación del vehículo.

En la especie, la Cámara a-qua para justificar los daños y per-
juicios evaluados en la sentencia impugnada dio en su sentencia
los siguientes motivos: a> que P. T. P., a quien no se le reconoció
falta alguna, en el accidente, depositó dos presupuestos elabora-
dos por "S. A., C. por A.", donde se hace Constar, que éste por
concepto de piezas para reparación de su carro placa No. 142-750.
que fue chocado en el accidente de que se trata, gastó de una parte
RD$1,528.00; y luego RD$204.50; con lo que se probó los gastos
en que se incurrieron para la reparación de dicho vehículo; b)
que el vehículo placa No. 142-750, es el medio comunicativo a los
fines de realizar sus actividades profesionales del Dr. P. T. P., y
que como consecuencia de la privación del uso del mismo ésto
sufrió un perjuicio evidente; que además había que tomar en cuen-
ta la depreciación del vehículo después del choque; e) que por
todo ello, tomando en cuenta los daños materiales y el lucro ce-
sante, y en vista de que todo el que ocasiona un daño a ootro, está
obligado a repararlo, haciendo uso de su poder soberano de apre-
ciación, consideró justo elevar el monto de la indemnización a
RD$3,000.00, más los intereses legales a partir de la demanda.

Cas. 14 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 40.

RESPONSABILIDAD CIVIL— Daños y perjuicios.— Repara-
ción.— Demanda basada en una falta contractual y no delictual.—
Prescripción de dos años y no de un atm.— Artículo 2268 del Có-
digo Civil.— Valores no acreditados a la cuenta de cheques de un
cliente.— Cheques expedidos y devueltos por insuficiencia de pro-
visión.

En cuanto a la prescripción de la acción alegada por el recu-
rrente, la cual se examina en primer término por tratarse de un
asunto perentorio; que el texto legal a que se refiere el recurrente
ro tiene aplicación en el caso que nos ocupa, ya que no se trata
de al prescripción delictual sino de la contractual, que está regida
por el artículo 2273 del Código Civil, modificado, según el cual
prescribe por el período de dos años, "la acción en responsabilidad
civil contractual cuya prescripción no hubiere sido fijada por la
ley ,expresamente, en período más extenso"; que, por consiguien-
te, como la acción fue intentada el 18 de agosto de 1976, y el hecho
que le dio nacimiento ocurrió en septiembre de 1974. dicha acción
no ha podido prescribir, poi lo que este alegato del recurrente
debe ser desestimado,

Cas. 7 Mayo 1980. B. J. 834, Pág. 907.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Invidente.— Sobreseimiento.—
Audiencia regularmente perseguida.— Avenir al abogado de la
parte adversa y notificación del escrito de conclusiones.

En la especie, la sentencia impugnada pone de manifiesto que
la Corte a-qua al adoptar los motivos de la decisión del Juez de
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primer Grado, para el rechazamiento del incidente, sobre la pre-
sunta violación del artículo lro, le la Ley 1015, que invocan los
recurrentes, lejos de haber incurrido en la violación de dicho
texto legal, hizo una correcta aplicación del mismo, como resulta
de la motivación sobre ese punto de la sentencia impugnada que
se transcribe a continuación: "que por las piezas que reposan en
el expediente, se comprueba: al que por acta de fecha 3 de no-
viembre de 1971, del ministerial V.M., el demandante Dr. II. Ch.
M., les notificó a los Dres. J. R., y J. M. D. A., haber depositado
en la Secretaria de esta Cámara Civil y Comercial de la Segunda
Circunscripción del Distrito Nacional, los distintos documentos que
haría valer en apoyo de su demanda, invitándoles a tomar comu-
nicación de los mismos, notificándoles a la vez su escrito de con-
clusiones relativo a la demanda de que se trata; y b) que por acto
de fecha 16 de marzo de 1972, del ministerial V. M., el Dr. H. Ch.
fvf., les dio avenir a los citados abogados para comparecer a la
audiencia que celebraría este Tribunal el día 21 de abril de 1972.
a las 9 a. m., a fin de discutir el fondo de la demanda en cuestión;
que del estudio del acto de avenir citado antes, se comprueba que
transcurrió un plazo de un mes y cinco días entre la fecha de la
notificación de dicho acto y la fecha en que se conocería por ante
este Tribunal del fondo de la demanda citada en reclamación de
daños y perjuicios, habiéndole además notificado antes de esa fe-
cha la parte demandante a los abogados de las partes demandadas
su escrito de conclusiones; que, en tales circunstancias, la parte
demandante no ha violado ninguna de las disposiciones contenidas
en la Ley 1015 del 11 de octubre de 1938 ni en la Ley No. 362 del
16 de septiembre de 1932.

011t, Cas. 26 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 1079.

ItySPONSABiLiimn CIVIL.— Nevera embarcada que sufre
averías.— Responsabilidad de la compañía transportadora.— Da-
ños morales y materiales.— Valor de la cesa transportada.

En la especie, la sentencia impugnada da por establecido los
hechos siguientes: que A. V. P., le compró a la G. E. C. C., de
Puerto Rico, una nevera marca HM Point, por una suma superior
a ciento cincuenta pesos; que entre la M. S. D., C. por A., y A. V.
de P., se celebró un contrato mediante el cual la primera se obli-
gaba a transportar hasta el puerto de S. D., la referida nevera:
que la misma fue traída al país en el buque de carga "C. I.", con-
signado a la referida Compañia, y que la nevera de que es cues-
tión, sufrió averías al ser transportada: que al condenar la Corte
a-qua a la M. S. D., C. por A.. a pagar a A. V. P., la suma de
RD$900.00, más al pago de los intereses legales a partir de la de-
manda, por el costo de la nevera destruida y como reparación por
los daños y perjuicios morales y materiales por ella experimenta-
dos, hizo uso de su poder para apreciar la magnitud de los daños
y perjuicios, y en consecuencia, el monto de las indemnizaciones;
que cuando esas reparaciones civiles son ocasionadas a la vez por
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daños materiales y morales no es preciso describir en detalle los
daños causados por uno u otro concepto; y que, la fijación del
monto de las indemnizaciones queda abandonada al poder de los
jueces del fondo, cuyas decisiones en este orden no pueden ser
objeto de censura alguna salvo el caso que sean obviamente irra-
zonables, lo que no ocurre en la especie; que, por todo lo expuesto.
procede desestimar los alegatos de la recurrente por carecer de
fundamento.

Cas. 30 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1327.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Reclamante que no prueba ser
el propietario de la camioneta que resultó averiada en ¿un choque.
Ilerngoda rechazada.

Aún cuando la acción civil sea llevada accesoriamente por
ante los Tribunales represivos, corresponde siempre a quienes se
crean dueños de la misma hacer justicia la prueba de ello por los
medios que sean de lugar, lo que no ha ocurrido en la especie.

Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 391.

RESPONSABILIDAD CIVIL. — Seguro de vehículos.— Leyes
4177 de 1955 y 432 de 1964.— Sentencia pronunciada en defecto
contra una compaaía aseguradora.— No hay oposición.— Implica-
ción del artículo 156 del Código de Procedimiento Civil.

Si en principio, toda sentencia por incomparecencia debe ser
ejecutada dentro de los seis meses de su pronunciamiento, según
lo dispone el articulo 156 del Código de Procedimiento Civil, sin
embargo, esta prescripción de seis meses no es aplicable a la sen-
tencia que, aún siendo en defecto por incomparecencia, no son
susceptibles de oposición, corno lo es la sentencia impugnada, por-
que estos fallos son, en efecto, reputados contradictorios; en con-
secuenbia. procede casar la sentencia impugnada por haber hecho
la Corte a-qua una errónea aplicación del artículo 156 del Código
Civil.

Cas. 26 Septiembre 1980, 13. J. 838, Pág. 2075.
Nota: El artículo 156 del Código de Procedimiento Civil ha sido

modificado por la Ley 845 del 1978.

REVISION CIVIL.— Ordinal 5to. del artículo 480 del Código
de Procedimiento Civil.— Omisión de estatuir.

Cas. 4 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1134.
Ver: Contrato de trabajo. Omisión de estatuir.— Medio de re-

visión civil y no de casación...

ROBO SIMPLE.— Condenación en defecto sin haberse citado
al prevenido.— Violación de la letra g) del artículo 8 de la Cons-
titución.

Tal como lo alega el recurrente, la letra J) del articulo 8 de
la Constitución de la República, dispone que: "Nadie podrá ser
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juzgado sin haber sido oído o debidamente citado ni sin observan-
cia de los procedimientos que establezca la ley para asegurar un
juicio imparcial y el ejercicio del derecho de defensa"; que al ha-
ber sido dictada la sentencia impugnada en defecto contra el pre-
venido F. S., y no existir constancia en el expediente de que éste
fuera citado ni oído en la audiencia celebrada, es obvio, que la
Cámara a-qua violé el referido texto legal.

Cas. 28 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 821. 	 ,

—S-

;SEGURO CONTRA INCENDIO.— Póliza.— Interpretación.—
Facultad de los Jueces del fondo.

A pesar de ser el contrato de seguro un contrato de estricta
aplicación, cuyas cláusulas deben cumplirse rigurosamente cuando
son claras y precisas, la Suprema Corte de Justicia, en funciones
de Corte de Casación, sólo ejerce un poder de control sobre la in-
terpretación de los contratos, cuando ellos son desnaturalizados:
que los articulos 1156 y 1161 del Código Civil son meras reglas
doctrinales para la interpretación de los contratos dirigidos al Juez
el cual puede averiguar la voluntad común de las partes, sea se-
gún el contexto del acto, sea según todas las circunstancias de la
causa, que, al respecto los Jueces del hecho interpretan soberana-
mente las convenciones que les sean sometidas, reservándose sólo
a la S. C. de J., en funciones de Corte de Casación; el poder de
control, cuando una cláusula clara y precisa es desnaturalizada en
su interpretación por los Jueces del fondo, que la Corte a-qua en
la sentencia impugnada, para fallar como lo hizo, dio entre otros
motivos, los siguientes: "que la parte intimada alegó entre otras
cosas que el día del sinisetro la discoteca no era propiedad de D.
F. R., C. por A., pero existe en el expediente una certificación de
la Dirección General de Rentas Internas donde consta entre otras
cosas que la mencionada discoteca es propiedad de la referida D.,
gut no había obtenido patente para el segundo semestre de 1975.
y que se encontraba a esa fecha sometida a la acción de la justi-
cia, y que actualmente está inactiva a causa de un incendio que
hubo en el mismo; que a mayor abundamiento de lo expuesto an-
teriormente, en el expediente se encuentran los Estatitos que ri-
gen el funcionamiento de la Compañía por Acciones D. F. R., C.

• Por A., Acta de la Asamblea General constitutiva de la mencionada
Compañía y una lista de Suscriptores y Estado de los pagos de la
misma. que demuestran lo alegado por la intimante en el sentidode que la discoteca no ha cambiado jamás de dueño: que la inti-
mada en apelación invoca en sus conclusiones que: D. F. R., C.
Por A., en su condición de asegurada debía participarle a S. H.,
S. A., el incendio ocurrido por escrito. inmediatamente, y de en-tregarle, a más tardar dentro de los quince dias siguientes al si-
niestro un estado de las pérdidas y daños causados por el sinies-
tro"; argumento éste que a juicio de esta Corte carece de relevan-
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daños materiales y morales no es preciso describir en detalle los
daños causados por uno u otro concepto; y que, la fijación del
monto de las indemnizaciones queda abandonada al poder de los
jueces del fondo, cuyas decisiones en este orden no pueden ser
objeto de censura alguna salvo el caso que sean obviamente irra-
zonables, lo que no ocurre en la especie; que, por todo lo expuesto,
procede desestimar los alegatos de la recurrente por carecer de
fundamento.

Cas. 30 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1327.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Reclamante que no prueba ser
el propietario de la camioneta que resultó averiada en un choque.
nemlnda rechazada

Aún cuando la acción civil sea llevada accesoriamente por
ante los Tribunales represivos, corresponde siempre a quienes se
crean dueños de la misma hacer justicia la prueba de ello por los
medios que sean de lugar, lo que no ha ocurrido en la especie.

Cas. 4 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 391.

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Seguro de vehículos.— Leyes
4177 de 19.55 y 432 de 1984.— Sentencia pronunciada en defecto
contra una compait aseguradora.— No hay oposición.— Inaplica-
ción del articulo 156 del Código de Procedimiento Civil.

Si en principio, toda sentencia por incomparecencia debe ser
ejecutada dentro de los seis meses de su pronunciamiento, según
lo dispone el artículo 156 del Código de Procedimiento Civil, sin
embargo. esta prescripción de seis meses no es aplicable a la sen-
tencia que, aún siendo en defecto por incomparecencia, no son
susceptibles de oposición, como lo es la sentencia impugnada, por-
que estos fallos son, en efecto, reputados contradictorios; en con-
secuencia, procede casar la sentencia impugnada por haber hecho
la Corte a-qua una errónea aplicación del artículo 156 del Código
Civil.

Cas. 26 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 2075.
Nota: El artículo 156 del Código de Procedimiento Civil ha sido

modificado por la Ley 845 del 1978.

RENISION CIVIL.— Ordinal Sto. del articulo 480 del Código
de Procedimiento Civil.— Omisión de estatuir.

Cas. 4 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1134.
Ver: Contrato de trabajo. Omisión de estatuir Medio de re-

visión civil y no de casación...

ROBO SIMPLE.— Condenación en defecto sin haberse citado
al prevenido.— Violación de la letra g) del artículo 8 de la Cons-
titución.

Tal como lo alega el recurrente, la letra ..1) del artículo 8 de
la Constitución de la República, dispone que: "Nadie podrá ser
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juzgado sin haber sido oído o debidamente citado ni sin observan-
cia de los procedimientos .que establezca la ley para asegurar un
juicio imparcial y el ejercicio del derecho de defensa"; que al ha-
ber sido dictada la sentencia impugnada en defecto contra el pre-
venido F. S., y no existir ponstancia en el expediente de que éste
fuera citado ni oído en la audiencia celebrada, es obvio, que la
Cámara a-qua violó el referido texto legal.

ces. 28 Abril 1980, 13. J. 833, Pág. 821.

• .
-•

SEGURO  CONTRA INCENDIO.— Póliza.— Interpretación.—
Facultad de los Jueces del fondo.

A pesar de ser el contrato de seguro un contrato de estricta
aplicación, cuyas cláusulas deben cumplirse rigurosamente cuando
son claras y precisas, la Suprema Corte de Justicia, en funciones
de Corte de Casación, sólo ejerce un poder de control sobre la in-
terpretación de los contratos, cuando ellos son desnaturalizados;
que los artículos 1156 y 1161 del Código Civil son meras reglas
doctrinales para la interpretación de los contratos dirigidos al Juez
el cual puede averiguar la voluntad común de las partes, sea se-
gún el contexto del acto, sea según todas las circunstancias de la
causa, que, al respecto los Jueces del hecho interpretan soberana-
mente las convenciones que les sean sometidas, reservándose sólo
a la S. C. de J., en funciones de Corte de Casación el poder de
control, cuando una cláusula clara y precisa es desnaturalizada en
su interpretación por los Jueces del fondo, que la Corte a-qua en
la sentencia impugnada, para fallar como lo hizo, dio entre otros
motivos, los siguientes: "que la parte intimada alegó entre otras
cosas que el día del sinisetro la discoteca no era propiedad de D.
F. R., C. por A., pero existe en el expediente una certificación de
la Dirección General de Rentas Internas donde consta entre otras
cosas que la mencionada discoteca es propiedad de la referida O.,
que no había obtenido patente para el segundo semestre de 1975,
y que Se encontraba a esa fecha sometida a la acción de la justi-
cia, y que actualmente está inactiva a causa de un incendio que
hubo en el mismo; que a mayor abundamiento de lo expuesto an-
teriormente, en el expediente se encuentran los Estattitos que ri-
gen el funcionamiento de la Compañía por Acciones D. F. R., C.
Por A., Acta de la Asamblea General constitutiva de la mencionada
Compañía y una lista de Suscriptores y Estado de los pagos de la
misma, que demuestran lo alegado por la intimante en el sentido
de que la discoteca no ha cambiado jamás de dueño; que la inti-
mada en apelación invoca en sus conclusiones que: D. F. R., C.
Por A., en su condición de asegurada debía participarle a S. H.,
S. A., el incendio ocurrido por escrito, inmediatamente, y de en-
tregarle, a más tardar dentro de los quince días siguientes al si-
niestro un estado de las pérdidas y daños causados por el sinies-
tro"; argumento este que a juicio de esta Corte carece de relevan-
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cia, ya que es constante en el expediente que en fecha 18 de no-
viembre de 1975, el señor R. A. S. B., envió una carta a S. H., S. A.,
en la cual le comunica la ocurrencia del incendio, y más luego
mediante acto de Alguacil instrumentado por el Ministerial R. V.,
Ordinario de a Octava Cámara del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional le notificó la ocurrencia de dicho incendio,
circunstancias éstas que satisfacen plenamente lo exigido, de con-
formidad con lo estipulado en el contrato fechado el 23 de diciem-
bre de 1974; que asimismo, y por otra parte, en caso de que los
demandantes hoy intimantes en apelación, no hubieren comunicado
la ocurrencia. y además no hubieran notificado los daños sufridos
por estos a consecuencia del mismo, a la demandada hoy intimada
en apelación, no existiría razón alguna para el rechazo de su de-
manda, ya que a juicio de esta Corte, la aseguradora no podría
eximirse del pago de los valores envueltos en el contrato, si no
prueba que el asegurado ha procedido de mala fe o mediante
maniobra dolosa, y más aún si no prueba que la falta imputada
al asegurado tiene su origen en el dolo o la mala fe; que es de
doctrina y jurisprudencia en el país de origen de nuestra legisla- •
ción que la caducidad resultante del retardo en la declaración del
siniestro, no tiene la rigidez que aparentemente se le atribuye, ya
que conserva siempre al asegurado el derecho de exigir el pago
de su prestación, en caso de retardo, cuando demuestre, que el
dolor o sufrimiento generado por la ocurrencia del riesgo le ha
retardado hacer una declaración en el plazo impartido como ocu-
rren en la especie, por tanto a juicio de esta Corte tiene validez
plena la información del siniestro ofrecida por el asegurado a la
aseguradora, nueve (9) días después de ocurrido, ya que nuestra
ley de reguro vigente, no fija plazos para la información o comu-
nicación del siniestro; que en fin, la Ley No. 126 sobre Seguros
Privados de nuestro país, del 16 de mayo de 1971, vigente a la
fecha, marca en nuestro pais el rumbo de un seguro más jurídico.
ya que consagra que la omisión, el ocultamiento de hechos y las
declaraciones incorrectas no impedirán el ejercicio delos benefi-
ciarios con arreglo a la póliza, salvo que dichas omisiones sean
fraudulentas y sustanciales"; que, por lo transcrito, es evidente
que la Corte a-qua interpretó y aplicó correctamente el artículo
1134 del Código Civil, y 8 y 11 del Contrato de Seguro celebrado
entre la hoy recurrente y la recurrida, por lo que el medio que
se examina carece de fundamento y debe, por tanto, ser desesti-
mado.

Cas. 23 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 799.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Compañia asegura-
dora que niega que el pasajera está -protegido por la ley.— Sutura-
bencia directa-- Condenación en costas contra la aseguradora.

Tal como lo alega el recurrente, la S. P., S. A., concluyó ante
la Corte a-qua, solicitando que "la sentencia a intervenir no le sea
oponible en ningún aspecto a la S. P., S. A., en razón de que el
reclamante era pasajero que no está garantizado por la Ley"; que.

a tales condiciones, la referida Compañia Aseguradora hizo ale-
A tos que no son en provecho del asegurado, sino solamente en su
;opio interés; en consecuencia, la Corte a-qua hizo en la senten-

cla impugnada, una errónea interpretación del artículo 10 de la
Ley No. 4117, de 195,5, por lo que procede casar la sentencia im-
pugnada solamente en este aspecto.

Cas. 28 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 116.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Contrato de Póliza.—
Prueba.— Marbete.— Sentencia carente de base legal,

La Corte a-qua para declarar que existe contrato de Póliza
válido entre los asegurados W. R. L., y/o R. B. F., y la Compañía
L. P. H. de S., C. por A.. dio como único motivo, el siguiente:
que la parte civil constituida presentó los marbetes que tenía en
su poder, marbetes que constituyen una prueba de la póliza, ya
que hay prueba en contrario a cargo de la Compañía por tanto es
el criterio de esta Corte después de ponderar exhaustivamente to-
dos los documentos depositados por las partes, que ha determinado
que la Póliza en cuestión existe"; que, lo transcrito, no permite
a la Suprema Corte de Justicia determinar si en la especie se hizo
o no una correcta aplicación de la Ley; máxime cuando la hoy re-
currente ha negado, desde Pimera Instancia, la existencia de la
Póliza de Seguros, y por ende la validez del Marbete; que además,
tal como lo señala la recurrente, la Corte a-qua no ponderó espe-
cificamente la Certificación del 20 de septiembre de 1971, expe-
dida por el Dr. S. A. M.. Superintendente de Seguros, en la .cual
consta que la Póliza No. 2852-374 fue expedida a favor de L. M.
Vda. H., la que, de haber sido ponderada pudo, eventualmente.
haber conducido a una solución distinta del caso; que, por todo
lo expuesto, la sentencia impugnada, carece de base legal.

Cas. 26 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 613.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos. — Ley 4117 de 19S5.—
Condenación contra el asegurado.— Desistimiento del recurso de
apelación del asegurado.— Influencia de ese desistimiento sobre
el interés de la Compañía aseguradora.— Finalidad de la ley.—
Articulo 68 dela Ley 126 de1971 sobre Seguros Privados.— Recurso
de la compañía aseguradora contra el asegurado.

De acuerdo con lo dispuesto por e ]articulo 10 de la Ley No.
4177 de 1955, la entidad aseguradora, una vez puesta en causa.
terdrá calidad para alegar en justicia cuanto tienda a disminuir el
quantum de la responsabilidad civil o al establecimiento de la no
existencia de la misma; que de los términos de la aludida dispo-
sición legal resulta que la aseguradora está provista de un derecho
Propio, susceptible de ser ejercido siempre en relación con las obli-
gaciones que para ella resultan de la póliza, independientemente
del comportamiento procesal del asegurado; de donde resulta evi-
dentemente que si aquel cuya responsabilidad civil ha sido asegu-
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cia, ya que es constante en el expediente que en fecha 18 de no-
viembre de 1975, el señor R. A. S. B., envió una carta a S. 1-1, S. A.,
en la cual le comunica la ocurrencia del incendio, y más luego
mediante acto de Alguacil instrumentado por el Ministerial R. V..
Ordinario de a Octava Cámara del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional le notificó la ocurrencia de dicho incendio,
circunstancias éstas que satisfacen plenamente lo exigido, de con-
formidad con lo estipulado en el contrato fechado el 23 de diciem-
bre de 1974; que asimismo, y por otra parte, en caso de que los
demandantes hoy intimantes en apelación, no hubieren comunicado
la ocurrencia, y además no hubieran notificado los daños sufridos
por estos a consecuencia del mismo, a la demandada hoy intimada
en apelación, no existida rozón alguna para el rechazo de su de-
manda, ya que a juicio de esta Corte, la aseguradora no podría
eximirse del pago de los valores envueltos en el contrato, si no
prueba que el asegurado ha procedido de mala fe o mediante
maniobra dolosa, y más aún si no prueba que la falta imputada
al asegurado tiene su origen en el dolo o la mala fe; que es de
doctrina y jurisprudencia en el país de origen de nuestra legisla- •
ción que la caducidad resultante del retardo en la declaración del
siniestro, no tiene la rigidez que aparentemente se le atribuye, ya
que conserva siempre al asegurado el derecho de exigir el pago
de su prestación, en caso de retardo, cuando demuestre, que el
dolor o sufrimiento generado por la ocurrencia del riesgo le ha
retardado hacer una declaración en el plazo impartido como ocu- •
rren en la especie, por tanto a juicio de esta Corte tiene validez
plena la información del siniestro ofrecida por el asegundo a la
aseguradora, nueve (91 días después de ocurrido, ya que nuestra
ley de ceguro vigente, no fija plazos para la información o comu-
nicación del siniestro; que en fin, la Ley No. 126 sobre Seguros
Privados de nuestro pais, del 16 de mayo de 1971, vigente a la
fecha, marca en nuestro país el rumbo de un seguro más jurídico,
ya que consagra que la omisión, el ocultamiento de hechos y las
declaraciones incorrectas no impedirán el ejercicio delos benefi-
ciarios con arreglo a la póliza, salvo que dichas omisiones sean
fraudulentas y sustanciales"; que, por lo transcrito, es evidente
que la Corte a-qua interpretó y aplicó correctamente el artículo
1134 del Código Civil, y $ y 11 del Contrato de Seguro celebrado
entre la hoy recurrente y la recurrida, por lo que el medio que
se examina carece de fundamento y debe, por tanto, ser desesti-
mado.

Cas. 23 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 799.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Compañia asegura-
dora que niega que el pasajera está protegido por la ley.— Sucum-
bencia directa.— Condenación en costas contra la aseguradora.

Tal como lo alega el recurrente, la S. P., S. A., concluyó ante
la Corte a-qua, solicitando que "la sentencia a intervenir no le sea
oponible en ningún aspecto a la S. P., S. A., en razón de que el
reclamante era pasajero que no está garantizado por la Ley"; que.

,4 tales condiciones, la referida Compañia Aseguradora hizo ale-
gatos' que no son en provecho del asegurado, sino solamente en su
propio interés; en consecuencia, la Corte a-qua hizo en la senten-
cia impugnada, una errónea interpretación del artículo 10 de la
Ley No. 4117, de 1955, por lo que procede casar la sentencia im-
pugnada solamente en este aspecto.

Cas. 28 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 116.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Contrato de Póliza.—
prueba.— Marbete.— Sentencia carente de base legal.

La Corte a-qua para declarar que existe contrato de Póliza
válido entre los asegurados W. R. n, y/o R. 13. F., y la Compañía
L. P. H. de S., C. por A.. dio como único motivo, el siguiente:
que la parte civil constituida presentó los marbetes que tenía en
su Poder, marbetes que constituyen una prueba de la póliza, ya
que hay prueba en contrario a cargo de la Compañía por tanto es
el criterio de esta Corte después de ponderar exhaustivamente to-
dos los documentos depositados por las partes, que ha determinado
que la Póliza en cuestión existe"; que, lo transcrito, no permite
a la Suprema Corte de Justicia determinar si en la especie se hizo
o no una correcta aplicación de la Ley; máxime cuando la hoy re-
currente ha negado, desde Pimera Instancia, la existencia de la
Póliza de Seguros, y por ende la validez del Marbete; que además,
tal como lo señala la recurrente, la Corte a-qua no ponderó espe-
cificamente la Certificación del 20 de septiembre de 1971, expe-
dida por el Dr. S. A. M., Superintendente de Seguros, en la cual
consta que la Póliza No. 2852-374 fue expedida a favor de L. M.
Vda. H., la que. de haber sido ponderada pudo, eventualmente,
haber conducido a una solución distinta del caso- que, por todo
lo expuesto, la sentencia impugnada, carece de base legal.

Cas. 26 Marzo 1980, B. J. 832. Pág. 613.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Ley 4117 de 1955.—
Condenación contra el asegurado.— Desistimiento del recurso de
apelación del asegundo.— Influencia de ese desistimiento sobre
el interés de la Compañia aseguradora.— Finalidad de la ley.—
Articulo 69 dela Ley 128 de1971 sobre Seguros Privados.— Recurso
de la compafflia aseguradora contra el asegurado.

De acuerdo con lo dispuesto por e lartículo 10 de la Ley No.
4177 de 1955, la entidad aseguradora, una vez puesta en causa.
tendrá calidad para alegar en justicia cuanto tienda a disminuir el
quantum de la responsabilidad civil o al establecimiento de la no
existencia de la misma; que de los términos de la aludida dispo-
sición legal resulta que la aseguradora está provista de un derecho
Propio, susceptible de ser ejercido siempre en relación con las obli-
gaciones que para ella resultan de la póliza, independientemente
del comportamiento Procesal del asegurado; de donde resulta evi-
dentemente que si aquel cuya responsabilidad civil ha sido asegu-
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rada desiste de las vías de recurso por medio de los cuales pudiera
eventualmente reducirla o descartada, su desistimiento no puede
perjudicar, de ningún modo, el interés de la aseguradora, la que
queda en libertad de proponer siempre, contra la sentencia apela-
da, todos los medios que concurran a salvaguardar sus derechos;
asimismo, la Ley No. 4117 de 1955, obliga a todo propietario o
poseedor de un vehículo de motor a proveerse de un seguro que
cubra su responsabilidad civil por daños causados a terceras perso-
nas o a la propiedad y en su artículo 10 le confiere a las víctimas
de esos accidentes un derecho propio sobre la indemnización a pa-
gar por la Compañía Aseguradora; que, además ese derecho pro-
pio, está fundado sobre textos que impiden que los mismos puedan
ser objeto de modificaciones por una convención, tanto en lo que
respecta al principio que consagran como en cuanto a sus efectos;
que por consiguiente, en las relaciones del propietario del vehículo
y la compañía aseguradora, las estipulaciones contenidas en una
póliza de seguro convenida para los fines de dicha ley, pueden
servir de base a una acción contra parte que viole dichas estipula-
ciones, pero no pueden constituir un obstáculo de ejercicio del
derecho propio que ello confiere a las víctimas de los accidentes
con vehiculos de motor; que, en ahondamiento a lo expuesto, la
parte final del artículo 68 de la Ley No. 126 de 1971 de Seguros
Privados dispone que: "las exclusiones de riesgos consignadas en
la Póliza eximen de responsabilidad al asegurador (rente al ase-
gurado y a las terceras personas excepto cuando se trate del Se-
guro Obligatorio contra daños ocasionados con vehículos de motor,
para los cuales dichas exclusiones no serán oponibles a terceros,
salvo al asegurador recurrir contra el asegurado en falta"; que.
por todas las razones expuestas. la Corte a-qua hizo una errónea
interpretación de los Artículos 10 de la Ley 4117 de 1955, y 68 de
la Lev 126 del 1971, de Seguros Privados, por lo que, procede casar
la sentencia impugnada en la forma que se indica en el dispositivo
de este fallo.

Cas. 12 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1952.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Oponibilidades.—
Artículo 68 in fine de la Ley 126 de 1971.— Ley 359 de 1968.

Aparte de cualquiera otra disposición legal, el artículo 68 in
fine de la Ley 126 de 1971, dispone lo siguiente: "Las exclusiones
de riesgos consignadas en la póliza eximen de responsabilidad al
Asegurador frenteal Asegurado y a terceras personas, excepto
cuando se trate del seguro obligatorio contra daños ocasionados
por vehículos de motor, para los cuales dichas exclusiones no se-
rán oponibles a terceros, salvo al asegurador recurrir contra el
asegurado en falta; que estando en vigor la disposición arriba
transcrita, cuando ocurrió el accidente de que se trata, es obvio
que en cuanto al Seguro Obligatorio de Vehículos se ha establecido
un régimen propio, en consecuencia, la Corte a-qua al desestimar
la solicitud de oponibilidad a la sentencia recurrida a la Compa-
ñía Aseguradora, violó por desconocimiento el artículo 68 in fine
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la Ley sobre Seguros Privados, hizo una falsa aplicación de la
Lee 359, y violó asimismo las disposiciones de la Ley No. 4117 de
i g 15-, por lo que debe ser casada en el punto de que se trata.

Cas. 19 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 1034.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Oponihilidad de las
condenac io nes a la Compañía aseguradora.— Leyes 1211 de 1971 y
859 de 1968.

Según resulta de la sentencia impugnada, el accidente de que
se trata ocurrió el 9 de febrero de 1975, momento en que ya estaba
en vigencia la Ley No. 126 de 1971, que en su artículo 68 prescribe
que tratándose de seguro de daños ocasionales por vehículo de
motor, las condenaciones civiles pronunciadas contra los dueños
de los mismos, serán oponibles a las aseguradoras, salvo el derecho
de las puestas en causa, de accionar luego a su asegundo por los
pagos que hubiera hecho a su nombre por dicho concepto; que por
otra parte, no era necesario para que la Corte a-qua dispusiera.
como lo hizo, la oponibilidad a la S. P., S. A., de las condenacio-
nes civiles pronunciadas contra G., que ello hubiese sido solicitado
expresamente, ya qe la obligación! de toda aseguradora puesta en
causa de hacer pagos con cargo a la póliza, existe por la sola
virtualidad de la Ley.

i r' Cas. 4 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1379.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Oponihilidad de las
condenaciones a la compañia aseguradora.— Sentencia que no fija
el monto oponible a la aseguradora.— No hay violación de la ley.

En principio, la Lev No. 4117 de 1955, determina por sí misma,
en una forma detallada y precisa, los limites máximos hasta los
cuales las compañías aseguradoras deben responder por sus ase-
gurados en los casos de accidentes en que la responsabilidad de
los dichos asegurados quede establecida; que para pronunciar la
oponibilidad lo único que tienen que hacer los jueces del fondo,
después de establecida la responsabilidad de los asegurados o de
sus empleados o encargados, es comprobar la existencia y aplica-
bilidad de la póliza de seguros y apreciar como cuestión de hecho
la magnitud del daño causado por el accidente, todo mediante las
pruebas de ese hecho, sin que la parte que reclama la reparación
y la oponibilidad de la misma a la compañia aseguradora tenga
que hacer la prueba del alcance del seguro puesto que éste se en-
cuentra determinado por la ley de la materia ya citada; que, por
las razones que acaban de expresarse, la Corte a-qua al disponer
que la "presente sentencia sea oponible a la Compañía de Seguros
S. R., C. por A., hasta el límite de sus obligaciones, estipuladas
en la Póliza que ampara el camión placa 0-14190, que ocasionó el
accidente", lejos de violar el artículo 10 de la Ley 4117 de 1955,
hizo una correcta aplicación del mismo, por lo que, el medio único

CXV



rada desiste de las vías de recurso por medio de los cuales pudiera
eventualmente reducirla o descartarla, su desistimiento no puede
perjudicar, de ningún modo, el interés de la aseguradora, la que
queda en libertad de proponer siempre, contra la sentencia apela-
da, todos los medios que concurran a salvaguardar sus derechos;
asimismo, la Ley No. 4117 de 1955, obliga a todo propietario o
poseedor de un vehículo de motor a proveerse de un seguro que
cubra su responsabilidad civil por daños causados a terceras perso-
nas o a la propiedad y en su artículo 10 le confiere a las víctimas
de esos accidentes un derecho propio sobre la indemnización a pa-
gar por la Compañía Aseguradora; que, además ese derecho pro-
pio, está fundado sobre textos que impiden que los mismos puedan
ser objeto de modificaciones por una convención, tanto en lo que
respecta al principio que consagran como en cuanto a sus efectos:
que por consiguiente, en las relaciones del propietario del vehículo
y la compañía aseguradora, las estipulaciones contenidas en una
póliza de seguro convenida para los fines de dicha ley, pueden
servir de base a una acción contra parte que viole dichas estipula-
ciones, pero no pueden constituir un obstáculo de ejercicio del
derecho propio que ello confiere a las víctimas de los accidentes
con vehículos de motor; que, en abundamiento a lo expuesto, la
parte final del artículo 68 de la Ley No. 126 de 1971 de Seguros
Privados dispone que: "las exclusiones de riesgos consignadas en
la Póliza eximen de responsabilidad al asegurador frente al ase-
gurado y a las terceras personas excepto cuando se trate del Se-
guro Obligatorio contra daños ocasionados con vehículos de motor,
para los cuales dichas exclusiones no serán oponibles a terceros,
salvo al asegurador recurrir contra el asegurado en falta"; que,
por todas las razones expuestas. la Corte a-qua hizo una errónea
interpretación de los Artículos 10 de la Ley 4117 de 1955, y 68 de
la Ley 126 del 1971, de Seguros Privados, por lo que, procede casar
la sentencia impugnada en la forma que se indica en el dispositivo
de este fallo.

Cas. 12 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1952.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Oponibilidades.—
Artículo 68 in fine de la Ley 126 de 1971.— Ley 3.59 de 1968.

Aparte de cualquiera otra disposición legal, el artículo 68 in
fine de la Ley 126 de 1971, dispone lo siguiente; "Las exclusiones
de riesgos consignadas en la póliza eximen de responsabilidad al
Asegurador (ventea' Asegurado y a terceras personas, excepto
cuando se trate del seguro obligatorio contra daños ocasionados
por vehículos de motor, para los cuales dichas exclusiones no se-
rán oponibles a terceros, salvo al asegurador recurrir contra el
asegurado en falta; que estando en vigor la disposición arriba
transcrita, cuando ocurrió el accidente de que se trata, es obvio
que en cuanto al Seguro Obligatorio de Vehículos se ha establecido
un régimen propio, en consecuencia, la Corte a-qua al desestimar
la solicitud de oponibilidad a la sentencia recurrida a la Compa-
ñía Aseguradora, violó por desconocimiento el artículo 68 in fine
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de la Ley sobre Seguros Privados, hizo una falsa aplicación de la
Ley 359, y violó asimismo las disposiciones de la Ley No. 4117 de
1955, por lo que debe ser casada en el punto de que se trata.

Cas. 19 Mayo 1980. B. J. 834, Pág. 1034.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Oponibiliclad de las
condenaciones a la Compañia aseguradora.— Leyes 126 de 1971 y
359 de 1968.

Según resulta de la sentencia impugnada, el accidente de que
se trata ocurrió el 9 de febrero de 1975, momento en que ya estaba
en vigencia la Ley No. 126 de 1971, que en su artículo 68 prescribe
que tratándose de seguro de daños ocasionales por vehículo de
motor, las condenaciones civiles pronunciadas contra los dueños
de los mismos, serán oponibles a las aseguradoras, salvo el derecho
de las puestas en causa, de accionar luego a su asegurado por los
pagos que hubiera hecho a su nombre por dicho concepto; que por
otra parte, no era necesario para que la Corte a-qua dispusiera.
como lo hizo, la oponibilidad a la S. P.. S. A., de las condenacio-
nes civiles pronunciadas contra a, que ello hubiese sido solicitado
expresamente, ya qe la obligación, de toda aseguradora puesta en
causa de hacer pagos con cargo a la póliza, existe por la sola
virtualidad de la Ley.

Cas 4 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1379.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Oponibilidad de las
condenaciones a la compañía aseguradora.— Sentencia que no fija
el monto oponible a la aseguradora.— No hay violación de la ley.

En principio, la Ley No. 4117 de 1955, determina por sí misma,
en una forma detallada y precisa, los límites máximos hasta los
cuales las compañías aseguradoras deben responder por sus ase-
gurados en los casos de accidentes en que la responsabilidad de
los dichos asegurados quede establecida; que para pronunciar la
oponibilidad lo único que tienen que hacer los jueces del fondo,
después de establecida la responsabilidad de los asegurados o de
sus empleados o encargados, es comprobar la existencia y aplica-
bilidad de la póliza de seguros y apreciar como cuestión de hecho
la magnitud del daño causado por el accidente, todo mediante las
pruebas de ese hecho, sin que la parte que reclama la reparación
y la oponibilidad de la misma a la compañía aseguradora tenga
que hacer la prueba del alcance del seguro puesto que éste se en-
cuentra determinado por la ley de la materia ya citada; que, por
las razones que acaban de expresarse, la Corte a - qua al disponer
que la "presente sentencia sea oponible a la Compañía de Seguros
S. R., C. por A., hasta el límite de sus obligaciones, estipuladas
en la Póliza que ampara el camión placa 0-14190, que ocasionó el
accidente", lejos de violar el articulo 10 de la Ley 4117 de 1955,
hizo tina correcta aplicación del mismo, por lo que, el medio único
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de casación invocado por ]a recurrente carece de fundamento y
debe ser desestimado.

Cas. 13 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1690.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Pasajero que sufre
daños.— sentencia condenatoria oponible a la aseguradora.— Art.
68 dela Ley 126 de 1971.

La Corte a-qua expresa, al respecto, en el fallo impugnado lo
siguiente: "que el señor E. A. G., ha demostrado, también, tener
calidad para constituirse en parte civil contra la Compañía de
Seguros P., S. A., al ser aseguradora de las responsabilidades ci-
viles que pueden generar los daños morales y materiales que oca-
sionara el vehículo propiedad de P. A. L., asegurado con esa enti-
dad comercial, por lo que procede declarar común y oponible, con
todas sus consecuencias legales, la presente sentencia a la Com-
pañía de Seguros P., S. A., rechazando así, el ordinal segundo de
sus conclusiones ante esta Corte, porque de acuerdo con el articulo
68 de la Ley No. 126 de 1971, las exclusiones np serán oponibles a
terceros"; que la Suprema Corte de Justicia considera correcta la
interpretación dada por la Corte a-qua al referido texto legal; en
consecuencia, procede desestimar el cuarto y último medio de los
recurrentes, por carecer.de  fundamento.

Cas. 28 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 116.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Traspaso del vehícu-
lo asegurado.— l s citación a la Compañía aseguradora equivale
notificación de la cesión del seguro.

En la especie, a la fecha del 11 de abril de 1976. en que ocurre
el accidente que produce los daños sufridos por los agraviados, el
Vehículo, una motocicleta, perteneciente a E. U,. C. por A.. estaba
asegurada, y por ello, cubierto por la póliza correspondiente los
riesgos que eventualmente corrriera o a que pudiera dar lugar;
que, de acuerdo con criterio establecido en la Jurisprudencia Do-
minicana, tan pronto un asegurado transfiere el seguro, es sufi-
ciente que la Compañía Aseguradora haya tenido conocimiento de
la cesión para que se encuentre ligada al cumplimiento de las
cláusulas contenidas en la correspondiente póliza y respecto del
cesionario: que toda citación formulada por cualquier cesionario:
o tercero lesionado, es equivalente a la notificación de la cesión.
la que, de inmediato, será oponible a la Compañía Aseguradora,
con todos sus efectos legales; que las formalidades inherentes a la
notificación de la cesión del seguro han sido cumplidas en el caso
a que se refiere la presente sentencia, por las personas constitui-
das en parte civil, por el acto de Alguacil instrumentado tn fecha
14 de junio de 1976, debidamente notificado a la Compañía Ase-
guradora, demanda en oponibilidad de sentencia"; que de lo trans-
crito, se evidencia que la Corte a-qua, lejos de violar el artículo
10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
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hiculos de Motor, ha hecho una correcta aplicación del mismo,
ya que, cuando el asegurado transfiere el seguro, es suficiente
que la entidad aseguradora haya tenido conocimiento de cesión
para que se encuentre obligada a cumplir las cláusulas de la pó-
liza respecto del cesionario.

Cas 12 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1968

SEGUROS PRIVADOS.— Artículo 28 de la Ley 126 de 1971
sobre Seguros Privados.— Compañías aseguradoras extranjeras.—
Proporción de los accidentes.

La Suprema Corte de Justicia sustenta el criterio de que
cuando el artículo 28 de la Lev de Seguros Privados, No. 126 del
1971, para respetar el principio constitucional de la irretroactivi-
dad de las Leyes, dispuso que las Aseguradoras Nacionales ya cons-
tituidas como irles desde dos años antes de 1971, continuarían con
el carácter favorecido ya indicado aunque las acciones de las mis-
mas en manos de extranjeros represntaren un valor más del 49%
de su Capital. lo dispuso asi en el entendido de que la proporción
de acciones de extranjeros aunque mayor del 49 e/o, no fuere so-
brepasada después de entrar en vigor la Ley de 1971; que fue ese
el objeto evidente de la disposición de la misma Lev que sujetó
las transferencias de acciones de esas Aseguradoras favorecidas al
control de la Superintendencia de Seguros, previo a la formaliza-
ción de toda transferencia, control indudablemente encaminado al
objeto de que la proporción de acciones de extranjeros, no obstante
cualquier ulterior transferencia, se mantuviera en el mismo nivel
del día de la entrada en vigor la Ley No. 126 ya varias veces ci-
tada, aunque esa proporción, al momento de entrar en vigencia
esa Ley había sido superior al 49% y las Aseguradoras, no obstante
eso, siguieran favorecidas con el tratamiento de Aseguradoras Na-
cionales; que, por todo lo expuesto, procede acoger el medio de
casación propuesto en el memorial del Estado, en este caso repre-
sentado po re] Procurador General Administratibo, y la casación
solicitada.

Cas. 30 Mayo 1980, B. J. 834, Pág. 1114.

SEGUROS.— Superintendenta de Seguros.— Certifeiraciones.—
Puerca probatoria.— Póliza.— Cancelación.— Registro innecesario.

En el expediente seencuentra depositada una certificación sus-
crita por el Superintendente de Seguros, el 9 de junio de 1978,
en la que consta que la Póliza No. L.P.A.-311, expedida en favor
de A. N., C. por A.. para el vehículo marca Chevrolet, chasis No.164699-U-226031 fue cancelada a su solicitud porque el 10 de marzo
de 1978 el vehículo de referencia fue excluido de esa Póliza, según
endoso No. 535 de esa misma fecha, expedido por el C. de S. L. P.,

por A.; que la Suprema Corte de Justicia estima que las certi-
ficaciones expedidas por el Superintendente de Seguros son legal-
mente suficientes y no tienen que ser sometidas a otras formalida-
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de casación invocado por la recurrente carece de fundamento y
debe ser desestimado.

Cas. 13 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1690.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Pasajero que sufre
daños.— Sentencia condenatoria oponible a la aseguradora.— Art.
68 dela Ley 126 de 1971.

La Corte a-qua expresa, al respecto, en el fallo impugnado lo
siguiente; "que el señor E. A. G., ha demostrado, también, tener
calidad para constituirse en parte civil contra la Compañía de
Seguros P., S. A., al ser aseguradora de las responsabilidades ci-
viles que pueden generar los daños morales y materiales que oca-
sionara el vehículo propiedad de P. A. L., asegurado con esa enti-
dad comercial, por lo que procede declarar común y oponible, con
todas sus consecuencias legales, la presente sentencia a la Com-
pañía de Seguros P., S. A., rechazando así, el ordinal segundo de
mg conclusiones ante esta Corte, porque de acuerdo con el artículo
68 de la Ley No. 126 de 1971, las exclusiones np serán oponibles
terceros"; que la Suprema Corte de Justicia considera correcta la
interpretación dada por la Corte a-qua al referido texto legal; en
Consecuencia, procede desestimar el cuarto y último medio de los
recurrentes, por carecer de fundamento.

Cas. 28 Enero 1980, 13. J. 830. Pág. 116.

SEGURO OBLIGATORIO de vehículos.— Traspaso del vehícu-
lo asegurado.— la citación a la Compañía aseguradora equivale
notificación de la cesión del seguro.

En la especie, a la fecha del 11 de abril de 1976, en que ocurre
el accidente que produce los daños sufridos por los agraviados, el
Vehículo, una motocicleta, perteneciente a E. U,. C. por A., estaba
asegurada, y por ello, cubierto por la póliza correspondiente los
riesgos que eventualmente corrriera o a que pudiera dar lugar;
que, de acuerdo con criterio establecido en la Jurisprudencia Do-
minicana, tan pronto un asegurado transfiere el seguro, es sufi-
ciente que la Compañía Aseguradora haya tenido conocimiento de
la cesión para que se encuentre ligada al cumplimiento de las
cláusulas contenidas en la correspondiente póliza y respecto del
cesionario: que toda citación formulada por cualquier cesionario:
o tercero lesionado, es equivalente a la notificación de la cesión,
la que, de inmediato, será oponible a la Compañía Aseguradora,
con todos sus efectos legales; que las formalidades inherentes a la
notificación de la cesión del seguro han sido cumplidas en el caso
a que se refiere la presente sentencia, por las personas constitui-
das en parte civil, por el acto de Alguacil instrumentado tn fecha
14 de junio de 1976, debidamente notificado a la Compañía Ase-
guradora, demanda en oponibilidad de sentencia"; que de lo tranl-
crito, se evidencia que la Corte a-qua, lejos de violar el artículo
10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-

hículos de Motor, ha hecho una correcta aplicación del mismo,
ya que, cuando el asegurado transfiere el seguro, es suficiente
que la entidad aseguradora haya tenido conocimiento de cesión
para que se encuentre obligada a cumplir las cláusulas de la pó-
liza respecto del cesionario.

Cas. 12 Septiembre 1980, 13. J. 838, Pág. 1968.

SEGUROS PRIVADOS.— Artículo 28 de la Ley 126 de 1971
sobre Seguros Privados.— Compañías aseguradoras extranjeras.—
proporción de los accidentes.

La Suprema Corte de Justicia sustenta el criterio de que
cuando e/ artículo 28 de Ja Ley de Seguros Privados, No. 126 del
1971, para respetar el principio constitucional de la irretroactivi-
dad de las Leyes, dispuso que las Aseguradoras Nacionales ya cons-
tituidas como trles desde dos años antes de 1971, continuarían con
el carácter favorecido ya indicado aunque las acciones de las mis-
mas en manos de extranjeros represntaren un valor más del 49%
de su Capital, lo dispuso así en el entendido de que la proporción
de acciones de extranjeros aunque mayor del 49%, no fuere so-
brepasada después de entrar en vigor la Ley de 1971; que fue ese
el objeto evidente de la disposición de la misma Ley que sujetó
las transferencias de acciones de esas Aseguradoras favorecidas al
control de la Superintendencia de Seguros, previo a la formaliza-
ción de toda transferencia, control indudablemente encaminado al
objeto de que la proporción de acciones de extranjeros, no obstante
cualquier ulterior transferencia, se mantuviera en el mismo nivel
del día de la entrada en vigor la Ley No. 126 ya varias veces ci-
tada, aunque esa proporción, al momento de entrar en vigencia
esa Ley había sido superior al 49% y las Aseguradoras, no obstante
eso, siguieran favorecidas con el tratamiento de Aseguradoras Na-
cionales; que, por todo lo expuesto, procede acoger el medio de
casación propuesto en el memorial del Estado, en este caso repre-
sentado po rel Procurador General Administratibo, y la casación
solicitada.

Cas. 30 Mayo 1980, B. J. 834. Pág. 1114.

SEGUROS.— superintendenta de Seguros.— Certifgieaciones.—
Fuerza probatoria.— Póliza.— Cancelación.— Registro innecesario.

En el expediente seencuentra depositada una certificación sus-
crita por el Superintendente de Seguros, el 9 de junio de 1978.
en la que consta que la Póliza No. L.P.A.-311, expedida en favorde A. N., C. por A., para el vehículo marea Chevrolet, chasis No.
164699-U-226031 fue cancelada a su solicitud porque el 10 de marzo
de 1978 el vehículo de referencia fue excluido de esa Póliza, según
endoso No. 535 de esa misma fecha, expedido por el C. de S. L. P.,
9. por A.: que la Suprema Corte de Justicia estima que las certi-
ficaciones expedidas por el Superintendente de Seguros son legal-
mente suficientes y no tienen que ser sometidas a otras formalida-
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des que las contenidas en el artículo 128 de la Ley No. 126 del
1971, sobre Seguros Privados de la República Dominicana, contra-
riamente a como lo juzgó la Corte a-qua; que, por tanto, la sen-
tencia impugnada debe ser casada en este aspecto.

Cas. 25 Enero 1980, B. J. 830. Pág. 81.

SENTENCIA.— Alegato de contradicción de fallos.— Beche-
hado por carecer de fundamento.

En a especie, de la sentencia impugnada y de los documentos
a que ella se refiere, se evidencia, que las decisiones que se afir-
man contradictorias corresponden a fallos distintos, e primero del
19 de diciembre de 1975, versa sobre el recurso de apelación in-
terpuesto por F. a, C. por A., contra una sentencia dictada por la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia de La Vega, del 3 de abril de 1974, y el segundo, que es
objeto del presente recurso de casación, fue dictado sobre un
recurso de apelación interpuesto por I. L. D., S. A., contra senten-
cia de la misma Cámara del 3 de mayo de 1974; por lo que, el se-
gundo medio del recurso carece de fundamento y debe ser deses-
timado.

Cas 8 Febrero 1980. B. J. 831, Pág. 213.

SENTENCIA CORRECCIONAL dictada en dispositivo sin dar
motivación alguna.— Casación.

Cas. 17 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1996.

SENTENCIA de una Corte de Apelación.— Dispositivo firma-
do por los tres jueces que conocieron el caso ,perodespués de mo-
tivada sólo aparece firmada por dos jueces, pues uno de ellos murió
después de dictada la sentencia y antes de ser motivada.

El examen del expediente muestra que la sentencia dictada en
dispositivo el 15 de diciembre del 1978 fue firmada por los tres
jueces que conocieron y fallaron el caso; que, según consta en
certificación del Secretario de la Corte, cuando dicha sentencia
fue motivada no fue firmada por uno de los tres Jueces que co-
nocieron del caso por haber fallecido días después, o sea el 19
de diciembre del mismo año; que la Suprema Corte de J., estima
que bastaba que la sentencia dictada en dispositivo fuera firmada
por los tres Jueces que conocieron del asunto, aunque al ser mo-
tivada, con motivo del recurso interpuesto, la firmaran solamente
dos de dichos Jueces, ante la imposibilidad absoluta de ser fir-
mada por uno de ellos; que, por tanto ,el primer medio del re-
curso carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 25 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 81.

SENTENCIA.— Motivación.— Comprobaciones hechas por los
jueces del fondo.

En la especie, al expresarse en el fallo impugnado "que del
estudio de las piezas del expediente, de las declaraciones de las
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personas que han significado conocer del hecho se deja por esta-
blecido lo siguiente...", dicho fallo está al abrigo de toda crítica,
pues tales comprobaciones constituyen, no una cuestión de dere-
cho, sino de hecho. abandonada, por lo tanto. a la libre aprecia-
ción de los Jueces del fondo.

Cas. 28 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 116.

SENTENCIA NO MOTIVADA.— nación por falta de base
legal.

Tal como lo alegan los recurrentes, ni la sentencia del Juez
de primer grado, que fue confirmada, en casi todas sus partes en
grado de apelación, ni esta última sentencia hoy impugnada en
casación, contienen una exposición de hechos y motivos suficien-
tes Y pertinentes, que permitan determinar si la ley ha sido o no
?,ien aplicada, por lo que se impone la casación de la misma, por
falta de base legal, sin que sea necesario ponderar los demás me-
dios del recurso de que se trata.

Cas. 13 Agosto 1980, R. J. 837, Pág. 1699.

SENTENCIA que no comisiona alguacil para la notificación
de la misma.— Sentencia notificada.— No hay lesión al derecho
de defensa.— Articulo 156 del Código de Procedimiento Civil re-
formado por la Ley 845 de1978.

Siendo como es la finalidad que se persigue, con el cumpli-
miento de lo dispuesto en el artículo 156 del Código de Procedi-
miento Civil, que las sentencias que se notifiquen lleguen a ma-
nos de las personas contra quienes fueron dictadas, y en el raso
los mismos recurrentes afirman en su memorial, que la sentencia
recurrida le fue notificada el 3 de marzo de 1979, mediante acto
No. 106 del Ministerial M. I. N., alguacil ordinario del Tribunal
Especial de Tránsito del Distrito Nacional. con lo que quedó pro-
tegido su derecho de defensa; que al no haber experimentado los
recurrentes ninguna clase de perjuicios con dicha omisión, el me-
dio que se examina carece de interés y debe ser desestimado.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1722.

SOBRESEIMIENTO.— Reconocimiento.— Demanda en nuli-
dad.— Referhnlento.— Secuestro.

En la especie, la sentencia impugnada y los documentos del
expediente. ponen de manifiesto, que contrraiamente a lo alegado
por el recurrente, la Corte a-qua, apoderada en Referimiento, no
Pudo haber violado en el caso las reglas de su competencia, puesto
que se limitó a sobreseer hasta tanto fuese resuelta definitivamen-
te, la litis judicial existente entre las partes, acerca de la nulidad

validez del reconocimiento, hecho por F. M. A., de cuya sucesión
se trata. en favor de su presunto hijo natural, C. M., y cuya calidad
una vez establecida, era lo único que podía darle derecho a deman-
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des que las contenidas en el artículo 128 de la Ley No. 126 del
1971, sobre Seguros Privados de la República Dominicana, contra-
riamente a como lo juzgó la Corte a-qua; que, por tanto, la sen-
tencia impugnada debe ser casada en este aspecto.

Cas. 25 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 81.

SENTENCIA.— Alegato de contradicción de fallos.— Recha-
liado por carecer de fundamento.

En a especie, de la sentencia impugnada y de los documentos
a que ella se refiere, se evidencia, que las decisiones que se afir-
man contradictorias corresponden a fallos distintos, e primero del
19 de diciembre de 1975, versa sobre el recurso de apelación in-
terpuesto por F. B., C. por A., contra una sentencia dictada por la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia de La Vega, del 3 de abril de 1974, y el segundo, que es
objeto del presente recurso de casación, fue dictado sobre un
recurso de apelación interpuesto por I. L. a, S. A., contra senten-
cia de la misana Cámara del 3 de mayo de 1974; por lo que, el se-
gundo medio del recurso carece de fundamento y debe ser deses-
timado.

Cas. 8 Febrero 1980. 13. J. 831, Pág. 213.

SENTENCIA CORRECCIONAL dictada en dispositivo sin dar
motivación alguna.— Casación.

Cas. 17 Septiembre 1980, B. J. 838, Pág. 1996.

SENTENCIA de una Corte de Apelación.— Dispositivo firma-
do por los tres jueces que conocieron el caso ,perodespués de mo-
tivada sólo aparece firmada por dos jueces, pues uno de ellos murió
después de dictada la sentencia y antes de ser motivada.

El examen del expediente muestra que la sentencia dictada en
dispositivo el 15 de diciembre del 1978 fue firmada por los tres
jueces que conocieron y fallaron el caso; que, según consta en
certificación del Secretario de la Corte, cuando dicha sentencia
fue motivada no fue firmada por uno de los tres Jueces que co-
nocieron del caso por haber fallecido días después, o sea el 19
de diciembre del mismo alio; que la Suprema Corte de J., estima
que bastaba que la sentencia dictada en dispositivo fuera firmada
por los tres Jueces que conocieron del asunto, aunque al ser mo-
tivada, con motivo del recurso interpuesto, la firmaran solamente
dos de dichos Jueces, ante la imposibilidad absoluta de ser fir-
mada por uno de ellos; que, por tanto ,e1 primer medio del re-
curso carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 25 Enero 1980, 13. J. 830, Pág. 81.

SENTENCIA.— Motivación.— Comprobaciones hechas por los
Jueces del fondo.

En la especie, al expresarse en el fallo impugnado "que del
estudio de las piezas del expediente. de las declaraciones de las
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personas que han significado conocer del hecho se deja por esta-
blecido lo siguiente...", dicho fallo está al abrigo de toda crítica,
pues tales comprobaciones constituyen, no una cuestión de dere-
cho, sino de hecho, abandonada, por lo tanto, a la libre aprecia-
ción de los Jueces del fondo.	 -

Cas. 28 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 116,

SENTENCIA NO MOTIVADA.— Casación por falta de base
legal.

Tal como lo alegan los recurrentes, ni la sentencia del Juez
de primer grado, que fue confirmada, en casi todas sus Partes en
grado de apelación, ni esta última sentencia hoy impugnada en
casación, contienen una exposición de hechos y motivos suficien-
tes y pertinentes, que permitan determinar si la ley ha sido o no
bien aplicada, por lo que se impone la casación de la misma, por
falta de base legal, sin que sea necesario ponderar los demás me-
dios del recurso de que se trata.

Cas. 13 Agosto 1980, 13. J. 837, Pág. 1699.

SENTENCIA que no comisiona alguacil para la notificación
de la misma.— Sentencia notificada.— No hay lesión al derecho
de defensa.— Articulo 156 del Código de Procedimiento Civil re-
formado por la Ley 845 de1978.

Siendo como es la finalidad que se persigne, con el cumpli-
miento de lo dispuesto en el artículo 156 del Código de Procedi-
miento Civil, que las sentencias que se notifiquen lleguen a ma-
nos de las personas contra quienes fueron dictadas, y en el raso
los mismos recurrentes afirman en su memorial, que la sentencia
recurrida le fue notificada el 3 de mano de 1979. mediante acto
No. 106 del Ministerial M. I. N., alguacil ordinario del Tribunal
Especial de Tránsito del Distrito Nacional, con lo que quedó pro-
tegido su derecho de defensa; que al no haber experimentado los
recurrentes ninguna clase de perjuicios con dicha omisión, el me-
dio que se examina carece de interés y debe ser desestimado.

Cas. 15 Agosto 1980, B. J. 837, Pág. 1722.

SOBRESEIMIENTO.— Reconocimiento.— Demanda en nuli-
dad.— Referimiento.— Secuestro.

En la especie, la sentencia impugnada y los documentos del
expediente, ponen de manifiesto, que contrraiamente a lo alegado
Por el recurrente, la Corte a-qua, apoderada en Referimiento, no
Pudo haber violado en el caso las reglas de su competencia, puesto
que se limitó a sobreseer hasta tanto fuese resuelta definitivamen-
te, la litis judicial existente entre las partes, acerca de la nulidad

validez del reconocimiento, hecho por F. m. A., de cuya sucesión
se trata, en favor de su presunto hijo natural, C. M., y cuya calidad
una vez establecida, era lo único que podía darle derecho a deman-
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dar la medida provisional del secuestro, y sin haber estatuido na-
da sobre el fondo. Además, que en todo caso, siendo como es, el
secuestro una medida grave, aunque de carácter provisional, la
Corte a-qua, pudo como lo hizo, sobreseer su ordenamiento, hasta
edificarse plenamente de su seriedad y conveniencia, y su deci

-sión en ese sentido, entrando dentro de su facultad soberana de
apreciación, nunca podría constituir un exceso de poder, dando
lugar a casación como lo ha estimado erróneamente el recurrente.

Cas. 14 Abril 1980. B. J. 833, Pág. 711.

SOCIEDAD EN PARTICIPACION.— Art. 50 del Código de
Comercio.— Apelación interpuesta por el gestor de esa Sociedad.

Ver: Contrato de trabajo. Apelación interpuesta...
Cas. 7 Abril 1980, B. J. 833. Pág. 674.

TELEFONO.— Servicio telefónico.— Suspensión.— Demanda
en reparación de dañas y perjuicios sobre la base de una suspen-
sión indebida atribuida a la Compañia.— Desnaturalización de los
hechos.

Para apreciar el valor del alegato antes resumido, la S. C.
de J.. ha examinado las declaraciones de los testigos oídos en el
informativo celebrado el 16 de mano de 1976 y en el contrainfor-
mativo del 3 de mayo de 1977, en los que fueron oídos como tes-
tigns J. A. R., C. A. M., v C. R. V.; que ninguno de esos testigos
declaró que la suspensión del teléfono de V., fue realizala por la
Codetel; que los que se refirieron a ese punto esencial del caso
decararon que mencionaban esa suspensión, lo hacían del modo en
que V., se lo habla informado; que, por lo expuesto. la  S. C. de
J., estima que la Corte a-qua al dar por establecido que la suspen-
sión del teléfono de que se trataba fue obra ‘oluntaria de la ahora
recurrente, apoyándose en las deposiciones testimoniales, se ha
apartado de . lo que verdaderamente dijeron esos testigos, incu-
rrienlo en un caso de desnaturalización de los hechos, por lo que
la primera parte del medio único del memorial de la Compañia
debese acogida y la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 21 Noviembre 1980, B. J. 840, Pág. 2565.

TESTIGOS.— Declaración.— Juramento.— Materia correccio-
nal.— Instrucción.— Corte de Apelación.— Art. 190 y 210 del Có-
digo de Procedin-iento Criminal.

En el expediente consta, contrariamente a lo afirmado por lo.‘
recurrentes, que en la auliencia celebrada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, del
25 de noviembre de 1969, que el testigo J. M. M., declaró bajo la
fe del juramento; que asimismo fue oído M. de J. M.; que en !a
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audiencia del 14 de noviembre del mismo año fue oído previo ju-
ramento M. S.; que en el mismo expelientc consta en la audiencia
celebrada por la Corte a-qua del 29 de julio de 1975, que: "se leen
todas las piezas que obran en el expediente y certificado médico";
que asimismo en la sentencia impugnada consta: "oído la lectura
por Secretaría del dispositivo de la sentencia apelada y las copias
de apelación"; que además en dicha sentencia consta: "vistos los
documentos que obran en el expediente • , y a continuación se enu-
meran esos documentos; que, por todo lo anteriormente expuesto
se pone de manifiesto que la Corte a-qua no ha violado los artícu-
los señalados por los recurrentes, por lo que los medios propues-
tos carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 14 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 722.

TE.TnEON10.— Materia criminal.— Facultad de los jueces
del fondo.

Los jueces del fondo son soberanos para apdeciar el valor del
testimonio en justicia, y al lictar sus fallos pueden fundarse en
aquellas declaraciones que juzguen más sinceras y verosímiles,
sin que al proceder de este modo incurran en la desnaturalización
de los hechos; que lo que los recurrentes llaman desnaturalización
no es sino la crítica que les merece la apreciación que los Jueces
hicieron de los hechos de la causa; que, por otra parte, lo expuesto
precedentemente y el examen de la sentencia impugnada revela
que ella contiene motivos suficientes, pertinentes y congruentes,
y una relación completa de los hechos de la causa que han per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que en el fallo
no se incurrió en los vicios y violaciones denunciados, por lo que
los medios del recurso carecen de fundamento y deben ser deses-
timados.

h..1. 839. Octubre 1980, Pág. 2201.

TESTIMONIOS no coincidentes,— Facultad de los jueces del
fondo.

Entre varias declaraciones no coincidentes los Jueces del fon-
do pueden basarse para formar su convicción, en aquellas que le
parezcan más sinceras y verosímiles, lo que no constituye vicio
alguno, pues corresponde al ejercicio normal del poder soberano
de apreciación que tienen los Jueces del fondo, sobre tolo que, en
la especie, la misma exposición de los recurrentes revela que ellos
lo que hacen en definitiva es criticar esa apreciación, cuando el
Juez considera que las declaraciones de E. II. R., y J. R. S., le
merecieron más crédito que la del testigo J. R. S.; que por lo ex-
puesto. la Cámara a-qua no ha incurrido, en cuanto al punto exa-
minado, en la desnaturalización de los hechos.

Cas. 14 Mano 1080. B. J. 832, Pág. 490.
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dar la medida provisional del secuestro, y sin haber estatuido na-
da sobre el fondo. Además, que en todo caso, siendo como es, el
secuestro una medida grave, aunque de carácter provisional, la
Corte a-qua, pudo como lo hizo, sobreseer su ordenamiento, hasta
edificarse plenamente de su seriedad y conveniencia, y su deci-
sión en ese sentido, entrando dentro de su facultad soberana de
apreciación, nunca podría constituir un exceso de poder, dando
lugar a casación como lo ha estimado erróneamente el recurrente.

Cas. 14 Abril 1980, 13. J.1333, Pág. 711.

SOCIEDAD EN PARTICIPACION.— Art. 50 del Código de
Comercio.— Apelación interpuesta por el gestor de esa Sociedad.

Ver: Contrato de trabajo. Apelación interpuesta..
Cas. 7 Abril 1980, 13. J. 833, Pág. 674.

TFLEFONO.— Servicio telefónico.— Suspensión.— Demanda
en reparación de dañas y perjuicios sobre la base de Ulla suspen-
sión indebida atribuida a la Compañía.— Desnaturalización de los
hechos.

Para apreciar el valor del alegato antes resumido, la S. C.
de J., ha examinado las declaraciones de los testigos oídos en el
informativo celebrado el 113 de mano de 1976 y en el contrainfor-
mativo del 3 de mayo de 1977, en los que fueron oídos como tes-
tigos J. A. R., C. A. M.. y C. R. V.; que ninguno de esos testigos
declaró que la suspensión del teléfono de V.. fue realizala por la
Codetel; que los que se refirieron a ese punto esencial del caso
decararon que mencionaban esa suspensión, lo hacían del modo en
que V., se lo había informado; que, por lo expuesto. la S. C. de
J., estima que la Corte a-qua al dar por establecido que la suspen-
sión del teléfono de que se trataba fue obra voluntaria de la ahora
recurrente, apoyándose en las deposiciones testimoniales, se ha
apartado de lo que verdaderamente dijeron esos testigos, Mere
rrienlo en un caso de desnaturalización de los hechos, por lo que
la primera parte del medio único del memorial de la Compañía
debese acogida y la sentencia impugnada debe ser casada.

Ces. 21 Noviembre 1980. B. J. 840, Pág. 2565.

TESTIGOS.— Declaración.— Juramento.— Materia correccio-
l'al.— Instrucción.— corte de Apelación.— Art. 190 y 210 del Có-
digo de Procedirriento Criminal.

En el expediente consta, contrariamente a le afirmado por lo
recurrentes, que en la auliencia celebrada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, del
25 de noviembre de 1969, que el testigo J. M. M., declaró bajo la
fe del Juramento: que asimismo fue oído M. de J. M.: que en la
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audiencia del 14 de noviembre del mismo año fue oído previo Ju-
ramento M. S.; que en el mismo expeliente consta en la audiencia
celebrada por la Corte a-qua del 29 de julio de 1975, que: "se leen
todas las piezas que obran en el expediente y certificado médico";
que asimismo en la sentencia impugnada consta: "oído la lectura
por Secretaria del dispositivo de la sentencia apelada y las copias
de apelación"; que además en dicha sentencia consta: "vistos los
documentos que obran en el expediente", y a continuación se enu-
meran esos documentos; que, Por todo lo anteriormente expuesto
se pone de manifiesto que la Corte a-qua no ha violado los articu-
les señalados por los recurrentes, por lo que los medios propues-
tos carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 14 Abril 1980, B. J. 813, Pág. 722.

TISTIMONio.— Materia criminal.— Facultad de los jueces
del fondo.

Los jueces del fondo son soberanos para apdeciar el valor del
testimonio en justicia, y al lictar sus fallos pueden fundarse en
aquellas declaraciones que juzguen más sinceras y verosímiles.
.sin que al proceder de este modo incurran en la desnaturalización
de los hechos; que lo que los recurrentes llaman desnaturalización
no es sino la crítica que les merece la apreciación que los Jueces
hicieron de los hechos de la causa; que, por otra parte, lo expuesto
precedentemente y el examen de la sentencia impugnada revela
que ella contiene motivos suficientes, pertinentes y congruentes,
y una relación completa de los hechos de la causa que han per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que en el fallo
no se incurrió en los vicios y violaciones denunciados, por lo que
los medios del recurso carecen de fundamento y deben ser deses-
timados.

E .1. 839. Octubre 1980. Pág. 2201.

TfrIsTINIONIOS no coincidentes.— Facultad de los jueces del
fondo.

Entre varias declaraciones no coincidentes los Jueces del fon-
do pueden basarse para formar $U convicción, en aquellas que le
Parezcan más sinceras y verosímiles, lo que no constituye vicio
alguno, pues corresponde al ejercicio normal del poder soberano
de apreciación que tienen los Jueces del fondo, sobre tolo que, en
la especie, la misma exposición de los recurrentes revela que ellos
lo que hacen en definitiva es criticar esa apreciación, cuando el
Jue-z considera que las declaraciones de E. H. R., y J. R. S., le
merecieron más crédito que la del testigo J. R. S.; que por lo ex-
Puesto, la Cámara a-qua no ha incurrido, en cuanto al punto exa-
minado. en la desnaturalización de los hechos.

Cas. 14 Marzo 1080. B. J. 832, pág. 490.
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TRABAJO REALIZADO y no pagado.— Artículo 2 de la Ley
3143 de 1951.— Elementos constitutivos de la violación de dicho
texto legal.

En la especie, tal como lo alega el recurrente, los elementos
constitutivos de la infracción prevista por el artículo 2 de la Ley
No. 3143 del 1951, son los siguientes: 'ro. la contratación de tra-
bajadores para una obra o servicio determinado; 2do., que esa
contratación sea hecha por aquellos que han sido encargados de
la ejecución de dicha obra o servicio de que se trata; 3ro., que el
contratista haya recibido el costo de la obra o servicio; 4to., que
no haya pagado a los trabajadores la remuneración correspondien-
te en la fecha convenida o a la terminación del servicio a ellos
encomendada; y 5to., la intención fraudulenta, tal como resulta de
las previsiones de los artículos 3 y 5 de la referida ley; que lo
antes expuesto pone de manifiesto que en la especie, no se trata
del contratista de obras que ha dejado de pagar sus emolumentos
a los obreros contratalos por él, a pesar de haber recibido el costo
de la obra, hecho previsto por el artículo 2 de la Ley No. 3143 del
1951, sino de un convenio celebrado por un particular con un obre-
ro para realizar un trabajo en su propia casa; que, por tanto, al
imponer la Corte a-qua al prevenido J. M., las condenaciones an-
tes señaladas, basándose en las disposiciones del mencionado ar-
tículo 2 de la Ley No. 3143, hizo una falsa aplicación de este texto
legal, y. en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casada
en todas sus partes, sin que sea necesario ponderar los demás ale-
gatos del único medio del recurso.

Cas. 30 Abril 1980, B. J. R33, Pág. 887.

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Abuso le poder.

En la especie consta: a) que los reclamantes L. P., y compar-
tes eran propietarios de una porción de terreno de 1,385 tareas
ubicadas en la Sección de Heine del Distrito Nacional, las que hu-
bieron por herencia del finado J. L. G., quien a su vez las adqui-
riópor compra a J. J. P.; bi que dicha porción de terreno formó
parte de la parcela 5-A del Distrito Catastral No. 7 del Distrito
Nacional; e) que los reclamantes no querían vender esos terrenos
y el ex-Presidente 13. H. T. M., se los quitó a la fuerza y de buena
manera arbitrarla, prevaliéndose de sus excepcionales privilegios
como hermano del dictador R. L. T. M.; cl que esos terrenos es-
taban sembrados de frutos menores y cercados de alambres de
púa; d) que primero el comprador J. L. G., y luego sus herederos
(hijos y nietos) estuvieron ocupando la propiedad desde el mo-
mento de la compra hasta que fueron desalojados violentamente.
por orden de H. B. T. M.; el que los Sucesores de J. L. G., señores
L. P., y compartes no recibieron ninguna suma de dinero como pa-
go de ese inmueble; g) que L. P.. y compartes no comparecieron
a hacer valer sus derechos, porque además del temor que infundía
la familia T., el saneamiento de la referida parcela se realizó en
forma oculta"; además según se expresa en la sentencia dictada
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par la Corte a-qua el 19 de noviembre de 1975, mantenida por la
sentencia impugnada en tercería, los Jueces comprobaron que las
1,385 tareas reclamadas por la Sucesión P., no constituían el mismo
terreno vendido por la C. de I. I., a H. B. T. M., sino que fueron
incluidas dentro del plano de refundición de varias parcelas que
había adquirido T. hl., en el litio, entre las que figuraba la que
había comprado comprado a la Compañía de I. I.; por lo que el
primer motivo del recurso carece de fundamento y debe ser de-
sestimado.

Cas. 19 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 543.

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Casación.— Asunto in-
divisible.— Intervinientes.— Emplazamiento irregular frente a al-
gunos recurridas.

Cuando en un recurso de casación hay barios recurridos, como
sucede en la especie, y los demás han comparecido a defenderse
porque el emplazamiento a ellos notificado es regular, la defensa
que ellos hagan en su beneficio, aprovecha, si se trata de un caso
indivisible, como ahora ocurre, a los otros emplazados, aún cuando
el emplazamiento hecho a estos últimos adolezca de alguna irre-
gularidad; que esto debe admitirse en el caso en que se trata de
intervinientes que sólo hagan uso de su intervención para presen-
tar un medio de inadmisión contra el recurso, como sucede en la
especie. basado en la irregularidad o inexistencia del acto con que
fueron notificados como recurridos; que, por tanto, el medio de
inadmisión propuesto por los intervinientes, carece de fundamento
y debe, por esto, ser desestimado.

Cas. 21 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 762.

TRIBUNAL. DE CONFLSCACIONES.— Documentos no comu-
nicados.— Sentencia que lesiona el deercho de defensa.— Artículo
2C de la LeY 5924 de 1962.

Aunque en la materia de que se trata, resulta obviamente evi-
dente que el propósito esencial y fundamental del legislador ha
sido el de suprimir todo el rigorismo procesal que no sea el de
asegurar el derecho de defensa, tanto en provecho de los deman-
dados como de los demandantes, no menos cierto es que en el
expediente no hay constancia de que los actuales recurridos sos-
tuvieron ante la Corte a-qua que habían entrado en posesión de
nuevos documentos, que consideraban de importancia para la suer-
te de su demanda, lo que hubiera permitido, que ésta ordenara una
comunicación de esos nuevos documentos o la reapertura de los
debates; tal corno lo alega la recurrente la Corte a-qua, funda-
mentó su decisión, entre otros, en documentos depositados por los
demandantes originarios, después de estar la causa en estado, y
sin que los mismos hubieran sido notificados o comunicados a su
contraparte; a lo que estaba obligada cerciorarse la Corte apode-
rada del caso, antes de dictar su fallo: que al no haberlo hecho

CXXIII

•



fif

TRABAJO REALIZADO y no pagado.— Articulo 2 de la Ley
3143 de 1951.— Elementos constitutivos de la violación de dicho
texto legal.

En la especie, tal como lo alega el recurrente, los elementos
constitutivos de la infracción prevista por el artículo 2 de la Ley
No. 3143 del 1951, son los siguientes: lro. la contratación de tra-
bajadores para una obra o servicio determinado; 2do., que esa
contratación sea hecha por aquellos que han sido encargados de
la ejecución de dicha obra o servicio de que se trata; 3ro., que el
contratista haya recibido el costo de la obra o servicio; 4to., que
no haya pagado a los trabajadores la remuneración correspondien-
te en la fecha convenida o a la terminación del servicio a ellos
encomendada; y 5to., la intención fraudulenta, tal como resulta de
las previsiones de los artículos 3 y 5 de la referida ley; que lo
antes expuesto pone de manifiesto que en la especie, no se trata
del contratista de obras que ha dejado de pagar sus emolumentos
a los obreros contratalos por él, a pesar de haber recibido el coste
de la obra, hecho previsto por el artículo 2 de la Ley No. 3143 del
1951, sino de un convenio celebrado por un particular con un obre-
ro para realizar un trabajo en su propia casa; que, por tanto, al
imponer la Corte a-qua al prevenido J. M., las condenaciones an-
tes señaladas. basándose en las disposiciones del mencionado ar-
tículo 2 de la Ley No. 3143. hizo una falsa aplicación de este texto
legal, y, en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casada
en todas sus partes, sin que sea necesario ponderar los demás ale-
gatos del único medio del recurso.

Cas. 30 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 887.

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Abuso le poder.

En la especie consta: a) que los reclamantes L. P., y compar-
tes eran propietarios de una porción de terreno de 1,385 tareas
ubicadas en la Sección de Habla del Distrito Nacional, las que hu-
bieron por herencia del finado J. L. G., quien a su vez las adqui-
rió por compra a J. J. P.; /9) que dicha porción de terreno formó
parte de la parcela 5-A del Distrito Catastral No. 7 del Distrito
Nacional; el que los reclamantes no querían vender esos terrenos
y el ex-Presidente B. H. T. M., se los quitó a la fuerza y de buena
manera arbitraria, prevaliéndose de sus excepcionales privilegios
como hermano del dictador R. L T. M.; e) que esos terrenos es-
taban sembrados de frutos menores y cercados de alambres de
púa; d) que primero el comprador J. L. G., y luego sus herederos
(hijos y nietos) estuvieron ocupando la propiedad desde el mo-
mento de la compra hasta que fueron desalojados violentamente.
por orden de H. 13. T. M.; e) que los Sucesores de J. L. G., señores
L. P.. y compartes no recibieron ninguna suma de dinero como pa-
go de ese inmueble; g) que L. P., y compartes no comparecieron
a hacer valer sus derechos, porque además del temor que infundia
la familia T., el saneamiento de la referida parcela se realizó en
forma oculta"; además según se expresa en la sentencia dictada

p.) r la Corte a-qua el 19 de noviembre de 1975, mantenida por la
sentencia impugnada en tercería, los Jueces comprobaron que las
1385 tareas reclamadas por la Sucesión P., no constituían el mismo
terreno vendido por la C. de I. I., a H. B. T. M., sino que fueron
incluidas dentro del plano de refundición de varias parcelas que
había adquirido T. M., en el Sitio, entre las que figuraba la que
había comprado comprado a la Compañia de I. I.; por lo que el
primer motivo del recurso carece de fundamento y debe ser de-

sestimaasd. 1o.C	 9 Marzo 1980, B. J. 832. Pág. 543.

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Cs.:ación.— Asunto in-
divisible.— Inteninientes.— Emplazamiento irregular frente a al-
gunos recurridos.

Cuando en un recurso de casación hay barios recurridos, como
sucede en la especie, y los demás han comparecido a defenderse
porque el emplazamiento a ellos notificado es regular, la defensa
que ellos hagan en su beneficio, aprovecha, si se trata de un caso
indivisible, como ahora ocurre, a los otros emplazados, aún cuando
el emplazamiento hecho a estos últimos adolezca de alguna irre-
gularidad: que esto debe admitirse en el caso en que se trata de
intervinientes que sólo hagan uso de su intervención para presen-
tar un medio de inadmisión contra el recurso, como sucede en la
especie, basado en la irregularidad o inexistencia del acto con que
fueron notificados como recurridos; que, por tanto, el medio de
inadmisión propuesto por los intervinientes. carece de fundamento
y debe, por esto, ser desestimado.

Cas. 21 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 762.

TRIBUNAL DE CONFISCACIONES.— Documentos no comu-
nicados.— sentencia que lesiona el deercho de defensa.— Artículo
W de la Ley 5924 de 1062.

Aunque en la materia de que se trata, resulta obviamente evi-
dente que el propósito esencial y fundamental del legislador ha
sido el de suprimir todo el rigorismo procesal que no sea el de
asegurar el derecho de defensa, tanto en provecho de los deman-
dados como de los demandantes, no menos cierto es que en el
expediente no hay constancia de que los actuales recurridos sos-
tuvieron ante la Corte a-qua que habían entrado en posesión de
nuevos documentos, que consideraban de importancia para la suer-
te de su demanda, lo que hubiera permitido, que ésta ordenara una
comunicación de esos nuevos documentos o la reapertura de los
debates; tal como lo alega la recurrente la Corte a-qua, funda-
mentó su decisión, entre otros, en documentos depositados por los
demandantes originarios, después de estar la causa en estado, y
sin que los mismos hubieran sido notificados o comunicados a su
contraparte; a lo que estaba obligada cerciorarse la Corte apode-
rada del caso, antes de dictar su fallo; que al no haberlo hecho
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es evidente que violó el derecho de defensa de la ahora recurren-
te, por lo que la indicada sentencia debe ser casada, sin que sea
necesario ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 21 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 762.

TRIBUNAL DE .CONFISCACIONES.— Tercería.— Demanda
en reivindicación de Inmueble.— Art. 8, inciso 13 de la Constitu-
ción de 1966.

El articulo 8, inciso 9, de la Constitución de 1962 dispone lo
siguiente: ..."Queda prohibida la confiscación general de bienes,
salvo como pena a las personas culpables de traición o espionaje
en favor del enemigo en caso de acción de legítima defensa contra
Estado extranjero, o en el abuso o usurpación del poder o de cual-
quier función pública para enriquecerse o enriquecer a otro...
etc."; que a su vez, el artículo 8, inciso 13 in-fine de la Constitu-
ción vigente dispone: "No podrá imponerse la pena de confisca-
ción general de bienes por razones de orden político", que es claro,
que lo que la Constitución ha prohibido es la aplicación de la pe-
na de confiscación general de bienes, pero de ningún modo dicha
disposición constitucional se refiere.a la demanda en reivindicación
de inmuebles confiscados por el Estado por haber sido adquiridos
por el abuso de poder, como ha sucedido en la especie; que, por
tanto, el quinto medio del recurso carece también de fundamento
y debeser desestimado.

Cas. 19 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 543.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Nombre de los re-
currentes.— Recurso inaemisibld.

Aún cuando ante el Tribimal de Tierras es posible formular
reclamaciones en forma innominada a nombre de una sucesión.
los miembros de ella quepretendan deducir ulteriormente un. re-
curso de casación el cual se rige de acuerdo con el derecho común.
según el articulo 134 de la Lev de Registro le Tierras, deben in-
dicar de una manera precisa el nombre, la profesión y el domi-
cilio de cada uno de ellos, conforme lo estatuye el artículo 6 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación; que en la especie, en el
memorial introductivo del recurso no figuran los nombres de di-
chos recurrentes; que por tanto el recurso debe ser declarado inad-
misible. y, por consiguiente no procede la ponderación del melio
único de casación propuesto.

Cas. 31 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2335.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Plazo.— Artículo 119
de la Ley de Registro de Tierras.

Conforme al artículo 119 de la Ley de Registro deTierras el
plazo de dos meses para interponer el recurso de casación contra
las sentencias del Tribunal de Tierras corre a partir de la fecha
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.iación de una copia de las mismas en la puerta principal
del , :ounal; que, según consta al pie de la copia certificada de
dicha sentencia, depositada en el expediente, la misma fue fijada
en le puerta del Tribunal el 13 de julio de 1977, por lo que al ser
interpuesto dicho recurso el 12 de septiembre de 1977 lo fue en

oportuno; que por estas razones el medio de inadmisión
propuesto 
tiempo  

carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 31 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2335.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Deslindes de Parcelas.— Discor-
dancia entre la sentencia impugnada y el Certificado de Título.—
sentencia carente de base legal.

En la letra Ci del Certificado de Título expedido sobre la
Parcela No. 30-13-2, depositado en el expediente al señalarse las
colindancias del terreno en donde se encuentran las mejoras adju-
dicadas al Licdo. F. P. C., las mismas se ubican al Sur de la Ca-
ñada Honda, mientras en la sentencia impugnada se afirma que
ellas se encuentran al norte de la mencionada caafida, lo que re-
vela una discordancia entre la sentencia y el Certificado de Título
que no ha permitido a la Suprema Corte de Justicia apreciar si en
el caso se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, y, en con-
secuencia, el fallo impugnado debe ser casado por falta de base
legal.

• Cas. 10 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2145.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Determinación de herederos.—
eba de la filiación legítima.— Prueba de la identidad.

En la sentencia impugnada, para rechazar la reclamación de
los actuales recurrentes, tendentes a que se le reconociera su ca-
lidad de heredero de N. E., se expresa lo siguiente: que N. E., nor-
teamericano, titular de derecho dentro del Solar No. 11, de la
Manzana No. 244, padre de L. E. S., y F. A. E. S., no es la misma
persona rombrada N. E., vecino de S. D., padre de J. E.. y abuelo
de L. E. E. J., y D. E. J., fundándose en que éstos no habían apor-
tado la prueba de esa identificación; en efecto, en el acta de na-
cimiento de J. E. G., depositada en el expediente, no constan las
generales de ley del declarante, N. E.. salvo su condición de es-
poso de la madre de su hijo J., declarada por él mismo, y su resi-
dencia en la ciudad de S. D., lo que no era suficiente para demos-
trar su identidad con el de N. E., dueño del mencionado solar,
quien figura con otras generales de Ley; que el Juez de Jurisdic-
ción Original dictó una sentencia por la cual ordenó el depósito
en el expediente del acta de matrimonio de N. E., con L. C., do-
cumento que no fue depositado, como ningún otro con el que hu-
biera podido determinarse si se trataba de la misma persona bene-
ficiaria del certificado de titulo expedido sobre el solar ya indi-
cado; que por tanto, la S. C. de J., estima que el Tribunal a-quo
Procedió correctamente al rechazar la reclamación de los actuales
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es evidente que violó el derecho de defensa de la ahora recurren-
te, por lo que la indicada sentencia debe ser casada, sin que sea
necesario ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 21 Abril 1980, 13. J. 833, Pág. 762.

TRIBUNAL DE .CONFLSCACIONES.— Tercería.— Demanda
en reivindicación de inmueble.— Art. 8, inciso 13 de la Constitu-
ción de 1966.

El articulo 8, inciso 9, de la Constitución de 1962 dispone lo
siguiente: ..."Queda prohibida la confiscación general de bienes,
salvo como pena a las personas culpables de traición o espionaje
en favor del enemigo en caso de acción de legítima defensa contra
Estado extranjero, o en el abuso o usurpación del poder o de cual-
quier función pública para enriquecerse o enriquecer a otro...
etc."; que a su vez, el articulo 8, inciso 13 in-fine de la Constitu-
ción vigente dispone: "No podrá imponerse la pena de confisca-
ción general de bienes por razones de orden político", que es claro,
que lo que la Constitución ha prohibido es la aplicación de la pe-
na de confiscación general de bienes, pero de ningún modo dicha
disposición constitucional se refiere,a la demanda en reivindicación
de inmuebles confiscados por el Estado por haber sido adquiridos
por el abuso de poder, como ha sucedido en la especie; que, por
tanto, el quinto medio del recurso carece también de fundamento
y debeser desestimado.

Cas. 19 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 593.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Nombre de los re-
currentes.—. Recurso inaemisibld.

Aún cuando ante el Tribnnal de Tierras es posible formular
reclamaciones en forma innominada a nombre de una sucesión,
los miembros de ella quepretendan deducir ulteriormente un re-
curso de casación el cual se rige de acuerdo con el derecho común,
según el artículo 134 de la Lev de Registro le Tierras, deben in-
dicar de una manera precisa el nombre, la profesión y el domi-
cilio de cada uno de ellos, conforme lo estatuye el articulo 6 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación; que en la especie, en el
memorial introductivo del recurso no figuran los nombres de di-
chos recurrentes; que por tanto el recurso debe ser declarado inad-
misible, y, por consiguiente no procede la ponderación del melio
único de casación propuesto.

Cas. 31 Octubre 1980, B. J. 839. Pág. 2335.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Casación.— Plano.— Artículo 119
de la Ley de Registro de Tierras.

Conforme al articulo 119 de la Ley de Registro deTierras el
plazo de dos meses para interponer el recurso de casación contra
las sentencias del Tribunal de Tierras corre a partir de la fecha
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de	 ación de una copia de las mismas en la puerta principal
dei	 panal; que, según consta al pie de la copia certificada de
dicha sentencia, depositada en el expediente, la misma fue fijada
ea la puerta del Tribunal el 13 de julio de 1977, por lo que al ser
interpuesto dicho recurso el 12 de septiembre de 1977 lo fue en
tiempo oportuno; que por estas razones el medio de inadmisión
propuesto carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 31 Octubre 1980, 13. J. 839, Pág. 2335.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Deslindes de Parcelas.— Discor-
dancia entre la sentencia impugnada y el Certificado de Título.—
sentencia carente de base legal.

En la letra C) del Certificado de Título expedido sobre la
Parcela No. 30-B-2, depositado en el expediente al señalarse las
colindancias del terreno en donde se encuentran las mejoras adju-
dicadas al Licdo. F. P. C., las mismas se ubican al Sur de la Ca-
ñada Honda, mientras en la sentencia impugnada se afirma que
ellas se encuentran al norte de la mencionada caanda, lo que re-
vela una discordancia entre la sentencia y el Certificado de Título
que no ha permitido a la Suprema Corte de Justicia apreciar si en
el caso se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, y, en con-
secuencia, el fallo impugnado debe ser casado por falta de base
legal.

Cas. 10 Octubre 1980, B. J. 839, Pág. 2145.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Determinación de herederos.—
Prueba de la filiación legítima— Prueba de la identidad.

En la sentencia impugnada, para rechazar la reclamación de
los actuales recurrentes, tendentes a que se le reconociera su ca-
lidad de heredero de N. E., se expresa lo siguiente: que N. E., nor-
teamericano, titular de derecho dentro del Solar No. 11, de la
Manzana No. 249, padre de L. E. S., y F. A. E. S., no es la misma
persona nombrada N. E., vecino de S. 12, padre de J. E., y abuelo
de L. E. E. J., y D. E. J., fundándose en que éstos no habían apor-
tado la prueba de esa identificación; en efecto, en el acta de na-
cimiento de J. E. G., depositada en el expediente, no constan las
generales de ley del declarante, N. E., salvo su condición de es-
poso de la madre de su hijo J., declarada por él mismo, y su resi-
dencia en la ciudad de S. D., lo que no era suficiente para demos-
trar su identidad con el de N. E.. dueño del mencionado solar,
quien figura con otras generales de Ley; que el Juez de Jurisdic-
ción Original dictó una sentencia por la cual ordenó el depósito
en el expediente del acta de matrimonio de N. E., con L. G., do-
cumento que no fue depositado, corno ningún otro con el que hu-
biera podido determinarse si se trataba de la misma persona bene-
ficiaria del certificado de título expedido sobre el solar ya indi-
cado; que por tanto, la S. C. de J., estima que el Tribunal a-quo
procedió correctamente al rechazar la reclamación de los actuales

CXXV



r
recurrentes para que se les incluyera en la sucesión de N. E.. a
falta de pruebas fehacientes sobre la identidad de su abuelo; por
todo lo cual el medio único del recurso carece de fundamento y
debe ser desestimado.

Cas. 24 Noviembre 1980. B. J. 840, Pág. 2571.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Lltis sobre terrenos registrados.—
Sobreseimiento.— Reapertura de debates.— Tásticas dilatorias.—
Solicitud de conducencia.— Ausencia de querella penal.

El Tribnnal a-quó estimó que tanto el pedimento de sobresei-
miento como el de reapertura de los debates debían ser rechaza-
dos por tratarse de tácticas dilatorias tendentes a detener la orden
de desalojo emanada del Abogado del Estado, otorgada en favor
del intimado en ejecución del Certificado de Título que había sido
expedido en su favor del Solar objeto de la litis, que los impe-
trantes no sometieron la prueba de que antes de haber apoderado
el Tribunal de Tierras, ya cursaba por ante el Tribunal Penal la
ventilación de un asunto igual, entre las mismas partes, con fines
idénticos; que lo único que ellos depositaron fue una solicitud de
conducencia dirigida al Procurador Fiscal del Distrito Nacional,
por el Dr. R. A. S. P., en representación de 31. E. C. L., en previ-
sión de que el intimado pudiera ausentarse del país, lo que en mo-
do alguno significaba que contra éste último cursara querella pe-
nal alguna, que los debates del caso no estaban cerrados ya que les
fue otorgado un plazo para presentar sus alegatos, y, además, la
reapertura de debates sólo procede cuando se aportan documentos
nuevos o se revelan hechos nuevos probables, capaces de producir
un cambio en la solución del caso lo que los impetrantes no hi-
cieron.

Cas. 11 Junio 1980, R. J. 835, Pág. 1205.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Recurso de casación interpuesto
contra una sentencia del Tribunal de Tierras a nombre de los Su-
cesores de X persona.— Recurso inadmisible.

Ciertamente, las reclamaciones por ante el Tribunal de Tie-
rras generalmente pueden ser formuladas en forma inominada a
nombre de una sucesión, por los miembros de ella, pero éstos, cuan-
do pretendan deducir ulteriormente un recurso de casación (el
cual se rige de acuerdo con el derecho común, según el artículo
134 de la Ley de Registro de Tierras), deben indicar de una ma-
nera precisa: el nombre. la profesión y el domicilio de cada uno
de ellos, conforme lo estatuye el artículo 6 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; que en la especie, ni en el memorial de
casación, ni en el acto de emplazamiento figuran los nombres de
los recurrentes; que, por tanto, el recurso de casación de que se
trata, debe ser declarado inadmisible.

Cas. 20 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 310.
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TRIBUNAL DE TIERRAS.— Saneamiento. —Venta.— Docu-
mento probatorio.

En la especie, consta en el fallo impugnado que el documento
descrito anteriormente carece de valor y eficacia jurídica porque
se trata de actos que ellos mismos se han hecho otorgar; que, en
cambio el reclamante J. A. B. FL, ha probado, con la documenta-
ción sometida y por las declaraciones de los testigos oídos en au-
diencia, que ha mantenido sobre el terreno en discusión una po-
sesión suficiente y caracterizada para adquirirlo por prescripción;
que por uno de los documentos sometidos por este reclamante se
comprobó que, contrariamente a lo afirmado por V. U. J., A. J.
Vda. U., vendió la cantida dde 600 tareas de ese terreno que, según
consta en dicho acto, adquirió por una ocupación que tenia en el
mismo con anterioridad a su matrimonio con 11. U., que por lo
antes expuesto es evidente que los Jueces del fondo tuvieran la
conbicción de que los actuales recurrentes no probaron tener nin-
gún derecho en la Parcela No. 147, y, en consecuencia, el primer
medio del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 11 Julio 1980, B. J. 836, Pág. 1448.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta de un inmueble registra-
do.— Suplemento de precio.— Demanda.— Plazo de un año.— Art.
1€22 del Código Civil.— Caducidad de la acción.

Uno de los efectos del registro operado en la Oficina del Re-
gistrador de Tierras es de dar publicidad a los derechos registra-
dos, para garantía de los terceros, pero las partes contratantes que-
dan siempre ligadas por el consentimiento que han otorgado a la
convención pactada y formalizada; que, por tanto, el Tribunal a-quo
procedió correctamente al declarar que habla caducado la acción
intentada por la recurrente en virtud del articulo 1622 del Código
Civil, por haber transcurrido un año desde la fecha en que las
partes convinieron en la referida fecha. o sea desde el 22 de marzo
de 1973 al 19 de junio del 1974, fecha de la demanda intentada por
te recurrente.

Cas. 30 Abril 1980, B. J. 833, Pag..897.

—U—

URGENCIA.— Autorización para emplazar a breve término.—
Cuestión de Importancia judicial,— Comunicación de documentos.—
Efectos.

Tal como lo alega el recurrente, la omisión de las autorizacio-
nes requeridas por la Ley para la obtención de beneficio de las ci-
taciones en justicia a breve término, no es cuestión de pura forma,
que ofrezca escaso nterés entre las personas de los litigantes, sino
una cuestión de importancia judicial, encaminada a impedir que
Puedan hacerse de mera rutina los plazos procedimentales que han
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recurrentes para que se les incluyera en la sucesión de N. E., a
falta de pruebas fehacientes sobre la identidad de su abuelo; por
todo lo cual el medio único del recurso carece de fundamento y
debe ser desestimado.

Cas. 24 Noviembre 1980, 13. J. 840, Pág. 2571.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Litio sobre terrenos registrados.—
Sobreseimiento.— Reapertura de debates.— Tásticas dilatorias.—
Solicitud de conducencia.— Ausencia de querella penal.

El Tribnnal a-quo estimó que tanto el pedimento de sobresei-
miento como el de reapertura de los debates debían ser rechaza-
dos por tratarse de tácticas dilatorias tendentes a detener la orden
de desalojo emanada del Abogado del Estado, otorgada en favor
del intimado en ejecución del Certificado de Título que había sido
expedido en su favor del Solar objeto de la litis, que los impe-
trantes no sometieron la prueba de que antes de haber apoderado
el Tribunal de Tierras, ya cursaba por ante el Tribunal Penal la
ventilación de un asunto igual, entre las mismas partes, con fines
idénticos; que lo único que ellos depositaron fue una solicitud de
conducencia dirigida al Procurador Fiscal del Distrito Nacional,
por el Dr. R. A. S. P., en representación de 31. E. C. L., en previ-
sión de que el intimado pudiera ausentarse del país, lo que en mo-
do alguno significaba que contra éste último cursara querella pe-
nal alguna, que los debates del caso no estaban cerrados ya que les
fue otorgado lin plazo para presentar sus alegatos, y, además, la
reapertura de debates sólo procede cuando se aportan documentos
nuevos o se revelan hechos nuevos probables, capaces de producir
un cambio en la solución del caso lo que los impetrantes no hi-
cieron.

Ca_s. 11 Junio 1980, B. J. 835, Pág. 1205.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Recurso de casación interpuesto
contra una sentencia del Tribunal de Tierras a nombre de los Su-
cesores de X persona.— Recurso inadmisible.

Ciertamente, las reclamaciones por ante el Tribunal de Tie-
rras generalmente pueden ser formuladas en forma ¡nominada a
nombre de una sucesión, por los miembros de ella, pero éstos, cuan-
do pretendan deducir ulteriormente un recurso de casación (el
cual se rige de acuerdo con el derecho común, según el articulo
134 de la Ley de Registro de Tierras), deben indicar de una ma-
nera precisa: el nombre. la profesión y el domicilio de cada uno
de ellos, conforme lo estatuye el artículo 6 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; que en la especie, ni en el memorial de
casación, ni en el acto de emplazamiento figuran los nombres de
los recurrentes; que, por tanto, el recurso de casación de que se
trata, debe ser declarado inadmisible.

Cas. 20 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 310.
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TRIBUNAL DE TIERRAS.— Saneamiento. —Venta.— Docu-
mento probatorio.

En la especie, consta en el fallo impugnado que el documento
descrito anteriormente carece de valor y eficacia jurídica porque
se trata de actos que ellos mismos se han hecho otorgar; que, en
cambio el reclamante J. A. B. R., ha probado, con la documenta-
ción sometida y por las declaraciones de los testigos oidos en au-
diencia, que ha mantenido sobre el terreno en discusión una po-
sesión suficiente y caracterizada para adquirirlo por prescripción:
que por uno de los documentos sometidos por este reclamante se
comprobó que, contrariamente a lo afirmado por V. U. J., A. J.
Vda. U., vendió la cantida dde 600 tareas de ese terreno que, según
consta en dicho acto, adquirió por una ocupación que tenía en el
mismo con anterioridad a su matrimonio con II. U., que por lo
antes expuesto es evidente que los Jueces del fondo tuvieran la
conbicción de que los actuales recurrentes no probaron tener nin-
gún derecho en la Parcela No. 147, y, en consecuencia, el primer
medio del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 11 Julio 1980, B. J. 836. Pág. 1448.

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Venta de un inmueble registra-
do.— Suplemento de precio.— Demanda.— Plazo de un año.— Art.
1622 del Código Civil.— Caducidad de la acción.

Uno de los efectos del registro operado en la Oficina del Re-
gistrador de Tierras es de dar publicidad a los derechos registra-
dos, para garantía de los terceros, pero las partes contratantes que-
dan siempre ligadas por el consentimiento que han otorgado a la
convención pactada y formalizada; que, por tanto, el Tribunal a-quo
procedió correctamente al declarar que había caducado la acción
Intentada por la recurrente en virtud del articulo 1622 del Código
Civil, por haber transcurrido un año desde la fecha en que las
partes convinieron en la referida fecha, o sea desde el 22 de marzo
de 1973 al 19 de junio del 1974, fecha de la demanda intentada por
Pa recurrente.

Cas. 30 Abril 1980, 13. J. 813, Pág..897.

URGENCIA.— Autorización para emplazar a breve termino.—
Cuestión de importancia Judicial.— Comunicación de documentos.—
Efectos.

Tal como lo alega el recurrente, la omisión de las autorizacio-
nes requeridas por la Ley para la obtención de beneficio de las ci-
taciones en justicia a breve término, no es cuestión de pura forma,
que ofrezca escaso nterés entre las personas de los litigantes, sino
una cuestión de importancia judicial, encaminada a impedir que
Puedan hacerse de mera rutina los plazos procedimentales que han
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sido calculados y establecidos por el legislador a fin de asegurar
los derechos de los demandantes a la vez que la defensa de los de-
mandados, sin precipitaciones desmedidas, salvo casos de urgencia
cuya apreciación la Ley confía, no a los propios litigantes, sino a
los Magistrados de la Justicia. como representantes del interés ge-
neral, que en lo concerniente al efecto de los pedimentos de co-
municación de documentos, que el mismo propósito . de su institu-
ción hace evidente que esa excepción no puede aniquilar el dere-
cho de los litigantes de emplear en la defensa de sus intereses pre-
cisamente cualquier dato, o particularidad de los documentas que
pueda conocer como efecto de su comunicación y que ant es de ello
no estaban al alcance de quien solicite la medida de instrucción;
que al fundarse la sentencia impugnada en un criterio erróneo
sobre la excepción denominada de comunicación de documentos.
se incurre en el error jurídico denunciado por el recurrente; que
por todo lo expuesto procede la casación de las sentencias impug-
nadas. sin necesidad de ponderar los otros medios del recurso fun-
dados en la falta de motivación de las sentencias impugnadas, pa-
ra declarar nula la consignación operada por el actual recurrente.

Cas. 16 Enero 1980, B. J. 830, Pág. 74.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Descargo penal.— Rechaza-
miento de las reclamaciones civiles.— Ausencia de falta a cargo
del prevenido.

Como el delito de violación de propiedad consiste en introdu-
cirse en una propiedad ajena, sin permiso del dueño, arrendata-
iro, etc., es preciso admitir que contrariamente a como lo alega la
recurrente, la Corte a-qua, aunque no estuviese apoderada para
decidir nada sobre la legitimidad del derecho de propiedad de los
litigantes, si pudo para formar su convicción sobre la posibilidad
o no de la existencia del delito a cargo del prevenido, y determinar
la responsabilidad civil o no de éste, podía últimamente como lo
hizo. profundizar sobre el valor real de la documentación presen-
tada por ambas partes, y así determinar si positivamente la que-
rellante llegó o no a tener la posesión del inmueble que dice haber
adquirido, o si por el contrario, el prevenido P. D., quien resultara
ser concubino de la presunta vendedora, mantuvo siempre la po-
sesión del inmueble, conjuntamente con los hijos que habla pro•
creado con ésta: que la Corte a-qua formé su convicción en este
Ultimo sentido. lo que constituyó el fundamento del descargo y de
la existencia de toda falta, por consiguiente, la sentencia impug-
nada contiene una exposición de hecho y de derecho v una moti-
vación suficiente que justifican su dispositivo, por lo que, los ale-
gatos que se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados.

Cas. 19 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2722.

CXXVIII

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Destrucción de una casa —
Corte de Apelación regularmente constituida.— Alegato de pres-
cripción.— Sentencia carente de base legal.

En cuanto al alegato de que la sentencia de que se trata es
nula, porque los jueces que instruyeron el proceso, no fueron los
mismos que dictaron el fallo, basta señalar, que en la sentencia
impugnada que figura en el expediente consta que los jueces que
nitegraron la Corte a-qua, en el caso, fueron los Dres. C. A. B. M.,
a S. P., y J. F. MC., y no resulta del expediente que fueran como
se alega otros jueces los que instruyeran y fallaran dicho asunto,
por lo que este alegato se desestima por carecer de fundamento;
que consta en las conclusiones del hoy recurrente, presentadas por
ante la Corte a-qua, que éste solicitó que la acción en su contra
se declarara prescrita por haber pasado más de tres años desde la
fecha de los hechos, hasta la fecha de la querella, y no obstante
tratarse de una cuestión perentoria, la sentencia impugnada no
contiene ninguna clase de motivos sobre la procedencia o no de
dicho pedimento; y a mayor ablandamiento tampoco los hechos da-
dos por establecidos en el fallo hoy recurrido no permiten deter-
minar si la ley ha sido o no bien aplicada, por lo que la sentencia
impugnada debe ser casada por falta de motivos y base legal.

Cas. 23 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 782.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Excepción prejudicial de pro-
piedad.— Descargo del prevenido.

En la especie, estos alegatos de la recurrente tienden, en de-
finitiva, a criticar la sentencia impugnada en cuanto descargó al
prevenido de los hechos de biolación de propiedad que le fueron
Imputados por dicha recurrente; que como el prevenido fue des-
cargado por la Corte a-qua del referido delito puesto a su cargo,
solamente, el Procurador General de la Corte de Apelación tenía
la calidad para interponer un recurso de casación en el aspecto
penal juzgado por la sentencia, lo que no hizo dicho funcionario,
y la parte civil constituida sólo podía recurrir en casación en cuan-
to al aspecto civil; razones por las cuales los medios del recurso
que se examinan carecen de pertinencia y deben ser desestimados.

Cas. 18 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 283.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Interdictos posesorios.
Las sentencias dictadas en relación con los interdictos poseso-

rios no tienen un carácter definitivo, pues, por ellas se impone
solamente el respeto de la posesión, mientras no ha sido probado.
en la acción petitoria, contra el poseedor, que el inmueble poseído
no le pertenece; que, por consiguiente, en la especie, los jueces
apoderados de una querella por violación de propiedad, no estaban
ligados, al fallar el caso, a lo decidido en. la  acción posesoria an-
teriormente incoada; por lo cual el primer medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado;

Cas. 18 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 283.
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sido calculados y establecidos por el legislador a fin de asegurar
los derechos de los demandantes a la vez que la defensa de los de-
mandados, sin precipitaciones desmedidas, salvo casos de urgencia
cuya apreciación la Ley confía, no a los Propios litigantes, sino a
los Magistrados de la Justicia, como representantes del interés ge-
neral, que en lo concerniente al efecto de los pedimentos de co-
municación de documentos, que el mismo propósito' de su institu-
ción hace evidente que esa excepción no puede aniquilar el dere-
cho de los litigantes de emplear en la defensa de sus intereses pre-
cisamente cualquier dato, o particularidad de los documentos que
pueda conocer como efecto de su comunicación y que antes de ello
no estaban al alcance de quien solicite la medida de instrucción;
que al fundarse la sentencia impugnada en un criterio erróneo
sobre la excepción denominada de comunicación de documentos.
se incurre en el error jurídico denunciado por el recurrente; que
por todo lo expuesto procede la casación de las sentencias impug-
nadas, sin necesidad de ponderar los otros medios del recurso fun-
dados en la falta de motivación de las sentencias impugnadas, pa-
ra declarar nula la consignación operada por el actual recurrente.

Cas. 16 Enero 1980, B. J. 8.30, Pág. 74.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Descargo penal.— Rechaza-
miento de las reclamaciones civiles.— Ausencia de falta a cargo
del prevenido.

Como el delito de violación de propiedad consiste en introdu-
cine en una propiedad ajena, sin permiso del dueño, arrendata-
iro, etc., es preciso admitir que contrariamente a como lo alega la
recurrente, la Corte a-qua, aunque no estuviese apoderada para
decidir nada sobre la legitimidad del derecho de propiedad de los
litigantes, sí pudo para formar su convicción sobre la posibilidad
o no de la existencia del delito a cargo del prevenido, y determinar
la responsabilidad civil o no de éste, podía últimamente como lo
hizo, profundizar sobre el valor real de la documentación presen-
tada por ambas partes, y así determinar si positivamente la que-
rellante llegó o no a tener la posesión del inmueble que dice haber
adquirido, o si por el contrario, el prevenido P. D., quien resultara
ser concubino de la presunta vendedora, mantuvo siempre la po-
sesión del inmueble, conjuntamente con los hijos que había pro-
creado con ésta; que la Corte a-qua formó su convicción en este
último sentido. lo que constituyó el fundamento del descargo y de
la existencia de toda falta, por consiguiente, la sentencia impug-
nada contiene una exposición de hecho y de derecho y una moti-
vación suficiente que justifican su dispositivo, por lo que, los ale-
gatos que se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados.

Cas. 19 Diciembre 1980, B. J. 841, Pág. 2722.
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1/11 VIOLACION DE PROPIEDAD.— Destrucción de una casa —
Curte de Apelación regularmente constituida.— Alegato de pres-
cripción.— Sentencia carente de base legal.

En cuanto al alegato de que la sentencia de que se trata es
aula, porque los jueces que instruyeron el proceso, no fueron los
mismos que dictaron el fallo, basta señalar, que en la sentencia
irnPugnada que figura en el expediente consta que los jueces que
integraron la Corte a-gua, en el caso, fueron los Dres. C. A. B. M.,
EL S. P., y J. F. MC., y no resulta del expediente que fueran como
se alega otros jueces los que instruyeran y fallaran dicho asunto,
por lo que este alegato se desestima por carecer de fundamento;
que consta en las conclusiones del hoy recurrente, presentadas por
ante la Corte a-qua, que éste solicitó que la acción en su contra
se declarara prescrita por haber pasado más de tres años desde la
fecha de los hechos, hasta la fecha de la querella, y no obstante
tratarse de una cuestión perentoria, la sentencia impugnada no
contiene ninguna clase de motivos sobre la procedencia o no de
dicho pedimento; y a mayor abundamiento tampoco los hechos da-
dos por establecidos en el fallo hoy recurrido no permiten deter-
minar si la ley ha sido o no bien aplicada, por lo que la sentencia
impugnada debe ser casada por falta de motivos y base legal.

Cas. 23 Abril 1980, B. J. 833, Pág. 782.

VTOLACION DE PROPIEDAD.— Excepción prejudicial de pro-
piedad.— Descargo del prevenido.

En la especie, estos alegatos de la recurrente tienden, en de-
finitiva, a criticar la sentencia impugnada en cuanto descargó al
prevenido de los hechos de biolación de propiedad que le fueron
imputados por dicha recurrente; que como el prevenido fue des-
cargado por la Corte a-gua del referido delito puesto a su cargo.
solamente, el Procurador General de la Corte de Apelación tenía
la calidad para interponer un recurso de casación en el aspecto
penal juzgado por la sentencia, lo que no hizo dicho funcionario,
y la parte civil constituida sólo podía recurrir en casación en cuan-
to al aspecto civil; razones por las cuales los medios del recurso
que se examinan carecen de pertinencia y deben ser desestimados.

Cas. 18 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 283.

VIOLACION DE PROPIEDAD.— Interdictos posesorios.
Las sentencias dictadas en relación con los interdictos poseso-

rios no tienen un carácter definitivo, pues, por ellas se impone
solamente el respeto de la posesión, mientras no ha sido probado,
en la acción petitoria, contra el poseedor, que el inmueble poseído
no le pertenece; que, por consiguiente, en la especie, los jueces
apoderados de una querella por violación de propiedad, no estaban
ligados, al fallar el caso, a lo decidido en la acción posesoria an-
teriormente incoada; por lo cual el primer medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado;

Cas. 18 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 283.
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VIOLACION DE PROPIEDAD. — Prevenido descargado.

Si bien os tribunales tienen competencia, cuando hay descargo
penal, para acordar reparación por daños y perjuicios si hay algún
hecho que retener, que constituye un delito o un cuasidelito civil,
en la especie el examen del fallo impugnado no revela que la Cor-
te estimara que existiera algún hecho que retener al ser descar-
gado el prevenido por no haber cometido el delito puesto a su car-
go; por lo cual la Corte a-qua no tenía que dar motivos particula-
res al respecto.

Cas. 18 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 283.

VIOLACION DE PROPIEDAD y de la Ley de Construcciones.

La Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la instrucción de
la causa. estableció que el prevenido M. A. S. D., sin permiso de
su dueño A. M. de M., se habla introducido en una propiedad de
ésta, correspondiente a la Parcela No. 27-Pro.- T., de la porción
"C" del Distrito Catastral No. 4 del Distrito Nacional. amparada
bajo el Certificado de Título No. 57-410, y había hecho una cons-
trucción, de u nanexo de una casa; que los hechos así establecidos
configuran a cargo del prevenido recurrente, los delitos de viola-
ción de propiedad y de la ley de construcciones, previstos en las
leyes 5869 y sus modificaciones y 675, y sancionados de (3) meses
a (2) años de prisión y multa de RD$20.00 a RD$500.00; y multa
de RD$10.00 a RD$200.00 pesos y la destrucción de las mejoras,
respectivamente; que en consecuencia, la Corte a-qua, al confir-
mar la sentencia apelada, que condenó al prevenido recurrente,
luego de declararlo culpable al pago de una multa de RD$20.00
pesos y la destrucción de las mejoras, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley.

Cas. 19 Marzo 1980, B. J. 832, Pág. 557.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1981.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 21 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael Rodríguez, Estado Dominicano y la Compa-
jifa Dominicana de Seguros, O. por A.

Ahogado: Lic. Digno Sánchez.

Wien-Miente: Dominga G. Peña de Milán.
.Drogadas: Dres. Luis E. Florentino Lorenzo, Gabriel A. Fstrella

M. y Luis A. Ortiz M.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Cuntín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautsta Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de enero del 1981, años 137'
de la Independencia y 118' de la Restauración, ¿Ceta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
Centericia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Rodriguez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, cé-
dula 569, serie 55, domiciliado y residente en esta ciudad;
el Estado Dominicano, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., con su asiento social en esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada en atribuciones correccionales por



VIOLACION DE PROPIEDAD.— Prevenido descargado.

Si bien os tribunales tienen competencia, cuando hay descargo
penal, para acordar reparación por daños y perjuicios si hay algún
hecho que retener, que constituye un delito o un cuasidelito civil,
en la especie el examen del fallo impugnado no revela que la Cor-
te estimara que existiera algún hecho que retener al ser descar-
gado el prevenido por no haber cometido el delito puesto a su car-
go; por lo cual la Corte a-qua no tenía que dar motivos particula-
res al respecto.

Cas. 18 Febrero 1980, B. J. 831, Pág. 283.

VIOLACION DE PROPIEDAD y de la Ley de Construcciones.

La Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente adrninistrados en la instrucción de
la causa, estableció que el preveniclo M. A. S. D., sin perrniso de
su dueño A. M. de It, se había introducido en una propiedad de
ésta, correspondiente a la Parcela No. 27-Pro.- T., de la porción
"C" del Distrito Catastral No. 4 del Distrito Nacional, amparada
bajo el Certificado de Título No. 57-410, y había hecho una cons-
trucción. de u nanexo de una casa; que los hechos así establecidos
configuran a cargo del prevenido recurrente, los delitos de viola-
ci6n de propiedad Y de la leY de construcciones, previstos en las
leyes 5869 y sus modificaciones y 675, y sanclortados de (3) meses
a (2) aflos cle pristón y multa de RD$20.00 a RD$500.00; y multa
de RD$10.00 a RD$200.00 pesos y la destrucción de las mejoras,
respectivamente: que en consecuencia, la Corte a-qua, al confir-
mar la sentencia apelada, que condenó al prevenido recurrente,
luego de declararlo culpable al pago de una multa de RD$20.00
pesos y la destrucción de las mejoras, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley.

Cas. 19 Mar-zo 1980, B. J. 832, Pág. 557.
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SLYTENCIA DE FECIIA 9 DE ENERO DEL 1981.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fccha 21 cle octubrc de 1977.

1ateria : Correccional.

Itecurrentes: Rafael Ftodríguez, Estado Dominicano y la Compa-
ñía Dominicana de SCgUrOS. C. por A.

Abogado: Lic. Digno Sánchez.

Werviniente: Dominga G. Peña de Milán.
Abogados: Dres. Luis E. Florentino Lorenzo, Cabriel A. Fstrella

M. y Luis A. Ortiz M.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente ccnstituída por los JUCCeS Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Joaquin M Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzer, Felipe Osvaldo
Perdamo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala dende celebra sus
audiencias en la cludad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 de enero del 1981, arios 137'
de la Independencia y 118' de la Restaurac:ón, dkta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la si,guiente
sient icia

Solare los recursos de casación interpuestos por Rafael
Rochiguez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, ce-
duia 569, serie 55, demiciliado y residente e esta ciudad;
el Estado Dominicano, y la Compariía Dominicana de Se-
g UrOS, C. por A., con su asiento social en esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada en atribuciones correccionales por

It
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!a Certe de Apelación de Santo DoznIngo, el 21 de octu-
tre de 1977, cuyo dispositivo se copla mas adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis E. Florentino Lorenzo, por sí y por

los doctores Gabriel A. Estrella Martínez, y Lu 1 s A. Or-
tiz, abagados de la interviniente, Dominga G. Peña de Mi-
llán, cédula 32775, scrie 47, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

V rsta cl acta de los recursos, levantada en la Seere-
taría de la Corte a-qua, el 21 de septiembre de 1971, a re-
querimicnto del LIC. Digno Sánchez, cédalu 2819, seric
1 ra., a nombm de los recurrentcs; acta en la que no se
propone ningún medio dcterminado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 18 de agcste
de 1978, suscrito por su abogado Lic. Digno Sánchez, en
el que se proponen .contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante.;

Visto el eserito de la interviniente, del 18 de agosto
de 1978, su_scrito por sus abogados:

La Suprema Corte de Justic'a, después de haber de-
1:berado, y vistos los textes legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los Arts. 241
del Código de Preeedimiento Civil 1, 20, 23, 43, 62 y 63 de
la Ley Sobre Procedimiento de Ca:ación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los
documentos a que el mismo Se reflere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de Un axidente de tránsito ocurrido el
14 de marzo de 1975, en esta ciudad, en el que varias per-
sonas resultaron ccn lesiones corporales, la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Irstancia del Distrito

dictó el 8 de octubre de 1976 una sentencla cuyo
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dispositivo se cop'a en el de la ahora impugnada; y b) que
sobre los re:...ursos interpuestos, la Corte de Apelación de
ganto Domingo dictó el 21 de octubre de 1977, el fallo aho-
rs bnpugnaddo en casación, cuyo ckspositivo dice así:
bFALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en

cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto
fecta 2 de dbiembre de 1976, por el Lic. Digmo Sánchez,

nombre y representación del preven:do Rafael Rodrí-
nuez, dominicano, mqyor de edad, con cédula No. 569, se-
t; 55, residente en la calle No. 02, No. 57, del Ensanche

LGS Minas y de la Compañía Dominicana de Seguros. C.
por A. (Sedomca), contra sentencia de fecha 8 de octubre
de 1976, dictdda por la Cuarta Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancla del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al norn-
brado Rafael Ftodríguez, dominicano, de 70 años de edad,
rasado, cédurla No. 57, del ensanche Los Ilinas, Distr;to
Nacional, culpable de violar el artículo 49, letra C), de la
Ley 241 (Golpas y heridas involuntariarne.nte con el ma-
nejo o conducción de vehículos de motor), curables antes
ae los diez (10) días y después de los 20 días, en perjui-
Ci0 de la eo-prevenida Dominga G. Peria de Milán, María
Ramos, Willt1am Mojica, Salvador Díaz Peguero y Alexis
de Jesús García, en consecucncia se condena a pagar una
multa de RD$25.00 (veinticinco pesos oro); Segrundo: se
condena al nombrado Rafael Rodríguez al pago de las cos-
tas penales; Tereero: Se declara a la nombrada Dominga
G. Peña de Milan, dominicana, de 22 años de edacl, casa-
da, modista, con cédula No. 32775, serie 47, residente en
la calle 29 Oeste, No. 13, del Ensanche Luperón, no calpa-
ble de haber violado ninguna disposición a la Ley 241;
en consccue.ncia se descarga, las costas se declaran de ofi-
cio ; Cuarto: En cuanto a la forma, se declara buena y válida
la constitución en parte civil heeha por los seriores Dominga
G. Peña de Milán, Salvador Díaz Peguero y María Ra-
nlos , por medio de sus abogados Dres. Luis Ernesto Flo-
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Ccrte de Apelación de Santo Dordngo, el 21 de actu-
±re de 1977, cuyo dispositivo se cop:a rnás adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido al Dr. Luis E. Florentino Lorenzo, por sí y par

los doctores Gabriel A. Estrella Martínez, y Lu's A. Or-
tiz, abogados	 la interviniente, Dominga G. Peria de Mi-
Ilán, cédula 32775, serie 47, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Proeurador General
de la República;

V'sta el acta de los recursos, levantada en la Se2re-
taria cle la Corte a-qua, el 21 de septiembre de 1971, a re-
querimicnto del Lc. Digno Sánchez, cédalu 2819, serie
lra., a nombre de los recurrentes; acta en la que no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto cl memorial de los recurrentes, del 18 de agosto
de 1978, suscrito por su abogado Lic. Digno Sánchez, en
el que se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 18 de agosto
de 1978, suscrito por sus abogados:

La Suprema Corte de Justie .a, después de haber cle-
Fberacio, y vistos las textcs legalcs invocados por los recu-
rrentes, que se meneionan más adelante, y los Arts. 211
del Código de Prccedimiento Civil 1, 20, 23, 43, 62 y 63 de
la Ley Sobre Procedirniento de Ca_ación;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los
documentos a que el mismo se reflere, consta lo slguicnte:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ceurrido el
14 de marzo de 1975, en esta ciudad, en el que varias por-
sonas rcsultaron con lesiones coroorales, la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Irstancia del Distrito Na-
cional, dictó el 8 de octubre de 1976 una sentencia cuyo
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dispositivo se cop'a en el de la ahora impugnada; y b) que
sobre los re:ursos interpuestos, la Corte de Apelación de
canto Domingo dictó el 21 de octubre de 1977, el fallo alm-
r3 impugnaddo en casación, cuyo d:spositivo dice así:
''FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto en
fecha 2 de diciembre de 1976, por el Lic. Digno Sánchez,

notabre y representación del preveddo Rafael Rodrí-
guez, dominicano, miyor de edad, con cédula No. 569, se-
r- ie 55, residente en la calle No. 02, No. 57, del Ensanche
LOS 

Minas y de la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A. (Sedomea), contra sentencia de forta 8 de octubre
de 1976, dictdda por la Cuarta Camara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instanola del Distrito Nacional, cuyo
dispo.sitivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al nam-
brado Rafael Rodriguez, dominicano, de 70 años de edad,
casado, cédula No. 57, del ensanche Los Minas, Distrito
Nacional, culpable de violar el artículo 49, letra C), de la
1..by 241 (Golpes y heridas involuntariarnente con el ma-
nejo o conducción de vehículos de motor), curables antes
cte los diez (10) días y después de los 20 días, en perjui-
cio de la co-prevenida Dominga G. Peña de Milán, María
Ramos, Willlam Mojica. Salvador Díaz Peguero y AleNis
de Jesús García, en consecuencia se condena a pagar una
multa de RD$25.00 (veinticinco pesos oro); Segundo: se
condena al nombrado Rafael Rodríguez al pago de las cos-
tas penales; Tercero: Se declara a la nombrada Dominga
G. Peña de Milán, dominicana, de 22 años de edad, casa-
da, modista, con cédula No. 32775, serie 47, residente en
la calle 29 Oeste, No. 13, del Ensanche Luperón, no culpa-

te 	 haber violado ninguna disposición a la Ley 241;
consecuencia se descarga, las costas se declaran de ofi-

' cio; Cuarto: En cuanto a la forma, se declara buena y válida
• la constitución en parte civil hecha por los seiíores Dominga

G. Peña de Milán, Salvador Díaz Paguero y María Ra-
mos, por medio de sus abogados Dres. Luis Ernesto Flo-
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tentino Lorenzo y Miguel Angel Cedeño, en centra
Estado Dominicano y Rafael Rodriguez; Quinto: En cu3n.1
to al fondo, se condena a Rafael Rodriguez y al Estado
DomM'cano, al pago de las siguientes inclemnizacoMes: a)
de RD$1,000.00, en favor de Dominga G. Peria de
como madre y tutora del rnenor lesiónado Alexis de Jesús
García de Peña; b) de FtD$1,000.00 en favor de Dominga
G. Peña de Milán, por les:ones recibidas por ella en el
accidente, y c) de RD$1,000.00 en favor de la señora Do-
minga G. Peña de Milán, por los daños sufriclos por stt ve-
hiculo; Sexto: Se condena al nombrado Rafael Rcdriguez
y al Estado Dominicano, al pago de las costas civiles en
favor de los Dres. Luis Ernesto Florentino 	 Luis Alber.
te Ortiz M., Gabriel Estre:la M., Forfr:o Hernándcz Que-
zada y Mfguel Angel Cedeño J., ottienes afirman haber1as
avanzado en su totalidad; Séptimo: Se declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía Dominicana
Seguros, por ser ésta la ent'clad aseguradora del vehículo
placa oficial No. 16668, marca Datsun, color mcstaza, mo-
delo 1973, chasis No. IG1620-134419, pótiza No. 4150, pro-
p:edad de la Secretaría de Estado de Salud Públlea y Pre-
visión Social, y que al momento del accidente era conda-,
cido por el nombrado Rafael Rodríguez, y no oponible a
la Compañía de Seguros La Phnera Holandesa de Seeu-
ros, ya que su asegurado ftte descargado por no haber vio-
lado ninguna ds la disposición de la Ley 241; SEGUNDO:
En cuanto al fondo del recurso, se pronuncia el defecto
contra el prevenido por no comparecer a la audiencia, no
obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia apelada; CUARTO:
Condena al preven:do al pago de las costas penales de la
alzada, y a la persona civihnente responsable, a las civiles,
con distracción de éstas últimas en provecho del Dr. I.uis
E. Florentino Lorenzo, quien afErma haberlas avanzado en
su mayor parte";

Considerando, que en su mémorlal los prevenicics
proponen contra el fallo impugnado, los siguientes me-
dios dcs casación: Primer Medio: Desnatural :zación de los
doeumentos de la causa y de la propla cleelaración de los
eoprevenidcs. FaLsa apreciao:ón de cómo ocurrieron los
haebos. Violación del artículo 96 da. la Ley 241 sobre
tránsito de vehiculos de motor. Violac'ón del Art. 65 de
la misma ley de parte de la coprev enida Milán. Falta de
motivos, y de base leg,al. Segundo Mcdio: Falta 	 prue-
bas y de ele.mentos de juicio en cuanto al monto de las
condenaciones civiles impuestas. Falta de motivos y de
base legal;

Cons4.derando, que examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua, para cretarlo se fundó,
en que el prevenido Rafael Rodríguez "es culpable del ac-
cidente de que se trata, en razón de que condujo su ve-
hículo con torpeza e imprudencia, pues según sus propias
declaraeiones en la audiencia del tribunal de prImer gra-
do, dijo: que "no vió el vehículo cenducido por Dominga
G. Peria de Milán", siendo ésta la causa eficiente y deter-
rninante de la ocurrenela de la colisión, ya que de haberia
visto no hubiera ocurrido el accidente"; y en cuanto a
DomMga G. Peña de Milán, "que la Curte estima que la
misma es inocente, ya que hizo lo que aconsejaba el luen
juicio y la prudenda para evitar el accidente, como fué el
de detener su vehículo próximo a la intersección de la Yo-
landa Guzznán, por donde transitaba, y la Federico Velaz-
quez, según sus declaracInoes por ante este Tribunal; que
lo anteriormente expuesto pzmc de rr.anifiesto que la sen-
tencia hnpugnada está carente de una relación suficlente
y precisa de los heehos y circunstancias de la causa, que
Permitan a la Suprema Corte de Justicia, como corte cle
casación, verificar si en la especie se ha hecho o no una
correcta aplicación de la ley; que por lo tanto, y salo-
mente en cuanto conelerne al interés de los recurrentes,
la sentencia impugnada ciebe ser casada por falta de mo-
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ientino Lorenzo y Miguel Angel Cedeño, en contra dej
Est,ado Dominicano y Rafael Rodríguez; Qttinto: En euan.
to al fondo, se condena a Rafael Rodríguez y al Estade
DomM'cano, al pago de las siguientes indemnizacoMes: a)
de RD$1,000.00, en favor de Dominga G. Peria de. Milán,.
como madm y tutora del menor lesionado Alexis de Jesús
García de Pefia; b) de RDS1,000.00 en favor de. Dominga
G. Peiía de Milán, por lesiones recibidas por ella en
accidente, y c) de RD$1,000.00 en favor de la señora Do-
minga G. Peña de Milán, por los daños sufridos por su ve-
hiculo; Sexto: Se condena al nombrado Rafael Rcdríguez
y al Estado Dominicano, al pago cie las costas civiles en
favor de los Dres. Luis Ernesto Florentino L., Luis

Ortiz M., Gabriel Estrel la M., ForfIrlo Hernández Que-
zada y Mlguel Angel Cedeño J., quienes afirman haberlas'
avanzado en su totalidad; Séptimo: Se deelara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía Dominicana de
Seguros, por ser ústa la ent'dad aseguradora del velifeulo
placa oficial No. 10668, marca Datsun, color mestaza, mo-
delo 1973, chasis No. I01620-134419, pótiza No. 4150, pro-
pfedad de la Socretaría de Estado de Salud Públ:ca y Pre-
visión 	 y que al momento del aceiclente era conda-
cido por el nombrado Rafael Rodríguez, y no oponible a
la Compañía de Seguros La Prtmera Holandesa de Segu-;
ros, ya que su asegurado fue descargado por no haber vio-1
lado ninguna ds la dispos¿ción de la Ley 241; SEGUN
En cuanto al fondo del recurso, se pronuncia el defec o
contra el prevenido por no comparecer a la audiencia, 1/0

obstante haber sido legalmente eitado; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia apelacla; CUARTO:
Condena al prevcMdo al pago de las costas penales de la
alzada, y a la persona eivilmente responsable, a las civiles,
con distraec. ión de éstas últimas en provecho del Dr. Luis
E. Florentino Lorenzo, quien af:rma haberlas avanzado en
su mayor parte";

DOLETIN JI7DTC1 AL	 5

C,onsiderando, que en su mémorial los prevenidcs
preponen contra el fallo impugnado, los siguientes me-
dios de caÇación: Primer Medio: Desnaturarzación de los
documentos de la causa y de la propia deélaración de los
eopreven iclos. Falsa apreciao:én de eómo ocurrieron los
heehos. Violación del artículo 96 de. la Ley 241 sobre
trosito de vehículos de motor. Violac : ón del Art. 65 de
ja rnisma ley de parte de la coprevenida Milán. Falta de
motivos, y de_ base legal. Segundo Medio: Falta de prue-
bas v de ele.mentos de juicio en cuanto al monto de las
condenaclones civiles impuestas. Falta de motivos y de
base legal;

Constderando, que examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua, para d'etarlo se fundó,
en que el prevenido Rafael Rodríguez "es culpable del ac-
cidente de que se trata, en razón de que condujo su ve-
hículo con torpeza e imprudencia, pues según sus prop'as
declaraciones en la audiencia del tribunal de primer gra-
do, dijo: que "no vió el vehieulo cenducido por Dominga
G. Peña de Milán", siendo ésta la causa eficiente y dcter-
minante de la ocurrenda de la colisión, ya que de haberla
visto no hubiera ocurrido el accidente"; y en cuanto a
DomInga G. Peíía cle Milán, "que la Corte estima que la
misma es inocente, ya que hizo lo que aconsejaba el buen
juiejo y la prudenda para evitar cl accidente, como fué el
de detener su vehículo próximo a la intersección de la Yo-
landa Gumnan, por donde transitaba, y la Fedcrico Veláz-
quez, según sus deelaraelnoes por ante este Tribunal; que
lo anteriormente expuesto pzine de manifiesto que la sen-
tencia Impugnada está carente de •una relación sufic:ente
y precisa de los heehos y cireunstancias de la causa, que
Permitan a la Suprerna Corte de Justicia, como corte de
casación, ve.rificar si en la especie se ha hecho o no una
ccrrecta aplicación de la ley; que por lo tanto, y sedo-
mente en cuanto cone:erne al interés de los recurrentes,
la sentencia impugnada debe ser casada por falta de mo-
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tivos, y de base legal, sin que haya neeesidad de examinar
las medios del memorial;

Considerando, que las costas podrán ser cempensadus
cuando la sentencia fuere casada por falta de motivos y
cle base legal;

Por tales inotivos, Primero: Admite como intervinien,
te a Dominga G. Peña de IVIilán, en los recursos de casa-
ción interpuestos por Rafael Rcdríguez, el Estado Dominl-
cano, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(Sedomca), contra la sentencia dictada por la Corte de Ape.
lación de Santo Dom:ngo. en atribuciones cotreccionales, el
21 de octubre de 1977, cuyo dispositivo se ha transcrito en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa, única
mente en cuanto al inter :és de los recurrentes, la ya ante
indicada sentencia, y envía el asunto así delimitado, por
ante la Corte de Apelación de San Pedro cle. Macoris, en
iguales atribuciones; y Tercero: Declara las costas penales
de oficio, y compensa las civiles entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contin Aybar, Fernando
Ravelo de la Fuente, Joaquín E. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvalcio Perdomo Eáez,
Joaquin L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secreta-
rio GeneraL

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señorcs Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, nvs y año en él expresados y
tué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que eert:fica.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECIIA 9 DE ENEItO DEL 1981.

sentenc ia impugnatta: Juzgado de Primera Instancia de Azt:a, cie
fecha 16 de mayo de 1979.

Materia: Correccional.

Itecurre n tes: Danilo Félix Labourt y la Seguros Colonial, S. A.

Abragado: Dr. J. O. Vittas 13onnelly.

Interviniente: Federico A. Brito COnzalez.
Abogado: Dr. Juan Pablo Dotel Floridn.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Just:cia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Snstitutn de Presidente; Frz nc:sco Vpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, Joaquín L. Ilernández Espaillat y Leente Ra-
fael Alburequerque Castillo, as'stidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audieneias en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
9 del mes de Encro del ario 1981, años 137' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauracién, dicta en audiencia
pública como Corte de Casación, la siguiente stntencia:

Sobre los recursos de casacIón interpuestos conjunta-
mente por Danilo Félix Labourt, dominicano, mayor de
edad, domiciliado en la calle Arzobispo MerIño No. 79, de
Vicente Noble, Provincia de Barahona, cédula No. 1250, se-
rie 79 y la Seguros La Colonial, S. A., con su dcmicilio en
la Avenida John F. Kennedy, Edificio Haché, de e;ta. Ca-
pital, contra la sentencia dictada en sus atr:bucicnes co-
rreccienales el 16 de mayo de 1979 por el Juzgado de

I



tivos, y de base legal, sin que haya necesidad de examinar ,
las medios del memorial;

Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando la sentencia fuere casada por falta de motivos
de base legal; 11`,

Por tales motivos, Primero: Admite como intorvinien.'
te a Dominga G. Peña de Milán, en los recursos de casa-
ción interpuestos por Rafael Rodríguez, el Estado Domini-
cano, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
(Sedomca), contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en atribuciones correccionales, el
21 de octubre de 1977, cuyo dispositivo se ha transcrito en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa, única.
mente en cuanto al interés de los recurrentes, la ya antes
indicada sentencia, y envía el asunto así delimitado, por
ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macoris, en
iguales atribuciones; y Tercero: Declara las costas penales
de oficio, y compensa las civiles entre las partes.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando
Ravelo de la Fuente, Joaquín E. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Bácz,
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leida y publicada por mí, Socretario General,
que oert:fica.— (Firmado): Miguel Jacobo.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Danilo Félix Labourt y la Seguros Colonial, S. A.

Alywrado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Interviniente: Federico A. Brito González.
Abogado: Dr. Juan Pablo Dotel Florián.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Snstitute de Presidente; Frz neisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, Joaquín L. Hernández Espai:lat y Leonte Ra-
fael Alburequerque Castillo, as'stidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
9 del mes de Enero del año 1981, años 137' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia
pública como Corte de Casación, la siguiente sc,ntenela:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Danilo Félix Labourt, dominicano, mayor de
edad, domiciliado en la calle Arzobispo MerIño No. 79, de
Vicente Noble. Provincia de Barahona, cédula No. 12H, se-
rie 79 y la Seguros La Colonial, S. A., con su dcmicilio en
la Avenida John F. Kennedy, Edificio Haché, de esta Ca-
pital, contra la sentencia dictad en sus atr:bucicnes co-
rreccicnales el 16 de mayo de 1979 por el Juzgado de
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1981.

Sentenc ia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Azua.
lecha 16 de mayo de 1979.
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Primera Instancia del D:strito Judicial de Azua, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Dotel Florián, abogado del in-

terviniente Federico A. Brito González, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado en la calle 29 Este. No.
49, del Ensanche Luperón, de esta ciudad, cédula número
2037, serie 79, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de Casación levantada en la Secretaría
del Tr:bunal a-quo, el 28 de junio de 1979, a requerimien-
to del Dr. G. López Quiñones, cédula No. 116413, serie
primera, en representación de los recurrentes, acta en la
cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el memorial de los recurrentes, del 24 de mar-
zo de 1980, suscrito por el Dr. J. 0. Viñas Bonnelly, cé-
dula 18849, serie 56, en el cual se proponen los medios
que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1, 20, 23, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considesando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera Sánchez, el 30 de marzo de 1978, en el cual nin-
guna persona resultó con lesiones corporales y sólo los
vehículos recibieron aboladurlas y desperfectos, el Juz-

gado de Paz del MunIcipio de Azua dictó el 13 de sep-
t-iembre de 1978 una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara el nombrado Juan de Dios
Espejo Manero, culpable de violar la Ley No. 241 sobre
Tránsito de Vehículos de Motor y en consecuencia se le
conden a al pago de una multa de cinco pesos oro (RD$-
5.00), y al pago de las costas; SEGUNDO: Se declara bue-
na y válida en cuanto al fondo la constitue:ón en parte ci-
vil invocada por el señor Federico A. Brito González con-
tra los señores Juan de Dios Espejo Marrero, Danilo Fé-
liz Labourt y la Compañía de Seguros La Colonial, S. A.;
TERCERO: Condenar a los mencionados señores al pago
de una indemnización solidaria de Tres Mil Pesos Cro Do-
minicanos (RD$3,000.00) en favor del señor Federico A.
Brito González, como justa indemnización por los daños
y perjuicios morales y materiales por él sufridos a come-
cuenc:a del accidente; CUARTO: Condenar a los mencio-
nados señores al pago de los intereses legales de dicha
suma a partir de la fecha de la demanda, a título de indem-
nización supletoria; QUINTO: Condenar a Juan de Dics
Espejo Marrero, a Dando Féliz Labour, y la Compañia de
Seguros La Colonial, S. A., al pago de las cestas con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Juan Pablo
Dotel Flor:án, abogado que afirma haberlas avanzado en
su totalidad; SEXTO: Se declara la presente sentencia co-
mún y oponible con todas las consecuencias legales, en el
aspecto civil, a la Compañía de Seguros La Colonial, S.
A., aseguradora de la responsabilidad civil, del señor Da-
nilo Féliz Labour, mediante Póliza No. 15-99-79, corres-
pondiente a la camioneta marca Toyota Stou; b) que so-
bre las apelaciones interpuestas, intervino el 16 de mayo
de 1979 el fallo ahora impugnado en casación, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se dá acta al
prevenido recurrente en apelación, Juan de Dios Espejo
Marrero, de su desistimiento formulado en la Secretaría
de este Juzgado d.e Primera Instancia en fecha 8 de mayo
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Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Dotel Florián, abogado del in-

terviniente Federico A. Brito González, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado en la calle 29 Este, No.
49, del Ensanche Luperón, de esta ciudad, cédula número
2037, serie 79, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de Casación levantada en la Secretaria
del Tribunal a-quo, el 28 de junio de 1979, a requerimien-
to del Dr. G. López Quiñones, cédula No. 116413, serie
primera, en representación de los recurrentes, acta en la
cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el memorial de los recurrentes, del 24 de mar-
zo de 1980, suscrito por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, cé-
dula 18849, serie 56, en el cual se proponen los medios
oue se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1, 20, 23, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

. Considesando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera Sánchez, el 30 de marzo de 1978, en el cual nin-
guna persona resultó con lesionas corporales y sólo los
vehículos recibieron aboladurlas y desperfectos, el Juz-

ciado de Paz del Municipio de Azua dictó el 13 de sep-fiado
	 de 1978 una sentencia cuyo dispositivo dice así:

"FALLA : PRIMERO: Se declara el nombrado Juan de Dios
Espejo Matrero, culpable de violar la Ley No. 241 sobre
Tránsito de Vehículos de Motor y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de cinco pesos oro (RD$-
5.00), y al pago de las costas; SEGUNDO: Se declara bue-
na y válida en cuanto al fondo la constitución en parte ci-
vil invocada por el señor Federico A. Brito González con-
tra los señores Juan de Dios Espejo Manero, Danilo Fé-
liz Labourt y la Compañía de Seguros La Colonial, S. A.;
TERCERO: Condenar a los mencionados señores al pago
de una indemnización solidaria de Tres Mil Pesos Oro Do-
minicanos (RD$3,000.00) en favor del señor Federico A.
Brito González, como justa indemnización por los daños
y perjuicios morales y materiales por él sufridos a con_e-
cuenc:a del accidente; CUARTO: Condenar a los mencio-
nados señores al pago de los intereses legales de dicha
suma a partir de la fecha de la demanda, a título de indem-
nización supletoria; QUINTO: Condenar a Juan de Dios
Espejo Marroro, a Danilo Féliz Labour, y la Compañía de
Seguros La Colonial, S. A., al pago de las cestas con dis-
tracción de ias mismas en provecho del Dr. Juan Pablo
Dotel Florián, abogado que afirma haberlas avanzado en
su totalidad; SEXTO: Se declara la presente sentencia co-
mún y oponible con todas las consecuencias legales, en el
aspecto civil, a la Compañía de Seguros La Colonial, S.
A., aseguradora de la responsabilidad civil, del señor Da-
nilo Féliz Labour, mediante Póliza No. 15-99-79, corres-
pondiente a la camioneta marca Toyota Stou; b) que so-
bre las apelaciones interpuestas, intervino el 16 de mayo
de 1979 el fallo ahora impugnado en casación, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se dá acta al
prevenido recurrente en apelación, Juan de Dios Espejo
Ilarrero, de su desistimiento formulado en la Secretaría
de este Juzgado de Primera Instancia en fecha 8 de mayo

amar~w~a
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de 1979, respecto de su recurso de apelac I ón interpuesto en
fecha 29 de noviembre de 1978, por mediación del Dr.
Juan J. Sánchez, contra la sentencia de correccional No.
618, dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio en
fecha 13 de Septiembre de 1978; SEGUNDO: Se pronuncia
el defecto contra el señor Danilo Féliz Labaur y la Compa-
ñía de Seguros La Colonial, S. A., por ro haber compare-
cido a esta audiencia no obstante haber sido emplazado;
TERCERO: Declara bueno y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Juan Pablo Dotel Florián, a
nombre y representación del señor Federico A. Brito Gon-
zález, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz
de Azua el día 18 de Septiembre de 1978, en su condic'ón
de parte civil constituida; CUARTO: Confirma en todas
sus partes los ordinales Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto
y Sexto, de la sentencia recurrida, condenando al señor
Danilo Féliz Labour, al pago de las costas de la presente
instancia, ordenando su distracción en provecho del Dr.
Juan Pablo Dotel Florian, abogado que af'rma haberlas
avanzado en su mayor parte; QUINTO: Declara que la
presente sentencia, en grado de apelación, le es oponible
en cl aspecto civil, a la Compañía de Seguros La Colonial,
S. A., con todas sus consecuencias legales, en su calidad
de entidad aseguradora del vehículo causante del accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentenc ia que impugnan, los siguientes medios de casa-
ción: Primer Medio: Violación del principio constitucio-
nal de "Nadie puede ser juzgado sin antes haber sido le-
galmente citado" y en consecuencia violación de derecho
de defensa; Segundo Medio: Ausencia total de motivos;
Tercer Medio: Adopción de daños morales; Cuarto Medio:
Nadie puede hacerse justicia por sí mismo, y Quinto Me-
dio: Falta de citación de textos legales;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo
de su segundo medio, el cual se examina en primer lugar
por la solución que se le dará al asunto, alegan lo que  si-
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gue: que en los dos Únicos considerandos de la sentencia
no se hace siquiera una relación de hechos que petmla a
la Suprema Corte de Justicia ejercer sus facultades de ve-
rificacIón y no se enuncia una adopción de motivos de la
dedsión del Juzgado de Paz para permitirle al tribunal de
alzada justificar esta laguna; que esta sola situación hace
anulable la sentencia recurrida;

Considerando, que es deber de los jueces en materia
represiva establecer en su sentencia de una manera clara,
precisa y suficiente los motivos de hecho y de derecho en
que basan, de modo que la Suprema Corte de Justicia, al
ejercer su poder de control, puede apreciar si la ley fué
bien aplicada; es decir, deben exponer los hechos de la
prevención y dar a éstos la calificación correspondiente, do
acuerdo con el texto legal aplicado; que al no haber cum-
plido la sentencia impugnada, ni la del Juzgado de Paz, la
cual fué confirmada por la del Juzgado de Primera Iñs-
tancia, con esos requisitos esenciales el fallo impugnado
debe ser casada por falta de base legal y de motivos, sin
necesidad de examinar lcs demás medios del recurso;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada

my
por falta de base legal, o insuficiencia de motivos, las cos-
tas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervInicn-
s, te a Federico A. Brito González en los recursos de casación

#11,' interpuestos por Danilo Féliz Labour y la Seguros La Co-
lonial, S. A., contra la sentencia dictada par el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en sus
atribuciones correccionales, el 16 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Casa en todas sus partes la referida sen-
tencia y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia

i!

	del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, en las
 mismas atribuciones; Tercero: Compensa las costas entre

las partes.
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de 1979, respecto de su recurso de apelacke interpuesto en
fecha 29 de noviembre de 1978, por mediación del Dr.
Juan J. Sánchez, contra la sentencia de correccional No.
618, dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio en
fecha 13 de Septiembre de 1978; SEGUNDO: Se pronuncia
el defecto contra el señor Danilo Féliz Labour y la Compa-
ñía de Seguros La Colonial, S. A., por no haber compare-
cido a esta audiencia no obstante haber sido emplazado;
TERCERO: Declara bueno y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Juan Pablo Dotel Florián, a
nombre y representación del señor Federico A. Brito Gon-
zález, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz
de Azua el día 18 de Septiembre de 1978, en su condición
de parte civil constituida; CUARTO: Confirma en todas
sus partes los ordinales Segundo, Tercero, Cuarto, Qu'nto
y Sexto, de la sentencia recurrida, condenando al señor
Danilo Féliz Labour, al pago de las costas de la presente
instancia, ordenando su distracción en provecho del Dr.
Juan Pablo Dotel Florián, abogado que af rma haher:as
avanzado en su mayor parte; QUINTO: Declara que la
presente sentencia, en grado de apelación, le es oponible
en el aspecto civil, a la Compañía de Seguros La Colonial,
S. A., con todas sus consecuencias legales, en su calidad
de entidad aseguradora del vehículo causante del accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentenc ia que impugnan, los siguientes medios de casa-
ción: Primer Medio: Violación del principio constitucio-
nal de "Nadie puede ser juzgado sin antes haber sido le-
galmente citado" y en consecuencia violación de derecho
de defensa; Segundo Medio: Ausencia total de motivos;
Tercer Medio: Adopción de daños morales; Cuarto Medio:
Nadie puede hacerse justicia por sí mismo, y Quinta Me-
dio: Falta de citación de textos legales;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo
de su segundo medio, el cual se examina en primer lugar
por la solución que se le dará al asunto, alegan lo que si-

gue: que en los dos únicos considerandos de la sentencia
no se hace siquiera una relación de hechos que permla a
la Suprema Corte de Justicia ejercer sus facultades de ve-
rificación y no se enuncia una adopción de motivos de la
deo:sión del Juzgado de Paz para permitirle al tribunal de
alzada justificar esta laguna; que esta sola situación hace
anulable la sentencia recurrida;

Considerando, que es deber de los jueces en materia
represiva establecer en su sentencia de una manera clara,
precisa y suficiente los motivos de hecho y de derecho en
que basan, de modo que la Suprema Corte de Justicia, al
ejercer su poder de control, puede apreciar si la ley fué
bien aplicada; es decir, deben exponer los hechos de la
prevención y dar a éstos la calificación correspondiente, do
acuerdo con el texto legal aplicado; que al no haber cum-
plido la sentencia impugnada, ni la del Juzgado de Paz, la
cual fué confirmada por la del Juzgado de Primera Ins-
tancia, con esos requisitos esenciales el fallo impugnado
debe ser casada por falta de base legal y de motivos, sin
necesidad de examinar les demás medios del recurso;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta cle base legal, o insuficiencia de motivos, las cos-
tas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interv:nien-
te a Federico A. Brito González en los recursos de casación
interpuestos por Danilo Féliz Labour y la Seguros La Co-
lonial, S. A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en sus
atribuciones correccionales, el 16 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Casa en todas sus partes la neferida sen-
tencia y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, en lasI

•	 mismas atribuciones; Tercero: Compensa las costas entre
F	 las partes.

re'
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE ENERO DEL 1981.

htencia impugnada: Primera Cámara Penal de Santiago de .e-
cha 7 de Junio de 1977.

Materia: Correccional.

recurrentes: Generoso A. Mercado y la Unión de Seguros, C. por
A.

i. ogado: Lic. Máximo A. Rodriguez Hernández.

Inferviniente: Joaquín A. Filpo Torres.
Abogado: Dr. Clyde Eugenio Rosario.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Befas.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Felipe Eduardo Perdomo Báez.—
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Albur
querque.— Miguel Jacobo, Secretario General, que certifica.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento. en
audiencia pública del día, racs y ario en él expresados y
iué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Firmado): Miguel Jaccbo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Juzices Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama.
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Befas,
Juan Bautsita Rojas Almánzar y Joaquín L. Hernández
Espaitlat. asistidos del Secretario Genera'., en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de enero de 1981,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de cesación interpuesto conjuntamen-
te por Generoso A. Mercado, dominicano, maycr de edad,
casado, farmacéutico, domiciliado en la casa No. 42, de la
Avenida Imbert, de la ciudad de Santiago, y la Unión de
Seguros, C. par A., con domicilio social en la casa No. 98,
de la calle Beller, de la ciudad de Santiago, contra la  
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-

velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau- SENTENCIA DE FECHA O DE ENERO DEL 1981.
tista Rojas Almánzar.— Felipe Eduardo Perdomo Báez.— 	 -41: 

Joaquín L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Albur-
querque.— Miguel Jacobo, Secretario General, que certifica. 	 Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal de Santiago de Ce-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
elia 7 de junio de 1977.

señores Jueces que figuran en su encabezamiento. en la :iiateria: Correccional.
audiencia pública del día, mes y año en él expresadas y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— tFirmado): Miguel Jaccbo. 	

i:ecurrentes: Generoso A. Mercado y la Unión de Seguros, C. roe
A.

••Pogado: Lic. Máximo A. P.odríguez iiernandez.

Interviniente: Joaquín A. Filpo TOITCS .
Abogado: Dr. Clyde Eugenio Rosario.

Dios. Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautsita Rojas Almánzar y Joaquín L. Hernández
Espaillat. asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la Ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de enero de 1981,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente Sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto conjuntamen-
te por Generoso A. Mercado, dominicano, mayor de edad,
casado, farmacéutico, domiciliado en la casa No. 42, de la
Avenida Imbert, de la ciudad de Santiago, y la Unión de
Seguros, C. por A., con domicilio social en la casa No. 98,
de la calle Beller, de la ciudad de Santiago, contra la
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los vehículos, el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción de Santiago, dictó el 23 de abril de 1976, una
sentencia cuyo d:spcsitivo aparece en el de la ahora im-
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido, en cuanto a la forma, les recursos de apelaciones in-
terpuestos por les señores a) Generoso A. Mercado; b) Por
el Dr. Clyde Eugenio Rosario, a nombre y reprseentación
de Joaquín Alcides Filpo Torres, recurso éste intentado so-
lamente en lo que concierne al monto de la indemnización,
y Por el Lic. Bernabé Betances, a nombre y represen-
tación del nombrado Generoso A. Mercado, en su doble
calidad de prevenido y persona civilmente responsable, en
contra de la sentencia correccional No. 440, de fecha 23
de abril del año 1976, rend ; da por el Juzgado de Paz de
la Segunda Circunscripción de este Distrito Judicial de
Santiago, cuya parte dispositiva copiada a la letra dice así:
Primero: Que debe declarar y declara al señor Generoso
A. Mercado, culpable de violar la Ordenanza Municipal N9
1316 y sea condenado al pago de RD$5.00 de multa y cos-
tas; Segundo: Que debe declarar y declara al prevenido
Pedro Manuel Salcé, No culpable de violar la Ley 241, y
en consecuencia lo descarga, de toda responsabinad; Ter-
cero: Que debe declarar y declara buena y válida, la cons-
titución en parte civil, intentada por el señor Joaquín Al-
cides Filpo Torres, en cuanto a la forma y en cuanto al
fondo se condena al señor Generoso A. Mercado, al pago
de una indemnizaolón de RD$200.00, como justa reparación
por los daños materiales experimentados por él con el ac-
cidente, incluyendo el lucro cesante y depreciación sufri-
dos por su vehículo; Cuarto: Que debe Condenar y conde-
na al señor Generoso A. Mercado, al pago de los intereses
legales de la suma acordada como principal de la demanda
en Justicia, a título de indemnización suplementaria; Quin-
to: Que debe declarar y declara la presente sentencia co-

sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del D istrito Judicial de Santiago, el 7 de junio de 1977.
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la Repúbliea;

VA.stas las actas de los recursos de casación levanta-
das en la Secretaría de la Cámara a-qua, el 16 y 21 de
junio de 1977, a requerimiento de Generoso A. Mercado.
actuando en su propio nombre, y del Lic. José T. Gutié-
rrez, actuando en representación de los recurrentes, en la
que no se proponen ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el memorial del prevenido Generoso Alberto
Mercado García, del 3 de noviembre de 1978, suscrito por
su abogado Dr. Máximo Antonio Rodríguez Hernández, en
el que se propone el medio de casación que se indica más
adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 3 de noviembre
de 1978, suscrito por su abogado Dr. Clyde Eugenio Rosa-
rio, interviniente que lo es Joaquín Alcides Filpo Torres.
dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domicilia-
do en la ciudad de Santiago, cédula No. 12674, serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 63, 7-1 y 97 de la Ley 241, de
1967; 1383 del Código Civil; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 29 de julio de 1975,
en la ciudad de Santiago, en que sólo hubo desperfectos de
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sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del D istrito Judicial de Santiago, el 7 de junio de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos de casación levanta-
das en la Secretaría de la Cámara a-qua, el 16 y 21 de
junio de 1977, a requerimiento de Generoso A. Mercado,
actuando en su propio nombre, y del Lic. José T. Gutié-
rrez, actuando en representación de los recurrentes, en la
que no se proponen ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el memorial del prevenido Generoso Alberto
Mercado García, del 3 de noviembre de 1978, suscrito por
su abogado Dr. Máximo Antonio Rodríguez Hernández, en
el que se propone el medio de casación que se indica más
adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 3 de noviembre
de 1978, suscrito por su abogado Dr. Clyde Eugenio Rosa-
rio, interviniente que lo es Joaquín Alcides Filpo Torres.
dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domicilia-
do en la ciudad de Santiago, cédula No. 12674, serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 65, 7-1 y 97 de la Ley 241, de
1967; 1383 del Código Civil; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 29 de julio de 1975,
en la ciudad de Santiago, en que sólo hubo desperfectos de

los vehículos, el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción de Santiago, dictó el 23 de abril de 1976, una
sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora im-
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido, en cuanto a la forma, los recursos de apelaciones in-
terpuestos por les señores a) Generoso A. Mercado; b) Por
el Dr. Clyde Eugerilo Rosario, a nombre y reprseentación
de Joaquín Alcides Filpo Torres, recurso éste intentado so-
lamente en lo que concierne al monto de la indemnización,
y c) Por el Lic. Bernabé Betances, a nombre y represen-
tacien del nombrado Generoso A. Mercado, en su doble
calidad de prevenido y persona civilmente responsable, en
contra de la sentencia correccional No. 440, de fecha 23
de abril del año 1976, rencEda por el Juzgado de Paz de
la Segunda Circunscripción de este Distrito Judicial de
Santiago, cuya parte dispositiva copiada a la letra dice así:
Primero: Que debe declarar y declara al señor Generoso
A. Mercado, culpable de violar la Ordenanza Municipal N9
1346 y sea condenado al pago de RD$5.00 de multa y cos-
tas; Segundo: Que debe declarar y declara al prevenido
Pedro Manuel Salcé, No culpable de violar la Ley 241, y
erveonsecuencia lo descarga, de toda responsabilidad; Ter-
cero: Que debe declarar y declara buena y válida, la cons-
titución en parte civil, intentada por el señor Joaquín Al-
cides Filpo Torres, en cuanto a la forma y cn cuanto al
fondo se condena al señor Generoso A. Mercado, al pago
de una indemnización de RD$200.00, como justa reparación
por los daños materiales experimentados por él con el ac-
cidente, incluyendo el lucro cesante y depreciación sufri-
dos por su vehículo; Cuarto: Que debe Condenar y conde-
na al señor Generoso A. Mercado, al pago de los intereses
legales de la suma acordada como principal de la demanda
en Justicia, a título de indemnización suplementaria; Quin-
to; Que debe declarar y declara la presente sentencia co-
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mún, oponible y ejecutable contra la Compañía Asegura-
dora Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de
dad aseguradora de la Responsabilidad civil del señor Ge-
neroso Marcado; Sexto: Que debe condenar y condena al
señor Generoso A. Mercado y a la Unión de Seguros, C.
por A., al pago de las costas civiba del procedimiento, or.
denando su distracción en provecho del Dr. Clyde Euge•
nio Rosario, quien afirma estarlas avanzado en su totali-
dad; SEGUNDO: En cuanto al fondo, confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Declara :a
presente sentecia común, oponible y ejecutable a la Com-
pañía Nacional de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
teniendo en cuenta en contra de éste la autoridad de cosa
juzgada; CUARTO: Condena al señor Generoso A. Mercado

' García, al pago de las costas penales y civiles, con distrac-
ción de estas últimas en favor del Dr. Clyde Eugen o Ro.
sario, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A., ni
en el momento de interponer su recurso( ni posteriormen-
te, ha expuesto los fundamentos del mismo, como lo exige
a pena de nulidad el artículo 37, de la Ley de Casación,
por lo que su recurso resulta nulo, y en consecuencia sólo
se procederá al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que cl prevenido recurrente propone
contra la sentencia impugnada, el siguiente único medio
de casación: Falta de base legal, por desnaturalización de
los hechos de la causa;

Considerando, que en el desarrollo de su med'o dé
casación, el prevenido recurrente, sc limita a a'cgar, que
su recurso aparte de tener un alcance general por provenir
de ól, como prevenido, la sentenc:a impugnada es cr.tica-
ble por haber atribuido al acta policial un alcance proba-
torio que no tiene, dando ello lugar a que la declaración
de un testigo que presenció el hecho fuera desnaturalizada;
pero,

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar co-
mo único culpable y fallar como lo hizo, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, dió
por establecido, a) que en la mañana del 29 de julio de
1975, mientras Generoso A. Mercado García, conducía el
cano placa No. 131-535 de su propiedad, asegurado con la
Unión de Seguros, C. por A., mediante póliza No. 40183,
por la calle Luis Bogaert, de la ciudad de Sant'ago, al lle-
gar a la intersección que forma esta calle con la calle En-
riquIllo. chocó al jeep placa No. 401-344, conducido por
Pedro Manuel Salcé, resultando el primero de les vehícu-
los con rotura del farol delantero y el segundo con abolla-
duras de la puerta izquierda y el ribete; b) que la causa del
choque fué la conducción temeraria del conductor Gene-
roso A. Mercado García al entrar a una calle preferene'al
sin tomar las precauciones de lugar, haciendo caso omiso
del letrero "Pare", que había en la calle por donde él tran-
sitaba, o sea la Lu:s Bogaert, lo que hizo que al llegar a la
intersección que dicha via forma con la Enriquillo, choca-
ra al jeep ocasionándole los desperfectos antes señalados;

Considerando, que lo dicho precedentemente, pone de
manifiesto, que contrariamente a lo aigado por el preve-
nido recurrente, la Cámara a-qua, no basó su fallo ex-
clusivamente en el acta policial, sino en todos los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en
la instrucción de la causa y a las declaraciones y test'mo-
nios aportados en el proceso, según lo revela la sentencia
impugnada, se les atribuyó su verdadero sentido y alean.

por lo que los alegatos del recurrente carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delita previsto por
el artículo 65, que dispone que toda person que conduzca
un vehículo de motor de manera descuidada y atolondra-
da, etc., despreciando la seguridad de otros, o de manera
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mún, oponible y ejecutable contra la Compañía Asegura-
dora Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de enti-
dad aseguradora de la Responsabilidad civil del señor Ge-
neroso Mareado; Sexto: Que debe condenar y condena al
señor Generoso A. Mercado y a la Unión de Segures, C.
por A., al pago de las costas civiles del procedimiento, or-
denando su distracción en provecho del Dr. Clyde Euge-
nio Rosario, quien afirma estarlas avanzado en su totali-
dad; SEGUNDO: En cuanto al fondo, confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Declara .a
presente sentecia común, oponible y ejecutable a la Com-
pañía Nacional de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
teniendo en cuenta en contra de éste la autoridad de cosa
juzgada; CUARTO: Condena al señor Generoso A. Mercado
García, al pago de las costas penales y civiles, con distrac-
ción de estas últimas en favor del Dr. Clyde Eugen'o Ro-
sario, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A.,
en el memento de interponer su recurso( ni posteriormen-
te, ha expuesto los fundamentos del mismo, romo lo exige
a pena de nulidad el artículo 37, de la Ley de Casación,
por lo que su recurso resulta nulo, y en consecuencia sólo
se procederá al examen del recurso del prevenido;

Considerando, que cl prevenido recurrente propone
contra la sentencia impugnada, el siguiente único medio
de •asación: Falta de base legal, por desnaturalización de
los hechos de la causa;

Considerando, que en el desarrollo de su mccEo de
casación, cl prevenido recurrente, se limita a alegar, que
su recurso aparte de tener un alcance general por provenir
de él, como prevenido, la sentene:a impugnada es
ble por haber atribuido al aaa policial un alcance proba-
torio que no tiene, dando ello lugar a que la declaración
de un testigo que presenció el hecho fuera desnaturalizada;
pero,
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considerando, que la Cámara a-qua, para declarar co-
mo único culpable y fallar como lo hizo, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, d:ó
por establecido, a) que en la mañana del 29 de julio de
1975, mientras Generoso A. Mercado García, conducía el
carro placa No. 131-555 de su propiedad, asegurado con la
unión de Seguros, C. por A., mediante póliza No. 40183,
por la calle Luis Bogaert, de la ciudad de Sant'ago, al lle-
gar a la interseoción que forma esta calle con la calle En-
riquIllo, chocó al jeep placa No. 401-344, conducido por
Pedro Manuel Salcé, resultando el primero de les vehícu-
los con rotura del farol delantero y el segundo con abolla-
duras de la puerta izquierda y el ribete; b) que la causa del
choque fué la conducción temeraria del conductor Gene-
roso A. Mercado García al entrar a una calle preferenc:al
sin tomar las precauciones de lugar, haciendo caso omiso
del letrero "Pare", que había en la calle por donde él tran-
sitaba, o sea la Luis Bogaert, lo que hizo que al llegar a la
intersección que dicha vía forma con la Enriquillo, choca-
ra al jee.p ocasionándole los desperfectos antes señalados;

Considerando, que lo dicho precedentemente, pone de
manifiesto, que contrariamente a lo algado por el preve-
nido recurrente, la Cámara a-qua, no basó su fallo ex-
clusivamente en el acta policial, sino en todos los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en
la instrucción de la causa y a las declaraciones y tesVmo-
nlos aportados en el proceso, según lo revela la sentencia
impugnada, se les atribuyó su verdadero sentido y alcan-
ce, por lo que los alegatos del recurrente carecen de fun-
damento y deben ser desestimados:

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto por
el artículo 65, que dispone que toda person que conduzca
tin vehículo de motor de manera descuidada y atolondra-

, etc., daspreciando la seguridad de otros, o de manera
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que pinga o pueda poner en peligro las vidas o p.ropiela,
des, será culpable de conduozión temerar:a y se castig,a4
con multa no menor de RDS50.00, ni mayor de RE$200.00
ó prisión no menor de un mes, ni mayor de tres meses 6
ambas penas a la vez; que, en consecuencia al condenat
al prevenido a RDS5 00 de multa, contrrnando la pena que
se le había impuesto, se le aplicó una pena inferior a la

establecida por la ley, pero la Cámara a-qua no podía
ponerle una pana mayor en ausenc:a de apelación del
nisterio público;

Considerando, que así Msmo, la Cámara a-qua apre.
ció que el hecho del prevenido había ocasionado daños
materiales al vehículo de Joaquín Alc'des Filpo Torre,
constituido en parte civil, que evaluó en la suma de RD
$200.00; que en consecuencia, al condenar al prevenido Ge
neroso A. Mercado, propietario del vehículo, al pago de
esa suma, más los interesf legales de la mi sma, ccmo it.
demnización complementaria en favor de la parte civfi
constituida, la Cámara a-qua, hizo una correcta aplicación
cle1 artículo 1383 del Códlge Civil;

Por tales motivos, Primero; Adm i te como intervin'eo-
te a Joaquin Alcides Filpo Torres, en les recursos inter
puestos por Generoso A. Mercado y la Unión de Seguros
C. por A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, por la Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
7 de junio de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte
terior del presente fallo; Segundo: Declara nulo el recu
de la Unión de Seguros, C. por A., contra la misma sor
tenia; Tercero: Rechaza el recurso de Generoso A. Mer
cada, y lo condena al pago de las costes penales y
distrayendo estas últimas en favor del Dr. Clyde Eugenio
Rosario, abogado del interviniente, quien afirma haberlas
avanzado, y las hace oponibles a la Unión de Seguros,
por A., dentro de los términos de la Póliza.
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(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo	 la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fijé firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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con multa no menor de RDS50.00, ni mayor de R13$200.00
ó prisión no menor de un mes, ni mayor de tres meses
ambas penas a la vez; que, en consecuencia al conclener
al prevenido a RDS5 00 de multa, contrmando la pena que

se le había impuesto, se le aplicó una pena inferior a

establecida por la ley, pero la Cámara a-qua no podía
ponerle una pena mayor en ausencia de apelación del
nisterio público;

Considerando, que así m'smo, la Cámara a-qua apre.
ció que el hecho del prevenido había ocasionado dañas
materiales al vehículo de Joaquín Alc'des Filpo Torres,
constituido en parte civil, que evalu5 en la suma de RD
$200.00; que en consecuencia, al condenar al prevenido Ge
neroso A. Mercado, propietario del vehículo, al pago de
esa suma, más los intereses legales de la mi sma, ccmo
demnización complementaria en favor de la parte civil
constituida, la Cámara a-qua, hizo una correcta aplicación
del artículo 13&3 del Código Civil;

Por tales motivos, Primero: AdMte como interviMeo-
te a Joaquín Alcides Filpo Torres, en les recursos in
puestos por Generoso A. Mercado y la Unión de Seg
C. por A., contra la sentencia dictada en sus atribucio
correccionales, por la Pr.rnera Cámara Penal del Juz
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
7 de junio de 1977, cuyo dispositivo se copia en parte
terior del presente fallo; Segundo: Declara indo el rece
de la Unión de Seguros, C. por A., contra la misma setr
tencia; Tercero: Rechaza el recurso de Generoso A. Mee
cado, y lo condena al pago de las cosí :s penales y civiles
distrayendo estas últimas en favor del Dr. Clyde Eugerge
Rosario, abogado del interviniente, quien afirma haterlaS
avanzado, y las hace oponibles a la Unión de Seguros,
por A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Confín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente scntencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en sa encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Peravia,
de fecha 14 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ramón Almonte y Rail Eduardo Plaguen
Abogado: Dr. M. A. Báez Brito.

Recurrido: Juan Martínez !Espinal.
Abogado: Dr. Simón Omar Valenzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte (le
Justie.a, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo del a Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp'elio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Joazmín L. Hernández
Espaillat, as'stidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distr.to Nacional, hoy día 12 eic enero de 1931,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre les recursos de casación interpuestos por Ra-
món Almonte, dominicano, mayor de edad, chófer, domi-
ciliado en la calle 8, No. 13, del sector de Herrera, de
esta capital, cédula 20354, serie 37; y Raúl Eduardo Fia-
quer, domiciliado en la Avenida Lope de Vega No 138,
de esta capital, contra la sentencia dictada el 14 de d ciem-
bre de 1977 por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-

tito Judicial de Peravia en sus atribuciones corroxdona-
les, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis Frías Sandoval, en representación del
Simón Omar Valenzuela S., abogado del interviniente,
la lectura de sus conclusiones; interviniente que es

oan Martínez Espinal, dominicano, mayor de edad, sclte-
ro, chofer, domiciliado en la calle 13, No. 21, del Barrio 27
de Febrero de esta capital;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de Casación levantada en la Secretcría
del Juzgado a-quo el 23 de enero de 1978, a requerimiento
del Dr. M. J. Báez Brito, en representación de los recu-
rrentes ya nombrados, en el cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial depositado el 9 de octubre de 1978
por el recurrente Duluc Flaquer, suscrito por su aboga-
do, en el cual se propone contra la sentencia impugnada
el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito del interviniente Martínez Espinal, del
9 de octubre de 1978, suscrito por su abogado, en el cual
se proponen contra los recursos de casación ya expresa-
dos los medios de inadmisión que tamb'én se citan más
adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y visto el texto legal invocado por los recurren-
tes, el invocado por el interviniente, que se menc onan
más adelante, y los artículos 1, 62 y 65 de la Ley soere
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el expediente del caso consta lo
siguiente: a) que, con motivo de un accidente de triins tú
ocurrido en el tramo Bani-Azua, de la carretera Sánchez,
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ENERO DEL 1981.

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Peravia,
de fecha 14 de diciembre de 1977.

Materia : Correccional.

Recurrentes: Ramón Almonte y Raúl Eduardo Flaquer.
Abogado: Dr. M. A. Báez Arito.

Recurrido: Juan Martínez 'Espinal.
Abogado: Dr. Simón Ornar Valenzuela.

Dios. Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justic¿ a, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo del a Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp'elio peras,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asstidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distr • to Nacional, hoy día 12 de enero de 1931,
años 137' de la Indepzndencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ra-
món Almonte, dominicano, mayor de edad, chófer, domi-
ciliado en la calle 8, No. 13, del sector de Berrera, de
esta capi tal, cédula 20354, serie 37; y Raúl Eduardo Fia-
quer, dom2 eillado en la Avenida Lope de Vega No 138,
de esta capital, contra la sentencia dictada el 14 de d ciem-
bre de 1977 por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-

tito Judic ial de Peravia en sus atribuciones correo-e:lona-
Jis, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
1 Oído al Dr. Luis Frías Sandoval, en representación del

Dr. Simón Ornar Valenzuela S., abogado del interviniente,
en la lectura de sus conclus iones; interviniente que es
Juan Martínez Espinal, dominicano, mayor de edad, selle-
ro, chofer, domiciliado en la calle 13, No. 21, del Barrio 27
de Febrero de esta capital;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de Casación levantada en la Secretcría
del Juzgado a-que el 23 de enero de 1978, a requerimiento
del Dr. M. J. Báez Brito, en representación de los recu-
rrentes ya nombrados, en el cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial depositado el 9 de octubre de 1978
por el recurrente Duluc Flaquer, suscrito por su aboga-
do, en el cual se propone contra la sentencia impugnada
el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito del intervin i ente Martínez Espinal, del
9 de octubre de 1978, suscrito por su abogado, en el cual
se proponen contra los recursos de casación ya expresa-
dos los medios de inadmisión que tamb'én se citan más
adelante;

La Suprema Corte de Justicia. después de haber de-
liberado, y visto el texto legal invocado por los recurren-
tes, el invocado por el interviniente, que se rr.enc onan
más adelante, y los artículos 1, 62 y 65 de la Ley soLre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el expediente del caso consta lo
siguiente: a) que, con motivo de un accidente de ti-C,ns to
ocurrido en el tramo Baní-Azua, de la carretera Sánchez,



*h l

22	 ROLETINT JUDICIAL

el 11 de diciembre de 1976, en el cual una persona resul-
tó con lesiones ocrporales curables en menos de diez días,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Peravia dictó en grado de apelae:ón el 14 de diciembre de
1977 en sus atribuciones correccionales, una sentencia con
el sign:ente dispositivo: "FALLA, PRIMERO: Declarar
bueno y válido el recurso de apelación interpueseo por el
Lic. Julio A. Franjul Guerrero, Procurador Fiscal, por ha-
ber sido hecho de acuerdo a la ley.— SEGUNDO: Se con-
firma la sentencia No. 347 de fecha 28 de julio de 1977,
en la cual el Juzgado de Paz, descargó al nombrado Juan
Martínez Espinal y condenó, al nombrado Ramón Almon-
te, al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco Pesos
Oro) por el delito de violación a la Ley 241 en perjuiicio
de Rafael A. Salcedo";

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
el recurrente Dulue Flaquer propone un solo medio de ca-
sación, cuyo anunciado dice así: "Desconocimiento del ar-
tículo 68 del Código de Procedimiento Criminal y falta
de motivos";

Considerando, que el interviniente Martínez Espinal
propone la inadmsión de que se trata, en base a los si-
guientes des medios: 19 Porque el recurso de Ramón Al-
monte es tardío, ya que según consta en la propia senten-
cia del 14 de diciembre de 1977, Almonte estaba presente
en la audiencia de ese día en que se pronunció la senten-
cia, y por tanto quedó notificado de la misma; que así les
cosas, para que fuera admisible su recurso debió decla-
rado dentro de los 10 días siguientes al 14 de diciembre
de 1977, y no lo hizo sino el 23 de enero de 1978, por lo
que su recurso es inadmisible par tardío; 29 que el ;recurso
de Raúl Eduardo Duluc Magua es igualmente inadmisi-
ble, por cuanto la sentencia que impugna no le ha impues-
to ninguna condenación;

Considerando, que, tal como lo sostiene el intervinien-
te Martínez Espinal y ha comprobado la Suprema Corte de
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--
Justicia, la sentencia que condenó a Ramón Almonte fue
pronunciada en su presencia con acogimi.ento inmediato del
-dictamen fiscal, el 14 de diciembre de 1977 y el recurso de
casación de Almonte y Dulue Flaqu.er fué declarado el 23
de enero de 1978, según consta en el Acta corresponziien-
te, 0 sea mucho después del plazo de 10 días fijado pi ra
esa actuación por el artículo 29 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; que, igualmente, t'ene t.tal funda-
mento el interviniente en su segundo medio al sostener
que es inadmisible el recurso de casación interpuesto p.n.
Duluc Fkaquer, puesto que éste no fué objeto en la sen-
tencia de que se trata de ninguna condenación penal ni ci-
vil, y su nombre sólo aparece en el expediente del proceso
total como propietario del camión que manejaba Ramón
Almonte en el momento del accidente; que por lo que
acaba de exponerse, los dos medios de inadmisión pro-
puestos por el inten-inente Martínez Espinal deben ser
acogidos, y el recurso de Duluc Flaquer declararlo in. d-
misible, como el de Almonte;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinicn-
te a Juan Martínez Espinal en los recursos de casación 'n-
terpuestos conjuntamente per Ramón Alffente y Raúl
Eduardo Dultie Flaquer contra la sentencia pronunciada el
14 de diciembre de 1977 por el Juzgado de Frimera Initan-
da del Distrito Judicial de Peravia, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: De-
clara inadmisibles dichos recursos, y Tercero: Condena a
Ramón Almonte al pago de las costas penales y a Raúl
Eduardo Duluc Flaquer al pago de las civiles. con distrac-
ción en provecho del Dr. Simón Omar Valenzuela S., abo-
gado del interviniente Juan Martínez Espinal, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS).— Héctor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpid.o

•
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el 11 de diciembre de 1976, en el cual una persona resul-
tó con lesiones ocrporales curables en menos de diez días,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Peravia dictó en grado de apelación el 14 de diciembre de
1977 en sus atribuciones correccionales, una sentencia con
el sigu :.e.nte dispositivo: "FALLA, PRIMERO: Declarar
bueno y válido el recurso de apelación interpueseo por el
Lic. Julio A. Franjul Guerrero, Procurador Fiscal, por ha-
ber sido hecho de acuerdo a la ley.— SEGUNDO: Se con-
firma la sentencia No. 347 de fecha 28 de julio de 1977.
en la cual el Juzgado de Paz, descargó al nombrado Juan
Martínez Espinal y condenó, al nombrado Ramón Almon-
te, al pago de una multa de RDS25.00 (Veinticinco Pesos
Oro) por el delito de violación a la Ley 241 en perjuiicio
de Rafael A. Salcedo";

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
el recurrente Duluc Flaquer propone un solo medio de ca-
sación, cuyo anunciado d'ee así: "Desconocimiento del ar-
tículo 68 del Código de Procedimiento Criminal y falta
de motivos";

Considerando, que el interviniente Martínez Espinal
propone la inadm'sión de que se trata, en base a los si-
guientes dcs medios: 19 Porque el recurso de Ramón Al-
monte es tardío, ya que según consta en la propia senten-
cia del 14 de diciembre de 1977, Almonte estaba presente
en la audiencia de ese día en que se pronunció la senten-
cia, y por tanto quedó notificado de la misma; que así les
cesas, para que fuera admisible su recurso debió decla-
rarlo dentro de los 10 días siguientes al 14 de diciembre
de 1977, y no lo hizo sino el 23 de enero de 1978, por lo
que su recurso es inadmisible par tardío; 29 que el recurso
de Raúl Eduardo Duluc Flaquer es igualmente inadmisi-
ble, por cuanto la sentencia que impugna no le ha impues-
to ninguna condenación;

Considerando, que, tal como lo sostiene el intervinien-
te Martínez Espinal y ha comprobado la Suprema Corte de

Justicia, la sentencia que condenó a Ramón Almonte fue
pronunciada en su presencia con acog'iniento inmediato del
dictamen fiscal, el 14 de diciembre de 1977 y el recurso de
cesación de Almonte y Dulue Flaquer fué declarado el 23

de enero de 1978, según consta en el Acta corresponzien-
te, o sea mucho después del plazo de 10 días fijado para
esa actuación por el artículo 29 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; que, igualmente, tiene Ltal funda-
mento el interviniente en su segundo medio al sesione"
que es inadmisible el recurso do casación interpuesto per
Dulue Flaquer, puesto que éste no fué objeto en la sen-
tencia de que se trata de ninguna condenación penal ni ci-
vil, y su nombre sólo aparece en el expediente del proceso
total como prop:etario del camión que manejaba Ramón
Almonte en el momento del accidente; que por lo que
ataba de exponerse, los dos medios de inadmisión pro-
puestos por el interviniente Martínez Espinal deben ser
acogidos, y el recurso de Duluc Flaquer declararlo in: d-
misible, como el de Almonte;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Juan Martínez Espinal en los recursos cíe casación in-
terpuestos conjuntamente pu. Ramén Alm nte y Raúl
Eduardo Dulue Flaquer contra la sentencia pronunciada el
14 de diciembre de 1977 por el Juzgado de Fr:mera In .tan-
cia del Distrito Judicial do Perav:a, cuyo dispositivo se ha
copiado en parto anterior del presente fallo; Segundo: De-
clara inadmisibles dichos recursos, y Tercero: Condena a
Ramón Almonte al pago de las costas penales y a Raúl
Eduardo Duluc Flaquer al pago de las e : viles, con distrac-
ción en provecho del Dr. Simón Omar Valenzuela S., abo-
gado del interviniente Juan Martínez Espinal, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS).— Héctor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpid.o
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Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por Jos
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mees y año en él expresades y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certefica— (Firmado): Miguel Jaeobo.

,	 SENTENCIA DE FECHA 12 DE ENERO DEL 1981
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sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Cris-
tóbal. de fecha 16 de diciembre de 1974.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana.
Abogados: Dres. Víctor Garrido hijo, 3orge A. Matos F., Raúl E.

Fontana O. y Francisco Remera Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presklento; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpiclio acres,
Joequín M. Alvarez Perello, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 del mes de Enero
del año 1981, arios 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
Agrícola de la República Dominicana, con su domicilio y
oficina principal en la Avenida George Washington, de es-
ta ciudad, contra sentencia dictada por la Cámara Civil,
Comercial y de Trabajo del Juzgado de PrMera Instanzia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones
laborales, el 16 de diciembre del 1974, cuyo dispositivo se
copia más adelante;
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Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE ENERO DEL 1931

Sentencia impugnada: Juzgarlo de Primera Instancia de San Cris-
tóbal, de fecha 16 de diciembre de 1974.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana.
Abogadas: Ores. Víctor Garrido hijo, Jorge A. Matos F., Raúl E.

Fontana O. y Francisco Herrera Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Andama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiericias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 del mes de Enero
del año 1981, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
Agrícola de la República Dominicana, con su domicilio y
oficina principal en la Avenida George Washington. de es-
ta ciudad, contra sentencia dictada por la Cámara Civil,
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Pr:mera Instancia
del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus atribuciones
laborales, el 16 de diciembre del 1974, cuyo dispositivo se
copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fran-
cisco Herrera Mejía, cédula No. 19640, serie lra., por sí y
por les Dres. Víctor Garrido hijo, cédula No. 31843, serie
Ira.; Jorge A. Matos Féliz, cédula No. 3098, serie 19, y
Raúl E. Fontana Olivier, cédula No. 20608, serie 56, ahoga-
do del recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia el 10 de abril del
1975, suscrito por los abogados del recurrente, en el cual se
propone el medio de casación que se indica más adelante;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
del 30 de Mayo del 1979 por la cual se declara la exclu-
sión del recurrido David Then Amparo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 81 y 82 del Código de Traba-
jo, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda laboral, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el día 2 de
agcsto de 1971, una sentencia cuyo dispositivo es el s'guien-
te: "FALLA: PRIMERO: Se rechazan por improcedentes y
mal fundadadas las conclusiones del Banco Agrícola de la
República Dominicana tendientes a que re ordene un in-
formativo testimonial a cargo suyo, para probar la justa
causa del despido operada contra el reclamante David
Then Amparo; SEGUNDO: Se condena a la parte deman-
duda al pago de las cosas del incidente, y se ordena la
distracción de las msimas en favor del Dr. Abel Rodriguez
del Orbe, que afirma haberlas avanzado en su totalidad;
TERCERO: Se fija la audiencia del día 16 de septiembre
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de 1971 a las 9:30 a. m. para conocer nuevamente del pre-
sente caso; CUARTO: Se pone a cargo de la parte deman-
dante notificar a la demandada la presente sentencia; b)
que sobre el recurso de apelación interpuesto por el Ban-
co, contra ese fallo, intervino la sentencia del 31 de enero
del 1973, CUYO dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Banco Agrícola de
la República Dominicana, contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 2 de
agosto de 1971, en favor de David Then Amparo, cuyo dis-
positivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: 'Relativamente al fondo, rechaza di-
cho recurso de alzada y en consecuencia confirma en to-
das sus partes dicha sentencia impugnada; Tercero: Con-
dena a la parte que sucumbe, Banco Agrícola Dominicano,
al pago de las costas del procedimiento, de conformidad
con los artículos 5 y 16 de la Ley 302, del 12 de junio de
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Abel Rodríguez Rodríguez del
Orbe, que afirma haberlas avanzado en su totalidad; c)
que sobre al envío ordenado intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es al siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en euanto
a la forma el recurso de apelación interpuesto por el Ban-
co Agrícola de la República Dominicana, contra sentencia
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en
fecha 2 de agosto de 1971, dictada en favor de David Then
Ampare, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior
de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al
fondo, rechaza dicho recurso de alzada y en consecuencia
confirma en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe, al pago de
las costas del procedimiento de conformidad con los articu-
les 5 y 16 de la Ley No. 302, del 18 de junio de 1964 y 691

l

del Código de Trabajo, ordenando su distracción en pro-es;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Fran-
cisco Herrera Mejía, cédula No. 19640, serie Ira., por sí y
por los Dres. Víctor Garrido hijo, cédula No. 31843, serie
lra.; Jorge A. Matos Féliz, cédula No. 3098, serie 19, y
Raúl E. Fontana Olivier, cédula No. 20608, serie 56, aboga-
do del recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia el 10 de abril del
1975, suscrito por los abogados del recurrente, en el cual se
propone el medio de casación que se indica más adelante;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
del 30 de Mayo del 1979 por la cual se declara la exclu-
sión del recurrido David Then Amparo;

La Suprema Corte de justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 81 y 82 del Código de Traba-
jo, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda laboral, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó al día 2 de
agcsto de 1971, una sentencia cuyo dispositivo es el s'guien-
te: "FALLA: PRIMERO: Se rechazan por improcedentes y
mal fundadadas las conclusiones del Banco Agrícola de la
República Dominicana tendientes a que se ordene un in-
formativo testimonial a cargo suyo, para probar la justa
causa del despido operada contra el reclamante David
Then Amparo; SEGUNDO: Se condena a la parte deman-
dada al pago de las cosas del incidente, y se ordena la
distracción de las msimas en favor del Dr. Abel Rodríguez
del Orbe, que afirma haberlas avanzado en su totalidad;
TERCERO: Se fija la audiencia del cáa 16 de septiembre

de 1971 a las 9:30 a. m. para conocer nuevamente del pre-
sente caso; CUARTO: Se pone a cargo de la parte deman-
dante notificar a la demandada la presente sentencia; b)
que sobre el recurso de apelación interpuesto por el Ban.
co, contra ese fallo, intervino la sentencia dei 31 de enero
del 1973, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Banco Agrícola de
la República Dominicana, contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 2 de
agosto de 1971, en favor de David Then Amparo, cuyo dis-
positivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: 'Relativamente al fondo, rechaza di-
cho recurso de alzada y en consecuencia confirma en to-
das sus partes dicha sentencia impugnada; Tercero: Con-
dena a la parte que sucumbe, Banco Agrícola Dominicano,
al pago de las costas del procedimiento, de conformidad
con los artículos 5 y 16 de la Ley 302, del 12 de junio de
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Abel Rodríguez Rodríguez del
Orbe, que afirma haberlas avanzado en su totalidad; e)
que sobre el envío ordenado intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es dl siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto
a la forma el recurso de apelación interpuesto por el Ban-
co Agrícola de la República Dominicana, contra sentencia
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en
fecha 2 de agosto de 1971, dictada en favor de David Then
Ampare, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior
de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al
fondo, rechaza dicho recurso de alzada y en consecuencia
confirma en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe, al pago de
las costas del procedimiento de conformidad con los artícu-
los 5 y 16 de la Ley No. 302, del 18 de junio de 1064 Y 691

Código de Trabajo, ordenando su distracción en pro-
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vecho del Dr. Virgilio Bello Rosa, abogado, que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial el siguiente medio de casación: Unico Medio: Des-
naturalización de los hechos de la causa; Falta de bese le-
gal; Errada interpretación de la sentencia de esa Honora-
ble Suprema Corte de Justicia, dictada en fecha 31 de
enero de 1973, Violación, por falsa aplicación, del artículo
82 del Código de Trabajo, Violación del derecho de defen-
sa;

Considerando, que en su único medio de casación el
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la Cámara
a-qua, en desconocimiento de la sentencia de envío, negó al
Banco Agricola de la República Dominicana el derecho de
probar, por medio de un informativo testimonial, las cau-
sas por las cuales fué despedido de su cargo ol empacado
David Then Amparo, como Supervisor de Préstamos Admi-
nistrados de la sucursal del Banco Agrícola de Menteer's-
ti, negativa que conlleva la violación de su derecho de de-
fensa; que para llegar a esta conclusión estimó, como asun-
to resuelto y con la autoridad de la cosa irrevocablemen-
te juzgada, que la fecha del despido había sido la del 15
de enero del año 1971; que el Juez a-quo, no ponderó ni
acate lo expuesto en la sentencia de envío, y, por tanto,
incurrió en el mismo vicio en que incurrió la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional en la sentencia del 7 de fe-
brero del 1972 que fué casada en cuanto negó la informa-
ción testimonial solicitada por el Banco Agrícola de la Re-
pública Dominicana; pero,

Considerando, que la Cámara a-ma expresa en su
sentencia lo siguiente: que tal como se desprende de los
considerandos de la sentencia de envío, la fecha del des-
pido es cuestión resuelta, definitivamente, que adquirió la
autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, habiendo
quedado establecido que la fecha del ddspido ocurrió el 15
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de enero del 1971; que la sentencia de la Stiprema Corte de
Justicia que ordenó el envío contiene una casación parcial.
e, par tanto. a dicha Cámara sólo competía determinar si
e' despido del recurrido fué comunicado dentro del plazo
legal, y, resuelto este aspecto, determinar si el recurrente
podía ser admitido a probar o no las causa; que alegaba
justificaban dicho despido; que, consta también en la sen-
tencia impugnada, que hab:éndose comprobado, por la co-
municación dirgida el 3 de febrero del 1971 al Departamen-
to de Trabajo, por el patrono, que el empleado fué despe-
dedo con efectividad el día 15 de enero del mismo año, es
claro que a la fecha del despido había transcurrido el pla-
zo de 48 horas establecido en el artículo 81 del Código de
Trabajo, y, en consecuencia, en virtud del artículo 82 del
mismo Código, el despido debe considerarse injustificado,
por todo lo cual no podía serle concedido al patrono el de-
recho a probar la justa causa del mismo;

•
Considerando, que, en efecto, el examen de la senten-

cia de la Suprema Corte de Justicia del 31 de Enero del
1973, muestra, que la sentencia de la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional del
7 de febrero del 1972 fué casada, limitativamente, "en
cuanto negó la información testimonial" al Banco Agrí-
cola de la República Dominicana y que, de acuerdo con los
motivos de la misma el aspecto del litigio relativo a la fe-
cha en que ocurrió el despido quedó resuelto definitiva-
mente; que, por tanto, la Cámara a-qua procedió correc-
tamente al rechazar el pedimento de la actual recurrente
tendente a que se ordenara un informativo para probar la
justa causa del despido, por estimar que el despido fué co-
municado al Departamento de Trabajo tardíamente y, en
consecuencia, el proceder en esta forma el Juzgado a-quo
hizo una apl'eación correcta de los artículos 81 y 82 del
Código de Trabajo; que en tales condiciones el medio úni-
co del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;
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vecho del Dr. Virgilio Bello Rosa, abogado, que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial el siguiente medio de casación: 'Mico Medio: Des-
naturalización de los hechos de la causa; Falta de base le-
gal; Errada interpretación de la sentencia de esa Honora-
ble Suprema Corte de Justicia, dictada en fecha 31 de
enero de 1973, Violación, por falsa aplicación, del artículo
82 del Código de Trabajo, Violación del derecho de defen-
sa;

Considerando, que en su único medio de casación el
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la Cámara
a-qua, en desconocimiento de la sentencia de envio, negó al
Banco Agrícola de la República Dominicana el derecho de
probar, por medio de un informativo testimonial, las cau-
sas por las cuales fué despedido de su cargo el empleado
David Then Amparo, como Supervisor de Préstamos Admi-
nistrados de la sucursal del Banco Agrícola de Mcntecr's-
ti, negativa que conlleva la violación de su derecho de de-
fensa; que para llegar a esta -conclusión estimó, como asun-
to resuelto y con la autoridad de la cosa irrevocablemen-
te juzgada, que la fecha del despido había sido la del 15
de enero del ario 1971; que el Juez a-quo, no ponderó ni
acató lo expuesto en la sentencia de envío, y, por tanto,
incurrió en el mismo vicio en que incurrió la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional en la sentencia del 7 de fe-
brero del 1972 que fué casada en cuanto negó la informa-
ción testimonial solicitada por el Banco Agrícola de la Re-
pública Dominicana; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua expresa en su
sentencia lo siguiente: que tal como se desprende de los
considerandos de la sentencia de envío, la fecha del des-
pido es cuestión resuelta, definitivamente, que adquirió la
autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, habiendo
quedado establecido que la fecha del ddspido ocurrió el 15
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de enero del 1971; que la sentencia de la Suprema Corte de
Justicia que ordenó el envio contiene una casación parcial,
y, por tanto. a dicha Cámara sólo competía determinar sie despido del recurrido fue comunicado dentro del plazo
lega l , y, resuelto este aspecto, determinar si el recurrente
podía ser admitido a probar o no las causa> que alegaba
justificaban dicho despido; que, consta también en la sen-
tencia impugnada, que habiéndose comprobado, por la co-
municación dirgida el 3 de febrero del 1971 al Departamen-
to de Trabt:jo, por el patrono, que el empleado fué des-pe-
i:1 do con efectividad el día 15 de enero del mismo año, es
claro que a la fecha del despido había transcurrido el pla-
zo de 48 horas establecido en el artículo 81 del Código de
Trabajo, y, en consecuencia, en virtud del artículo 82 del
mismo Código, el despido debe considerarse injustificado,
:per todo lo cual no podía serle concedido al patrono el de-
recho a probar la justa causa del mismo;

•
Considerando, que, en efecto, el examen de la seinen-

eia de la Suprema Corte de Justicia del 31 de Enero del
1973, muestra, que la sentencia de la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional del
7 de febrero del 1972 fué casada, limitativamente, "en
cuanto negó la información testimonial" al Banco Agri-
cola de la República Dominicana y que, de acuerdo con los
Motivos de la misma el aspecto del litigio relativo a la fe-
cha en que ocurrió el despido quedó resuelto definitiva-
mente; que, por tanto, la Cámara a-qua procedió correr
temente al rechazar el pedimento de la actual recurrente
tendente a que se ordenara un informativo para probar la
Justa causa del despido, por estimar que el despido fué co-
municado el Departamento de Trabajo tardíamente y, en
consecuencia, el proceder en esta forma el Juzgado a-quo

izo una apl icación correcta de los artículos 81 y 82 del
Código de Trabajo; que en tales condiciones el medio úni-
co del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;
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Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el Banco Agrícola de la República
Dominicana, contra la sentencia de la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo del Distrito Judicial de San Cristó-
bal, dictada en sus atribuciones laborales, el 16 de di-
ciembre de 1974, cu yo dispositiva se ha copiado en parte
anterior del presente fallo.

(FIRMADOS).— Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat — Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lós
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que oertifica.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Distrito Nade-
.	 mil, de lecha 31 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Luis Alfredo Morales y Soria Argentina Aponte
Rodriguez.

Abogado de Luis Alfredo Morales Abréu, Dr. Gilberto

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Caolín Aybar, Presidente; Fernando E . Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Seres,
Joaquín M. Alvarez Perello, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín E Hernández Espaiilat, asistidos del Secre-
tario General, .(zri la Sala donde celebra sus audiencias en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 14 de enero del 1981, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos sucesiva-
mente por Luis Alfredo Morales Abréu, dominicano, ma-
yor de edad, médico, con su domicilio en la calle Vicente
Noble No. 18, altos, de esta capital, cédula 27005, serie 26;
y Sofía Argentina Aponte Rodríguez, dominicana, mayor de
edad, soltera, domiciliada en la Avenida 27 de Febrero de
esta capital, contra la sentencia dictada cl 31 de agosto de
1977 por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el Banco Agrícola de la República
Dominicana, contra la sentencia de la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo del Distrito Judicial de San Cristó-
bal, dictada en sus atribuciones laborales, el 16 de di-
ciembre de 1974, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Atniama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquin L.
Hernández Espaillat — Miguel Jacobo. Secretat io General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seiaores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y atto en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Séptima Cámara Penal del Distrito Nacio-
nal, de fecha 31 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Luis Alfredo Morales y Sofía Argentina Aponte
Rodríguez.

Abogado de Luis Alfredo Morales Abreu, Dr. Gilberto Urena.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
3oaquin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-,
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 14 do enero del 1981, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos sucesiva-
mente por Luis Alfredo Morales Abréu, dominicano, ma-
yor de edad, médico, con su domicilio en la calle Vicente
Noble No. 18, altos, de esta capital, cédula 27005, serie 26;
y Sofía Argentina Aponte Rodríguez, dominicana, mayor de
edad, soltera. domiciliada en la Avenida 27 de Febrero de
esta capital, contra la sentencia dictada el 31 de agosto de
1977 por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

ti
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Oído al Alguacil de turno en la lectura ddl. rol;
Oído al Dr. Gilberto Ureña, abogado del recurrente

Morales Abréu en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vistas las respectivas Actas de Casación levantada en

la Secretaría de la Cámara a-qua, la de Morales Abréu, del
5 de diciembre de 1977, a requerimiento de la propia I enl-

r rente; y la de Sofía Argentina Aponte Rodríguez, del 13
de dio:embre del 1977, a requerimiento del Dr. Bienvenido
A. Figuereo Méndez; Actas en las cuales no se proponen
medios algunos de casación;

Visto el memorial del recurrente Morales Abréu, del
6 de octubre de 1975 y su ampliación del 10 de octubre
del mismo año, suscritos por su abogado en casación, el Dr.
Ureña;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley so-
bre Asistencia Obligatoria de los hijos de menos de 18 años
No. 2402 de 1950. modificada por la 355, de 1964 y 1. 36 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo sigu'ente:
a) que con motivo de una querella de la actual recurrente
Sofía Argentina Aponte Rodríguez contra el padre de sus
hijos Sofía y Luis, de 11 y 8 años, respectivamente, el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito
Nacional dictó el 23 de mayo de 1977 una sentencia cuyo
dispositivo aparece más adelante, inserto en el de la aho-
ra impugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas
intervino el 31 de agosto de 1977 la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis Alfredo

Morales, cédula de identidad personal No. 27005, serie 26,
residente en la calle Vicente Noble No. 18. altos, contra
la sentencia No. 3267, dictada por el Juzgado de Paz de la
primera Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 23
de mayo de 1977, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:
primero: Se declara culpable al nombrado Luis Alfredo
Morales, por violación al artículo 1ro. de la Le y 2402; Se-
gundo: Se le fija una pensión alimenticia al nombrado Lu's
Alfredo Morales de RD$200.00 pesos oro mensuales, a fa-
vor de los menores Sofía Argentina y Luis Argentina de
11 y 8 años de edad, respectivamente, procreados con la
señora Sofía Argentina Aponte R . , a partir de la fecha de
la querella, primero de febrero de 1977; Tercero: Se con-
dean al nombrado Luis Alfredo Morales a dos (2) años de
prisión suspensivas, la ejecución de la sentencia no obs-
tante cualquier recurso; SEGUNDO: En cuanto al fondo,
modifica el ordinal segundo de la sentencia recurrida, en
el sentido de rebajar la pensión alimenticia de Doscientos
Pesos Oro (RD$200.00) a Ciento Setenta y Cnco Pe os
Oro (RD$175.00) mensuales a favor de los menores Sofía
Argentina y Luis Argentina. de 11 y 8 años de edad, res-
pectivamente, procreados con la señora Sofía Argentina
Aponte R., a partir de la fecha de la querella, primero de
febrero de 1977; y TERCERO:Confirma en los demás as-
pectos la sentencia apelada".;

Considerando, en cuanto al recurrente Morales Abreu,
que, en su memorial del 6 de octubre de 1978, cumplido el
10 del mismo mes y año, se limita a alegar, en resumen,
que la cuantía de pensión alimenticia mensual a cuyo pago
se le ha condenado (RD$175.00). está fuera de sus ingre-
sos actuales como médico, por lo que solicitó su reducción
en la fase de apelación, pero en una forma más apreciable;
pero,

Considerando, que el recurso de Morales Abréu es
inachnfsible en casación, por cuanto en el exped:ente del
cese no figura constancia de que el prevenido recurrente
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Gilberto Ureña, abogádo del recurrente

Morales Abréu en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vistas las respectivas Actas de Casación levantada en

la Secnctaría de la Cámara a-qua, la de Morales Abréu, del
5 de diciembre de 1977, a requerimiento de la propia recu-
rrente; y la de Sofía Argentina Aponte Rodríguez, del 13
de dio timbre del 1977, a requerimiento del Dr. Bienvenido
A. Figu,ereo Méndez; Actas en las cuales no se proponen
medios algunos de casación;

Viste el memorial dell recurrente Morales Abréu, del
6 de octubre de 1975 y su ampliación del 10 de octubre
del mismo año, suscritos por su abogado en casación, el Dr.
Ureña;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, Y vistos los artículos 1 y s:guientes de la Ley so-
bre Asistencia Obligatoria de los hijos de menos de 18 años
No. 2402 de 1930. modificada por la 355, de 1964 y 1, 36 y.
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una querella de la actual recurrente
Sofía Argentina Aponte Rodríguez contra el padre de sus
hijos Sofía y Luis, de 11 y 8 años, respectivamente, el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrae
Nacional dictó el 23 de mayo de 1977 una sentencia cuyo
dispositivo aparece más adelante, inserto en el de la aho-
ra impugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas
intervino el 31 de agosto de 1977 la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis Alfredo
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Morales . cédula de identidad personal No. 27003, serie 26,
residente en la calle Vicente Noble No. 18. altos, contra
la sentencia No. 3267, dictada por el Juzgado de Paz de la
primera Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 23
de mayo de 1977, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:
primero: Se declara culpable al nombrado Luis Alfredo
Morales, por violación al artículo 1ro. de la LeY 2402; Se-
gundo: Se le fija una pensión alimenticia al nombrado Luis
Alfredo Morales de RD$200.00 pesos oro mensuales, a fa-
vor de los menores Sofía Argentina y Luis Argentina de
11 y 8 años de edad, respectivamente, procreados con la
señora Sofía Argentina Aponte R., a partir de la fecha de
Ir, querella, primero de febrero de 1977; Tercero: Se son-
dean al nombrado Luis Alfredo Morales a dos t2) años do
prisión suspensivas, la ejecución de la sentencia no obs-
tante cualquier recurso; SEGUNDO: En cuanto al fondo,
modifica el ordinal segundo de la sentencia recurrida, en
el sentido de rebajar la pensión alimenticia de Doscientos
Pesos Oro (RDS200.00) a Ciento Setenta y Cinco Pe: os
Oro (RDS175.00) mensuales a favor de los menores Sofía
Argentina y Luis Argentina, de 11 y 8 años de edad, res-
pectivamente, procreados con la señora Sofía Argentina
Aponte R., a partir de la fecha de la querella, primero de
febrero de 1977; y TERCIMO:Confirma en los demás as-
pectos la sentencia apelada".;

Considerando, en cuanto al recurrente Morales Abréu,
que, en su memorial del 6 de octubre de 1978, cumplido el
10 del mismo mes y año, se lim i ta a alegar, en resumen,
que la cuantía de pensión alimenticia mensual a cuyo pago
se le ha condenado (RD$173.00). está fuera de sus ingre-
sos actuales como médico, por lo que solicitó su reducción
en la fase de apelación, pero en una forma más apreciable;
Pero,

Considerando, que el recurso de Morales Abréu es
irtadrffisible en casación, por cuanto en el expediente del
coso no figura constancia de que el prevenido recurrente
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está cumpliendo la pena de dos años a que fué condenado,
ni que está en libertad bajo fianza, ni de que para librar-
se de la prisión haya contraído el compromiso formal de
abontir a la madre querellante la pensión alimenticia a
que fué condenado, como lo proveen los articules 7 y 8
de la Ley de la materia, No. 2402, de 1950, modificada en
cuanto a la competencia, por la No. 355, de 1964;

Corriderando, en cuanto al recurso de la madre que-
rellante, Sofía Argentina Aponte Rodríguez, que obvia-
mente a lo que ella aspira es que se case la sentencia que
impugna, sin proponer medios de casacién que no se le exi-
gen por ser una parte civil, stri géneris, según debe resul-
tar de la Ley No. 2402 de 1950, cuando ella misma se de-
clara como de orden público e interés social; os a que sea
aumentada la cuantía de la pensión de RD$175.00 que le
asigna la sentencia impugnada; pero,

Considerando, según consta en e 1 segundo Conside-
rando de la sentencia impugnada, la Cámara a-qua, para
fallar como lo ha hecho en lo relativo a la cuantía de la
pensión alimenticia, tuvo en cuenta, de modo expreso,
después de la investigación que realizó, las pos'bilidades
econémicas de los dos padres como lo requiere la ley de
la materia, por lo que no ha incurrido en ninguna
e ón acerca del punto examinado;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso interpuesto por Luis Alfredo Morales Abréu, contra
la senten;:ia dictada el 31 de agosto de 1977 por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nao onal en sus atribuciones correccionales, cuyo
d'spositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y lo condena a las costas penales; y Segundo: &cha-
za el recurso interpuesto por Sofía Argentina Aponte Ro-
driguez, contra la misma sentencia respecto a ella decla-
ra las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fk..rnando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere115, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat•-- Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada par los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,
que certificar- (Fdo.) Miguel Jacobo.
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está cumpliendo la pena de dos años a que fué condenado,
ni que está en libertad bajo fianza, ni de que para librar.
se de la prisión haya contraído el compromiso formal de
abonlr a la madre querellante la pensión alimenticia a
que fué condonado, como lo proveen los articules 7 y e
de la Ley de la materia, No. 2402, de 1950, modificada en
cuanto a la competencia, por la No. 355, de 1964;

Conridcrando, en cuanto al recurso de la madre que-
rellante, Sofia Argentina Aponte Rodríguez, que cbvia-
mente a lo que ella aspira es que se case la sentencia que
impugna, sin proponer medios de casación que no se le exi.
gen por ser una parte civil, sus géner:s, según debe mul-
tar de la LC3, No. 2402 de 1950, cuando ella misma se de-
clara como de orden público e interés social; es a que sea
aumentada la cuantía de la pensión de RDS175.00 que le
asigna la sentencia impugnada; pero,

Considerando, según consta en e 1 segundo Conside-
rando de la sentencia impugnada, la Cámara a-qua, para
fallar como lo ha hecho en lo relativo a la cuantía de la
pensión alimenticia, tuvo en cuenta, de modo expreso,
después de la investigación que realizó, las pos'bi'idad
económicas de los dos padres como k requiere la ley de
la materia, por lo que no ha incurrido en ninguna viola-1
0:4511 acerca del punto examinado;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso interpuesto por Luis Alfredo Morales Abréu, contra
la set-den:tia dictada el 31 de agosto de 1977 por la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional en sus atribuciones correccionales, cuyo
d'spcsitivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y lo condena a las costas penales; y Segundo: Rccha-
za el recurso interpuesto por Sofía Argentina Aponte
dríguez, contra la misma sentencia respecto a ella decla-
ra las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín Isf. Alvarez Pere. 11 ,5, Juan Bautista Ro-
'as Almánzar, Joaquín L. Hernández Espa:llat.-- Miguel-
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezatMento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 13 de octubre do 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan de Jesús Rodríguez Meyreles y la Compañía
San Rafael, C. por A.

Abogado: Dr. Miguel A. Vásquez Fernandóz.

Intervinientes: José A. López y Compartes.
Abogados: Dres, Manuel Ferreras Pérez y Rafael A. Vidal E.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de La República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente consfluída por los Jueces Néstor

1. j	 Confin Ay-bar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas kmán-

,
I	 zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Se-

,	 ti cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias.
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 14 de enero de 1981, artes 137' de la In-
dependencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia
púbica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan de Jesús Rodríguez Msyreles, dominica-
no, domiciliado en la avenida Primera No. 29. del Ensan-
che Alma Rosa, de. esta ciudad, cédula No. 73393, serie 26.
y la San Rafael, C. por A., con su domicilio en la calle
Leopoldo Navarro esquina San Francisco de. Macorís, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corita de

Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales, el 13 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael A.
Vidal, cédula No. 114486, serie Ira., por sí y por el Dr.
Manuel Ferreras Pérez, cédula No. 58913, serie lra., abo-
gados de los intervinientes José A. López y Roquefel de
la Cruz Ibe, dominicanos, mayores de edad, casados, domi-
ciliados en esta dudad, cédulas Nos. 14440 y 111482, ser:e
Ira., respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 10 de enero de 1977, a requerimiento
del Dr. Miguel Arcangel Vásquez Fernández, en represen-
tación de los recurrentes, en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de octu-
bre de 1978, suscrito por el Dr. Miguel A. Vásquez Fer-
nández. cédula No. 23874, serie 18, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios que se indican
más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 30 de octu-
bre de 1980, suscrito per zus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 211
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Ci-
vil ; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que con motivo de un accidente de
tránsito ocurrido en esta ciudad el 19 de octubre de 1975,

lj
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 13 de octubre de 1971.

Materia: Correccional.

recurrentes: Juan de Jesús Rodríguez Meyreles y la Compañia
San Rafael, C. por A.

Abogado: Dr. Miguel A. Vásquez Fernández.

Intervinientes: José A. López y Compnrtes.
Abogados: Dres. Manuel Ferreras Pérez y Rafael A. Vidal E.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente const'tuída per los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Benis,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas AMan-
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias.
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito Na-
cional, hoy día 14 de enero de 1981, aires 137' de la In-
dependencia Y 117' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan de Jesús Rodríguez Me_yreles. dominica-
no, domiciliado en la avenida Primera No. 29, del Ensan-
che Alma Rosa, de esta ciudad, cédula No. 73395, serie 26,
y la San Rafael, C. por A., con su domicilio en la calle
Leopoldo Navarro esquina San Francisco de Macorís, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Coate de

Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales, el 13 de diciembre de 1976, cuyo dispositivo se.
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno cn la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusdones al Dr. Rafael A.

Vidal, cédula No. 114486, serie Ira., por sí y por el Dr.
Manuel Ferreras Pérez, cédula No. 58913, serie Ira., abo-
gados de los intervinientes José A. López y Roquete] de
la Cruz Ibe, dominicanos, mayores de edad, casados, domi-
ciliados en esta ciudad, cédulas Nos. 14440 y 111482, serie
Ira., respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada cn la Secretaría
de la Corte a-qua, el 10 de enero de 1977, a requerimiento
del Dr. Miguel Arcángel Vásquez Fernández, en represen-
tación de los recurrentes, en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 30 de octu-
bre de 1978, suscrito por el Dr. Miguel A. Vásquez Fer-
nández, cédula No. 23871, serie 18, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios que se indican
más adelante;

Visto el escrito de los intervfnientes, del 30 de octu-
bre de 1980, suscrito per sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistes los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Ci-
vil; 1 y 10 die la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando; que con motivo de un accidente de
tránsito ocurrido en esta ciudad el 19 de octubre de 1975,
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en el cual dos personas resultaron con lesiones corporales,
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó el 31 de marzo de 1976,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante, in.
serto en el de la ahora impugnada; b) que sobre las a»
laciones interpuestas, intervino el 13 de diciembre de 1976,
el fallo ahora impugando en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Admite por regular y váUdo en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 31 de marzo de 1976, por el Dr. Miguel Arcángel
Vásquez Fernández, a nombre y representación de Juan
Rodríguez y/o John Rodríguez, prevenido y persona
mente responsable, y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., contra sentencia de fecha 31 de marzo de 1976,
dictada por la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de'
Primera Instancia del Distrito Nacional, CUYO dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombrado Juan
Jesús Rodríguez, culpable de violar la ley 241, en perjui-
c:o de José Arismendy López Peralta, y en consecuencia
se condena al pago de una multa de Veinte Pesos Oro,
(RD$20.00) y costas, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; Segundo: Se declara al nombrado José A.
López Peralta, no culpable de violar la ley No. 241, y en
consecuencia se le descarga de toda responsabilidad pe-
nal, por no haber cometido ninguna de las faltas enuncia-
das en dicha ley se declaran las costas de oficio en cuanto
a él; Terocro: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil intentada por José A. López Peralta y Roquefel
Meyreles /yo John Rodríguez, al pago de las indcmniza-
ciones siguientes: la suma de un mil pesos oro (RD$1,-
000.00), a favor de José A. Peralta, como justa reparación
por los daños morales y materiales por él sufridos con mo-
tivo del accidente, Y la suma de Un rail setecientos pésos
oro (RD$1,700.00), a favor de Roquefel de la Cruz Ibe,
por los daños ocasionados a su vehículo en el mencionado
accidente; Cuarto: Se condena a Juan Jesús Rodríguez Mey-

retes y/o John Rodríguez al pago de los interesas legales
de las sumas acordadas a título de indemnización comple-
mentada y a partir de la fecha de la demanda en justicia,
así como al pago del as costas civiles con distracción da las
mismas en provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez, quien
arma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se de-
clara que la presente sentencia le sea común y oponible a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la

entidad aseguradora del vehículo que ocasionó él aceickn-
te; Sexto: Se rechazan las conclusior.es del abogado de la
defensa y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
per improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO: En cuanto
al fondo del recurso, se pronuncia el defecto contra el pre-
venido John Rodríguez, por no comparecer a la audien-
cia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO:
Modifica el ordMal tercero de la sentencia apelada, en
cuanto al monto de la indemnización acordada a favor de
Raquel de la cruz Ibe, por los daño 4 sufridos por su ve-
hículo, y la Corte por propia autoridad y contrario impe-
rio, haciendo uso de su poder soberano de aprociacCón, fija
la suma de Novecientos peses oro (RD$900.60) de indemni-
zación por este concepto, reteniendo falta del otro conduc-
tor; CUARTO: Confirma la sentencia apelada en sus de-
más aspectos; QDINTO: Condena a John Rodríguez, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
sable, en la medida de sus faltas, al pego de las cestas
penales y civiles de la alzada, con Cdstracción de las últi-
mas en provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez, qu'en
afirma haberlas avanzado en su totard_d; SEXTO: Dec'a-
ra la presente sentencia oponible en el aspecto civil a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad
de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó e: acci-
dente";

Considerando, que en su memorial, los recurrentes
proponen, contra la sentencia que impugnan, los siguientes
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en el cual dos personas resultaron con lesiones corporales,
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó el 31 de marzo de 1976,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante, M.
serio en el de la ahora impugnada; b) que sobre las tipo...
balones interpuestas, intervino el 13 de diciembre de 1976,
el fallo ahora impugando en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Admite por regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 31 de marzo de 1976, por el Dr. Miguel Arcángel
Vásquez Fernández, a nombre y representación de Juan
Rodríguez y/o John Rodríguez, prevenido y persona civil-
mente responsable, y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., contra sentencia de fecha 31 de marzo de 1976,
dictada por la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cu yo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombrado Juan
Jesús Rodríguez, culpable de violar la ley 241, en perjui-
cio de José Arismendy López Peralta. y en consecuencia
se condena al pago de una multa de Veinte Pesos Oro,
(RD$20.00) y costas, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; Segundo: Se declara al nombrado José A.
López Peralta, no culpable de violar la ley No. 2 .11, y en
consecuencia se le descarga de toda responsabilidad pe-
nal, por no haber cometido ninguna de las faltas enuncia.
das en dicha ley se declaran las costas de oficio en cuanto
a él; Tercero: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil intentada por José A. López Peralta y Roquefel
Meyreles /yo John Rodríguez, al pago de las indemniza-
dones siguientes: la suma de un mil pesos oro (RD$1,•
000.00), a favor de José A. Peralta, como justa reparación
por los daños morales y materiales por él sufridos con mo-
tivo del accidente, y la sorna de Un mil setecientos pesos

OTO (RD$1,700.00), a favor de Roquefel de la Cruz Ibe,
por los daños ocasionados a su vehículo en el mencionado
accidente; Cuarto: Se condena a Juan Jesús Rodríguez Mey-.

teles y/o John Rodríguez al pago de los intereses legales
de las sumas acordadas a titulo de indemnización comple-
mentaria y a partir de la fecha de la demanda en justicia,
así como al pago del as costas civiles con distracción d las
m ismas en provecho del Dr. Manuel Ferreras Pérez, quien
ayuna haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se de-
clara que la presente sentencia le sea común y oponible a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la
entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el acciden-
te; Sexto: Se rechazan las conclusiores del abogado de la
defensa y la Compañía de Seguros San Rafael, C. per A.,
por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO: En cuanto
al fondo del recurso, se pronuncia el defecto contra el pre-
venido John Rodríguez, por no comparecer a la audien-
cia, no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO:
Modifica el ord ! nal tercero de la sentencia apelada, en
cuanto al monto de la indemnización acordada a favor de
Roquel de la Cruz Ibe, por los daños sufridos por su ve-
hículo, y la Corte por propia autoridad y contrario impe-
rio, haciendo uso de su poder soberano de apreciación, fija
la suma de Novecientos peses oro (RD$900.00) de indemni-
zación por este concepto, reteniendo falta del otro conduc-
tor; CUARTO: Confirma la sentencia apelada en sus de-
más aspectos; QDINTO: Condena a John Rodríguez, en su
doble calidad de prevenido y persona civilmente respon-
sable, en la medida de sus faltas, al pago de las cestas
penales y civiles de la alzada, con eistracción de las últi-
mas en provecho del Dr. Manuel Ferrcras Pérez, qu'en
afirma haberlas avanzado en su totalidi.d; SEXTO: Decla-
ra la presente sentencia oponible en el aspecto civil a la
dCeoninte,;Compañia de Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad
de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el acci-

Considerando, que en su memorial, los recurrentes
Proponen, contra la sentencia que impugnan, los siguientes

1
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medio de casación: Primer Medio: Violación de la regla
de la prueba; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos;

Considerando, que en apoyo de sus dos medios de
casación, que por su estrecha relación se reúnen para su
examen, los recurrentes alegan en síntesis lo que sigue:
que los tribunales represivos están en el deber de esta-
blecer en sus sentencias los motivos, tanto de hecho como
de derecho en que fundamentan sus decisiones; que en el
examen de la sentencia impugnada se pone de manifiesto
que ella carece totalmente de motivos; que al dejar la
Corte a-qua de ponderar un aspecto tan importante como
"se explotó la goma", información dada por el testigo Sil-
vestre Pérez, lo cual fué a todas luces, la causa única Y

generadora del accidenta, entendemos que se han desna-
turalizado y omitido hechos que conducen a la casación de
la sentencia impugnada; pero,

Considerando. que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron legalmente
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
lecido, sin desnaturalización alguna, lo siguiente: 1) que
el 19 de octubre de 1975, en horas de la Larde, ocurrió un
accidente de tránsito en la autopista Las Américas, de es-
ta ciudad, en el cual el carro placa No. 103-628, con Póliza
No. A-1-98710 de la San Rafael, C. por A., conducido por
su propietario Juan de Jesús Rodríguez Meyreles, de este
a oeste por la referida autopista, chocó con el carro placa
No. 129-944, propiedad de Roquefel de la Cruz Ibe, con-
ducido por José A. López Peralta, por la misma via del
primero, pero en dirección contraria, o sea, de este a oes-
te; 2) que en el accidente, ambos conductores resultaron
con lesiones corporales; José A. López Peralta, curables
después de 30 días y antes de 45, y Juan de Jesús Rodrí-
guez M., después de 20 días; 3) que el recurrente, Juan
Jesús Rodríguez Meyreles cometió faltas que incidieron en
el accidente al conducir su vehículo a una velocidad ex-
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cesiva, lo que impidió controlarlo, ocupándole parte de la
derecha que correspondía al carro conducido por José A.
López Peralta; que por lo expuesto, es evidente que la sen-
tencia impugnada tiene motivos suficientes y prtinentes
que justifican su dispositivo, por lo que, los alegatos de
los recurrentes deben ser desestimados por carecer de fun-
damento;

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido recurrente, configuran el delito previsto en el
artículo 49 de la Ley sobre Tránsito y Vehículos No. 241,
de 1967, de causar golpes y heridas por imprudencia con

II
,. el manejo de vehículos de motor, sancionado en la letra
e) del mismo texto legal, con las penas de 6 meses a 2

' años de prisión y multa de RD$100.00 a RDS500.00, si la,
enfermedad o la imposibilidad de la vctima para su tra-
bajo dura 20 días o más, como ocurrió en la especie; que
portento al condenar al prevenido Juan de Jesús Rodrí-
guez. M, a una multa de T1D$20.00, acogiendo circunstan-
cias atenuantes, la Corte u-gua le aplicó una pena ajus-
tada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-gua apreció
que el hecho del prevenido recurrente había ocasionado a
José A. López Peralta y Roquefel de la Cruz Ibe, constitui-
dos n partes civiles, daños y perjuicios, materiales y mo-
rales, que evaluó en las sumas de RDS1,000.00 en favor
de José A. López Peralta y de RD$900.00 en favor de Ro-
quefel de la Cruz Ibe, como reparación por los daños ma-
teriales experimentados por el vehículo de su propiedad;
que al condenar a Juan de Jesús Rodríguez Meyreles, en
su doble condición de conductor y propietario del vehícu-
lo, al pago de esas sumas, y de los intereses legales a con-
tar de la demanda, a título de indemnización complemen-
taria solicitada, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil y del 1 y 10 de la
Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
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cesiva, lo que impidió controlarlo, ocupándole parte de la
derecha que correspondía al carro conducido por José A.
López Peralta; que por lo expuesto, es evidente que la sen-
tencia impugnada tiene motivos suficientes y prtinentes
que justifican su dispositivo, por lo que, los alegatos de
los recurrentes deben ser desestimados por carecer de fun-
damento;
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medio de casación: Primer Medio: Violación de la reglo
de la prueba; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos;

Considerando, que en apoyo de sus dos medios de
casación, que por su estrecha relación se reúnen para su
examen, los recurrentes alegan en síntesis lo que sigue:
que los tribunales represivos están en el deber de esta-
blecer en sus sentencias los motivos, tanto de hecho como
de derecho en que fundamentan sus decisiones; que en el
examen de la sentencia impugnada se pone de manifiesto
que ella carece totalmente de motivos; que al dejar la
Corte a-qua de ponderar un aspecto tan importante como
"se explotó la goma", información dada por el testigo Sil-
vestre Pérez, lo cual fué a todas luces, la causa única
generadora del accidenta, entendemos que se han desna-
turalizado y omitido hechos que conducen a la casación de
la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio que fueron Legalmente
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
lecido, sin desnaturalización alguna, lo siguiente: 1) que.
el 19 de octubre de 1975, en horas de la tarde, ocurrió un
accidente de tránsito en la autopista Las Américas, de es-
ta ciudad, en el cual el carro placa No. 103-628, con Póliza
No. A-1-48710 de la San Rafael, C. por A., conducido por
su propietario Juan de Jesús Rodríguez Meyreles, de este
a oeste por la referida autopista, chocó con el carro placa
No. 129-944, propiedad de Roquefel de la Cruz lbe, con-
ducido por José A. López Peralta, por la misma vía del
primero, pero en dirección contraria, o sea, de este a oes-
te; 2) que en el accidente, ambos conductores resultaron
con lesiones corporales; José A. López Peralta, curables
después de 30 días y antes de 45, y Juan de Jesús Rodrí-
guez M., después de 20 días; 3) que el recurrente, Juan de
Jesús Rodríguez Meyreles cometió faltas que incidieron en
el accidente al conducir su vehículo a una velocidad ex-

Considerando, que los hechos establecidos a cargo del
prevenido recurrente, configuran el delito previsto en el
artículo 49 de la Ley sobre Tránsito y Vehículos No. 241,
de 1967, de causar golpes y heridas por imprudencia con
el manejo de vehículos de motor, sancionado en la letra
c) del mismo texto legal, con las penas de 6 meses a 2
años de prisión y multa de RD$100.00 a RDS500.00, si la
enfermedad o la imposibilidad de la vctima para su tra-
bajo dura 20 días o más, como ocurrió en la especie; que
portanto al condenar al prevenido Juan de Jesús Rodrí-
guez. M. a una multa de T1D$20.00, acogiendo circunstan-
cias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una pena ajus-
tada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido recurrente había ocasionado a
José A. López Peralta y Roquefel de la Cruz Ibe, constituí-
dos n partes civiles, daños y perjuicios. materiales y mo-
rales, que evaluó en las sumas de RD$1,000.00 en favor
de José A. López Peralta y de RD$900.00 en favor de Ro-
quefel de la Cruz Ibe, como reparación por los daños ma-
teriales experimentados por el vehículo de su propiedad;
que al condenar a Juan de Jesús Rodríguez Meyreles, en
su doble condición de conductor y propietario del vehícu-
lo. al pago de esas sumas, y de los intereses legales a con-
tar de la demanda, a título de indemnización complemen-
taria solicitada, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil y del 1 y 10 de la
Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
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tor, al declarar oponibles , a la San Rafael, C. por A., las
condenaciones civiles puestas a cargo del prevenido;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no presenta vicio alguno que jus-
tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a José A. López Peralta y Roquefel de la Cruz Ibe en
los recursos de casación interpuestas por Juan de Jesús
Rodríguez Meyreles y la San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, el 13 de diciem-
bre de 1976, cuyo dispositivo se ha copado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Rechaza los referidos ra-
sos; Tercero: Condena a Juan de Jesús Rodríguez Meyre-
les al pago de las costas y distrae las civiles en provecho de
¡es Dres. Manuel Ferreras Pérez y Rafael A. Vidal Espi-
nosa, ahogados de los intervinientes quienes afirman ha-
bellas avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a la
Aseguradora ya mencionada, dentro de los términos ce la
Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada par los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y
fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General.
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1931

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de La Ro-
mana, de fecha 20 de marzo de 1975.

Materia: Traba».

Recurrente: Luis AltonSo Nouel Cabrera.
Abogado: Dr. Luis Creales Guerrero.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente: Manuel A. Atrfama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos dol Secretario General, en la Sala
donde ceLebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de
Enero del año 1981, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación 'interpuesto por Luis Al-
fonso Nouel Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado,
carpintero, domiciliado en la ciudad de La Romana, cédula
No. 62299, serie 31, contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judic'al de La Ro-
mana, en sus atribuciones laborales, el 20 de marzo de
1975, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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tor, al declarar oponibles ,a la San Rafael, C. por A., las
condenaciones civiles puestas a cargo del prevenido;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no presenta vicio alguno que jus-
tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a José A. López Peralta y Roquefel de la Cruz Ibe en
los recursos de casación interpuestos por Juan de Jesús
Rodríguez Meyreles y la San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, el 13 de diciem-
bre de 1976, cuyo dispositivo se ha cop'ado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Rechaza los referidos re-
sos; Tercero: Condena a Juan de Jesús Rodríguez Meyre-
les al pago de las costas y distrae las civiles en provecho de
los Ores. Manuel Ferreras Pérez y Rafael A. Vidal Espi-
nosa, abogados de los intervinientes quienes afirman ha-
berles avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a la
Aseguradora ya mencionada, dentro de los términos de la
Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, m,es y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada /oca- mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE ENERO DEL 1981

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de La Ro-
mana, de fecha 20 de mamo de 1975.

)1"ateria: Traba».

Recurrente: Luis Alfonso Nono) Cabrera.
Ahogado: Dr. Luis Creales Guerrero.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente: Manuel A. AMama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Peregló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de
Enero del año 1981, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Al-
fonso Nouel Cabrera, dominicano, mayor de edad, casado,
carpintero, domiciliado en la ciudad de La Romana, cédula
No. 62299, serie 31, contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judic'al de La Ro-
mana, en sus atribuciones laborales, el 20 de marzo de
1975, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguac,i1 cle turno en la lectura del rol;

it
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Oído al Dr. Luis Creales Guerrero, cédula No. 36370,
serie ira., abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista la Resolución del 28 de Junio de 1978, per la
cual se declara el defecto de los recurridos Nicolás Peña
y Julio Mercedes;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 14
de agosto de 1975, firmado por su abogado, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada, los medios que
luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes que se mencionan más adelante, y los artículos
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
les documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una reclamación laboral, hecha por
les actuales recurridos, contra el recurrente, intervino por
ante el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana, en
atribuciones laborales, el 12 de julio de 1974 una senten-
cia, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara
resuelto el contrato de trabajo que ligaba a los señores
Julio Mercedes y Nicolás Peña con el señor Luis Alonso
Nouel Cabrera o Rafael Novel, con responsabilidad para
este último; Segundo: Condena, al señor Luis Alonso
Nettel Cabrera o Rafael Nouel, a pagar en beneficio de los
SCfIGIC:3 Julio Mercedes y Nicolás Peña, todas las presta-
dones legales, indemnizaciones, vacecinoes, regalía pas-
cual, etc., que les corresponden en razón de su despido
injustificado; Tercero: Condena, al señor Luis Alonso
Novel Cabrera o Rafael Notad al pago de las cestas y ho-
norarios originados en el presente procedimiento, en pro-
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vecho (sic) del Dr.Julio César Gil Alfáu, quien arrima
haberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre apelación
interpuesta, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pro-
nuncia defecto contra la parte recurrente, señor Luis Alon-
so Nouel Cabrera, por no haber comparecido a esta au-
diencia no obstante haber sido legalmente emplazado;
SEGUNDO: Declara, bueno y válido el presente recurso
de apelación interpuesto por el señor Luis Alonso Nouel
Cabrera, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz
de este Municipi o, en fecha 12 de julio de 1974, en sus atri-
badenes laborales como Tribunal de Trabajo de Primer
Grado, en cuanto a la forma; por haber sido hecha de
acuerdo con los requisitos legales; y en cuanto al fondo,
se rechaza el presente recurso por improcedente y mal
fundado; TERCERO: Confirma, en todas sus partes y con
todas sus consecuencias legales, la sentencia recurrida del
12 de julio de 1975, dictada por el Juzgado de Paz de este
Municipio, como Tribunal de . Trabajo de Primer Grado;
CUARTO: Condena al señcr Luis Alonso Novel Cabrera,
al pago de las costas, distra yéndoles en provecho del Dr.
Julio César Gil Alfáu, por afirmar haberlas avanzado en

	

.	 su totalidad;

	

•	 , ...

.. ' Considerando, que el recurrente propone, en su me-
'	 morlaa, los siguientes medios de casación: Primer Medio:

Violación, por desconocimiento, al artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil; a) porque no transcribió las conclu-
siones presentadas por el recurrente en fecha 29 de agos-
to de 1974; b) porque no ponderó en absoluto ninguna de
las premisas que pudieran lógicamente justificar lo deci-
dido como conclusión de tales premisas; Segundo Medio:
Violación, por desconocimiento, de las reglas que norman
el apoderamiento del Juez de apelación; violackin, por des-
conocimiento de la norma jurídica que establece el papel
activo del juez, en materia laboral; Tercer Medio: Viola-
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Oído al Dr. Luis Creales Guerrero, cédula No. 36370,
serie lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista la Resolución del 28 de Junio de 1978, por la
cual se declara el defecto de los recurridos Nicolás Peña
y Julio :Mercedes;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 14
de agosto de 1975, firmado por su abogado, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada, los medios que
luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes que se mencionan más adelante, y los artículos
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
les documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una reclamación laboral, hecha por
les actuales recurridos, contra el recurrente, intervino por
ante el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana, en
atribuciones laborales, el 12 de julio de 1974 una senten-
cia, con el siguiente dispositivo: 'talla: Primero: Declara
resuelto el contrato de trabajo que ligaba a los señores
Julio Mercedes y Nicolás Peña con el señor Luis Alonso
Nouel Cabrera o Rafael Nouel, con responsabilidad para
este último; Segundo: Condena, al señor Luis Alonso
Nouel Cabrera o Rafael Nouel, a pagar en beneficio de las
señores Julio Mercedes y Nicolás Peña, todas las presta-
ciones legales, indemnizaciones, vaeccinoes, regalía pas-
cual, etc., que les corresponden en razén de su despido
injustificado; Tercero: Condena, al señor Luis Alonso
Notad Cabrera o Rafael Nouel al pago de las costas y ho-
norarios originados en el presente procedimiento, en pro-
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vecho (sic) del Dr.Julio César Gil Alfáu, quien arma
haberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre apelación
interpuesta, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pro-
nuncia defecto contra la parte recurrente, señor Luis Alon-
so Nouel Cabrera, por no haber comparecido a esta au-
diencia no obstante haber sido legalmente emplazado;
SEGUNDO: Declara, bueno y válido el presente recurso
de apelación interpuesto por el señor Luis Alonso Nouel
Cabrera, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz
de este Municipi o, en fecha 1.2 de julio de 1974, en sus atri-
buciones laborales como Tribunal de Trabajo de Primer
Grado, en cuanto a la forma; por haber sido hecha de
acuerdo con los requisitos legales; y en cuanto al fondo,
se rechaza el presente recurso por improcedente y mal
fundado; TERCERO: Confirma, en todas sus partes y con
todas sus consecuencias legales, la sentencia recurrida del
12 de julio de 1975, dictada por el Juzgado de Paz de ene
Municipio, como Tribunal de . Trabajo de Primer Grado;
CUARTO: Condena al señcr Luis Alonso Nouel Cabrera,
al pago de las costas, distra yéndolas en provecho del Dr.
Julio César Gil Alfáu, por afirmar haberles avanzado en
su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone, en su me-.	 .
oral, los siguientes medios de casación: Primer Medio:

Violación, por desconocimiento, al artículo 141 del Código
4.9 Procedimiento Civil; a) porque no transcribió las conclu-
siones presentadas por el recurrente en fecha 29 de agos-
to de 1974; b) porque no ponderó en absoluto nirguna de

' las premisas que pudieran lógicamente justificar lo deci-
d ido como conclusión de tales premisas; Segundo Medio:
Violación, por desconocimiento, de las reglas que norman
el apoderamiento del Juez de apelación; v r.olackz,n, por des-
conocimiento de la norma jurídica que establece el papel
activo del juez, en materia laboral; Tercer Medio: Viola-
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eión, por desconecimientó, del artículo 1315 del Código Ci-
vil; Cuarto Medio: Violación del derecho de defensa;

Considerando, que el recurrente, en su cuarto medio
de casación que se examina en primer lugar por la solu-
ción que se le dará al asunto, alega lo siguiente: que en la
sentencia recurrida consta lo siguiente: "Considerando,
que el día 6 de mano de 1975, este Juzgado celebró un
informativo solicitado por la parte intimada en el recur-
so de apelación de que se trata, y fué oído el testigo Ma-
nuel Santana, cuya declaración figura en otra parte de la
presente sentencia; en dicha audiencia se fijó el contrain-
formativo solicitado por la otra parte y se fijó para el día
20 de marzo de 1975; considerando, que en la audiencia ce-
lebrada el día 20 de marzo de 1975, este Tribunal se vió en
la obligación de pronunciar defecto en contra de la parte
recurrente por no haber comparecido, no obstante haber
sido legalmente citado y se acogieron las conclusiones de
ia parte recurrida si son justas y se encuentran fundada
en pruebas legales; que como se observa, la audiencia del
20 de marzo de 1975 fué fijada para realizar el contrain-
formativo y no para recibir conclusiones al fondo, de mo-
do pues, que el recurrente no fué puesto en mora de con-
cluir ni por la sentencia que reenvió el conocimiento del
contrainformativo para el 20 de marzo de 1975, ni por nin-
gún acto de alguacil en tales circunstancias, al transmu-
tarse la finalidad que se había impuesto a la audiencia del
20 de marzo de 1975, al recurrente no se le dió la oportu-
nidad de concluir el fondo, violándose su derecho de de-
fensa, lo que conduce a la casación de la sentencia recu-
rrida;

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
impugnado revela que es cierto lo alegado por el recu-
rrente, pues el tribunal a-quo'fij6 la audiencia del 20 de
marzo de 1975 para conocer del contrainforrnativo solici-
tado por el hoy recurrente; que por incomparesencia de la
parte en favor de quien se había ordenado, el Juzgado a-

quo procedió, en la misma audiencia, a fallar el fondo de
la apelación sin previamente fijar una audiencia para oir
las conclue_siones sobre el fondo; que, en tales, condicio-
nes, en el fallo impugnado se violó el derecho de defensa
de! actual recurrente, por lo que dicha sentencla debe ser
casada sin que haya necesidad de ponderar los demás me-
dios del recurso;

Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada por violación de las re-
glas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de los jue-
ces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuc!ones laborales, por el Juzgado de Primera
instancia del Distrito Judicial do La Romana, el 20 de
marzo de 1975, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís, en
las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas
entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Eeras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat— Miguel Jacobo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en SU encabezamiento, en la
audiencia pública del día, ries y año en el expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

•
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ción, por desconocimiento, del artículo 1315 del Código Ci-
vil; Cuarto Medio: Violación del derecho de defensa;

Considerando, que el recurrente, en su cuarto medio
de casación que se examina en primer lugar por la solu-
ción que se le dará al asunto, alega lo siguiente: que en la
sentencia recurrida consta lo siguiente: "Considerando,
que el día 6 de marzo de 1975, este Juzgado celebró un
informativo solicitado por la parte intimada en el recur-
so de apelación de que se trata, y fué oído el testigo Ma-
nuel Santana, cuya declaración figura en otra parte de
presente sentencia; en dicha audiencia se fijó el contrain-
formativo solicitado por la otra parte y se fijó para el día
20 de marzo de 1975; considerando, que en la audiencia ce-
lebrada el día 20 de marzo de 1975, este Tribunal se vió en
la obligación de pronunciar defecto en contra de la parte
recurrente por no haber comparecido, no obstante haber
sido legalmente citado y se acogieron las conclusiones de
la parte recurrida si son justas y se encuentran fundada
en pruebas legales; que como se observa, la audiencia del
20 de marzo de 1975 fué fijada para realizar el contrain-
formativo y no para recibir conclusiones al fondo, de mo-
do pues, que el recurrente no fué puesto en mora de con-
cluir ni por la sentencia que reenvió el conocimiento del
contrainformativo para el 20 de marzo de 1975, ni por nin-
gún acto de alguacil en tales circunstancias, al transmu•
tarse la finalidad que se había impuesto a la audiencia del
20 de marzo de 1975, al recurrente no se le dió la oportu-
nidad de concluir el fondo, violándoce su derecho de de-
fensa, lo que conduce a la casación de la sentencia recu-
rrida;

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
impugnado revela que es cierto lo alegado por el recu-
.rrente, pues el tribunal a-quo fijó la audiencia del 20 de
marzo de 1975 para conocer del contrainformativo solici-
tado por el hoy recurrente; que por incomparesencia de la
parte en favor de quien se había ordenado, el Juzgado a-
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qua procedió, en la misma audiencia, a fallar el fondo de
Ja apelación sin previamente fijar una audiencia para oir
las concluesiones sobre el fondo; que, en talie3 condicio-
nes, en el fallo impugnado se violó el derecho de defensa
de! actual recurrente, por lo que dicha sentencda debe ser
casada sin que haya necesidad de ponderar los demás me-
dies del recurso;

Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada por violación de las re-
glas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de los jue-
ces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribue:ones laborales, por el Juzgado de Primera
instancia del Distrito Judicial de La Romana, el 20 de
marzo de 1975, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto por ante e: Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís, en
las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas
entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Mbar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez, Joaquín U. Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y
fui firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
18 de agosto de 1976.       
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Mracria: Correccional.

Recurrentes: Wáshington Melcuiades Tejada Mendoza, Dr. Lu-
ciano Ambiorix Díaz Estrella y la Compañía de Seguros
Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en. funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, y Felipe Osvaldo
Perdcmo Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 16 de enero
del 1981, años 137' de la independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Wáshington Melquíades Tejada Mendoza, do-
tn ; nicano, mayor de edad, soltero, estudiante, cédula Núm.
66180-31, residente en la calle Santomé No. 15, de Santia-
go de los Caballeros; Dr. Luciano Ambriorix Díaz Estre-
lla, cédula No. 36990, serie 31, residente en la casa No. 122
del sector de La Junta de los Dos Caminos, de la misma
ciudad de Santiago; y la Compañéa de Seguros Pepín, S
A., con domicilio social en la casa No. 122 de la calle Res-
tauración, de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dic-

tada por la Corte de Apelación de Santiago, el 18 de agos-
to de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista ea acta de casación, Levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 7 de septiembre de 1976, a requeri-
miento del Dr. Berta Vélez, actuando en representación de
les recurrentes, en la que no se propone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistes los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiero, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de Santiago de los Caballeros, en el cruce de La
Junta de los Dos Caminos, el 26 de mayo de 1963, en el
cual varias personas resultaron con les'onr ,s corporales.
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 9 de septiem-
bre de 1969 una sentencia cuyo dispositivo se transcrte
en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los recursos
interpuestos, la Corte de Apelación de Santiago dictó en
atribuciones correccionales, el 18 de agosto de 1976, el
fallo ahora impugnado en casación, cuyo dspositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos
en cuanto a la forma, las recursos de apelación interpues
tos por el Dr. Conrado González, a nombre y representa-
ción de José Agustín Jáqucz, por el Dr. T3erto Veloz, a
nombre y representación del preven'do Washington Mel-
quíades Tejeda, del Dr. Ambiorix Díaz Estrella, en su

1
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago. de fecha

18 de agosto de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Washington Mckuíades Tejada Mendoza. Dr. Lu-
ciano Amhiorix Díaz Estrella y la Compañía de Seguros
Pepin, S. A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Bcras, Joaquín M. Alvarez
Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, y Felipe Osvaldo
Perdcmo Báez, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de enero
del 1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
saelán, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Washington Melquíades Tejada Mendoza, do-
minicano, mayor de edad, soltero, estudiante, cédula Núm.
66180-31, residente en la calle Santorné No. 15, de Santia-
go de los Caballeros; Dr. Luciano Ambriorix Díaz Estre-
lla, cédula No. 36990, serie 31, residente en la casa No. 122
del sector de La Junta de los Dos Caminos, de la misma
ciudad de Santiago; y la Compañéa de Seguros Pepin, S-
A., con domicilio social en la casa No. 122 de la calle Res-
tauración, de la ciudad de Santiago, contra la sentencia die-
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tada por la Corte de Apelación de Santiago, el 18 de agos-
to de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua, el 7 de septiembre de 1976, a requeri-
miento del Dr. Berto Vélez, actuando en representación de
les recurrentes, en la que no se propone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justida, después de haber deli-
berado y vistes los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1267, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil y 1, 37 Y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que dlla se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de Santiago de los Caballeros, en el cruce de La
Junta de los Dos Caminos, el 26 de mayo de 1963, en el
cual varias personas resultaron con les'onns corporales,
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, dictó el 9 de septiem-
bre de 1969 tina sentencia cuyo dispositivo se transcribe
en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los recursos
interpuestos, la Corte de Apelación de Santiago dictó en
atribuciones correccionales, el 18 de agosto de 1976, el
fallo ahora impugnado en casación. cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues-
tos por el Dr. Corvado González, a nombre y representa-
ción de José Agustín Jaqiu:2, por el Dr. Berto Veloz, a
nombre y representación del preven: do Washington Mel-
quíades Tejeda, del Dr. Ambiorix Díaz Estrella, en su
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calidad de persona civilmente responsable puesta en cau-
sa y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., así como a
nombre del Licdo. Constantino Benoit, quien a su vez re-
presenta al Dr. Ambiorix Díaz Estrella, como parte civil
consetuída y por el Magistrado Procurador Fiscal de este
Distrito Judic ial de Santiago, contra sentencia de fecha
nueve (9) del mes de septiembre del año mil novecientos
sesenta y nueve (1969), dictada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: "Primero: Se declara al nombrado W:slfington
Melquíades Tejada Mendcza, culpable por su falta exclu-
siva de violar la Ley No. 241, al ocasionar golpes involun-
tarios ocasionados con la conducc i ón de vehículos de mo-
ter, curables después de veinte días y antes de treinta días
en perjuicio de José Agustín Jáquez Alba, después de los
cinco y antes de los diez, en perjuicio de Romeo Alberto
Baurnigal y después de los tres y antes de los seis días en
perjuicio da Xiroima Diez, y en consecuencia de su culpa-
bilidad y acogiendo a su favor circunstancias atenuantes
se condena al pago de una multa de RD$30.00 (treinta pe-
sos) y al pago de las costas penales del presente procedi-
miento; Segundo: Se declara al nombrado José Agustín
Jáquez Alba, no culpable del hecho que se le imputa y se
descarga por no haberse podido establecer que haya incu-
rrido en n i nguna violación a las leyes y reglamentos que
regulan el tránsito de vehículos de motor y en consecuen-
cia se declara en cuanto a él las costas de oficio; Tercero
Se declara regular y válido en cuanto a la forma la cons. : '
titución en parte civil realizada por José Agustín Jaques
Alba, en contra de los señores Wáshington Melquíades Te-
jada Mendoza, Dr. Ambiorix Díaz Estrella, conductor y
propietario respectivamente del vehículo que ocasionó el
accidente y en cuanto al fondo se condena a dichos seño-
res al pago conjunto y solidario de una indemnización de
RD$700.00 (setecientos pesos oro) a favor de dicha parte

civil constituida, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales ocasionados a su persona por el hecho
delictuoso cometido por el inculpado Tejada Mendoza;
Cuarto: Se condena a los señores Wáshington Melquíades
Tejada Mendoza y al Dr. Ambiorix Díaz Estrella, al pago
de los intereses legales de la suma principal acordada a
título de indemnización suplementaria a partir de la fecha
de la demanda; Quinto: Se declara regular y válida la de-
manda en intervención forzada contra la Compañía de
Seguros Seguros Pepín, S. A., y se declara la presente
sentenc ia oponible y ejecutable en contra de dicha compa-
ñía, con todas sus consecuencias legales; Sexto: Se conde-
na a los señores Washington Melquíades Tejada Mendoza,
al Dr. Ambiorix Díaz Estrella y a la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., al pago de las costas civiles del presente pro-
cedimieto y ordena su distracción en provecho del Dr.
Conrado González Moncihn, por haber afirmado estarlas
avanzando en su totalidad; Séptimo: Se declara regular
en cuanto a la forma la constitución en parte civil realiza-
da por el Dr. Ambiorix Díaz Estrella, en su calidad de tu-
tor legal de su hija menor Xiroima Díaz, en contra de los
señores José Agustín Jáquez Alba y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., conductor y propietario y asegura-
dora respectivamente del vehículo del primero y en cuan-
to al fondo se rechaza dicha constitución por improceden-
te y mal fundada; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones
presentadas por el Dr. Berta Veloz. a nombre del Dr. Am-
biorix Díaz Estrella y de Washington Melquíades Tejada
Y Seguros Pepín, S. A., por improcedentes y mal funda-
das ; TERCERO: Modifica el ordinal tercero de la senten-
cia recurrida en el sentido de aumentar la indemnización
acordada a favor del señor José Agustín Alba, parte civil
constituida , a la suma de Un mil pesos oro (RD$1,000.03)
Por ser esta última suma la justa, suficiente y adecuada
Para] a reparación de los daños morales y materiales, expe-
rimentados por la referida pa • e civil constituida, con mo-
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calidad de persona civilmente responsable puesta en cau-
sa y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., así como a
nombre del Licdo. Constantino Benoit, quien a su vez re-
presenta al Dr. Ambiorix Díaz Estrella, como parte civil
constituida y por el Magistrado Procurador Fiscal de este
Distrito Judic*al de Santiago, contra sentencia de fecha
nueve (9) del mes de septiembre del año mil novecientos
sesenta y nueve (1969), dictada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: "Primero: Se declara al nombrado W,"?fington
Melquíades Tejada Mendoza, culpable por su falta exclu-
siva de violar la Ley No. 241, al ocasionar golpes involun-
tarios ocasionados con la conducc t ón de vehículos de mo-
tor, curables después de veinte días y antes de treinta días
en perjuicio de José Agustín Jáquez Alba, después de los:
cinco y antes de los diez, en perjuicio de Romeo Alberto'
Bournigal y después de los tres y antes de los seis días en
perjuicio de Xiroima Diez, y en consecuencia de su culpa-
bilidad y acogiendo a su favor circunstancias atenuantes
se condena al pago de una multa de RD$30.00 (treinta pe-
sos) y al pago de las costas penales del presente procedi-
miento; Segundo: Se declara al nombrado José Agustín
Jáquez Alba, no culpable del hecho que se le imputa y se
descarga por no haberse podido establecer que haya incu-
rrido en Mnguna violación a las leyes y reglamentos que
regulan el tránsito de vehículos de motor y en consecuen-
cia se declara en cuanto a él las costas de oficio; Tercero:
Se declara regular y válido en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil realizada por José Agustín Jáquez
Alba, en contra de los señores Washington Melquíades
jada Mendoza, Dr. Ambiorix Díaz Estrella, conductor y
propietario respectivamente del vehículo que ocasionó el
accidente y en cuanto al fondo se condena a (Echos seño-
res al pago conjunto y solidario de una indemnización de.
RD$700.00 (setecientos pesos oro) a favor de dicha parte

civil constituida, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales ocasionados a su persona por el he:lio
delictuoso cometido por el inculpado Tejada Mendoza;
Cuarto: Se condena a los señores Washington Melquíades
Tejada Mendoza y al Dr. Ambiorix Díaz Estrella, al pago
de les intereses legales de la suma principal acordada a
título de indemnización suplementaria a partir de la fecha
de la demanda; Quinto: Se declara regular y válida la de-
manda en intervención forzada contra la Compañía de
seguros Seguros Pepín, S. A., y se declara la presente
sentencia oponible y ejecutable en contra de dicha compa-
ñía, con todas sus consecuencias legales; Sexto: Se conde-
na a los señores Washington Melquíades Tejada Mendoza,
al Dr. Ambiorix Díaz Estrella y a la Compañía de Seguros
Pepín, S. A., al pago de las costas civiles del presente pro-
cedimieto Y ordena su distracción en provecho del Dr.
Conrado González Monción, por haber afirmado estarlas
avanzando en su totalidad; Séptimo: Se declara regular
en cuanto a la forma la constitución en parte civil realiza-
da por el Dr. Ambiorix Díaz Estrella, en su calidad de tu-
tor legal de su hija menor Xiroima Día; en contra de los
señores José Agustín Jáquez Alba y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., conductor y propietario y asegura-
dora respectivamente del vehículo del primero y en cuan-
to al fondo se rechaza dicha constitución por improceden-
te y Dial fundada; SEGUNDO: Rechaza las conclus'ones
Presentadas por el Dr. Berta Veloz. a nombre del Dr. Am-
biorix Díaz Estrella y de Washington Melquíades Tejada
Y Seguros Pepín, S. A., por improcedentes y mal funda-
das ; TERCERO: Modifica el ordinal tercero de la senten-
cia recurrida en el sentido de aumentar la indemnización
acordada a favor del señor José Agustín Alba, parte civil
Constituida, a la suma de Un mil pesos aro (RD$1,000 03)
Por ser esta última suma la justa, suficiente y adecuada
Pata' a reparación de los daños morales y materiales, expe-

tados por la referida paYte civil constituida, con mo-
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t'yo del accidente de que se trata; CUARTO: Confirma la
sentencia apelada en sus demás aspectos; QUINTO: Con,
dena a Washington Melquíades Tejada Mendoza, al paga
de las costas penales; SEXTO: Condena a Washington Mel-
quíades Tejada Mendoza, Ambiorix Díaz Estrella y la Com.
pañía de Seguros Papín, S. A. al pago de las costas civiles
de la presente instancia y ordena su distracción en favor
del Licdo. Domingo Antonio Guzmán, quien afirma estar-
las avanzando en su totalidad;

Considerando, en cuanto a los recursos de casación in.
terpuestos por el Dr. Ambiorix Díaz Estrella, persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, y por la Com.
partía de Seguros Pepín, S. A., aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente; que procede declarar la mili-
dad de los mismos en razón de que crehos recurrentes no
han expuesto los medios en que lo fundan, como lo exige,
a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proc•
d:miento de Casación; que por tanto, sólo precede exami•
nar ol recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio regularmente adm:nistra-
dos en la instrucción de la causa, para declarar culpable y
condenar al prevenido Washington Melquíades Tejada
Mendoza, por el delito puesto a su cargo, dió por establed-
do lo siguiente: 1) que el 26 de mayo de 1968, en horas
del a madrugada, mientras el prevenido conducía el auto-
móvil placa No. 116, prop'edad del Dr. Luciano Ambioris
Díaz Estrella, de oeste a este, per la avenida Juan Pablo
Duarte, de la ciudad de Santiago, vehículo asegurado cal
Póliza No. 2-A-2437-S, da la Compañía de Seguros PepiN
S. A., chocó con el automóvil placa No. 133-31, que conde-
cía su propietario José Agustín Jáquez Alba, en direceiho
contraria, por la misma vía, accidente en el cual resulta.
ron ambos conductores con lesiones corporales, así corno
Romeo Antoni o Bourn: gal Rojas, quien iba como ocupan.
te en el último de los vehículos menciona los y la meza(

Xiroima Díaz que iba en el primero de dichos vehículos,
resultando éstos con desperfectos; 2) que el accidente 52
debió única y exclusivamente a la falta cometida por el
eaprevenido Washington Melquíades Tejada Mendoza, al
penetrar a la vía sin tomar la precaución de lugar;

Considerando, que lo; hechos así establecidos conf'gu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de go'pes
y heridas, por imprudencia. producidos con el manejo o
conducción de un vehículo de motor, previsto en el art es-
lo 49 de la Ley 241 de 1967. sobre Tránsito y Vehículos, y
sancionada por ese mismo texto legal, en su letra c) con
las penas de 6 meses a 2 años de pr'sión y multa de RD
3100.00 a RD$500.00, si la enfermedad o imposibiidad pa-
ra el trabajo de la víctima, durare 20 días o más, como
ocurrió en la especie; que en consecuencia, la Corte a-qua
al condenar al prevenido recurrente a RD$30.60 de multa,
acotendo a su favor circunstancias atenuantes, le aplacó
una pena ajustada a la Ley;

Cons i derando, que asimismo, la Corte a-qua dió per
establecido que el hecho del prevenido, Wáshington Mel-
guiados Tejada Mendoza había ocasionado a la persona
constituida en parte civil, daños ;y perjuic'os, materiales y
morales, que evaluó en la suma de RD$1,030.00 (Un mil
pesos), que al condenar solidariamente a d'ello prevenido
el Dr. Ambiorix Díaz Estrella, persona civilmente respon-
sable, al pago de esa suma, más los intereses legales co-
trespondientes, a partir de la demanda, a titulo de indem-
nización, dicha Corte hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
rnda en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido

recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-

sacié

Por tales motivos, Primero: Declara nulos les rectir-
SOR de casación interpuestos por el Dr. Ambiorix Díaz Es-
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tvo del accidente de que se trata; CUARTO: Confirma
sentencia apelada en sus demás aspectos; QUINTO: Con.
dena a Washington Melquíades Tejada Mendoza, al pago
de las costas penales; SEXTO: Condena a Washington
guiados Tejada Mendoza, Ambiorix Díaz Estrella y la Com.
pañía de Seguros Papín, S. A. al pago de las costas civiles
de la presente instancia y ordena su distracción en favor
del Liedo. Domingo Antonio Guzmán, quien afirma estar
las avanzando en su totalidad;

Considerando, en cuanto a los recursos de casación in.
terpuestos por el Dr. Ambiorix Díaz Estrella, persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, y por la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente; que procede declarar la nuli•
dad de los mismos en razón de que (Echos recurrentes no
han expuesto los medios en que lo fundan, como lo exige,
a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; que por tanto, sólo procede exami-
nar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio regularmente adnInktra-
dos en la instrucción de la causa, para declarar culpable y
condenar al prevenido Washington Melquíades Tejada
Mendoza, por el delito puesto a su cargo, dió por estaLleci-
do lo siguiente: 1) que el 26 de mayo de 1968, en horas
del a madrugada, mientras el prevenido conducía el auto
móvil placa No. 116, prop'edad del Dr. Luciano Ambiorix
Díaz Estrella, de oeste a este, per la avenida Juan Pablo
Duarte, de la ciudad de Santiago, vehículo asegurado con
Póliza No. 2-A-2437-S, de la Compañía de Seguros Pepia,
S. A., chocó con el automóvil placa No. 133-34, que condir
cía su propietario José Agustín Jáquez Alba, en dirección
contraria, por la misma vía. accidente en el cual resulta'
ron ambos conductores con lesiones corporales, así corno
Romeo Anten to Bourn: gal Rojas, quien iba como ocupan*
te en el último de los vehículos menciona os y la menor

tiroima Díaz que iba en el primero de dichos vehículos,
'resultando éstos con desperfectos; 2) que el accidente 52
debió única y exclusivamente a la falta cometida por el
coprevenido Wáshington Melquíades Tejada Mendoza, al
penetrar a la vía sin tornar la precaución de lugar;

Considerando, que los hechos así establecidos conrgu-
van a cargo del prevenido recurrente, el delito de go'pes
y heridas, por imprudencia, producidos con el manejo o
conducción de un vehículo de motor, previsto en el articu-
lo 49 de la Ley 241 de 1967. sobre Tránsito y Vehículos, y
sancionada por ese mismo texto legal, en su letra c) con
las penas de 6 meses a 2 años de pr'sión y multa de RD
8100.00 a RD8500.00, si la enfermedad o imposibiidad pa-
ra el trabajo de la víctima, durare 20 días o más, como
ocurrió en la especie; que en consecuencia, la Curte a-qua
al condenar al prevenido recurrente a RD$30.00 de multa,
acolenclo a su favor circunstancias atenuantes, le apTcó
una pana ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió per
establecido que el hecho del prevenido, Wáshington Mcl-
quiades Tejada Mendoza hc.bía ocasionado a la persona
constituida en parte civil, daños y perjuic'os, materiales y
morales, que evaluó en la suma de RD$1,030.00 (Un mil
pesos), que al condenar solidariamente a d'eh° prevenido
el Dr. Ambiorix Díaz Estrella, persona civilmente respon-
sable, al pago de esa suma. más los intereses legales co-
rrespondientes, a partir de la demanda, a título de indem-
nización, dicha Corte hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos lcs rezur-
sns de casación interpuestos por el Dr. Ambiorix Díaz Es-
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trella y la Compañía de Seguros Pepin, S. A., contra la,
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago,
el 18 de agosto de 1976, en sus atribuciones correeciona•
les, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior dei
presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por el prevenido Washington Milquíades Te-
jada Mendoza, contra la misma sentencia, y lo concleha
al pago de las costas penales; y Tercero: Condena a éste
último y al Dr. Ambiorix Díaz Estrella, al pago de las cos-
tas civiles haciéndolas oponibles las del asegurado a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos
de la Póliza.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os.
valdo Perdomo Báez.— Miguel Jacobo, Secretario General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ano en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General.
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

;.SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1981

sentencia impugnada:

Materia: Disciplinaria.

prevenida: Francia Santini de Castro.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D'strito
Nacional, hoy día 16 de enero del 1981, años 137' de la
independencia y 118' de la Restauración, la Suprema Cor-
te de Justioa, regularmente constituída, en Cámara de
Consejo, compuesta por los Magistrados Néstor Contín Ay-
bar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pr'mer
Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Scgwido
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas AlinCrizar, Felipe
Osvaldo Perdcmo Báez, 'Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Presente el Doctor
Francisco Gaspar Thevenín, Ayudante General del Procu-
rador General de la República, asistidos del Secretario Ge-
neral, el Mag i str�e Presidente declaró abierta la audiencia
del día de hoy, en Cámara de Consejo, para conocer de la
causa disciplinaria seguida a la Dra. Francia Santini de
Castro, dominicana, mayor de edad, abogado, Juez de Trán-
sito de Santiago, domiciliada y residente en la c i udad de
Santiago, cédula No. 141225, serie 32, prevenida de faltas
graves cometidas en el ejercicio de sus funciones de Juez
de Paz del Tribunal Especial de Tránsito, del grupo Aras,
de Santiago;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido al Ayudante del Proeiírador General de la Re-
pública, en la exposición de los hechos;

n
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trella y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago,
el 18 de agosto de 1976, en sus atribuciones correeciona•
les, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por el prevenido Washington Milquiades Te.
jada Mendoza, contra la misma sentencia, y lo condena
al pago de las costas penales' y Tercero: Condena a éste
último y al Dr. Ambiorix Díaz Estrella, al pago de las cos-
tas civiles, haciéndolas oponibles las del asegurado a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., dentro de los términos
de la Póliza.

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 11,I,
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Pcrdomo Báez.— Miguel Jacobo, Secretario Geneial

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General.
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1981

sentencia impugnada:

3fateria : Disciplinaria.

prevenida: Francia Santini de Castro.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D'strito
Nacional, hoy día 16 de enero del 1981, años 137' de la
independencia y 118' de la Restauración, la Suprema Cor-
te de Justiola, regularmente constituida, en Cámara de
Consejo, compuesta por los Magistrados Néstor Contín Ay-
bar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, PrMer
Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdoano Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte Rafael Alburquerque Cast:Glo, presente el Docbr
Francisco Gaspar Thevenín, Ayudante General del Procu-
rador General de la República, asistidos del Secretario Ge-
neral, el Mag : sG2to Presidente declaró abierta la audiencia
del día de hoy, en Cámara de Consejo, para conocer de la
causa disciplinaria seguida a la Dra. Francia Santini de
Castro, dominicana, mayor de edad, abogado, Juez de Trán-
sito de Santiago, domiciliada y residente en la ciudad de
Santiago, cédula No. 141225, serie 32, prevenida de faltas
graves cometidas en el ejercicio de sus funciones de Juez
de Paz del Tribunal Especial de Tránsito, del grupo Aras,
de Santiago;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Ayudante del Procurador General de la Re-
Pública, en la exposición de los hechos;



Oído al Secretario en la lectura de las piezas del ex-

pediente;

Oídas las declaraciones del testigo Francisco Reyes;

Oído al testigo Licdo. José E. Alvaro, en sus declara-
ciones;

Oídas las declaraciones de la prevenida Licda. Francia
Santini de Castro;

Oído al dictamen del Ayudante del Magistrado Procu-
rador General de la República;

Resultando, que con motivo de una resolución dictada
por la Corte de Apelación de Santiago el 17 de mayo de
1979, en relación con las graves irregularidades cometidas
per la Juez de Paz del Tribunal Espacial de Tránsito No. 3,
de Santiago, Licda. Francia Santini de Castro, el Magis-
trado Procurador General de la República, apoderó a la Su-
prema Corte de Justicia del proceso disciplinario seguido a
dicha funcionario, por violación al artículo 144 de la Ley
de Organización Judicial No. 821. del 21 de noviembre do
1927;

Resultando, que en fecha 3 de octubre de 1979, el Ma-
gistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia, dic-
tó un Auto fijando la audiencia en Cámara de Consejo del
martes 6 de noviembre de 1979, a las nueve horas de la
mañana, para conocer del caso, fecha en la cual se celebró
la vista de la causa, según consta en el acta correspondien-
te;

Considerando, que por las declaraciones prestadas por
los testigos y por la propia prevenida, así como por los
documentos aportados al debate, ha quedado establecido lo
siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsito
ocurrido en la ciudad de Santiago, en el cual figuró como
prevenida Rosario Lima de Frías, la Fiscalizadora del Juz-
gado de Paz del Tribunal Especial de Tránsito No. 3, de

Santiago, dictó orden de prisión preventiva contra dicha
prevenida; b) que la Licda. Francia Sant'ni de Castro, Juez
de Paz del referido tribunal, recibió de Rafael Frías, espo-
so de la indicada preven:da, la suma de RD$80.00 para
que realizara las diligncias de lugar, a fin de que su es-
pasa obtuviera la libertad provisional bajo fianza; e) que
a la mencionada funcionario, después de pagar los 'im-
puestos correspondientes, le restaron RD$40.00, que divi-
dió, en partes iguales, entre la Fiscalizadora, Secretario y
Alguacil, apropiándose para ella, la suma de RD$10.00;

Considerando, que en los hechos establecidos, está ca-
racterizada la falta grave, sujeta a sanción disciplinaria,
previsto en el artículo 144 de la Ley No. 821, del 21 de no-
viembre de 1927, de Organización Judicial, a cargo de la
Licenciada Francia Santini de Castro, Juez de Paz del
Tribunal Especial de Tránsito No. 3, de Santiago;

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, ad-
ministrando justicia, en nombre de la República, por au-
toridad de la Ley, y vistos los artículos 47, inciso 4 9 de la
Constitución de la República; 29, inciso 1ro., 137, 140 y
144 de la Ley de Organización Judicial No. 821; que co-
piados a la letra dicen así. Art. 67, inciso 4 de la Consti-
tución de la República, "Corresponde exclusivamente a la
Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de las demás
atribuciones que le confiere la Ley; Ejercer la más alta
autoridad disciplinaria, sobre todos los miembros del Po-
der Judicial, pudiendo imponer hasta la suspensión o des-
titución, en la forma que determine la le y ". Art. 29, in-
ciso 1 9 de la Ley de Organización Judicial; "Además de las
atribuciones que le confieren la Constitución y otras le-
yes, la Suprema Corte de Justicia tene los siguientes:
1 .— Cuidar el mantenimiento estricto de la disciplina j u-
dicial, e imponer penas disciplianrias conforme a las re-
glas que se establecen en la presente ky". Art 137: "El
Poder disciplinario reside en la Suprema Corte de Justi-
cia, en las Cortes de Apelación y en los Tribunales o Juz-
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Oído al Secretario en la lectura de las piezas del ex-
pediente;

Oídas las declaraciones del testigo Francisco Reyes;

Oído al testigo Licdo. José E. Alvarez, en sus declara.
dones;

Oídas las declaraciones de la prevenida Licda. Francia
Santini de Castro;

Oído el dictamen del Ayudante del Magistrado Procu-
rador General de la República;

Resultando, que con motivo de una resolución dictada
por la Corte de Apelación de Santiago el 17 de mayo do
1979, en relación con las graves irregularidades cometidas
per la Juez de Paz del Tribunal Espapial de Tránsito No. 3,
de Santiago, Licda. Francia Santini de Castro, el Magis-
trado Procurador General de la República, apoderó a la Su-
prema Corte de Justicia del proceso disciplinario seguido a
dicha funcionario, por violación al artículo 144 de la Ley
de Organización Judicial No. 821. del 21 de noviembre de
1927;

Resultando, que en fecha 3 de octubre de 1979, el Ma-
gistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia, dic-
tó un Auto fijando la audiencia en Cámara de Consejo del
martes 6 de noviembre de 1979, a las nueve horas de la
mañana, para conocer del caso, fecha en la cual se celebró
la vista de la causa, según consta en el acta correspondien-
te;

Considerando, que por las declaraciones prestadas por
los testigos y por la propia prevenida, así como por los
documentos aportados al debate, ha quedado establecido lo
siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsito
ocurrido en la ciudad de Santiago, en el cual figuró como
prevenida Rosario Lima de Frías, la Fiscalizadora del Juz-
gado de Paz del Tribunal Especial de Tránsito No. 3, de
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Santiago, dictó orden de prisión preventiva contra dicha
prevenida; b) que la Licda. Francia Sant i ni de Castro, Juez
de Paz del referido tribunal, recibió de Rafael Frías, espo-
so de la indicada prevenida, la suma de RD$80.00 para
que realizara las diligncias de lugar, a fin de que su es-
posa obtuviera la libertad provisional bajo fianza; c) que
a la mencionada funcionado, después de pagar los im-
puestos correspondientes, le restaron RDS40.00, que divi-
dió, en partes iguales, entre la Fiscalizadora, Secretario y
Alguacil, apropiándose para ella, la suma de RD$10.00;

Considerando, que en los hechos establecidos, está ca-
racterizada la falta grave, sujeta a sanción disciplinaria,
previsto en el artículo 144 de la Ley No. 821, del 21 de no-
viembre de 1927, de Organización Judicial, a cargo de la
Licenciada Francia Santini de Castro, Juez de Paz del
Tribunal Especial de Tránsito No. 3, de Santiago;

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, ad-
ministrando justicia, en nombre de la República, por au-
toridad de la Ley, y vistos los artículos 47, inciso 4 9 de la
Constitución de la República; 29, inciso lro., 137, 140 y
144 de la Ley de Organización Judicial No. 821; que co-
piados a la letra dicen así: Art. 67, inciso 4 de la Consti-
tución de la República, "Corresponde exclusivamente a la
Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de las demás
atribuciones que le confiere la Ley; Ejercer la más alta
autoridad disciplinaria, sobre todos los miembros del Po-
der Judicial, pudiendo imponer hasta la suspensión o des-
titución, en la forma que determine la ley". Art. 29, in-
ciso 1° de la Ley de Organización Judicial; "Además de las
atribuciones que le confieren la Constitución y otras le-
yes, la Suprema Corte de Justicia tiene los siguientes:
1.— Cuidar el mantenimiento estricto de la disciplina ja-
dicial, e imponer penas disciplianrias conforme a las re-
glas que se establecen en la presente ley". Art. 137: "El
Poder disciplinario reside en la Suprema Corte de Justi-
cia, en las Cortes de Apelación y en los Tribunales o Juz-

j i
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fiados de Primera Instancia". Art. 140: "Las penas disci-
plinarias para los jueces son: la admoni:ión, la suspensión,
sin goce de sueldo, que no podrá exceder de un mes, y la
destitución". y Art. 144: "Sólo la Suprema Corte puede im-
poner a los Jueces la pena de destitución. Esta pena sólo se
impondrá: P En caso de condenación judicial por crimen.
o por delito que se castigue con pena de prisión; 2 9por in-
condutca notoria; 39 por faltas graves en el ejercicio de sus
funciones;

FALLA:

Primero: Que debe ordenar y ordena la destitución
de la Licenciada Francia Santini de Castro, del cargo de
Juez de Paz del Tribunal Especial de Tránsito No. 3, de
Santiago, por haber comet i do faltas graves en el ejercicio
de sus funciones; y Segundo: Se ordena que la presente
sentencia sea comunizada al Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, para los fines de lugar.

Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Leonte Rafael Alburquerque Casti-
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada par los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, m.cs y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1981

Sentencia irmingivida: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 19 de diciembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: Cooperativa de Transporte Las Américas, Inc.
Ahogado: Dr. Rubén D. Objlo Castro.

Recurrido: Ramón C. Reyes Casado.
Abogado: Dr. A. Ulises Cabrera.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente const , tuída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez' Percibí, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe O. Perdono Báez, y -Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de Enero del año
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública corno Corte de Casación.
la siguinete sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Co-
operativa de Transporte Las Américas, Inc., domiciliada
en La Caleta, Distrito Nacional, contra la sentencia dicta-
da por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el 19 de cEciembre de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

(FIRMADOS). —
Ravelo de la Fuente,
dio Beras, Joaquín M
jas Almánzar, Felipe
Hernández lipaillat,
llo.— Miguel Jacobo,
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gados de Primera Instancia". Art. 140: "Las penas disci-
plinarias para los jueces son: la admonición, la suspensión,
sin goce de sueldo, que no podrá exceder de un mes, y la
destitución". y Art. 144: "Sólo la Suprema Corte puede im-
poner a los Jueces la pena de destitución. Esta pena sólo se
impondrá: l e En caso de condenación judicial por crimen,
o por delito que se castigue con pena de prisión; 2 ',por in-
condutca notoria; 39 por faltas graves en el ejercicio de sus
funciones;

FALLA:

Primero: Que debe ordenar y ordena la destitución
de la Licenciada Francia Santini de Castro, del cargo de
Juez de Paz del Tribunal Especial de Tránsito No. 3, de
Santiago, por haber comet ido faltas graves en el ejercicio
de sus funciones; y Segundo: Se ordena que la presente
sentencia sea comunicada al Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, para los fines de lugar.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perclló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lis
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresazios, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 19 de diciembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: Cooperativa de Transporte Las Américas, Inc.
Ahagado: Dr. Rubén D. Objío Castro.

Recurrido: Ramón C. Reyes Casado.
Abogado: Dr. A. Ulises Cabrera.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín hl. Alvarez Perelld, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe O. Perdcmo Báez, y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 16 de Encro del año
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública corno Corte de Casación,
la siguinete sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Co-
operativa de Transporte Las Américas, Inc., domiciliada
en La Caleta, Distrito Nacional, contra la sentencia dicta-
da por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el 19 de diciembre de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;



Oído al Dr. Rubén D. Objío Castro, cédula No. 8021,
serie 3ra., abogado de la tecurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, ser'e
54, en representación del Dr. Ulises Cabrera, cédula No.
12215, serie 48, abogado del recurrido Ramón Capellán
Reyes Casado, dominicano, mayor de edad, soltero, domi-
ciliado en esta ciudad, cédula No. 59578, serie 31, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 3
de julio de 1978, suscrito por su abogado, en el que se
proponen les medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito de defensa del recurrido, del 21 de
agosto de 1978, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 78,
81 y 82 del Cód'go de Trabajo y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada, y la siguiente deman-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del D'strito Nacional
dictó el 12 de febrero de 1976 una sentencia CUYO dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Se declara resuelto por
despido injustificado el Contrato de Trabajo que existió
entre las partes en causa, por culpa de la parte deman-
dada y con responsabilidad para la misma, y en ccri e-
cuerola se condena a la Cooperativa de Transporte Las
Américas, Inc., y/o Aeropuerto Internacional de Las Amé-
ricas, a pagar al señor Ramón Capellán Reyes Casado, las
prestaciones siguientes: 24 días de preaviso, 75 días de
cesantía, dos semanas de vacaciones, la regalía pascual

obligatoria, la bonifcación y más tres semanas de salarios
por aplicación del ordinal aro. del artículo 84 del Código
de Trabajo, todo a base de un salario de RD$35.00 sema-
nales; Segundo: Se condena a la parte demandada al pago
de las costas y se ordena la distracción en favor del Dr. An-
tonio de Jesús Leonardo, quien afirma haberles avanzado
en su totalidad; b) que sobre el recurso interpuesto, inter-
vino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
Isitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza

pedimento de Reapertura de Debates hecho por la Im-
tsa, según los motivos expuestos; SEGUNDO: Declara
guiar y válido en cuanto a la forma el recurso de ape-

,ción interpuesto por Cooperativa de Transporte Las
Américas, Inc., (Estación Esso), centra sentencia de: Jur
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 12
de febrero del 1976, en favor del señor Ramón Capellán
Reyes Casado, cuyo dispositivo figura copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; TERCERO: Relativa-
mente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y en con-
secuencia confirma en todas sus partes la sentencia recu-
rrida; CUARTO: Condena a la Cooperativa de Transporte
Las Américas, Inc. (Estación Esso) al pago de las costas,
ordenando su distracción en provecho del Dr. Ulises Ca-
brera López, quien afirma haberles avanzado en su tota-
lidad, todo de conformidad con les artículos 5 y 16 de la
Ley No. 302 de Gastos y honorarios, del Código de Tra-

l':bajo y 62 de la Ley No. 637, sobre Contratos de Trabajo
i,vigentes;

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;
falta de base legal; imprecisa relación de los puntos de
hecho y de derecho; Violación al derecho de defensa; Con-
tradicción de fundamentos; Segundo Medio: Violación de
los artículos 51, 57 y 59 de la Ley No. 637 del 16 de ju-
nio de 1944 sobre Contrato de Trabajo; lo sumario del
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Oído al Dr. Rubén D. Objío Castro, cédula No. 8021,

serie 3ra., abogado de la tecurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Freddy Zarzuela, cédula No. 41269, ser'e
54, en representación del Dr. Ulises Cabrera, cédula No.
12215, serie 48, abogado del recurrido Ramón Capellán
Reyes Casado, dominicano, mayor de edad, soltero, domi-
ciliado en esta ciudad, cédula No. 59578, serie 31, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación dbl recurrente, del 3
de julio de 1978, suscrito por su abogado, en el que se
proponen los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito de defensa del recurrido, del 21 de
agosto de 1978, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 78,
81 y 82 del Cód'go de Trabajo y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada, y la siguiente deman-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional
dictó el 12 de febrero de 1976 una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Se declara resuelto por
despido injustificado el Contrato de Trabajo que existió
entre las partes en causa, por culpa de la parte deman-
dada y con responsabilidad para la misma, y en cone-
cuera se condena a la Cooperativa de Transporte Las
Américas, Inc., y/o Aeropuerto Internacional de Las Amé-
ricas, a pagar al señor Ramón Capellán Reyes Casado, las
prestaciones siguientes: 24 días de preaviso, 75 días de
cesantía, dos semanas de vacaciones, la regalía pascual

obligatoria, la bonificación y más tres semanas de salarios
por aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código
de Trabajo, todo a base de un salario de RD$35.00 sema-
nales; Segundo: Se condena a la parte demandada al pago

• de las costas y se ordena la distracción en favor del Dr. An-
tonio de Jesús Leonardo, quien afirma haberles avanzado
en su totalidad; b) que sobre el recurso interpuesto, inter-
vino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: 'PRIMERO: Se rechaza
cl pedimento de Reapertura de Debates hecho por la era-
:esa, según los motivos expuestos; SEGUNDO: Declara

:cgular y válido en cuanto a la forma el recurso de ape-
lación interpuesto por Cooperativa de Transporte Las
Américas, Inc., (Estación Esse), centra sentencia de: Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 12
de febrero del 1976, en favor del señor Ramón Capellán
Reyes Casado, cuyo dispositivo figura copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; TERCERO: Relativa-
mente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y en con-
secuencia confirma en todas sus partes la sentencia recu-
rrida; CUARTO: Condena a la Cooperativa de Transporte
Las Américas, Inc. (Estación aso) al pago de las cestas,
ordenando su distracción en provecho del Dr. Ulises Ca-
brera López, quien afirma haberles avanzado en su tota-
lidad, todo de conformidad con les artículos 5 y 16 de la
Ley No. 302 de Gastos y Honorarios, del Código de Tra-
bajo y 62 de la Ley No. 637, sobre Contratos de Trabajo
vigentes;

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;
falta de base legal; imprecisa relación de los puntos de
hecho y de derecho; Violación al derecho de defensa; Con-
tradicción de fundamentos; Segundo Medio: Violación de
los artículos 51, 57 y 59 de la Ley No. 637 del 16 de ju-
nio de 1944 sobre Contrato de Trabajo; lo sumario del
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proceso; medidas necesarias para una justicia equilibrada;
ese poder no es omnímodo; Tercer Medio: Desnaturaliza-
ción y desconocimiento de documentos calificados de "Ins-
trascendentes"; violación radical del artículo 57 de la Ley
No. 637 de 1914; petición ajustada a la Ley de la materia
hecha oportunamente por la recurrente;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres me-
dios de casación, que su estrecha relación se reúnen para
su examen, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente:
que la sentencia impugnada está en franca violación al
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, al pon-
derar de manera antojadiza una comunicación del despi-
do dirigida por el patrono Juan Oscar Méndez del Pozo
al Departamento de Trabajo; que la Institutción Coopera-
tiva no es patrono en el caso; que la exposición de los he-
dios y la motivación de derecho, solo giran de manera
unilateralmente; que el tribunal forma su convicción en
un documento que realmente debió discutirse a fondo, la
carta del 30 de mayo de 1975, suscrita por el patrono Juan
Oscar Méndez del Pozo; que cuando el hoy recurrente soli-
cita un informativo, el cual se rechaza, por ser esa medida
inútil y frustratoria, porque el despido fué comunicado
fuera del plazo de 48 horas y que se refuta injustificada
de pleno derecho, con esto se prejuzga el fondo y se vio-
la al derecho de defensa al privar a una de las partes de
aportar la prueba, por lo que el fallo es violatorio a la
ley a los principios que rigen esta materia; que al no per-
mitirse al patrono a portar o contribuir a la convicción
del juez, en cuales medios se fundó él para formarse su
convicción; que al no ordenarse la reapertura de debates,
se violó el derecho de defensa y se violaron los articulos
57 y 59 de la Ley 367 de 1944; que lo expuesto, conduce
a la casación de la sentencia; pero,

Considerando, que la sentencia impugnada dá por
establecido, lo siguiente: que el hoy recurrido Ramón Ca-
pellán Reyes Casado prestaba servicio, como sub-admirtis-

trador, de una estación de gasolina propiedad de la Co-
operativa de Transporte Las Américas, Inc., (Estación
Esse); que trabajó por más de 5 años, con un salario de
ED$35.00 semanales; que fué despedido el 27 de mayo de
1975; que dicho despido fué comunicado al Departamento
de Trabajo el 30 de mayo de 1975, y que la referida comu-
nicac'ón fué recibida por el Departamento de Trabajo el
2 de junio del mismo año, esto es, fuera del plazo de 48
hcras que imparte el artículo 81 del Código de Trabajo;
que la Cámara a-qua, al declarar injustificado el despido
del trabajador Ramón Capellán Reyes Casado, en las con-
diciones antes señaladas, hizo una correcta aplicación de
los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo, ya que, cuan-
do el artículo 82 de dicho Código dispone que el despido
que no haya sido comunicado a la autoridad del trabajo
correspond'ente en el término indicado en el artículo 81,
can indicación de su causa, en las cuarentiocho (48) horas
subsiguientes, se refuta que carece de justa causa, ha es-
tablecido una sanción definitiva sobre ese punto; que, en
consecuencia, la sentencia impugnada tiene mot i vos sufi-
cientes y pertinentes que justifican su dispositivo y una
relación de los hechos en la litis que han permit'clo a la
Suprema Corte de Justicia apreciar que en la especie se
ilie) una correcta aplicación de la Ley, y que en la misma
no se violó el derecho de defensa del recurrente, por lo
cual, procede desestimar les medios del recurso por care-
cer de fundamento;

3' Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Cooperativa de Transporte Las
Américas, Inc., contra la sentencia dictada por la Cámara
(in Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional el 19 de diciembre de 1977, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena a la recurrente al pago de las costas, distrayén-
dolas en favor del Dr. Illise 4 Cabrera, abogado del recu-
rrido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

d!
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proceso; medidas necesarias para una justicia equilibrada;
ese poder no es omnímodo; Tercer Medio: Desnaturaliza-
ción y desconocimiento de documentos calificados de "Ins-
trascendentes"; violación radical del artículo 57 de la Ley
No. 637 de 1944; petición ajustada a la Ley de la materia
hecha oportunamente por la recurrente;

Considerando, que en el desarrollo de sus tres me-
dios de casación, que su estrecha relación se reúnen para
su examen, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente:
que la sentencia impugnada está en franca violación al
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, al pon-
derar de manera antojadiza una comunicación del despi-
do dirigida por el patrono Juan Oscar Méndez del Pozo
al Departamento de Trabajo; que la Institutción Coopera-
tiva no es patrono en el caso; que la exposición de los he-.
chos y la motivación de derecho, solo giran de manera
unilateralmente; que el tribunal forma su convicción en
un documento que realmente debió discutirse a fondo, la
carta del 30 de mayo de 1975, suscrita por el patrono Juan
Oscar Méndez del Pozo; que cuando el hoy recurrente soil-
cita un informativo, el cual se rechaza, por ser esa medida
inútil y frustratoria, porque el despido fué comunicad')
fuera del plazo de 48 horas y que se refuta injustificada
de pleno derecho, con esto se prejuzga el fondo y se vio-
la al derecho de defensa al privar a una de las partes de
aportar la prueba, por lo que el fallo es violatorio a la
ley a los principios que rigen esta materia; que al no per-
mitirse al patrono a portar o contribuir a la convicción
del juez, en cuales medios se fundó él para formarse su
convicción; que al no ordenarse la reapertura de debates,
se violó el derecho de defensa y se violaron los artículos
57 y 59 de la Ley 367 do 1944; que lo expuesto, conduce
a la casación de la sentencia; pero,

Considerando, que la sentencia impugnada dá por
establecido, lo siguiente: que el hoy recurrido Ramón Ca-
pellán Reyes Casado prestaba servicio, como sub-adminis-

or, de una estación de gasolina propiedad de la Co-
tiva de Transporte Las Américas, Inc., (Estación

o); que trabajó por más de 5 años, con un salario de
R0$35•00 semanales; que fue despedido el 27 de mayo de
1975; que dicho despido fué comunicado al Departamento
de Trabajo el 30 de mayo de 1975, y que la referida comu-
nicaCón fué recibida par el Departamento de Trabajo el
2 de junio del mismo año, esto es, fuera del plazo de 48
horas que imparte el artículo 81 del Código de Trabajo;
que la Cámara a-qua, al declarar injustificada el despido
del trabajador Ramón Capellán Reyes Casado, en las con-
diciones antes señaladas, hizo una correcta aplicación de
los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo, ya que, cuan-
do el artículo 82 de dicho Código dispone que el despido
que no haya sido comunicado a la autoridad del trabajo
correspond'ente en el término indieldo en el artículo 81,
ccxi indicación de su causa, en las cuarentiocho (48) horas
subsiguientes, se refuta que carece de justa causa, ha es-
tablecido una sanción deknitiva sobre ese punto; que, en
consecuencia, la sentencia impugnada tiene motivos sufi-
cientes y pertinentes que justifican su dispositivo y una
relación de los hechos en la litis que han permit'do a la
Suprema Corte de Justicia apreciar que en la especie se
hizo una correcta aplicación de la Ley, y que en la misma
no se violó el derecho de defensa del recurrente, por lo
cual, procede desestimar los medios del recurso por care-
cer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Cooperativa de Transporte Las
Américas, Inc., contra la sentencia dictada por la Cámara
da Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional el 19 <1:1 diciembre de 1977, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena a la recurrente al pago de las costas, distrayén-
dalas en favor dol Dr. Ulises Cabrera, abogado dol recu-
rrido, quien afirma haberles avanzado en su totalidad.

a
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(FIRMADOS).— Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Kip:.
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en úl expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 16 DI' ENERO DEL 1931

sentenc ia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 22 de junio de 1977.

Recurrente: Julio Peña.
Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Recurrido: Ramón Jiménez.

Atuendo : Francisco Chaía Troncoso.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor•
Conlín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Peras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 16 de enero de 1981, años 137' de la Independencia
Y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio
Peña Peña, dominicano, mayor de edad, casado, negocian-
te,domiciliado en la casa No. 32 de la calle Emilio Moral
esquina 8. del Ensanche La Fé, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 22 de julio
de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

• Matei ia: Trabajo.
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(FIRMADOS).— Néstor Confin Aybar, Fernando E,
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi.
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publizada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

r.

	 1
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' - SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1931

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional.
de fecha 22 de junio de 1977.

Mate: ia: Trabajo.

Recurrente: Julio Peña.
Abogado: Dr. Luis R Castillo Mejía.

ecvrrido: Ramón Jiménez_
bogado: Francisco Chala Troncoso.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corto de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín L. Hernández 1?spaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional.
hoy día 16 de enero de 1981, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio
Peña Peña, dominicano, mayor de edad, casado, negocian-
te, domiciliado en la casa No. 32 de la calle Emilio Moral
esquina 8, del Ensanche La Fe, de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 22 de julio
de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Visto el memorial de defensa del recurrido, del 13 de
septiembre de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por el recurrente,
que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, consta:
a) que con motivo de una reclamación laboral, que no pu-
do ser conciliada, intentada por el recurrido contra el hoy
recurrente, y la demanda siguiente, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 16 de septiembre de
1976, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Se rechaza por improcedente y mal fundada
la demanda laboral intentada por Ramón Jiménez contra
el Ing. Julio Peña; SEGUNDO: Se condena a la parte de-
mandante al pago de las costas y se ordena la distracción
de las mismas en favor del Dr. A. Sandino González de
León, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; b)
que sobre la apelación interpuesta intervino la sentencia
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es como si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, tan-

to en la forma como n el fondo el recurso de apelación in-
terPust° por el señor Ramón Jiménez, contra sentencia
del juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de
fecha 16 de septiembre de 1979, dictada en favor del Ing.
Julio Peña y Peña, cuyo dispositivo ha sido copiado en
porte anterior de esta misma sentencia y como consecuen-
cia Revo:a en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
SEGUNDO: Declara injusto el despido en el caso de la
especie; TERCERO: Condena al patrono Ing. Julio Peña
y Peña, a pagarle al reclamante Ramón Jiménez, los valo-
res siguientes: 24 días de salario por concepto de preaviso;
15 días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones, la
Regalía y Bonificación del último año laborado, así corno
a una suma igual a los salarios que habría recibido el tra-
bajador desde el día de la demanda y hasta la sentencia
definitiva sin que excedan de tres meses, todo calculado a
base de RDS7.00 diario; CUARTO: Condena a la parte que
sucumbe Ing. Julio Peña y Peña, al pago de las costas del
procedimiento de ambas instancias de conformidad con
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su d atrac-
ción en provecho del Dr. Francisco L. Chía Tronc-oso,

quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada los medios de casación que se indican a
continuación: Desnaturalización de los hechos; Violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; Falta
de motivos; Falta de base legal; Errada aplicación del ordi-
nal II del artículo 84 del Código de Trabajo;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo de
su primer medio de casación, sobre la desnaturalización
de los hechos, alega en síntelis, que la Cámara a-qua, mo-
tiva su sentencia en lo referente a la prueba del despido,
sobre el único fundamento de las declaraciones del testi-
go oído en el informativo, Angeles Rodríguez, las cuales
les merecieron entero crédito, quien entre otras cosas ex-

Oído al Dr. Luis R. Castillo Mejía, abogado del recu-
rrente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, abogado del
recurrido en la lectura de sus conclusiones, recurrido que
lo es, Ramón Jiménez, dominicano, mayor de edad, soltero,
obrero, cédula No. 18427, serie 48, domiciliado en Los Al.
carrizos, Distrito Nacional;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente del 13 de
septiembre de 1977, suscrito por su abogado, en el que se
proponen los medios de casación que se indican más ade-
lante;
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Oído al Dr. Luis R. Castillo Mejía, abogado del recu-
rrente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncos°, abogado del
recurrido en la lectura de sus conclusiones, recurrido que
lo es, Ramón Jiménez, dominicano, mayor de edad, saliere,
obrero, cédula No. 18427, serie 48, domiciliado en Los Al-
carrizos, Distrito Nacional;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente de) 13 de
septiembre de 1977, suscrito por su abogado, en el que se
proponen los medios de casación que se indican más ade.
lante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 13 de
septiembre de 1977, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por el recurrente,
que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, consta:
a) que con motivo de una reclamación laboral, que no pu-
do ser conciliada, intentada por el recurrido contra el hoy
recurrente. y la demanda siguiente. el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 16 de septiembre de
1976, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Se rechaza por improcedente y mal fundada
la demanda laboral intentada por Ramón Jiménez contra
el Ing. Julio Peña; SEGUNDO: Se condena a la parte de-
mandante al pago de las costas y se ordena la distracción
de las mismas en favor del Dr. A. Sandino González de
León, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; b)
que sobre la apelación interpuesta intervino la sentencia
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es como si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, tan-
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ta en la forma como n el fondo el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Ramón Jiménez, contra sentenzia
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de
fecha 16 de septiembre de 1979, dictada en favor del Ing.
Julio Peña y Peña, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esta misma sentencia y como consecuen-
cia Revoca en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
SEGUNDO : Declara injusto el despido en el caso de la
especie; TERCERO: Condena al patrono Ing. Julio Peña
y Peña, a pagarle al reclamante Ramón Jiménez, los valo-
res siguientes: 24 días de salario por concepto de preaviso;
15 días de auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones, la
Regalía y Bonificación del Último año laborado, así como
a una suma igual a los salarios que habría recibido el tra-
bajador desde el día de la demanda y hasta la sentencia
definitiva sin que excedan de tres meses, todo calculado a
base de RDS7.00 diario; CUARTO: Condena a la parte que
sucumbe Ing. Julio Peña y Peña, al pago de las costas del
procedimiento de ambas instancias de conformidad con
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su d atrac-
ción en provecho del Dr. Francisco L. Chía Troncoso,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada los medios de casación que se indican a
continuación: Desnaturalización de los hechos; Violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; Falta
de motivos; Falta de base legal; Errada aplicación del ordi-
nal II del articulo 84 del Código de Trabaje;

Considerando, que el recurrente en el desarrollo do
su primer medio de casación, sobre la desnaturalización
de los hechos, alega en sinteSis, que la Cámara a-qua, mo-
tiva su sentencia en lo referente a la prueba del despido,
sobre el único fundamento de las declaraciones del testi-
go oído en el informativo, Angeles Rodríguez, las cuales
tes merecieron entero crédito, quien entre otras cosas ex-
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presó: "Yo estaba trabajando con el Coronel Cartajena,
el día que lo botaron, lo vi parado y le pregunté porqué,
y me dijo que por que no fue a trabajar el Jueves Santo,
y le dijo "dame algo de lo que te dieron" y me dijo: "no
me dieron nada"; que si bien es cierto, que los jueces go•
zan de la facultad de atribuirle mayor credibilidad a lo
declarado por un testigo, que a lo declarado por otro, en
el caso, luego del único testigo hecho oír en el informa-
tivo "Angeles Rodríguez", haber afirmado, y constar así
en la sentencia impugnada, que no estuvo presente cuan.
do el pretendido desp do del hoy reclamante, y que lo que
supo sobre ésto, se lo dijo el mismo interesado; dicha Cá-
ntara a-qua, no podía como lo hizo sin incurrir en el vicio
de desnaturalización de los hechos, dar por establecido
que con dicha declaración, quedaba aprobado el despido;

Considerando, que en la sentencia 'impugnada pone de'
manifiesto, que el único testigo aportado por el hoy re-
currido, para probar el despido, luego de haber declarado,
que el día del mencionado despido se encontraba trabajan-
do con el Coronel Cartajena, y que el reclamante, respon-
diendo a la pregunta que él le hiciera del porqué lo había
despedido, éste le contestó, porque no había ido a traba.
jar el Jueves Santo, y que entonces él le dijo que le diera
algo de lo que le habían dado, manifestándole éste que no
le habían dado nada; declaración a la que la Cámara a-qua
le dió crédito;

Considerando, que tal como lo alega el recurrente, la
Cámara a-qua, luego de haber dado por establecido me-
diante la ponderación de la declaración del testigo Ange-
les Rodríguez, único informante del pretendido despido, el
hecho de que si tal cosa sucedió no fué en presencia de
éste, puesto que él mismo admitió que ese día se encon-
traba trabajando con el Coronel Cartajena, y que el mismo
reclamante fué quien lo hizo participe de lo sucedido; no
como lo hizo, sin atribuir a dicho testigo, un alcance que
no podía tener, y sin atender al principio de que nadie se
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_ede fabricar su propia prueba. dar por probado en el
caso la existencia del despido, por lo que procede casar la
sentencia impugnada, sin que hay,' la necesidad de ponde-
rar los demás medios del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cra del Distrito Nacional, el 22 de »ag io de 1977, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y
envía dicho asunto por ante cl Juzgado de Primera instan-
cia de San Pedro de Macorís en las mismas atribuciones;
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas de
este recurso, distrayéndolas en favor del Dr. Luis Randol-
fo Castillo Mejía, quien afirma haberlas avanzado en su
.totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat — Miguel
Ja •.abo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, ints y año en él expresados, y
!Iré firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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ti

presó: "Yo estaba trabajando con el Coronel Cartajena,
el día que lo botaron, lo vi parado y le pregunté porqué,
y me dijo que por que no fue a trabajar el Jueves Santo,
y le dijo "dame algo de lo que te dieron" y me dijo: "no
me dieron nada"; que si bien es cierto, que los jueces go.
zan de la facultad de atribuirle mayor credibilidad a IQ
declarado por un testigo, que a lo declarado por otro, en
el caso, luego del único testigo hecho oír en el informa-
tivo "Angeles Rodríguez", haber afirmado, y constar así
en la sentencia impugnada, que no estuvo presente cuan-
do el pretendido desp do del hoy reclamante, y que lo que
supo sobre ésto, se lo dijo el mismo interesado; dicha Cá-
mara a-que, no podía como lo hizo sin incurrir en el vicio
de desnaturalización de los hechos, dar por establecido
que con dicha declaración, quedaba aprobado el despido;

Considerando, que en la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que el único testigo aportado por el hoy re-
currido, para probar el despido, luego de haber declarado,
que el día del mencionado despido se encontraba trabajan-
do con el Coronel Cartajena, y que el reclamante, respon-
diendo a la pregunta que él le hiciera del porqué lo había
despedido. éste le contestó, porque no había ido a traba-
jar el Jueves Santo, y que entonces él le dijo que le diera
algo de lo que le habían dado, manifestándole éste que no
le habían dado nada; declaración a la que la Cámara a-qua
le dió crédito;

Considerando, que tal como lo alega el recurrente, la
Cámara a-qua, luego de haber dado por establecido me-
diante la ponderación de la declaración del testigo Ange-
les Rodríguez, único informante del pretendido despido, el
hecho de que si tal cosa sucedió no fué en presencia de
éste, puesto que él mismo admitió que ese día se encon-
traba trabajando con el Coronel Cartajena, y que el mismo
reclamante fué quien lo hizo participe de lo sucedido; no
como lo hizo, sin atribuir a dicho testigo, un alcance que
no podía tener, y sin atender al principio de que nadie se

puede fabricar su propia prueba, dar poi- probado en el
caso la existencia del despido, por lo que procede casar la
sentencia impugnada, sin que haya la necesidad de ponde-
rar los demás medios del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabaje del Juzgado de Primera Instan-
-cia del Distrito Nacional, el 22 de julio de 1977, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y
envía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instan-
cia de San Pedro de Macorís en las mismas atribuciones;
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas de
este recurso. distrayéndolas en favor del Dr. Luis Randol-
fo Castillo Mejía, quien afirma haberlas avanzado en su

talidad.

(FIRMADOS). — Néstor Confin Aybar, Fernando E.
avelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-

dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perciba, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mss y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 3 de noviembre de 1976.

Matera: Trabajo.

Recurrente: Hogar Prudential. S. A.
Abogados: Ores. Ponciano Rondón S. y José del Carmen Morán.

Recurrido: Blanca Márquez F. de Ramírez.

Ahogados: Ores. Víctor Manuel Mangual, Francisco Chain .lacobo
y Lic. Feo. L. Tejada.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santa Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 16 de enero de 1981, Míos 137' de la In -
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hogar
Ecko Prudential, S. A., con su asiento social en la calle
Max Henríquez Ureiia esquina a la calle 12, del Ensanche
Piantini, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de PKinera Instancia. del
Distrito Judicial de Santo Domingo, el 3 de noviembre de
1976, CUYO dispositivo se copia más adelante;

Mic- .	 Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
.	 Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
..taría de la Suprema Corte de Justicia, ea 3 de marzo de
1917, suscrito por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, cedo-
ja No. 57606, serie ira., abogado de la recurrente, en el
cual se proponen los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa del 20 de diciembre de
1977, suscrito por los Dres. Víctor Manuel Mangual. cédula
No. 18900, serie ira. y Francisco Chahín Jacobo, cédula

,*-No, 11409, serie 47 y la Dra. Francisca Leonor Tejada Vas-
quez, cédula No.44840, serie 47. abogados de la recurrida,
Blanca Márquez Flores de Ramírez. dominicana, mayor
de edad, casada, empleado privado, cédula No. 236700, se-
rie ira., con domicilio en la calle Josté Martí No. 73, de
esta ciudad;

-	 Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia.
Ily del 30 de mayo de 1978, por la cual se declara la exclu-

sión de la recurrente, Hogar de Ecko Prudential, S. A.,
del recurso de casación par ella interpuesto;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente; las artículos 57 y 58 del Código de Trabajo; y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente,
a) que con motivo de una demanda laboral, el Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó el 27 de
mayo de 1975, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"PRIMERO: Se declara resuelto per despido injustificado
el contrato de trabajo que existió entre las partes en cau-

::. sa por culpa de la empresa demandada y con responsabi-4r:	 ..



SENTENCIA DE FECHA 16 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de lecha 3 de noviembre de 1976.

:Sratei :a : Trabajo.

Recurrente: Hogar Prudential, S. A.
Abogados: Dres. Ponciano Rondón S. y José del Carmen Morán.

Recurrido: Blanca Márquez F. de Ramírez.
Abogados: Dres. Víctor Manuel Mangual, Francisco Chain Jacobo

y Lic. Feo. L. Tejada.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te. Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Sentó Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 16 de enero de 1981, años 137' de la In
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hogar
Ecko Prudential, S. A., con su asiento social en la calle
Max Henríquez Ureña esquina a la calle 12, del Ensanche
Piantini, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Pr:mern Instancia del
Distrito Judicial de Santo Domingo, el 3 de noviembre de
1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
^ ' .	 Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
t

/
r, 	 -ría de la Suprema Corte de Justicia, el 3 de marzo de

1.977, suscrito por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, cédu-

,:

..-
•; la No. 57606, serie lra., abogado de la recurrente, en el

cual se proponen los medios de casación que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa del 20 de diciembre de
1977, suscrito por los Dres. Víctor Manuel Mengua], cédula
No. 18900, serie ira. y Francisco Chahín Jacobo, cédula

ty No. 11409, serie 47 y la Dra. Francisca Leonor Tejada Vás-
quez, cédula No.44840, serie 47, abogados de la recurrida,
Blanca Márquez Flores de Ramírez. dominicana, mayor
de edad, casada, empleado privado, cédula No. 236700, se-
rie ira., con domicilio en la calle Josté Martí No. 73, de
esta ciudad;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,
del 30 de mayo de 1978. por la cual se declara la exclu-
sión de la recurrente, Hogar de Ecko Prudential, S. A.
del recurso de casación por ella interpuesto;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-

3; rrente; los artículos 57 y 58 del Código de Trabajo; y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando. que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente.
a ) que con motivo de una demanda laboral, el Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó el 27 de
mayo de 1975, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"PRIMERO: Se declara resuelto per despido injustificado
el contrato de trabajo que existió entre las partes en cau-
sa por culpa de la empresa demandada Y con responsabi-
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lidad para la misma, y en consecuencia se condena al Ho-
gar Ecko Prudential, S. A. a pagar a la reclamante Blanca
Márquez de Ramírez, las prestaciones siguientes: 24 días
de preaviso; 15 días de auxilio de cesantía, dos semanas
de vacaciones, la bonificación, tres meses de salario por
aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, y 4 meses más de salario por aplicación del Art.
211 modificado del Código de Trabajo, todoo a base de un
salario de RD$715 mensuales; SEGUNDO: Se condena a
la empresa demandada al pago de las costas, y se ordena
la distracción de las minas en favor del Dr. Víctor Ma-
nuel Mangual, que afirma haberlas avanzado en su totali-
dad"; b) que sobre el recurso interpuesto, intervino el fa-
llo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo es como
sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
Hogar Ecko Prudential, S. A., contra sentencia del Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Naoional, de fecha 27 de
mayo de 1975, dictada en favor de Blanca Márquez de
Ramírez, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente
al fondo rectaza dicho recurso de alzada y como conse-
cuencia Confirma en todas sus partes, dicha sentencia im-
pugnada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe,
Hogar Ecko Prudential, S. A., al pago de las costas del
procedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1954 y 691 del Código
de Trabajo, ordenando su distracción en provecho del Dr.
Víctor Manuel Mangual, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Desnaturalización de los hechos: Segundo Mediu: Viola-
ción del derecho de defensa y del artículo 455 del Código
de Trabajo; Tercer Medio: Falta de base legal;
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Considerando, que la recurrente alega en el primer
medio de casación, en síntesis, en primer término, lo si-
guiente: que ella, la recurrente, ejerció el derecho de res-
cindir los servicics de Blanca Márquez Flores, como em-
pleada, sin embargo, ella presentó querella contra la com-
pañía por haber sido despedida como vicepresidenta	 de
lam isma, por lo que, la recurrente alegó en grado de ape-
lación que ella no había despedido a la demandante de ese
cargo ,que, en consecuencia dicha demanda era improce-
dente y mal fundada; que, no obstante la Cámara de Tra-
bajo desnaturalizó los hechos cuando afirmó en su sen-
tencia que la demandante Márquez Ramírez reclamó de
la Hogar Ecko Prudential, S. A., prestaciones por despido,
alegando haberle prestado servicios como contable; pero,

Considerando, en cuanto a lo alegado en primer tér-
no, por la recurrente; que, si bien es cierto que, tal co-

mo consta en el acta de no conciliación levantada en la
Oficina de Trabajo de la Secretaría del ramo, la actual re-

ida se querelló contra la actual recurrente por haber
ido despedida del cargo de Vicepresidente de la compa-

ñía recurrente, no es menos cierto, que, según consta en la
sentencia impugnada, dicha persona era una empleada de
la mencionada Empresa, en la cual desempeñó el cargo de
contable, por el que percibía un salario de RD$750.00
mensuales; que el despido de dicha emplada, reconocido
así por la Compañía recurrente, demuestra que ella reali-
zaba labores en ella, por los que percibía un salario, lo
que es suficiente para caracterizar la relación de trabajo
menatrdoe; patrono y obrera; qbe, por tanto, este alegato del
primer medio carece de fundamento y debe ser desesti-

Considerando, que también alega la recurrente en el
pr:iner medio del recurso, en segundo término, lo siguien-
te: que en la sentencia impugnada se afirma que existía
un contrato entre Blanca Márquez y el presidente y cl
eentaxIor de una supuesta cosa Ecko Prudential, con °fiel-:



lidad para la misma, y en consecuencia se condena al Ho-
gar Ecko Prudential, S. A. a pagar a la reclamante Blanca
Márquez de Ramírez, las prestaciones siguientes: 24 días
de preaviso; 15 días de auxilio de cesantía, dos semanas
de vacaciones, la bonificación, tres meses de salario por
aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, y 4 meses más de salario por aplicación del Art.
211 modificado del Código de Trabajo, todoo a base de un
salario de RD$715 mensuales; SEGUNDO: Se condena a
Ja empresa demandada al pago de las costas, y se ordena
la distracción de las mismas en favor del Dr. Víctor Ma-
nuel Mangual, que afirma haberles avanzado en su totali-
dad"; b) que sobre el recurso interpuesto, intervino el fa-
llo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo es coma
sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
llegar Ecko Prudential, S. A., contra sentencia del Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 27 de
mayo de 1975, dictada en favor de Blanca Márquez de
Ramírez, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente
al fondo rectaza dicho recurso de alzada y como conse-
cuencia Confirma en todas sus partes, dicha sentencia im-
pugnada; TERCERO: Condena a la parte que sucumbe,
Hogar Ecko Prudential, S. A., al pago de las costas del
procedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1954 y 691 del Código
de Trabajo, ordenando su distracción en provecho del Dr.
Víctor Manuel Mangue', quien afirma haberlas avarizado
en su totalidad:

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Desnaturalización de los hechos; Segundo Medio: Viola-
ción del derecho de defensa y del artículo 455 del C:digo
de Trabajo; Tercer Medio: Falta de base legal;

c	 :lerendo, que la recurrente alega en el primer
medio t.c, casación, en síntesis, en primer término, lo si-
guiente; que ella, la recurrente, ejerció el derecho de res-
cindir los servicics de Blanca Márquez Flores, como em-
pleada, sin embargo, ella presentó querella contra la com-
pañía por haber sido despedida corno vicepresidenta de
iam isma, por lo que, la recurrente alegó en grado de ape.
lazión que ella no había despedido a la demandante de ese
cargo ,que, en consecuencia dicha demanda era improce-
dente Y mal fundada; que, no obstante la Cámara de Tra-
bajo desnaturalizó los hechos cuando afirmó en su sen-
tencia que la demandante Márquez Ramírez reclamó de
la Hogar Ecko Prudential, S. A., prestaciones por despido,
alegando habzrle prestado servicios como contable; pero,

Considerando, en cuanto a lo alegado en primer tér-
mino, por la recurrente; que, si bien es cierto que, tal co-
mo consta en el acta de no conciliación levantada en la
Oficina de Trabajo de la Secretaría del ramo, la ac:ual re-
currida se querelló contra la actual recurrente por haber
sido despedida del cargo de Vicepresidente de la compa-
ñía recurrente, no es menos cierto, que, según consta en la
sentencia impugnada, dicha persona era una empleada de
ia mencionada Empresa, en la cual desempeñó el cargo de
contable, por el que percibía un salario de RD$750.00
mensuales; que el despido de dicha emplada, reconocido
así por la Compañía recurrente, demuestra que ella reali-
zaba labores en ella, por los que percibía un salario, lo
que os suficiente para caracterizar la relación de trabajo
entre ; patrono y obrera; (loe, por tanto, este alegato del
Primer medio carece de fundamento y deba ser desesti-
m 

Considerando, que también alega la recurrente en el
Prirez-ir medio del recurso, en segundo término, lo siguien-
te: que en la sentencia impugnada se afirma que existía
un contrato entre Blanca Márquez y el presidente y el
ecintador de una supuesta casa Ecko Prudential, con ofici-

t
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nas en la calle Rodríguez Objío No. 25, en Santo Domingo,
celebrado en Puerto Rico, él 31 de julio de 1973, por el
cual se designó a la reclamante como gerente administra.
dora de esas oficinas en Santo Domingo, con lo cual se
desnaturalizaron, también los hechos, puesto que dicha se.
ñora era una empleada de. Hogar Ecko Prudential; S. A.,
sociedad organizada conforme a las leyes de la República
Dominicana, que el Tribunal a-quo para llegar a esa con-
clusión tomó como base: al un contrato celebrado entre
Blanca Márquez y Gilberto Miranda; b) el testimonio de
Gilberto Miranda; e) el contrato celebrado entre The Home
Chest Company y Manuel Vega Norat, suscrito el 3 de
abril de 1974; pero,

Considerando, en cuanto a lo alegado en segundo tér-
mino por la recurrente, que según consta en aa sentencia
impugnada, la Cámara a-qua, apoyándose en las declara-
ciones del testigo Gilberto Miranda, las cuales, según
consta en dicha sentencia, no fueron contradichas, estimó
que la Empresa sabía que la reclamante se encontraba en
estado de embarazo cuando fué despedida; que laboró en
!a misma por más de un año; que dicha empresa fué ven-
dido mientras ella trabajaba en ella, lo que no podía carn-.
!iar su stivación en virtud de lo dispuesto en los artículos
:t7 y 58 del Código de Trabajo; que, además. ella continuó
intimando normalmente después de haber cambiado de due-
ño la compañía; que, por otra parte, es claro, se expresa
también en la sentencia impugnada, que la reclamante se
encontraba embarasada en el mcmento del despido, N' la
empresa no probó que cumplía con el requisito de informar
al Departamento de Trabajo el despido, por lo que la de
mandante fu objeto de un despido injustificado, y , en con-
secuencia, le corresponde el pago de las prestaciones pre-
vistas en la Ley;

Considerando, que, aún cuando, como expresa la re
currente, la actual recurrida alegara en su querella. Y

luego, en la conciliación, que fué despedida del cargo de

vicepresidenta de la compañía recurrente, que ella alegó
también , que percibía un sueldo de RD$750.00 mensua-
les en dicha empresa, y, luego, los jueces del fondo com-
probaron, según consta en la sentencia por ellos dictada
que laboró en la misma como contable, lo que no deja
dudas de que existía una relación de patrono y empleado
entre la compañía recurrente y Blanca Má rquez F. de Ra-
mírez; que, por tanto, el hecho de, que se expresara en la
sentencia impugnada que la reclamante había alegado
que fué despedida como Vicepresidenta de la empresa re-
currente, no constituye desnaturalización alguna de los he-
chos, como lo sostiene la recurrente, por todo que el pri-
mer medio carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio la recurrente
alega, en síntesis, lo siguiente: que al presentar la de-
mandante su querella sobre el fundamento de que había
sido despedida del cargo de Vicepresidenta de la Compa-
ñía, la Sección de Quejas y Querellas de la Secretaría de
Trabajo debió declararse incompetente para conocer del
caso, por cuanto sólo la Asamblea General de la referida
Compañía podría haber desttituído a la reclamante de ese
cargo para el cual había sido elegida por seis años; pero,

Considerando, que, tal como se expresa en los moti-
vos de esta sentencia, relativas al primer medio del recur-
so, aún cuando la demandante Márquez de Ramírez, ejer-
ció las funciones de Vicepresidente de la empresa recu-
rrente, ella laboraba en la misma como contable, y fué
despedida de su trabajo; que, se expresa asimismo, en la
áentencia impugnada, que la recurrente no comunicó al
Departamento de Trabajo de la Secretaría de Estado del
tamo como el despido de la empleada Márquez de Ramí-
rez, lo que es obligatorio conforme al artículo 81 del Có-
d igo de Trabajo;

Considerando, que conforme al artículo 82 del Códi-
lgo de Trabajo; "el despido que no haya sido comunicado
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nas en la calle Rodríguez Ohjio No. 25, en Santo Domingo,
celebrado en Puerto Rico. el 31 de julio de 1973, por ei
cual se designó a la reclamante como gerente administra.
dora de esas oficinas en Santo Domingo, con lo cual se
desnaturalizaron, también los hechos, puesto que dicha se.
flora era una empleada de Hogar Ecko Prudential: S. A.,
sociedad organizada conforme a las leyes de la República
Dominicana, que el Tribunal a-quo para llegar a esa con-
clusión tomó como base: a) un contrato celebrado entre
Blanca Márquez y Gilberto Miranda; b) el testimonio de
Gilberto Miranda; c) el contrato celebrado entre The Home
Chest Company y Manuel Vega Norat, suscrito el
abril de 1974; pero,

Considerando, en cuanto a lo alegado en segundo tér-
mino por la recurrente, que según consta en la sentencia
impugnada, la Cámara a-qua, apoyándose en las declara-
ciones del testigo Gilberto Miranda, las cuales, según
consta en dicha sentencia, no fueron contradichas, estimó
que la Empresa sabía que la reclamante se encontraba en
estado de embarazo cuando fué despedida; que laboró en
la misma por más de un año; que dicha empresa fué ven-
dido mientras ella trabajaba en ella, lo que no podía cam-
biar su stivación en virtud de lo dispuesto en los artículos

y 58 del Código de Trabajo; que, además, ella continuó
laborando normalmente después de haber cambiado de due-
ño la compañía; que, por otra parte, es claro, se expresa
también en la sentencia impugnada, que la reclamante se
encontraba embarasada en el momento del despido, v la
empresa no probó que cumplía con el requisito de informar
al Departamento de Trabajo el despido, por lo que la de
mandante fu objeto de un despido injustificado, v, en COM

secuencia, le corresponde el pago de las prestaciones pre-
vistas en la Ley;

Considerando, que, aún cuando, como expresa la re"
currente, la actual recurrida alegara en su querella, 1,"
luego, en la conciliación, que fué despedida del cargo de

vicepresidenta de la compañía recurrente, que ella alegó
también, que percibía un sueldo de RD$750.00 mensua-
les en dicha empresa, y, luego, los jueces del fondo com-
probaron, según consta en la sentencia por ellos dictada
que laboró en la misma como contable, lo que no deja
dudas de que existía una relación de patrono y empleado
entre la compañia recurrente y Blanca Mí rquez F. de Ra-
mírez; que, por tanto, el hecho de que se expresara en la
sentencia impugnada que la reclamante había alegado
que fué despedida como Vicepresidenta de la empresa re-
currente, no constituye desnaturalización alguna de los he-
chos, como lo sostiene la recurrente, por todo que el pri-
mer medio carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio la recurrente
alega, en síntesis, lo siguiente: que al presentar la de-
mandante su querella sobre el fundamento de que había
sido despedida del cargo de Vicepresidenta de la Compa-
;fría, la Sección de Quejas y Querellas de la Secretaría de
:Trabajo debió declararse incompetente para conocer del
.caso, por cuanto sólo la Asamblea General de la referida
' Compañía podría haber desttituído a la reclamante de ese
cargo para el cual había sido elegida por seis años; pero,

Considerando, que, tal como se expresa en los moti-
vos de esta sentencia, relativas al primer medio del recur-
so, aún cuando la demandante Márquez de Ramírez, ejer-
ció las funciones de Vicepresidente de la empresa recu-
rrente, ella laboraba en la misma como contable, y fué
despedida de su trabajo; que, se expresa asimismo, en la
sentencia impugnada, que la recun-ente no comunicó al
'Departamento de Trabajo de la Secretaría de Estado del
ramo corno el despido de la empleada Márquez de Ramí-
rez. lo que es obligatorio conforme al artículo 81 del Có-
digo de Trabajo;

Considerando, que conforme al artículo 82 del Códi-
go de Trabajo; "el despido que no haya sido comunicado



a la autoridad del trabajo correspondiente en el término
de 48 horas siguientes al despido exigido en el artículo
81 del referido Código, se reputa que carece de justa cau-
sa"; que, por tanto, la Suprema Corte de Justicia, estima
que La Cámara a-qua procedió correctamente al declarar
injustificado el despido de la empleada Márquez de Ramí-
rez; que en consecuencia, el segundo medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que la recurrente alega en el tercer
Y último medio de su recurso, en síntesis, lo siguiente:
que el contrato de compra-venta depositado en el expe-
diente por la recurrida, por el cual se comprueba un ne-
gocio realizado entre The Home Chest Company, y la Ecko
Hurne Products Co., la primera de Puerto Rico y la segun-
da de Wisconsin, Estados Unidos, celebrado el 3 de abril
de 1974, nada tiene que ver con la socieda dcomercial, or-
ganizada conforme a las leyes de la República Dominica-
na, Hogar de Ecko Prudential, S. A., que inició sus opera-
ciones de julio de 1974; que la Cámara de Trabajo no dió
motivos pertinentes para "asociar y lesionar" una em-
presa dominicana que nada tiene que ver con negocios he-
chos fuera del país, por lo que dicha Cámara incurrió en
su sentencia en el vicio de falta de base legal el condenar
a la recurrente al pago de prestaciones en favor de la de-
mandante; pero,

Considerando, que, tal como se expresa ante la Cá-
mara a-qua, estimó basándose en los elementos de juicio
de la causa, que la empleada Márquez de Ramírez había
trabajado e nla Home Chest Co. Ecko Prudential, sociedad
comercial establecida en Puerto Rico; que más tarde ella
fué trasladada a esta ciudad para prestar los mismos ser-
vicios en una subsidiaria de dicha compañía; que luego
ésta fué vendida a Manuel Vega Nolasco, quien más tar-
de la llamó Hogar Ecko Prudential, S. A., lo que no po-
día cambiar la situación de la mencionada empleada, se-
gún lo disponen los artículos 57 y 58 del Código de Tra-

bajo; que la demandante siguió laborando normalmente en
la nueva empresa después del cambio de dueño de la com-
pañía: que lo expuesto precedentemente no revela, como
lo alega la recurrente, que en el fallo impugnado se incu-
rriera en el vicio de falta de base legal, y, en consecuen-
s, el tercer medio del recurso carece también de funda-
mento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Hogar Ecko Prudential, S. A.;
contra la sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas,
con distracción de las mismas en provecho de los Dres.
Víctor Manuel Mangual, Francisco Chahín Jacobo y la
Licda Francisca L. Tejada V., abogados de la recurrida.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
'Ravelo de la Fuente. Manuel A. Amiama, Francisco Filpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
'las Almánzar, Joaquín L. Hernández E.spaillat.— Miguel
'acribo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, raes y afeo en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.

el
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a la autoridad del trabajo correspondiente en el término
de 48 horas siguientes al despido exigido en el artículo
81 del referido Código, se reputa que carece de justa cau-
la"; que, por tanto, la Suprema Corte de Justicia, estima
que la Cámara a-gua procedió correctamente al declarar 1
injustificado el despido de la empleada Márquez de Ramí-
rez;que en consecuencia, el segundo medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que la recurrente alega en el tercer
último medio de su recurso, en síntesis, lo siguiente:

que el contrato de compra-venta depositado en el expe-
diente por la recurrida, por el cual se comprueba un ne-
gocio realizado entre The Home Chest Company, y la Ecko
Hure Products Co., la primera de Puerto Rico y la segun-
da de Wisconsin, Estados Unidos, celebrado el 3 de abril
de 1974, nada tiene que ver con la socieda dccmiercial,
ganizada conforme a las leyes de la República Dominica-
na, Hogar de Ecko Prudential. S. A., que inició sus opera-
ciones de julio de 1974; que la Cámara de Trabajo no dió
motivos pertinentes para "asociar y lesionar" una em-
presa dominicana que nada tiene que ver con negocios he-
chos fuera del país, por lo que dicha Cámara incurrió en
su sentencia en el vicio de falta de base legal al condenar
a la recurrente al pago de prestaciones en favor de la de-
mandante; pero,

Considerando, que, tal como se expresa ante la Cá-
mara a-gua, estimó basándose en los elementos de juicio
de la causa, que la empleada Márquez de Ramírez había
trabajado e nla Home Chest Co. Ecko Prudential, sociedad
comercial establecida en Puerto Rico; que más tarde ella
fué trasladada a esta ciudad para prestar los mismos ser-
vicios en una subsidiaria de dicha compañia; que luego
ésta fué vendida a Manuel Vega Nolasco, quien más tar-
de la llamó Hogar Ecko Prudential, S. A.. lo que no po-
día cambiar la situación de la mencionada empleada, se-
gún lo disponen los artículos 57 y 58 del Código de Tra-

bajo; que la demandante siguió laborando normalmente en
la nueva empresa después del cambio de dueño de la com-
pañía; que lo expuesto precedentemente no revela, como
la alega la recurrente, que en el fallo impugnado se incu-
rriera en el vicio de falta de base legal, y, en consecuen-
cia, el tercer medio del recurso carece también de funda-
mento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Hogar Ecko Prudential, S. A.;
contra la sentencia de la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispo-

• SitiVO se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
'segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas.
'con distracción de las mismas en provecho de los Dres.
Víctor Manuel Mengua). Francisco Chahin Jacobo y la
Liada Francisca L. Tejada V., abogados de la recturida.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiarna, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaqu6n L. Hernández Espaillat.— Miguel
,lacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gencral,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Naciom,:

de fecha 6 de septiembre de 1976.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Frank Garrido.
Abogados: Dres, Beatico Montan° y Compartes.

Recurrido: Dr. Donaldo Luna.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

•
En Nombre de la República, la Suprema Corte de

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Mpidio Be- •
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas A1-1
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 28 del mes de Enero del año 1981, años
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Frank
Garrido, dominicano, mayor de edad, casado, ingeniero, cé-
dula 48530, serie Ira., domiciliado y residente en esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada por la Cámara de Traba-
jo del Distrito Nacional el 6 de septiembre de 1976 .cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, suscrito por sus abo•
gados, doctores Luis 1-1. Padilla, y Rafael Acosta, cédulas
números 23940 Y 12452, de las series 18 y 12, respectiva-
mente; memorial en el que se proponen los medios que
más adelante se indicarán;

Visto el memorial de defensa de los recurridos Bes-
tico Montarlo y Angel Dofié, cédulas 5578, serie 5, y 33864,
serie 2, respectivamente; del 25 de septiembre de 1978,
sismo por sus abogados, doctores Porfirio L. 13alcáeer y
Donaldo Luna Arias;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se indican más adelante; y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral de los ahora
recurridos contra el recurrente, que no pudo ser conci-
liada, y la posterior demanda, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional. dictó el 6 de agosto de 1974,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prim.e.ro:
Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra el de-
mandado. por no haber comparecido, no obstante haber
sido legalmente citado; Segundo: Se rechaza por falta de
Prueba la demanda laboral intentada por Beatico Monta-

dicto

ioe t y Angl Doñé, contra el Ing. Frank Garrido; Tercero: Se6 el
condena a los demandantes al pago de las costas; b) que
sobre. la apelación interpuesta por la Cámara de Traba-
jo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,

6 de septiembre de 1976, la sentencia ahora impug-
nada, de la que es el dispositivo que sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, tanto en la forma como
on el fondo e4 recurso de apelación interpuesto por los
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1981

Recurrido: Dr. Donaldo Luna.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

•
En Nombre de la República, la Suprema Corte de

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Cantil] Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 28 del mes de Enero del año 1981, años,
137' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta 1
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Frank
Garrido, dominicano, mayor de edad, casado, ingeniero, cé-
dula 48530, serie ira., domiciliado y residente en esta eiu-:1
dad, contra la sentencia dictada por la Cámara de Traba-
jo del Distrito Nacional el 6 de septiembre de 1976 ,cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, suscrito por sus abo•
dados, doctores Luis H. Padilla, y Rafael Acosta, cédulas
;limeros 23940 y 12452, de las series 18 y 12, respectiva-
mente; memorial en el que se proponen los medios que
más adelante se indicarán;

Visto el memorial de defensa de los recurridos Bea-
tico Montarlo y Angel Doñé, cédulas 5578, serie 5, y 33864,
serie 2, respectivamente; del 25 de septiembre de 1978,
suscrito por sus abogados, doctores Porfirio L. Baleácer y
Donaldo Luna Arias;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se indican más adelante; y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral de los ahora
recurridos contra el recurrente, cate no pudo ser conci-
liada, y la posterior demanda, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, dictó el 6 de agosto de 1974,
uña sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra el de-
mandado, por no haber comparecido, no obstante haber
sido legalmente citado; Segundo: Se rechaza por falta de
prueba la demanda laboral intentada por Beatico Monta-
no y Angl Doñé, contra el Ing. Frank Garrido; Tercero: Se
condena a los demandantes al pago de las costas; b) que
sobre la apelación interpuesta por la Cámara de Traba-
jo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,dictó el 6 de septiembre de 1976, la sentencia ahora impug-
nada , de la que es el dispositivo que sigue: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, tanto en la forma como
en el fondo el recurso de apelación interpuesto por los 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Naciones:.
de fecha 6 de septiembre de 1976.

Ii
Materia: Trabajo.    

Recurrente: Frank Garrido.
Abogados: Data Beatico Montaño y Compartes.      
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señores Beatico Montaño y Angel Dofié, contra la lente
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Necio
de fecha 6 de agosto de 1974, dictada en favor del In
Frank Garrido, cuyo dispositivo ha sido copiado en par
anterior de esta misma sentencia y como ccnsecueneia r
voca en todas sus partes dicha sentencila impugnada;
GUNDO: Condena al Ing Frank Garrido a pagarle a B
tico Montaño, la suma de RD$373.14 y a Angel Deñó
suma de RD3213.15, por concepta de diferencia de sala.
nos dejados de pagar; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe en justicia, Ing. Frank Garrido, al pago de las
costas del procedimiento de ambas instancias de conformi.
dad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
Junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenado en dis-
tracción en provecho del Dr. Donaldo R. Luna Arias, quien
afirma haberles avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone contra la
sentencia impuesta los siguientes medios: Primer Medio:
Violación al Articulo 1315 del Código Civil, que establece
la regla general de la prueba, de modo que "todo aquel
que alega un hecho en justicia, tiene que probarlo...", y
sólo después "quien pretende estar liberado" tiene que de-
mostrarlo. 11) Desnaturalización del testimonio recogido
en la Acta de Informativo, del 24-1-76, incurrido por el
Juez a-quo al atribuirle al mismo un sentido y alcance de
prueba total de los hechos alegados por los recurridos ea
su demanda original, el cual valor probatorio no lo pwee,
sino todo lo contrario, constituye una prueba liberatoria
para el recurrente; 111) Falta o ausencia de estudio y pon-
deración de aspectos o partes fundamentales del dicho
formativo; esto es. del testimonio prestado en el mismo;
aspectos o partes de éste que más bien constituye a 18

prueba de que los recurridos no hicieron prueba sustatv
cial alguna de sus alegatos; Segundo Medio: 1). Violación
del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil, al adole
cer la sentencia recurrida de una carencia o falta aly3r

uta de motivos sobre aspectos fundamentales del proceso.
que no permitió a la Suprema Corte de Justicia ejercer su
poder de verificar si, en la especie, la Cámara a-gua ha
hecho o no una correcta aplicación de la ley; 11) Falta de
estudio y ponderación, cuando no ignorancia total de parte
del Juez, de declaraciones esenciales prestadas por el tes-
tigo único aportado por los recurridos como medio de ha-
cer sus pruebas; declaraciones que de haberles tomado
en cuenta el Juez a-quo en forma idónea de seguro, otra
hubiera sido la solución dada al caso; 111) Centrad:ccian
entre los motivos mínimo de la sentencia y los asp ec to.'
relevantes del resultado del informativo referido antes,
como de la comparecencia personal de los recurridos ante
el primer Juez; IV). Falta de base legal porque el Juez
a-quo no tomó en cuenta, en forma alguna, esos aspectos
relevantes del acta de informativo, omitiendo ponderar
igualmente el acta de comparecencia personal de los re-
curridos, el Departamento de Trabajo, el acta de deman-
da original de los recurridos y el escrito de ampliación de
conclusiones producido por los mismos ante la Cámara
a-qua, con fecha 14 de mayo de 1975, ya que de haber he-
cho el Juez un estudio y ponderación del contenido esen-
cial de dichos documentos, de igual manera, otro "habria
sido el fallo rendido", por todo lo cual la Suprema Corte
de Justicia no ha sido puesta en condiciones de saber si
la Ley ha sido bien o mal apliceda;

Considerando, que entre otros alegatos, el recurrente
sostiene en los dos medios de su memorial, que por la
sentencia impugnada la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, le condenó a
Pagar en favor de los trabajadores demandantes, ahora
recurridos, Beatico 1VIontaño y Angel Doñé, las sumas de
ED$373.14, y RD$213.15, respectivamente, a título de su-
plemento de salarios alegadamente dejádoles de pagar
Por el recurrente, en obras de albañilería que efectuaron
Para él; que para ello, la referida Cámara se basó única-

rii
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señores Beetico Montaño y Angel Doñé, contra la s'ente
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nado
de fecha 6 de agosto de 1974, dictada en favor del In
Frank Garrido, cuyo dispositivo ha sido copiado en pa
anterior de esta misma sentencia y como consecuencia t
voca en teclas sus partes dicha sentencia impugnada; S
GUNDO: Condena al Ing Frank Garrido a pagarle a B
tico Montaño, la suma de RD$373.14 y a Angel Deñó
suma de RDS213.15, por concepto de diferencia de s
ríos dejados de pagar; TERCERO: Condena a la parte q
sucumbe en justicia, Ing. Frank Garrido, al pago de 1
costas del procedimiento de ambas instancias de conformi
dad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
Junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenado en dis-
tracción en provecho del Dr. Donaldo R. Luna Arias, quie
afirma beberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone contra la
sentencia impuesta los siguientes medios: Primer Medio:
Violación al Artículo 1315 del Código Civil, que establece
la regla general de la prueba, de modo que "todo aquel
que alega un hecho en justicia, tiene que probarlo...", y
sólo después "quien pretende estar liberado" tiene que de-
mostrarlo. 11) Desnaturalización del testimonio recogido
en la Acta de Informativo, del 24-1-76, incurrido por el
Juez a-quo al atribuirle al mismo un sentido y alcance de
prueba total de las hechos alegados por los recurridos en
su demanda original, el cual valor probatorio no lo posee,
sino todo lo contrario, constituye una prueba liberatoria
para el recurrente; 111) Falta o ausencia de estudio y pon-
deración de aspectos o partes fundamentales del dicho in-
formativo; esto es, del testimonio prestado en el misma:
aspectos o partes de éste que más bien constituye ala
prueba de que los recurridos no hicieron prueba sustan-
cial alguna de sus alegatos; Segundo Medio: 1). Violación
del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil, al adole
cer la sentencia recurrida de una carencia o falta absT

luta de motivos sobre aspectos fundamentales del proceso,
que no permitió a la Suprema Corte de Justicia ejercer su
poder de verificar si, en la especie, la Cámara a-qua ha
hecho o no una correcta aplicación de la ley; 11) Falta de
estudio y ponderación, cuando no ignorancia total de parte
del Juez, de declaraciones csencians prestadas por el tes-
tigo único aportado por los recurridos como medio de ha-
cer sus pruebas; declaraciones que de haberlas tomad)
en cuenta el Juez a-quo en forma :dónea de seguro, otra
hubiera sido la solución dada al caso; 111) Contrad:cjón
entre los motivos mínimo de la sentencia y los aspectos
relevantes del resultado del informativo referido antes,
como de la comparecencia personal de los recurridos ante
el primer Juez; IV). Falta de base legal porque ol Juez
a-quo no tomó en cuenta, en forma alguna, esos aspectos
relevantes del acta de informativo, omitiendo ponderar
igualmente el acta de comparecencia personal de los re-
curridos, el Departamento de Trabajo, el acta de deman-
da original de los recurridos y dl escrito de ampliación de
conclusiones producido por los mismos ante la Cámara
a-qua, con fecha 14 de mayo de 1975, Ya que de haber he-
cho el Juez un estudio y ponderación del contenido esen-
cial de dichos documentos, de igual manera, otro "habría
sido el fallo rendido", por todo lo cual la Suprema Corte
de Justicia no ha sido puesta en condiciones de saber si
la Ley ha sido bien o mal aplicada;

Considerando, que entre otros alegatos, el recurrente
sostiene en los dos medios de su memorial, que por la
sentencia impugnada la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, le condenó a
pagar en favor de los trabajadores demandantes, ahora
recurridos, Beatico Montaño y Angel Doilé, las sumas de
RD$373.14, y RD$213.15, respectivamente, a título de su-
plernito de salarios alegadamente dejádoles de pagar
Por el recurrente, en obras de albañilería que efectuaron
Para él; que para ello, la referida Cámara se base única-



mente en las declaraciones de los citados demandantes,
oídos en la comparecencia personal efectuada al efecto; de-
claraciones que por sí mismas, y por prevenir de parte
interesada, no podían constituir un título idóneo para ser- •
vir de fundamento a la decisión adoptada por la ya citada
Cámara; que, en efecto, si es cierto que los demandantes
hicieron oir en el informativo efectuado a petición de los
demandantes, a título de testigo, al también trabajador
Juan Rosario, quien expuso que había servido por 15 días
en las obras de albañilería que había hecho Montaiio pal-a
el recurrente, y quien apoyó las alegaciones de los de-
mandantes que sirvieron de fundamento a su demanda.
también es cierto que el mismo testigo expuso que el cono-
cimiento que tenía de lo por él declarado no lo obtuvo por
sí mismo, sino porque los trabajadores demandantes se lo
habían informado; que por ello pone de manifiesto que el
teetimonio de Rosario solamente es de referencia, lo que
le priva de toda eficacia como elementos probatorio; de
donde es preciso admitir que la sentencia impugnada no
tiene como fundamento, en cuanto a la prueba de lo ale-
gado por los recurrentes relativamente al suplemento de
salario por ellos reclamado, sino las declaraciones de los
propios demandantes; lo que, envuelve una violación del
artículo 1315 del Código Coa, pues los citados deman-
dantes no satisfacieron la primera condición para el éxito
de la acción por ellos intentada, o sea la prueba de sus ale-
gaciones; que por lo tanto, la sentencia impugnada debe
ser casada;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para con-
denar ál ahora recurrente, al pago de las sumas de RD
$373.14 y RD$213.55, respectivamente, a título de suple-
mento de salarios por obras de albañilería por dichos de-
mandantes efectuados en provecho del ahora recurrente,
se fundamentó en las declaraciones de Juan Rosario, he-
cho oír a título de testigo por los trabajadores demandan

les quien testificó en el sentido de lo alegado por los de-
mandantes; que, sin embargo, según se consigna, en la
misma sentencia impugnada, Rosa dijo tener conocimien-
to de lo por él afirmado, por habérselo informado Monta-
o; que, en efecto, en la referida sentencia se consigna,

haber Rosa declarado: "Yo estaba trabajando en el mismo
barrio (en el que lo hacia Montaño), y me lo dijo el mis-
mo Montaña, que el empañete se lo pagaron por debajo
de la tarifa, y no daba para cubrir los gastos; eso me lo
dijo él, porque Yo le pregunté que por qué no me pagaba
a mí, y me dijo eso"; habiendo igualmente den1rado:
"Montaño reclama que le pagaron fuera de la tarifa de.
trabajo"; "Yo sé que le pagaron por debajo de la tarifa,
porque melo dijo Montaño"; que como se advierte de lo
acabado de exponer, las afirmaciones de Rosa provienen,
no de un conocimiento personal suyo, sino por referencia de
parte interesada; que por tanto, proceda la casación de la
sentencia impugnada por haberse incurrido al pronunciar-
la en la violación de las reglas de la prueba, sin que haya
que examinar los demás alegatos y medios del memorial;

-	 Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, de fecha 6 de septiembre de
1976, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto por ante el juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
tóbal, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo
grado; Tercero: Condena los recurridos, Beatico Monta-
ño y Angol Doñé, al pago de las costas, cuya distracción
se dispone en provecho de los doctores Luis II. Padilla y
Rafael Acosta, abogados del recurrente; por afirmar estar-
las avanzando en su mayor parte.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.

itala
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mente en las declaraciones de los citados demandantes,
oídos en la comparecencia personal efectuada al efecto; de-
claraciones que por sí mismas, y por prevenir de parte
interesada, no podían constituir un título idóneo para ser-
vir de fundamento a la decisión adoptada por la ya citada
Cámara; que, en efecto, si es cierto que los demandantes
hicieron oir en el informativo efectuado a petición de los
demandantes, a titulo de testigo, al también trabajador
Juan Rosario, quien expuso que había servido por 15 días
en las obras de albañilería que había hecho Montan() para
el recurrente, y quien apoyó las alegaciones de los de-
mandantes que sirvieron de fundamento a su demanda.
también es cierto que el mismo testigo expuso que el cono-
cimiento que tenía de lo por él declarado no lo obtuvo por
sí mismo, sino porque los trabajadores demandantes se lo
habían informado; que por ello pone de manifiesto que el
testimonio de Rosario solamente es de referencia, lo que
le priva de toda eficacia como elementos probatorio; de
donde es preciso admitir que la sentencia impugnada no
tiene como fundamento, en cuanto a la prueba de lo ale-
gado por los recurrentes relativamente al suplemento de
salario por ellos reclamado, sino las declaraciones de los
propios demandantes; lo que, envuelve una violación del
artículo 1315 del Código Coll, pues los citados deman-
dantes no satisfacieron la primera condición para el éxito
de la acción por ellos intentada, o sea la prueba de sus ale-
gaciones; que por lo tanto, la sentencia impugnada debe
ser casada;

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para con-
denar al ahora recurrente, al pago de las sumas de RD
$373.14 y RD$213.55, respectivamente, a título de suple-
mento de salarios por obras de albañilería por dichos de-
mandantes efectuados en provecho del ahora recurrente.
se fundamentó en las declaraciones de Juan Rosario. he-
dio oír a título de testigo por los trabajadores demandan
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quien testificó en el sentido de lo alegado por las de-
ina'ndantes; que, sin embargo, según se consigna, en la
misma sentencia impugnada, Rosa dijo tener conocimien-
to de lo por él afirmado, por habérsolo informado Monta-
¡lo; que, en efecto, en la referida sentencia se consigna,
haber Rosa declarado: "Yo estaba trabajando en el mismo
barrio (en el que lo hacía Montaño), y me lo dijo el mis-
mo Montaña, que el empañete se lo pagaron per debajo
de la tarifa. y no daba para cubrir los gastos; eso me lo
dijo él, porque Yo le pregunté que por qué no me pagaba
a mí, y me dijo eso"; habiendo igualmente cie:aarado:
"Montaño reclama que le pagaron fuera de la tarifa de.
trabajo"; "Yo sé que le pagaron per debajo de la tarifa,
porque melo dijo Montaño"; que como se advierte de lo
acabado de exponer, las afirmaciones de Rosa provienen,
no de un conocimiento personal suyo, sino por referencia de
parte interesada; que por tanto, procede la casación de la
sentencia ,impugnada por haberse incurrido al pronunciar-
la en la violación de las reglas de la prueba, sin que haya
que examinar los demás alegatos y medios del memorial;

-	 Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
par la Cámara de Trabajo del Juzgado de 'Primera Instan-
cia del Distrito Naoional, de fecha 6 de septiernbre cte
1976, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris.
tóbal, en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo
grado; Tercero: Condena los recurridos, Beatico Monta-
Ele y Angel Doñé, al pago de las costas, cuya distraed&
se dispone en provecho de los doctores Luis II. Padilla y
Rafael Acosta, abogados del recurrente; por afirmar estar-
las avanzando en su mayor parte.

(FIRMADOS).— Néstor Confín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín NI.
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Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os..13,1
.tg

valdo Perdomo Báez.— Miguel Jacobo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y/1
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1981

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San
Cristóbal, de fecha 5 de agosto de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: Safari Motors, C. por A.
Abogados: Eres. Joaquín Ramírez de la Rocha, Fabian Ricardo

liaran y Claudio R. Seriano R.

Recurrido: Salvador E. González ;J'anejo.
Apegado: Dr. J. A. Hernández Machado.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar. Predente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio I3eras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la dudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy déa 28 de enero de 1981, años 137' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia
pública, oamo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Safari
Meten, C. por A., con domicilio social en esta ciudad y
oficinas en un edificio situado en la Avenida John F. Ken-
nedy a esquina Avenida Tiradentes, contra las seniencias
dictadas por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, en atribuciones de Tribunal de
Trabajo de Segundo Grado y como Tribunal de envío, de

111
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1981

Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os.
valdo Perdomo Báez.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia púbhica del día, mes y año en él expresados, y' ;
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,:
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.

sentencia impugnada: .Juzgado de Primera Instancia de San
Cristóbal, de fecha 5 de agosto de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: Safari Motor; C. por A.

Ahogadas : Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha, Fabian Ricardo
Baralt y Claudio R. Soriano R.

ocurrido: Salvador E. González t'anejo.
bogado: Dr. J. A. Hernández Machado.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contén Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te: Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Peras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy déa 28 de enero de 1981, años 137' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
Pública. como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Safari
Motora, C. por A., con domicilio social en esta ciudad y
oficinas en un edificio situado en la Avenida John F. Ken.
netly a esquina Avenida Tiradentes, contra las sentencias
dictadas por el Juzgado de Primera Instancia dell Distrito
Judicial de San Cristóbal, en atribuciones de Tribunal de

abajo de Segundo Grado y como Tribunal de envío, de
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fecha 5 de agosto de 1977, cuyos dispositivos se copian más
adelante;

Oídos a los alguaciles de turno en la lectura de los
roles;

Oído al Dr. Fabian Ricardo Baralt, por sí y por los
Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha y Claudio R. Soriano
del Rosario, abogados de los recurrentes, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, en represen.
tación de la Dra. Luisa Jorge García, abogado de la recu-
rrida Jeannette Ortiz de González; y el Lie. Zoilo Núñez
Salcedo, en representación del Dr. J A. Hernández Ma-
chado, abogado del recurrido Salvador E. González Valle-
jo, en la lectura de sus conclusiones;

Oídos los dictámenes del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República;

Vistos los memoriales de casación de la recurrente
del 29 de agosto de 1977 y de ampliación del 21 de agosto
y 19 de octubre de 1978, suscritos por sus ahogados, en
los que se proponen los ruchos de casación que se indican
más adelante;

Vistos les memoriales de defensa de los recurridos,
del 18 de abril de 1978, suscritos por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
heredo y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que las sentencias impugnadas y los do-
cumentos que figuran en el expediente, ponen de manifies-
to, que en la especie, las reclamaciones de los recurridos, ::1
:un sido hechas contra la misma empresa y tienen el mismo 11
objeto y la misma causa, por lo que al estar ambos expe-
dientes en estado de ser fallados, se dispone la fusión de
los mismos para que sean fallados por una sola sentencia; 	

.

Considerando, que las sentencias impugnadas y los do- 1
cumentos a que ellas se refieren, consta: a) que con motivo

de unas reclamaciones laborales que no pudieron ser con-
ciliadas, y las demandas siguientes intentadas por los re-
curridos contra la recurrente, el juzgado de Paz de Tra-
baje rel Distrito Nacional dictó el 26 de agosto y 12 de
diciembre de 1974, unas sentencias con los siguientes dis-
positivos: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra la parte demandada, la em-
presa comercial Safari Motors, C por A., por no compa-
recer, no obstante haber sido legalmente oitado; SEGUN-

DO: Se condena a la empresa Safari IVIetors, C. por A., a
pagar a la señora Jeannette Ortiz de González, la suma de
RDS698.38, más los intereses legales de dicha suma :.i. par-
tir de la fecha de la demanda per concepto de diferencia
en pago por desahucio patronal; TERCERO: Se condena a
la empresa comercial Safari ?Waters, C. por A., al pago de
las costas, ordenando su distracción en provecho del Dr.
Rafael E. Hernández M., que afirma estadas avanzando en
su totalidad; "FALLA: PRIMERO: Se condena a la cm-.

' presa Safari Motors. C. por A.. a pagar al reclamante señor
Salvador E. González Vallejo, la suma de RD$976.21,
(Novecientos setentiséis pesos oro con veintiún centavos).
por concepto de diferencia por liquidación de prestaciones
laborales, como consecuencia del ejercicio del desahucio
patronal, y más los intereses legales de dicha suma, conta-
dos a partir de la fecha de It demanda y hasta la ejecución
definitiva de la sentencia a intervenir; SEGUNDO: Se
condena a la empresa demandada al pago de las costas,
con distracción en favor del Dr. J. E. Hernández Macha-
do, quz• afirma haberles avanzado en su totalidad; h) que
sobre las apelaciones interpuestas intervinieron por ante
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, en fecha 15 y 16 de septiembre de
1975. las sentencias con los siguientes dispositivos: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelación inte.rptiesto por Safari Mo•
tors, C. por A., contra sentencia del Juzgado de Paz de



r.

86	 BOLETIN JUDICIAL

fecha 5 de agosto de 1977, cuyos dispositivos se copian más
adelante;

Oídos a los alguaciles de turno en la lectura de los
roles;

Oído al Dr. Fabian Ricardo Baralt, por sí y por los
Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha y Claudio R. Soriano
del Rosario, abogados de los recurrentes, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. Francisco L. Chía 'Prontos°, en represen-
tación de la Dra. Luisa Jorge García, abogado de la recu-
rrida Jeannette Ortiz de González; y el Lic. Zoilo Núñez fi
Salcedo, en representación del Dr. J. A. Hernández Ma-
chado, abogado del recurrido Salvador E. González Valle-
jo, en la lectura de sus conclusiones;

Oídos los dictámenes del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República;

Vistos los memoriales de casación de la recurrente
del 29 de agosto de 1977 y de ampliación del 21 de agosto
y 19 de octubre de 1978, suscritos por sus abogados, en
los que se proponen los mdios de casación que se indican
más. adelante;

VIstos les memoriales de defensa de los recurridos.
del 18 de abril de 1978, suscritos por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales 'invocados por la recu-
:Tenle que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Consfderando, que las sentencias impugnadas y los do-
cumentos que figuran en el expediente, ponen de manifies-
to, que en la especie, las reclamaciones de los recurridos,
han sido hechas contra la misma empresa y tienen el mismo
objeto y la misma causa, por lo que al estar ambos expe-
dientes en estado de ser fallados, se dispone la fusión de
los mismos para que sean fallados por una sola sentencia;

Considerando, que las sentencias impugnadas y los do-
cumentos a que ellas se refieren, consta: a) que con motivo
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de unas reeiainaciones laborales que no pudieron ser con-
ciliadas, y las demandas siguientes intentadas por los re-
curridos contra la recurrente, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo rel Distrito Nacional dictó el 26 de agosto y 12 de
diciembre de 1974, unas sentencias con los siguientes dis-
positivos: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra la parte demandada, la em-
presa comercial Safari Motors, C. por A., por no compa-
recer, no obstante haber sido legalmente citado; SEGUN-
DO: Se condena a la empresa Safari Motor% C. por A., a
pagar a la señora Jeannette Ortiz de González, la suma de
RDS698.38, más los intereses legales de dicha suma a par-
tir de la fecha de la demanda per concepto de diferencia
en pago por desahucio patronal; TERCERO: Se condena a
la empresa comercial Safari Motor% C. por A., al pago de
las costas. ordenando su distracción en provecho del Dr.
Rafael E. Hernández M., que afirma estarlas avanzando en
su totalidad; "FALLA: PRIMERO: Se condena a la em-
presa Safari Motees, C. por A.. a pagar al reclamante señor
Salvador E. González Vallejo, la suma de RII$976.21,

r (Novecientos setentiséis pesos oro con veintiún centavos).
por concepto de diferencia por liquidación de prestaciones
laborales, como consecuencia del ejercicio del desahucio
patronal, y más los intereses legales de dicha suma, conta-
dos a partir de la fecha de k demanda y hasta la ejecución
definitiva de la sentencia a intervenir; SEGUNDO: Se
condena a la empresa demandada al pago de las costas.
con distracción en favor del Dr. J. E. Hernández Macha-
do, que afirma haberlas avanzado en su totalidad; b) que
sobre las apelaciones interpuestas intervinieron por ante
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, en techa 15 y 16 de septiembre de
1975, las sentencias con los siguientes dispositivos: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por Safari -Mo-
tor% C. por A., contra sentencia del Juzgado de Paz de
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Trabajo del Distrito Nacional de fecha 12 de diciembre da
1974, dictada en favor del señor Salvador E. González Va-
llejo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de
esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo
rechaza dicho recurso de alzada y como consecuencia con-
firma en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe, Safari Mo-
tors, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, de
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 5'02,
de 118 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, or-
denando su distracción en provecho del Dr. José Enrique
Hernández. Machado, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por Safari Motors, C. por A., contra la sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha
26 de agosto de 1974, dictada en favor de la señora Jean-
nette Ortiz de González, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior da esta misma sentencia; SEGUNDO:
Relativamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y
como consecuencia confirma en todas sus partes dicha
sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, Safari Motors, C. por A., al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1961.  y 691 del Có-
digo de Trabajo. ordenando su distracción en provecho del
Dr. José E. Hernández Machado, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; e) que recurridas en casación
ambas sentencias, la Suprema Corte de Justicia, dictó en
fechas 3 y 6 de diciembre de 1976, los siguientes fallos:
"Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Juzgado da Primera Instancia
de/ Distrito Nacional, de fecha 16 de septiembre de 1975,
cuyo dispositivo se copia en parle anterior del presente
fallo, y envía dicho asunto por ante el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en las
mismas atribuciones; Segundo: Condena a la recurrida,

e sucumbe, al pago de las costas, distrayéndolas
favor de los Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha,

abián Ricardo Baralt y Claudio R. Soriano del Ro-
sario, abogados de la recurrente, quienes afirman haber-

s 	 en su totalidad; "Por tales motivos, Primero:
asa la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
uzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de
echa 15 de septiembre del 1975, cuyo dispositivo se copia
q parte anterior del presente fallo; y envía dicho asunto
r ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-

'ctal de San Cristóbal, en las mismas atribuciones; Se-
udo: Condena al recurrido, que sucumbe, al pago de las
stas, distrayéndolas en favor de los Dres. Joaquín Ra-
irez de la Rocha, Fabián Ricardo Baz-alt y Claudio R.
oriano del Rosario, abogados de la recurrente, quienes
irman haberlas avanzado en su totalidad; d) que por III-

ano, el Tribunal de envío de ambos recursos dictó las
sentencias ahora impugnadas en casación, cuyos dispositi-
vos dicen así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por la Safari Motora, C. por A., contra la senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
dictada en fecha 26 de agosto de 1974, a favor de Jeannet-
te Ortiz de González; SEGUNDO: Rechaza dicho recurso
de alzada, respecto del fondo y en consecuencia, confirma
dicha sentencia impugnada. según se ha dicho en las mo
tivaciones de este fallo; TERCERO: Condena a Safari Mo-
tors, C. por A., parte sucumbiente, al pago de las costas
del procedimiento, ordenando su distracción en provecho
de la Dra. Luisa Teresa Jorge García, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por la Safari Motois, C. por A ,
contra la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, dictada en fecha 19 de diciembre de 1974,
a favor del señor Salvador E. González Vallejo, cuyo dis-
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Trabajo del Distrito Nacional de fecha 12 de diciembre de
1974, dictada en favor del señor Salvador E. González Va-
Rejo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de
esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo
rechaza dicho recurso de alzada y como consecuencia con-
firma en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe, Safari Mo-
tors, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, de
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302,
de 118 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, or-
denando su distracción en provecho del Dr. José Enrique
Hernández Machado, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por Safari Motors, C. por A., contra la sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha
26 de agosto de 1974, dictada en favor de la señora Jean-
naire Ortiz de González, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO:
Rolativlunente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y
corno consecuencia confirma en todas sus partes dicha
sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, Safari Motors, C. por A., al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Có-
digo de Trabajo. ordenando su distracción en provecho del
Dr. José E. Hernández Machado, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; e) que recurridas en casación
ambas sentencias, la Suprema Corte de Justicia, dictó en
Lechas 3 y 6 de diciembre de 1976, los siguientes fallos:
"Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, de fecha 16 de septiembre de 1975,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente
fallo, y envía dicho asunto por ante el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en las
mismas atribuciones; Segundo: Condena a la recurrida,

que sucumbe, al pago de las costas, distrayéndolas
en favor de los Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha,
Fabian Ricardo Baralt y Claudio R. Soriano del Ro-
sada, abogados de la recurrente, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; "Por tales motivos, Primero:
Casa la sentencia dictada per la Cámara de Trabajo del
juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de
fecha 15 de septiembre del 1975. cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; y envía dicho asunto
por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, en las mismas atribuciones; Se-
gua& Condena al recurrido, que sucumbe, al pago de las
costas, distrayéndolas en favor de los Dres. Joaquín Ra-
mírez de la Rocha, Fabian Ricardo Hardt y Claudio
Soriano del Rosario, abogados de la recurrente, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; d) que por úl-
timo, el Tribunal de envío de ambos recursos dictó las
sentencias ahora impugnadas en casación, cuyos dispositi-
vos dicen así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por la Safari Motors, C. por A., contra la senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
dictada en fecha 26 de agosto de 1974, a favor de Jeannet-

Ortiz de González; SEGUNDO: Rechaza dicho recurso
alzada, respecto del fondo y en consecuencia, confirma
ha sentencia impugnada, según se ha dicho en las mo

tivaciones de este fallo; TERCERO: Condena a Safari Mo-
tors, C. por A., parte sucumbiente, al pago de las costas
del procedimiento, ordenando su ciistraccián en provecho
de la Dra. Luisa Teresa Jorge García, quien afirma haber
las avanzado en su totalidad; "FALLA: PRIMERO: Decla-
aa regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
ipelación interpuesto por la Safari Motois, C. por A,

contra la sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, dictada en fecha 19 de diciembre de 1974,
a favor del señor Salvador E. González Vallejo, cuyo dis-
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positivo ha sido copiado en parte anterior de la presente
sentencia; SEGUNDO: Rechaza dicho recurso de alzada,
respecto del fondo, y en consecuencia, Confirma, dicha
sentencia impugnada, según se ha dicho en las motivacie,
nes de este fallo; TERCERO: Condena a la Safari Motors,
C. por A., parte sucumbiente, al pago de las costas del
procedimiento, ordenando, su distracción en provecho del
Dr. J. E. Hrnández Machado, quien afirma beberlas avan-
zado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone en sus memo-
riales contra las sentencias impugnadas los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación del artículo 76
del Código de Trabajo y del Párrafo único del artículo
primero del Reglamento No. 6127, de fecha 11 de octubre
de 1960, para la determinación del promedio diario del sa;
larlo de todo trabajador, para los fines de liquidación y
pago de las indemnizaciones por concepto de auxilio de
cesantía y por omisión del aviso previo en caso de desahu-
cio; Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del Códi-
go Civil; Violación del principio de la prueba; Tercer Me
dio: Violación de la Ley No. 288, del 23 de mano de 1972;
Cuarto Medio: Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil. Desnaturalización de los hechos dc,
la causa. Desconocimiento cle documentos del a causa. Fal-
ta de base legal.

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su
primer y segundo medios reunidos, alega en síntesis que

en el resultado de la información testimonial que celebró
el Juez del envío, se advierte, que los testigos oídos, se
limiten a externar sus opiniones acerca de la efióienc,ia de
los servicios que prestaban los demandantes originarios
recurridos en casación, en la Safari Motors, C. por A.,
que según su parecer, las sumas que les entregaban la em-
presa anualmente, a los reclamantes, no era como bonifi-
cación, sino como salarios complementarios, o salarios di-
feridos; de modo pues, que dichos declarantes, según la re-

current.e, no actuaron en la presente litis como testigos,
sino como si hubiesen sido verdaderos expertos, o aún
más, como si hubiesen sido los jueces de la causa que en
tales circunstancias, al no haberse agregado por ante el

tribuna l de envío, ninguna prueba, que en hecho o en de-
recho, pueda hacer variar la sentencia dictada el 3 de di-
ciembre de 1976, por la Suprema Corte de Justicia, en re-
lación con la presente litis, se impone admitir, que lo es-
tablecido por ésta en la mencionada sentencia, de Que
"puntualizado como lo había sido que las bonificaciones
acordadas cual que fuese su naturaleza, al no formar par-
te de las horas ordinarias de trabajo, no deben ser toma-
das en cuenta para el cálculo del imparte del auxilio de
cesantía, etc., en caso de desahucio, como lo entendió erró-
neamente la Cámara a-qua, por lo que da vigencia al con-

' trato. Para estos cálculos sólo se tendrán en cuenta los
salaries correspondientes a horas ordinarias; y el Regla-
mento 6127, en el párrafo único de su artículo 1 9 establece
que: "En todos los casos, para determinar el monto total
de los salarios devengados por el trabajador sólo se com-
putarán los salarios correspondientes a las horas
rias trabajadas por éste";

Considerando, que tal corno lo alega la recurrente, el
examen de las sentencias ahora impugnadas pone de ma-
nifiesto, que el Juez a-quo, en ambos casos, al fallar como
lo hizo, incurrió al igual que lo había hecho la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, en sus sentencias del 15 de
septiembre de 1975, en una incorrecta aplicación del Art.
76 del Código de Trabajo, y del Reglamento 6127. al atri-
buir a las bonificaciones, en el caso, el carácter de pagos
de horas ordinarias de trabajo, y como tales computables
Para calcular las prestaciones a pagar en ocasión del des-
liado; ya que al constar en las sentencias impugnadas, que
las declaraciones de los testigos, a las que se atribuyó cré-
dito, lejos de haber negado que el patrono, en el caso Sa-
fari ?gators, C. por A., concediera anualmente, sumas va-

ordina-
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positivo ha sido copiado en parte anterior de la presente
sentencia; SEGUNDO: Rechaza dicho recurso de alzada,
respecto del fondo, y en consecuencia, Confirma, dicha
sentencia impugnada, según se ha dicho en las motivado.
nes de este fallo; TERCERO: Condena a la Safari Motors.
C. por A., parte sucumbiente, al pago de las costas del
procedimiento, ordenando, su distracción cn provecho del
Dr. J. E. Hrnández Machado, quien afirma haberles avani
zado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone en sus memo-
riales contra las sentencias impugnadas /os siguientes me-
dias de casación: Primer Medio: Violación del artículo 7(i .
del Código de Trabajo y del Párrafo único del artículo
primero del Reglamento No. 6127, de fecha 11 de octubre
de 1960, para la determinación del promedio diario del sa-
lario de todo trabajador, para los fines de liquidación y
pago de las indemnizaciones por concepto de auxilio de
cesantía y por omisión del aviso previo en caso de desahu-
cio; Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del Códi-
go Civil; Violación del principio de la prueba; Tercer Me-
dio: Violación de la Ley No. 288, del 23 de marzo de 1972;
Cuarto Medio: Violación del articulo 141 del Código de
Procedimiento Civil. Desnaturalización de los hechos (12
la causa. Desconocimiento de documentas del a causa. Fal-
ta de base legal.

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su
primer y segundo medios reunidos, alega en síntesis que
en el resultado de la información testimonial que celebró
el Juez del envío, se advierte, que los testigos oídos, se
limiten a externar sus opiniones acerca de la eficiencia de
los servicios que prestaban los demandantes originarios y
recurridos en casación, en la Safari Motors, C. por A., y
que según su parecer, las sumas que les entregaban la cm'
presa anualmente, a los reclamantes, no era como bonifi-
cación, sino como salarios complementarios, o salarios di-
feridos; de modo pues, que dichos declarantes, según la re-

currente, no actuaron en la presente litis como testigos,
sino como si hubiesen sido verdaderos expertos, o aún
más, como si hubiesen sido los jueces de la causa que en
tales circunstancias, al no haberse agregado por ante el
tribunal de envío, ninguna prueba, que en hecho o en de-
recho, pueda hacer variar la sentencia dictada el 3 de di-
ciembre de 1976, por la Suprema Corte de Justicia, en re-
lacitn con la presente litis, se impone admitir, que lo es-
tablecido por ésta en la mencionada sentencia, dé que
"puntualizado como lo había sido que las bonificaciones
acordadas cual que fuese su naturaleza, al no formar par-
te de las horas ordinarias de trabajo, no deben ser toma-
das en cuenta para el cálculo del importe del auxilio de
cesantía, etc., en caso de desahucio, como lo entendió erró-
neamente la Cámara a-qua, por lo que da vigencia al con-
trato. Para estos cálculos sólo se tendrán en cuenta los
salarios correspondientes a horas ordinarias; y el Regla-
mento 6127, en cl párrafo único de su artículo 19 establec:e
que: "En todos los casos, para determinar el monto total
de los salarios devengados por el trabajador sólo se com-
putarán los salarios correspondientes a las horas ordina-
rias trabajadas por éste";

Considerando, que tal como lo alega la recurrente, el
examen de las sentencias ahora impugnadas pone de ma-
nifiesto, que el Juez a-quo, en ambos casos, al fallar como
lo hizo, incurrió al igual que lo había hecho la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, en sus sentencias del 15 de
septiembre de 1975, en una incorrecta aplicación del Art.
76 del Código de Trabajo, y del Reglamento 6127, al atri-
buir a las bonificaciones, en el caso, el carácter de pagos
de horas ordinarias de trabajo, y como tales computables
para calcular las prestaciones a pagar en ocasión del des-
hacía; ya que al constar en las sentencias impugnadas, que
las declaraciones de los testigos, a las que se atribuyó cré-
dito, lejos de haber negado que el patrono, en el caso Sa-
fari Motors, C. por A.. concediera anualmente, sumas va-
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Hables a sus empleados, llamadas bonificaciones. los que
hicieron fué ratificar lo que las partes habían admitido,
aunque dichos testigos agregaran que según su aprecia-
ción personal, dichas sumas no constituían tales bonifica-
ciones, sino valores completivos del salario; afirmación
esta última, que conforme lo alega con mucha propiedad
la recurrente, ya no se podría considerar como prueba
testimonial en su perjuicio, sino como una simple opinión
particular de un testigo, sin ninguna incidencia, como me-
dio de prueba, por lo que, los medios que se examinan de-
ben ser acogidos, y en consecuencia, las sentencias impug-
nadas deben ser casadas, sin que ea necesario ponderar
los demás medias de los recursos;

Por tales motivos, Primero: Casa las sentencias dicta-
das por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal. en atribuciones laborales el 5 de
agosto de 1977, cuyos dispositivos se copian en parte an-
terior del presente Wlo, y envía dichos asuntos así fusio-
nados, por ante el Juzgado de Primera Instancia de San
Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo:
Condena a los recurridos al pago de las costas civiles de
ambas instancias en favor de los Dres. Joaquín Ramírez
de la Rocha, Fabián Ricardo Baralt E. y Claudio E. Soria
no del Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro.
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat. — Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1981

sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
16 de marzo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes' Horacio P. Lugo y Compartes.
Abogado: Lic. Rafael Benedicto.

Interviniente4: Julián A. Colón y Compartes.
abogado: Dr. Berto E. Veloz Pérez.

IntervIniente: María Tejada.
Abogado: Dr. José A. Madera.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
usticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor

ntín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,

Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos de:
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la dudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 27 de enero del 1981, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Horacio Parmenio Lugo, dominicano, mayor de
edad, casado, chofer, cédula 45454, serie 47; Julián Anto-
nio Colón, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, cé-
dula 48970, serie 31, domiciliados ambos en la ciudad de
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dables a sus empleados, llamadas bonificaciones, los que
hicieron fué ratificar lo que las partes habían admitido,
aunque dichos testigos agregaran que según su aprecia-
ción personal, dichas sumas no constituían tales bonifica-
ciones, sino valores completivcs del salario; afirmación
esta última, que conforme lo alega con mucha propiedad
la recurrente, ya no se podría considerar como prueba
testimonial en su perjuicio, sino como una simple opinión
particular de un testigo, sin ninguna incidencia. como me-
dio de prueba, por lo que, los medios que se examinan de-
ben ser acogidos, y en consecuencia, las sentencias impug-
nadas deben ser casadas, sin que Fea necesario ponderar
los demás medias de los recursos;

Por tales motivos. Primero . Casa las sentencias dicta-
das por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-

dicial de San Cristóbal, en atribuciones laborales el 5 de
agosto de 1977, cuyos dispositivos se copian en parte an-
terior del presente fallo, y envía dichos asuntos así fusio-
nados, por ante el Juzgado de Primera Instancia de San
Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segundo:
Condena a los recurridos al pago de las costas civiles de
ambas instancias en favor de los Dres. Joaquín Ramírez
de la Rocha, Fabián Ricardo Baralt E. y Claudio E. Soria-
no del Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad.

/FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elp'-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat. — Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento. en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE ENERO DEL 1981

Sente ncia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
16 de marzo de 1977.

materia: Correccional.

Recurrentes' Horado P. Lugo y Compartes.
Abogado: Lic. Rafael Penedicto.

intervinientes: Julián A. Colón y Compartes.
Abogado: Dr. Rento E. Veloz Pérez.

Interviniente: Maria Tejada.
Abogado: 1)r. JOsi, A. Madera.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama.
Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 27 de enero del 1981, años 137' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Horacio Parmenio Lugo, dominicano, mayor de
edad, casado, chofer, cédula 45454, serie 47; Julián Anto-
nio Colón, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, cé-
dula 48970, serie 31, domiciliados ambos en la ciudad de
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Santiago de los Cabelleros, y por la Compañía de Seguros
Patria, S. A., con su asiento social en la misma ciudad; e,
igualmente, por Ramón Antonio Carrasco, dominicano,
mayor de edad, casado, csófer. cédula 794,3, serie 45, do-
miciliado y residente en Santiago Rodríguez, así como pu.
Aida Luz Ramírez, y la Unión de Seguros, C. por A., con
domicilio social en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros, contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santiago, el 16 de mar•
zo de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic. Rafael Benedicto, cédula 56382, serie 31,
abogado de los recurrentes Horacio Parmenio Lugo, Julián
Antonio Colón, y la Seguros Patria, S. A.. en la lecti.ra de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera'
de la República;

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Se-
cretaría de la Corto a-qua, los días 25 y 28 de marzo, del
año 1977, respectivamente; actas en las que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes in-
mediatamente arriba mencionados, suscrito por su aboga-
do, y en el que se proponen contri, el fallo impugnado los

•medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente María de las Me-
ves Tejada, suscrito por su abogado, Dr. José Avelino Ma-
dera Fernández, cédula 55673, serie 31;

Visto igualmente, el escrito de los intervinientes Ho-
vacío Parmenio Lugo, Daniel Pérez y María Australia Pé-
rez de Pérez, cédulas 19334 y 20745, serie 47, respectiva-
mente, suscrito por su abogado Dr. Berto Emilio Veloz Pé-
rez, cédula 31469, serie 54;

to Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
beracta. y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-

1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No.
in. de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de

Motor, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta la siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de Santiago de los Caballeros, el 16 d enzarzo de
1974, en el que varias personas resultaron con lesiones
corporales, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judie:al de Santiago, dictó el
13 de septiembre de 1975 una sentencia cuyo dispositivo
se copia en el de la ahora impugnada; y h.) que sobre los
recursos interpuestos, la Corte de Apelación de Santiago
dictó el 16 de marzo de 1977, el fallo ahora impugnado en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara buenos y válidos en cuanto a la forma.
los recursos de apelación interpuestos por el Licclo. José
Cristóbal Cepeda, a nombre y representación del nombra-
do Board° Parmenio Lugo, prevenido, y el señor Julián
Antonio Colón Sosa, persona civilmente responsable, y la
Compañía Nacional de Seguros Patria, S. A.; por el Dr.
Avelino Madera, a nombre y represesntación de María de
las Nieves Tejada. parte civil constituida, y por el Dr.
Flector Valenzuela, a nombre y representación del nom-
brado Horario Parmenio Lugo, Daniel Pérez y Australia
Pérez, padres del menor Gilberto A. Pérez, contra senten-
cia de fecha trece (13) del mes de septiembre del año mil
novecientos setenta y cuatro (1974), dictada por la Primera
Cántara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: "Primero: Declara a los nombrados Horacio Par-
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Santiago de los Cabelleros, y por la Compañia de Segures
Patria, S. A., con su asiento social en la misma ciudad; e,
: gualmente, por Ramón Antonio Carrasco, dominicano,
:mayor de edad, caÇado, wélter, cédula 7943, serie 45, do-
miciliado y residente en Santiago Rodríguez, así como por
Aida Luz Ramírez, y la Unión de Seguros, C. por A., con
domicilio social en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros, contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santiago, el 16 de mar-
zo de 1977, CUYO dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Lic. Rafael Benedicto, cédula 56382, serie 31,
abogado de los recurrentes Horacio Parmenio Lugo, Julián
Antonio Colón, y la Seguros Patria, S. A., en la lecti.ra de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, los días 25 y 28 de marzo, del
año 1977. respectivamente; actas en las que no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes in-
mediatamente arriba mencionados, suscrito por su aboga-
do, y en el que se proponen contra el fallo impugnado los
medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente María de las Nie-
ves Tejada, suscrito por su abogado, Dr. José Avelino Ma-
dera Fernández, cédula 55673. serie 31;

Vist,o igualmente, el escrito de los intervinientes Ho-
racio Parmenio Lugo, Daniel Pérez y María Australia Pé-
rez de Pérez, cédulas 19334 y 20745, serie 47, respectiva-
mente, suscrito por su abogado Dr. Berto Emilio Veloz Pé-
rez, cédula 31469, serie 54;

La Suprema Corte de Justicia, después: de haber deli-
ado, y vistos los textos legales invocados por los recu-

rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 49
52 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-

1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No.
7, de 1955. sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de

otor, y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
'en;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta la siguiente: al
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de Santiago de los Caballeros, el 16 d emarzo de
1974, en el que varias personas resultaron con lesiones
corporales, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judio:al de Santiago, dictó el
13 de septiembre de 1975 una sentencia cuyo dispositivo
se copia en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los
recursos interpuestos, la Corte de Apelación de Santiago
dictó el 16 de marzo de 1977, el fallo ahora impugnado en
casación, cuyo dispositivo es .el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara buenos y válidos en cuanto a la forma,
los recursos de apelación interpuestos por el Licdo. José
Cristóbal Cepeda, a nombre y representación del nombra-
do aparejo Parmenio Lugo, prevenido, y el señor Julián
Antonio Colón Sosa, persona civilmente responsable. y la
Compañía Nacional de Seguros Patria, S. A.; por el Dr.
Avelino Madera, a nombre y represesntación de María de
las Nieves Tejada, parte civil constituida, y por el Dr.
}léete/. Valenzuela. a nombre y representación del nom-
brado Horario Parmenio Lugo, Daniel Pérez y Australia
Pérez, padres del menor Gilberto A. Pérez, contra senten-
cia de fecha trece (13) del mes de septiembre del año mil
novecientos setenta y cuatro (1974), dictada por la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: "Primero: Declara a los nombrados Horacio Par-



96	 BOLETIN JUDICIAL,

menio Lugo y Ramón Carrasco, de generales anotadas,
culpables, el primero ,de violación de los artículos 49, 74
párrafo D) de la Ley 241, y la Ordenanza Municipal No
1396 del ario 1963; y el segundo de violación al artículo,
49 de Ley 241 sobre tránsito de vehículos de motor, en,
perjuicio de María de las Nieves 'rejada y Gilberto Ante.
nio Pérez, hecho puesto a su cargo y en consecuencia con.
dena al 1ro. al pago de una multa de RDS50.00 (Cineuea.
ta pesos oro), y al 2do. al pago de una multa de RD840,00
(cuarenta pesos oro), acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Segundo: Declara buena y válida, en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil intentada por la se-
ñora María de las Nieves Tejada, en su calidad de agra-
viada, contra Julián Antonio Colón Sosa, persona civil-
mente responsable, y la compañía nacional de seguros
Unión de Seguros, C. pez- A., aseguradora de la responsa-
bilidad civil del vehículo propiedad de éste último, por
haber sido hecha de acuerdo a las normas y exigencias
procesales; Tercero: Declara buena y válida, en cuanto a
la forma, la constitución en parte civil, intentada por la
señora María de las Nieves Tejada, en su calidad antes
mencionada, contra el nombrado Ramón Carrasco y/o Aida
Luz Ramírez y la Compañía Nacional de Seguros Unión de
Seguros, C. por A.; Cuarto: Declara buena y válida, en

cuanto a la forma, la constitución en parte civil, hecha en
audiencia por Horario Parmenio Lugo, en su condición de
conductor y agraviado; y de los señores Daniel Pérez y Ma-
ia Australia Pérez de Pérez, quienes actúan en su cali-

dad de padres del menor agraviado Gilberto Pérez y Pé-

r ez, por haber sido hecho de acuerdo a las normas y ed*
gencias procesales; Quinto: Condena al señor Julián An;
tonio Colón Sosa persona civilmente responsable, al pago
de una indemnización de RDS700.00 (Setecientos pesos
oro), en provecho de la señora María de las Nieves Te*
jada, por los daños y perjuicios morales y materiales et
perimentados en el accidente que nos ocupa; Sexto: Con'
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dena a los nombrados Ramón Carrasco y/o Aida Luz Ra-
mírez , al pago conjunto y solidario de una indemnización
de ED$350.00 )Trescientos cincuenta pesos oro), en pro-
vecho de la señora María de las Nieve Tejada, por los da-
ñes morales y materiales sufridos en el accidente en cuas-
bS Séptimo: Condena a los señores Ramón Carrasco y/o

tAidna; Luz Ramírez, al pago de sendas indemnizaciones de
fip$100.00 (Cien pesos oro) a favor de lioracio Parcenio
Lugo; y RDS2150.00 (Doscientos cincuenta pesos oro) en
favor de los señores Daniel Pérez y María Australia Pérez
de Pérez, padres del menor agraviado Gilberto Pérez y
Pérez, por los daños morales y materiales experimentados
por ellos en el accidente; Octavo: Condena a los señores
Julián Antonio Colón Sosa, Ramón Carrasco y/o Aida
Luz Ramírez, al pago de los intereses legales de las sumas
acordadaes, en indemnización principal, a partir de la fe-
cha de la demanda y hasta la total ejecución de la senten-
cia, a título de indemnización suplementaria; Noveno:
Declara la presente sentencia común, oponible y ejecu-
toria, con todas sus consecuencias legales a las Compañías
de Seguros Patria, S. A., y la Unión de Seguros, C. por
A.. en sus respectivas condiciones de aseguradoras de la
rzsponsabilidad civil de los dos vehículos envueltos en el
accidente, propiedad de Julián Antonio Sosa Colón y Ra-
món Carrasco y /o Aida Luz Ramírez; Décimo: Condena
a los señores Julián Antonio Colón Sosa y Ramón Carrasco
yio Aida Lus Ramírez, así también a sus aseguradoras,
Compañías Nacionales de Seguros Patria, S. A., y Unión
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho de los Doctores José
Avelino Madera Fernández y Héctor Valenzuela, abogados
Y apoderados especiales, quienes afirman estarlas avan-
zando en su totalidad; Décimo Primero: Ordena la cance-
lación de los Contratos de Libertad Provisional bajo fian-
za Nos. 2866 y 2867, suscritos por los señores Miguel An-
gel Luna Morales, presidente de la Compañía Nacional de

1



menio Lugo y Ramón Carrasco, de generales anotadas,
culpables, el primero ,de violación de los artículos 49, 74
párrafo D) de la Ley 241, y la Ordenanza Municipal No,

1346 del año 1963; y el segundo de violación al artícult,
49 de Ley 241 sobre tránsito de vehículos de motor,
perjuicio de María de las Nieves Tejada y Gilberto Al»),
nio Pérez, hecho puesto a su cargo y en consecuencia en.
dena al p ro. al pago de una multa de RD$30.00 (Cincuen
la pesos oro), y al 2do. al  pago de una multa de RD$40,00
(cuarenta pesos oro), acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Segundo: Declara buena y válida, en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil intentada por la se.
ñora María de las Nieves Tejada, en su calidad de agra-
viada, contra Julián Antonio Colón Sosa, persona civil-
mente responsable. y la compañía nacional de segures
Unión de Seguros, C. por A., aseguradora de la responsa-
bilidad civil del vehículo propiedad de éste último, por
haber sido hecha de acuerdo a las normas y exigencias
procesales; Tercero: Declara buena y válida, en cuanto a
la forma. la constitución en parte civil, intentada por la
señora María de las Nieves Tejada, en su calidad antes
mencionada, contra el nombrado Ramón Carrasco y/o Aida
Luz Ramírez y la Compañía Nacional de Seguros Unión de
Seguros, C. por A.; Cuarto: Declara buena y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil, hecha 4

audiencia por Horario Parmenio Lugo, en su condición de
conductor y agraviado; y de los señores Daniel Pérez y Ma-
ría Australia Pérez de Pérez, quienes actúan en su cal-
dad de padres del menor agraviado Gilberto Pérez • 2,  Pé-
r ez, por haber sido hecho de acuerdo a las normas y exi'
genios procesales; Quinto: Condena al señor Julián Arr
tonio Colón Sosa persona civilmente responsable, al pago
de una indemnización de RDS700.00 (Setecientos pesas
oro), en provecho de la señora María de las Nieves T-fr
jada. por los daños y perjuicios morales y materiales ex-
perimentados en el accidente que nos ocupa; Sexto: Cc«
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dena aTos nombrados Ramón Carrasco y/o Aida Luz Ra-
mírez, al pago conjunto y solidario de una indemnización
de RD$350.00 )Trescientos cincuenta pesos oro), en pro-
vecho de la señora María de las Nieve Tejada, por los da-
nos morales y materiales sufridos en el accidente en cues-
tión; séptimo: Condena a los señores Ramón Carrasco yjo
Aida Luz Ramírez, al pago de sendas indemnizaciones de
RD$100.00 (Cien pesos oro) a favor de Horacio Parcenio
Lugo; y RD$250.00 (Doscientos cincuenta pesos oro) en
favor de los señores Daniel Pérez y María Australia Pérez
de Pérez, padres del menor agraviado Gilberto Pérez y
Pérez, por los daños morales y materiales experimentados
por ellos en el accidente; Octavo: Condena a los señores
Julián Antonio Colón Sosa, Ramón Carrasco y/o Aida
Luz Ramírez, ad pago de los intereses legales de las sumas
acordadaes, en indemnización principal, a partir de la fe-
cha de la demanda y hasta la total ejecución de la senten-
cia, a título de indemnización suplementaria; Noveno:
Declara la presente sentencia común, oponible y ejecu-
toria, con todas sus consecuencias legales a las Compañías
de Seguros Patria, S. A.. y la Unión de Seguros, C. por
A., en sus respectivas condiciones de aseguradoras de la
responsabilidad civil de los dos vehículos envueltos en el
accidente, propiedad de Julián Antonio Sosa Colón y Ra-
món Carrasco y/o Aida Luz Ramírez; Décimo: Condena
a los señores Julián Antonio Colón Sosa y Ramón Carrasco
Yio Aida Lus Ramírez, así también a sus aseguradoras,
Compañías Nacionales de Seguros Patria, S. A., y Unión
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho de los Doctores José
Avelino Madera Fernández y Héctor Valenzuela, abogados
Y apoderados especiales, quienes afirman estarlas avan-
zando en su totalidad; Décimo Primero: Ordena la canee-
/ación de los Contratos de Libertad Provisional bajo fian-
za Nos. 2866 y 2867, suscritos por los señores Miguel An-
gel Luna Morales, presidente de la Compañía Nacional de

96	 BOLETIN JUDICIAL



Segures Patria, S. A., y el Magistrado Procurador Fiscal
de este Distrito Judicial de Santiago, Lic. Augusto Anto-
nio Lozada Almonte, de fecha 22 y 23 de marzo del año
1974, mediante los cuales, los nombrados Ramón Carras-
co e Ignacio Parmenio Lugo, obtenían libertad provisional,
mediante prestación de una fianza de RD$300.00 (Cres-
cientos pesos oro) a cada uno, según sentencia administra-
tiva de fecha 22 de marzo del año 1974, rendida por esta
Primera Cámara Penal; y ordena la distribución de las
mismas según lo indicado en la Ley de la materia; Décimo
Segundo: Condena a los nombrados Horado Parmenio Lu-
go y Ramón Carrasco, al pago de las costas penales del
procedimiento; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra
ambs prevenidos, Ramón Carrasco y Horado Parmenio Lu-
go, par no haber comparendo a la audiencia, para la cual
fueron legalmente citados; TERCERO: Modifica los ordi-
nales Quinto. Sexto y Séptimo de la sentencia apelada, en
el sentido de aumentar las indemnizaciones acordadas, de
la siguiente manera: la de RD$700.00 (Setecientos pesos
oro), a cargo de Julián Antonio Colón Sosa, persona civil-
mente responsable y a favor de María de las Nieves Teja-
da; a ochocientos pesos oro (RD$800.00); la de trescientos
cincuenta pesos oro (RD$350.00, acordada también a dicha
señora y a cargo de Ramón Carrasco y/o Aida Luz Rant:1-
rez, a cuatrocientos pesos oro (RD$400.00; la de RD$100.00
(Cien pesos oro), otorgada a favor de Horacio Parmenio
Lugo y a cargo de Ramón Carrasco y/o Aida Luz Ramírez,
a ciento cincuenta pesos oro (RD$150.00) Y la de RDS250.-
00 (Doscientos cincuenta pesos oro), acordada a Daniel
Pérez y María Australia Pérez de Pérez, padres del menor
agraviado, Gilberto Pérez y Pérez, a Trescientos pesos oro
(RD$300 . 00); por estimar esta Corte que estas últimas
cantidades son las justas, adecuadas y suficientes, para
reparar los daños, tanto morales como materiales, experi-
mentados por las referidas partes constituidas, como con-
secuencia del accidente de que se trata; CUARTO: Revo-

ca el Ordinal Décimo Primero de la sentencia recurrida,
mediante el cual se ordenó la cancelación de los contratos
de Libertad Provisional bajo fianza números 2866 y 2867,
en virtud de los cuales disfrutaban de libertad provisional
los procesados Ramón Carrasco y Horacio Parmenio Lugo,
respectivamente, a fin de dejar sin efecto dicha cancela-
ción; QUINTO: Confirma la sentencia impugnada en los
demás aspectos alcanzados por los presentes recurso; SEX-
TO: Condena a Ramón Carrasco y Horacio Parmenio Lugo,
al pago de las costas pena;es SEPTIMO: Condena a Ramón
Carrasco y/o Aida Luz Ramírez y Julián Antonio Colón
Sosa, al pago de las costas civiles de la presente instancia
y ordena su distracción en provecho del doctor José Aveli-
no Madera, por haber afirmado que las ha avanzado en
su totalidad; OCTAVO: Condena a Ramón Carrasco y/o
Aida Luz Ramírez, al pago de las costas civiles de esta
instancia y ordena su distracción en provecho del Dr. Ber-
ta E. Veloz, quien afirma estarlas avanzando en su tota-
lidad;

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos
por Aida Luz Ramírez, puesta en causa como civilmente
responsable, y la Unión de Seguros, C. por A.; que procede
declarar la nulidad de dichos recursos, ya que los ya men-
cionados recurrentes no han expuesto los medios en que
los fundan, conforme lo exige a pena de nulidad el artícu-
lo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, por
lo tanto, solo se procederá, y más adelante, el axemen del
recurso del prevenido Ramón Antonio Carrasco;

Considerando, en cuanto a los recursos de Horacio
Parmenio Lugo, Julián Antonio Colón, y la Seguros Pe-
nni, S. A., que en los dos medios de su memorial, reuni-
dos, los citados recurrentes alegan y exponen en síntesis.
que para dictar el fallo impugnado la Corte a-qua se basó
en los mismos elementos de juiicio que sirvieron a la juris-
dicción de primer grado para dictar la sentencia apelada;
que una mejor instrucción habría revelado que cuando la
Motocicleta conducida por el prevenido Lugo, de Sur a
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Seguros Patria, S. A., y el Magistrado Procurador Fiscal
de este Distrito Judicial de Santiago, Lic. Augusto Anto.
nio Lozada Almonte, de fecha 22 y 23 de marzo del afie
1974, mediante los cuales, los nombrados Ramón Careas,
co e Ignacio Parmenio Lugo, obtenían libertad provisional,
mediante prestación de una fianza de RD$300.00 (Cnes.
cientos pesos oro) a cada uno, según sentencia administra-
tiva de fecha 22 de marzo del año 1974, rendida por esta
Primera Cámara Penal; y ordena la distribución de las
mismas según lo indicado en la Ley de la materia; Décimo
Segundo: Condena a los nombrados Horacio Parmenio Lu-
go y Ramón Carrasco, al pago de las costas penales del
procedimiento; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra
amos prevenidos, Ramón Carrasco y Horacio Parmenio Lu-
go, por no haber compareiido a la audiencia, para la cual
fueron legalmente citados; TERCERO: Modifica los ordi-
nales Quinto. Sexto y Séptimo de la sentencia apelada, en
el sentido de aumentar las indemnizaciones acordadas, de
la siguiente manera: la de RD$700.00 (Setecientos posas
oro), a cargo de Julián Antonio Colón Sosa, persona civil-
mente responsable y a favor de María de las Nieves Teja-
da; a ochocientos pesos oro (RD$800.00); la de trescientos
cincuenta pesos oro (RD$350.00, acordada también a dicha
señora y a cargo de Ramón Carrasco y/o Aida Luz Ramí-
rez, a cuatrocientos pesos oro (RD$400.00; la de RD$100.00
(Cien pesos oro), otorgada a favor de Horacio Parmenio
Lugo y a cargo de Ramón Carrasco y/o Aida Luz Ramírez,
a ciento cincuenta pesos oro (RD$150.00) y la de RD$250.-
00 (Doscientos cincuenta pesos oro), acordada a Daniel
Pérez y María Australia Pérez de Pérez, padres del menor
agraviado, Gilberto Pérez y Pérez, a Trescientos pesos oro
(RD$300.00); por estimar esta Corte que estas últimas
cantidades son las justas, adecuadas y suficientes, para
reparar los daños, tanto morales como materiales, experi-
mentados por las referidas partes constituidas, como con-
secuencia del accidente de que se trata; CUARTO: Revo-

ea el Ordinal Décimo Primero de la sentencia recurrida,
mediante el cual se ordenó la cancelación de los contratos
de Libertad Provisional bajo fianza números 2866 y 2867,
en virtud de los cuales disfrutaban de libertad provisional
les procesados Ramón Carrasco y Horacio Parmenio Lugo,
respectivamente , a fin de dejar sin efecto dicha cancela-
ción; QUINTO: Confirma la sentencia impugnada en los
demás aspectos alcanzados por los presentes recurso; SEX-
TO: Condena a Ramón Carrasco y Horacio Parmenio Lugo,
al pago de las costas pena;es SEPTIMO: Condena a Ramón
Carrasco y/o Aida Luz Ramírez y Julián Antonio Colón
Sosa, al pago de las costas civiles de la presente instancia

ordena su distracción en provecho del doctor José Aveli-
no Madera, por haber afirmado que las ha avanzado en
su totalidad; OCTAVO: Condena a Ramón Carrasco y/o
Aida Luz Ramírez, al pago de las costas civiles de esta
instancia y ordena su distracción en provecho del Dr. 13er-
to E. Veloz, quien afirma estarlas avanzando en su tota-
lidad;

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos
por Aida Luz Ramírez, puesta en causa como civilmente
responsable, y la Unión de Seguros, C. por A.; que procede
declarar la nulidad de dichos recursos, ya que los ya men-
cionados recurrentes no han expuesto los medios en que
los fundan, conforme lo exige a pena de nulidad el artícu-
lo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que, por
lo tanto, solo se procederá, y más adelante, el axemen del
recurso del prevenido Ramón Antonio Carrasco;

Considerando, en cuanto a los recursos de Horacio
Parmenio Lugo, Julián Antonio Colón, y la Seguros Pe-
pín, S. A., que en los dos medios de su memorial, reuni-
dos, los citados recurrentes allegan y exponen en síntesis,
que para dictar el fallo impugnado la Corte a-qua se basó
en los mismos elementos de juiicio que sirvieron a la juris-
dicción de primer grado para dictar la sentencia apelada;
que una mejor instrucción habría revelado que cuando la
Motocicleta conducida por el prevenido Lugo, de Sur a
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Norte, por la calle Benito Mención, ya había cruzado el
eje de la calle Restauración al ser chocado por el auto-
móvil conducido por el prevenido Ramón Antonio Carras.
co, quien transitaba de Oeste a Este por la Calima vía cita-
da, lo que era fácilmente inferible en consideración del
sitio en que fue a caer la motocicleta chocada ,o sea la es-
quina izquierda de la Benito Mención; que, por otra par-
te, si de acuerdo con las prescripciones del artículo 74 de
la Ley No. 241, sobre Tránsito y Vehículos de Motor, los
vehículos que transitaban por una vía principal, como lo
es la Restauración, tienen preferencia de paso respecto a
los que la hagan por una vía secundaria, como lo es la Be-
nito Monción, no es menos cierto que el mismo texto de
ley dispone que cuando ya otro vehículo hubiese entrado
en la intersección, como lo había hecho Lugo, deberá ceder
el paso, lo que no hizo con el automóvil que conducía Ca-
rrasco; que, por lo expuesto, la sentencia impugnada debe
ser casada; pero,

Considerando, de una parte, que los jueces de segundo
grado de jurisdicción, podían, corno lo hicieron, funda-
mentarse para formar su convicción, en los mismos me-
dios de prueba en que basaron su sentencia los jueces de
primer grado; siempre que se considerasen suficientemente
edificados con la producción de los mismos; que, de la otra,
y en lo relativo al segundo y último alegato, si bien el ci-
tado texto legal en su letra a) dispone, en hipótesis gene-
ral, que toda persona que conduzca un vehículo por una
via pública deberá ceder el pago a cualquier vehículo
que viniere de otra vía, y s'a hubiese entrado en la inter-
sección correspondiente, no es lo mismo conforme al apar-
tado d) del mismo texto legal, del que hizo aplicación en
la especie la Corte a-qua, cuando la via pública de que se
trata, sea una vía principal, como era la calle Restaura-
ción; caso éste en que la preferencir de pase de corres-
ponde al vehículo que transite por ella, como ocurrió con
el prevenido Carrasco; sin que, desde luego, le estuviera
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permitido un uso abusivo de dicha preferencia; no habien-
do incurrido, por lo tanto, la Corte a-qua en una falsa
aplicación de dicho texto legal, como ha sido alegado; que
por todo lo anteriormente expuesto, los medios del memo-
rial se desestiman por carecer de fundamento;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar la
culpab ilidad de los prevenidos Horacio Parmenio Lugo, y
Ramón Antonio Carrasco, de las delitos puestos a su car-
go, dió por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio administrados en la instrucción de la
causa; a) que la tarde del 10 de marzo de 1974, Ramón
Carrasco, quien conducía el automóvil placa 214-584, pro-
piedad de Aida Luz Ramírez, con Póliza de la Unión de
Seguros, C. por A., transitaba de Oeste a Este, por la calle
Restauración, de la ciudad de Santiago; b) que al llegar a
la intersección de la citada vía con la Benito Monción,
tuvo lugar un choque con la motocicleta placa 36451, con-
ducida de Sur a Norte por la última calle, por el prevenido
Horacio Parmenio Lugo, propiedad de Julio Antonio Colón
Sosa, y con Póliza de Seguros Patria, S. A.; c) que a con-
secuencia de la colisión recibieron golpes y heridas cura-
bles después de 30 días y antes de 45, Maria de las Nieves
Tejada, y después de 5 y antes de 10, Horacio Parmenio
Lugo, y el menor Gilberto A. Pérez, quien era trasladado
en la motocicleta; y d) que el hecho se debió a que el pre-
venido Horacio Parmenio Lugo, con la motocicleta que con-
ducía, penetró en la intersección de las calles Benito Men-
ción y Restauración, vía principal y de preferencia esta
última, sin tomar las precauciones de lugar; y al transitar
el urevenido Carrasco por la calle per donde lo hacía, a
excuiva velocidad y sin tomar precaución alguna;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo de los prevenidos Horacio Parmenio Lugo y
Ramón Antonio Carrasco, el delito de golpes y heridas por
imprudencia, causados con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, y
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Norte, por la calle Benito Monción, ya había cruzado el
eje de la calle Restauración al ser chocado por el auto-
móvil conducido por el prevenido Ramón Antonio Carras-
co, quien transitaba de Oeste a Este por la úlima vía cita-
da, lo que era fácilmente inferible en consideración del
sitio en que fue a caer la motocicleta chocada ,o sea la es-
quina izquierda de la Benito Mandón; que, por otra par-
te, si de acuerdo con las prescripciones del artículo 74 de
la Ley No. 241, sobre Tránsito y Vehículos de Motor, los
vehículos que transitaban por una vía principal, como lo
es la Restauración, tienen preferencia de paso respecto a
los que la hagan por una vía secundaria, como lo es la Be-
nito Mención, no es menos cierto que el mismo 'texto de
ley dispone que cuando ya otro vehículo hubiese entrado
en la intersección, como lo había hacho Lugo, deberá ceder
el paso, lo que no hizo con el automóvil que conducía Ca-
rrasco; que, por lo expuesto, la sentencia impugnada debe
ser casada; pero,

Considerando, de una parte, que los jueces de segundo
grado de jurisdicción, podían, como lo hicieron, funda-
mentarse para formar su convicción, en los mismos me-
dios de prueba en que basaron su sentencia los jueces de
primor grado; siempre que se considerasen suficientemente
edificados con la producción de los mismos; que, de la otra,
y en lo relativo al segundo y último alegato, si bien el ci-
tado texto legal en su letra a) dispone, en hipótesis gene-
ral, que toda persona que conduzca un vehículo por una
vía pública deberá ceder el pago a cualquier vehículo
que viniere de otra vía, y Ya hubiese entrado en la inter-
sección correspondiente;no es lo mismo conforme al apar-
tado d) del mismo texto legal, del que hizo aplicación en
la especie la Corte a-qua, cuando la vía pública de que se
trata, sea una vía principal, como era la calle Restaura-
ción; caso éste en que la preferencia de pase de corres-
ponde al vehículo que transite por ella, como ocurrió con
el prevenido Carrasco; sin que, desde luego, le estuviera

permitido un uso abusivo de dicha preferencia; no habien-
do incurrido, por lo tanto, la Corte a-qua en una falsa
aplicación de dicho texto legal, como ha sido alegado; que
por todo lo anteriormente expuesto, los medios del memo-
rial se desestiman por carecer de fundamento;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar la
culpabil idad de los prevenidos Horacio Parmenio Lugo, y
Ramón Antonio Carrasco, de los delitos puestos a su car-
go, dió por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio administrados en la instrucción de la
causa; a) que la tarde del 10 de marzo de 1974, Ramón
Carrasco, quien conducía el automóvil placa 214-5134, pro-
piedad de Aida Luz Ramírez, con Póliza de la Unión de
Seguros, C. por A., transitaba de Oeste a Este, por la calle
Restauración, de la ciudad de Santiago; b) que al llegar a
la intersección de la citada vía con la Benito Monción,
tuvo lugar un choque con la motocicleta placa 36451, con-
ducida de Sur a Norte por la última calle, por el prevenido
Horacio Parmenio Lugo, propiedad de Julio Antanio Colón
Sosa, y con Póliza de Seguros Patria, S. A.; c) que a con-
secuencia de la colisión recibieron golpes y heridas cura-
bles después de 30 días y antes de 45, María de las Nieves
Tejada, y después de 5 y antes de 10, Horacio Parmenio
Lugo, y el menor Gilberto A. Pérez, quien era trasladado
en la motocicleta; y d) que el hecho se debió a que el pre-
venido Horacio Parmenio Lugo, con la motocicleta que con-
ducía, penetró en la intersección de las calles Benito Men-
ción y Restauración, vía principal y de preferencia esta
última , sin tomar las precauciones de lugar; y al transitar
ol urevenido Carrasco por la calle par donde lo hacía, a
excesiva velocidad y sin tomar precaución alguna;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo de los prevenidos Horado Parmenio Lugo y
Ramón Antonio Carrasco, el delito de golpes y heridas por
imprudencia, causados con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, y
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sancionada en la letra c) de dicho texto legal con prisión
de 6 meses a 2 años, y multa de RD$100.00 a RD$500.00,
si la enfermedad o la imposibilidad de la víctima para su
trabajo durare 20 días o más, como ocurrió en la especie
con María Tejada; que, por lo tanto, al condenar al pre-
venido Parmenio Lugo Santos, y a Ramón Antonio Carras-
co, al pago de RD$50.00, y RD$40.00 de multa respectiva-
mente, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua les aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando,que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho de los prevenidos había ocasionado a Maria
de las Nieves Tejada, Daniel Pérez y María Australia Pé-
rez de Pérez, padres éstos del menor Gilberto Pérez y P( é

-rez, y al mismo Horacio Parmenio Lugo, daños y perjui-
cios materiales y morales cuyo monto evaluó en las su-
mas de FtD$800.00 y RD$400.00 con respecto a María de
las Nieves Tejada; RD$150.00 a Horacio Parmenio Lugo,
Y RD$300.00 a Daniel Pérez y María Australia de Pérez;
que al condenar a Julián Antonio Colón y a Aida Luz Ra-
mírez, puestos en causa como civilmente responsables, al
pago de dichas sumas, en la forma que en el dispositivo del
fallo impugnado se consigna, a título de indemnizaciones
principales, y al de los intereses legales de las mismas a
partir de la demanda, como indemnziación complementa-
ria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 10 de la Ley sobre
Seguros de vehículos de Motor, al declarar oponibles di-
chas condenaciones a la Seguros Patria, S. A., y a la Unión
de Seguros, C. por A., dentro dé los términos de las respec-
tivas Pólizas;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos.
la sentencia impugnada, en cuanto concierne a los preve-
nidos recurrentes, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a María de las Nieves Tejada, Horacio Parmenio Lugo.
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partici Pérez y a María Australia Pérez de Pérez, en los
recursos de casación interpuestos por Horacio Parmenio

¡jugo, Julián Antonio Cellón y la Seguros Patria, C. por A.,

e igualmen te por Ramón Antonio Carrasco, Aida Luz Ra-
mírez y la Unión de Seguros, C. por A., contra la senten-
cia dictada en atribuciones correezionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 16 de marzo de 1977, aura
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulos los recursos interpuestos
contra la misma sentencia por Aida Luz Ramírez y la Unión

de Seguros , C. por A.; Tercero: Rechaza los recursos inter-
puestos contra la referida sentencia por Horacio Forme-
;tío Lugo, Julián Antonio Colón, Ramón Antonio Carras-
co, y la Seguros Patria, S. A.; Cuarto: Condena a los pre-
venidos Horacio Fax-trienio Lugo, y Ramón Antonio Carras-
co, al pago de las costas penales, y a los demás recurrentes
a) pago de las costas civiles, cuya distracción se dispone
en rovecho de los doctores José Avelino Madera Fernán-
dez y Berto Emilio Veloz Pérez, aogados de los intervinen-
tes, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad,
con oposición de las mismas, a las aseguradoras ya men-
cionadas, dentro de los términos de las Pólizas.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A .Ainiama, Joaquin M. Al-
varez Paraná, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.
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Daniel Pérez y a María Australia Pérez de Pérez, en los

recursos de casación interpuestos por Horacio Parmenio

Lugo, Julián Antonio Colón y la Seguros Patria, C. por A.,
e igualmente por Ramón Antonio Carrasco, Aida Luz Ra-
mírez y la Unión de Seguros, C. por A., contra la senten-
cia dictada en atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el 16 de marzo de 1977, cuyo
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulos los recursos interpuestos
contra la misma sentencia por Aida Luz Ramírez y la Unión
de Seguros, C. por A.; Tercero: Rochaza los recursos inter-

puestos contra la referida sentencia por Horacio Parme-
nio Lugo, Julián Antonio Colón, Ramón Antonio Carras-
co, y la Seguros Patria, S. A.; Cuarto: Condena a los pre-
venidos Horacio Parmenio Lugo, y Ramón Antonio Carras-
co, al pago de las costas penales, y a los demás recurrentes
al pago de las costas civiles, cuya distracción se dispone
en rovecho de los doctores José Avelino Madera Fernán-
dez y Berto Emilio Veloz Pérez, aogados de los intervin'en-
tes, quienes afirman estallas avanzando en su totalidad,
con oposición de las mismas, a las aseguradoras ya men-
cionadas, dentro de los términos de las Pólizas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A .Amiama, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.
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sancionada en la letra c) de dicho texto legal con prisión
de 6 meses a 2 años, y multa de RD$100.00 a RD$500.00,
si la enfermedad o la imposibilidad de la víctima para su
trabajo durare 20 días o más, como ocurrió en la especie
con María Tejada; que, por lo tanto, al condenar al pre-
venido Parmenio Lugo Santos, y a Ramón Antonio Carras-
co, al pago de RD$50.00, y RD$40.00 de multa respectiva-
mente, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la
Corte agua les aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando,que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho de los prevenidos había ocasionado a Maria
de las Nieves Tejada, Daniel Pérez y María Australia Pé-
rez de Pérez, padres éstos del menor Gilberto Pérez y Pé-
rez, y al mismo Horacio Parmenio Lugo, daños y perjui-
cios materiales y morales cuyo monto evaluó en las su-
mas de RD$800.00 y RD$400.00 con respecto a María de
las Nieves Tejada; RD$150.00 a Horacio Parmenio Lugo,
y RD$300.00 a Daniel Pérez y María Australia de Pérez;
que al condenar a Julián Antonio Colón y a Aida Luz Ra-
mírez, puestos en causa como civilmente responsables, al
pago de dichas sumas, en la forma que en el dispositivo del
fallo impugnado se consigna, a título de indemnizaciones
principales, y al de los interests legales de las mismas a
partir de la demanda, como indemnziación complementa-
ria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 10 de la Ley sobre
Seguros de vehículos de Motor, al declarar oponibles di- '»

de Seguros, C. por A., dentro de los términos de las respee-
chas condenaciones a la Seguros Patria, S. A., y a la Unión ,.1

tivas Pólizas;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada , en cuanto concierne a los preve-
nidos recurrentes, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a María de las Nieves Tejada, Horacio Parmenio Lugo, j"

il

11
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Percibí, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez

I	 l
 Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala

donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes
de Enero del año 1981, años 137' de la Independencia y 118' i
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Rubén Espejo, dominicano, ma yor de edad, casado,
técnico electricista, cédula No. 38337, serie 47; Iluminada

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1981.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
31 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Rubén Espejo, Iluminada Meléndez de Es-
pejo y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.

Intery inicntes: Carlos Manuel Dorrejo, Compañía Nacional de
Seguros, C. por A.; Marisela A. Miraba]. y Angela Maria

Mirabal.
Abogados: Dres. Joaquín Ricardo Balaguer, Eduardo Trucha y

Lorenzo E. Raposo Jiménez; de Marisela Mirabal y Com-
partes, Dr. Apolinar Cepeda Romano.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

Meléndez de Espejo, dominicana, mayor de edad, casada,
de quehaceres domésticos, domiciliados uno y otro en la
ciudad de Santiago de los Caballeros, y la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., con domicilio social en la
misma ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, el
31 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la doctora Marcela Tapia, en nombre de los

torés Joaquín Ricardo Balaguer y Eduardo Trueba,
abogados de los intervinientes Carlos Manuel Dorrejo Es-
pinal y la Compañía Naiconal de Seguros, C. por A., en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua el 16 de junio d e1977, a requeri-
miento del Dr. Héctor Valenzuela, cédula No. 68516, se-
rie primera, y en nombre de los recurrentes ya citados;
acta en la que no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto .el escrito de las intervinientes Marisela Alta-
gracia Mirabal y Angela María Mirabal, cédulas Nos. 24032
y 20181, serie 31, respectivamente; suscrito por su abo-
gado, Dr. Apolinar Cepeda Romano, cédula No. 70939, se-
rie primera;

Visto el escrito del interviniente Carlos Manuel Da-
rrejo Espinal, cédula No. 388337, serie 47, suscrito por su
abogado Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula No. 7769,
serie 39;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967 , sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil;
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de tech:
31 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Rubén Espejo, Iluminada Nielendez de
pejo y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.

Interyinientes: Carlos Manuel Dorreio, Compañia Nacional de
Seguros, C. por A.; Marisela A. Mirabal y Angela Maria

Miraba!.
Abogados: Dres. Joaquin Ricardo Balaguer, Eduardo Trueba y

Lorenzo E. Raposo Jiménez; de Marisela Miraba! y Com-
partes, Dr. Apolinar Cepeda Romano.

1 lel é n d ez de Espejo, dominicana, mayor de edad, casada,
-,de quehaceres domésticos, domiciliados uno y otro en la
ciudad de Santiago de los Caballeros, y la Compañía
unión de Seguros, C. por A., con domicilio social en la
misma ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, el
31 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la doctora Marcela Tapia, en nombre de los

doctores Joaquín Ricardo Balaguer y Eduardo Trueba,
abogados de los intervinientes Carlos Manuel Dorrejo Es-
pinal y la Compañía Naiconal de Seguros, C. por A., en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua el 16 de junio d c1977, a requeri-
miento del Dr. Héetor Valenzuela, cédula No. 68516, se-
rie primera, y en nombre de los recurrentes ya citados;
acta en la que no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el escrito de las intervinientcs Marisela Alta-
gracia Miraba] y Angela María Miraba], cédulas Nos. 24032
y 20181, serie 31, respectivamente; suscrito por su abo-
gado, Dr. Apolinar Cepeda Romano, cédula No. 70939, se-
rie primera;

Visto el escrito del interviniente Carlos Manuel Da-
¡Tejo Espinal, cédula No. 388337, serie 47, suscrito por su
abogado Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula No. 7769,
serie 39;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado v vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil;

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama.
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Dspaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes
de Enero del año 1981, arios 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Rubén Espejo, dominicano, mayor de edad, casado,
técnico electricista, cédula No. 38337, serie 47; Iluminada
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1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; 1, 37, 52, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de Santiago de los Caballeros, el 27 de diciembre
de 1969, en el que varias personas resultaron con lesio-
nes corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó
el 17 de diciembre de 1971, una sentencia cuyo dispositivo
se transcribe en el de la ahora impugnada; y b), que so-
bre las apelaciones interpuestas la Corte de Apelación de
Santiago dictó el 31 de mayo de 1977, en atribuniones co-
rreccionales, el fallo ahora impugnado, del que es el dis-
positivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regula-
res y válidas en cuanto a la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos por el Dr. Cesáreo Contreras, a nombre
y representación de la señora Iluminada Meléndez de Es-
pejo, parte civil constituida; del Dr. Joaquín Ricardo Ba-
laguer, a nombre Y representación de Carlos Manuel Do-
rrejo Espinal, prevenido y persona civilmente responsable,
y de la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. uor
A.; del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, a nombre y repre-
sentación de Carlos Manuel Dorrejo Espinal y Alanisela
y Angela Miraba!; y del Magistrado Procurador Fiscal de
este Distrito Judicial, contra la sentencia No. 790, de fe-
cha diecisiete (17) del mes de diciembre del año mil no-
vecientos setenta y uno (1971), dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textual-
mente dice así: "Falla: Primero: Que debe declarar, como
al efecto declara, al señor Manuel Rubén Espejo, no cul-
pable de violar la Ley 241, sobre tránsito de vehículos; en
consecuencia, lo descarga de toda responsabilidad penal;
Segundo: Que debe declarar, como al efecto declara, al se-

fiar Carlos Manuel Dorrejo Espinal, culpable de violar la
ley 241 sobre tránsito y vehículos en sus artículos 49 pá-
rrafo a) y b) acápite 1ro. y 96 párrafo b) acápite 1ro. en
perjuicio de Manuel Rubén Espejo, Iluminada de Espejo,
Marisela Miraba' y Angela Miraba!, en consecu.encio lo

cs:osndiernoela, como al efecto declara, buena y válida en

condena

 poalr

pago de una multa de RD$50.00 (Cincuenta pe-
por el hecho puesto a su cargo; Tercero: Que de-

b
cuanto a la forma la constitución en parte civil formada
por Carlos Manuel Dorrejo Espinal, Marisela Altagraeia y
Angela María Miraba!, contra el señor Manuel Rubén Es-
pejo y la Unión de Seguros, C. por A., prevenido y entidad
aseguradora, respectivamente, por haber sido formada de
acuerdo a las normas y exigencias procesales; Cuarto: Que
debe declarar, como al efecto declara buena y válida en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil, formada
por la señora Iluminada Meléndez de Espejo, contra Carlos
Manuel Dorrejo Espinal y la Compañía Nacional de Segu-
ros. C. por A., en sus respectivas calidades d prevenida y
entidad aseguradora, por haber sido formada de acuerdo
a las normas y exigencias procesales; Quinto: Que debe
rechazar, como al efecto rechaza, la constitución en parte
civil formada por Carlos Manuel Dorrejo, Marcela Alta-
gracia y Angela María Miraba', contra el señor Manuel
Rubén Espejo y la Unión de Seguros, C. por A., por impro-
cedente y mal fundada; Sexto: Que debe condenar, como
al efecto condena, al señor Carlos Manuel Dorrejo, en su
doble calidad de autor de su propia falta y persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de qui-
nientos pesos oro (RD$500.00) en favor de la parte civil
constituida, señora Iluminada Meléndez de Espejo, por los
daños morales y materiales sufridos por ésta en el acci-
dente a y título de daños y perjuicios; Séptimo: Que debe
condenar, como al efecto condena, al señor Carlos Manuel
Dorrejo, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada como indemnización, en favor de la parte civil cons-
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1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga
torM de Vehículos de Motor; 1, 37, 52, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente;
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de Santiago de los Caballeros, el 27 de diciembre
de 1969, en el que varias personas resultaron con lesio-
nes corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago (heló
el 17 de diciembre de 1971, una sentencia cuyo dispositivo
se transcribe en el de la ahora impugnada; y b), que so-
bre las apelaciones interpuestas la Corte de Apelación de
Santiago dictó el 31 de mayo de 1977, en atribuciones co-
rreccionales, el fallo ahora impugnado, del que es el dis-
positivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regula-
res y válidas en cuanto a la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos por el Dr Cesáreo Contreras, a nombre
y representación de la señora Ilurnlnada Meléndez de Es-
pejo, parte civil constituida; del Dr. Joaquín Ricardo I3a-
laguer, a nombre y representación de Carlos Manuel Do-
rrejo Espinal, prevenido y persona civilmente responsable,
y de la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. uor
A.; del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, a nombre y repre-
sentación de Carlos Manuel Dorrejo Espinal y Marisela
y Angela Mirabal; y del Magistrado Procurador Fiscal de
este Distrito Judicial, contra la sentencia No. 790, de fe-
cha diecisiete (17) del mes de diciembre del año mil no-
vecientos setenta y uno (1971), dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textual-
mente dice así: "Falla: Primero: Que debe declarar, cuna
al efecto declara, al señor Manuel Rubén Espejo, no cul-
pable de violar la Ley 241, sobre tránsito de vehículos; en
consecuencia, lo descarga de toda responsabilidad penal',
Segundo: Que debe declarar, como al efecto declara, al se'
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flor Carlos Manuel Dorrejo Espinal, culpable de violar la
ley 241 sobre tránsito y vehículos en sus artículos 49 pá-
rrafo a) y b) acápite lro. y 96 párrafo b) acápite lro. en
perjuicio de Manuel Rubén Espejo, Iluminada de Espejo,
blarisela Mirabal y Angela Mirabal, en consecuencia lo
condena al pago de una multa de RD$50.00 (Cincuenta pe-
sos oro), por el hecho puesto a su cargo; Tercero: Que de-
be declarar, como al efecto declara, buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil formada
por Carlos Manuel Dorrejo Espinal, Marisela Altagrac,a y
Angela María Mirabal, contra el señor Manuel Rubén Es-
pejo y la Unión de Seguros, C. por A., prevenido y entidad
aseguradora, respectivamente, por haber sido formada de
acuerdo a las normas y exigencias procesales; Cuarto: Que
debe declarar, como al efecto declara buena y válida en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil, formada
por la señora Iluminada Meléndez de Espejo, contra Carlos
Manuel Dorrejo Espinal y la Compañía Nacional de Segu-
ros, C. por A., en sus respectivas calidades d prevenida y
entidad aseguradora, por haber sido formada de acuerdo
a las normas y exigencias procesales; Quinto: Que debe
rechanr, como al efecto rechaza, la constitución en parte
civil formada por Carlos Manuel Dorrejo, Marcela Alta-
gracia y Angela María Mirabal, contra el señor Manuel
Rubén Espejo y la Unión de Seguros, C. por A., por impro-
cedente y mal fundada; Sexto: Que debe condenar, como
al efecto condena, al señor Carlos Manuel Dorrejo, en su
doble calidad de autor de su propia falta y persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de qui-
nientos pesos oro (RD$500.00) en favor de la parte civil
constituida, señora Iluminada Meléndez de Espejo, por los
daños morales y materiales sufridos por ésta en el acci-
dente a y título de daños y perjuicios; Séptimo: Que debe
condenar, como al efecto condena, al señor Carlos Manuel
Dorrejo, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada como indemnización, en favor de la parte civil cons-
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tituida, señora Iluminada Meléndez de Espejo, a partir de
la fecha de la demanda en justicia, y a títuilo de indemni-
zación suplementaria; Octavo: Que debe condenar, como.
al efecto condena, al señor Carlos Manuel Dorrejo, al pago
de las costas civiles de la presente instancia en provecho
de los Dres. Cesáreo Contreras y Contado González, quie-
nes afirman estadas avanzando en su totalidad; Noveno:
Que debe condenar, como al efecto condena, al señor Car-
los Manuel Dorrejo, al pago de las costas penales de la

presente instancia; Décimo: Que debe declarar, como al efec-
to declara, la presente sentencia común, oponible y ejecuto-
ria a la Compañía Nacional de Seguros, C. por A., en lo que
a indemnizaciones en principal, intereses y costas civiles se
refiere, puesta a cargo de su asegurado; SEGUNDO: Revo-
ea los ordinales primero, segundo y tercero de la senten-
cia iccurrida y, en consecuencia: a) declara al Carlos Ma•
nuel Dorrejo Espinal, no culpable de violar la Ley No, 241,
soore Tránsito de Vehículos y, consecuentemente lo de
carga de toda responsabilidad penal; y b) declara al señor
Manuel Rubén Espejo culpable de violar la Ley 241, ya
mencionada, en sus artículos 49, párrafo b), y 96 acápite
b) en perjuicio de Carlos Manuel Dorrejo Espinal, Ilumi-
nada de Espejo, Marisela Mirabal y Angela Mirabal; y, en
consecuencia, lo condena al pago de una multa de RDS50.00
(Cincuenta pesos oro), acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; TERCERO: Confirma los ordinales ter-
cero y cuarto de la sentencia apelada; CUARTO: Rechaza,
en cuanto al fondo, la constitución en parte civil hecha
por Iluminada Meléndez de Espejo, contra Carlos Manuel
Dorrejo Espinal y la Compañía Nacional de Seguros San
Rafael, C. por A., por improcedente y mal fundada; QUE';-
TO: Revoca el ordinal quinto de la sentencia apelada y aco-
ge, en cuanto al fondo, la constitución en parte civil hecha
por Carlos Manuel Dorrejo Espinal, Marisela Mirabal y
Angela Mirabal, contra el señor Manuel Rubén Espejo y la
Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", por estar fundada

en hecho y en derecho; SEXTO: Se revocan también los
ordinales sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo de la
sentencia apelada; SEPTIMO: Condena a Manuel Rubén
Espejo, en su doble calidad de autor de su propia falta y

persona civilmente responsable, a pagar las siguientes in-
demnizaciones: RD$1,200.00 (Dn mil doscientos pesos oro)
en favor de Marisela Mirabal; RD$800.00 (Ochoc'entos
pesos oro), en favor de Angela Mirabal y RD$500.00 (Qui-
nientos pesos oro) en favor de Carlos Manuel Dorrejo Es-
pinal; por ser dichas sumas las justas suficientes y ade-
cuadas para la reparación de los daños y perjuicios mo-
rales y materiales evperimentados por dichas partes civi-
les constituidas, como consecuencia de las lesiones corpo-
rales que recibieron en el accidente de que se trata; OCTA-
VO: Condena a Manuel Rubén Espejo al pago de las cos-
tas civiles de ambas instancias, con distracción de las mis-
mas en provecho de los Dres. Lorenzo E. Rapso Jiménez,
Apolinar Cepeda y Darío Dorrejo Espinal, quienes han
afirmado haberles avanzado en su mayor parte; NOVENO-
Declara las anteriores condenaciones civiles comunes y
oponibles a la Compañia Unión de Seguros, C. por A.; DE-
CIMO: Condena a Manuel Rubén Espejo al pago de las
costas penales;

Considerando, que pro-yede declarar la nulidad de los
recursos interpuestos por Iluminada Meléndez de Espe-
jo, constituida en parte civil, y de la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., puesta en causa como asegurado-
ra de la responsabilidad civil del prevenido Manuel Rubén
Espejo, ya que ni al momento de declarar su recurso, ni
posteriormente, han expuesto el fundamento del mismo,
como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; que en consecuencia, se
Procederá únicamente al examen del recurso del preve-
nido Espejo:

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar al
Prevenido Espejo culpable del delito puesto a su cargo,
después de ponderar los elementos de juicio que fueron
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tituída, señora Iluminada Meléndez de Espejo, a partir de
la fecha de la demanda en justicia, y a títuilo de indemni.
:ración suplementaria; Octavo: Que debe condenar, corno
al efecto condena, al señor Carlos Manuel Dorrejo, al pago
de las costas civiles de la presente instancia en provecho
de los Dres. Cesáreo Contreras y Conzado González, quie-
nes afirman estarles avanzando en su totalidad; Noveno:
Que debe condenar, como al efecto condena, al señor Car-
los Manuel Dorrejo, al pago de las costas penales de la

presente instancia; Décimo: Que debe declarar, como al efec-
to declara, la presente sentencia común, oponible y ejecuto-
ria a la Compañía Nacional de Seguros, C. por A., en lo que
a indemnizaciones en principal, intereses y costas civiles se
refiere, puesta a cargo de su asegurado; SEGUNDO: Revo-
ca los ordinales primero, segundo Y tercero de la senten-
cia iecurrida y, en consecuencia: a) declara al Carlos Ma-
nuel Dorrejo Espinal, no culpable de violar la Ley No. 241,
soore Tránsito de Vehículos y, consecuentemente lo de
carga de toda responsabilidad penal; y b) declara al señor
Manuel Rubén Espejo culpable de violar la Ley 291, ya
mencionada, en sus artículos 49, párrafo b), y 96 acápite
b) en perjuicio de Carlos Manuel Dorrcjo Espinal, Ilumi-
nada de Espejo, Marisela Mirabel y Angela Mirabel; y, en
consecuencia, lo condena al pago de una multa de R1450.00
(Cincuenta p:sos oro), acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; TERCERO: Confirma los ordinales ter-
cero y cuarto de la sentencia apelada; CUARTO: Rechaza,
en cuanto al fondo, la constitución en parte civil hecha
por Iluminada Meléndez de Espejo, contra Carlos Manuel
Dorrejo Espinal y la Compañía Nacional de Seguros San
Rafael, C. por A., por improcedente y mal fundada; Qua*
TO: Revoca el ordinal quinto de la sentencia apelada y aco-
ge, en cuanto al fondo, la constitución en parte civil hecha
por Caiios Manuel Dorrejo Espinal, Marisela Mirabel y
Angela Mirabel, contra el señor Manuel Rubén Espejo y la
Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", por estar fundada

•
hecho y en derecho; SEXTO: Se revocan también los

rdmales sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo de la
sentencia apelada; SEPTIMO: Condena a Manuel Rubén
Espejo, en su doble calidad de autor de su propia falta y
persona civilmente responsable, a pagar las siguientes in-
emnizaciones: RD$1,200.00 (Dn mil doscientos pesos oro)

favor de Marisela Mirabel; RD$800.00 (Ochoc'entos
os oro), en favor de Angela Mirabel y RD$500.00 (Qui-

nientos pesos oro) en favor de Carlos Manuel Dorrejo Es-
pinal; por ser dichas sumas las justas suficientes y ade-
liadas para la reparación de los daños y perjuicios mo-
ales y materiales evperimentados por dichas partes civi-
es constituidas, como consecuencia de las lesiones corpo-
eles que recibieron en el accidente de que se trata; OCTA-

VO: Condena a Manuel Rubén Espejo al pago de las cos-
tas civiles de ambas instancias, con distracción de las mis-
mas en provecho de los Dres. Lorenzo E. Rapso Jiménez,
Apolinar Cepeda y Darío Dorrejo Espinal, quienes han
firmado haberles avanzado en su mayor parte; NOVENO.

Declara las anteriores condenaciones civiles comunes v
bponibles a la Compañía Unión de Seguros, C. por A.; DE-
CIMO: Condena a Manuel Rubén Espejo al pago de las
ostas penales;

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recursos interpuestos por Iluminada Meléndez de Espe-
jo, constituida en parte civil, y de la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., puesta en causa como asegurado-
ra de la responsabilidad civil del prevenido Manuel Rubén
Espejo, ya que ni al momento de declarar su recurso, ni
posteriormente, han expuesto el fundamento del mismo,
como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; que en consecuencia, se
Procederá únicamente al examen del recurso del preve-
nido Espejo;

Considerando, que la Corte a-que, para declarar al
Prevenido Espejo culpable del delito puesto a su cargo,
después de ponderar los elementos de juicio que fueron

•



regularmente administrados en la instrucción de la cae.
sa, dió por establecido: a) que la noche del 27 de (delco>
bre de 1969, ocurrió un choque en la intersección de las
calles San Luis y El Sol, entre el automóvil placa privada
25600, conducido por su propietario Manuel Rubén Espe.
jo, con Póliza de la Unión de Seguros, C. por A., quien
transitaba de norte a sur por la primera vía mencionada,
y el placa privada 26069, con Póliza de la Compañía Ya.
cional de Seguros, C. por A., conducido por Carlos Ma.
nuel Dorrejo Espinal, de este a oeste, por la calle El Sol;
b) que a consecuencia de la colisión habida resultaron con
lesiones corporales curables después de 10 días y antes de
20 días, Carlos Manuel Dorrejo Espinal; después de 30 y
antes de 41 días, Angela María Mirabel; después de los
45 y antes de los 60 días, Marisela Altagracia Mirabal;
quienes viajaban con Dorrejo Espinal; y con lesiones cu-
rables después de 10 días y antes de 20, Iluminada Me-
léndez de Espejo, quien era transportada por su esposo, el
prevenido Manuel Rubén Espejo; y e) que el hecho se de-
bió a que Esuejo transitaba a exceso de velocidad, cru-
zando el semáforo que estaba en rojo;

Cdnsidrando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido Manuel Rubén Espejo, el delito
golpes y heridas por imprudencia causados con el manejo
de un vehículo de motor, previsto por etl artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1967, y sancionado en la letra c) de dicho
texto legal con prisión de 6 meses a 2 años, y multa de
RD$100.00 a RDS500.00, si la enfermedad o la imposibili-
dad de la víctima para su trabajo durare 20 días o más,
como ocurrió en la especie con las agraviadas Angela Ma-
ría, y Marisela Altagracia Mirabal; que, por lo tanto, al
condenar al prevenido recurrente a una multa de RD$50.00.
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la Coro
a-qua le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho d'el prevenido Espejo había Causado

a Carlos Manuel Dorrejo Espinal, Angela María Mirabal y
Marisela Altagracia Mirabal, constituido en partes civiles,

yperjuicios morales y materiales que evaluó en RDS-daños yperjuicios
 en favor de Marisela Altagracia Mirabal; RD$800.-

00 , en favor de Angela María Mirabal, y RDS500.00 en favor
de Carlos Manuel Dorrejo Espinal; que, por tanto, al conde-
nar al prevenido recurrente al pago de dichas sumas, a tí-
tulo de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de lartículo 1383 del Código Civil, y 1 y 10 de
la Ley sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
declarar oponibles a la Compañía Unión de Seguros, C. por
A., las condenaciones impuestas;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
prevenido, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Carlos Manuel Dorrejo Espinal, Marisela Altagracia
Mirabal, y Angela María Mirabal, en los recursos de ca-
sación interpuestos por Manuel Rubén Espejo, Iluminada
Meléndez de Espejo, y la Compañía Unión de Seguros, C.
por A., contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santiago, el 31 de
mayo de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los re-
cursos interpuestos contra la misma sentencia por Humi-
llada Meléndez de Espejo, y la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de Manuel Ru-
bén Espejo contra la misma sentencia, y lo condena al
Pago de las costas penales; Cuarto: Condena a Manuel Ru-
bén Espejo e Iluminada Meléndez de Espejo al pago de las
costas civiles cuya distracción se ordena en provecho de
los doctores Apolinar Cepeda Román, Lorenzo E. Raposo
Jiménez, Joaquín Ricardo Balaguer, y el Lic. Eduardo
Trueba, abogados de los intervinientes, quienes afirman
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regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, dió por establecido: a) que la noche del 27 de dicient-
bre de 1969, ocurrió un choque en la intersección de las
calles San Luis y El Sol, entre el automóvil placa privada
25600, conducido por su propietario Manuel Rubén Espe..
jo, con Póliza de la Unión de Seguros, C. por A., quien
transitaba de norte a sur por la primera vía mencionada,
y el placa privada 26069, con Póliza de la Compañía Na-
cional de Seguros, C. por A., conducido por Carlos Ma.
nuel Dorrejo Espinal, de este a oeste, por la calle El Sol;
b) que a consecuencia de la colisión habida resultaron con
lesiones corporales curables después de 10 días y antes de
20 días, Carlos Manuel Dorrejo Espinal; después de 30 y
antes de 41 días, Angela María Mirabel; después de los
45 y antes de los 60 días, Marisela Altagracia Mirabal;
quienes viajaban con Dorrejo Espinal; y con lesiones cu-
rables después de 10 días y antes de 20, Iluminada Me-
léndez de Espejo. quien era transportada por su esposo, el
prevenido Manuel Rubén Espejo; y e) que el hecho se de-
bió a que Esuejo transitaba a exceso de velocidad, cru-
zando el semáforo que estaba en ro»;

Cdnsidrando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido Manuel Rubén Espejo, el delito
golpes y heridas por imprudencia causados con el manejo
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1967, y sancionado en la letra c) de dicho
texto legal con prisión de 6 meses a 2 años, y multa de
RD$100.00 a RD$500.00, si la enfermedad o la imposibili-
dad de la víctima para su trabajo durare 20 días o más,
corno ocurrió en la especie con las agraviadas Angela Ma-
ria, y Marisela Altagracia Mirabel; que, por lo tanto, al
condenar al prevenido recurrente a una multa de RD$50.00,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte
a-que le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-gua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Espejo había Causado

a Carlos Manuel Dorrejo Espinal, Angela María Mirabel y
Marisela Altagracia Mirabel, constituido en partes civiles,
daños yperjuicios morales y materiales que evaluó en RDS-
1,200.00, en favor de Marisela Altagracia Mirabel; RDS800.-
00. en favor de Angela María Miraba], y RDS500.00 en favor
de Carlos Manuel Dorrejo Espinal; que, por tanto, al conde-
nar al prevenido recurrente al pago de dichas sumas, a tí-
tulo de indemnización, la Corte a-gua hizo una correcta
aplicación de 'artículo 1383 del Código Civil, y 1 y 10 de
la Ley sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
declarar oponibles a la Compañía Unión de Seguros, C. por
A., las condenaciones impuestas;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
prevenido, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Carlos Manuel Dorrejo Espinal, Marisela Altagracia
Mirabel, y Angela María Mirabel, en los recursos de ca-
sación interpuestos por Manuel Rubén Espejo, Iluminada
Meléndez de Espejo, y la Compañía Unión de Seguros, C.
por A., contra la sentencia dictada en atribuciones correo-
cionabas por la Corte de Apelación de Santiago, el 31 de
mayo do 1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los re-
cursos interpuestos contra la misma sentencia por Ilumi-
nada Meléndez de Espejo, y la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso de Manuel Ru-
bén Espejo contra la misma sentencia, y lo condena al
Pago de las costas penales; Cuarto: Condena a Manuel Ru-
bén Espejo e Iluminada Meléndez de Espejo al pago de las
Costas civiles cuya distracción se ordena en provecho de
los doctores Apolinar Cepeda Román, Lorenzo E. Raposo
Jiménez, Joaquín Ricardo Balaguer, y el Lic. Eduardo
'huebra, abogados de los intervinientes, quienes afirman
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haberlas avanzado en su totalidad, con oposición de las mis.
mas a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los ter.
rninos de la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Contin Aybar, Fernando E,
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi.
die Beras, Joaquín Al. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmarle): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
S de agosto de 1977.

'llateril: Correccional.

Recurren te: Nidia Mercedes Peralta.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiarna,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 de enero de 1981,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nidia
Mercedes Peralta, dominicana, mayor de edad, soltera, de
oficios domésticos, del domicilio de la sección de Leonor,
Municipio de Sabaneta, Provincia de Santiago Rodríguez,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les, por la Corte de Apelación de Santiago, el 3 de agosto
de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;
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haberlas avanzado en su totalidad, con oposición de las mis-
mas a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los ter-
rninos de la Póliza.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
ele Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ENERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
3 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Nidia Mercedes Peralta.

Dios, Patria y Libertad,
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República Dominicana.

En Nombre da la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, .en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30 de enero de 1981,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nidia
Mercedes Peralta, dominicana, mayor de edad, soltera, de
oficios domésticos, del domicilio de la sección de Leonor,
Municipio de Sabaneta, Provincia de Santiago Rodríguez,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les, por la Corte de Apelación de Santiago, el 3 de agosto
de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
ue la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Lic.
Bernabé Betances Santos, actuando en representación de
!a recurrente, en la que no se propone ningún medio de,
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto e 'artículo 1382 del Código Civil; y los ar-
tículos 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el 18 de
marzo de 1977, el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago Rodríguez, dictó en sus atribucio-
nes correccionales una sentencia cuyo dispositivo aparece
en el de la ahora impugnada; b) que sobre recurso de ape-
lación de la parte civil, la Corte a-qua, dictó la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es como si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso
de apelación interpuesto por la señora Mélida Tomasina
Núñez, parte civil constituida, contra sentencia correccio-
nal No. 74, de fecha dieciocho (18) del mes de marzo del
año mil novecientos setenta y siete (1977), dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago Rodríguez, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: "Primero: Declara a la nombrada Nidia Mercedes
Peralta, de generales anotadas, culpable del delito de vio-
lación al artículo 309 del Código Penal en perjuicio de
Mélida Tomasina Núñez, y en consecuencia se condena al
pago de una multa de Cincuenta pesos oro (RD$50.00) y al
pago de las costas penales del procedimiento, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Declara bue-
nú y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por el Dr. Juan E. Fernández a nombre y re-
presentación de la agraviada Mélida Tomasina Núñez, y
en contra de la inculpada Nidia Mercedes Peralta, en con-
secuencia, condena a esta última al pago de una indemni-
zación de Ochocientos pesos oro (RD$800.00) en favor de

la agraviada por los daños y perjuicios morales y materia-
les sufridos con motivo de los traumatismos que recibiera
en dicha riña; Tercero: Condena a Nidia Mercedes Peralta
al pago de los intereses de las sumas acordadas a partir
de la fecha de su constitución; SEGUNDO: Modifica la
sentencia recurrida en el aspecto alcanzado por el presen-
te recurso, y en consecuencia condena a la persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de RD$1,-
500.00 (Mil quinientos pasos oro) en favor de la parte ci-
vil constituida, por considerar esta Corte, ser esta la suma
justa, adecuada y suficiente para reparar los daños y per-
juicios, tanto morales como materiales experimentados por
la uarte civil constituida; TERCERO: Se ordena la com-
pensación de la indemnización acordada a cargo de la per-
sona civilmente responsable, a razón de un día de prisión
por cada peso dejado de pagar, en caso de insolvencia;
CUARTO: Condena a Nidia Mercedes Peralta, al pago de
las costas civiles;

Considerando, que en el caso, si bien es cierto, que la
actual recurrente no interpuso recurso de apelación con-
tra la decisión del Juez de primer grado, que le impuso
una multa de RD$50.00 Y acordó a la parte civil una indem-
nización de RD$800.00, al ser elevada dicha indemniza-
ción, por ante la Corte a-qua, a RD$1,500.00, frente al úni-
co recurso de la parte civil, en ese aspecto, la actual recu-
rrente recibió un perjuicio, lo que justifica el recurso de
Que se trata:

Considerando, sin embargo, que si bien en cuanto a
la forma dicho recurso es válido, en cuanto al fondo, tra-
tándose de la evaluación del perjuicio, cuestión de hecho,
que como tal escapa al control de la casación, salvo que
la suma acordada, como indemnización, resulta irrazona-
ble, lo que no sucede en el presente caso; por lo que, el
'xcurso que se examina' limitado al aspecto civil, como lo
ha sido, carece de fundamento y debe ser desestimado;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Lic,
Bernabé Betances Santos, actuando en representación de
la recurrente, en la que no se propone ningún medio de.
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto e lartículo 1382 del Código Civil; y los ar-
tículos 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el 18 d.
marzo de 1977, el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago Rodríguez, dictó en sus atribucio-
nes correccionales una sentencia cuyo dispositivo aparece
en el de la ahora impugnada; b) que sobre recurso de ape-
lación de la parte civil, la Corte a-qua, dictó la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es como si-
gue: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso
de apelación interpuesto por la señora Mélida Tomasina
Núñez, parte civil constituida, contra sentencia correccio-
nal No. 74, de fecha dieciocho (18) del mes de marzo del
año mil novecientos setenta y siete (1977), dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago Rodríguez, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: "Primero: Declara a la nombrada Nidia Mercedes
Peralta, de generales anotadas, culpable del delito de vio-
lación al artículo 309 del Código Penal en perjuicio de
Mélida Tomasina Núñez, y en consecuencia se condena al
pago de una multa de Cincuenta pesos oro (RD$50.00) y al
pago de las costas penales del procedimiento, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Declara bue-
m, y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por el Dr. Juan E. Fernández a nombre y re-
presentación de la agraviada Mélida Tomasina Núñez, y
en contra de la inculpada Nidia Mercedes Peralta, en con-
secuencia, condena a esta última al pago de una indemni-
zación de Ochocientos pesos oro (RD$800.00) en favor de

la agraviada por los daños y perjuicios morales y materia-
les sufridos con motivo de los traumatismos que recibiera
en dicha riña; Tercero: Condena a Nidia Mercedes Peralta
al pago de los intereses de las sumas acordadas a partir
de la fecha de su constitución; SEGUNDO: Modifica la
sentencia recurrida en el aspecto alcanzado por el presen-
te recurso , y en consecuencia condena a la persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de RD$1,-
500.00 (Mil quinientos pesos oro) en favor de la parte ci-
vil constituida, por considerar esta Corte, ser esta la suma
justa, adecuada y suficiente para reparar los daños y per-
juicios, tanto morales como materiales experimentados por
la uarte civil constituida; TERCERO: Se ordena la com-
pensación de la indemnización acordada a cargo de la per-
sona civilmente responsable, a razón de un día de prisión
por cada peso dejado de pagar, en caso de insolvencia;
CUARTO: Condena a Nidia Mercedes Peralta, al pago de
las costas civiles;

Considerando, que en el caso, si bien es cierto, que la
actual recurrente no interpuso recurso de apelación con-
tra la decisión del Juez de primer grado, que le impuso
una multa de RD$50.00 y acordó a la parte civil una indem-
nización de RD$800.00, al ser elevada dicha indemniza-
ción, por ante la Corte a-qua, a RD$1,500.00, frente al úni-
co recurso de la parte civil, en ese aspecto, la actual recu-
rrente recibió un perjuicio, lo que justifica el recurso de
Que se trata;

Considerando, sin embargo, que si bien en cuanto a
la forma dicho recurso es válido, en cuanto al fondo, tra-
tándose de la evaluación del perjuicio, cuestión de hecho,
que como tal escapa al control de la casación, salvo que
la suma acordada, como indemnización, resulta irrazona-
ble, jc, que no sucede en el presente caso; por lo que, el
''tcurso que se examina' limitado al aspecto civil, como lo
ha sido, carece de fundamento y debe ser desestimado;

1
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Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa•
ción interpuesto por Nidia Mercedes Peralta, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santiago, el 3 de agosto de 1977,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente.
fallo.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E,
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi.
dio Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo , Secretario General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su. encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico..— (Firmado): Miguel Jacobo.

Dios, Patrio, y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

cia

regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
ttíinÁybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Se-
cretario General, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy
día 23 de enero de 1981, años 137' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en Cámara de Consejo, la si-
guiente sentencia:

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Plinio Vargas, contra la sentencia dictada por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 18 de mayo de 1976;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el artículo 10, párrafo II, de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Atendido a que el recurso de casación perimirá de ple-
no dei echo si transcurrieren tres años, contados desde la ex-
piración del plazo de quince días que le concede el artículo
8 al recurrido para que constituya abogadD, sin que el recu-
rluregnarte; pida el defecto contra el recurrido que a ello diere

Atendido a que habiendo sido emplazado el recurrido
Salome Fria el plazo de tres años de la perención señalado
en el párrafo II, del artículo 10 sobre Procedimiento de Ca-
sación empezó a correr a partir de la expiración del plazo
de quince días señalado en el artículo 8 de la misma ley, y
no habiendo el recurrente pedido su defecto, el recurso de
casación de que se trata perimió de pleno derecho.
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pedido su defecto, el recurso de casación de que se trata
perimió de pleno derecho.

Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el
mes de Enero del año 1981.

RESUELVE: 11100fr A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos

Recursos de casación civiles fallados 	

Recursos de casación penales conocidos 	

Recursos de casación penales fallados 	

Suspensiones de ejecución de sentencias

Defectos 	
Exclusiones 	
Recursos declarados perimidos 	

Declinatorias 	

Desistimientos 	
Juramentación de Abogados 	

Nombramientos de Notarios 	

Resoluciones administrativas 	

Autos autorizando emplazamientos 	

Autos pasando expedientes para dictámen.

Autos fijando causas.
Sentencia sobre apelación de libertad bajo

Sentencia sobre solicitud de fianza 	

12
7

26
11

4
2
1

10
5
1
	  4

4
17

23
	  52
	  36

fianza	 3
1

199

Primero: Declarar la p•rención del recurso de casación
interpuesto por Pisos y Techados Torginol, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
28 de enero de 1977; y Segundo: Ordenar que la presente
sentencia sea publicada en el Boletín Judicial.

(Firmados): Néstor Contín A.ybar.— F. E. Ravelo de
la. Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.--
Leonte R. Alburquerque Castillo.— La presente sentencia
ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran
en su encabezamiento, en Cámara de Consejo, el mismo día,
mes y año en él expresados, lo que yo, Secretario General,
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo F.

MIGUEL JACOBO F.,
Secretario General de la

Suprema Corte de Justicia.

Santo Domingo, D. N.
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